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de la Plata y Mayer Unos, y Cia.. |>or pago <f e consig- 
nación, rendición de cuentas y cumplimiento de contrate» 22f» 
l'rovineia de San Juan, en autos con don Carlos A. 

Herjíinans, sohre cobro ejecutivo de |>esos ¿?u 

Provincia de San Juan, en autos con don Pedro Abel Nan. 

f N>r eohro de |>esos m 

Provincia de San Juan, en autos con don Rafael A. Pn lo- 
meóle, |>or eohro de peso* 749 

Provincia de San Luis, cu autos eon don Carlos Oose. so- 
hre eohro de | tesos 
Provincia de Santa Kc en autos con don José 

sobre interdicto de retener y desojo 
Provincia íle Santiago del Estero, en autos con don An- 
tomno keyes. sobre colini de pesos 



■ ■ ■ ........ 
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IWmeia il« TiiriimátT. m autos o.n don Javiet M cndila - 

lt;n/n y d<m Uauión I hizmán _>| 



íjuirós. don Herminio | y Sortea, don fluido, contra 

1* Provincia ds Salía, solnc col.ro de jk-sos Sí. 



Kt'lM.fini, Amonio, contra tina resolución de la Cámara en 
]" Criminal y Correccional efe la Capital, Recurso íle 
htihu 

RcIioHcílo, |ns¿ Htlnniiinu. criminal, contra, por homici* 
di-i, hurto, rapto y violación, a huso de arma y lesiones 

KVyr-,. ilnii Antuuuto. contra la provincia de Santiago del 
latero, snlnv colín i fie pesos, 

Kiyn.jlds. don Perviva! Alfredo, contra el íiottieruo Na- 
cional. Milin- enmpltniienn. dé un contrato de arriendo 59 

kivítü. .ji.n Kdlicrto, rontra d"ti Kduardo Rosen! urj;, jHir 
daño;, y per i nietos: .swhre competencia .V'2 

Kivero, Alln-rto, criminal, contra, por desacato y lc.¡o> 
ties. Recurso de luvho ' ],,o 

lí- «lililí, don folinn, capitán de] vapor alemán *lir«iia», 
c u ;miM> culi Wilst m Soiin y t ía., sobre cobro ejecuti- 
vo dr fie>n> ...... .Í4r 

l-í.-rlriuiuv, doña Kn testa Neeelu dr. v otro",, contra doil 
J\m t mi. vnlirr reivindicación ; . . , 5 

Roja*, iliiii |''c*Ih'io». t*ti auto* ron don Javier Castro (mi 
sucesión i, miIhv ciilirn.de pt-sos. Kxee| tetones de i neón 1- 
pi'U-mi.t dr jurisdicción y dt falta de personería en el 

íICtW *h\ 

Ko-enl.t i i;. ámt Kdnard... en Émtos con don Roln-rto Rivas. 
pcir dañoí, y perjuicios; sobre i competencia &g 



W .HSfltlA Hl. LA SACIÓ* Jtí> 



Saavedra. don I ; r;uin>i-M (so Concurso). Recurso estra- 
nn lina rio 



i® 



Salcedo, di»ña Mercedes, contra ííoii Jnamiín Menas, por 
alimentos. Incidente snltre levantamiento de emltar^o. »/j 

Síil«lii«íiniy, <lima Aliada Ru^itri tk contra la Adminis- 
tración de túrreos y Triara f os (-1" Distrito,, sohrc 
o.l.ro de alquileres 

Saravi. líartiifoMu- y Kivas, < ¡rci-orio, sumario incoado 
vu su contra, por malversación de cumíales públicos.. 
Snsso, don Kdnardo. eíi autos coa la sucesión de don íia- 
itfailclt) Aííanni. mfyre obro de alquileres. Recurso tlíé 
lucho 



* • 



■ ■■■»>' 



Schai.ira. thm Salomón, solicita exeepdón M servicio mi- 




Senra. rloti («Tardo, en los aillos sonidos por la Mu- 
nicipalidad de la l 'apila] contra i\m Ramón .Sníioni, so- 

i é j 



< 



i « * , . 



Scntol» Cohén, don Mimón (sn testamentaria!. Contienda 
de competencia Us 

Seré, don Ramo» Luciano y otms. contra la ÍWjneia de 

luirnos Aires, |>or devolución de una suma de dinero 427 

Silva D'Urliril!. don Mario, en amos con dofa Antonia 

Raymond ríe líousquet. R ir tirso de hecho, |Q 

Siíveyra y Cía., en* autos con don Salvador IVrnáudcz. 

sobre etliíRj de |>esos. Recurso de liedlo.,.. ¿72 

Simón, don I . -til no. en los autos .Municipalidad de la Ca- 
pital contra di nía María Cosió de Domínguez Aneaba, 
sol ir c expropiación. Recurso de liedlo 

Sociedad Anónima Krigorincti A|igjo contra don José 
Morando y oíros, sohre falsificación de marcas. ' Re- 
curso extraordinario 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Sociedad Anónima Hi|xidromo Nacional ni amos con la 
.\FunkMT>arklrir] de la Capital, sobre |xisesión treintañal 
Keairso de hecho 

Suciedad Anónima Mataldi Simón I -fia., ct-ntra la Provin- 
cia (le filíenos Aires, por repetición de W > de im- 
puestos 

>"rirdad Anónima Puerto m Rosario contra el da^fer* 
M" Nacional, por constitución de tribunal arbitral ; so- 
bre- refutación ck- honorarios 



Capital, snl.rc expropiación. Recurso de hecho*. 

ilarjí l ¿refirió, contra resolución fie la Cámara mi 
lí> ! rüninnl y Correccional de la Capital Rienrso <je 



Taiana. <lo» Vilorto, contra la Provincia de I muios Ai 
n*s, filtre cobro «le honorarios. Kxeepción de iivompe- 
Cencia 

Teisairr. don Kdnardn, emura los señores (larat y Mac- 
uñi, por cohro de pesos . . 

l lie Sonth American Storts Cath y Chaves contra la Pro^ 
vinero tk- Humos Aires, sobre devolución fie dinero Re- 
cibido jxir cobro de impuesto cread» al capital en ^iro. . 

Tirabnscbi, cjoii José. apelatnlti de una resolución de la 
Cámara de Apelaciones en lo Criminal y Correccional 
de la Capital. Recurso do hecho.. 

Trevisn. Pablo, apelando dq una resolución de la Cámara 
de A elaciones <n lo Crimina! y Correccional de la 
Capital Recurso de hecho ] 
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i. defraudación. tistir|iaC!Óii y negociaciones i iu nui- 
les con el dcsemjícño de funciones pi'ihlkas 

don Kamón. cu mitos con las OI>r;is Sanitarias de 

la Nación, por cobro de pesos; sobre competencia 

\ límales, clcm Anyel. contra fa Provincia de Jujny. so- 
bre cobro de pesos 



47 
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w 

Weniieke. (Jim Koljcrio (su tcstaiiumari;. ) , con ira la Di- 
rección de Escuelas de la Tro viuda de Unenos Aires, 
sobre impugnación a Iíi liquidación M impuesto a las 
trasmisión ^raluita de bienes 

Wilson Sons y fia., contra Rodin-j, Jolmn. capitán del 
vapor alemán «I trema», sobre cobro cjeemSvo fie [tesos 



427 

m 



Vafu-s. Juan, eriminal. rom ra. |»or homicidio y rolio... . 



Zoppi, don Silvestre, en autos con los sciíore* Al f redi t 
Caslagtiino y otros, sobre cobro de pesos y cumplimien- 
to di- contrato. Recurso de hedió. 



INDICE ALFABETICO 

DE US 

MATERIAS CONTENIDAS EN EL VOLUMEN CXLIX 



A ™ á * ^ l thti: í " 'wmWeMto. Iniciada k muí»» civil que 
wm-nlau ]„> artículos 111/7 y Ui/S M OhI^o (M\, se in- 
U.*rramj>c la acción pija] (cspuriva. 1'.^, lio, 
>fctf{¿ii r,W/; .vi, frwtffté&é m del art. 1077 del C. Civil). ~- 
Uá nlavionis jírivatías eje las personas, asi como ¡¿b Ib 
referente a la adornación o extinción tlcl derecho tfe pro- 
piedad jH.i las mismas, e* ,|,| dominio <|j§ la legislación d- 
vil y comercial, ime la Constitución airihnve cNclusivamm 
te, al Congreso Xacimial. y a la cual dehe,. conformarse 
las provincias, n<> oleante cualquier disposición cu contra- 
rio <]ue contengan sus constituciones o leyes focales íarts. 
•íl y o7. inciso ti de la Constitución); en consecuencia, y 
halm-ndose twmlítÜMlti él actor ¡Hjr el delito «imetid» con- 
tra él y en viruul (te lo dispuesto til el ;irt. 1077 del (V». 
diga Civil, qn acreedor del querellado j>or ej moni o del 
í'trjinvui sufrido, !a sentencia quejo priva de mi derecho 
tepúm» haciendo prevalecer tina ley provineial de forma 
sobre el C&Íí|e> C ivil, ley itípem^ il<* la Nación, carece 
de fundamento legal y pr.»ecdc SU revncjitiiria en cuanto 
(leclam (vrtMTipia la acción civil a nn-rilo de la de acción 
penal |*á». IJo. 



././n.v v fiiunfiiiiifitfos tfr //« ¡tures lot'alt% X.» míü sus- 
ceptihlcs de revisión por la justicia nacional los artos v 
pn ved i miento* fio t<»s jueces locales y ij? provincia, tti de- 
mandahle* ante dicha justicia como tales jueces, fuera de 
casos expresamente estalilccidos por Ta ley. 122 

i (m iíchí/ íA CVmw. — X.. hay ley «[tu- decían- 
autónoiim a la Administración d«* Correos; en consecuencia, 
una demanda |*>t muro tic alu nilcrcs deducida contra un 
distrito de la misma, tlelie «t dirigida contra !a Nación, 
[irevio cumplimiento de tus re< pósitos exigidos tffl la Irv 

. hit uistiti. — Véase «Ci rolar lanía*. 

Jrrrtuiamiitthi tlr titira fisat!. — 1.a cláusula de un contrato 
di' arrendamiento de tierra fiscal |mr et término de cinco 
anón, Según la cual el arrendatario tendrá la preferencia pa- 
ra «tina renovación» de contrato en el caso de míe el Poder 
Kjmttivo resuelva ofrecer nuevamente en arriendo la tie- 
rra olijcto del con trato, delie interpretarse en el sentido de 
•pie el arrendatario tenia la preferencia sólo por otros cinco 
año*, contados desde el vencimiento del contrato primiri- 
vti, 59, 



$Mim (f\ ¡ f tíominh púbiieo (caminos, calles o callejones) Las 
vías de comunicación, llámense caminos, calles o callejones, 
ruando han sido incorporados al uso y goce común con et 
asentimiento de las autoridades y de los propietarios desde 
tiempo inmemorial, se convierten en tnenes del dominio 
púHico. fie acuerdo con \m art ¡culos 2341 y 2340. inciso 7» 
«leí Código Civil, y son. jnir consiguiente, inalicnaUes. im- 
prescriptibles y no pueden |>or eso misino ser objeto de 
jMisesióu ni generar interdictos posesorios en favor de los 
particulares. 71, 



/f»Al. - C.jh las reservas que .manan de la Constitución y leyes 
sQ\jt€ |>atronaio, puede concederse el ¡*ase a las I .tilas' ponti- 
ein> iiiMituycniIn ohis^, (¡tillar, Pág. 224. 



(aminas. Véase «Dcsjhjjo». 

Curta de cméadtmk, - Dados | a t^j^ extensión v efectos 
de la facultad conferida al Congreso ¡*>r el art. fi/, inciso 
17 de la Constitución, o sea la de amnistiar, (véase tomo 
136, p% 265, tomo J02. |,ág. 4.t), el ciudadano naturaliza- 
do rmifwra por el ar¿ 41 de la ley 11,386, la condición 
pe antes de la sentencia materia de la amnistía. En 

consecuencia, el tme con arreglo a la ley S129 fué condena- 
do a la pérdida de la ciudadanía argentina con prohibición 
de rcaduuirirla nuevamente, readquiere la calidad de ciuda- 
dano sin que le sea menester realizar las di Mandas nece- 
sarias ]kí\;i obtener de nuevo Aquel estado. IVtg. 214. 
t iudtuhnihi; carta de. ~- Dados la naturaleza, extensión y efec- 
tos de fa facultad conferida al Congreso por e 1 art. 67, in- 
ciso 17 de la Constitución, » sea la de amnistiar (véase to- 
mo I.V., |«'l-. 2Í.5, tomo 102, pág. el ciudadano natu- 
ralizado mui^rn i*>r el art. 41 de la ley 11.386, la condi- 
ción que |HJseía antes de la sentencia materia de la amnis- 
lía. Kn consecuencia, el que con arreglo a ley fué con- 
denado a la pérdida de la ciudadanía argentino con p¿ 
hihieión de readquirirla nuevamente, rcadquicre fa calidad 
dt ciudadano sin que. le sea menester realizar las diligencias 
tu cesarjas |í.ira obtener de nuevo aquel estado. Pág, 371, 
Cmjmfá Sivtfi tic I.a Píala, - 1$ Cimi|iaiiía Sivift de La ría- 
la no se halla exenta |ior el anículo 6» de su concesión de 
la obligación de pagar al Gobierno de la Nación los dere- 
chos dé guinche |xjr mis operaciones de descarga de los ar- 
tículos y substancias que introduce para llenar las exigencias 
de la .iidtistria Pág. 21 S. 



i>i-;.j rsTiriA ni-: la nación 
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Comfcícm 'ut. - Véase «Jurisdicción*. 

( oufikto mire pures. — Planteado un conflicto que un puede 
tener solución dentro de las organizaciones judiciales de 
míe torn jan [Jarte un Juez de instrucción de la Capital y 
otro del Crimen de la Provincia de Hítenos A tres, es pmee- 
- dente la intervención ele la Corte Suprema, de acuerdo con 
los móviles y ideante atribuidos en reiterados crisis aná- 
logos al art. V-' de la lev 4055. (Se trátala de tpic el Juez 
de la Capital remitiera al de la Provincia de truenos Ai- 
res un expediente solicitado mi" uffcctmn rútriuti y con 
carjjo de inmediata (Involución). IVig. 325. 

( (niftirto éiiíre jitrvs. La actitud observada ]mr mi juez: pro- 
vincial al no contestar un oficio di finido por un juez fe- 
deral, y reiterado tres veces, con emplazamiento en el id 
timo, para qjtié dispusiera la transferencia de míos fondos, 
hace ipie ella pueda considerarse como una negativa táci- 
ta (uie autoriza la intervención de la Corte Suprema para 
poner fin al conflicto, i'áe;. 40.V 

Conltctídas Je cMn#tárna¿i, Las cuestiones de competencia 
sólo pueden referirse a juicios pendientes y no corresjMiti- 
de a tos ya fenecidos, cuyo c< cocimiento iiu puede ser ma- 
teria de una cuestión de esta índole. P% ÜS. 

Cnrstit'w prejudicial. - \ é:ise «jurisdicción». 

D 

Ihftttsti m juicio y derecho de ¡ropiedod { garantías constitu- 
cionales!. — Apareciendo eme el recurrente fué oído y pu- 
do hacer valer su derecho en las dos instancias, cor» la am- 
plitud necesaria para oponer unios los reataros tpie aduce 
en contra de )a resolución recurrida, no puede invocarse 
con eficacia las garantías de la defensa en juicio y fiel de- 
recho de propiedad consagrados \mr los artículos 17 y 18 
de la Constitución. Pag. 272. 



f^frmuhutón a la mt ^ MttoM*. Del Mó é la fe 

«ue mudmVo .1 ,n¡ ntJ<( lis de la. ordenan/as d* Vduaitn' 

despende rn„ »„da , v ¡deuda irm . 1(>s tin¡CtM 
eompmididn, (Jentrü t!r la i, f | rram . i;i dd , li:t[ ru por cíetíto 
tlK " ,t " ;i b ^"'ticladi su„ ¡ m mmnim&im eu dicha tíjs- 
|->.non. n,N-, los males no merina eí aedte de oliva 
Cite ta partirla {00%, fV tfí . $J& 

«ÜKniflti*) gtueral* dentro dd tOritti.u. fijado |Wr h y 
* úñenlo .,,„ d artíailo 51 ,1, las ordenanzas v ante, de 
M»U' I'* emplea*» n ímidunarios de ] a Aduana huliiene, 

***NSW ife P:i «Éivadería ,,„». faltaba. ,1 eapi- 
tan -i su wmmtms tpmáil exentos de toda otra olfe- 
4m fSMH jiwifiear la falla en | a descarga, ftfa Jw 
BtfnMnhh a U tVH& $e Jdmwa, -Mm .«ando ,tp exista 
<■»'■» l*«r h ,rte dd con.erdante a! pretmder ¡mmdueir a 
fílaist mercaderías l.ajo nna dedaradón enada. el lu-d.o ca< 
bajoda samió,, del artillo 66 t k- la ley v st i e... 

relativo «fe |fl S < >rdt iiait/a> cíe Aduana, HÜ5. 

Las nsoltuiones admhusirahva* de la YduajiU raspee- 
,,i a b I>:trlM;i ,|( ' Ui tari ' ;i M lu ' Cf.rri-siiawáe a delmninado 

son inafables (a rt. IM y %tt*ntei de las orde- 
nanzas de Aduana >, 

Aun niaiido d crfí»f de una iiiuiiiíertaci«>ii sr liava c- 
nieiMp i!c buena fe, dio no constituye una ( . x i„ u .„u. de p<- 
na. >. dicho error no es Mil«ítttS ni imponte de pasar de«- 
ajirci-iliidii IVi^, .V*8, 

I interdicto de), $ desleimiento al-^lnm v mía! 
>m urden judldítl 3 mediante d empleo di- la fuerza, ¿CÍJ- 
itc d &nmm tetrinario y jnrúlio. dd despojo. v armli- 

í:t<l vl ^ \mzák iimk desde liada 

nia> de mi ario. pnKtdi- la eorres ( endiente aedr'ni. ¿tóela 

^ ,U " t1n afl " ik ^ t1 '^ # pnHlncidn d despojo, Ám&Sb 
mi lev 50 v *m y 24«>4 dd p^|jri Civil, 

\i'n> en la ln>'iiesis dr < r ue las autoridades de la IW 
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vincia de Simia l*e hayan u&utó ilc facultades cmci [{entes 
del ( vÚlgii Rural ii procedido en virtud de la conformidad 
expresada por el actor jwira que se hiciera el ensanche del 
r;iu liini, siempre <pic el vecino minutante cediera i^ual ex- 
tensión <Íe terreno, ni aijucllus ni esa conformidad han po- 
dido 1 íaarse efectivas iiiti desconocimiento fie Iris <;:tr;tutia> 
consagradas por la Constitución y lm-s comunes sobre i;t 
propicd.id privada, l'á^ 7L 

Bmfi&ja í interdicta de). -- Los caminos di- uso y ptee comunes 
en su calillad de [nenes del dominio \ nítrico son inalienables 
e imprescriptibles, se encuentran fuera del comercio y tío pue- 
den, |Hir eso misino, ser objeto de |»nscsióri ni generar re- 
medios posesorios en favor de los t «irt tentares ; y habién- 
dose demostrado |>or la demandada el uso común desde tiem- 
po inmemorial del terri no ijue comprende el camino en cues- 
tión, hecho reconocido expresa e implícitamente pin- el pro- 
pietario actual del campo, el concepto legal de la protección 
posesoria falta en el caso, y en consecuencia, corresponde 
d rechazo de la acción de desdijo instaurada. 1% .175. 

Ihn uuu n'.os de mí/íiiM, - Véase «Falta de fondos». 



huthatu/o, fLey 10/ÓU, sobre jubilación ferroviaria). - Corres- 
jmhhIc man tener un cmltar^n trabado a solicitud de la cs¡>o- 
sa de un jubilado de la ley 1 0.650 (jubilación ferroviaria), 
por concepto ríe alimento y litis cxi>ensas. (Artículo 1272, 
apartado 5" y 1275. ine. 1" del Código Civil). 1%. 91. 

Jim prestito exterior del cinco por t iento oro tic la Provincia de 
So» Jmtti {l.vy provincial de 11 de Setiembre de 1909). — 
Kl Banco Francés del Rio de la Plata no tiene ta ot A ilación . 
por carecer de |x-rsotierta para ello, de aceptar el papo ywr 
consignación, del empréstito exterior del cinco por ciento oro 
19W, emitido por la Provincia de San Juan con arreglo a la 



MU os r>r t v roH-n- sri-K] \i \ 



J| v |)m>Hficfe,l <fe 22 de Setiembre de | W#i ruvos ll( ^ a . 
«Iurt-s fueron lo* lameros Mayer linos, y Cía. 

Kn d <"is«» de autos romo ni ti contemplado en d fallo 

'' M ' st " ri * is,ra nt lí W WB- S ía Provincia ríe San 
inicie libertarse ^ando a los Ww QU e intcrvinie- 
ron en las o,H, ; icíones dd empréstito antes referida, con 
present» Inicia ck- los tenedores de los título, dado qüe auue- 

m Immm m son mwm <lel empréstito, sino la misma 
I mvmcm mm mtQ se fkspmifU , ^ £ ¿y- d 

T.«<l.»s. b cual es dircctatmnic responsable a sus tenedores 

Xo esfcmtto comprendidos los marcos entre las moue- 
das ^enninaclas en el acto tic la emisión dd- empréstito, la 
i.ms,«oae.on en <lkhu moneda es inadmisible. 

X- ti«¡c,Hl„sc el empréstito sólo ppr el contrato ede- 
WWto el gobierno emisor con d Enumero primer totna- 
dnr. Mim también por las cmmci.uiones insertas en los mis- 
mas títulos, m,c constituyen también oblaciones le-ítímas 
enntraidas |«, r dicho «obierno. como lo tiene va resiulto d 
inln.ual. Jos demandados, aún cuando tuvieran la rjbttótí 
de ret.rar los títulos por cíenla del gobierno emisor, no .„,. 

dmu cumplirla ¡jo* no h a l K . r sjtl , lvist(|S m |fJS 

necesanoü y en la moneda adecuada. 

U emisión cuyo títíilD se ha tenido a la vista a] fallar 
se ¡tmm. m fio sólo dentro de las presen, .eiones «le la 
ley. sino <|ur también detnn. <Iel cottvenio 1% »u 
m prestito txtmW ,/ r nm'o por deulo oro fe g^tóf 
&*0 /itóli f l.ey 22 de Septiembre de 1909), |, H rdíin(K 

jm,,!uas M iiVUír - úé of^vaciofres eon tÉmm 

' M l ' m «' n ' s,,,M ^ urif " 5 r»>r ciento oro iWi, creíalo por 
■> de la mmam de San Juan, de 22 de Septiembre de 
7' Sfc ''«-"vnicia. relVrentes al ¡Hujfelo empréstito 
deben considerarse regidas solo ,*,r las disecciones del 
m v f^or las leyes comunes aplícalas, v „«i estando 

< vpre^u»^ estipulado cuál es d lu^ar o establecimiento 
'tiearyado de hacer fos ^ demro del pfc, rtene estarse a 
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lo i(iu- resulta del contexto general del lmun que establece 
ni su artículo 8" que el importe de ios cu|iones trimestrales 
rielará estar en manos del lianeo Francés del Kío de la f$á- 
la, tres meses antes de cada vencimiento. 

■ 

listando fundada la acción en documentos con carácter 
de instrumentos públicos a cuyo pago se liaila obligada la 
provincia en virtud de los mismos (artículos 979, inciso 5 V , 
7,1 1, inciso 6 V del CV«1íjl;*i ti vil ), procedí- hacer lugar a la de- 
manda. (Véase el fallo pronunciarlo en la misma fecha, en 
el juicio seguido por la Provincia de San Juan contra Mayor 
l inos, y C ía, y Manco Francés del Río de la l'lata). I*ág, 245. 

}lspvra (excepción de). — \¿& espera delw resultar de actos del 
acreedor en favor del deudor. Pág. 276. 

Evicción. — Los efectos do la oviccióu en el caso de un pago por 
entrega de bienes, están equiparados a los que rigen las rela- 
ciones entre comprador y vendedor. (Arr\ 2H4, Cód. Civil). 

Im condenación hecha a los herederos del enajenante so- 
bre restitución del precio de la cosa o de los daños o inte- 
reses causados por la eviccíón. os divisible entre ellos. < Ar- 
ticulo 2107. inciso 2*). 

Acreditado los hechos en que se tiasa la demanda y que 
encuadran en lo dispuesto pnr el Código Civil en los artículos 
1414, 2089. 20W». W7. 21 18 y 21 19, sobre evicción. corres- 
ponde hacer lugar a la demanda. Pag. 2H2. 

Evicción. — Kl objeto principal de la garantía debida por el ven- 
dedor al comprador es la evicción, la que se produce toda 
ve?, que iMir virtud de una sentencia al adq turen te es |)ri va- 
do en todo o en liarte de su dominio o sufre una turbación 
tic derecho en la propiedad, goce o posesión de la cosa, |mr 
lo que privados los actores por una sentencia, de tutu parte 
de la posesión del inmueble vendido pur la demandada, cn- 
r responde que ésta repare las consecuencias derivadas de tal 
acontecimiento, f Artículos 2118, 2119 y 2121 del Código 
Civil), 

Ja evicHón v por consiguiente, la obligación «le ganin- 
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«irla vxisn- uím» en In ®¡mtm tic c,u, d ^ 
pues ele hal.er t *»seido d mmueUe sea p riv;ifln {k . ¿, |Jt 
su ,>oscsmn, cp todo u en fKtrtc. |x>r ,.t^, ««¿Ón cic rdvindi- 
t -:uio„ intentada ñm.n, d. romo en la de «,i,e. negarse e| 
íwtital |>oseedor a l^rmíiirlc ,i,ir:,r en jjosesfSti del todo o de 
(«ía parte <te la eosa. el cotnprad.-r intente d } u jgb ni d 
cual es vencido. 

Cuando él vendedor np |HU<k aspirar In Mffca 

v : ,m flt ' l<Kl * 1*' <|1H' el ha veniljctg v euva esku >n- 

«íi material m derta. tiene ol^dón de prestar fa gátóitía 

flor «rom qtté sea (a evieció» : ]hí r lo pi „„ |Um í e 1Jms|u ._ 

™^ mm "Invada «í lo dispuesto por los artículos 
344. , llcI .so .v j CócJfe! Civil, é Pe los actores ^ 

I» * hallan facultados pan |. x i K ¡r la devolución del precio 
■"litan.. corres!.*,.. diente al tole de tierra no enm-ada y res- 
ido del cual dl..s f„n, m vencidos en juicio de reivindi- 
cación. 

S primipio del art. 14LÍ del Código Civil, «ft d 
n-nJ d comprador no está oleado a c^r que cese la 
,m|M,S W *l vendedor ,»ara procurar la devolución dd 
¡ >r4l ''°- ** * mílv,,r ¡Monición al casi, dé .mío* i„ d & 
la evieeiou eslá |triK lucida. 1%. 407. 

r,ut * '"'"la.iuntan h.s excepciones del servicio tnilitar dd>cn 
ronumplarse en relación al tien M >o en ouc su solicitan. 

' " 1S l **«1*'«uues al serv ido militar no son permanente* 
sundo suscei.til.les de variaeión sus causas .n.Mivaiiles. \*¿ 
K<na l/í. 

Hxccpatiti fitffat, Véase «Kaka de fondos». 

BxhwiQ (condiciones [ara su dil^enciamiento). - Correspon- 
de a la Crie Suprema dirimir un conflicto entre juece, 
<fe distinta jurisdicción. res|H^o a las formalidades que W¿ 
llenar im exhorto librado |>t»r uno de ellos. 

I*;ira rnte tin exhorto dirigido ,>nr autoridades naciona- 
M a autoridades de provincia o nacionales fuera de su ju- 
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■ 

r ¡¿dicción [)ueda diligenciarse, no se requiere más n-quisiio 
■ pie la firma del jutv y el sl-ITcj de! jugado tiüpÉffto». Pa- 
giba 1 1.í. 

Kxlmrh* soikitandú roj extaiehite (su cumplimiento), — tom-s- 
pétítíe la remisión ele un expediente que w encuentra en es- 
tajo de S«|treseimíeritfi provisional, solicitado por utrn juez 
i fftvtum méndi y cení cargo di- inmediata devolución. |mr 
considerar de impnriíiucia capital el examen de dieht. expe- 
diente. I'ág, ¿25. 

Hxhnrta teleijráfu o (su diliginciamienUj I. -- U forma telegrá- 
fica efe un exhorto, adoptada en visla de su urgencia portra- 
rarse de mía cansa de acrácter fwnal, no nl>s ta para acreditar 
la ^autenticidad legalmente requerida (artículo 45 y 46. ley 
750 K* l y determinar en Consecuencia, el diligenciamientii 
corresjNHidieníe del oficio precatorio, ex|>edido con c;iráeter 
oficial y con transcripción, precisamente, de Iris requisitos 
del ariiculo í>75 del Código de IWed i mantos en lo Cri- 
minal}. 1%. 207. 

K. vilortos y emnisivnes tie jueves federales.— I jos jueces y autori- 
dades provinciales tienen el dclwr de cumplir Ins actos y dili- 
«lucias judiciales solicitadas ¡xtr los jueces federales, Sea |ta~ 
ra hacer notificaciones, citaciones, cmlwtrgos. etc.. de acm-r- 
do con lo <|iie dispone el arl. \.\ de la ley ¡j* 4X. sin que aqué- 
llas puedan olijetar su legalidad. J Vi K . 40.V 

Kxtrtutinóii. — Llenadas las prescripciones del tratada es|KtiaI 
cu» el reino de Italia, de 16 de Jimio de IKW>. 
lugar a la extradición. 1%. 311. 



/Vi//<; de fotutos.— \¿t ¡mposiUtlida*! de hecho en <|ue pudiesr ha- 
llarse la provincia |«ira cancelar sus deudas |>nr carecer de 
dinero, no puede invocarse como excepción legal para dete- 
n<T una ejecución contra sus bienes, pues, precisamente, pa- 
ra casos semejantes se han instituido los tránmcs judiciales. 
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Kstaudo fundada la ejecución un documentos quv im- 
jHutfin créditos contra la provincia, cuya autenticidad ha 
sido reconocida, corresponde drtienar su pagn. (Art. 7-42. 
Código de Comercio. 251 y 277, ley 50 l Pág. 27í». 
lucro federal, l'n vecino ríe una provincia, demandada ante 
(os tribunales de la misma |ior un vecino de otra, no puede 
invocar el fuero federal |ior razón de las personas. Pág. *H) 

O 

(niranttu coitsiUuefonal - Véase «hiviolaliilidacl de la defensa en 
juicio», .Derecho de propiedad», «Igualdad anfe la ley». 
«Jueces designados por la ley antes del hecho de ía cansa». 

Huinches (uso de ) . — El derecho de uso de los guinches no re- 
viste los caracteres fie uu impuesto propiamente dicho. Pa- 
pila 21N. 

H 

Hmwraríos, Bl análisis de los artículos °4. inciso número 
4*. e inciso 20 fiel artículo 137 de la Constitución de la Pro- 
vincia de Salla demuestra pe el Poder Ejecutivo de la mis- 
ma carece de facultades para fijar remuneraciones perma- 
nentes sin autorización legislativa, lo <jue hace que un con- 
venio eelehrado por el mismo sohre la manera de retribuir 
los servicios del representante legal fie la Provincia ante la 
Corte Suprema, sea nulo, de acuerdo con el artículo IX del 
Código Civil, correspondiendo, en consecuencia, de acuerdo 
con lo dispuesta por Jos artículos 1952 del Código Civil y 65 
y 66 del apéndice fiel Código fie Procedimientos |>ara la Ca- 
pital, supletorio <le la ley 50. que esos servicios sean regula- 
dos judicialmente. Pag. Kíí. 
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ItjmUUui tinte ta /cv.— 1.a igualdad ante la ley. impuesta por el 
precepto del artículo 16 de h Ciin>liiueión ci 11111 Mirla ta con- 
secuencia de que todas Jas pcrsuiias sujetas a una legislación 
determinada dentro del territorio de la Nación sean tratadas 
ilel misum modo, siempre fjue se encuentren eu idénticas cir- 
eunstanrias y condiciones, y en materia ilusísima ese prin- 
cipio se cumplí- cuando en condiciones análogas se mt])orteii 
gravámenes iguales a los coiuril inventes. IVig. 417. 
Impuesto d# sello, (Aplicación del art, 57 de la ley ll.*»0>. — 
Cuando el impuesto de sello delic alionarse al ser presentados 
fus actos, contratos, di aumentos u obligaciones ante los Jue- 
ces autoridades? para su cóbro, como en el caso, y un en 
t i momento de la redacción y otorgamiento de los mismos, 
la obligación para con el fisco sólo loma nacimiento en H 
acto de la presentación de las cuentas anle las autoridades 
judiciales, sin la mulla establecida por el art. 57 de la lev 
res| lectiva X'* 11. 2W. l'ág. 22. 
Uhvm priman de la justitia federal (su declaración j. - Es nece- 
sario «pie fie la demanda a|*arexca claramente míe la cansa 
no es tle la comjicteueia de la justicia federal para míe el 
juez del«i declararlo de plano, y esta regla t¿) dibe ser 
observada también poj los tribuna lis superiores. 

Kl testimonio <le ta resolución pronunciada i>fir el jmv 
provincial declarándose incompetente, míe <lice: ««teniendo 
en enema pir las constancias de autos y el allanamiento del 
actor míe son favorables al demandado en cuanto justifican 
su interés en acogerse al beneficio que le acuerda Ja ( "mis- 
til urióii Nacional y reglamenta el art. >\ inciso I" de la 
ley 4N; se Jiace lugar a la exCéñcióíl opuesta, declarándose 
incompetente para conocer eu el juicio», constituye mm di 
-tos documentos a ipje se refiere el art. de la lev na- 
cional \' v 50. 

Kl fundamento de una resolución di ando la itieoin- 
peteucia de la justicia feileral. de ijui- la admisión de la com- 



petenria tii la misma &iUijHirtaria atribuir a isla la íactll- 
ia«l ilt- iwcr Ib* fallid de la juncia focal, con violación del 
an, IU5 de ta toiiMiutción, carece ele aplicación ni im caso 
en que no se u-aia de poiwr de nuevo en ida de juicio lo> 
punto*, de h.rh» y derecho decidido* por c| prtiiuuu ¡amitti- 
l<i t[e lu* iriiíimalis IjtjcaJes, acéfeá ue las ctHtkw el actor 
S «(€ft«»Wl3*lp m- hallan de acuerdo de que la cosa j uzeada 
m t n vuelve y J»m**ge, ni ifc exigir (*J cunipiimieiUo dé un 
eimtráto, ni ta ejecución de una >euteneia. siiiú de la jití*- 
MHn-iün de una demanda ordinaria a Iklsi- cíe una acción per- 
sonal por daños y perjuicios basada en lo ¡$sp<3fcb ]hm el 
a-t. iim dH í.VhIí K o Ovil. n«lr|R'tnlrniu- (le la terrería. 

I.a prórroga de jurisdicción prevista |h,i el an. 12. in- 
ciso 4'* tic la lev 48. no puede hacerse cxlen>¡va a mía tosa 
<íue a. (iidlo a que verosimilturnte lia podido referirse, esto 
es. al litigio en i|ik- M ha producido y a lodo lo •me se en- 
eilCuM* proccsalmeme vinculado al mismo. sentencia, inei- 
Úwm y rjecución de una y otros. Élíerá di la limitación 
i-nada por estas hi|>óiesis. lo extranjeros tienen el derecho 
•Ir invocar el fuero especial une la Constitución les ha té? 
<. H unido. I'á^-, ¿OJ. 

fnconstitummaftiatí / lV t .\n. &1 de la ley de la l'm viuda 
de líueiios Vires, de lo de Abril de IHÉ). El aníeulo 
13 de ía ley de la Provincia de Buenos Aires, de 10 de 
Ahril de I'HKj, sübrv servido de aunas corrientes, no es re- 
pugnante a los arts. 14. lo y 17 <le ía Constitución Na- 
cional. IVig, 

liii onstihuioiuitithnl ,A impuestos (U de la ley de la Provincia 
de Unen.» Aires, de n de Septiembre de Vwi. llamada de 
«impuesto al comercio e industrias» j - - J-'.u general, los 
tr il Mitos indirectos al consumo interno, o sean los impues- 
tos internos, nacionales y provinciales, pueden ser COUSii- 
tucionahnenie establecidos |mm- la Nación y por las provin- 
cia, en ejercicio de facultades concurrentes y sin óbice ¿ 
güilo determinado |mr inconi|iaiÍbiIidades de orden institu- 
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tíopÜ, derivándose ese poder de la inteligencia atribuida a 
la cláusula del art. 4" de Ja Constitución, que dice : «de Ia> 
demás tontribueiones que equitativa y pro^reionalmenle a 
la ilación imponga el Congreso Nacional». Los aet..s de 
la legislatura de una provincia iiü pueden ser invalidados 
sino «ti aquellos casos en que la Constitución concede al 
Congreso Nacional, en términos egresos, un exclusivo po- 
der, o en los que el ejercicio de idénticos piden* lia sido 
expresamente prohibido a las provincias, o cuando hay una 
directa y absoluta incomjwitibjlidad en el ejercicio de ellos 
ÍW estas últimas, fuera de cuyos casus, es incuestionable 
que tas provincias retienen mía autoridad concurrente con 
el Congreso. 

Kl impuesto establecido |n.r una provincia sobre pro- 
ductos que son objeto de venta o negocio fuera de la ju- 
risdicción de la misma, es velatorio de fa Constitución, 
articulas 9, 10, 11, 67, inciso 12 y IOS, en cuyo caso se en' 
cuentra el cobrado a la compañía adora por la Provincia de 
Jiuenos Aires, eti virtud de la ley provimial de 6 de Sep- 
tiembre de 191 o, llamada de «impuesto al comercio c in- 
dustria». 1>ág, 2u0. 

tmomwuaomtitfadilc impuesto (Camino entre I-a Mata y Av< - 
laneda ). — No habiendo el actor ni siquiera intentado de- 
mostrar que el impuesto establecido por la ley de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, de ,10 de Diciembre de 1907, des- 
tinada a obtener los recursos necesarios f >ara la apertura y 
lamentación de un camino entre La Plata y Avellaneda, 
no reunía los requisitos esenciales |>ara Ja validez de toda 
contribución de mejoras o local asfcssntcai. corresponde el 
rechazo ( | c la demanda dirigida a obtener la devolución de 
lo pagado por ese concepto. Pág. 322. 

IncimstiluchmaUthd <tc h Iry (Ley 1968. de la Provincia de 
Entre Ríos). — La ley nacional N" 9511 ampliatoria del 
Código Civil, no se limita a las jubilaciones nacionales, si- 
no que es general y comprensiva de todas las asignaciones 
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a que se refiere, sea cual fuera sil procedencia, por lo que 
im pueden opiuimc a mi aplicación Jan disposiciones cs]x- 
cialcs de la ley de la Provincia de Kntre Ríos, ]968 t 
Mtt contrariar principios fundamentales de nuestra orga- 
nización institucional. Articule* 108 de h Constitución Na- 
cional Páff. 54. 

hitomtiltuwuai de íéy fluyes 75*. art. U y 739, art*. II. 19 
y 20, sobre vinos, tic ta Provincia de Mendoza). — 
disposiciones de los ans. U de la ley 75íí, 11, 19 y 20 de 
la lev \" 759 y artículo & de la N* KIO de la Provincia de 
Mendoza f sobre vinos), contrarían las «aramias estable- 
cidas en los an*. 14. 16, 2K y M de la Constitución Nacio- 
nal. (Fallos, tomo 140, pá K hias 154 y 166; tomo 141. pa£. 
5 y tomo 14.Í, p% 106), Pá«. 77. 
httotistihtriomíidad (tf W (La del art. 7'\. inciso 35 de la lev 
de Patentes fijas de la Provincia de Buenos Aires, de 6 de 
Septiembre de 1916;. — Habiéndose alionado el impuesto 
cuya devolución se persigue conio resultado de las propias 
gestiones del contribuyente y d c | ;t consiguiente autoriza- 
ción del Gol tierno, tal hecho comporta una renuncia al de- 
recho de impetrar la declaración de inainstitucionalidad de 
la ley en cuya virtud el impuesto ftté así ¡lafíado. 

I-a protesta formulada cu el acto de verificar el pago 
fiel impuesto cuando ya se había producido los hechos de- 
terminatues de la renuncia, tío puede liorrar ci modificar 
ios efectos de ésta (art. X75. Código Civil). 

P sistema adoptado por la Coustitución Nacional en 
materia de circulación territorial y de comercio interpro- 
vinciai y exterior, consiste en hacer un .solo territorio jiara 
un m»Iu pueblo. 

Lo cpie la Constitución Nacional suprimió por su art. 
10, no fué sólo la Aduana provincial, sino también la Adua- 
na interior, cualquiera fuera el carácter nacional o provin- 
cial que tuviera, prohibiendo que en la circulación de mer- 
caderías la autoridad nacional pudieran restablecer las adua- 
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lias interiores que formal km [«irte de la* antiguas fiislttu- 
cioncs argentinas. 

El principio de Ins arts. 10 y 67, inciso 12 de la Cons- 
tit ución National, prutcgc. tainhicn, las oj Miraciones auxilia- 
res dd comercio y, |w consiguiente, el transporte efe las 
mcrca< ferias enaj citadas. 

I¿is provincias en el ejercicio ele sus ]iodcrcs de le- 
gisladón in lerna íart. 104 y siguientes), no se hallan auto- 
rizadas jKira dictar leyes di reglamentos de carácter general 
o municipal que Cüni|H)rten directa o indi rectamente, tra- 
bar o perturbar t\v cualquier modo, que no signifique el 
ejercicio de sus po<leres de j)olieía t la libre circulación terri- 
torial o que puedan afectar el derecho de reglamentar el 
comercio conferido al Congreso de la Nación con el carác- 
ter de una facultad exclusiva. 

Cada provincia recobra su plena capacidad impositiva a 
¡Kirtir del momento en que las mercaderías, «eneros o pro- 
ductos introducidos a su territorio, llegan a confundirse y 
mezclarse con la masa general tle bienes fie la provincia, 
y ello sólo a condición de que aún después de producida 
la incorporación de valores, el impuesto no establezca dis- 
tinciones entre los bienes introducidos con los ya existen- 
tes en el territorio. 

El comercio eiure Estados no es librt- ruando un ar- 
tículo, en nutón de su origen o clalioración exterior, es so- 
metido |Hir ía administración local a una reglamentación o 
gravamen d i f emicia I . 

El principio general del régimen político y económico 
de ta Constitución según el cual todo propietario de trans- 
fH>rte, como todo habitante puede ser personalmente gra- 
vado en relación al valor de su propiedad o a la cuantía 
de siw rentas sin atender a la fuente de la cual aquéllas se 
derivan, «teja de ser verdadero si un gravamen llega a ser 
establecido por una provincia sobre las entradas derivadas 
del transarte de mercaderías y pasajeros, conexos con el 
comercio interprovincial o extranjero. 
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Kl ar(, 7", inciso 35 ite la ky de patentes fijas de la 
Provincia de líutnos Airo. de 6 di- Septiembre íle 1916, 
en cuanto establece una patente fija fie cuatrocientos pe- 
sos a tas repartidores dependientes de casas tic comercia 
míe int (uijíiuii d impuesto a la indita ría y al comercio, es 
víolatorio de la Constitución Nacional. I'ág. 137. 
lm on.il ituaoiutlithul tic h>\vx (La lev 529 y 5.10 de ta Provincia 
de hijuy). Las leyes $M y §30 de la Provincia de /ti- 
juy, que autorizaron al IV «ler Kjecutivo fie Ja misma para 
contraer un empréstito de dos millones de jiesos nacionales, 
en las condiciones f|ue en las mismas se expresa, o, a emi- 
tir títulos de renta hasta la suma de dos millones v medio 
fie pesos de igual moneda, no son rej manantes a la Cons- 
li lueióu Nacional ni a ley íuiif lamenta) de <liclia I 'rovincin. 

La emisión de títulos realizada por el Poder Ejecu- 
tivo de la Provincia de Jujuy en virtud fie la autorización 
conferida al mismo j>or tas leyes 529 y 530. dadas las ajm- 
riencias y caracteres extrínsecos de billete fiduciario con t\ue 
lian sido emitidos, determinados por la forma, dimensión, 
escaso valor representativo, tipo y colorido de impresión y 
demás características de dichos valores, visiblemente des- 
tinados a realizar funciones tle medio circulante con actua- 
ción de papel moneda en el movimiento general t \ c ] as tran . 
sacciones de toda especie cu el orden local, es contraria a 
los artículos 67. inciso & y 10" y 108 de la Constitución ; 
pero la invalidez dé esos títulos como moneda o instrumen- 
to legítimo de cambio, no los afecta como títulos fie oblijía- 
eióu fiel Estado emisor, legalmente rc*i>oiisable ante los te- 
nedores de los mismos. (Artículos 1050, 1052 y 1056 fiel 
C «ligo Civil». Pág. 187. 
hitoiislitudomilnhnt tic ley (¿a del art. 39, ine. 7" de la ley de la 
Provincia de Buenos Aires, de 12 de Abril de I92¿ sobre 
trasmisión gratuita de bienes). — K| art. 39, inciso 7" de 
la ley de la Provincia de Buenos Aires de 12 de Abril tle 
1923. sobre trasmisión gratuita de bienes, vulnera el orín- 
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ripio de igualdad en el impuesto, consagrado por el gg$ 16 
de la Constitución. Pág, 417. 
tneonstitncionalidad de ley (l¿i de trasmisión gratuita de hicnes 
de la Provincia de Buenos Aires). — Ku cuanto al fondo; 
Víase el sumario de la cansa que precede seguida 1*>r don 
Juan Hannah Urysdaie y «tros contra ];i J'rovineia de 
Hítenos Aires, solire devolución de una suma de dinero, 
['agina 427. 

InhabUuiad de título — k» inhabilidad del título, salvo casos es- 

|>eciafes, emana del título mismo, Pág, 276. 
Inviolabilidad de ht defensa en juicio. — Véase «Propiedad. 

derecho de». 



Jutñtaeiou (de im militar asimilado) — Por ía Ley Orgánica 
del K jereito, jf? 4707. ítis asimilados que prestan servicios 
en los Cuerpos Auxiliares y en las distintas dependencias 
del Ministerio de la (hierra, gozan del estado y carácter 
militar (arl. 46. título IT. capitulo III K computándose sus 
servicios a los efectos del retiro militar y no a la jubila- 
ción ; por lo í|ik\ el caso É¡ un oficial de Administración 
dependiente del Ministerio de la Guerra, no está compren- 
dido en el régimen que la ley 4349 instituye pará los fun- 
cionarios, empleados y agentes civiles que desempeñan car- 
go en la Administración y, corresponde, en consecuencia, 
que se le reintegre los aportes a la Caja de Jubilaciones que 
acredite haher realizado rjcfr concepto de sus sueldos. Pá- 
gina 107. 

J Uírcjtt _._ Toitos los jueces de cualquier jerarquía y fuero, pue- 
den interpretar y aplicar la Constitución y leyes de la Na- 
ción en las causas cuyo conocimiento les corresponda, sin 
jierjuicio del recurso del articulo 14 de la lev 4K en los ca- 
sos que proceda. Pág. 122. 

Jueces designados por ía ley antes del hecho de la cansa fCa- 
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rautia Constitucional). - Monadas las condiciones estable- 
cidas por el art. 117. inciso 2" del Código de Justicia .Mili- 
tar para que surja la jurisdicción militar, no habiéndose 
sostenido por otra i»rte la inconstitucionalidad de esa dis- 
posición legal, y si de acuerdo con el art. 7* de la ley 48, 
la jurisdicción criminal atribuida |>or esta ley a la justicia 
nacional en nada altera la jurisdicción militar en los casos en 
que. según las leyes existentes debe precederse por Conse- 
jos de Guerra, no puede sostenerse con verdad, cjue el re- 
currente, militar retirado, baya sido sacado de los jueces de- 
signado» \**r fa lev antes del hecho fie la cansa, ni que el co- 
nocimiento de ésta corresponda a la justicia federal. Pá- 
gina 254. 

Jurisdicción. — Corresjmnde al juca de la Capital Federal el 
conocimiento He un juicio sucesorio de una persona cuyo 
último domicilio en la misma resulta acreditado fior el he- 
dió de hal*T firmado escrituras en las que declara que era 
.esta su domicilio; i*>r la circunstancia de halier aceptado el 
nombramiento discernido por un juez de la Capital, de tutor 
de unos menores radicados y om intereses a administrarse 
también en ésta y. ]>or la libreta de enrolamiento que acredi- 
ta que aquí ejercitó sus derechos de ciudadano en diversas 
Oportunidades, sin que aparezca anotación alguna de pase 
a otro distrito, Pág. 4.1 

Inrístiicción. — V.\ examen de las leyes números 1917, de 4 de 
Diciembre de 1886; 3967. de 26 de Octubre de 1900; 8889, 
de Julio 27 de 1912; 10.998 y 11.165. con arreglo a las 
cuales desenvuelve su acción las Obras Sanitarias de la 
Nación, demuestra que esta repartición fué creada origina- 
riamente como institución de orden (Hirainente local, some- 
tida, por consiguiente, a las autoridades del Gobierno de 
ta Capital, carácter que conserva y mantiene acerca de las 
obras y dependencias situadas en el distrito federal, y que 
en cuanto a las obras sanitarias cuyo estudio, proyecto, cons- 
trucción y administración íe ha sido conferido |*»r el P«- 
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der Ejecutivo en el territorio de diversas provincias en 
cumplimiento de las leyes sancionadas por el Condeso y 
'Je las conformidades expresadas |xir aquéllas, desempeña 
funciones de orden nacional respecto ríe las obras y depen- 
dencias existentes en cada Estado y del personal de que 
se sirve en ellas ¡ \*>r lo une, teniendo la institución consi- 
derada, los caracteres de dependencia inmediata del Es- 
tado en cuanto a las obras construidas en las Provincias, 
es derivación forzosa que a las cuestiones provenientes de 
su administración les cnni|icle la jurisdicción nacional- Ar- 
tículos 100 de la Constitución y 2* inciso \" t Sí v 6* de la 
ley 4& g¡$ 47. 

Jurisdicción. — Corres|>onde a la jurisdicción federal el cono- 
cimiento de un proceso seguido |x>r un accidente zurrido 
en las vías de un ferrocarril nacional, en el que se ha dis- 
cutido y ha sido materia de controversia y prueba, las con- 
diciones en que las vías se encontraban en el momento del 
accidente, el que, por otra parte, afectaba la seguridad y el 
tráfico ferroviario. Artículos 80, 81 y siguientes de la ley 
2873. Pájr. 101. 7 

Jurisdicción. — La justicia federal es iiiconijieteiite para cono- 
cer de una demanda contra un Juez de Paz de la Capital y 
contra un Juez de 1* instancia de la misma, por inconstitn- 
cionalidad de resoluciones dictadas en ejercicio de su ju- 
risdicción respectiva. Pág. 122, 

Jurisdicción. — El juez competente para conocer en los ¡lícitos 
en que se ejercitan acciones personales, con preferencia al 
del domicilio del demandado, es el del lu^ar convenido ex- 
plícita o implícitamente por las jiartes jrara el cumplimiento 
del contrato, cualesquiera que sean las prestaciones que se 
demanden, principales o accesorias. (Código Civil, art, 1212 
y correlativos; ley 32, título 2», ¡lartida J»), Pág. 133. 
Jurisdicción. — En una contienda de competencia en la que se 
hace derivar esta por cada uno de tos jueces, de la circuns- 
tancia de que el bien raíz objeto de la acción reivindícalo- 
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na entablada, está situado en el territorio de la provincia 
de que emana la autoridad que respectivamente ejercen, > 
en que hay una especie de equivalencia de determinados 
medios de prueba que en cierto modo tes resta eficacia re- 
cíproca como factores demostrativos de la cuestión propues- 
ta, corresponde declarar que es competente el juez de anue 
Ta provincia que aparece manteniendo el ejercicio efectivo de 
la jurisdicción y solieranía territorial y política que carac- 
teriza el dominio eminente actual. (Kn el caso, la Provincia 
de San Luis). í*;ig. 157. 
Juritdñ aoH. - Tratándose de un caso de jurisdicción impro- 
rn.tft1.Ie (arL 12, inciso 3«, ley 48), ésta, respecto de los tri- 
bunales naeif males, es privativa y excluyeme en virtud de su 
propia institución y. por consiguiente, ni el consciitimieu- 
m ni el silencio de las partes han podido atribuirla a los 
jueces locales. 

Constituyendo la Administración de los Fern carriles 
del Estado una entidad dependiente de la Nación y creada 
por ley del Congreso X* 6757. los litigios a que dé lugar 
la explotación y funcionamiento de dichos f embarriles 
cnrrcspoiuam, ratiútie mu/.™, a la jurisdicción federal, a 
mérito de lo dispuesto en el art. >\ inciso I ' de la ley 48; 
en consecuencia. eorres|>oudc a la justicia federal el cono- 
cimiento de una demanda contra d Ferrocarril Central Nor- 
te Argentino, de propiedad del listado, ¡a.r devolución de 
sumas de dinero que se dicen indebidamente [Krcibidas. |>or 
retardo en el transporte. Pág. 210. 
JurLuticaóit. -~ Corresj»ot»lc a la jurisdicción militar el cono- 
cimiento di- una causa seguida contra un militar retirado, 
por malversación eje fondos cometido en el desemi>ciio del 
car^o de Director del ICstabíecimictito Siderúrgico de Art- 
dállala, dependiente de ta Dirección de Arsenales de Gue- 
rra de la Xación. 1%, 254. 
Jnrhfíú aótt. — Resultando de autos que el causante de la su 
cestón falleció en esta Capital en la casa donde vivía con 
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agimos de sus hijos, y que aquí ejerció |*,r lar»., tiempt. 
mi profesión de escribano; que aquí falleció su es|*>sa y 
se tramitó el juicio sucesorio correspondiente; t[iie según 
informes de diversos liancns de esia Capital v de la Com- 
iwñía Unión Telegráfica, el causante tenia anuí su domici- 
lio, corresponde al juez de la misma el ainocímiento del 
juicio sucesor!». (Código Civil, artículos 94. 98, 99, 32K4 
y sus concordantes). Pág. 293. 

Jurisdicción* — K\ jura competente para conocer en los pleitos 
en que se ejercitan acciones persc males, con preferencia al 
del domicilio del demandado, es el del lunar convenido e.\- 
plícita o implícitamente por las partes ,wra el cumplimien- 
to fiel contrato, cualesquiera que sean las prestaciones que 
se demanden, principales o accesorias. (Código Civil, art, 
1212 y correlativos; Código de Procedimientos de la Ca- 
pital, art. 4*; ley 32, título 2<\ partida 3*>. Pág. 316. 

.tttrhttUridtf. — Maniéndose estahlecidn con 'eficacia legal has- 
lame, (declaraciones de ocho testigos que justificaron debi- 
damente sus afirmaciones; partidas de nacimiento y reco- 
cimiento de los lujos naturales del cansante: inventarios; 
cuentas corrientes; Registro Cívico, etc. \ , que el autor dé 
la sucesión estuvo domiciliado a la época de su fallccimien- 
t". en Pergamino, Provincia de Buenos Aires, es a los jnr- 
ces de dicha provincia a quienes compete el conocimiento 
del juicio sucesorio í Código Civil, arts. 97, 99 v 32K4> 
Págitia 334, 

Jurtstitrcitw. — í.a demanda que no se dirige contra sucesión 
alguna, sino contra tina persona determinada, no corres- 
]>onde al juez de la sucesión. 

Las causas que se encuentran en instancia de ai «ilación, 
no son avocahles j N »r el juicio universal de sucesión Pá- 
gina 3.18. 

Jurisdicción. — Es improcedente la cuestión prejudicial de ¡ii- 
conqietencia del Poder Judicia) para conocer de una i»m- 
ceso por ma] versación de caudales púhlicos. fundarla en lo 
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dispuesto \aív los artículos 52, 64. 71 y 8¿ de la ley N» 428. 
sobre Contabilidad y ■Organización de la Contaduría Nacio- 
nal, en un caso en que el delito imputado a los procesados 
se ha substraído |?or sus propias modalidades, a la fisca- 
lización do la Contaduría, la i|ue. |M>r consiguiente, no ha 
ejercitadi» en el proceso las iniciativas r|ue le atribuye la 
ley, ¡nicrvinicmlo sólo a mérito de la denuncia correspon- 
diente. 

Corresponde a la justicia federal el conocimiento de 
una causa |Kjr defraudación a la Tesorería de la Policía de 
ta Capital Pég. m, 

Jurisdicción. — Radicado un juicio ante los tribunales de pro- 
vincia, del»e sentenciarse y fenecer en la jurisdicción pro- 
vincial, sin intervención de la federal, fuera de los caso» 
enumerados en el articulo 14 de la ley 48. (Hu1k> prórroga 
de jurisdicción). 

l-i jurisdicción de un tribunal no termina con la sen- 
tencia, pues continúa hasta el cumplimiento de ella, debien- 
do conceptuarse míe los prnmliinientos para lo último son 
parte de los procedimientos de la causa. Pag. 387, 

Jurisdicción militar. — Véase «Tribunales militares». 

Jurisdicción originaría. — Corresponde a la jurisdicción de ta 
Corte Suprema el conocimiento de un juicio promovido ¡xir 
un vecino de la Capital Federal contra una provincia, ¡>or 
colmo de honorarios profesionales, fundado en el articulo 
1627 del Código Civil. (No se acreditó con tos resjwctivos 
Comproliantes que el actor fuera empleado a sueldo, siendo 
insuficiente, al efecto, una resolución por la que se le fi- 
jaba. n posteriorí. un sueldo mensual, sin que aquél lo si>- 
licinise, aceptase o percibiese). Pág. 117. 

Jurisdicción. — Véase «Incompetencia de la justicia federal». 

' i* ' 

Leyes hades. — Las disposiciones locales no pueden oponerse 
a los mandatos de la justicia federal, fundados en leyes 
nacionales que rigen sus procedimientos. Pag. 276. 
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F 

Payo por consiynación. — Véase «Empréstito extern ir del cinco 

l*° r ciento oro de ta Provincia de San Juan». 
Papeles al portador. — Véase «Falta de fondos». 
Prescripción. — Véase «Reivindicación». 

Presidente de la República; ejercicio de funciones judiciales del 
(art 95 <le la Constitución). — La disposición constitucio- 
nal (art. 95), que niega al Presidente de la República el ejer- 
cicio de funciones judiciales o el derecho de conocer en 
causas [tendientes o de restablecer las fenecidas, responde 
al propósito de poner a cubierto a los habitantes de los abu- 
sos del gobierno y al de marear la línea divisoria de los tres 
|Kxleres qtie lo integran; más, la intervención del Poder 
Ejecutivo en tas decisiones de la justicia militar a los fines 
de su aprotacióii, reprobación o reforma, no es incwnpati- 
ble con la referida clásula de la Constitución, dado que di- 
cha prohibición se refiere a funciones y causas compren- 
didas en la esfera de acción del |xxlcr judicial del que no 
forman parte los tribunales militares. Pag. 175. 
Privilegios concedidos por el Estado; su interpretación en caso 
de duda. — fin materia de franquicias a una corporación, co- 
mo en toda concesión de privilegios ¡xjr el Estado a jktso- 
nas o individuos, en caso de duda la interpretación debe ser 
en contra de los concesionarios, Pág. 218. 
Procedimientos judiciales producidos en una provincia (art. 4* 
ley 44), — El art. 7 V de la Constitución reglamentado por el 
art. de la ley 44. supone fallos dictados por jueces o tri- 
Imnales que tengan jurisdicción sobre las cosas o jiersonas 
a que afectan, y que se trate de actos judiciales que no im- 
porten una cxtralimitación de facultades en los ralativo a la 
comiwtencia. Pág. 5. 
Propiedad; derecho de (Garantía constitucional). — La garantía 
del articulo 17 de la Constitución, según la cual nadie pue- 
de ser privado ele su propiedad sino en virtud de sentencia 
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fundada en ley combinada con la de la inviolabilidad del 
derecho de defender en juicio la persona y los derechos, 
conduce a la conclusión de que la Sentencia privativa de la 
propiedad, at cual el prinierti.se refiere debe ser pronunciada 
con audiencia de parte, y sin el cumplimiento de es- 
ta garantía primaría y esencial constituida por la necesi- 
dad de oir a la persona contra ta cual se dicte una senten- 
cia, no hay propiamente juicio constitueioualmcnu- "hablan- 
do y, por consígnente, tani]»oco procedimiento o actuacio- 
nes respecto de los cuales ten^a aplicación el artículo p qur 
lógicamente presupone el cumplimiento previ» de aquella 
Kiirantía. Rá¿ 5. 

Pnri innas; su cafaenimi económica, r- Véase «Tncotistitucioua- 
lidad de ley». 

Pruebas testimoniales eoutvaú tetarías para aeieditur el domicffia. 
-Kutre dos pruebas test ¡un anales contradictorias, tendien- 
tes a acreditar el domicilio, corresponde acordar mayor va- 
lor a hi prorlucida con el contralor del Ministerio de Meiio- 
ns. cuando, como en el caso, se trata de las pursouas o hic- 
nes de menores o incaiKiccs. IMg. 4.1. 

o 

Obras Sanitarias f a ffijffln (su carácter). — Véase *1uri>- 
dicción». 

R 

keeursu extraordinario, — Procede el recurso extraordinario del 
artillo 14, k*y 4tf, contra un pronunciamiento contrario al 
derecho fundado por H recurrente en los arts. 7" y 104 de 
la Constit lición. Pag. 5. 

Vci ursa extraordinario. — No procede H recurso extraordina- 
rio del artículo 14, ley 48. contra una resolución denegato- 
ria de un recurso de nulidad interpuesto contra un laudo 
pronunciado en ejecución de una sentencia definitiva que 
quedó constiuida. (Se trataba de procedimientos que no 
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tenían el carácter de resoluciones definitivas, un los térmi- 
nos de la ky, y de la interpretación y aplicación de disj*,. 
steiones fie carácter procesal % 1*%, 20, 
AWj» rxtniordbwtit. No tiene carácter de definitiva a los 
fines del recurso extraordinario del art. 14, ley 4« mía rc- 
snlucióu de mía Cámara Kedcral que declara ajena al jui- 
cio y de consiguiente, a t a jurisdicción feder.il, una inci- 
dencia promovida por el síndico del concurso formado al 
actor, solicitando que se tralic embargo directamente so- 
bre una propiedad adjudicada a un tercero, y se requiera a 
éste fie pago, fiajo aiiercihimicnto de continuar los proce- 
dimiento* de la ejecución. 1%. 29. 
Mmm extraordinario. No procede el recurso extraordina- 
rio del artículo 14. ley 4K. contra una sentencia pronunciada 
ni un litigio en el que las cuestiones promovidas se limita- 
ron a puntos de hecho resueltos a mérito de la prueki pro- 
ducida y r>or aplicación del derecho común, ajenas. ,x»r con- 
siguiente, al expresado recurso, 1%. 

c.vtnumlhumo — Uo procede el recurso extraordina- 
rio del artículo 14. ley 4*. contra una resolución de la Cáma- 
ra de Ablaciones en lo Civil de la Capital, que declara te- 
gal el cohro de un gravamen sancionado jior la ordenanza 
iinmic¡|»aí de 2? de Diciembre fie 1923. argüida de incons- 
titucional por la jarte adora. (La Muiiic¡|ial¡dad no fundó 
su derecho en cláusula alguna de la Constitución ; y. ade- 
más, las leyes 405K y ICLUI, no podían ser consideradas 
como del Congreso Nacional, por no ser generales tiara to- 
do el territorio de la Nación). Pág. 36. 
krntrso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario del 
artículo 14, ley 48, en un caso en que. cuestionad la inte- 
ligencia de una cláusula de la ley N* 1G.65G. la decisión 
fué contraria a la validez de la exención del embargo, que 
fundada en dicha cláusula, fué materia del pleito. Pág. 91. 
tf-v»™ extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 
rio del art. 14, ley 48, en un caso en que, no sólo la discusión 
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en el pleito lia versado exclusivamente sobre puntos de de- 
recho común y tic hecho, ajenos, por consiénteme, a dicho 
recurso, sino (|ue Ujs fundamentos de derecho común ex- 
I meatos en la sentencia recurrida serian suficientes jxir si 
solos para sosten tarla. £% 98. 
Recurso extraordinurm — Procede el recurso extraordinario del 
artículo 14. ley 48. contra una resolución de una Cámara Fe- 
deral que declara nulo lodo lo actuado, en razón de la falta 
de jurisdicción del juez para conocer en e! proceso fMir in- 
fracción de la ley N* 2873, sobre Ferrocarriles Nacionales. 
(Anegación del fuero federal), R%, 101. 
Recurso extraordinario. — La interpretación del término tic du- 
ración de un contrato de locación y la aplicahilidad al mis- 
ruó. de la ley X v 11.156, en cuanto ésta modifica el articulo 
1507 del Código Civil, es, por su naturaleza, una clara 
cuestión de derecho común, ajena al recurso extraordina- 
rio del art. 14, ley 48. 

Una apelación a l-'i jurisdicción de la Corte no debe 
ser una mera cuestión posterior; y f si al^úu derecho, pri- 
vilegio o inmunidad se ha fundado en la Constitución o le- 
yes nacionales, debe ser alegado y reclamado antes de la 
decisión final de la causa en la forma determinada i>or el 
artículo 15 de la ley W 48. Pag. 104. 
Recurso extraordinario. — Cuestionada la validez de una dis- 
posición del Código de Procedimientos en lo Criminal de 
la Provincia de Santa Pe, |)or conceptuarse que se halla en 
pugna con el articulo 67. inciso 11 de la Constitución Na- 
cional y con los artículos 1077. 1078, 1082. 10ÍM, 1109. 
4037 y .VJ86 del Código Civil, procede el recurso extraor 
dinario del art. 14, ley 48. contra la resolución favorable a 
la valide/ de dicha disposición de la ley local. Plág, 126, 
Recurso 'Wtraordimirio. — l<a, cuestión de saber si una sentencia 
pronunciada [Kir el Consejo de Guerra |Kira Jefes y Ofi- 
i-tales del Kjereilo y Armada se encuentra pasada en auto- 
ridad de cosa juzgada por no haberse interpuesto recurso 
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¡*%lí*ib en tiempo, mttm la misma, es fie mera interpre- 
tación y aplicación de las el^iosicíones del Cúili^i de fus- 
lina Militar y se halla, por ««ijgftóéttte, fuera de las' fa- 
cttltades revtsuras de ía Corte Suprema. 1'% m. 

Kratrso extraordinario. No procede el recurso extraordina- 
no del articulo 14. ley $ e„ un can, en £| uc | a sentencia 
recurrida no esta fundóla únicamente en razones míe afec- 
ta a la cuestión federa! planteada (la fe, créditos v efec- 
tos de los procedimientos judiciales y sentencias de los Tri- 
bunales Superiores de Provincia, artículo 7> de la Constitu- 
ción y ley 44). sino también en otras de derecho común 
que listarían por sí mismas para fundarla. 1%, 203 

Hm^o extraordinario. - I Voceóle el recurso extraordinario del 
articulo 14. ley 48, cmitra una sentencia .pie. af denegar la 
jurisdicción federal, vulnera principios consignados en la 
Constitución Nacional y en leyes nacionales. o|x,rumamen~ 
te invocados p () r el recurrente para sostener aquella juris- 
dicción. Pájr 2io. 

Rmtrso extraordinario. - Procede el recurso extraordinario 
del articulo 14, ley 48. contra una resolución contraria a la 
interpretación dada por el Ministerio Fiscal al art 41 de la 
ley N w UMk 1%. 214. 

Recurso extraordinario. — Una resolución pronunciada en, un 
juicio ejecutivo no tiene carácter definitivo a los , til es del 
recurso extraordinario del articulo ¡&, in C ¡ S o > de la lev 
4055. 1%. 42. y 

Keatrso extraordinario. — Cuestionada una ley provincial como 
contraria a otra ríe carácter nacional, procede el recurso 
extraordinarúi del articulo 14. ley 48. contra resolución fa- 
vorable a la validez de la primera, que ordena se levante un 
cmfcartfo. estableciendo, decisivamente, la aplicación fie la 
ley local en oinísícíóii a la general. í% 54, 
nrso extraordinario. — Habiéndose sostenido por el allan- 
te ante los tribunales militares, que el conocimiento de la 
causa corrcs t >ondía a la jurisdicción federal, cuestión deei- 
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dida por aquéllos en sentido contrario al derecho fundado 
recurrente en el art, 18 de la Constitución, el recurso 
extraordinario es procedente, conforme a Ib dispuesto por 
i-I artículo 14, inciso 3* de la ley 4K 

La Corte Sii] .rema no se encuentra facultada para exa- 
minar jxir vía del recurso extraordinario, si la apreciación 
de la prueha es o no ajustada a la ley, porque la interpre- 
tación del Código de Justicia Militar, asi como de los códi- 
gos comunes y leyes de procedimientos es materia reserva- 
da a los tril uinales respetivos en las cansas de su jurtsdic 
Clon, Artículo ley 4055. arts. 14 y 15 de la ley X" 4& 
Página 254* 

Recurso extraordinario. - Ti«la sentencia que decida el ¡unii.p 
controvertido |wir eonstdcraeione* de hecho y de prueha, 
queda excluida del articulo 14 de la ley 4S, que autoriza el 
recurso extraordinario para ante la Corte Suprema cuan- 
do se ha planteado una cuestión de derecho federal de ¡as 
enunleradas en alguno de los tres incisos del mismo. Pá 
fíína J5S. 

Ktrurso cxl rtwrtlhitfófa No procede el recurso extraurdina 
rio del art, 14, fcy 4S, contra una resolución que resuelve 
ima incidencia por interpretación y aplicación de determi- 
nada cláusula de un contrato y sin decidir sohre el fondo 
del litigio. fSe trataba de un acto de mera conservación 
de la cosa materia del pleito, resuelta por disposiciones del 
derecho común j. Mág. 272. 

Recurso extraordinario, ~ \"o procede el recurso extraordina- 
rio del articulo 14, lev 48, en un caso en que si bien fueron 
puestos en tela de juicio (os decretos de 29 y 30 de Mió 
de 1921. sohre transporte |ior ferrocarril, las ennsideracio- 
nes de heclm y de derecho comñu invocadas ptir el trilmnal 
'le última instancia son suficientes por sí solas para sus- 
tentar el tallo. P$g¡ 319. 

Recurso extrtittrtfimirio. Procede el recurso extraordinario del 
artículo 14. lev 48, contra una resolución de" una Cámara 
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de Apelaciones de la Capital; que si bien admiiió que el in~ 
quilino de una fábrica instalada en una casa sujeta a ex- 
propiación era i>artc en el resistivo juicio a los fines de la 
indemnización de los perju icios que la expropiación pudie- 
ra irrogarle, omitió pronunciarse sobre el punto de saber si 
la Municipalidad se hallalm facultada |>ara ocupar la fábri- 
ca y sus instalaciones a mérilo de la urgencia alegada, sin 
cumplir respecto del til limo con ei requisito de la consigna- 
ción del precio o valor fie los daños emergentes para él 
del hecho de la ocupación efectiva de su fábrica, alegado 
oportunamente en la causa e implícitamente resuelto en con- 
tra tle la exención o privilegio fundado por el recurrente 
en el art. 17 de la Constitución. Pág. .142. 

limtrso extraordinaria. — Xo resultajulo (pie la causa baya sido 
resuelta atril my endose a una cláusula de las leyes esleía- 
les <lel Congre*n ( 10.650 y 11.308). una inteligencia e inter- 
pretación distinta de la que les asignó el recurrente, sino 
por aplicación fie los fundamentos legales en que el actor 
ani[taró sus derechos, no procede el recurso extraordinario 
del articulo 14, ley 4S. Pág. 345. 

Recurso extraartititarw. — Xo procede el recurso extraordina- 
rio del artículo 14, ley 48 p contra una resolución denegato- 
ria de ta jurisdicción federa!, en un caso en que no se trata 
de establecer si pnicede pura éste la justicia federal en ojxi- 
sición a otra ordinaria cualquiera del Kstado, sino fie re- 
solver si el documento en ejecución, es ejecutable o no den- 
tro del país, y en que las resoluciones de primera y segun- 
da instancia que afirman la negación se han fundado sola- 
mente en lo_s Códigos Civil. Comercia) y de Procedimientos, 
cuya interpretación no da (ligar al referido recurso. Pá- 
gina 347. 

Ktritrsa extruordinario. — Procede el recurso extra< ordinario del 
articulo 14. ley 48, contra una semencia contraria al dere- 
cho fundado en la ley 11 ,38o. Pág. 371. 

Kirurso extraordinaria. — Xo procede el recurso exlraordina- 
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rio del itrt Uiil«» 14. ley 4S, contra sentencia míe desestima 
una querella jmr imitación fraudulenta de ti ir rea de í;i líri- 
ca, jiur cousidcracinues y antecedentes (le hecho v de ftrue- 
ki. de eficacia ktsEame para sutentar ]mr sí solos la deei- 
sinn nadada, ni la que, |Hir Jo demás, no se resolvió cues- 
tión federal alunita. Pé¿, 
Ktvttrso ixtrmmíhuri». Procede el recurso extraordinario 
del articulo 14. ley 4S. entura una semencia de la Cámara 
<le Apelaciones en fo Comercial y Criminal fíe la Prnvincia 
(le Mcndo/a. ñu toada ©n una disposición del Código ele 
Procedimientos de esa provincia, que e) recórreme impugnó 
comn contraría a determinado* artículos del Código Civil 
y !a Constitución Nacional y favorable al precepto de la ley 
jíh >vineia I. 

MI expresado recurro extraordinario procede contra 
tina Sentencia de trance y remate cuando, ruino en el caso, 
el trilmnal suprior, interpretando sus propias leves, csta- 
Mece cji términos explícitos ijlie ílel fallo a| telado no queda 
nin^ün recurso ante la jurisdicción local. í»«g, 
h\ t urso iwtraotdiiHir'ht. Siendo la cuestión dcliatida de puní 
derecho común, no límenle el recurso extraordinario del ar- 
ticulo 14. Ie\ 48 (Se impugnaba tina cuenta ]>arliciouaria, 
sosteniéndose i] iic eoniranaki las dis|josicioites del Código 
Civil que relian el caso t. 

Li himple invocación de disposiciones de la Cotistitu- 
eiOn Nacional no hastat. fiara determinar la procedencia 
del recurso extraon lina rio, siendo necesario. jnir otra pin- 
te, para eme éste proceda, que cáás deposiciones tengan 
relación inmediata > directa o m la cuestión debatida. Pá- 
gina 389, 

Reama cximordinarh. Son Trikmales Superiores en cada 
caso, a los efectos del recurso extraordinario autorizado por 
el articulo 14 de la ley 4S. lo* llamados n pronunciar sen- 
tencia en ültima instancia y ^-in recurso alguno para ante 
otro mkntal l.ical; y asi. un lallo del Juez de Pa/. inape* 



HE JCSTICU DE L,\ NACIÓN" W 

tm pn» d Jwmfo de i* Bttline^ v t ,i s» 

cp f hílCC cosa ju^da. es reeurrihlr para ame la Cortr 
Nuprcma, si desconoce d derecho del ftféíó fed^íü i„ V(1 - 
«lite, hu consecuencia, proeed, el raurs,. extraordinario 
aludido, contra una sentencia dé la Cámara Civil 1" di- Aitc- 
laeion de U i>j ítl;i( Cí)ntríiriíl a i ^ re éÍ¿> invocada |x>r el re- 
eum-mr y fundado cn que el artículo 39, fnci^, A <i c | n l cv 
«|e impuesto a f a transmisión tramita di- Incncs ck- la Pro- 
vincia de Bttenoa Aires, es repintante al art, 16 de la Cons- 
titución ; teniéndose lóseme, además, que como lo ha de- 
clarado este trikuutl. la Suprema Corte de Insuda de la 
Provincia de liuenr* Aires, resolviendo un recurso ríe ma- 
leabilidad de la ley. no es el tribunal r|e última instancia 
a ciue.se refiere el artículo 14 de la ley dado «me día* 
viene a carecer ríe jnrtsd.ceióu para resolver las cnestimus 
referente* a la Constitución y leyes nacionales v sólo pnfetfo 
ocuparse de las provinciales f%. 427. 
mtrm cxtritonUmuh. Véase .Suprema Corte de la Pro- 
vincia de Unctios Aires»; sus decisiones. 

cede la tercera instancia en ios ¡iném por cobro de impues- 
tos para la Capital de la kYpuhlica. ( Artículo .V. ¡„ci,o > 
ley 4055». P% 42. 

Ki'llhnn nto Can raí tic U Ftmtmm; su vulidrz - V\ Efe 
der KJecutivo tiene autoridad jara determinar el tiempo en 
oue se ha dé operar d transpone de mercaderías |*>r ferro- 
carriles y. por lo tanto. e> válido d reglamento general de 

IwT T\* ^7 ,kl(Í " ,M,r fJtrm ° fJ " 1,J <1r ^q>Hemhrv ríe 

Ravhuliauián. - |, t venta de lo> m&m de posesión snbre el 
"""■"'Me materia tt* la reiviudieación. lucha por d primer 
|K>seedor del mismo, sin expresar nue la tuviera a título de 
•íueno. mm r% un reco„ucimie,ito tácito del carácter pre- 
til m m pW&ik une le inhabíli.akL h -,ra $Mtím con 
arreglo al m ¿®tS del (ódí^ Civil, impidiendo, también 
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a sus sucesores unir mi |ioses.ón -i la t \ v amicl. An, 247$, 
fagina 

s 

Súfafow Corte tir tu f'nnüucia de ftuenos Afees; sus tiecisiitnes. 
Las decisiones fie la Suprema Curtt- fie la l'rovincia de 
Kuettos Aires no son recurribles para ame la Corte Suprc- 
ma ile la Nación, sino por via del recurso extraordinario cu 
tas Condiciones eS|>eciales previstas por el art, 15 de la lev 
4,S, en cttnnto a las furnias y a los pía /os de deducción, sólo 
e«niputaMes a ] partir del inoiuenli. fie pronunciarse la sen- 
tencia inte 16 unitiva. 

\o tiene carácter fie definitiva a los fines fiel recurso 
f'Xtratmlinariii fiel articulo 14, le\ 4S. una resolución niJC 
declara ¡a nulidad de una sentencia. KJ litigio quedó suIjms- 
lente para ser nuevamente j&$g&it}). Éíg, &9¿ 

T 

Tnws porte ,ie ettn/a por ferrocarril; sti tiempo normal — De 
los tÜhliinsci del precepto establecido ru el artictilfi 221 fiel 
decreto reglamentario de la Ley General de Ferrocarriles. 

infiere r¡ue el tienipi, normal acordado a las empresas 
ferroviarias para el trattsporte de la carga es el ijue resulta 
(te la acumulación de los di versos factores ciunncradfis en 
H misino; tf ue podrían dcsit{ liarse ha jo t«.> nombres fie <Hs- 
laneia *. recorrido, cuip-dines, trasliordo y entrega, sin t|ue 
ello tni|itif|iif. jHir eiertu. admitir la existencia de planos 
independíeme* para cada una de fas operaciones designa- 
das, sino, por el contrario, un plazo total para el transporte 
considerado en su acepción integral, esto es. para la ejeen* 
dón ( |c lodos los actos ii «dispensa ble- para poner los cíee- 
t-» a flisjK.sieión del destinatario, plazo .pie o instituye un 
todo indivisible dentro del nuil puede actuar libremente el 
acarreador. En" consecuencia, la di visión de ese término yin- 
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bal importa una evidente violación de la letra v espíritu de 
ta referida disposición de] Reglamento General". 183 
Tribunales Militan^ — Los Trilutnalts U ¡litares no forman 
]»rte del sistema judicial de la Xarión. y la jurisdicción 
militar ha sido organizada como consecuencia del jK.der 
atribuid» al Congreso de fijar la fuerza de linea de tierra 
y de mar en tiempo de jiaz y guerra y formar reglamentas 
y ordenanzas, jmra vi tfoljierno de dichos ejercite is, (articulo 
r>7. inciso 23 de la Constitución ) , siendo elía exclusiva y 
excluyeme con relación al |K>der judicial de la Xarión, eii- 
comráudose aquéllos en situación análoga a los tribunales 
f* Ia >' úít 1as í'^vincias cuando proceden dentro de 

la esk-ra de su ctmipeteucia. f'áe; 



FALLOS 

DE LA 

CORTE SUPREMA 

DE 

JUSTICIA DE LA NACIÓN 

Con !■ r*l*cíón de *ut retpectlvn muih % 



PUBLICACIÓN DIRIOIDA 

Püt 103 

Doctoiíes Eduardo M. ZavalIa y Carlos del Campillo 

Sícremríoi del Trfbmul 



VOLUMEN CXLIX - h^ha primera 



* 



BUENOS AIRES 
Otero & Co,, Impresores 

Sucesor: Antonio García 
CiHe Ptrú, Mfl - 31 

1937 



FALLO 



DE LA 



CORTE SUPREMA 

de 

JUSTICIA DE LA NACIÓN 

Can la relación de au* reiptctivi 



PUBLICACIÓN DIRIGIDA 
ron los. 

DOCTOtEi EDUARDO M. ZtYAÜA V CARLOS DEL C A«P,LLO 

Switaríoa de) Tribunal 



VOLUMEN CXLÍX - 



ENTHHÜA SEXTA 



BUENOS AIRES 
Otero á Co M Impresas 
Su «»«: Antonio García 
CaJlc P*fu, B90 - SI 
1937 



Fallos de la Corte Suprema 

de Justicia de la Nación 



■ 



FALLOS 

DE LA 

CORTE SUPREMA 

Dí 

JUSTICIA DE LA NACIÓN 

Can ti rdadóR d* mi rtipcclfraa caui» 



PUBLICACIÓN DIRIGIDA 
ro* LO» 

DOCTORE* EDUARDO M. ZAVALU V CARLOS DEL CAMPILLO 

¿terciario* dtl Tribunal 

VOLUMEN CXLIX - entreoa primera 



BUENOS AIRES 
Otero é Co., Impresores 
Suctior: Antonio García 
Cilla Pt r«. 8U • 51 
1937 



Doñti Brimla Mttchí tic Rpdvfgtuc y oíros amito thm Juan 
Curi. sobre rcivindiciicióiL 

Sumario; f* I'roced<' fil* recurso extraordinario «Id artículo 14, 
ley 48, contra mi pronunciamiento contrario al derecho 
fundado por el recurrente en los anicutos 7" ! y 1()4 de la 
Constitución. 

El art. 7 if de ta Constitución reglamentado por el 
articulo 4 de ia ley 44. Sttppne fallos dictados por jueces o 
tribunales que tengan jurisoMeeinn sobre las cosas o |ierso- 
nas a (pie afectan, y que se trate de actos judiciales rpie mi 
importen una extral imitación de facultades en los relativo 
a la competencia. 

3" I^-i garantía del articulo 17 de la Constitución sejíúu 
la cttal nadie puede ser privado fie su propiedad sino en vir- 
tud cíe sentencia fundada en ley combinada con la de la 
inviolabilidad del derecho de defender en juicio la persona 
y los derechos, conduce a la conclusión de tjite la sentencia 
privativa de la propiedad al cual el primero se refiere de- 
be ser pronunciada con audiencia de parte, y sin el cumpli- 
miento de esta garantía primaria y esencial constituida f»or 
la ñeco idad de oír a la |iersona contra la cual se dicte una 
sentencia, no hay propiamente juicio consti tuciona luiente ha- 
blando y. por consiguiente, tatn|>oco procedimientos o ac- 
tuaciones respecto «le los cuales ten -a aplicación el artícu- 
lo 7 } que lógicamente presufmnc el cumplimiento previo de 
aquella garantía. 

Cuso: La explican las piezas siguientes: 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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SK\Ti:.MI\ DEL JUEZ IEUEHAL 

Sretuitwa, Abril 2? tk ]i»jií 

V Vi-rn^: Esfibs aillos suidos ]nir doña iCrtKstn \*eclii> 
Úe \<i»lñ»uv/ y "ir-.s nmini Juan Curi ;m>i< reivindicación, í ex- 
pediente \ - 4pHfi)i de ktepc resulta: 

Que a fs. 1 se. presentan don Mariano V. Luisones fio- 
ña Brj&sta Xtdii.s tk Rodrigue/. Juan íl, Tihani, hartolonie 
l'arl.K Tíbani, Kdmundo Tíbíuii y ICrnestiiia Dominjía Ttkim 
de R^fíjítn-í! y don KHanUlao Cordero por Ins ineitores Victo- 
ria y fíügo Tíkoii, demandando por reivindicación (Je ima [ito- 
piedad ^iiuaila (ai >an Rafael y cityas características menciona, 
y lüri-n-mln la acción ontra el actual poscéílpr dolí Juan CurL 

Sc¿ñu m- afirma ai la dinamia. don líartoliuué Tihani, an- 
tecesor de los actores a ti mío mtíwK¿tí ( estuvo jan «juirta y pa- 
cifica posesión ,1,. (a propiedad hasta" su fallecimiento, acaecido 
m h jirnviiHta de San Juan. posesión continuada |>or imprno 
de la ley por los herederas demandantes, desde el momento mis- 
mo dd deceso, limante la auM-neía de dichos Héreiferos, t i Res 
caüdadfir dé Reiitas de la [tusjiíeccíqsii de Desagüe Colector .li- 
la Hjliieía Tnmui indos, acciono por vía de apremio contra don 
Rudolfo Iselin, antiguo propietario del íumuehU\ Kn esa ejecu- 
ción se einkirfíó la propiedad, se remató, desapmhado esg rema- 
te. *e decretó una secunda venia por el juez de IV de Diaman- 
te Niiite y realizada, resultó Comprador don Alfredo Anda lo ít 
f¡nitii manifestó haberla rcaftiatjü para sí y para don AIkIóu Sa- 
hris. ¡«ir |arles iguales cscríl tirándose el inmueble a favor de los 
nombrados el M de diciembre de 1923, ante el notario íiarcía. 
de San Rafael. 

A su vez, los señores \udaloít y Sabás* vendieron la pro- 
piciad a don Juan Curi |Mir escritura {tasada ante el mismo no- 
tarto Cll ( » de íchrero de 1914; de ahi, nue la acción se deduz- 
ca contra el último de los nombrados. 
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Diecse inda Ja acción de a^rtTnto nula ni furnia iu- 
satiah¡$« |Hir halarse violado las claran disposiciones de la le\ 
respetiva y se a-R-^a :i elfn .fin- éh ttingiftn íiibniefito se requi- 
rió de pago at causante d<m Bartolomé Tihaui ni ;t sus í&f&fe- 
ros, únicos y k^itiimK propietarios ttel tértetio y i trn- ende, deu- 
dores o ivs|Nnisaf>k*!s del canon inu* se cnhra'ia. IW lo demás, 
ni añii c! requerimiento al anterior propietario está heclm *<n 
litfi'M. pues (|«e st- hizo en persona extraña y Uo si* ttívo para 
nada en cuenta fa disposición de la lev de apremio míe dispone 
la citación jhir edutus de los ausentes o fie las perMina* de 
ignorado domicilio. Tami»oco se cumplió otra disposición ík' la 
misma ley cuando dehe accionarse contra incapaces ** (.-nutra mía 
testamentaria un concurso, indo Id ptiaj invalida el pmeedi- 
niiénto. 

Invócase ta dLs[K)sición fjel art. 492 cid Cód. Civil cu cuan- 
lu se refiere a la falta de representación de los menores en ef 
juicio dr apremio y las fie los arts. 9S0 f «».Sfi y del misino 
código en cuanto a los actos nulos realizados v a las contenidas 
en los arts. 17 y IN de la Cnnsiilueión Nacional, en cuanto lo* 
procedimientos seguidos, son vi o] a torios de los derechos v ga- 
rantías míe expresamente lia consagrado la t arta Kuw lamenta!. 

Tor lo <|nc resjieeta al derecho para accionar ctmio lo ha- 
cen, fúndanse en ln preceptuatlo i>nr los art>. 2758. 275''. 1771 y 
concordantes de la ley de fotuto, 

f> fs. 7 a 20, se a^rejía el ]toder «|uc acredita las perso- 
nerías invocadas por el señor Impones y et señor Cordero; la 
declaratoria de herederos en favor de los actores: la escritura 
de compraventa del inmuehte reivindicad! k inte otorgó don Ko- 
dolfo Isethi a favor fiel causante don Jíartolomí Tihani: un tes- 
timonio de determinadas piezas de los autos 5292. seguidos an- 
te el Jugado de \*az de Diamante Norte por apremio: acredi- 
tándose la procedencia del fuero federal por distinta nacionali- 
dad y vecindad de las sirtes, por lo rpic se corrió traslado de Ir 
demanda a fs. 2.1 y lue^'o fie anotarse la «litis*, se hace la noli- 
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fieacion |H. r intermedio de exhorto liliradu al -.uíor Juez l-r<]*> 
ni] «ii- la Capital dé la Ki-púiiüea. 

¡yac a t>. J/S, contesta l;i deina tula, por don Juan Cliri, ^1 
señor C arlos V. Silva y | ■ i« [c su Flechazo con cosías. |mr injusla y 
itineraria v lítelo de hrevcs con^íderueionci acerca < te* la impro- 
cedencia de las nulidades alegadas, entra ttc lleno a contestar la 
demanda, sosteniendo t|iie Vt- aeior-rs iiu punten demandar eo- 
nin li hacen al actual jiosecdor, k-tvti* adjúrente de iudisenti- 
bjB \mem fe Naciendo la acción del art. In51 del i Vul. Civil; es 
previa la declaración de nulidad di |..s actns en <pie la rcivindi- 
caeión se funda, siendo ese el concepto de la doctrina y cha a 
Salva!. parte general. \" 2\2X rehila sai ni sino, ilistinio» fallos 
ité las r.nnína- Civiles lie la Capital, de lo míe se deduce une, 
mietllius lio se haya (¿BcJaríHlp ta nulidad de la compra hecha por 
Xn.laloíi v Sal»ás. m puede válidamente inuutar>c Ja acción pe* 
n'loria. 

V es aplieahte al caso ese principio, porque las nulidades de 
procedimientos, no s,,n afluías (art. 1U47 del IVhI. Civil» y 
las nulidades nía ti vas. hacen cjut los actos sean válidos, hasta 

la ? pronuncie su nulidad tan. ÍQM). Se si^uc argtim*ñi- 

tanilo así ti ni nuevas chas de fallos y se tviiia al estudio de la 
maicria cu la has« ;t l earáeier dp aduuirciUt - de Inicua íc del 
demandado y su> antecesores i 111 ludíalos, todo a través dé las 
disj «isa iones contenida- éti los aris. 2770. 2777 y Í77S del Cód. 
Civj], mintiéndose a Ki'citas, cuyti conocido proyecto, dicese ser 
tmnte de los dos últimos; a este respecto lainhiéu se cita juris- 
prudencia, como tamltiéu la opinión de Demolotulie y intense a 
colación tos arts. $9^ <)70. \$® f 2\M), 2310, .MIO. 3430 y 2355 
i fr la ley civil. 

A is. 44 ampliase Ta contestación a la demanda, haciendo- 
se referencia a numerosas mejoras in traducidas en la propie- 
dad por el actual poseedor señor Curi. sosteniéndose. r¡nc aún 
* ri la hipótesis de míe la acción prosperara, corresf Kinder ia la 
compulsación de esas mejoras útiles, lodo en líase á la buena 
fe dé ese jiosecdor según el principio consagrado por el art. 



r»K jivstu'ia nt la nación í> 

3427 de ta lev de fondo, por lo que .se alega pj derecho de re- 
tención cjfte acuerda el arl, 24 JS, derecho que cjf rcit;i desde ya. 
reclamando animismo el pago (le las citada* mejoras, ■.■oiiMsten- 
irs en cultivos, incluso nueve hectáreas de viña de uva IVdro 
J ¡nirncx y la roiiMrucióu do una casa de adobes, de dos pieza» y 
eodn.*, con techo de ciu;; y una galería. 

<jue abierto el juicio a prueba a fs, 4S vía., se agrega la 
producida de fs. 30 a SI. y agrégase i kjt cuerda, el juicio 52ÓJ, 
seguido ante el Ju/.<;adii de K'iz de l)iam;um- Norte ) al pie se 
ha hecho mmá&ii, A is. Ú alega el actor, haciéndolo i í*. 88 
e] demandado y llama adose autos y ia ra sentencia, previa repn- 

los cintos en estallo, el 2.í del corriente mes y háeese imiar que 
*C lia dado la dihida intervención al Ministerio l'upilar. entilo 
enlista a ís. vía. 4% Uf'Ml y 

(nn.Mleran.ln: 

1" Oue es materia de esta acción petitoria, una propiedad 
iumuchlc sita en San Ivafael en esta provincia. ínndo «Los Ta- 
marindos», om nna superficie de catorce hectáreas, nueve mil 
novecientos setenta y einco metros cuadrados, dentro de los si- 
túenles linderos: por el Norte, calle púhlica : frenie a K anión 
Arias; por el Sud, calle púhlica por medio con l'ablo Andreoni ; 
(Mir el Kste. Delfín Simouet y por el ( leste. Undulfo Iseliu, 

Los adores, tracen derivar su derecho de propiedad sohre 
este inmueble, del contrato de compraventa celebrado |>or su 
catéame líartotomé Titiani con don Rodolfo Iselm, qttC ni tes* 
timonto autenticado se acompaña a i a. 16. 

I Je la escritura respetiva resulta que con fecha diez de no- 
viembre de mil novecientos nueve, el último de los nombrados 
vendió a don líariolumé Tihnui |¡or la cantidad de nueve mil 
pesos moneda nacional, cuya superficie y linderos es la t|ue se 
I jasan en la existencia de un titulo perfecto que acredita el do- 
minio de ni antecesor d>>n llarioWué Tibani. 
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DíKÍás la-. eanieterí>iicas especiales del casi» «siifi judice» y 
al airupello tonu-iidn en el juicio de aprernió c«>n el verdadero 
dueño i& la cosa al tiempo cíe ¡(Ktauraw. fío sc tía aguí d caso 
del art 1051 chati.. ¡*¡r la dmiandada. vale decir m ik no e> pre- 
ciso la previa anulación do |„> m# producidos fiara después 
retS'liidíaif, cotíin se j&igtá eti el eáso S.iin «vri*su>* ¡M Maní* o> 
MtueHu a qiie ith- referí y a rjnr aludí- la parle de (. uri al air- 
ear La violación dr lo> precepto constituí iouales justifican la 
acción y v\ idcueinu el interés í|«e la rmteyc. A no nxcáfaf esa 
i'innn>taiicia • >i l ihani huliiita sido parte en alguna furnia en 
el juicio di- apremio i. siquít ra si hubiera t.nido Lunodmiento 
di- Ifi ipii- ..ota ria en el nu.Hno. clan, está í|iic la situación ludiría 
ea minad" v í"nri leudría razón en este puno». p t . r o tal omnj se 
preseman ht*. hecho*, im 

I.a Imrtin fe itn pmteje en el caso a Curi en la íorma y 
«radi» <|Ue pretende, oiti respecto a su reivindicante. Kl Méííü 
articulo del i\ C ivil i|uc cita en s n favor, vuélvesele en 

contra poique, aunque i^p pueda declarare míe hay actos ami- 
Iftbles >»■ ainiladn>. hay en cambio actos nulos, romo lo es el 
despojo incito míe se ha hecho a Tilumi. sin oirsele y sin darle 
luyar a ttjjoncr defensa alguna. 

g Más me afirmo en mi convicción áé la razón i|tu- asiste 
¡ríos adoro, at leer el titulo de L'in i. Agrégase a fs, ||; tcsli- 
inouio de la escritura número sesenta y tíos oteada par Ali- 
dóu $ÜÍM v Alfredo \ndaloft en favor del nombrado, lasada 
om fecha nueve de íchrcro d<- mil lUivecienU's veinticuatro al 
fiíjip ciento sei> del registro del notario Juan I. í la reía de San 
K'aiail lluluYmii. dice el título, «|n,r compra <|Ue'hicieron en 
remare (k^íícóí verificado en el juiciu ^uiflo \h>t vía de apre- 
tuio. >ior la ins|Hvción del desagfie colector contra don Rodolfo 
l>elin v lUirtaUmu' Ttham, Ind.. se^Ún asi consta de! titulo :1c. 
propiedad í¡uc a favor fie aquéllos Ies otorgó el señor Iikk de 
J'-i^ de este depari amento, seaaón Diamante \orle. di>u Saúl 
S. Simonovich , . . » Hay aoni una inexactitud evidente: jamás 
lia habido ejecución contra Tihani y. como se ha visto con la 
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n líLciún del juicio de apremio, sólo se accionó contra l>Hm. \!;d 
hi\ entonces el Jítéz de IV, hacer k transferencia ni la 

forma que se expresa y minos a luí cu 1» que resulta :i til tilo 
agregado a fojas 57. Según escritura número doscientos noven- 
ta y mío jasada al folio seiscientos setenta y dos del regístFQ 
riel iítilaíio «iarcia tte San Rafael, el señor Juez de Paz. de 
E>i;nnauic Norte, don Saúl S. Simonovich, y como consecuen- 
cia dé haherse cum|>lirlo la ejecución sentida en autos 529-2 ca- 
ratuhdo>: « | tií,| lección desagüe, colector conira Uodolfo l>efiii, 
por vía fie apremio» — nótese que atan, contrariamente ;i lu 
afirmad" por el notario en el titulo de Curi, no se menciona eje- 
cución comía Tiliani — otorga: *<Juc haciendo uso de las itri- 
hucioues que la ley le acuerda, y por ejecutado (ion ttartofamé 
Ti(uti:i. Otorga titulo (le propiedad, a favor de los señores Al- 
fredo Audaloft y Ahdón Sahás, riel intime! i]e rematado, el cual, 
como ya se ha esiahlecidn. ithíca en el distrito Kl Cerrito, te 
este departamento y tiene la su (»er ticte, límites y ritmas (torme- 
Ttores que se detallan en el acta de posesión transcripta en este 
instrumento. . 

Nada más haee falta jpfó rlejar evidenciado que. sin ne- 
cesidad de recurrir a la nulidad de los procedimientos en el jui- 
cio de apremio que se agrega jior cuerda, se da el caso del articu- 
lo 277*. \l) titulo que invoca Curi. es ¡nriiscutihlementc nulo, 
como lo es el de su antecesor, que no ha podido mejorárselo. 
■ iMirque arranca de hechos falsos. Las arls. KHX y 1044 del Éjk 
digo Civil definen con tiwla claridad la situación, desde que el 
Juez de Fia de Diamante Norte, en ejecución seguida contra 
Iselin, vende una propiedad de liartojomé Tiliairi. sin que tpa- 
re/ca ett los autos en que hace el otorgamiento en cuestión, nin- 
gún antecedente que se lo |ierin¡ta : luego, el notario, al trans- 
mitir los derechos a Curi, hace una atestación falsa, al decir 
que el titulo que en ese aelo se otorga, deriva de adquisición 
hecha |*»r Andaloft y Salías en juicio seguido a Iselíi) y Tilm- 
iii, no ohstante halier jasado ante él la eseritura judicial de la 
referencia. 
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Tocio hace |>rcstini| que ha habido un manejo de carác- 
ter dolos., iiíirít apropiarse dct iníttííéMe que pertenecía a Ti ha ni. 
ya que de oí ra manera no se justifica lal ,'úmuln de falsedades 
(n ítwiriuiwHlDs públicos, tanto por jtíiru- del Juey, ife Paz Corno 
tífl notario, ante Ips cuales los compradores sucesivos permane,- 
ecn iijtipaiHtfes y ¿aceptan la escritura cu todas sus \mn*» en 
;ímiÍwi> casos. 

\ ¡ene asi a ¡ni animo la convicción de <¡ue Curi, Mío sits 
antecesores Andaloft y Sabas. tío son titfq$rtmig$ t/c huma fe, 
eonm Id soktiétif el primero al contestar la demanda, de ,nodo 
«pie, aunque el articulo 277* un furia aplicable — case» de que, 
no mediaran actos mili* su sil nación uo sería la allí prevista, 
sirio mu- o de nítido indudable la del art. 2X55 ya pie tur i 
posee por titulo nulo, siendo asi su jH)sesióu ilegitima. Por jo 
demás, no debe olvidarse la disposición del art. 2.Í58 mi cuanto 
■ pie la buena fe fiel* de existir en el nii^n de la ptísfesloií v 
que, con arresto a lo que prescribe el „\íf>2, se pierde par«i i nri 
Ja presunción de huma fe. porque se da el caso de tpie, como 
lo dejo declarado, dolj<- presumirse su mala fe. en virtud de los 
hreluK (pie dejo expuestos. 

4 * Hie M'eudu ello asi y pasando a considerar ta implia- 
i i "ii de fs. 14, en base a lo <pic disponen los arts. 244(1 y 2441 
deben dejarse ;i salvo los derechos dd demandado en cuanto a 
!<•> gastos necesarios y mejoras útiles que pueda haber hecho 
en la cusa, emuo se solicita. 

A probar estos dos puntos, tieuilen ttMÍas las actuaciones 
«le pruclia producidas ñor la |>artr de Curi. a exección- de los 
Mtnlns i|ue he analizado, así. la testimonial de fs. oK a 75 y la 
pericial de fs. 7 ( > t j>or lo que no entro a analizarla, desde que 
ella no lince al fondo de la cuestión debatida. 

Por todos estos fundamentos, definitivamente juzgando, 
falto: admitiendo en todas sus partes la demanda y condenando 
tu consecuencia a don Juan Curi, a restituir il-ntru del término 
de diez dias a tos herederos de don Itartoloiné TiKuii, que se 
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expresan en los resultandos de csi:i sentencia, ta jíropíéclaíl íftije 
es materia de p¡$ acción petitoria, él alcance previsto en el 
nrt. 24.?H y dejándose a salvn los derechos ([vi <k*»i¡iiiilaclo ^in- 
forme a los ans. 2440 y 2441 del OVli^o Civil, Con costas. 

f.itix (V. zorrino 

SENTENCIA I1K I.A CÁMAKA I*'l-"OERAl. 

Búttws .Air™. tJkicmbrc 15 t ( t - tp&fi, 

\ Vistos: Siendo amalada a derecho y a las constancias 
de amos se eonf trina, ron costas, la semencia apelada de fs. 105 
que condena a don Juan Oiri a restituir a los hereden* de don 
liar mióme Ti km i. dentro del término de Sm dias, la propie- 
dad i|«e es materia de esta acción |jetinir¡:i. eon el alcance pre- 
visto en el articulo 24.W del Código Civil dejándose a salvo los 
derechos del demandado, cimfnrnie a los artículos 2440 v 2441 
del. mismo código. , /. Wwwé AmhtmmL — T. . trias. — 

J. /'. LitiMi — Njrnlhto lluahula. - Jaif Mimó (con amplia- 
ción r|e fundamentos), 

- 

A \t l'I.J.U'JMN OK \-V \¡l \ \1 UNTOS 

Jlariulumé Ti km i compró a Rodolfo Iselin el terreno y ca- 
sa di esta reivindicación el 10 de uo V iemTtrc de 1909 (escritura 
de fs. lo). 

Fallecido Tihaní el 2S de íelirero de 1910 (fs. 13. le su- 
cedieron sus herederos, esposa e hijos, demandantes en estos 
autos: fs. 1 (demanda). U 7 y 10 (poderes) y fs. 13 (deelara- 
tnria de herederos). 

One le sucedieron en la prnpiedad. Tu prucki además el he- 
cho fie la tradición, cuino míe lo afirman diciéndose dueño* ;]e 
ella y ese hecho u<> lo nie^a ía parte demandada. 
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Les asiste por consiguiente la acción reivindicatoría ¡mjt- 
*\tiv tamliiéu |«erdieron Ta posesión que esta parte, tiene y se re- 
"iüU' :i entregar (arl. 275N, CódL Civil). 

Comprador de una cosa ajena el demandado, no tiene otras 
relaciones que las contraigas con sus vei iWet lores, y ninguna con 
los ]»ro]>k-t;in<*s (arl. 1.129, código ci vi h. 
* Confirmo, ¡mes, también el fallo, hacicnrlo huíar a la rei- 
\ indicación, y lié a lo i lemas r¡ue también se demanda. 

Este es mi juicio, refiriéndome especialmente a la expre- 
sión 'te agravios. 

Jos*' Marcó. 

I ALLO in- LA COKTK SI'i'fíKMA 

Btfcaoü Aires. Junín (Je li'-T. 

Auíos v Yislos: 

- 

<Jue la cuestión federal ha sido planteada a fs. §9 y 142 
del juicio de reivindicación -anuido iHir «lona Krnesta Xecchi de 
KodrÍ!*uez y otro,s contra Juan Curi. al sostener éste íjite el Juez 
I-ederal con asiento eti la IVo^neia de Mendoza caree-a del de- 
recho de rever o de anular en su |htjiucío, conforme a lo dis- 
puesto pot los artículos 7" y 104 de la ConstifnciótL los proce- 
diinientos de un juicio de apremio tramitad" ante la justicia lo- 
cal de la nombrarla provincia. 

Oue fa cuestión propuesta ha sido considerada por los tri- 
bunalo nacionales, llegándose en los respectivos pronunciamien- 
to* a mía solución contraria al derecho fundado por el deman- 
dado en las señaladas disipaciones de la Constitución. 

Une debatida la inteligencia que corresponde dar a los ar- 
tículos / ■ y 704 de la Constitución, y siendo manifiesta la rela- 
ción c\t>ientc entre la materia de la causa y la cuestión contro- 
vertid;!, el ca?-rí. a los efectos del recurso extraordinario, cae 
dentro f(e lu dispuesto |>or los arts. 14 y & de las leyes 4S y 4055. 
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Por Hto y de conformidad con lo dictaminado por el Señor 
Procurador (¡enera!, su ([celara linimiento la i|mj;t y concedido 
el recurso extraordinario. 

Considerando en cuanto al fondo de la cuestión por ser in- 
necoaria mayor substanciación, 

Q lie tí ari. 7- <|c la Constitución reglamentado por el art. 
4" de la ley 44 atribuye a los procedimientos judiciales product 
dos en una prfivincia. tina vez autenticados, ante las autoridades 
judiciales nacionales o provinciales, de todo el territorio de la 
República, los mismos t imos (pie por use» y ley Ies corresponde 
etl el estado <!«■ donde proceden, 

(Jue esta corte ha decidido en repetidos cíisos que la aplica- 
ción y vigencia del principio del art. 7" sólo tiene 1u*<ar en pre- 
sencia de sentencias o decisiones tomadas jw>r jueces o tribunales 
con jurisdicción sobre his co&aS y las |wrsonas a que afec- 
te» y siempre .pie se trate de actos judiciales que no importen 
Uña exrral imitación *Ic facultades en lo relativo a la competen- 
cia, i H»r<pic ella es la liase en cfite puede fundarse la validez de 
un fallo judicial como quiera que la sentencia de un tribunal 
sin jurisdicción sobre las cosas o las personas carece fie efica- 
cia como decisión ¡rrcvtsible en el concepto del art. 7" de la 
Constitución. Fallos. Torno 1.15, página OT: Tomo l.V>, j¿gf¿ 
na .?/*>: Tomo \M\ página .tt9 ; Tomo 141, fiágína 146. 

Hue la jurisprudencia de la Corte Suprema de tos Esta- 
dos l uidos lia llegado a la misma solución, sentando el prin- 
cipio de rpie los tribunales de un Estado, o en su caso la justi- 
cia federal, tienen el derecho de investigar, cuando se invoca 
la rej;la del art. 7 V , si los actos o procedimientos emanados de 
las aloridades judiciales de otro, han sido producidos con juris- 
dicción sobre las cosas o las |wrsonas. Ks una rc^la bien esta- 
blecida en la jurisprudencia se dijo en el caso Willianson y. He- 
rry (49 V. S.) 8 How 405, 540, que la jurisdicción de un tri- 
bunal que lia ejerciólo autoridad sobre una materia pueda ser 
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ihv^tíga^J ante todo otro trilmnal cuando los procedimientos 
íjiiL- hacen fe en él primen, son traídos ante él último f>or tina 
[miié <|in reclama c] Une f icio de tales procedimientos. 

i Hie conforme a estos precedentes y de acuerdo con la iil- 
litn;i parle del art, 4 de la ley *4. según el que, las sentencias 
(Heladas cu una provincia surtirán eti los trihunales de toda la 
UepúMiea lu> mismos efectos míe por ley y tisn les corresponde 
fióte los trítmnale* de donde proceden, toda la cuestión CO el 
presente recurso se reduce a saher cuál es el valor <;tu> por las 
leyes v usos fie la Provincia de Mendoza corresponde dar al jui- 
cio de a¡ tren lio seguido ante los trihunales del orden lucnl de 
aquélla, y t>or Cimsi^uit nte, a los procedimientos, ordenando el 
icmalr del inmueble i¡uc el recurrente reivindica anie la justicia 
federal 

Que; las constancias del juicio de apremio muestran que 
ti ejecutado, actor en la presente demanda de reivindicación, un 
fué citado ni compareció eo ningún momento a la causa, no ohs- 
tante lo cual su propiedad fué vendida y cseriluratla i»or la jus- 
tieia ;t los antecesores inmediatos del actual poseedor. 

•* L'"e esa omisión define precisamente la falla de jurisdic- 
ción i í reí iva de los tril tunales de Mendoza acerca del :iclt*r en 
él frésente 'juicio, [mes tío oilie admitir míe ai|tié!la se haya ad- 
quirid- ■ respecto ele personas no emplazadas, ni notificadas y 
(jue. pur consiguiente, han permanecido en lorio momento aje- 
nas al pkilo. 

Qite la yarrmiía (le) artículo 1" de la Constó uetón. se^ón 
la cual nadie puede ser privado de su propiedad sino en virtud 
de sentencia fundada en lev comí tinada eon la de l;i inviolaftili- 
d:e.l itel del rcln i de defender utl juicio la itersnna y Jos derechos, 
conduce a la conclusión de i«ue la sentencia privitiva de la pro- 
piedad al cual el primero se refiere dek- ser pronunciada cotí , 
audiencia de parte. 

Que sin el cumplimiento de esta garantía primaria y esen- 
cia f c. instituida por ta necesidad ile oir a la persona contra la 
cual -e dicte una sentencia, no hay propiamente juicio coustiiu- 
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cionalmente hablando >% por consiguiente. pr<»eedinnen- 
tos o actuaciones rcs t >eeto de los cuales tenga aplicación él art 
7"' nuc lógicamente presupone el cumplimiento previo de aquella 
garantía. 

(Jue el principio contenido en el atticnlo 17 de la Consti- 
tución es de orden general destinado por consiguiente a ser oh- 
serva*!.» ( H»r f.is tribunales nacionales o locales organizados en 
tocio el tmmm de la República y por ende, en el de U Pro- 
vincia de Mendoza. 

QiW sí por consiguiente, la justicia federal (o en su caso 
la de otra Provincia) no hubiese estado legalmente habitada 
jKtra examinar los efectos de la falta de audiencia del deman- 
dado al ser llamarla a pronunciarse sobre el valor atribuido a los 
actos y procedimientos judiciales incoados ante las autoridades 
judiciales de la Provincia de Mendoza, habría asignado a la 
sentencia pronunciada por los últimos una eficacia mayor que 
la míe tenía ante la justicia local de la susodicha provincia cmi 
violación de los arts. 17 y 1S de la Constitución v del art 4" de 
la ley X" 44. 

Que no es aplicable al caso la sentencia de este tribunal in- 
vocada por el recurrente. i*ues si bien es cierto que en ella se ha 
declarado que la nulidad de los procedimientos seguidos ante las 
autoridades judiciales de un estado, atando se intenta hacerlos 
valer en otro o ante la justicia federal sólo puede reclamarse de 
li*s primeros, ello ha ocurrido en aquellas hi|»tesis en que las 
procedimientos corres|iondtan a causas en las cuales los jueces 
actuaron con jurisdicción y donde, por ermsigutente. la cosa 
juzgada había iludido producirse. 

En mérito de estas consideraciones se confirma la senten- 
cia apelada en la jwrte que ha podido ser materia del recurso. 
Notifiquen y devuélvanse, reuniéndose el fiapel en el juzgado 
de origen. 

A. Bermejo. — J. Frueroa Al- 
corta. — Roberto Repetto. — 
M. Laurencena. 
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Con fecha tres «le Junio la Corte Suprema 110 hizo luirar 
a la queja deducida fior don Miguel Masaría, en autos con iloti 
Pedro Ventura Pascual Godoy, sobre embargo preventivo. por 
aparecer de la propia exposición del recurrente, que la resolu- 
ción dictarla i*>r la Suprema Cune de fa Provincia de Buenos 
Aires, se limítala a declarar improcedente un recurso de incons- 
titucbnalklad iuter|niesto para ante dicho tribunal, lo que de 
acuerdo con lo resuelto en casos análogos, no es revisible por 
la Corte Suprema. i*>r vía del recurso extraordinario que auto- 
riza el artículo 14 de la ley número 48, agregándose, además, 
que en lo referente a los artículos 17 y 18 de la Constitución 
Nacional, cuya ¡noWrvancia se alegaba, en el caso, dichas cláu- 
sulas no guardaban con la cuestión debatida la relación directa 
c inmeditada que para la procedencia del recurso extraordina- 
rio se requiere, según el articulo 15 de la citaila ley 48. 



Kn la misma fecha se declaró improcedente la queja, dedu- 
cida por don Jorge Fernández en autos con la Sociedad Salga- 
do v Zamora, sobre rescisión de contrato, en razón de que el re- 
currente había opuesto la excepción de incompetencia de la jus- 
ticia federal, y esta no admitió la excepción y declaró su com- 
petencia tara conocer en el juicio, siendo evidente que el ape- 
lante no había sido privado de ningún derecho fundado en una 
hy nacional, como ocurre cuando se niega a un litigante el fue- 
ro federal, y como seria necesario para que el recurso fuera 
procedente de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 14 de ta 
ley número 4& 
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Con fecha ocho fué confirmada ]>or la Corte Suprema, la 
sentencia pronunciada |>or la Cámara Federal de Apelación tle 
La Hata, la t|ue confirmó, a su ve*, la dictada por el Juez Le- 
frailo «tet Territorio Nacional del Keuquén, que condenó a Sal- 
vador García a sufrir la pena de veinticinco años de prisión, in- 
Iiatñlitación atwoliita [*>r el ticmjjo fie la condena y demás ac- 
cesorias y costas, como autor «leí delito de homicidio fwrpetrado 
ett la iiersona de Hnrique Minada, Juez «te Paz de Picón I^eu- 
fú, jurisdicción del expresado territorio, el «lía 28 de Julio del 
año 1924. 



Kn trece del mismo no se hizo lugar a fa queja deducida 
l»r «Ion Mario Silva D'rleliril en autos con doña Antonia Ray- 
moml de Bmisquet, por aparecer <te la propia ex|iosicton del 
recurrente» que la resolución |ironunciada por la Cámara Fe* 
tleral de Apelación de La Plata se había limitado a declarar 
la procedencia del fuero federal, lo que no es re visible por Ja 
Corte Siifirenw por vía del recurso extraordinario que autori- 
za el articulo 14 de la ley 48, en virtud de ki que expresa el in- 
ciso 5" de dicho articulo y. además, porque la cláusula consti- 
tucional que se invocaba, no guárdala con la cuestión deteni- 
da la relación directa e inmediata que fiara la procedencia del 
recurso extraordinario se requiere, como l«* dispone el artículo 
15 de la citada ley 48, 



Kn la misma fecha se declaró improcedente la queja de- 
ducida \wr José Tiraboschj, apelando de una resolución de la 
Cámara de Apelaciones en lo Criminal y Correccional de la Ca- 
pital, por no aparecer de ta propia exposición del recurrente, 
que éste hubiera interpuesto para ante la Corte Suprema, re- 
curso alpino que le hubiese sido denegad», ni se habían cumpli- 
do, tampoco, los requisitos exigidos por el art. 15 de la ley 
número 48. 
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Con fecha veinte se declaró, igualmente, improcedente, la 
queja interpuesta por Pahlo Treviso. apelando <le una resolu- 
ción de la Cámara de A lalaciones en lo Criminal y Correccio- 
nal de la Capital, en razón de no aparecer de la exposición del 
recurrente, que éste hubiera deducido para ante la Corte Supre- 
ma, recurso alguno que le luiliíese sido denegado. 



En la misma fecha no se hizo lugar al recurso deducido por 
don Kmilio J\ l'érez. en autos con la Municipalidad ele «ualc- 
guavcluV IWincia de Entre Ríos, sobre repetición de pago, en 
razón <le que los antecedentes del caso, traídos ¡km- vía de in- 
forme, acreditaban que la causa había sido considerada y resuel- 
ta, teniéndose en cuenta circunstancias de hecho y aplicando dis- 
ipaciones de derecho civil y procesal, esto es. i>or fundamentas 
de todo pumo ineficaces para determinar ta procedencia del re- 
curso extraordinario, según es de ley y constante jurispruden- 
cia «leí tribunal; y en consecuencia, la aplicación que el juez lo- 
cal liaya dado a determinado precepto de su ley de procedimien- 
tos, así comí» la correlación que atribuya a esa disposición con 
otra u otras de Ta misma ley, no constituía materia susceptible 
fie ser revisada |*>r la Corte Suprema en el recurso extraor- 
dinario. 



Kn la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 
do» PaNo Hidclain, en autos con don Solig Yomaha, solire des- 
alojamiento, por no acrecer de la propia exposición del recu- 
rrente que la sentencia prommeiada |wr el Juez en lo Civil, de 
la que se decía le había negado apelación para ante la Corte Su- 
prema, se hubiera pronunciado solire el fondo del litigio. 



r 
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En veintidós déí mismo no se hizo tugar a la queja dedu- 
cida por los señores Mórtola y Cía, en autos con don Angel tt. 
FerraiKlo. solire cobro de jiesos. |x>r resultar de la propia ex|x» 
sición de los recurrentes, cjue la cuestión deferida había sido re- 
suelta |x>r la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires, 
l*ir aplicación e interpretación de puntos de hecho y de pruefe, 
precejrtos procesales de orden local y dederecho común, circuns- 
tancia ajena al recurso extraordinario, aun cuando dicha inter- 
pretación fuere equivocada como lo sostenía el afielante. Ar- 
tículos 14 y 15, ley 48. 



Kn la misma fecha no se hizo lugar, igualmente, a la que- 
ja deducida por Eusebio Osona, en la querella seguida en su 
contra por defraudación» por aclarecer de la exposición del re- 
currente que la Cámara de Ablaciones en lo Criminal y Co- 
rreccional de la Capital se liahía limitado a declarar bien dene- 
ga<Io un recurso de ablación interpuesto para ante la misma» 
de un auto que decretaba la prisión preventiva: no tratándose, 
jw lo tanto, de !a sentencia definitiva que se requiere |iara¡ la 
procedencia del recurso extraordinario romo lo disjione el ar- 
ticulo 14 de la ley número 48. 



Con fecha veinticuatro se declaró improcedente la queja 
deducida i*>r don Ricardo Dionisio f^rdo, apelando de una re- 
solución del Juez de !» Instancia en b Civil de la Capital, por 
no aparecer de la propia exposición del recurrente, que se hu* 
hiera planteado, en el caso, cuestión federal alguna, y no ser 
aplicable a la es|iecie sub lite lo dispuesto en el articulo 5 de la 
ley 4055. 



En la causa entablada por don Javier Mendilaharzu y don 
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Ramón Guzniáii, contra la provincia de Tucumán. la CÓrte Su- 
prema con fecha 24 de Junio, declaró cpie la causa no era de 
su comj>ctcncia. jior no hattersc llenado res|»ecto de mu» tic los 
actores, «Ion Javier Meudilaharzu, lus requisitos exigidos en el 
articulo 10 de la ley número 4K 



/>í>w Fernando i'érec y Ch. contra Dóácro litios., sobre thños 
v perjuicios, luadcfttc sobre infracción u Ut ley tic sellos. 

Sumaria : Cuando el impuesto de sello del*' alionarse al ser pre 
sentados los. actos, contratos, documentos u obligaciunes 
ante los jueces o autoridades |Kira su cobro, como en el ca- 
so, y no vil el momento de la redacción y otorgamiento de 
los misinos, la obligación para con el fisco sólo toma na- 
cimiento eu el acto de la presentación de las cuentas ante 
tas autoridades judiciales, sin la multa establecida ]»or el 
artículo 57 de la ley respectiva, número II. 

i 

1 

Caso: l.o explican las piezas siguientes: 

Al'TO UK Jt'Eií FEDERAL 

Hucims Aires. Agosto de t!»2*, 

Y Vistos: Pura resolver ta revocatoria del auto de í*. vta. 
interpuesto por la porte actora a ís. 130, 

V Considerando; 



One vi art. 2.Í de 1» ley 11290 establece fjue tías atenías 
tengan o no el conforme del deudor, pagarán como único ¡ni- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



28 



puesto de sellas el f|ue fija la escala establecida en el art. 2* de 
esta ley en el acto «le su presentación a coliro ante los jueces o 
autoridades corres|Ymdíeutes. Las facturas a que se refieren la 
liquidación de fs. 128, lian sitio presentadas por la parte actora 
sin ser acomunadas del sellado res|iectivo y jxir lo tanto es de 
aplicación la multa establecida en el art. 57 de la ley de sellos 
en vigor, solamente aplicable a los Sres, Fernando Pérez y Cia., 
fwrquc dado el momento en que el impuesto en este caso delie 
ser satisfecho, la infracción se comete únicamente por quien 
acompaña los documentos sin el sellado que marca la ley. No 
puede servir de justificativo a los actores, el hecho de que el 
señor Fiscal i»ra evacuar la vista que se le confirió a los efectos 
de la ley de sellos respecto a los documentos en cuestión, haya 
solicitado previamente un informe del Banco de la Nación, pues 
aquéllos a fin de cumplir con las disposiciones de la ley de se- 
llos pudieron y debieron of*ener igual información ya sea de la 
citada institución o en cualquier otra fornw antes de presentar 
los mencionados documentos. Si así dejaron de cumplir los acto- 
res con lo dispuesto en el art. 33 de la ley 11,290, es evidente 
que son pasibles de la penalidad antes referida. 

Por ello, se resuelve revocar el auto de fs, 128 vta. en la 
jarte que se refiere a las multas invocadas en el escrito de fs. 
128, declarándose que de éstas son cxigibles la mitad que debe 
abonar la jiarte actora. 

C. 7.avatia 



SKNTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

Bixnus Aires, Abril 17 de l«S5. 

Visto en apelación el incidente sobre infracción a la ley de 
sellos en este juicio seguido por Fernando Pérez y Compañía 
contra Duden» Hermanos, sobre daños y |>er juicios; y 
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O msidcraudo : 

Oue se^rin se establece cu él artículo 57 de la ley numero 
11.290. los i|ue otorguen o admitan documentos sin el sellado o 
estanif "illa corresfwmdicme. pigara». cada uno. la nutlia <Je díe* 
veces e! valor del sello o de las estampillas en su caso. 

Por ello de acuerdo con lo resucito jior este tribunal en el 
cav» « Tilomas v/, liadaraceo». falla* lo el !0 de Jimio de 1919 y 
lo dictaminado por el señor ÍWurador Fiscal de Cámara, se 
impone a cada una de las sirtes una multa de trescientos seten- 
ta y cinco |R-sos moneda nacional, sin perjuicio de la re|>osieión 
respetiva.. umitas y reposiciones nuc deUrán ser armadas en |t«- 
jh'I sellado por la luirte ¡ictora, con sujeción a lo dispuesto en tos 
artículos 52, 57 y 66 de la citada ley 11.200, quedando así nw- 
iliíicada la resolución recurrida. 

Devuélvanse y retiñíanse las fojas en primera instancia. 
— Joxv Mural — Mmrclhto Ihcahufo, - T. . trías. — ti, //. 
AVrrjí' Ancharcntí, — J, f\ Lmia. 



TALLO HE LA COKTK Sll'kKMA (I) 

■ " m - ■ 

Uikimu Aire*, Julk> I" de 

V Vistos; Considerando: 

Oue de acuerdo con d articulo 23 de la ley 11290 «las 
cuentas, leudan o no el conforme del deudor, pagarán como úni- 
co impuesto de sellíis el que fija la escala establecida en el ar- 
tículo 2» de esta lev en el acto de su presentación a cobro ante 
los jueces o autoridades cor rescindientes», 

Oue el aislante, ha reconocido la oMi^icióii consignada \*tr 
ese articulo de iwjjar en concepto de impuesto |jor tas facturas 
traducidas de fojas 38, 39 y 40 la suma de $ 37.50. pero sostie- 
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«1 * del dccu,,,, por las rcsuluri-ocs de „ri m .. ra v segunda 
pt^to «te fmrJar el , m p„cst„ „„ ]HKlh . ¿ 
lición ;i Ja justicia!; 1 

,.h a ? "" m<!ü "- 290 » ifcw **8 

<[w sm distnu.w ], 1S cnirrKjs «itoptacta ,«, r t .| tefelaaar 

rz„ rr 10 <le fe y * & ac- 
tos, comratos. ttossiniewtBs y oblaciones (arls . , ,. > . 

«,»r,unnl»d de h pr ^ maci< , ] m , <)S g¿¿ « ¡lH a t ' ^ 
r- existe en d momento .,„ sm< , de b «fetó,, <w j nslrlmH . Ilt „ 

.! ' "*' ,,Hla ■*» nacimiento «i rf mo ,1c ta pre¿ma- 
c,„n de las cuentas ame las autoridades judiciales. 

I H 

Que sien*, esto así. „„ puede caber <|„da de que las sanck,- 
« «.» Meadas por el nrt 57 deben ¡g 
l>udas djstmeione» «neniadas a aquella dobfc si.uaciór. Y isi 
« < W " ••""■'«r él tó^to KC ,. ra i artos que 

.liseitorse. ,,„, s s,„ la «ggjg 1(kI(> ,., ,„,,,„,„ < 

| ,*r.„..™. de fa, derechos del fisc Per,, «jefe sllra|lT J^,. 

e Z'" "7 t '"" , " ? Cl <<« «««»• I» mlacei.,,, de la 

e. ma o feetOra se halle exenta mjcialmente del i„,p, lt . sl „ £ 
«• ta, »«oendo recién k, obligación Jé p^ji, c „ íin)[ „ ^¡¡¿ 
delKii ser limadas ante las aulurilades para su c.,l,„,. 

Que el ,,r, n ,¡ s ito de deframlar o burlar los dered™ fisca- 
, ™' SC TT^ res '* tl " ,U - •'-«'memos en n lación a ta cúata 
la obhKacon ,1c r« 1w „cr solo nace en el „,,„„«.„«,. de so ,,resc„- 
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taetón |H.r ve/ primera ¡mu- las mismas autoridades judiciales 
encardadas de vigilar d cumplimiento cíe la ley 

En mérito «le estas consideraciones se revoca ía sentencia 
apelada en la fiarte que ha j>oduio ser materia del recurso. Xo- 
tifíf niese y devuélvanse. reuniéndose el papel en el jugado de 
origen. 

,\. I!kkmi:.|o, — |. Fi<;uero> Al- 

rokTA. — KollKKTf) lÍKHÍTTO. 

I 1 1 Kn la' misma fecha se ilició itüiaT res^litrióii ni el juirin seguid* - 
uilre ta* mismas partes ¡mr i<!énl¡ea cutida. 



f>o>¡ f: \rifuirl f i raro contra It: sucesión </r rton Próspero Mena v 
don l.¡mts Zavalchi, sohre irit i mi icaciótl. 

,VíífHt:rií>: Xo procede el recurso cMraordin;irio del articulo 14, 
lev 4H. contra una resolución denegatoria de un recurso de 
nulidad interpuesto contra un laudo pronunciado en ejecu- 
ción de una sentencia definitiva que quedó consentida. (Se 
trataki de procedimientos que no tenían el carácter cggj resi>- 
hicionc* definitivas, en los términos ele ia ley, y cié la iuler- 
pretacióu y aplicación de disposiciones de carácter procesal). 

Coso: l.o explican las pie/as siguientes: 

DICTAMEN l»KL SEÑOR PROCURADOR OKNERAL 

t 

llueuns A i ros, Juirói 13 de 

Suprema O ule: 

Substanciada ante el juzgado de [Viniera Instancia en lo Ci- 
vil v Comercial de Ttteumñu. la causa seguida jtor don íixeqtuel 
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Firavo contra la sucesión de don FVóspero Mena y don f .liras /ía- 
valeta, sobre reivindicación, fué resucita por sentencia definitiva 
dictada a ís. 213 por la Corte Suprema de Justicia de aquella 
provincia,* hacicinlo lugar a la acción y condenando a los deman- 
dados a la entrega de los frutos del liien reí viiu lirado, Jos que de- 
bían ser fijados jH>r arbitros. 

En ejecución de dicha sentencia se constituyó el tribunal ar- 
bitral y. de común acuerdo sus miembros establecieron el valor 
de los frutos adeudados. 

La patie demandada dedujo entonces recurso de nulidad roii- 
tra dicho laudo iior entender que nula había sido por razones de 
procedimiento. la formación y funcionamiento del referido tribu- 
nal arbitral. 

• 

Ksta incidencia fué resuelta en definitiva |«»r la misma Cor- 
te Suprema de Tuciimán desestimándola. i*>r entender eme los 
arbitros se habían ajustado en un todo a las prescripciones pn re- 
sales locales ijue rigen la materia. 

Interpuesto para ante V. E. recurso extraordinario de apela- 
ción contra este último pronunciamiento, ha sido concedido por el 
tribunal a fs. 169. 

Considero, no obstante, improcedente la referida apelación. 

Kn efecto, la sentencia definitiva cuya revisión, en los tér- 
minos del art. 14 de la ley 4Ü. puede ser hecha por esta Corte 
Suprema en instancia extraordinaria, ha sido dictada en la causa 
con anterioridad, como se ha visto, y ha quedado consentida. i>o- 
nícndo con ello fin al litigio sobre reivindicación entre actor y 
demandada». 

Los procedimientos interiores, Seguidos en ejecución de di- 
cha sentencia, no han podido tii pueden motivar resoluciones de 
carácter definitivo como las que requiere la disposición legal ci- 
tada para que V. E. pueda conocer en la causa. 

Aún prescindiendo de esta circunstancia, lo resuelto |>or la 
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Corte de Justicia Provincial no contiene punto alguno sohrs de- 
recho fcdtT.il revisable por \\ 

Se ha limitado dicho tribunal, a interpretar y aplicar d^iosi- 
riones ile carácter prdcesal local, que tampoco lian sido tachadas 
(íe iocoTistitucionalidad por el interesado, para declarar la vali- 
dez del laudo arbitral impugnado \mr el recurrente. 

Esle¡ que lia sido oído, dentro de los términos del nrocedi- 
mieniu hical en la ¡substanciación del incidente resuello ¡»or la 
autoridad judicial local a la que llevó su demanda, en* la forma 
indicada, no piu-de, pues, quejarse de que ha sido vulnerada la 
garantía míe le acuerda el arl. 18 de la Constitución Nacional rt- 
tíreme a la inviolabilidad de la defensa en juicio. 

IW todo lo expuesto, soy de opinión que corresponde decla- 
rar nial concedido en esta causa el recurso de apelación interpuesto 
para ante Y. i£. 

llomt h A\ L'trrvUi 
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Bikinis Aires. Julio ■* <lc 

\ istos: JW los documentos legales y de doctrina contenidos 
en el precedente dictamen del Señor Procurador fleneral. se de- 
clara no halter higar al reenrso interpuesto. Xotifíquese y devuél- 
vanse, previa repbsidón «I 1 *' sellado, 

A. Bl-KUKJO. - J, I* I<iLT,KOA Al- 

cokt a, — RoitERTO Ri:i>»tto. 
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Don Eduardo Tetsaire contra tos Señores Camt v Maqnin. por 
cobro de pesos. 

Sumaria: Ko tiene carácter de definitiva a los fines del recurso 
extraordinario del articulo 14, ley 48, una resolución de una 
Cámara Federal <|tie declara ajena al juicio y de consiguien- 
te, a la jurisdicción federal, una incidencia promovida |K>r el 
sindico del concurso formado al actor, solicitando que se tra- 
Ijc embargo directamente sobre tina propiedad adjudicada a 
un tercero, y se requiera a éste de ¡mujo. Iiajo apercibimiento 
de continuar los procedimientos de la ejecución. 

Caso : Lo explica vi siguiente : 



FALLO DÉ LA CORTE SUPREMA 

Huenos Aires, Julio II de 1927, 

Autos y Vistos : 
Considerando: 

Que se trata en el caso de un juicio ejecutivo seguido ante 
el Juez Federal de Mendoza i*.r don Éduanlo Teisai re contra los 
señores Garat y Magnin. y en el cual de^més de enajenado el 
innmelile afectado en hipoteca al |»ago del crédito, se pidió j*>r el 
ejecutante se traliara i*>r el saklo detnlor de veinticuatro m¡r cua- 
trocientos veintisiete iwsos moneda nacional, embargo en et jui- 
cio f|ue los nombrados (Jaral y Magnin seguian contra Fernando 
Galtgniana ante h justicia ordinaria dé Ja provincia de Mendoza, 
librándose el corresfiondiente oficio ]*>r el juez Federal con fe- 
cha 27 de Febrero de 191 4. 
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Que con fecha 2.1 de Mayo de 1914 fué adjudicada en su- 
lwista pública a íiarat y Magnín la propiedad del deudor Galignia- 
na. y nn obstante haberse dirigido por el Juez Federal un se- 
gundo tí (¡cío sustituyendo el embargo anteriormente tratado sobre 
los derechos y acciones que corresfiumliaii a Magnín y Garat en 
el inmueble del que resultaron compradores, la justicia local ad- 
judícó y dio |K)st'siófi al Banco Francés del Rio de la Plata de la 
propiedad en cuestión con prescinde neta del embargo anotado. 

Que en ese estad*» el ejecutante solicita del Juez Federal que 
traite emkirgo directamente sobre la propiedad adjudicada ni Ban- 
co Francés y requiere a éste de pago liajo apercibimiento de con- 
tinuar los procedimientos de la presente ejecución desde el estado 
en que se encuentran y así es ordenado por los .tutos de h. 191 
y VXk 

One el Banci> Francés requerido en esa forma pide rejiosi- 
ejon y a| elación en subsidio fundada, entre otras razones, en la, 
mcoHi|X'tcncia del Juez Federal, porque; a) se trata de una de- 
manda nueva fior daños y j»er juicios, en la cual es mdisncnsahle 
acreditar el f ttero. pues eT actor ríébe seguir el del reo y es al Juez 
del domicilio del último a quien corres|x>nde conocer en la qtie se 
deduce : l>) porque los autos de que pide revocatoria tienden a 
rever el auto del Juez provincial dictado en el expediente «Garat 
y Magnín contra Femando Galigniana» ; c) \nm\m radicado nn 
inic io ante los tribunales de provincia. del»e ser sustanciado y seu- 
tenciado en la jurisdicción provincial. 

Que la Cámara Federal de esta Capital lia electorado tpie la 
incidencia promovida a Fs. 175 j*or el síndico del concurso de don 
Kduanlo Teisaire es ajena a este juicio y de consiguiente a la ju- 
risdicción federal, anulándose, en consecuencia, las actuaciones 
producidas desde el auto de fs, 191. De esta resolución se ha de- 
ducido ante esta Onrte el recurso extraordinario. 

Que. desde luego, la resolución traída a conocimiento de esta 
f. iTir. no es definitiva cjjpnp lo requiere el art. 14 de la lev 48, 
oii 1 1 stntidn de ímputir la prosecución del reclamo que motiva 
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la incidencia ante la justicia federal o ante la ordinaria; de acuer- 
do con las reglas que gobiernan la jurisdicción. Ix> único, en efec- 
to, que ha decidido la resolución apelada es que d incidente es 
ajeno al juicio de ejecución hipotecaria seguido por Tcisatrc con- 
tra Garat y Magnín ante el Juez Federal de Mendoza. 

Que aún cuando asi no fuera, tampoco se liatiría llenólo la 
exigencia del inciso & del art. 14 de la ley 48, en el cual ha sido 
tasado el presente recurso, pues del examen de las actuaciones no 
acrece que d recurrente haya sido privado de ningún derechu 
fundado en el art. 100 de la Constitución o de las leyes reglamen- 
tarias de la jurisdicción que no han sido invocadas por él ni al 
ocurrir a la justicia federal ni al substanciarse el pedido de re- 
posición. 

Que, en efecto, el único fundamento del recurrente fiara jus- 
tificar su intento de traer a una ejecuci m hiimtecaria seguida an- 
te la justicia federal contra un deutl .a determinado, a otra per- 
sona, es el de que «quien compra un Irien embargado y. su jeto a 
una ejecución pendiente, se somete a las resultas de ese juicio y 
ocupa el tugar del vendedor en lo que respecta a ese bien, sin 
modificar en ¡o más mínimo la tramitación ulterior del juicio». 

Que, esta cuestión es de carácter eminentemente procesal 
regida jwr consiguiente por las leyes de forma cuya interpretación 
y aplicación es extraña al recurso extraordinario interpuesto. Fa- 
llos: tomo 118, pág. 336, y los allí citados. 

Por ello, oído el señor Procurador General, se declara impro- 
cedente el recurso extraordinario concedido a fs. 234. Notifique- 
se y devuélvanse, reponiéndose el papel en el juzgado de origen, 

A. Bermejo. — J. Ficieroa Al- 
corta. — ROBKRTO KePI'.TTO. 
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( <>ni pama ,rV . hfttas Corrientes t ontea don Juan (¡orino, per co- 
hro de pCSOS. 

Sumario: !" \u procede el recurso extraordinario del artículo I », 
ley 4N t finura una semencia pronunciada en un litigio en el 
*[iw las cucstiimes promovidas se limitaron a puntos de he- 
dió resueltos a mérito de la prueba pnidueida y \mít nplic.-i- 
eiún del derecho román, ajenas, por consiguiente, ai expre- 
sado recurso. 

2" Kl artículo X\ de la ley de la Provincia de Buenos 
Aires, úv 16 de Abril di- 1906, solire servicio de aguas co- 
rrientes, no es repugnante a los anicnlos l4 t Jo y 17 de 'a 
Constitución Xacii iiial. 

ííj.ífj; l.o explica rl signante; 



n n r.wn x DEL RROCüKftPOB ofni i:.u. 

MftNM Airt>. May« Jtl rfc \i)>i. 

Si pruna Corle; 

Ka ( .'oiiipania de Ágnas tenientes de la Provincia de líue- 
nos Aires demandó a don Juan ( ¡ariuo jHir cobro de pesos ijuc. 
dijo, li ade uriana en concepto de servicios de provisión de agua 
:i mi imnitelile dt mi propiedad. 

MI demandado, en sn escrito di- fs. 15, al contestar, formuló, 
emrr Otras defensas, una de carácter constitucional rclerertte a 
!a> garantías cjue acuerdan los artículos 14, 1h y 1/ de la Cons- 
titución di- la Nación. Iris «|nc él entendía habían sido violadas. 
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K>t;i, igjüjfe es la tmiea cuestión tic esa naturaleza <pic el recu- 
rrente ha intentad» plantear y que ha podido motivar el presente 
recurso jura ante V. K.. deducido por el demandado contra la sen- 
tencia definitiva que desestimó su defensa, si- refiere al derecho 
que existe y él niega de cobrar los servicios obligatorios de aguas 
corrientes antes de «pie los vecinos coloquen las cañerías resisti- 
vas (pie del ten tener de acuerdo con las ordenan/as mnnici|Kiles en 
vigencia. 

Harnear la cuestión es resolverla en sentido contrario a h 
«ost cuido pnr el recurrente. 

í^-is cláusulas ci institucionales citadas (juc garante» eJ dere- 
cho de propiedad y establecen la igualdad como tase de los im- 
] mistos y cargos públicas, nada tienen que hacer con la cuestión 
resuella, en la forma que lo ha sido, estableciendo el fterecho in- 
discutible de imponer . los habitantes el mantenimiento de servi- 
cios públicos imprescindibles por razones de interés para la co- 
munidad, umversalmente res] tetaría*. 

Los demás puntos de la sentencia apelada son de hecho y 
prueba como el relativo a si existió o no provisión efectiva de 
agua, o de derecho común y de procedimientos como los que con- 
cierne! ' a la naturaleza ¿leí contrato entre el demandado y la aeto- 
ra y a la falta de personería de é<ta para iniciar la demanda. 

Tales cuestiones no pueden ser revisadas en esta ' islanria 
farts. 1-1 y 15 fie la ley 48 i. 

Opino, por tanto, que el recurso deducid» es improcedente. 

Htu-tn io hi, í. arreta. 
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FALLO JiE LA CURTE SL'PRKM A 

Buenos Aires, ¿litio U <fc )<C7. 

t 

Kl recurso extraordinario interpuesto y concedido omita sen- 
tencia de un Juez ele primera instancia en lo Civil y O murcia I 
de La Mata, en el jiticin segtiiífo por la Compañía fie Aguas Co- 
rrientes de la IVn viuda de Unenos Aires contra clon Juan (In- 
ri nt», jn»r cobro de pesos, 

Y Considerando: 

fjue en genera] tas cuestiones promovidas y resueltas en el 
litigio, sejíún lo reconoce en parte el propio recurrente al fundar 
la apelación extraordinaria ( te. 81 |,- están |>or cli versos conceptos 
luc ra del alcance del recurso intentado, pues lio plantean eoniro- 
vtTsia alguna de cíirácter federal, ni constituyen temas le inter- 
pretación de alguno de los casos legalmente previstos por el art. 
14 de la Uy 48. limitándose a puntos de licehu resueltos a méri- 
ío de la prtielm de autos y |mm" aplicación de disjHisictones de de- 
recho común, antecedentes míe implican la improcedencia del re- 
curso, de acuerdo con la ley y la jurisprudencia reiterada de este 
tribunal. 

<Juc si liten el apelante lia impugnado el art, 33 de la ley pro- 
vincia alud ¡ila. comn contrario a las «ja rain ras que consagran su- 
l.re üsojí ií'Kc e itn iolabilidad de la propiedad losarts. 14. 16 y 17 
de la ú institución. In (pie comprendería el caso en el inciso 2' 
del art. 14 de la ley 4» citada, toda ve/ que la sentencia es favo- 
rable a ta viili.lt/ de la ley provincial, procede, sin cmliartro. esta- 
blecer, como se observa en el flictameu de ís. Wi, (pie las cláusulas 
ei.ii>iitucionales invocadas no tienen correlación aprecíablc con la 
diS|K»-tciitn U-an\ de «pie se trata, d cMnaffe a instituir y reg lamen- 



tar relaciones éJJe derecho que no pueden decirse violatorias, en 
efectividad ni en principio, del uso y goce de l:t propiedad porque 
se limite su ejercicio en mérito Úé una exigencia u consideración 
de evidente interés {¡eneral. 

íjuc en efecto, no siendo pmikh poner en duda el carácter 
<1l* servicio público que tiene en el caso la provisión ile agitas co- 
rrientes a las poblaciones comprendidas en la lev de referencia, 
ésta ha podido dictarse validamente estableciendo los derechos y 
obligaciones que prescribe el art. 3.1 impugnólo, sin que pueda ser 
óbice a su cumplimiento !a circunstancia de que el propietario 
rehuse el servicio ofrecido, pues en ta! caso quedarin supeditados 
al arbitrio individual los intereses generales y la salud pública, 
con menoscalHj evidente del progreso y bienestar social ; tesis «pie, 
por lo demás, atribuiría caracteres absolutos al derecho de domi- 
nio, o mira la expresa disposición constitucional que prescribe que 
iodos los habitantes de la Xaeión gozan del derecho 'de usar y 
disponer de su propiedad conforme a las leyes que reglamenten 
su ejercicio, y contra dichas leyes y reglamentos administrativos 
que limitan y restringen el dominio por conceptos derivado:, de in- 
tereses superiores al derecho individual. 

En su mérito, y de acuerdo con lu dictaminado |>or el señor 
Procurador (ienerab se confirma !a sentencia apelada en cuanto 
ha podido ser materia de recurso. Noli fiq wse V repuesto el pa- 
pel. devuélvase al tribunal de procedencia. 

A. IÍI'IíMKJO. -- J. pIGL'KKOA Al- 
IORTA. — ROltliliTO lÍKFI.TTO, 

Wi.t : Kl Jui-ií t't Primera Infancia <!e la Provincia fie lau-ncs Ai- 
res íl-t Plíitai.rtrliíi/ú ti ;tr;>imu<nin de hio»n«tii!ic» undulad de ley jp t¿aefa 
titear a h demanda. 



K.U.UK he riiKTi: St'PRF.MA 



Mttnictptiiiífini dr la Capital en antes can la Sufinhui Cooperativa 
ttr í antes y . \a,:\os. sobre ticmUidtUi tie imánalos. Recurso 
ti t- hechp, 

Slituádo: No procedí- el recurso cvtranrdinarí.i dr] arlicnto Í4, 
U \ 1S. contra tnKi riMilm-ián ele |a Camina dt ^Minies m 
h* C ivil «le la Capital, ijiie declara ilegal el eobr.i dr un ^nt- 
vamcn ^anrtniiado |Mjr la ordenanza municipal de 27 de Ui- 
ctcnitite ile l<>23. argüida de inri >n>tiuie¡onaf por la pane ae- 
rara, i La \lunici|ia]id;id im ínndú mi drrivlm en cláiiMtla al- 
guna de la Constitución , y. además, tas leves -405.S y 10.341. 
un ht><]í;m >er consideradas como del Congreso Nacional, 
rtíi mt generales para todu el territorio fie la Nación \. 

(\¡si>: Lo *. >¿plK" t Ti las pie/as signtenieji: 



UKTAMKX tm SI ÑOR l'HOCt "R.MHíR CKNF.RAL 

Jíui'ii.p> Aire*. Jtilit. K .le \u2T. 

Suprema Curte: 

La bardad C. operativa Argentina tU¡ Caite y í\«eJcns Li- 
mitada, rteiWiHKtii ante el juzgado dr primero infancia ni lo Ci- 
vil dr fa Capital de la Nación a la Municipaliílad di- fa mima Ca- 
pital p-.r devolución de suiiKis dr dittero pápula* eti coi^épto ik 
.gravamen |mr rada mero de animal vacuno n ii\ n i n<> (jnr se est- 
iraba dr- la playa del Matadero, gravamen smcamado por , fe- 
rian/a dr 2 (fe Dinrmlirr dr líÉfc 

Vtt-M f |ttr tnl drrrelt.». adema* dr no rrprr<eutar la rompen 
síteion dr ningún M-rvieio prestado pir la Municipalidad. *e p<-¡- 
cihia en violación -Ir diver>a> dánsüks dr la Constitución Xa- 
eumal 
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U m» mmafa «*tim. ia va m K¡t <¡ t . i fl or ,| Clian/a 

afirmando (,„, |„ fJtK . s , , i)Itr;[1);i cra , a mri , n|d -„ ([ _. |jn y f / 
.adero servicio, que dWi ordenanza íiahia sido rtfcfecla ,„ „so 
de facultades leales acordes ¡M ,r el Condeso de J ;i Xai i(tn v 
íflie día respeta!* | (>s derechos _ v ^ r:inrbs (|t , ^^jl 
cional invocados jM>r la aetnra. 

Tal es. síntesis, la cuestión delsiticla v que ha sido resuci- 
ta en las dos instancias, en favor «le la tesis sostenida ,„«■ la su- 
eiedad demandante, 

l a Cámara Secunda de- Apelaciones en lo Civil, al fallar la 
presente causa, ha dejado establecido (|ttt . , a Municipalidad de 

f Vi,|mri1 no P«* «Bttir "npucstos o lasas 1|lw aque- 

je* presamente ^ , ÍIS | CVCh numi . ni!i 4(>5 ¿ y 

10.3-1 1 . 

^ ap'Cgaí <J»ie. el tfraiamcn que nioríva eMe litigio en neutra 
mi tundanieuto en la primera de las leyes diadas. 

Con resten, a Mío gravamen se ha discutídu si el m j. m o 
<■« ;in .mpucsto o si representa el eohro de una tasa la pres- 
tación de- un servicio especial. 

B ffitmm ha resuelto eslo último, teniendo en cuenta las 
]>ri,hau*as acumuladas en nulos y ha declarado m el eohro del 
misino es ,k*| por no corres, >onder a un servicio prestado por 
b M.nuopahdad y no estar en relación con su esto en H ¿» 
de (jtie tal servicio existiera. 

Ks.a sentencia ha sido rccumda ,„,r la Municipalidad para 
a»te \ . K nivm'aiulo el Wfc 14 de la lev 4*. por entender «¿ en 
la causa se ha planteado y resuello un caso federal m mtlorin 
ln mtervenctón de esta Corte Supretna en instancia exmu.nh- 
nana, 

m recurso ha sido denegado p t , r el Irihunal cilad,,. 
I-Mimo ajustada a derecho esta resolución. 
Kq electo: la .Muuici]«ilidad no ha pmmovido, durante el 
Ik.-io, la cuestión federal «,ue su,«me, ya que no ha fundado <u 
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derecho en clausula alguna «le l;t Constitución, tratad"» o lev del 
i '<»iiiírrsn, no conteniendo ]H>r t-llo, la sentencia recurrida, deci- 
sión contraria a tales derechos, 

C 

Xo pueden considerarse, jtor ln demás, eninn U ves del Oni- 
greso Nacional las rifadas números 4058 y 10,341, a los fines 
del revuisn extraordinario interpuesto, porque ellas no son le- 
yes generales jtíira todo el territorio de la Nación . se refieren 
al régimen municipal de la l'apital l-'cdcral exclusivamente y liail 
-«ido diriada> por el ( oii^rfeáü en Sil carácter de legislatura lo- 
cal, ' I «odrina de i";iH< «> de V. K. *Hi:15U. considerando i" y 
1|();^"J: 114:161, considerando 4" y 12.Í:HM, o «nsidertu- 

do * 

Solo resulta de aillus que es la parte actora la que lia pues- 
to en cuestión la> garantías «^ttstttuctoltóles que suponía viola- 
das. Iiat tiendo -ido tavorahle a sus pretensiones la sentencia fe- 
currida. por 1<> que eMa no es revisadle, en esc punto, jKir la 
* <M ie Snpn ma. i Í02s65 ; 1 10 J72 i. 

causa aparece, asi. resuelta por inierpreiación y aplica- 
ción de una ley loeal y |M.r ra/ones tle lucilo y prueba concer- 
niente-, como se ha vislo, a la clasificación de! ^ravanieii imput;- 
nado y a ta jmtifieadóti de la prestación efectiva riel servicio, 

'l udo ello i> ajeno al presente recurso y esta íuera de Ja 
jurisdicción «le apelación «le V, K.. ya que. la reierida interpre- 
tad* m v api ieacion de las leves y ordcnau/as municipal* -, dche 
mt aceptada tal cita! la fe 1 lecho el tribunal local en uso i|e ía- 
%utiarle- ijiie le son propias y exclusivas. 

Por oirá izarte, la apelación tleducida a ís. 2KO para ante 
. -ta t une Suprima ito retine los rc«|UÍ*ii"s exigidos por el art, 
15 di- la !< > -tS. ya que ta queja un aparece fundada, deutoslfátl- 
dusf la relación «linda e innie«liata que existe entre la cuestión 
resuella y las ¡¿aramias federales que se consideran violadas. 

No pue«h -upHr e-a omisión de fundanienitis la circunstan- 
cia di- hala rlo- invocado recién ante V. I"., al recurrir «le hecho. 
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ponpie dicha invt ración es extemporánea. Tal cuestión lia de- 
ludo promoverse ame el Irilmimt adiado para qíie ésfc pticliera 
pronunciarse, oportunamente, a su respecto. 

Por las consideraciones tfe fundo y forma preint lívidas, *oy 
dé opinión míe corit a »n «fie declarar Iritu denegado en es» a eau- 
sa el rmirsu cxtraordiuariu deducido para ante V. K. 

■ 

Ifoiwio A\ h'trrcta. 



I AI. [.O JiE LA CORTE .SUPREMA 

l'iu'iii'x Aires, /lili» *r,1 <[,: |9>~. 



y * 

Por toa fundamentos del precedente dictamen del Sefli ir 
Procurador General, se declara Iríen denegad*) el recurso extraor- 
dinario interpuesto (jara ante esta Corle. 

N.ititíijuuse y archívese, devolviéndose los autos pn>ic¡|Hn- 
les af trilimial de origen, cotí tife^ijviiHi de la presentí, y del 
dictamen del Señor Procurador ( .enera!. 

A. liKiíMKjo. — J. $mtm& 



Compañía Stítisín^iu? tic Ccnus Cotujchuhs ai mitas mu ti 
í t mitán fifair. $&hrf taha cf&ffijm dr fitiáSi Recurso de 



tW 



Stnnuno: V I.as decisiones de (a Suprema forte de la Provincia 
de líuenos Aires im >on reéiirrlbles |>ara ante la Corte Su- 
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ptema <fc la Naemn, sino por via cid nrnrso extraoftlftía- 
rm «i hs eondinom-s ,spmaí,s preveas , H(r d artimlo 15 
<lc ¡a ky 4N. en manto » las forma* y a los ,,la,os ,[ f - onluc- 
mmi, solo cunpfeife a p;tr ti.- ,|H moruna,» ,(<■ profundar- 
se la H-iurmia i 1 1 1 1 |,i motiva. 

Uo úvnv rarácier <ie ditinitiv;, a los ffe ,|d re- 
amo esmvnlmanp «li-l articulo 14. [i v 4», una mAmÜn 

; Jtv,ar;i ,a miH ''' lf ' "««i anuncia. K| liti^n m>e«lo 
"Ul>si>reme ]Kira mt nuevamente jugado >, 

t'w.i: Lo rspíic.-j .1 guíente? 



K \(.I.n IiK f.A l OKTK SUPREMA 



\l1to. y VÍ>|o*: 
fntlHiUT.'lllíIo; 



(}«e los Imhos y anieenlnm-s <lelf rminan^ del presente 
rmirx. tic tmeja. «le arm-níu ron la propia espurio,, íurnmla- 
•la por d iveumntt* pméiü omcTCtar.se .Id sigllitllt* nudo: 
>'l jnK'io rjirmiv.. « wt i,ln por rlon (i. |i(,,f r omlra 3a 
Compañía Sansh.en.i <lr Carnes Congeladas íuite bü trikiiiafés 
<|i' l.i Pnníiuin de ISireih.s Aires, la t amara Civil J« de \pd;i- 
ciritfws f.n.nmició sentencia il^Mmaníto la ejecución: 10 esta 
wntetirfíi afrsdtttorta ítie objeéu tle nacursos (le apelación y 
mifkJafJ «Inludifos por e | eíwiffcmte para ame la Corte Suprema 
cíe .fttstíria ile la J Yovmda. tos males fm-ron toepdps |.or la 
l ántara n.nmra<h: ej qüv ni virtud «| t - halier-e rlcclanulo en la 
apelación de lurho o.nsi-uít nif mal le rtt'-ados los reculos Itt- 
terpocíitos ante la Cámara Civil, la Suprema Corte de la Pro- 
viuda tfcHitttfó ild pleito y declaró la nulkíad «le la sentencia ah- 
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solutorm pronunciada por la C ámara Civil - «tj de este pmntih- 
c.annento del más alio tribunal de la provincia la jwrte .le Sau- 
snu na tfedujo revocatoria ante amicl y apelado,, mi susidio m - 
ra ame esta Corte Suprema, sin míe R hie.Vra lugar al mínier*» 
ni se concediera el segundo. 

gm nt> siendo las decisiones tic la Suprema Oírte de ia 
Provincia de Unenos Aires recurribles ante este Trihunal, sino 
,H,r v,!l dd r^ 11 ™' extraordinario, la a|>elaeam ti, subsidio del 
pedido <Ie Pevocatüfj^ en virtud fie la cual se ¡mema traer la 
ciiomm. no efjuivale a la que del,e interponerse cuando se tra- 
ta de aquel mu* se encuentra sometido a las condiciones especia- 
les prescriptas en el articulo 15 de la ley p 48, en cuanto a la 
forma y a los plazos de deducción solo compútalas a partir 
del momento de pronunciarse la semencia qué lo motiva. 

<Jue. aún cuando, no mediare la observación apuntada acer- 
ca de la J orma «le deducir el recurso, este seria igualmente im- 
procedente jMir otro motivo. En efecto, el hecho de que la Cor- 
te de la Provincia haya resuelto jn.r mayoría que la sentencia 
objeto de la reposición en relación a este, es definitiva, no im- 
pide cjue la nulidad procesal del pronunciamiento de la Cámara 
Civil deje subsistente el litigio p :i r;, ser nuevamente ju/gado de 
aeuri.li» eou e! efecto que normalmente correa >onde a tales fíc- 
ela raciones. 

Oue en esta* eondieiones y a los efectos del recurro ex- 
traordinario, la sentencia materia del reeursn no seria definitiva 
porque rio |H>ne fin al pleito ni impide su continuación eomo cx- 
pre-ainente lo exige el art. 14 de la ley X' 1 4K. 

Kn su mérito im se hace lugar a la queja. N'oti fie píese v re- 
puesto el papel archívese. 

A. ÜHkMJ jo. - J. I'hjlkhoa Al 

CORTA. — UoiijlKTO lil-l'KTTO. 
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ffisep Xactóttat amím Uoíta IsM 'AfMm. de f 'vnum.t,?. Jtí - 
/"■-* i of>rt, ejt'i itiiro ttc fejtos. 

Sumario: t« lúa resolución pronunciada en un juicio ejecutivo 
«o tiene carñcter definitivo a fos fines del recurso extraor- 
dinario del articulo ,V'. ¡miso 2- de la hy 4055, 

2* Nu procede la tercera instancia en Tus juicios por co- 
bro de impuestos para la Capital dé la Kepúl.lica. (Articulo 
& ÍBCÍSü J . ley 4055 1. 

íi/.t»: Lo explica e) siguiente: 



J allo iii: la cok te S("1*kk m a 

■ 

Hiuihk Aires, .'"lio 18 de 

\ití>'N y Vistos; 
Considerando: 

(Juc iii- acuerdo con lo dispuesto ¡mji el articulo *\ inciso >' 
do la lev X'- 1 4055 para hi procedencia del recurso extraordina- 
rio en tercera instancia. e> indis] Kmsablc ijue las acciones fisca- 
les per col ir o de cantidades adeudarlas o defraudaciones de ren- 
tas nacii Minies, no se refieran a impuestos que sean exclusivamen- 
te para la Capital y Terriiurios Nacionales. 

Qac el caso de eMus autos no concurre ninguno fie estos 
requisitos. Desde lue^o, el pronuneiamienui nu es definitivo, 
(lúes da recaído en un juicio ejecutivo y de acuerdo con el ar- 
ticulo 27$ «ie la ley X" 50. i ¡inda laniu al actor como al deman- 
dado su derecho a salv*) jura promover el ordinario. 
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Que. \mr otra parte, la ley 4^>1 eii cuy.» arl. 21 se ha fun- 
dado el Poder (¿|KmtÍvo para deducir !:i presente demanda, de- 
muestra nue ésta versa sobre ima acción fiscal p>r cobro fie ren- 
tas e impuestos para la Capital de !a República, cditipreniíicía 
por consiguiente en la excepción del inciso i", articulo & de la 
ley K155. 

Kn su mérito se declara mal concedido el recurso. Xotiíi- 
tjuese y devuélvanse, reponiéndose el ¡p|tf¡ en el jugado tic 
origen. 

A. í >)■']; m i:_jo, — J. Kjoi'kko\ 

CORTA. — RoftHRTO \< l-J'KTTO. 



Don 1','íinita Ctwsáft'c Herrera. {s H sttt^Í,u¡). WMfMü dt 

Sumario: J* Kntre dos pruebas testimoniales contradictorias, 
tendientes a acreditar el domicilio, corresponde acordar ma- 
yor valor a la producida con el contralor del Ministerio de 
Menores, cuando como en el caso, se traía de las personas 
o bienes de menores o incai>aces. 

C orrcs[Hjnde al juez de la Capital Federal el cono- 
cimiento de un juicio sucesorio de una persona cuyo últi- 
mo dftmicilio en la misma resulta acreditado por el hecho 
de haber firmado escrituras en las míe declara tpie era ésta 
su domicilio - ]>or la circunstancia de baher aceptado el nom- 
bramiento discernido |*.r un juez de la Capital, de tutor de 
unos, menores radicados y con intereses a administrarse tam- 
bién en ésta y. \»*r la libreta de enrolamiento qué acredita 
que aipti ejercitó sus derechos de ciudadano en diversas 
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«Jinirt unidades, sin i|ia> acrezca .-mutación alguna de pase 
a otro distrito. 

Cmt>: Lo explica el siguiente: 



Autos y \"ist*js : 

Los (le a tul ú iula de competencia trabada entre un Juez 
eti lo i. "i vil ik- esta Capital y otro de lo C ivil y Comercial tic La 
Ta/, provincia de Kntre Kí»s. para conocer en el juicin suceso- 
rí.í de de mi Feílericu (¡únzate/ Herrera. 



<Jue los hechos y antecedentes sobre los cuales ha versarlo 
la prueba de autos, se encaminan a demostrar el último domici- 
lió del causante de ta sucesión, atribuido por el Juez de Iji l'az 
al distrito Yeso, provincia de Entré Ríos, y a esta ciudad de 
Humus \ires | Mir el juez esta Capital. I,a contienda proviene, 
jmes. eri el caso de que amitos jueces se consideran competentes 
¡mía entender en los autos mencionados fundándose en el hecho 
de haber tenido el causante su último dom icilio dentro de- sus 
rc(*ectivus jurisdicciones. 

< hie la determinación del último domicilio aludido es tanto 
más indispensable en el suh ¡ttttitc. cuanto (pie el domicilio fiel 
heredero menor de edad no es otro «pte el i|ue te» ¡ti su padre 
y representante ÍCjfal del día del fallecimiento del mismo, fecha 
in ijiie el he refiero entra en i* «sesión de la herencia |>or imperio 
de la ley (Código Civil, art. *H\ inciso f.*, y artículos y 
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liiivims Aires. Julio IK -| t 
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Que si bien la prui'lm rendida ímlc t i Juzgado Civil de La 
Paz. acredita por información de testigos y otros medios lega- 
les. que el causante de esta sucesión, señor González Herrera, 
residió j>or largas temporadas en aquella localidad y administró 
con frecuencia los intereses que alli tenia en sociedad con un 
hermano, la demostración de que aquél fuera realmente su dn- 
in ¡cilio determinado |H>r la intención fie una residencia perma- 
nente, no resulta satis íactoriamente establecida, y menos sí se la 
examina mediante el correspondiente análisis comparativo con 
la prueba traída a los autos del juez de la Capital. 

One tales actuaciones de pruelia establecen en efecto, cpie 
e! señor González Herrera vivió con su esposa en esta ciudad 
en distintos íiarrios de la misma, hasta que. fallecida la señora, 
se radicó en casa de su hermana doña Domitila Herrera, calle 
San Martin X-' 52.1, de donde se trasládala con frecuencia a sti 
estancia de Kntrc 14 tos, no tanto \mr razón de sus intereses co- 
mo |xtr motivos de salud, pero conservando aquí siempre sti ra- 
dicación domiciliaria, como se comprueba por otras actuaciones 
del causante acreditadas en autos, como el hecho de firmar aquí 
escrituras en las que declara que es éste su domicilio, y la cir- 
cunstancia ele aceptar el nombramiento discernido por un Juez 
de esta Capital, de tutor de unos menores radicados y con inte- 
reses a administrarse también en ésta. 

Que la prueba testimonial aqui ofrecida y que acredita que 
era éste el domicilio dei «V cujas, es tan concluyeme como la de 
igual naturaleza que se le opone en el ex|icdiente de Entre Ríos, 
con la diferencia sustancial de que ésta, como las demás actua- 
ciones proditorias de los ntismns autos, carece del contralor del 
Ministerio de .Menores, que no ha sido citado en el juicio, omi- 
tiéndose una formalidad legal de que no es licito prescindir cuati- 
do se trata como en el caso, de las |wrsonas o bienes de los me- 
nores o incapices (Código Civil, art. 494). 

■ 

Que la libreta de enrolamiento, subsistente según la corres- 

1926, año en que el causante 
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de esta sucesión falleciera, cpiistituye un instrumento convin- 
cente de prueba de .me fra «.la ciudad sn domicifói* na sólo p.r- 
íjue ;isi lu expresa el documento mismo, sínó laminen porque 
acredita une acpti ejercitó sus derechos de ciudadano efi diver- 
sa* oportunidades; v caín- a t>n- respecto la líbica conjetura fie 
<|ut mantuvo aijuí su (liiiiucilit). (oda ve/, (jue un ajiareee eit su 
lihreta anotaciói, albinia de pase a t >t n i diMriio electoral. 

fjue a antecedentes relacionados >e apresa ijue la mis- 
ma jiane que promovió la iuhiliirona no ha sido ex ira fia a la ju- 
ri>dieeión del Juez dr la L'a|iital donde aeluú¡ en el carácter le- 
i;al qm" le compete, si bien mas tarde revocó el |HJtler a su re- 
presentante y desiunueió la competencia ([lie antes aceptara: (pie 
el leMadoi designa en calidad de al I «tecas a tres personas (fue nu 
c-i:in radieada> en Kntre ríios, muu que tienen sus domicilios 
en esta t apital, lo que permile inferir que el i-ausatite entendió 
(jue era aqui dfjnde debía abrirle su sucesión; v en fin. que lo> 
restos del señor (lonzález Herrera lian sido inhumados en el ce- 
ineliierio del C leste de esta ciudad tu el sepulcro de la familia 
del extinto, en el que él era condomino. 

Que debiendo d educirse de lo que queda expuesto que el 
can-ante di- esta sueeMÓu se hállala domiciliado en esta Capital 
a la é]MK*a de su fallecimiento, es evidente (pie de acuerdo con 
la ley y la constante jurisprudencia de esta Lorie ( Código C i- 
vil, arts. <J/. <>". .UM y mis concordantes: Kallos. tomo 144, pá- 
ginas 145 y 2>\7 y ln> allí citados*. es a los jueces de esta ta- 



clara que el Jmv com| télente en el caso es el de lo ti vil de esta 
Capital, a quien se remitirán los amos, avisándose al de l a l'az 
(Ktttíe Níosi en la forma de estilo. Kcih>¡im í1m . $ papel. 






A. HKKMÍ lo. |. Kn.i KK(>i AL- 

CORTA. — Kolll-KTO klCI'l- TTU. 
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Sumaria: VA examen de la* k-yes números 1917, ilc 4 <le Di- 
ciembre de lfig& .W\ de 26 de Octubre de 19a), H8S9, 
de Julio 2/ de 1912, 10.998 y I Ufo, con arrezo a las 
niales desenvuelve su acción las ( Miras Sanitarias de la Na- 
ción, demuestra que esta rej>artieión fué creada originaria- 
mente como institución de orden lluramente local, sometida. 
|ior consiguiente, a las autoridades del Gobierno de la Ca- 
pital carácter que conserva y mantiene acerca de las obras 
y dependencias situadas en el distrito federal, y tute en cuan- 
to a las obras sanitarias cuyo estudio, proyecto, construc- 
ción y administración le ha sido conferido por el Poder Eje- 
cutivo en el territorio ríe diversas provincias en cumplimien- 
to de las leyes snneionadas |>or el Congreso y de las confor- 
midades expresadas por aquéllas, descm|>cña funciones de 
orden nacional respecto de las obras y dej>eiidenchs exis- 
tentes en cada Kstado y del personal fie que se sirve en 
ellas; j>or lo que. teniendo la institución considerada, los ca- 
racteres de dependencia inmediata del Kstado en cuanto a 
las obras construidas en las Provincias, es derivación for- 
zosa que a las cuestiones proven ¡entes de su administración 
les compete la jurisdicción nacional. Artículos 100 de la 
Constitución y 2", inciso 1", 5" y 0'.' de la ley 48. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



U TO OK LA TÁMARA IKOKRAL I>K AFKI.AtlÓX 

Km-mis A iri s. Marzo 30 de 1927. 

V Vistos: 

De acuerdo con las consideraciones expuestas por el Señor 
Procurador Fiscal de Cámara a ís. 76, se revoca la resolución 
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apelada fie ts. U7 vta. y si 1 declara (¡ir- la justicia federal es in- 
competcnte, ralitnit 1 matería, para entender pti el juicio nroriiü- 
vido |mr las < Jbras Sanitaria:* de la Xación entura Kainón Viev- 
ra, Milirr e*il>m de ¡h*m>s. 

Devuélvase y repónganse las fojas un primera instancia. — 
7. /\ LutM. Mitrt t lhuf fisuihuiti, — T. . Irías, — H. A. Xa- 
zar ¿inffi&reitm — fmf Mofeé* 



VMA.U NI- LA COKTK SI'I'NI-MA 

Ihifims Airv*. jnli.' Ji) <|r 

Y Vistos; 

t uiisidframlu : 

tjue la presente causa tiene [tur ohjcln re eti] >crar de don 
Ükyrm Vicyra la suma de catorce mil quinientos noventa y tres 
pesos cúfí nueve centavos moneda nacional, de que ha disnuestn 
rn su carácter de encardado de las oficinas administrativas de 
las Ohsm Sanitarias de la Nación ni el distrito de Sati Juan co- 
i ti MMiudienie a mWt&$ que la referida institución tiene a su 
e:ire,n recaudar en Ja provincia m mil irada. 

*_>ue el dm laudado ha opuesto \n Acepción de hlconípetert- 
cia del jne¡e de sección para conocer en la cansa y la Cámara fe- 
deral di- la C ;l|>íi;iI fundada en que <x( >bras Sanitarias de ta Na- 
ción* m & Etna institución de carácter federal ni los dinero* 
que recausa o administra |>ertrneecii al tesoro de la Xación ni 
los edií íiiiis o dependencias que ocupa revisten la condición de 
los establecimientos a que se refiere el art. 67. inciso 27 de la 
Constitución y el üh M inciso $f de la ley X" 4S. ha admitido 
la extvj tetón opuesta. 

Qtie la Comisión di- í íhras de Salubridad instituida por la 
ley \> I l íl7 <k- 4 do Diciembre de Í8N6 sólo tuvo por objeto 
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iuicialmente la construcción de las otas domiciliarias de salu- 
bridad en la ciudad de Buenos Aires y consiguientemente aque- 
11a ley fué sancionada |>or el é&ngüsá en ejercicio de las facul- 
tóles conferidas por él art 67. inciso 27 de la Constitución. 
La comisión que. o así sometida al Gobierno Nacional como 
autoridad linrat y « los edificios de su dependencia, según di- 
cisiones regidas dt esta Corte, les fué atribuido el mismo ca- 
rácter a los efectos de la jurisdicción, 

f )uo. posteriormente, la ley K 9 3967 ele 2ü de ( »ctubre de 
I90U. autorizó al Poder Ejecutivo a construir obras sanitarias 
en varias capitales de iirovmcias y dispuso que su pago se hi- 
ciera con el cincuenta |ior ciento de los fondos que en virtud 
de la ley 3313. sobre lotería nacional, correspondieran a las pro- 
vincias, los que detonar depilarse en el Banco dt la Nación 
a la urden tic las ( )¡>ras de Salubridad. V como tales recursos 
resultaron insuficientes para ¡a atención de las obras proyec- 
tadas, dictóse la ley X" 4158, autorizando la construcción de 
obras sanitarias en las provincias acogidas a la ley anterior, en 
otras provincias, y en la Capital Federal y facultando al Poder 
Ejecutivo para emitir la cantidad de doce millones de i*-sos en 
* Monos de Obras de Salobridad» para costear aquéllas, 

Que. la ley N" SSK9 de Julio 27 de 1912. ordena a su tur- 
no que. desde su promulgación la actual re|Kirtición «Obras de 
Satubr !ad de la Capital» se llamara en lo sucesivo «Obras Sa- 
nitarias de ta Nación», jjfeM Jo hace declarando que quedan 
vigentes todas las leve* anteriores en cuanto no contraríen sus 
preceptos. El análisis de los artículos de esta ley demuestra que 
la institución mantenía el doble carácter derivado ya de ios es- 
tatutos anteriores : se precisan normas orgánicas |>ara Ja rq>nr- 
tición considerada como entidad de carácter k(cal, fiero, al me- 
tilo tiempo se )e atribuyen facultades y se le imponen obliga- 
ciones que trascienden de los límites de ta Capital. Y si, en este 
último sentido, se la autoriza a convenir con los gobiernos de 
provincia ad referendum del Congreso de la Nación y con apro- 



■ 



60 



FAI.MJS F>K |.A CORTE SL'PKKMA 



Ukíóii del Poder [\jeeutivo, el estudio, o instrucción v admi- 
nistración de obras destinadas a la provisión <& ayua imitable na- 
ra n mi doméstico en 1a> dudarles^ pueblo* y colonias de »a Na- 
ción [an. 4". inciso í y ari. 5*) v ^ |¿ ¡mpüne la obligación de 
continuar la eoiistrueeíón y admiiiisl ración di- las obras sanila- 
rías de las. provincias, mientras la lev no resuelva tu contrario, 
empleando para ese íin lo- nrniNh ipie le asigne «I presupues- 
to dineral o leyes especiales y debiendo llevar mía enmaridad 
completaim ule separada de lo mu* corresponde a eada ciudad 
(articulo 12 k 

íjite. por ultimo, la lev \" IO.'^íS cun ta modificación esta- 
blecida pi.r la N 1 ' II. Uó acentúa, ilríhic y organiza las faculta- 
des de Ut repartición en su acción general sobre la l»ase de acuer- 
dos celebrados mu los ( ¡obieruns de provincia. Autorízase en 
ella al Poder KjenUivo j^ra proceder por íulernicdio de las 
' >bras Sanitarias 4 le la Nación, al estudio, provéelo y construc- 
ción de las obras de provisión de aguas corrientes y cloacas 
\Éitñ todas la> ciudades de la Kepubliea (JUe tengan más de ocho 
iníl hah¡ lames en s i planta ukma y de a^ua corriente, única- 
minie, para 1"- piimlos mu mas de tres mil habitantes (a«i. 1"J. 
Destinase par:> cubrir los gastos mte demanden los estudios y 
provectos las sumas que se incluirán anualmente en el prestí- 
pululo general y para la construcción de las obras el importe 
de un emprésiito (fue se aulori/a a emitir al Poder Ejmnitivo 
bajo el nombre de «Hoiiu-. de ( íbras Sanitarias de la Nación» 
v ai yo -er vicio >e atenderá por el Poder K/cculivo con el pro- 
ducido liquido de las obras terminadas y con remas i^-nerales 
la^ en vias de construcción o que estando ya con druidas, no 
rindieran accidental <■ temporariamente lo calculado fariicu!o> 
1" y fi" y modificación introducida al art, p por la ley tLt(j5). 

fjue el examen de estas diversas leyes con arrezo a la« 
cuales desenvuelve su acción las < >bras Sanitarias de la Nación 
lleva a la doble conclusión siguiente: a) que aquella reparlición 
íue creada originariamente como institución de orden ¡Htf» mente 
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'«■ni! sometida por confuiente a fes autoridades del í ¡.hk-nm 
<k la Capiial. carácter ,p t e mnsm-a y mantiene acerca dv las 
«btfw y ifepencleíidas simadas * el distrito federal: l, , qm c .„ 
cuanto a Jas obras sanitarias cuyo estrió, | ff((vm .,. eonstrue- 
nou y adimiiiM ración le lia sfcio conferid., el l'oder Fie 
^ttivu en ,] UTríU,rio de diversas provincias en cumplimiento 
,tf h> lr > ts «""i.'iiadas por el Codeso v ele- las eontVmida- 
ifo expresadas |M,r aqiiéflas, desempeña funciones de orlen tn 
cioual rt^wcto ríe las ü$ms v tlq^iclciicías (afama pii cada 
• ■Mado y c|d jaisoiial de C|lKS se sirve en ellos. 

Que la exactitud «le esta secunda o inclusión no puede po- 
W*. m <MM ttún prescindiendo tic los fines de ttfiihrfü*] v 
saneaumuto general del país perseguido , M ,r aqueífes leves, ett 
presencia de lo dispuesto ymr tos arts. 1J de fa k-y X" y 0-' 
de la luyug. Km efeclc. el primero, ordena a la Dirección qn t - 
««tllWSe la construcción y administración de las obras sanita- 
rias de las provincias empleando ios recursos que le asiime el 
prepuesto ^.eral o fcyp piales, v el seguido q W se lo- 
men de- .vinas generales las sumas necesarias [>ara liacer esp- 
inos y el servicio del empréstito aplicado a obras en vías de 
obstrucción o que estando ya construidas „„ rindieran acciden- 
tal o temporariamente ),. calculado, Ks el lVstiVO 0fá¿Q de la 
Xacion el íim mediata p niuied ¡atañiente se halla comprometido 
en la ^eslión cufiada a las ( Jbras Sanitarias de la Xaeión en 
«ste aspecto de sus actividades, siendo además, de observar «me 
tas finias recaudadas por ella vn las provincias se destinan a 
sefVÍr los tmm m y la amortización de un emprétim emitido 
por vi t.obiernn Xacioual. 

QW para admitir la wípMs de mu- la nombrarla instim- 
cíOH cuando traslada sus actividades al territorio de las provin- 
cias revista el carácter <fc una simple persona jurídica del riere- 
™ mmin " Tíl ' k ' conservando su validad de repartición 
administrativa local para la Capital. h m por cuenta pronia ios 
necios en aquellas, a mérito de autorizaciones lej-aK y de 
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concesiones pactadas gobiernos de provincia, seria necesa- 
rio ijuv las obras sanitarias respectivas se construyeran en euaf- 
■ jüirra 'le !*» d< Minnc-.ii P >. o iiupronuiieiido exclusivamente el 
patrimonio de la entidad aludida y sobre la base de ciento mar- 
een de utilidades, Y bien, la ccoiiumia cíe las leves examinadas 
evidencia ipie tales hipótesis >t ni extrañas a las mismas. Xn ¡me- 
dí? hablarse. iíf\ eíeeio, de utilidades a percibir por las t >1na> 
Sanitaria-* desde ime aindiadas, proyectadas y construidas, las 
obras, sil aihniui^t ración sólo dura hasta fjiie se hallen satisíe- 
ctiiis tes empréstitos emitidos para eonst mirlas, debiendo ser 
I recada* páríl su explotación a partir ele ese momento, a las an- 
toridadesd del es laclo Itical para míe las usufructúe. Tampoco, 
puede decirse «pie sea el patrimonio de la entidad admiinslratí- 
va local i- el de tina persona jurídica de derecho común el lla- 
mado a proveer los fondos jiara la realización de las oí ira- , pues 
-ii eo-h>. como >r ha visto, m* t*-ina fie los empréstitos eonrraía- 
dfis al efecto i»or el l'oder Kjeculivoj del presupuesto general 
y de leves es| «ríales. No existe precepto a Igiittía de tus estatu- 
ios examinado* tjtH' provea a tales funciones con Jos sobrantes 
fie la explotación de las liaras de la Capital. 

fjtu- en esta'» condiciones, forzoso es concluir ipie la am- 
pfiactóu de ñuiitlades ulor^adas a las Ubras Sanitaria,- de la 
Nación por las leyes analizadas respecto de ciertas pn iv¡nc»a>, 
primero, y de todas las eindafles y pueblos de determinada po- 
blación después, fia jo las condiciones previstas en las mismas, 
ci uní H.rtan 1,1 bernia, el ejercicio de los poderes conferidos al 
l.'oiii:resn de hi Xación por el inciso Kj del an. d? de la Cons- 
titución mu- tienden a proveer lo conducente al adelanto v liie- 
niMrti r|r b, provincias llevando a ellas el beneficio de una 
obra mil v ítKÍÍf^iisalile para la higiene de toda la t ^h-ct i virlat 1 

'Jne no representa óbiee para obtener esta conclusión ni el 
reimisiio consignado en las leyes mencionadas <!e i pie la cous- 
triKríon dt las ofjvas >uponia siempre el acuerdo o acogimien- 
to previo de las autoridade- de provincia, ni el art. U>7 de la 
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Constitución qm ¡«me en mam, de h,s K.Jm,-,,,,. ?„ t ,. t!{ .. !a ^ 
IMdÓíl ele los trabajos <|e utilidad común v de pru^re*»» y lifc- 
,,tst:,r SmrÁ Mi primero, ,„, r(¡ „e dio e> sol,, el nu-dio' arbi- 
trado ¡jara obtener cjip tamu d Cft«flü> áiftto fas íe¿íWamms 
enneurrau a la libra cfjp interés público v ele prttgre*d tpmm 
a M iKl. proveyendo |„s recursos [m medio de un e.npreMm- y ¿ 
las ñutas de la Nación y estas tó» tes atítu^drmes v ¡Vi- 
Immeb !■ > nttólíós man-riales, como terrenos v calles til fcj¡ra 
de «ffl un íuiuro pró*in,o la propiedad" de ¡as «ta*. Y 

en ciiann, a fa seguid.», ponjue mediante el procedimiento ttm>~ 
gKki se han combinado tendiendo a W , mismo fin eormm los 
1-leres concedidos al (iobierno Nacional ,»ara promover C J Fiíe- 
imtár y el progreso -renera! con las Facultades de i^naí ua*u- 
■afo* atribuidas & la* provincias dentro dr respectivo. ^ 
rrilorios. 

Que m estas eundiciniies es evidente «me durante el ^í?M¿> 
de construcción de las obras, y. fuego, en el tiendo de adminis- 
twnw de las mismas, tlemn. .le! territorio .le cada provincia 
las «Obras Sanitaria de | :i Xa.-mn» omsiiiiiven un organismo 
creado jht leyes especiales «leí ( nn-nsu cu fines comprendi- 
dos cu el propósito de pender al bienestar social, dependien- 
do del lifiliieriHi dr la Nación, bajo cuy., contralor adminístra- 
te, y financien,,, actúa y prneede. Art. > y ¡s"'-' v 12 última parte- 
de la ley .V 

Que teniendo, pues, la institución considerada los caracteres 
ríe dependencia inmediata del estado. <■„ cuanto a las obras cons- 
truidas en las l'ro viudas, es derivación f t ,r,.„sa i,„e a las cues- 
tiones provenientes de su administración los rómpete la juris- 
dicción nacional, pues, cu.nu ]„ lia dicho eMa forte, es m prin- 
cipio rec. .nocido q m la facultad para crea, una institución en- 
vuelve la de protegerla en todos s„s acto,, lo «,,«■ sería imposi- 
ble, sm la intervención, cuando pnjeede del jiodcr judicial To- 
1,1(1 U4 - llk&m H y Wil tomo 143, i>á- 

Qm las semencias de esta Corle registradas en los lomos 
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\M\ página .U?; í.*'. pág. <); \\7. pa-. Iu_>, han sirio pnuuiti- 
ciada* t-ii cateas que reconoeian como antecedente eouuíu el rie 
tratarse de ( k*li ii producidos vil el territorio rie la Capital Rei- 
dera I ii de rentas cxigiM$s dentro de días y im pueden, como 
es tilivio, servir <lv antecedente para decidir juicios como el prc- 
-eme en é cual ia> Oliras Sanitarias n<» actúan cuino institución 
local sino en cumplimiento ííe leyes nacionales generales para 
i^ihí la UepúMica a especiales para provincia- determinada*. 

Kíi mérito de estas ciin*nlcracioiic> y de acuerdo e»n lo dis- 
puesto ]Hir li.s arls. IUO de la Onirttilnííóii y 2". «triso I". 5" y 
'i- r$e la U-v 48, oído el Señor Procurador General. se revota vi 
auto apelado, ni la parte ijnc lia podido ser rnatvria riel recurso, 
declarándose inic el juez de sección ele la provincia ele San Juan 
es el competente para conocer en esta cansa. \'olííii|ucsc y rie- 
viiélvan>v„ reponiendo^- d papel en el Ju ¿gario rie tirígfii, 

\. r.i-.kMj jo. |. 1-n.rKiíciA Ai - 
cok i \. Rnaj-jno R( iM;no 



c;uf>tir<ffK 

■Smmtrim 1* CtftíM junada una lev provincial como contraria a 
otra rie carácter nacional, procede d recurso extraordina- 
rio riel ámenlo 14, ley 4.\ coiura re,-olución lavo ral >!e 'i 'a 
valide/ de la primera, rjue ordena se levante un embargo, 
e-ta Meciendo decisivamente la aplicación fie la ley local en 
[n ilición a la general. 

2" l.a ley nacional X" C '5I1 ampliatoria del Código Ci- 
vil, no m- limita a fas jubilaciones nacionales, siifti íjiH' es ge- 
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ñera] > comprensiva de todas la.s wigmmiws a qt*e Sfc re- 
fiere, sea cual fuera su procedencia, p.r lo q*ie i )lf put-cRn 
oponerle a su aplicación las disposiciones especiales de la 
ley de la provincia de Kiitrc \<im, X'* Ü*fi.s. sin contrariar 
principios ftmtojtentaks di- nuestra organización institu- 
cional. Artículo \m de la Constitución Nacional. 

VmttA Lo es pilcan la- |>iivn> >i¿;nicitio: 



IUi T.IMI-X RtL E'KfHH KAJHJK OKNKKAi. 

Rut-nos Aires, Junñ» Zl <k l'*J7. 

Corte Suprema : 

Se ha discutido en fa nrcsvntc causa seguida ante el 
de Primera Instancia cu k> Civil y Comercial del | 'araná por In 
sucesión (fe don I'ahln íírnusaz contra doña Carmen /avalla de 
Crespo stibre ejecución de sentencia, si d eniliargo trabado iwir 
resolución del Juez, sol. re l>arte de la jubilación que percibe el 
csjwisí. ,k la causante como ex magistrado judicial lia podido ser 
levantado por sentencia dd Suprior Tribunal de Justicia en ra- 
zón de existir una ley local, la número ]%«. tuyo art. 34 declara 
inemliargahle dicha juliiJaciÓTi, siendo asi que la liarte aetora lia 
fundado su derecho a ese emlwirgo en lo que dispone la ley nacio- 
nal X" 1 sobre JCmbargabilidad fie Sueldos, ele,, en coueor- 
dancia con d Código Civil, art. 144^. 

La resolución dd Superior Tribunal de Justicia IVovineial 
ha sido, comri se vé, contraria al derecho invocado por el actor, 
ya que ha dado preferencia a la ley local al ordenar el levanta- 
miento del embargo referido. 

Él derecho cuestionado llene, pues, su fundamento directo 
en nna ley nacional, siendo por ello procedente el recurso ex- 
traordinario de apelación interpuesto para ante esta Corte Supre- 
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ma. ftmdatío m el art¿ 14 de la fey 48 fli?'s$) por sféf <fcfói£& 
vo< !ik efectos de la a >ol lición recnrrkla. 

I'.n cuanto al fondo del ¡lmiuih, soy de opinión «pie ta dispo- 
sición contenida en Ja referida ky provincial \* ' 1%S es contra- 
ria a preseri piones del Código Civil, a las diales las provin- 
cias deben conformarse, no obstante cualquier precepto m con- 
trario que contenga mis constituciones o leyes locales. 

La ky imoeadn por il actor o ifc carácter común, 

ampliatoria de! (Yiriign Civtl, dictada |)or e! Congreso de la Xa- 
cíúíi en liso tle faipiiítíttk's (pie le son propia* íart. U7 . inciso 11 
di- la 1 1 institución Nacional i. 

ÍSfítáfilirkuiln dicha k-y la eni!ar»a¡>ilídad de Eos suéíííps, 
jttfiflaeHrties y pensione^ ni la proporción niic ella determina, ha 
de!. ido resolver e! caso |«ir aplicación preferente de la misma, 
in» obstante f.i *|in al respecto estatuya la ley local antes citada. 

s, "> i ,l>r Hlo «le opinión <p¡c corresponde revocar la senten- 
cia apelada en la paru- tjue ha podido sef materia del recurso. 

Ílt>iit/\i\ H, L<trrrt t \ 
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r.urin'* Aire-. Jirliti 21 <k l'J.T. 

V listos- el recurso extraordinario interpuesto y mmeiíUh 
totnra irnt encía di- la safó eiv l<> C ivil y Comercial de Kutre Rio-», 
en el juicio seguido por la sucesión de don i'ahlo (*rau>a¡í con- 
tra f !■ .fia ('armen davalía di- Crespo, sohre ejecución fie sentencia. 

Y C'misifk'rctiKÍi» ; 

Otli la procedencia de la apelación extraordinaria intcn- 
fcailíi e> eviflriue. ponjue cuestionada mía ley provincial como con- 
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tm a otra de caracú r mémh la fisión ha sido íawable . 
H vahde* & Ja pnmera. y el auto u „e levanta el ¿¿* 
tiene fuerza definitiva atento, sus efectos conscientes so- 
, d a ' SUllafl ° tM j |,ici< '- si » <l«e Q^Ste a ello ta circunstancia 
<!* tratarse de un juicio ejecutivo, toda ve, !:i resolución rc- 
n.rnda declara la improcedencia del uníalo, esta! Meciendo de- 
divamente la aplicación de la ley loca) en o,>osicfó„ B Ia ¿. 
*M& A0« jomo 27, *l tomo 114, pá K . Aí: tunm 

WS t paj;. .t/.i entre otros). 

Qtte en cuantn al fondo, la cuestión planteada deriva dé 
los ^nenies antecedentes: ai ejecutarse la sentencia dictada en 
)'! miQ IK,r "^N"*! % contrato ^iilo pn r $m tólo 

tf^ ** ***** Z:iVlÚh * <>*P«>. * «í^tñ «,r 

*I Juez respetivo el ertlgftfe. sobre la cuarta ,«rte de la jubila- 
con prt,v,ne.al de c,uc j-oza el dnctnr MaMel A. Crespo. eSptíSki 
de la demandada, mudándose esta resolución en que, si bien la 
hy provincial \> |%S dispone que las jubilaciones ««1 ¡,,em- 
tegab es. la ley nacional X" 951J establece Jo contrario, deier- 
nnmdv h Wm<m «1 qke puoVu ^fcrjárse; v recurrida 
esta resoliK.on. entre otra, consideraciones, porque la lev na- 
cional invocada sólo se refiere a jubilaciones nacionales, la Sala 
de lo Civil ha revocado aquel amo y decretado el Icvantamien- 
m del emharjrn M.lirc la jubilación, estableciendo q„e el caso 
«arta regido pnr la ley provincial X" I%S am p r , sd ndeneia de 
cualcju.era otra melusive la nacional citada, pues Ir. Provincia 
nene por su autonomía Mítica y económica facultad exclusiva 
pura legislar sobre jubilaciones y pensiones de fos funcionarios 
y empleados de su dependencia. 

Qtte asi concretamente definidos los términos de la cuestión 
impuesta, se percibe, desde Im-o, la ineficacia de Jos funda- 
mentos de orden jnrídic.i que se aducen para determinar él pro- 
nnnaamiailo recurrid*.. E n efecto. ] a ley nacional W no 
se limita, como se pretende, a las jubilaciones nacionales, sino 
que es »em ral y comprensiva de indas las asolaciones a que 
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se refiere, sea cual fijeíe mi procedencia .110 sólo porque así se 
e>taWeció al sancionarse dicha ley (Diario de Sesiones. Sena- 
do /$9í4* na;*. SNfi j . sino también i>or«|iu\ cuino lu ha declarado 
esta Corte i-n reiterados i-asos que guardan analogía con el pre- 
sente, al sancionar la ley f >511 el I h ¡noralilc Congreso se pro- 
puso sin (¡tu completar las disposiciones del Código 'ÜMiñ% re- 
Olivas a la extensión de la res|Hinsaliilidad qm 1^>a sobre lus 
I nenes #1 deudor para el cumplimiento «le sus ubicaciones, 
sea. reglamentar los eúctus í|ue atribuye a estas de d;ir al acree- 
dor, entre «fin» derechos, el de emplear los medios legales [Mía 
c¡ue el deudor le prtMire ai piel lo a ntie se lia uliljgariti (art. 505 J. 
especializando mi reglamentación en euanw a los bienes míe con- 
sisten en sueldos, salarios, peiisimti - y jubilaciones, respecto de 
los cuales la exención de emímfgu causaría más daño ijue hene- 
íiciu. pues inte dehía reconocerse un mareen de solvencia que per- 
n miera al deudor intervenir cem ventaja en el desenvolvimiento 
de individualidad eeonómíea, ( Fallos, lomo US. páginas I(i6 
y 1"-': i"Uin MI. pái:. ISS: tomo MK. pai;. 413). 

t Hit* siendo pite-, la de referencia, una ley general, amplia- 
toria del (¿wW&n Civil, y j>or consiguiente destinada a rej¿r de- 
rechos y obligaciones de la misma Índole, no pueden oponerse 
a mi aplicación las disposiciones especiales de la ley local aludi- 
da, sin contrariar principios fundamentales de nuestra organiza- 
ción institucional. Sei^ún lo establece en lo peniuetiie el art, lus 
de la Constitución lia dicho esta C urte, las pruvincias no cjer- 
een el poder delegado a la Nación, y les está expresamente pro- 
hibido dictar los Código* Civiles renal, Comercial y tic Mineria. 
dengues i|tu' el Congreso los haya sancionado, precepto (pie no 
de ja ¡Ugar a i lucia en cuanto a tpie todas las leyes míe estatuyen 
volite las relaciones privadas [ (l s habitantes de la República 
son del dominio de Ea legislación civil o comercial, y están com- 
prendida-, entre las facultades de diciar los códii»o> fundamen- 
tales t\m la CotÍMÍnitiSn Nacional atribuye exclusivamente al 
Cungre-o. a cuya legislación deben coníormarse las l Yoviueias. 
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no obstante ciiíií* 




_ contengan sus 

constituciones o leyes imtm (Mks, tW® 124, página 379- 
tomo m, p&¡ HA). 

Que, en cnnsicwnicia, y sin desconocer la amplitud de fa- 
cultades, derivadas de su autonomía potinca v económica, ipé 
lienc la Provincia de Entre Ríos pgra legislar sol>re jubilacio- 
nes y pt-nsiones de los funcionarios y empicados de su dependen- 
cííi. es forzoso considerar que cmis ¡Hicieres nu llegan hasta auto- 
rizar la sanción de leves que istén en pügna con las leves nacio- 
nes, como ocurre cu el art. 34 de la ley provincial X- 1 J96S, des- 
de Iris punios de vista «fot quedan expresados. (Constitución 
arts, 31, U7. inciso 11 y 



IW estos fundamentos, y de acuerdo con h dictaminado 
por el Señor Procurador General, se revoca la sentencia apelada 
en la parte que ha podido ser materia del recurso. Unifiqúese 
y repuesto el jiapel devuélvanse a sus efectos. 



.V Wvm mi: to. — J. KmU-fiOA *j 
CUMIA . — ROHKKTO Rf.PKTTO. — 

R. (Ji uHj Lavallk. 



Don Pwktá Atiivfo h'ryhtolth; contra lu sobre citm* 

pii miento de tui atril roto anumhK 

Sumario: 1.a cláusula de un contrato de arrendamiento de tie- 
rra fiscal por el término de cinco años, se^ún la eual ti 
arrendatario tendrá la preferencia para «una renovación» 
de contrato en el caso de que el Poder Ejecutivo resuelva 
ofrecer nuevamente en arriendo la tierra olijeio del con- 
trato, del >e interpretarse en el sentido de que el ar renda- 
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laiiu unía la prctrrritda -óln pftr ntms eino i ;iñt^ ( cotita* 
dos tíesde rl vcndmicut" tltl nuil rain |>HttHÍiv*o. 

Cuso: I,m cxplirrm tas pkva> *i¿í«eitÉ«s; 
i 

-i mi m i\ im l STNUK irfcü tKÍiK»;\J. 

v , \i-ti*-- tu- jinnihA iitu- ¡it»r tVrcivnl Mírvlu KrynoMs 
contra lu Xacitiíi. -»»1trt* niinjilnnit-niti tic ttn i-unirain ite arrienda. 

\ l ipnsiticnuultt ; 

1" 'Jm- t-l actor maní í ir-la en mi dcínanda iíc ís. ,>. «jiir om 
fvchíi Jíí-1 dr M.tivn iK l'H-l. i'i*!rtiro un owlrai" o ni rl Din-;'- 
tur i urinal dr Tk*rr:i- y l"u1«mias. (itw rl mal arrnid" a t:t Na- 
ción, íi cuitar tU'Silc rl _'0 de Junio .Ir V>]2. *\\v¿ mi] luviáiva* 
de CitinjKi -imada- rit el Tnrii.triii Nac¡r»ti:tl «Ir Tierra drl V\\\- 
-n, ominm-sia i|t- Ins Inte* mimen is 14. M. |l y 5,\ ^l^liíecién- 
lUisc ni el an. I" ijiif d UTininn del arrienda era de fino. añ»s 
y r|uc i-1 arrendatari.i ttmdrín i*rnYreneia («ara una renovación 
dej rotúralo ni el ra -o dr i¡m- <1 l'oder Kjeeutivu rr-n! viera rr- 

üiiyatjbi TijáiuW en rl an. É ¿ti d..-eicm.^ [mm mitmk* fnir 
ciitlst tíiw mil ifiiiníi-mas lu narra-, rl ¡mjuirtr del ameruít*. 

^rtjín <¡m vcweiíítw tn* eiiico año-, eniiiiinió rn t i iisti y 
goce de la o^a. ali-an/andn t i 20 dr J ntiiu fty V*2i> !a írrlia (M 
ffiñmu (tfigo y tjíit im noMaiiU- rlln y los rrelani"- igqp ftirtttwlu, 
• |iu' no Picmn atendidos, ( >| campo de rcím-neia fue- ailjiu licaiti* 
a litros arn-mlalaríi.s, aiUi>ri/á¡idt.sr a ta Dirección í.inerat dr 
'ierras y Cotonías JKií decreto dr í relia tic Jttfio del ;uiO 
ji|m!,,. a rMendrr los o»n[r:Llu> r|^ftcc^if<is. 

r..iiv¡<!n-a , ¡lu th kicámim es ÜVgkh \**>n\u\- viofa to 

:-f.iMtri'!fi ni el ari l 1 tftfj o tiJiaiH eitnííó. iiut* \Uíf -li ]m'lv 
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ofrece cumplir; se funda en el art, 1622 dé! Codito Civil y pi- 
de se declare mu- la Xaeión debe ri-iim-ar a su favor esc con- 
trato. 

La jSirté tfenieincíadíi contesta a ís. .1) solicitando é re- 
chazo de ta (ípnntida con rusias, por cuanto según expresa la 
intención (|iie tuvo al celebrar el con i rato, fué de darle el tér- 
mmo de diez años como plazo máximo de duración, ya (¡uc Iti 
CoiitrariEi ini|ii>rtaria una violación del art. 1505 del Código Ci- 
vil v al permitir mte el actor continuara durante cinco años más 
en el goce de] inmueble, entendió aititplir táeit uniente la cláusula 
discutida. 

p Qw esttmMb las pftpl de acuerdo en cuanto a U» lu- 
chos que mol i van el presente juicio, como se consigna expresa- 
mente en el escrito fie ís. 37. corresponde únicamente pronun- 
ciarse sol, re las cuestiones .le derecho | tanteadas , la. míe en sín- 
tesis se reducen a la interpretación <|tte debe darse al referido ar- 
tillo I* del cuntíalo celebrado entre el actor y la Xaeión. 

V' Qp es evidenie (jue el permitir el Poder Ejecutivo que 
los actores continuaran en el iimi y goce de la tierra, después de 
vencido el primer termino del arrendamiento, se dalia cumpli- 
miento láeitamenic a !<> estableció» en la mencionada cláusula 
sobre renovación del convenio. Esta interpretación se ajusta a lo 
dispuesto en el art. 1145 del Código Civil, según el cual el con- 
sentimiento en los contratos puede ser expreso o tácito, siendo 
cMe último el que resulta fie hecho* o de actos que lo presu- 
pongan o pe autoricen a presumirlo, excepto en los casos en 
tlfíG la ley exige una declaración expresa de voluntad, o qne \s& 
panes hubiesen estipulado que sus convenciones no fuesen ohlb 
gatorias. sino después de llenarse algunas formalidades. Ku este 
caso no concurren ninguna de las circunstancias indicadas al fi- 
nal de ese artículo, sino las previstas a] principio, pues es indu- 
dable míe el proceder de las partes demuestra claramente mi 
voluntad de prorrogar el convenio en la forma concertada. 



■ 
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Kl art. 114n de dicho Código agrega uue ti consentimiento 
tácito se presumirá una de las partes entripare y la i.lra re- 
cibiese la cosa ofrecida o pedida, entrega y rcee|»ctóii (juc cu el 
caso de autos se exterioriza ^.r la continuación en la tenencia 
de la casa. 

4" <Jue de lo expuesto se infiere haberse dado cumplimiento 
al art, \ v del contrato en cuestión, tanto más si se tiene en cuen- 
ta, cotno se sostiene acertadamente en e! escrito de fs, 3\. t\uv 
el art. T 505 del Código (.'¡vil preceptúa míe «el contrato de loca- 
ción un puede hacerse jmr mayor tiempo eme el de diez años», 
agregando en í orina es presa mte el i|tie se hiciere |>or mayor 
tiempo tjuedará cintel nido a los diez años». 

Ahora hieu, el arrendamiento del susodicho campo empezó 
v\ ¿U d*- Junio de 1«M2, prolongándose durante mas de diez años 
]«»r lu <|uc dek* darse por e. mellado con sujeción a los términos 
del contrato respectivo y a lo establecido en la disjHisieión jggtl 
citada. 

I'rir las consideraciones que preceden, fallo: rechazando con 
cusías la presente demanda iniciada ]>nr iVrciv.il Alfredo Rey- 
nolds contra la Nación, sobre cumplimiento o renovación de un 
contrato de arriendo de diez mil hectáreas de campo situadas en 
rl 'lYrni'irio Nacional ele Tierra del l-'ue^o. Notifiquese. lejKÍH* 
gase é sallado y oj>or tu ñámente archívese e! expediente. 



*r\n-\rn. m LA «Au.mm t-KoEKAI, m- aitlachix 

Uitvims A iri s Abril ¿ l > <k- l«L7. 

Visto* estos autos seguidos por l'ercival Alfredo ivevnolds 
contra la X ación, -obre cumplimiento de contrato, para resolver 
la apelación concedida a i-. 51 vta. ; y 
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Considerando: 

Que el 30 tic de 1914. Percha! Alfredo Keynoíds 



eclehró ron é (iohierno de la Nación un contrato de locación 
fie diez mil nectareas de tierra eti el Territorio de Tierra del 
Ful-m, a comar del 20 de Junio de 1912. estableciéndose en hi 
cláusula t« que «el termino del arriendo seria el de cinco años 
y qw e] arrendatario tendría la preferencia para una renovación, 
en el caso que el Poder Ejecutivo resolviera ofrecer nuevamente 
las tirras en arriendo». 

Vencido el término, fué tácitamente prorrogado ]h>r el (¡o- 
hierno hasta I"24, época en que se ofreció nuevamente en 
arriendo, adjudicándose la locación en cuatro fr accione» de dot< 
mil <|uin ¡cutas hectáreas cada una, a los señores José Amunovieli 
y Kd nardo liiral>eu. 

A mérito de estos antecedentes, Kcvnolds. sosteniendo tener 
derecho preferente a la nueva locación, solicita se condene al 
(loliierno a renovar el contrato en las condiciones estipularlas con 
las personas ya nombradas. 

íjue tratándose, o mío se trata, tic la interpretación de un 
contrato de locación de hienes nacionales, el caso ha de juz^ar- 
se «por las disposiciones del derecho administrativo o las que le 
sean pecna liares y, sólo en &uhs id io. por* las disposiciones fiel 
Código L'ivil». Art, I502i. 

[hw es una de las disposiciones peculiares en esta materia, 
la de (pie «el área máxima (pie i«idrá arrendarse por una per- 
Mina o sociedad, será hasta 20.ÍXX) hectáreas, por el término de 
chico años, prorrogarles |Hir otros cinco» (art. *ÍS, inc. 1" del de- 
ciclo ti© línero 10 de VKi?, reglamentario de la lev X" 41fi7). 
vale decir, que el ináximuu de duración de los contratos no pue- 
de exceder fie diez, años I" que significa, |mr cierto prohibición 
de efectuar un nuevo arriendo después de fenecido el anterior. 

*Jue aunque en el caso el máximum legal hallábase vencido 
ya en Junio de 1922, ello, sin el' '-■rgo. no fué óbice |>ara que 
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el actor, con nmsL'iiiiniirntii tacho del Gobierno, continuara en 
el usu y (íuce clt- la turra i»:i^t;i P>24. q K , C a en que- se ofreció 
nuevamente en arriendo. rcciTiietl4Q d Gobierno anualmente v 
por addautado el prorin i Id arrendamiento hasta Junio de |*>26. 
sin reserva ali;uri ! respecto al tiempo o turnio en que dchia ejer- 
citarle d dmchu di- pn-ÚTciicia pactado a l a renovación. 

Concluido el término del contrato ge arretulanneruo. — lia 
«licli<« la Curo* Sit] ►reñía de Justicia de la X ación, — la continua- 
ción dd locatario en el uso y ¡¿ticv de la cusa se entiende enn- 
sentída *-n im mismas condicione* fiel contrato anterior ( Vol, 44. 
página 1 M i. 

Si terminado d cuín rain,-- dispone, el ari. IfiJJ del Código 
í i vií, aplieahlc en subsidio, el locatario permanece en el usn y 
¡yfuee de la eos» arrendada, no >c jugará que hay tácita recon- 
ducción, sitlti la corii ilinación de la locación eoncluda y diajo sus 
nií-nin- términos», ha*ta c ¡tu* el lite-ador pida la devolución de la 
c*isj. la mu* pudra pedir ru cualquier tiempo, sea cual fuere el 
i|iu- « I arrendatario hubiera continuado en el uso y goce fíe la 

\ auiui ef * ¡ulnrniii. cWspués de concluida la locación cu 
Í92|. no ] -id 10 la devolución de la l ierra, y ai i les, por d contra- 
rio, (íimsitilio tácitamente, entile» >r ha dtdiq, en rpie Reynolds 
1;: continuara ocupando hasta la fecha del nuevo ofrecimiento, 
«¡lie nejen tuvo lu^ar en bajo sus misinos términos, es de- 

cir, con derecho prcícrcnu* fiara una renovación, siempre i|tie 
ocurriera e] evento de la Ketóum; es fuera de duda míe el Got 
humo carece actualmente jije derecho para oponer*^ a la pre- 
n 'ii -ton drl actor, |,¡ q¡ic, ademas de ser ti ju ilativa —y la tmú- 
dad, M-vun d consejo ■ ít- l-aulus. debe tenerse siempre en eurtt- 
i.i ui derecho i Libro 15, [ JuocMionum i . -no causa perjuicio al- 
glÚHi al erario. (El actor se allana a cumplir el nuevo arriendo 
\m las condicionen acordada- a lo- nuevos arrenadtario.-,. 

IVhe, por otra patte. (y no habría et|iiidad en igualdad de 
COtufidóiu- piira una nina MiUntuetón de persona* K tenerse 
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01 cuenta ijut- el meilío de <i|KH)ii, íjue previainenie acuerda el 
(jobiernu a los (¡m están ya m post-sión de h tierra con fines 
fie población y fine se reserva el locatario, entra en sus calen fus 
«le neníenle de regiones u]m riadas del pais, de ttoblación inci- 
piente, las tpic mpii-rcn jiara su cultivo afanes personales y 
sacrificios pecuniarios, de rendimiento tardío, aleatorio cuando 
i»o frustráneo. 

íjue. por Último, no es jurídica la argumentación en con- 
trario a K-isc de lo csiaiuido en el art. 1505 del Código Civil, 
pues si bien es cierto oue «el contrato de dación tío puede ha- 
cera por mas de diez años y <pc el (pie se hiciere por mayor 
timm <|iiL'da:á eonrluido a los diez años.,,» no 1» es menos 
epu- él no prohibe la celebración -le un nuevo contrato enire ter- 
ceros o entre las mismas parles, úe&ptm de fenecido el primero. 

finalidad .pie persigue el articulo, tanto p.. r una razón 
de en momia social, com.. por «uo impedir la transferencia o ena- 
jenación de las cosas o no embarazar la división en las heren- 
cias» nota al arliculo). es únicamente la de limitar la duración 
del contrato, dejando Ífst> /arto al locador el derecho de pedir 
la restitución de la cosa, pero no la prohibición de proceder a la 
celebración de mío nuevo. Lo contrario importaria anular arbi- 
trariamente la autonomía de la voluntad, cuando no promedia pa- 
ra ello ninguna necesidad de orden público, ya míe es inhe- 
rente- al derecho cíe propiedad, el flerecho de poseer la eo>a. de 
disponer y servirse de ella, de usarla, etc. ( ,\ri. MU, ttídfgü 



Tor las omsideraciones expuestas, se revoca la sentencia 
apelada de Js. 47, declarándose, en con secuencia, f p¡e el Go- 
bierno de la Nación está obleado a Mwgm a favor del actor 
J'creíval Ahredo Ueyuolds, una renovación del emirato, m las 
condiciones acordadas a los señores José Aniuuovich y Kduar- 
<lo Biraben. U* cosías fie ambas insiancías en el orden causado. 
Devuélvase y refáganse las fojas en el jii^aílo de procedencia. 

L P, Lmut. — Mtnrrfhio lisctilmh. - 7\ .Irías, — II. . /. .y tf - 
car AmhiiMtá. José Mono, amplían.!.. consideraciones. 



+ 
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AMl'LIAriÚN 

BtKíktS Aire Abril _M ck \*>1J 

Se convino la preferencia para un nuevo emiiraio de arrien- 
do, una ve/ concluido el primero míe legalmente tlevxiÍKi implí- 
cita la prorrogación de un plazo jHir otro i^iuil. r U- dii* años en 
tiítát; ti cual lia ciin i] *l i< S » *U- hecho liaMa con exceso de un.i> 
afífjs fart>. 1505 y |i«22. CYm%« Civil). 

Se ci nivino en un nuevo contrato poripie lamUcn el arrien- 
do del.ía liacerse ¡mu- medio de remate iidtninisiríilivamente eMa- 
Mecido y aceptado, con iguales precios y plazos u otros, por lan- 
ío menores o mayores míe los iW ni|iiel primer contrato, y con 
ln> demás que solire la niisma tierra de diez mil hectáreas ereve- 

r 

re o mvei líen re imponer el h.der Kjecutivo cinim propio del ca- 
so. Y ;i propósito: para iMe Poder, sc^úii los espedientes que 
m- tienen a la vi si a no t> un ót»¡ec la adipii>Ídón tfa tenia la tie- 
rra de diez mil hectárea- por una sola persona. ;i pe-ar de mi 
Mllidivi-ión uV euairii lut«s de do> mil ijt$ííiicntas hectáreas. 

Kl nue\o contrato .pie nu difiere en suhsianeia del anterior 
i -laudo hecho en forma deliida. es el que reelania la demandan- 
te, no ¡íticlieuilnx-lr o)Miner legalmente, en consecuencia, la pre>- 
cripcióu del art. ÍS05 del CÍ&Í%í> citado en que apoya mi defensa 
el demandada 

F.slas eoiLsideracioiies -,„) !a> rjue especialmente me inclinan 
a pensar míe Iwy i|Uff revocar é íallo apelado, haciendo hu;ar a 
Ja demanda, >in o otas. 

Josi- ^lítrcü. 
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lAU-O llt |„\ CttRJl: srPMKMA 

Um-ii.* Aires. Julí,, 25 de VJ27. 
V \%ft*s: t -l juicio Mullido por don IVrcivnl Alfredo l<cv- 
rtiMs o.utnt fe Nación sohre cumplimiento dé un contrato de 
arriendo, venido en apelación tfe la sentencia pronunciada |x>r 
f:i Cámara hederá I fie la Capital, 

X Considerando; 

P«c el (laíiivrtio de la Nación celebro cim él ador cu fecha 
$ ,U " Míir/,J fl( * !<í í-* 11» *'<mtraío de arrendamiento de iísm inil 
hectáreas ífe carup.. símalas m el ffcwitorto Nacional de Tierra 
.k-[ Ruego por el término eje cinco años, contados a partir .[e] 20 
<1r Jumo de l'íli. 

f >iir- acerca del ticm-H» r|e duración del omlratr» establecióse 
en el art. I «jue el término riel arriendo es de ciña* años y que 
é arrendatario tendrá la preferencia para una renovación de con- 
mm m é tüm de que el Poder Kjccutho resuelva ofrecer esas 
diez, mil hectáreas nuevamente en arriendo». 



<Juc infla la cuestión K ini en esta caitsm alrededor de la in- 
terpretación míe feralmente corres- Nimia dar a la transcripta 
cláusula primera del muirán, de referencia. El actor sostiene «pie 
ta dirección f Señera! de Tierras y Colonias no lia -«idido en cuín- 
pfimír nto cid decreto del C.Menio de la Nación de fecha 27 de 
< tetttljre de l'>24. adjudicar el arrendamiento de esas tierras a don 
José \mimovic y Kduardu lürahen. sin desconocer el derecho 
del actor sobré la; mismas. í mirlado en la cláusula primera y el 
Pntler Kjceuiiyo a su turno a tirina sns facultades en ese sentido 
pc>r haher cumplido va ampliamente en acuella fecha la olili^a- 
ción rlc renovar por cinco años. 

[hw si l.ien los contratos v stis cláusulas deben interpretar- 
se tk linena fe. luwandn la intención más prohahle de los olor- 
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gftítívís tu 4 momento dt> [mellarse !;t redacihin del iitsirmiH*m<» 
rjtte acredite su existencia, lio dudoso d derecho iK- fa 

Ihivecioti de Tierras y Colonias jara nn .ceder eti la forma i|ite 
l»> hn htdio. 

< nic ni «-fi n.., cal-i-, «lo le Itte^*, aiTiilar que el acmr en un 
contrato tic arrendamum.. j*c*r ciñen años.rcimcalile [H)r t.in., 
cinc, ha permanecido en e! um> v -.«a- del campo desde el 1( \ de 
Jitni'i de !'>Í2 lu.Ma vi momento <je tkcUipr b f$res<íiití? acción 
.10 de hiTi.. tk I* »J5. es deefe en con tumo tmv año* ct^ríílos y 
como erre ijiu- m¡ derecho :ni¡¡ Éiu fin slíti >aTÍ>iYdm. ex%e cinco 
üfu.- m;¡, a partir íWI ttltrs rile hiriimlnv ite I'LM. 

(Jtte. entretanto, la titiHgudoU I. miada >u r;ir-u por el IV 
der í'ümitrv.. de dar l a preferencia i <ir-i una renovación ;tl lo- 
Kttarto ni la hipótesis de i |TK' resolviera nírveer las tierras une 
vann-m.- (ll arriiiiflo. hallábase limitada t-n d tiempo por la 
efchtMih . caminada. Bm dice, en efecto, ijiu- la preferencia r* 
|Krá -muí renovación» y la palabra «renovación** se rneuenira li- 
gada la inunción de las parles al ténñftui del eo»irai«> pri- 
niitiv., (jtt r o p«.r emeo an.K, l.m-i», (Htfotttses. d vocablo r, no- 
var <;i enann. al lkm\m t equivale a otros cinco años tomad.... a 

' <**míiuiación d*- lo*, anteriores., e.»ti [.. nial la cfán-mla en cnes- 
liott del* ser leída así; el término del arriendo será d de cinco 
año* v d ant-nd-nariu tendrá la prcíerencia |xir otros cinco años 
mi d .■:»>.. di- i|iu- rl Poder Kjecniivo n-o] viera ofrecer nueva - 
«lunu- la. ii- m> i a arrirnd.». La ohli^u-ií'.ii, ¡nu>. dd ÍVdiT KJf- 
t ,¡. ulular ta iirrlVn-nria y d derc^ki i-onxlativn tíeJ 

Incalan», j-ara t\i-ir1a. na ¡m,- d u-rmin., ,U- dno- añ-.K. ? 
tal es d stnitkíít. r»j >.M.. dd art. 1- del r .-Nirain, >iin". también 
del art. Jj¡W; íiici^i I" del il.rn.-li* rk- S de Sovitiiiíire «k- J'JOf,. d,-l 

cual a* ind rv ra']innliK-ri<')H. 

f Mu- d |»imi4i coinj kininifarín de sulier -i t-1 >u>..i|ir!in pla^i 
de eiifw ufn^ tti"!* Cinm-n/^r a córfet desde el veiwbñeiitti diél 
' " ! " " ' i'tiuu.i .< o.ri ni-!, ¡ 1( t|,[ ( . 1u -ia ,|, i nii^m.t. o rlam v n 
d nrími-T -intid-'. fíítíj mítm-; ai «k- la natnraliv.a nií<nia 
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de tmU renovación, ia ni;i¡ presupone une el término compren- 
dido en ella ha de h muirse a cotuinn.'u-ión del aharcadn pnr el 
contrato primitivo; h) rio une >i el propósito del ari. i" tic ! con- 
trato í? inciso 1" del aft. ,V> r |«1 deerelo di- s é}c Xnvicmhre efe 
jara «lar oportunidad al locatario mediante la renovación 
pítríí resarcirá- de ln> «asios e iuvoriiotie* de capilato hcchi * ni 
el innmehfc arrendado. o;i finalidad sófn puede cumplir^ den- 
H" del tierna leyal adoptado pnr el Í5«%« Civil < a ri. I50#) 
en i-I pla/n máximo de rfitez aíms. constados sin solución de 
continuidad desde la fecha de] contrato primitivo, 

Une >i pues la ohli-ieión tlel hidcr Ejecutivo de nmr^ar 
la preferencia y la del lócala ríá de exigirla era por el término de 
lineo años, contados a partir del veneimíeuio del Cjonifati) origi- 
nario, ningún derecho asU|« al actor en presencia riel decreto tfcl 
tíMÍiKTftf) de ríe f Vtuhre de 1924¿ va une en estn Úktm fe- 
cha por lialier tfenjscarriilo más de siete años, la « -M ilición del 
Poder Kjceiuivo ctilí eí ador m hallaha totalmente exiin^uida. 

tjim a estas eon>ideraeioiu-s suficientes pnr >i solas para 
dejar csi a Mecido <|nc el derecho de preferencia acordad" al ach-r 
por la cláusula primera del ci mírate, sólo pudo s tT ejercitado den- 
ítii de fus einco años si -mentes al veucimieutti del cuntíalo, M - 
,;t ^^tiiente: la renovación fué un ilereclio reservado fftif 
é] convenio al arrendatario. V encido t\ licmpn ríe ciueo año-,. 
piídrj en efecto, im seguir con t i eaflljw •• continuar en él 

por otro plazo i-ual. >aívn el taso de «|Ue el l'odrr Kjccutivn 
resohrera no ofrecer mmm arriendos >oh,c esa tierra, IVm el 
arrendatario, finalizado el primer contrato, un formuló o uno era 
de su deber hacerlo, manifestación ai-una concreta en el setili- 
ifa -!e MtM-ril.ir la prórn iga, limitándose- a continuar ocupando 
el campo v a payar los arrendamiento* f|lll . fueron aceptados sin 
hallarse él li-ado por plazo alguno, ya míe el Poder Kj cultivo 
lo estaha por la cláusula revocatoria. Asi transcurrieron >mr 
anos, kn esta*, condiciones i-s evidente i;ue el ador ha gozado 
de hecho y de derecho de la preten ncia acordada y mal podria 
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la circunstancia Unetieiosa para él <]c no haber estado ligado 
por término alguno durante esos chico años, servir eTc* anteceden- 
te ¡wr;i fundar ahora su derecho a una nueva prórroga. 

Oír- no representa óbice para la solución adoptada el he- 
cho de (fue el actor se allane a cumplir las condiciones impuestas 
por el l'.*ler ^fwsHtívti a los nuevos adjudicatarios de W arren- 
datarios de esas tierras. La «nica en tallón objeto de esle liti^itr 
es la de saber sí las facultades del Poder Ejecutivo como admi- 
nistrador de la tierra publica reconocen al-una limitación naci- 
da de fa estipulación celebrada con el actor y una ve/ estableci- 
do que la obligación ha quedado satisfecha, toíla conclusión fun- 
dada en lo que el Poder Ejectivo dclie hacer por razones de equi- 
dad o dé conveniencia, inqiortaria invadir la órbita de sus facul- 
tades administrativas y hasta contrariar la política que se haya 
propuesto seguir en materia de arrendamientos de la tierra pú- 
blica. >¡endo de observar en tal sentido que dentro del punto de- 
batido en este juicio no es lo mismo arrendar diese mil becl áreas 
de tierra pública a una sola persona que a varias, 

hn su mérito y atento lo dispuesto ]>or los articulos 1197. 
53,1; 537. 540 del Código C ivil y sus Concordantes, se revoca la 
semencia apelada, desestimándose, en consecuencia, la demanda. 
Xoiiíiquesc y devuélvanse, reponiéndose el papel en el juzgado 

de ©rigen,, 

A> liKIÍMKJO. — J, FlOl'KKOA Al,- 
IORTA, — Roill-HTO RmíTTÜ. — 

K. (it itto Lavai.m:. 

+ 

hu la misma lecha m dictó igual resolución en los juicios 
-eg nidos por don Tornan Di -pan I Iridies contra la Nación : y 
por don Guillermo Satnue! Ilrídgcs contra la Nación, por idén- 
tica causa. 
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ttm JtiM Mtétgm'i rtwlrti /„• froviitchi ,/c Santa /-V. sohir iitirr- 

Siuihtrio; \'t I.] desposeimiento absoluto y total sin orden judi- 
cial v mediante el empleo de la fuerza, definí- el eontipto 
«h*ci riiKirii' y jurídico Sel (téspojój y acrcíHtatío que el ejer- 
cicio de la posesión databa desde inicia más de un año, pro- 
cede la correspondiente acción, deducida in^tu »s de un año 
después de producido c! desudo. Artículo lev 50 y 

_M".Í y 24«.M del £%%o Civil. 

v >:t* «le comunicación, llámense caminí is. calles 
o callejones, citando han sido incorporados al uso y gq®e 
común cnn el asentimiento de las autoridades y de los pro- 
pietarios desde tiempo inmemorial, se convienen en bienes 
del dominio público, de acuerflo con los artículos 2341 y 
J.vJO. inciso 7" del Código Civil y son, por consiguiente, 
inalienables, imprescriptibles y no pueden \mv eso mismo ser 
objeto de posesión ni generar intcrdiclos posesorios en favor 
de los particulares. 

> Aún en la hipótesis de que las autoridades de la IVo- 
viñeta de Sania Ve liayau usado de facultades emergentes del 
Código I-iural o procedido en virtud de la conformidad expre- 
>ada por el actor para que se hiciera el ensanche del cami- 
no siempre que el vecino colindante cediera igual extensión 
dt- terreno, ni aquéllas ni esa con formulad han podido ha- 
cera efectivas con desconocimiento de las garantías con- 
sagradas iHtr la Constitución y leyes comunes solire la pro- 
piedad privada. 



ümtíl Lo explica el siguiente : 



Bticnos Aires, Julin t |c 102". 

Y Vistos: Don Jasé Malugani promueve los interdictos de 
retener la |H>sesión y despojo contra la Provincia fie Santa Fe, 
fundado en ios siguientes hechos: 

Qlle us propietario de una fracción de campo situada en el 
Departamento Constitución de la mencionada provincia, cuín- 
puesta de So metros 66 centímetros de frente al Kio Paraná \mr 
irnos $¡SS1 metros, ,19/ milímetros de fondo, terreno que a la 
techa de la demanda hacia más de siete años que había sido 
adquirido |w>r el -demandante. 

Quy en Julio de 1924 se presentó a la Comisión de Fomen- 
lo de Villa Constitución mía titulada «Sociedad Unión Carreros» 
solicitando se librara nuevamente al servicio público el viejo ca- 
mino conocido con d nombre de las «Cuatro Maquinas», que 
llet;a hasta las ktrrancas del Rio Paraná. l& solicitud fué ele- 
vada por la comisión ai .Ministerio de Instrucción fttliHca y Fo- 
mento de la provincia con un informe en el que se hacia cons- 
tar que don José Malügani había estrechado el camino de las 
«Cuatro Ksquinas» en una extensión de 2.774 metros, y lo ba- 
hía cfausurado en 1.HJ0 metros, fil Gobierno provincial con te- 
cha 5 de Septiembre del mismo año fijó al actor el plazo de vein- 
te día* para que dejara expedito el camino en la i>arte colindan- 
te con su propiedad y el día 7 de Octubre se presentó nn ius|>ec- 
lor acomunado de varios peones, los cuales destruyeron los 
alambrados existentes en la fracción de terreno descripta y ahríe 
ron un c;uniiio de veinte metros de ancho jior Xu25 metros 
de largo etí ítxjb sn campo. 

f jm ¡tulependientemente <le los cuantiosos perjuicios que el 
hecho denunciado le irroga, se trata de un caso tipien de despo- 
jo, toda vefi que las autoridades de la provincia de Santa Fe 
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|d han desjioscído de su propiedad sin recurrir previamente a 
tas vias legales, siendo de toda evidencia que dichas autorida- 
des no pueden aplicar disposiciones del Código Rural con des- 
continúenlo de las consagradas i»or la Constitución v leyes co- 
munes res|Xícto de la propiedad privada. 

Que. por lo tiernas, es inexacto el antecedente invocado |«.r 
el Poder Ejecutivo provincial pura dar visos de legalidad al 
despojo, pues dicho camino no lia existido nunca. 

Fundado en tales antecedentes y en lo dispuesto por los ar- 
tículos 2490. 2493 y 249S del Código Civil, pide que una m lle- 
nados los requisitos de carácter procesal, se haga lugar a las ac- 
ciones promovidas con las condenaciones establecidas en el ar- 
tículo 2494 del mismo Código y con especial ímjKisición de 
costas. 

Acreditados los hechos que hacen surgir la jurisdicción ori- 
ginaría de esta Corte, se convocó a las partes a juicio verlial cotí 
arreglo a lo dispuesto en el art. 332 de la ley nacional de proce- 
dimientos |p 50. lín dicha audiencia el actor reprodujo su de- 
manda y solicitó diversas diligencias de prueba. A su vez el re- 
presentante de la Provincia demanda, expuso: que en virtud de 
instrucciones expresas recibidas de su mandante, niega los he- 
chos en míe ie pretende Fundamentar el interdictor o interdic- 
tos deducidos; que el camino a que alude el señor Malugani es 
liarle del viejo y conocido «camino al oratorio de Morante», de 
Cuatro Ksquinas a Villa Constitución que tiene fin en las Tki- 
rrancas del Río Paraná; que su existencia consta en los planos 
oficiales de la provincia desde hace muchísimos años y es recor- 
dada por todo il vecindario de Villa Constitución; que Aíaluga- 
ni no tuvo alambrado sobre ese camino; el cani|xi de su pro- 
piedad que daba a él. estala abierto sobre ese lado y en alguna 
o|mrl unidad manifestó estar con forme con el arreglo y ensan- 
che riel camino al ancho primitivo y un i forme que preserilx> el 
Código Rural. 

One se trata de un bien destinado al uso público desde tiem- 
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]n> inmemorial; qtíe m> es, \»tr lo tamo, susceptible de pasesláii 
por lits | .articulares y de ahí que el demandante no puede reunir 
los extremos legales necesarios |«ira que prosperen los interdic- 
tos instaurados, 

A mérito de t;iles consideraciones, pide ti rechazo de la 
demanda om costas. 

Recibidas tas probanzas ofrecidas por fas Sirtes y ;uí reca- 
dos los alefatos respectivos, se llamaron los autos para sentencia 
definitiva; y 

■ 

Considerando : 

íjiiv <le la |>ruel»a rendida jHir el actor y especialmente de la 
testifical corriente de í>. 125 a 162, se desprende que en el lini- 
mento de cumplirse por la policía de Villa Constitución él decre- 
ta de 5 de Septiembre de l<»24. que ordenaba la apertura de nu 
camino de veinte metro* de anchi» por tres mil seiscientos vein- 
ticinco de Inr^o en et cani|io del demandante, éste se hallaki en 
posesión de la tierra materia del presente interdicto, con la sal- 
vedad que mas adelante se luirá, y que el ejercicio de esa pose- 
sión dátala desde hacía más de un año. 

(Jue el informe de la policía, de ís. 65 y las deelaraeiones de 
los testigos presentados por el actor, aere* litan que aquélla prestó 
el auxilio de la fuerza pública ]»ara cumplir el decreto del l 1 . K. 
de la l'rovineia de Sama Kc, que ordenaba la apertura del $&r 
mino. K*te hecho en cuya virtud el jjosecdor ha sido excluido 
absoluta y totalmente sin orden judicial y mediante el empleo 
de la tuerza de la jiosesión en que se hallada, definen el con- 
cepto doctrinario y jurídico del despojo e integra la secunda 
. ile la> condiciones necesarias para la procedencia del interdicto. 
(Artículos 138, ley N 1 ' 50 y 24<4 del Código Civil). 

[}ik la circunstancia de haberse deducido el présenle reme- 
dio posesorio el ,11 de < ictubre de 1'>24. esto es. menos de un 
año después de producido aquel hecho, permite afirmar que el 
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actor ha cubierto también el requisito señalado por el articulo 
$fl9& del Código Civil. 



i- 



sideraeión de tjiie el camino materia del juicio era un bien des- 
amado al uso público desde tienipa iunicniorial y. \*>r consi- 
guiente, no susceptible de ser objeto de jKiscsíón ¡«ir particula- 
res, del te ser admitido solo en relación a una parte del camino 
v desechado respecto de la ampliación en el sentido del ancho 
ordenada ]mr el decreto del Gobierno que constituye el antece- 
dente mediato del presente remedio posesorio. 

Que, en efecto, el actor ha reconocido, absolviendo posicio- 
nes a fs. Í65, que por el limite Xor-Oeste de su cam^i «corría 
un callejón el que ahora ha sitio ensanchado, circunstancia ésta 
que dio motivo al litigio» y que «desde hace cosa de 2X años, 
más o menos, existe el callejón a que se ha referido». Este re- 
eoin cimiento, unido al que contiene la nota de fojas 220 donde 
también se hace referencia al «antiguo caminí) existente», al X. 
E. de! cani]*]. nr> permite dudar sobre la verdad de las afirma- 
ciones de la provincia respecto del trazado de una calle, que par- 
tiendo de Cuatro Esquinas termina cu las Itarraucas del Río 
I 'arana. 

Ouc aún cuando la mayoría de los testigos presentados por 
el actor lian declarado que no lian conocido camino entre los pun- 
tos lí. y \. del jilano ijue se les cxlrilie y sí soto un callejón o 
calle angosta entre le js puntos II. y L\, sus afirmaciones no pue- 
dan prevalecer sobre el reconocimiento liso y llano del propio 
Malugani y la aseveración del testigo Cai'fcratta, quien afirma, 
que eu los años 1XU1 al LS9| siendo presidente de la Comisión 
de 1' omento, obtuvo fie los vecinos el ensanche del camino que 
era un verdadero callejón estrechado ¡Mir los dos alambrados, sin 
que pudiera prolongarlo por el rumlto que señala el plano; ite- 
ró, que la hermana del declarante, antecesora de Malugaui en 
el dominio, permití: * ' paso de los vehículos provisoriamente al 
límite de su canqio por una calle de cinco metros, mientras las 
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autoridades ;t melaran con los líit^k-rr »s tic ambos lados. A lo 
cual del*- agregarse t\vx las i lóela racioné fie los testigos pre- 
IHir la demandada se uui forman en ti semillo de atri- 
a la talle m cestión una antigüedad de mas de cuarenta 




<Jlk-, las vías de comunicación, llámense eaminus. calles ■» 
callejones cuando lian sido incor] Mirados al uso y goce común 
cu el asentimiento de las autoridades y de los propietarios des- 
de Item] ni inmemorial, eiHiui ocurre en el caso de autos, se con- 
vierten en bienes del dominio público, de acuerdo con los ar- 
tidos 2M\ y 2m. inciso 7" del Código Civil y son, ]>nr consi- 
guiente, inalienables, imprescriptibles y no pueden (lor eso mis- 
ino ser objeto de posesión ni generar interdictos jíosesorios en 
íavor de los ] articulares. V tal es el principio <pie corresponde 
aplicar al presente interdicto en lo relativo al callejón, cuya exis- 
tencia ha reconocido MaUtgani. en la parte del mismo alambra- 
do y cerrada \hk él. 

(Jue no sucedo lo mismo respecto de la ampliación ordenada 
por el (iobierno do la Provincia y cumplida por medio de la 
pobeia. I.a misma prueba examinada, aún la do la demandada, 
demuestra, cu efecto, i¡uc al delinearse sobre el t razado el estre- 
cho callejón existente, el actual camino de cinco metros de an- 
cho, se ha tomado terreno de fjue se hallaba en posesión el ac- 
tor, sin juicio previo y mediante una simple resolución de carác- 
ter administrativo. 

Une aún en la hipótesis «le que las autoridades de la Pro- 
vincia de Santa Pe hayan usado de íaeul lados emergentes del 
Código Rural o procedido en virtud de la conformidad expresa- 
da por Maíiiípnií en su nota de Abril 20 de 1920, ni af|ttéllas ni * 
esta, como repetidamente lo ha declarado esta Corle, han pulido 
hacerse efectivas con desconocimientp de las garantías eonsa- 
^rada^.or la Constitución y leyes comunes sobre la propiedad 
privada. Fallos, ionio MI. página ,507 y los allí citados. 
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Por lo expuesto y de acuerdo con lo prevenido i*ir el ar- 
ticulo 24% del Código Civil, se hace lugar al interdicto deduei- 
dfi por don José .Mafiigani contra la Provincia de Santa Fe. en 
cnanto a los terrenos de su propiedad comprendidos en la am- 
pliación y se le desestima en relación a la parte del callejón. 
Kn crjn?eeueucia. la Provincia nombrada deberá re|Hioer las co- 
sas al estado en mte se hallaban en cuanto a la ampliación en la 
lecha del desojo, fijándose a ese efeclo el término -de treinta 
días. Sin costas, en atención al resultado del juicio. Art. 221 
del Código tic JVoccílimientfis de Ja Capital supletorio en In íe- 
deral. N'ntiftmiese y respuesto el papel, archívese. 

A. ltlíHMMJO, — J. FlfÜ'KRO-X Al- 

GOélPA. — líOHKkTO KliPKTTO. 

R. Cit'IIX) La VALLE. 



Señar fs lí.iemüittelu y Cía. eoittra ta Provineüi de Maniaca, 
f>or devolución de impuestos. 

Sitiuaria: km dísjíosieiones de los artículos 13 de la ley 758. 11. 
!9 y 20 de la ley 759 y artículo de la X 1 ' 810 de la Pro- 
vincia de Mendoza (sobre vinos), contrarían las garantías 
establecidas en los arts. 14, 16, 28 y 31 de la Constitución 
. Nacional. ( Fallos, tomo T40, paginas 154 y IÉj * tomo 141, 
5 y tomo 142. pág. 106). 
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okt\mi:x rúa. m-:ñok i'RocrK.\uoK ck\p:hal 

Stiprt-nin Curte: 

Los señores Kscoriiuida y Ga.. representados pof don Kmi- 
íianu Lorca, demandan a la l'rovincia de M un loza. por devol li- 
ción de la Mima de $ 232AU.Il y m 1s intereses i¡ui* dicen han 
ahuilado a la nnmhrada provincia, Iwijo protesta y reserva de ac- 
ciones, obligados a dicho pago por Ími>erío de las leyes hítales 
números 75fí, 759 y SU), cuyos arts. 13* 1<> y K"' resistivamente, 
violan ^aramias que acue rdan fea arts. 14. !<i. 2K y |j de la Cons- 
t Unción Nacional y p.*r cuya razó» reclaman la declaración de 
irtconstiuici..nalidad de las disecciones de las leyes provinciales 
precitadas. 

f.a materia de esta cansa lia sido ampliamente tratada por 
esta C orte Suprema, cu los fallos f|tte se registran eti los lomos 
12S: mi 130: 358 : 140: 154 y 141 : 5. al declarar cu ellos V. 
K. la inepiistitueionatidad de las leyes citadas, en esta demanda 
números 75* y 75 f ' y la de la ley 703 inte íes precedió. 

Por entenderlo asi, el representante de la provincia de Meii- 
ttOJEa al contestar la demanda, ha reconocido la procedencia de 
la acción en cuanto a dichas leyes, 75X y /5 ( > se refiere. 

No así en lo ipu- respecta a la ley (£10 cuya cimslilueiona- 
lidad soMiene. 

La ¡mi Hit; nación hecha i«jr los actores a esta ley. cuyo texto 
auténtico corre a ís. HY\ se refiere a míe mantiene cu su art. S" 
et mismo impuesto creado jntr el art. V) de la ley 759, ct cual 
V. K. ha declarado inconstitucional. 

Dicho art. X'' dice: «Mientras dure la vigencia de la ley 750, 
modificare et art. I f > de la misma, estahlecí endose ttu impuesto 
de cuarenta centavos por cada (puntal métrico de uva cosechada 
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en 4 territorio de la provincia, liste impuesto se cobrará de 
acuerdo cíiii los términos de la misma ley 75 ( >». 

I-a modificación introducida con resínelo al art. 19 se re- 
fiere, como se ve, al monto del impuesto, pero tu» a la finali- 
dad del mismo, al deMino «jin- se le dá dentro de la ley. 

Y V. Ei tiene declarado en las causas fjue lie citado prece- 
dentemente, la íneonsiitucionalidad «le los imputólos creados ¡«ir 
las leyes * Je referencia. 

La doctrina de esos fallos, por ser de estricta aplicación 
al caso de autos, me permito darla y*>r reproducida conjuntan jen- 
te con los dictámenes que en las referidas causis tengo expe- 
didos. 

JVir lo es puesto soy de opinión (pie corresponde declarar 
inconstitucionales a los efectos de este pleito las leyes números 
7SB, 75 ( * y SI© de Ja Provincia de Mendoza, jior contrariar cláu- 
sulas de la Constitución Nacional. 

llorada R, Lamia* 



FALLO 01* LA rOtíTK Sl'l'KKMA 

ütitmis Airvs. Julio Sí» úe 

Y Vistos: I.os seguidos por los señores Kscori huela y Cía. 
contra la Provincia de Mendoza, por devolución de impuestos, 
de los que resulta: 

<Juc a fs, 35 y con los documentos precedentemente agre- 
gados, el representante de la Sociedad expresada demanda a la 
Provincia de Mendoza por incoustitucionulidad ríe las leyes 758, 
759, sus decretos reglamentarios y ley X» 810, y en consecuen- 
cia, por devolución de la suma de doscientos treinta y dos mil 
seiscientos tren.::' v tres pesos, once centavos moneda nacional 
{$ 232.6.W.1I) y sus intereses, suma cpie los actores han alo- 
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nado hn\ t , |.niti-stíi por concepto de lus impu(&|ñs esiüHfós por 
la> referidas leves. 

«Jik- declarada ] M .r esta Corte la incoustitueioualidad de la 
ley /i'í. sfc sancionaron para reemplazarla los números 75S y 
75 1 . 1 . que reproducen en otros términos las cláusulas efc la an- 
terior dm. ijada, cimin |u demuestran los artículos J.1 de la ley 
7.V. II . IJ. pi y 20 «le la 7*> y artículos y 49 de! decretó 
rejflaitiemari. i de e>ta ultima, disposiciones que se transenheu 
pata mayor claridad. 

'.me las leyes anu-normenle aludida* ítienm mas larde 
derogadas por Ja X' Sin. | a , mc diseñe en su articulo N" que 
mientras dure la vigencia de !a ley 7$h se melifica el art. 19 
de la ininna. cMaMeeicndose un impuesto de citaren la centavos 
por cada quintal métricn de tina cosechada en el lerritorio de 
la provincia, el que se cobrará de acuerdo con los términos de 
la mi -nía ley 75", 

' hie I-.s pa-f.v hechos \»>r los demandantes, ha/o la reser- 
va y protesta* referidas íorrmiladas en cada caso, se^ún se aere- 
dita n mm los comprol james respectivos, corresponden a los años 
rOl. I'OJ y 1'03. haciéndose constar que del lotal sitiado, cin- 
cuenta mil ik-so- |o fueron eu letras de tesorería, solicitándose 
la de vi tinción en moneda nacional, pero al tipo de cotización 
que dichas k-tras tenían en la fecha del ]ia K o, esto es en Mi- 
mo dt ÍSÍL 

Que las leves ílllf manadas son inionstiiueii males |H»rquc, co- 
mu lo ¡inie declarado esta Corle, la X ' 75N esialileet- un grava- 
men a la ma cosechada y destinada a ta vinificación, que no es 
tal impuesto pon pie iip llene en mira costear fistos de la admi- 
nistración púhtica, sino lH'Mefieiar a determinadas instituciones 
o jrn-nii.is. en pumita con derechos fundamentales consagrados 
por la Constitución; ia X 1 75<> crea la comisión de Komento In- 
dustrial Vitivinícola, dependencia del fisco, que se convierte en 
comerciante, industrial, fabricante, asegurador, imjmne contri- 
hueioues extraordinarias y fija un poreentaje al vino mu- podrá 
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i-mrc»arse a l consumo mcnsualmentc ; y en cnanto a la N'-' 810 
m hace sino disminuir para el ano 192$ c! impuesto del art. Í9 
tic la ley 759, como si esa rebaja pudiera cubrir la inconstitu- 
anualidad del sravamcu úv t t uc se trata, resultando en conse- 
cuencia, míe las tres leyes citadas atacan la libertad de trabajo 
v ^ejercicio del conn-rcio y de la industria, crean un monolito 
■ ifictal. suprimen la libre concurrencia industria v comercial y 
micbranian la igualdad, u.tic es fa ha«i- <lel impuesto y ele las car- 
cas publicas, antecedemes en mérito ríe los cuales se pide que 
sean declaradas inconstitucionales les leyes referidas v su re^la- 
mentación y se provea la restitución a los actores de la suma 
demandada, intereses y costas. 

Que conferido traslado de la demanda, el representante de 
la Provincia de Mendoza la contesta ( fs. 47), expresando, une 
mudada la acción deducida en las leyes 758, 759 y 810. si bien 
respecto de las dos primeras no tiene ubjección legal cjue opo- 
ner, por cuanto esta Corte ha declarado la iucoustitucionalidad 
de las mismas y el Gobierno de Mendoza las ha derogado, 
no sucede i^ual cosa respecto de la ley N" 810, sobre la cual este 
Tribunal no se lia pronunciado y el Gobierno de aquella Pro- 
vincia la mantiene en videncia y en virtud de ella cobra el im- 
puesto establecido por reputarla constitucional, lo une se re- 
serva demostrar más adelante, pidiendo en consecuencia se dé 
P^r contestarla la demanda y se provea lo que corresjHjnda. 

Ouc abierta la causa :i pruet*a (fs. 53), y producida la míe 
acredita el ccrtit'ieado del actuario de fs. 186. se presentaron los 
alegatos de fs. 190 y 217. se agrego el dictamen de fs. 226 del 
henor Procurador General v se llamó autos para definitiva (fs. 
227 \ ; y 

Considerando: 



mu? se invocan en la deinan- 
lian sido debidamente demostrados, dejando establecido la 
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pruelu de autos que la Provincia cíe Mendoza percibió \w con- 
cepto ele los impuestos impugnados las sumas míe se demandan, 
y que éstas fueron letradas \*>r los actores bajo protesta y ex- 
presa reserva de derechos a reclamar su devolución, por consi- 
derar las leyes impositivas aplicadas atentatorias a expresas ga- 
rantías de la Constitución Xcional, no siendo procedente la oí>- 
servación de! representante de la demandada en lo relativo a la 
ambigüedad que atribuye a una protesta telegráfica, ni la omi- 
sión de esa formalidad con relación a utros pairos, pues torios 
ellos aparecen hechos en las condiciones referidas. 

Que demandada en el caso la inconstitucionaltdad de las le- 
yes 758 v 759. aparte de que los términos de la contestación de 
la demanda autorizarían a declarar, desde luego, el reconoci- 
miento del derecho de los actores, pnjeede no obstante estable- 
cer que a este respecto el presente litigio guarda completa ana* 
logia por la materia que ío constituye, por las cuestiones que en 
él se plantean y los antecedentes que le dan origen, con los di- 
versos casos resueltos por esta Corte en causas seguirlas contra 
la misma Provincia demandada, por restitución de sumas de di- 
nero provenientes de los mismos impuestos, declarados incons- 
titucionales en aquellos casos por fundamentos v consideraciones 
que siendo innecesario transcribir i» extensa, se dan aquí por 
reproducidas atenta su pertinente aplicación al suh judice. (Fa- 
llos, tomo página 435; tomo 131, pág, 219; tomo 138, pág. 
340: tomo 139, pág. 35K; tomo H0, pág. 154 y 166; tomo 141. 
pág. 5: tomo 142, pau. 106), 

Que en lo concerniente a la ley X* S10 t su adaptación al 
caso importa en realidad la aplicación del art. 19 de la ley nú- 
mero 75'*. que autorizaba a la ¡Comisión de Fomento a ini|>oncr 
una contribución extraordinaria hasta de] doce y medio por 
etento del precio fijado a la uva. gravamen que |wir la nueva lev 
se modifica. íij.Wlose en cuarenta centavos por quima! métri- 
co del producto referido, debiendo cobrarse dicho impuesto, se- 
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íítm expresa disposición legal, de acuerdo con los términos de 
la misma lev JS* 759. 

Que en estas condiciones, no es dudoso que la disposición 
impugnada de la ley X' 810, está evidentemente comprendida 
en la misma afectación de inconstitucionalidad de que adolece 
la cláusula ordinaria aludida, pues ia mera modificación for- 
mal del impuesto no subsana sus defectos fundamentales, deriva- 
dos de causas y efectos que radican en Ja esencia misma del 
tributo, en el destino de los fondos que por él se perciben, en 
la institución del seguro obligatorio, inconciliable con garantías 
primarias de libertad comercial y de igualdad como base del im- 
puesto y de las cargas públicas, principios substanciales de las 
decisiones de esta Corte citadas en el considerando precedente. 

Que en cuanto a la pruelw de que hace mérito la represen- 
tación de la demandada para establecer que los actores han acep- 
tado la validez de las leyes impugnadas como inconstitucionales, 
percibiendo el importe de seguros ¡>or daños del granizo y hela- 
das, procede considerar que, como se observa en el alegato de 
la parte actora (fs, 210 N* 36), se ha demostrado en autos que 
el cobro por dichos conceptos se refirió a la cosecha de 1920, 
consignándose expresamente en el informe pericial de fs. 149 
vta., que por los años a que se refiere la presente demanda, 1921, 
1922 y 1923, no aparece haberse liquidado ni pagado daño al- 
guno a los señore Escorihuela por concepto de heladas y gra- 
nizos. El antecedente invocado, no modifica, pues, como se afir- 
ma en el alegato de fs, 217, la situación 
tores. 



Por estos 



t 




del dictamen del Señor Procu- 
rador General, de acuerdo adenás con las precedentes considera- 
ciones y las que consignan los fallos antes citados, se declara 
que las disfiosíciones de las leyes de la Provincia de Mendoza 
números 758, 759 y 810 impugnadas en esta causa, contrarían 
¡as garantías establecidas en la Constitución, artículos 14, 16, 
' y 31. Kn consecuencia, la Provincia de Mendoza debe de- 
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volver a los actores en el término de die7 días, la suma cine de- 
mandan, pagada en moneda nacional, así como la que se lia alu- 
nado en letras de tesorería, que será devuelta con arreglo a la 
cotización que rejjía m la fecha del pago, todo con sus intereses 
a estilo del Banco de la Nación, contados desde la fecha de no- 
tificación de la demanda, con costas. Xotittqucsc y repuesto el 
papel archívese. 

A. IIermkjo. — j. FicrKROA Al- 

CQRTA, — KdltKKTU RePKTTO. — 

R. Griiiu La valle. 



N ' í t A s 

fon fecha once de Julio de mil novecientos veintisiete, la 
Corte Suprema no hÍ;>o hi^ir a la queja deducida por don Vi- 
cente Panza, contra una resolución de la (amara de Apelacio- 
nes en lo Comercial de la Capital. ]>or inferirse de la propia ex- 
posición del recurrente que la resolución apelada se hahía limi- 
tado a interpretar y aplicar disposiciones de derecho común y 
procesal ajenas al recurso extraordinario, de acuerdo con lo 
dispuesto en la última parte del artículo 15 de la lev 4S y la 
reiterada jurisprudencia del trihunal. 



Kn la n lisura lecha no se hizo lu^ir, igualmente, a la queja 
interpuesta por don Luis Coscnüno. en autos con los señores lía- 
raido Vietoricn, Carraniasa y Cía., sohrc emkir»o preventivo, 
|H>r resultar de la propia ex|>os¡e¡ón del recurrente, que el fallo 
apelado resolvía el mantenimiento de un cmhargo preventivo, 
auto que. dada la índole especial de estos juicios, 110 causa ins- 
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tanda ni constituye sentencia definitiva para la procedencia del 
recurso extraordinario y. además, por no tratarse de ninguno de 
los casos previstos [x>r e! art. 14 de la ley N tf 4S, ni aparecía, 
tampoco, que se hubiera denegado el fuero federal. 



En quince del mismo no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Juan José Di líacco, en autos con doña Beatriz L. de 
liad ¡no, sobre desalojamiento, por inferirse de la propia exposi- 
ción del recurrente, que las cuestiones debatidas en la causa ha- 
hian sido de derecho común y de hecho extrañas, por consi- 
guiente, al recurso extraordinario, de conformidad con lo dis- 
puesto en la última parte del art, 15 de la ley 48. 



Con fecha veinte la Corte Suprema de confomidad con lf> 
dictaminado ¡>or el Señor Procurador General y lo dispuesto por 
los artículos 14 de la ley número 48 y 3' y b* de la ley 4055. 
declaró mal concedido por el Juez en lo Civil de la Capital, el 
recurso de apelación interpuesto, por don Francisco Saavcdra 
— su concurso — en razón de ser irrevisible por el tribunal, un 
auto i|ue deiie^aki al síndico del concurso el planteamiento de 
una inhibitoria con un Juez de la ciudad de San Luis. ■ 



En veinticinco del mismo no se hizo luyar a la queja dedu- 
cida por Luis ( lU.ulialmetli, apelando de una resolución de la 
Cámara en lo Criminal de la Capital, por aparecer de la propia 
exposición del recurrente que las cuestiones debatidas en la 
causa eran de hecho y de derecho común y procesal, ajenas, por 
consiguiente, al recurso extraordinario de acuerdo con lo dis- 
puesto \mr el art. 15 de la ley número 48; agregándose, además. 
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que ni cuanto al desconocimiento de la ^aramia del articula IS 
de ta Constitución, de la citada cxpisicúm resulta! a. asimismo, 
que el apelante había sido oído en las d"s infancias riel pleito 
con lo cual quedaba satis techa la garantía reo miada. 



Úon Mermitüd L Quitos y don tímido Sotitam contra la provin- 
cia de Solía, sobre cobro de pesos. 

Sumario: El análisis de los artículos y4, inciso 3*¿ número 4 V , 
e inciso 20 del articulo 137 de la Constitución de ta Provin- 
cia de Salta demuestra que ct Poder Ejecutivo de la misma 
carece <¡e i acuitados ¡jara íijar remuneraciones permanentes 
>in autorización legislativa, lo qué hace que un cunvenin 
celebrado por el mismo sobre la manera de retribuir los ser- 
vicios del representante legal de la Provincia ante la Corle 
Suprema sea nulo, de acuerdo con el articulo 1S del Código 
Civil, rürresjKjndieudo, en consecueneia, de acuerdo con lo 
dispuesto por los artículos 195- del Código Civil y ó5 y 6o 
del apéndice del Código de Proccdirrweitfos para la Capital, 
supletorio de la ley 50, que esos servicios sean regulados 
judicialmente. 

CtíSf)'. Lo explica «1 ^guíenle: 

¡-AI.LO í»i: I.A COKTK Sl"t*KK VI A 

lUienoi Aires. Amisto 5 de V)27, 

Y Victos: t*l juicio seguido por lo* doctores Herminio j 
Ouirós y Cbaldo Somo/a contra la Provincia de Salta sobre co- 
bro ele pesos tlet cual resulta: 

Que el prmairador Vázquez Salgado en representación de 
las personas nombradas comparece a fs. 2 demandando a la Pro- 
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Elidía de Salla por cuino de In suma tic veintiún mil setecientos 
filien pesos sus intenses y o islas que en concepto de honorarios 
le c<iá adeudando a sus poderdantes. Expresa que el Poder Eje- 
cutivo tle la Provincia de Salta designó su representante le^tl al 
doctor Herminio j. Qifírás y por eserititra pública pasada ante v\ 
escribano mayor ele (iohierno le confirió poder con fecha 3 de 
< íctubre de 1919 para intervenir en lodos los asuntos administra- 
tivos y judiciales en mu- la nmnlirada provincia fuese parte: y 
tal niandato fué ampliado con lecha 13 de Julio de PUÓ en el 
-i'iitidn de eotueiu-r la auton/aeióu para sustituirlo, lo cual fué 
lurlio ui favor del l>r. LTUildn Somo/a el 11 de Agosto ríe 1 920 
ante el escrik'iuo de esta Capital don José V, (iouchon. 

Otic a fin de evitarle ingentes desemliolsos a la Provincia por 
honorarios se convino en que ésta abonara por tal concepto la 
suma de cuatrocientos pesos moneda nacional por mes. El pago 
fué efectuado hasta Diciembre <le 1920 y al remitirse el último 
giro por mil doscientos pesos correspondiente a los meso 
fie Octubre, Noviembre y Diciembre de ese año se anunció t]tu- 
en la semana siguiente se girar ia el importe de los honorarios 
a} "lirados al a fu» 1921 que aún están impagos. 

Que por indicación del Gobierno de la Provincia el doctor 
Somo/a presentó una petición de pago de aquellos lo que motivo 
el envío a la II. Legislatura en Noviembre de 1924 de un pro- 
yecto de ley solicitando autorización para alionarle el importe de 
los honorarios. En el respectivo mensaje se dijo que « el doctor 
Somoza ha intervenido desde la lecha en que se le confirió el 
mandato en todos los juicios en que la Provincia ha sido parle 
ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación y que en cuanto 
ti la remuneración fijada de pesos cuatrocientos moneda nacional 

lite ella ha evitado a la Provincia fuer- 
concento de honorarios en los referidos 




as 
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taeión conferida a su mándame en ejercicio de la cual además 
dé defender a ta Provincia en tí idus los juicios han adelantado 
de su pftruttO particular el importe del sellado de actuación que 
asciende a la suina de ciento cinco pesos moneda nacional, lo 
cual unido a ios honorarios convenidos desde el mes de Pinero 
de 1925 représenla la cantidad cuyo jiaíjo reclama de pesos vein- 
tiún mil setecientos cinco y sus intereses a partir de la primera 
de acuellas fechas. Invoca en mí apoyo los artículos 1197, 162.1, 
1627, 505. 508. 5W y U>2 del Código Civil. 

Que acreditada la jurisdicción originaria de esta Corte a 
f>. S se corrió traslado de Ta demanda a la Provincia de Salta 
el cual fué evacuado por su representante a fs. U pidiendo su 
rechazo con costas y exponiendo: 

Que la Provincia de Salla no se siente "Migada y no puede 
reconocer, por lo tanto, la cantidad que se le reclama porque nin- 
guna suma determinada han fijado las leves de presupuesto en 
ningún tiempo para la retribución de servicios que quedaban a 
prestarle otando ellas sujetas a reculación como se ha hecho 
Merupre, 

<_>ue la circunstancia de ijue el (íohrrnador doctor Castella- 
nos haya establecido por decreto el pa^o de una suma fija men- 
sual no puede obligar a la Provincia más allá del año económico 
m <pie él se dictó ya que. la Legislatura, único poder del Estado 
con facultad de fijar remuneraciones |>ennanemcs no ha tenido 
conocimiento ríe él como lo determinoj la ley de contabilidad. 

i >ue es cierto qne el Gobernador Gücmes mandó un mensaje 
a la Legislatura fiara abonarle haberes a los actores, ¡rto ello 
fué aceptando una situación ilegal que tal ve/ aquélla no admi- 
tiera y que hasta la fecha no ha tratado. 

f Jue la Provincia no pretende, en manera alguna, aprove- 
chan del trabajo ajeno sin remunerarlo : muy al contrario, está 
dispuesta a paear a los demandantes el que hubieren realizado 
y se reculen en debida forma, bien entendido que de los hono- 
rarios si hubieren se descontaran las sumas recibidas. 
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Que a fs. 20 fué declarada la cansa de puro derecho corrién- 
dose un nuevo traslado por su orden el que fué evacuado a fs. 
25 y fs. 26, llamándose autos para sentencia a fs. 29, y 

Considerando : 




a los actores los servi- 
les de aquélla en 
dispuesta a retribuirlos, 
una 



di 

Su o¡ 

cuanto 

facultad tic fijar aquéllas no ha tenido conocimiento del decreto 
y ta Constitución prohibí' expresamente al Poder 




Que de acuerdo con lo dispuesto |>or los artículos 1952 del 
Código Civil y ó5 y del apéndice del Código de Procedimiento:» 
para la Capital, supletorio de la ley 5U. toda cuestión sobre ho- 
norarios entre alx)gado o representante y su cliente será resuella 
considerando si existe o nó convenio escrito que determine el 
motilo fie aquéllos y en su defecto, se procederá a la regulación 
judicial. 

Que en el caso de aulos ha mediado convenio escrito sobre 
la manera de compensar el servicio y ha sido aplicado sin difi- 
cultad hasta el mes de Diciembre de 1920. Después de esta fecha 
suspendióse el pago de la suma de cuatrocientos |>csos mensuales, 
por no exislir partida alguna en el presupuesto del Kstado para 
hacer frente a esa erogación, según se lo expresó en un mensaje 
dirigido a la Legislatura en Noviembre de 1924 solicitando los 
fondos necesarios. 

Que para la validez del convenio celebrado entre los actores 
v el Poder Ejecutivo acerca de la manera de retribuir sus serví- 
eios, es indispensable que el último haya procedido dentro de los 
límites de su ministerio, es decir, de conformidad con las leyes 
constitucionales y administrativas que organizan sus facultades 
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y atribuciones pura obligar a la Provincia como |K-rsona jurídica 
Arti 36 Código Civil, ES! análisis de los artículos 94, ine. ,2^ Í$*4P 
t* 30 del an. 137 tic la Constitución de la Provincia muestra 
entretanto por el Poder Ejecutivo por -i s< iln tío ¡«««Irá acordar 
goce ilc sueldo o pensión sino por alguno (le ios titulo- que las 
leyes detenniuan. y «¡iu- corres^ indr al P.«ler Legislativo fijar 
anualmente el presiiptieato general de gastos y recurso*, ¿iendn 
v] la liase :t que debe sujetarse jtodo gasto <-n h aámniístnicion 
general de ta Provincia, todo convenio hecho en violación de 
estas prescTÍjietones es itttki conforme al an. W M C&%u 



'Jtie en estas condiciones si es, pues, indiscutible la oblipa- 
eiótt en que se encuentra la Provincia «Ir -ati-uacer al mandata- 
rio la rtuihuciótt ile ios servicios judiciales (art. 1952 Ok%o 
Civil) no puede decirse lo mismo acerca de ta íonua en que tú 
han de ser. es decir. >i «le acuerdo con el convenio a jior regula- 
ción judicial. Esta última solución es la que correspondí adoptar, 
i¡m sólo principalmente en atención ;i la recordada falta de facul- 
tades del Poder Kjccutivo para lijar rcinunerat'iuno permanen- 
tes siu autorización legisla! iva, sinó también porque los mismos 
actores se allanan a ello, pues expresan a fs. 2.i vta, que « su 
Ínteres material les hubiera aconsejado adhcrir>e a la tesis sos- 
triiiila | m »r la Provincia ya que si la Corte regulase sus honora- 
rio-, Iu devengados en uno solo de los juicios que han atendido, 
cubriría varias veces lo que reclaman». 

( hie la Provincia demandada ha reconocido que los actores 
Cieñen adel mlado de mi peculio panieuJar el impune del sellado 
de actuación que asciende a la suma de ciento cinco pesos moneda 
nacional. I>tc capitulo de la demanda debe ser atendido, desde 
que. confesada ta existencia de la re presen unción, el mandante 
rstá obligado a reemhol>ar al maudalariu las sumas »|ue éste 
hubiera anticipado con sus intereses a estilo de los que cobra el 
Maneo de la Nación de-de el día en que fué hecha. \ris. 1<M C ' 
v 105(1 del Código Civil 
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I-Iii mérito du r>la> consideracii mes str ru1i;w¡i la demanda 
m cuanto a los honorarios, declarándose que su importe debe se* 
fijado medíanle reguladon judicial con deducción de lo que 
haya sitio recibido, y se la admite en cuanto a los gasíos, conde- 
nándose a la Provincia a alionar a los actores en el plazo de trem- 
ía di:t» b suma de éifetito cinco piMj* moneda nacional y SUS inte- 
reses desde e! día de la anticipación, costa» un el orden cau- 
sado atento el resultando M pleito y su naturaleza. Notifiquen 
v repuesto el papel* archívese, 

A, Ukrmkjo — J. Imguf.roa At- 

COKTA — UuHKKTO lÍEPETTO - 

K, (¡rmo Lavallk. 



/ >ííjjii Mercedes Saketio contra don Joaquín llenas, por alimen- 
tos. I acédente sobre levantamiento de embarco. 

Sumario; 1" Procede el recurso extraordinario del articulo 14, 
ley 4N t en un caso cu que, cuestionada la inteligencia de una 
cláusula cíe Ja ley número ÍOASO. la decisión fué contraria 
a la validez de la exención del cinliargn. que fundada en 
dicha cláiiMila, fué materia del pleito. 

2* Corresponde mantener un embargo trabado a soli- 
citud de la esposa ele un jubilado de la ley 10.650 (jubila- 
eióti ferroviaria), por concepto de alimento y litis expensas. 
(Artículo 1272. apartado y 1275, inc. !• del Código 
Civil ). 

Coso : |.o explican ¡as pieza* siguientes: 
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SENTENCIA E>EL j 1'KZ hS 1.(1 CJVli, V CO MEKl'f Al, 

U Plata. Diciembre 2.% áe im. 

Auto* y Vistos resultando: 

I 9 \JiK a ts, 2 don Juan Sa latín i, un nombre y representa 
eión de don Joaquín Punas solicita el levantamiento del embargo 
trabado a i.-. 7,1 de lus ñuto* caratulados «Salcedo. Mercedes, 
contra Penas. Joaquín, alimentos»; sobre la jubilación ferro- 
viaria que percibe el ejecutado b:t>ta cubrir ta suma reclamada 
jN.r alimentos y litis ex j tensas y de acuerdo con lo ordenado en 
el auto de tV i>4 vía. di* los miamos autos, blinda su pedido cu 
la ley nacional número 10.050 llamada de jubilación ferrovia- 
ria, la que en *u an. 5 A" dispone que la* jubilaciones y pensio- 
ne* son inembargable* e inalienables y que ¡.era ñuta tuda rema, 
cesión o constituí' ion de derecho que recaiga sobre ella y que 
impida su libre disposición por el título de la misma. Une la ley 
nacional, ley suprema {art. 71 Constitución Nacional), ha que- 
rielo garantizar a todo evento la libre disposición del beneficio 
que acuenja por el titular del derecho. Ten ni na pidiendo que 
1H>r dichas consideraciones se levante el embargo trabado y se 
comunique la resolución respectiva al Presidente de la Caja Na- 
cional de Jubilaciones y Pensiones Ferroviarias. 

2'' Oue corrido traslado de dicha petición a la parte adora 
a fs. 3 ]mr intermedio de su representan!'- el doctor Ricardo Al- 
bina fué. contestado, el que fundado en que los cónyuges se de- 
bí' u mutuamente alimentos sin distinción ni restricciones emer- 
gentes de la naturaleza o carácter de los bienes de pertenencia 
de aquél que incurre en incumplimiento y en que la ley 10/>50 
ampara el hogar obrero de quien su jefe no es más que un ele- 
mento y por ías consideraciones que alli expone, el embargo de 
la jubilación decretado es procedente y que en tal virtud debe 
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desestimarse el pedí* lo de levantamiento formulado ]nir la ]*irte 
demandada, con costas. 

3* Que formado este incidente a $í, 9 vta. et juzgado de- 
claró la cuestión de puro derecho fie acuerdo con lo dispuesto en 
el art. 113 tlel Cód. de Proes. y corrió un traslado por su orden 
a las paricíl por el término de seis dias el que fué contestado por 
la parte demandada a fs. 10 y por la parte adora a fs 13, que- 
dando los autos en estado do sentencia a fs. 14 vta. por la provi- 
dencia allí dictada que se encuentra consentida y 



Considerando : 



I o Que la interpretación de las leyes, ¡«r la razón misma 
de la división de los poderes, está reservada exclusivamente a 
los jueces sin que pueda pretenderse cjüe tal facultad signifique 
la modificación de las mismas, sino su aplicación a los casos 
particulares (art. 94 Constitución Nacional; 156 Constitución 
Provincial ; 15 y 16 Código Civil 7, 20. 21. 22, 23 y 24, Código 
de Procs.). 

2* Que entre las instituciones fundamentales legisladas por 
el Código Civil se destaca la del matrimonio (Tit. I, sec. segunda, 
tíbr. I, ley de 1° de Diciembre de 1899), por cuanto ella funda- 
menta la organización de la familia argentina. Cuando dispone 
en el art. 51 de la ley de matrimonio : « El marido está obligado 
a vivir en una misma casa con su mujer. ;i prestarle todos los 
recursos que le fueren necesarios y a ejercer todos los actos y 
acciones míe a ella corresinmdan, haciendo los gastos judiciales 
necesarios ; aún en el caso de que fuese acusada criminalmente. 
Faltando el marido a estas obligaciones, la mujer tiene derecho 
a pedir judicialmente que aquél le dé ios alimentos necesarios y 
las expensas que le fuer.an indispensables en los juicios», san- 
ciona una disposición de orden público que no puede contrariar 
la aplicación de una ley como la número 10.650 referente a ju- 
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bilaeíones ferroviarias, que sólo contempla una institución frag- 
mentaria» impropia por sus fines y naturaleza, para restringir 
el alcance y tas normas cu las cuales está interesado el rregimen 
de la familia y el unleti publico argentino. (Art. 5*. citado Có- 
digo). 

.V Que por otra parte, establece también el artículo nú- 
mero \272 del Código citado el carácter de los bienes denomi- 
nados gananciales entre los cuales indebidamente, debe ser in- 
cluida la jubilación del caso de autos (Párrafo 3 V Código citado), 
de la cual no es titular exclusivo el jubilado, sino la sociedad 
conyugal que forma su legítima esposa en toda la amplitud de 
los términos del art. 1261 y correlativos del Código Civil, y como 
por el art. 374 del mismo cuerpo de leyes la obligación de pres- 
tar alimentos iti puede se compensada ni transada, ni reunciada. 
ni transferida, ni eml jareada, es elemental que de no poseer el 
marido más bienes que su jubilación, la prestación de alimentos 
debe ser hecho sobre tal fruto civil de su pro festón. 

Por ello y disposiciones legales citadas, falto en definitiva 
este juicio desestimando la incidencia promovida y manteniendo 
f'rme, en consecuencia el cniljargo trabado a fs , . de los autos 
principales, en la jubilación ferroviaria de don Joaquín Penas, 
con costas, como se pide (Art, 71 Cód. de Procs.), a cuyo efecto 
regulo los honorarios del doctor Ricardo Albina en cien pesos 
moneda nacional, Rep. Las fojas. — Lucio M. Moreno Quintana. 
— Ante mi : E. Brwict, hijo. 



Art KROO DE I-A CÁMARA SKGLNflA DE APELACIONES 

En la ciudad de La Plata» a diez y siete de Agosto de mil 
novecientos veintiséis, reunidos en acuerdo extraordinario los 
señores Jueces de la Lxcma. Cámara Segunda de Apelación, para 
pronunciar sentencia en los autos caratulados * Salcedo Merce- 
des contra Penas, Joaquín, alimento; incidente sobre levanta- 
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miento de embargo », se pnx c ; ió a practicar la insaculación pros- 
cripta ¡Mir los arts. 173 tic la Constitución tic la Provincia y 300 
del C. de Procedimientos, resultando de ella que en votación de- 
bía observarse el arden siguiente: doctores Aristegui, Molina 
Carranza, Aramlwrú. 

La Bmm. Cámara resolvió plantear las siguientes cucs- 
tionea: 

\* ~¿ Procede t i desembargo ¡pe se solicita a fs. 29? 
2»— ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar? 

A la primera cuestión el señor Juez doctor Aristegui dijo: 
Considero que la disposición de la ley nacional n* 10.650 invoca- 
da por el actor para fundar su solicitud de fs. 2, no rige en el 
caso snb jndit t\ jx»r cuanto la medida contra la que reclama, 
tiene por objeto competir a cumplir los detares que respecto de 
su esposa le incumben, de conformidad con imperativos preceptos 
del Código Civil. 

Aquella ley al consagrar el principio en que pretende ampa- 
rarse el recurrente, sólo ha contemplado la situación de los jubi- 
lado*, frente a sus acreedores comunes» pero en manera alguna 
es dable admitir que haya incluido 'entre este número a la propia 
mujer, cuando acciona para que el marido le preste la asistencia 
a que alude el artículo 51 de la ley de matrimonio. El interés so- 
cial exige que se baga efectiva esta asistencia, y de consiguiente, 
forzoso es armonizar la interpretación de ambas normas legis- 
lativas en forma que consulte la verdadera finalidad perseguida 
al sancionarlas. 

Por lo demás, la jubilación constituye un bien ganada! de 
fe sociedad conyugal, art. 1272. apartado 5" del C. Civil, y en 
tal calidad está afectada en primer término a b manutención de 
la familia art, 1275, inc. 1" del mismo cuerpo de leyes. 

Kas breves razones expuestas y las concordantes del tallo re- 
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currido, cine reproduzco, me induce a votar como lo hago en 
sentido' negativo. 

El Señor Juez doctor Molina Carranza» dijo: La contribu- 
ción de alimentos se l>asa en la institución de la familia y entra- 
Tía i>or esto del»eres ineludibles que las leyes consagran de acuer- 
do con preceptos de orden público, Los principios, pues, relacio- 
nados con el juego de las obligaciones de origen puramente 
patrimonial, le son totalmente ajenos, tanto como tos diferentes 
fines que se persiguen. 

Por esto y argumentos del señor Juez que me precede, voto 
por la negativa. 

El Señor Juez doctor Aramburú, dijo: Conceptúo como los 
señores jueces que me preceden ni la votación, que ios preceptos 
de la ley 10/i50 en cuanto disponen la incmoargabilidad de los 
Mieldos o pensiones, se refiere a casos distintos del de autos. El 
propósito del legislador ha sido garantizar a los empleados i> 
jubilados y sus familias, los elementos de sul>sistcncia indispen- 
sables y no el de privar a sus parientes con derecbo a reclamar 
asistencia que pifedau hacer efectivo ese delier de quienes deben 
prestarla, que es de orden público. 

Por esto y fundamentos concordantes de los señores jueces 
preopinantes, voto también por la negativa. 

A la segunda cuestión el señor Juez doctor Aristegui, dijo: 
Atenta la decisión recaída en la pregunta anterior, corresponde 
ron firmar la sentencia en recurso de fs. 15, imponiéndose las cos- 
tas de ambas instancias al actor vencido, arts. 71 y 311 del Có- 
digo de Procs. Tal es mi voto, *¿r» 

Los señores Jueces doctores y Aramburú, por los mismos 
fundamentos votaron en igual sentido. Con lo que terminó el 
acuerdo. Molina Carranza, — Aramburú. — Aristegui, — Ante 
mí : Francisco /, Karran, 
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SENTENCIA : 

La Piala, Agosta 17 de 1926. 

Y Vistos y Considerando : 

Oue en el presente acuerdo ha quedado establecido: 

*Que el desembarco que se solicita a ís. 2, no procede — art. 
1272—, apartado y 1275. inc. l v del Código Civil. Ley Nacio- 
nal número 10.650. 

Por ello y demás fundamentos consignados en el precedente 
acuerdo, se confirma la decisión en recurso de fs. 15 que no hace 
lugar at desembargo solicitado , las costas de amlias instancias se 
imponen al vencido, a cuyo efecto se fija en setenta pesos los 
honorarios det doctor Albina por sus trabajos en primera instan- 
cia y en treinta pesos los de segunda. Dev. Rep. el vencido. — 
Julio J. Aramhttrú. — E. Molina Carranza. — Raúl Ar'tstegm. 
— Ante mi : Francisco /. Larrán. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Agosto 5 de 1927. 

Autos y Vistos: El recurso de queja por denegación del 
extraordinario intentado contra sentencia de la Cámara Civil Se- 
gunda de Apelaciones de La Plata, en la causa sobre alimentos 
seguida por dona Mercedes Salcedo contra don Joaquín Penas, 
incidente sobre levantamiento de un embargo. 

Y Considerando: 

Que la apelación extraordinaria es procedente, porque se ha 
cuestionado ta inteligencia de una cláusula de una ley especial 
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éé Congreso y la decisión es contraria a la validez de la exención 
fk embargo que, fundada en dicha cláusula, ha sido materia del 
litigio (urt. 14, ¡nc. 3<\ ley ti' f 4ÍS). 

Que en cuanto al fondo del asunto» sea cual fuere el concepto 
de amplitud o de restricción eme se atribuya a la cláusula contro- 
vertida de la ley LO.íóO. en lo relativo a la í acuitad legal del ju- 
hilado ferroviario para sustraer los íoudos provenientes de la ju- 
hilación de la acción de sus acreedores, es lo cierto que en el caso 
de autos, atenta la naturaleza especial del juicio y la relación ju- 
rídica de las partes que en él intervienen, los fundamentos legales 
y de doctrina que contiene la resolución apelada, son de evidente 
aplicación al sith jttdice. 

Por ello y oído el Señor Procurador General, se confirma 
ta set encía recurrida en cuanto ha podido ser materia de la apela- 
ción extraordinaria. Notiíiquese y repuesto el papel archívese, 
devolviéndose lo* autos venidos por via de informe al trihunal 
de procedencia con transcripción de la presente resolución. 

A. Bermejo — J. Fuvueroa Al- 
corta. — Roberto Repetto. 

— R GC IDO [.AVALLE. 

Do» Juan G. Cusieran en autos con e! Banco Hipotecario Na~ 
eional. sobre desalojamiento. Recurso de hecho. 

Sumario: N*o procede el recurso extraordinario del artículo 
14. ley 4 t S. en un caso en que. no sólo la discusión 
en el pleito lia versado exclusivamente sobre puntos de de- 
recho común y de hecho, ajenos, por consiguiente, a dicho 
recurso, sino que los fundamentos de derecho común ex- 
puestos en la sentencia recurrida serían suficientes por sí 
solos jara sustentarla. 

Caso: l,o explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN 1>r-:i. SKXOR I'ROCI'K ATMJR íiEXKKAL 

Humos Aires, Julio 17 ilc 1'J27. 

.Suprema Corte: 

Xinguna de las tres causales que a fs. 103 de los autos prin- 
cipies invoca clon Juan G. Cas t eran y que amplía a fs. I. del 
presente recurso cíe hecho deducido en la causa que sobre desalo- 
jo le siguió e! líauco Hipotecario Nacional, son suficientes, 
en mi opinión, |>ara justificar la procedencia del recurso extra - 
ordinario de apelación interpuesto para ante V. E. y cpie le lia 

En efecto, la circunstancia de intervenir en la causa una 
institución federal como el Banco Hipotecario Nacional es no- 
toriamente ineficaz a los fines de acreditar la procedencia de 
dicho recurso, 

Tampoco lo es la invocación que se formula de la Ley Or- 
gánica de diclio líauco en el sentido de que ella ha sido violada 
l»or el mismo, ya que tal cuestión no aparece debidamente tratada 
en (a causa ni se ha citado siquiera la disjmsición legal que se 
supone desconocida, 

A tal fin es extemporáneo lo manifestado al apelar para 
ante V. E. y al recurrir de hecho ante esta Corte Suprema. 

La sentencia de la Cámara Federal, por otra parte, ha 
resuelto el caso por aplicación e interpretación exclusiva de dis- 
ipaciones de derecho común y de hecho y prtielja concernientes 
a la ejecución de un contrato de arrendamiento, fundamentos, 
todos ellos, suficientes para sustentar el fallo recurrido con pres- 
cindencia de las cuestiones de derecho federal que se dicen pro- 
movidas. 

Y, en cuanto a la violación del derecho de defensa en juicio 
que se hace radicar en la circunstancia de haberse adoptado para 
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■ 

el desalojo im procedimiento Miuiario y no el ordinario como lo 
sostiene el demandado, sin tachar de ¡nconstilucíonalidad dis- 
posición alguna de la ley de forma, ello envuelve una cuestión 
de derecho procesal que ha sitio resuelta en la causa con jurisdic- 
ción propia, e irrevisihlc por esta Corte Suprema según doctrina 
uniforme de V. K. 

I'nr ello soy de opinión <|ue eorre¡q>onde declarar bien de- 
negado el recurso extraordinario de apelación deducido en estas 
actuaciones. 

Horacio tf. Lamia. 



TALLO IJC LA SI f'WKMA CORTE 

lliienns Aires Agosto 5 ck 1927. 

Autos y Vistos : 
Considerando : 

í Jne según aparece del expediente solicitado por vía de infor- 
me, ta demanda de desalojamiento deducida por el Manco Hipo- 
tecario Nacional contra don Juan G. Casterán. se ha fundado en 
el hecho de haber transcurrido con exceso el término legal de 
dos ; ños señalado j>or el art. 1507 del Código Civil modif icado 
|H>r la ley número 11.156, para la duración del alquiler de casa, 
piezas o departamentos destinados al comercio o a la industria. 

Que la Cámara Federal de la Capital fundada en que el lo- 
catario entró a gozar deí inmueble el dia 9 de Mayo de 1924 y 
que el término de dos años se hallaUi por consiguiente, vencido 
el 2 de Jtmio de 1926. fecha de la instauración de la demanda, 
lia hecho lugar al desahucio solicitado. 

Que como se infiere de lo expuesto, la discusión en el pleito 
ha versado exclusivamente sobre puntos de derecho común y 
de hecho ajenos al recurso extraordinario de acuerdo con lo dis- 
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puesto t>or el artículo 15 de la ley 48 y a la reiterada jurispru- 
dencia de la Curte. 

Htie aún en la hipótesis de que hubiera sido planteada en 
la causa alguna de las cuestiones federales enumeradas por el 
artículo 14 de la ley n* 48, su consideración por esta Corte sería 
de todo punto inoficiosa y sin objeto desde que los fundamentos 
de derecho común expuestos en la sentencia serían suficientes por 
sí solos para sustentarla. 

En su mérito y de conformidad con lo expuesto y dictami- 
nado ]*or el Señor Procurador General se declara improcedente 
la queja. Xoüfiqucsc y repuesto el papel archívese devolviéndose 
los expedientes solicitados por vía de informe con transcripción 
de la presente y de lo dictaminado por el Señor Procurador 
General 

A. Bermejo. — J. Fioueroa Al- 
corta, — Roberto Refetto, 
— R. Crino Lavalle. 



Procurador fiscal de ia Cámara Federal de A Aviación del Ro- 
sario ni frs aitfns «Faustino Capa, por infracción a la tev 

Sumario : 1" Procede el recurso extraordinario del artículo 14, 
ley 4S, contra tina resolución de una Cámara Federaí que de- 
clara nulo toilo lo actuado, en razón de la falta de jurisdic- 
ción del juez para conocer en el proceso por infracción de 
la ley X-' sobre Ferrocarriles Nacionales. (Denegación 
del fuero federal). 

2° Corresponde a la jurisdicción federal el conocimien- 
to de un proceso seguido fxir un accidente ocurrido en las 
vias de un ferrocarril nacional, en el que se ha discutido y 
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ha sitio materia do contro versia y prueki, (as condiciones en 
qtws las vías se eiicontralan en el momento é¡l accidente, 
el que, |*>r otra parte, aícetalia la sentir ulad y el trafico fe- 
rroviario. Artículos SO. SI y simientes de la lev 

■ 

Í\tso: Lo explican las |>iezas sitíitii-niirs : 



DfCTÁ M F. X 'Mil. SKÑOJí t'kOtfKAlMJH CKXKKAI. 

Suprema Curte: 

Con motivo í\v un accidente ferroviario provocado j»or el 
Choque de nn In n de Ja empresa del Ferrocarril Central Cór- 
doki eonira otro dé la empresa del Ferrocarril ríe Santa Fe, cjuc 
tuvo lu^-ar en k ciudad del Rosario, se lia iniciado ante el Juez 
Federal de dicha ciudad el sumario correspondiente, habiendo el 
Procurador Fiscal acusarlo como culpable del accidente a Faus- 
tino Capa, conductor de la locomotora del tren de Santa Fe. 

Sustanciado el proceso, ha sido condenado Capa i>or el Juez 
de la causa. 

1'ero, llevada ésta en apelación, la Cámara Federal del Ro~ 
sario lia revocado la sentencia declarando nulo todo lo actuado 
en ratón de la falta de jurisdicción riel juez para conocer en el 
proceso, el cual está regido, se^ún aquel tribunal, por el derecho 
común, cotí prescindencia de las disposiciones de la ley cst>ceial 
íiinii. 2i<7¿ sobre Fer roca rri les Nacionales. 

Interpuesto recurso extraordinario de apelación para ante 
esta Corte Suprema contra la resolución referida de la Cámara 
Federal, ha sido denegado por ésta última. 

Tal resolución en mi opinión, nu es ajustada a derecho. La 
anulación del proceso por falta de jurisdicción en el juez, im- 
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porta ta denegación del futro federal arito el cual, por razón (li- 
la materia, el Procurador Fiscal dedujo su acusación. 

La denegación, pues, fie dicho fuero autoriza, en la circuns- 
tancia prcindicada. la interposición tlel recurso creado por el ar- 
tiettlb i 4 de la ley 48, que confiere jurisdicción en la causa a V, 
E. cu instancia extraordinaria. 

Kn cuanto al fondo del asunto, no es dudoso, en mi opi- 
nión, que la justicia naciunal es competente para conocer en este 

Se ha discutido en el mismo y ha sitio materia de controver- 
sia y tic prueba las condiciones en que las vías se encontraban 
en el momento del accidente en cuanto a señales y demás pre- 
cauciones creadas por las disiwsiciones de la ley 2S73 se refiere. 

La responsabilidad del acusado debe ser, así, juzgado por 
interpretación y aplicación de dichas disposiciones. 

Se trata, por otra parte, de un accidente ocurrido en las vias 
de un ferrocarril nacional (art. 3", inciso 3" de la citada ley), el 
mismo accidente afecta la seguridad y el tráfico ferroviario, es- 
tando el delito que él puede comportar, previsto y penado por 
tos arts. 80, SI y siguientes de la ley ya referida sobre Ferroca- 
rriles Nacionales. 

Todo ello permite afirmar que el caso es de competencia ex- 
clusiva de la justicia federal, de acuerdo con lo dispuesto por el 
art. y, inciso I* de la ley 48 y la doctrina de V. E. (133:264: 
137:100 y 141:338). 

Soy por ello de opinión que corresponde revocar la senten- 
cia apelada en la parte que ha sido materia del recurso y devol- 
ver estas actuaciones a la Cámara Federal para que, rcasumien- 

causa con arreglo a derecho. 

Horacio R. Larrcta. 
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?At.m OK LA lORU: SI PRI MA 

Humus Airvs. Atómi.p ** ile 

Autos y Vistos; 

Por lo* fundamentos del prccedci^e dictamen del Señor 
Procurador General y cualquiera sea !a pena aplicable al proce- 
sado, Víi ijue esta circunstancia no varia la naturaleza de la causa, 
¿feelárase |inict*tlt?iitt- la queja inter| tuesta y se revoca la senten- 
cia de fojas Si (autos principales L dchiendo devolverse estos 
autos a la Cámara Federal juira que reasumiendo la jnri> líceiótt 
de que se ha desprendida, flicle sentencia en la causa con arreglo 
a derecho. Xotifíquesc y devuélvanse, reponiéndose el papel en 
v\ iriUmal de su procedencia. 

A. BkKMKJü. — Jí l'HU'KROA AL- 
CORTA, — KOHKKTO Kül'KTTO, — 
R. Í'iVl\H> I,AVAU,K. 



Pon Eugenio l>iac l'cfrz en autos con Don Faustino Cam postro, 
sofrre desalojamiento. Recurso de hecho. 

Sumario: \ v interpretación del término de duración de un 
contrato de locación y la aplicahitidad al mismo, de la ley 
N" 11.15(>, en cuanto ésta modifica el artículo 1507 del Có- 
digo Civil, es. por su naturaleza, una clara cuestión de de- 
recho común, ajena al recurso extraordinario del artículo 
14. ley 48. 

2» Una apelación a la jurisdicción de la Corte no del*? 
ser una mera cuestión posterior; y. si algún derecho, privi- 
legio o inmunidad se ha fundado en la Constitución o leyes 
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nacionales. debe ser alegado y reclamado antes tic la deci- 
sión final tic la causa en la furnia determinada por el ar- 
ticulo 15 <lc ía ley W ü 

Caso : Lo explican las 



mCTÁJIKN DEL SI- ÑOR PHOCCRADOK C.ENEKAL 

Buenns Aires, Marzo 21 de 1927, 

Suprema Corte: 

j lo observa a fs. 15 el señor Juez de P instancia en 
lo Civil fie |a Capital de la Nación, no se ha resuelto cuestión al- 
evina sohre derecho federal en la presente causa seguida por don 
Iui»enio Díaz Vélez contra don Faustino Campastro, sobre des- 
alojo. 

Kt litigio ha quedado resuelto por razones de derecho 
común. 

Tampoco aparece oj>orluna y legalmente planteado el caso 
federal, se fundamenta recién a fs, 12, después de dictada la sen- 
tencia definitiva, vale decir, extemporáneamente. 

No basta, a los fines del recurso extraordinario autorizado 
por el arl. 14 de la ley 48, la vaga invocación de cláusulas de la 
Constitución Nacional hecha en la causa, si durante la tramita- 
ción de Ja misma no se ha demostrado o intentado demostrar la 
relación directa e inmediata que existe entre la cuestión discutida 
v la garantía federal que se sujkmic violada. 

Soy por ello de opinión que corresponde declarar Lien dene- 
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fallo di; la corte supkema 

Muchos Aires, Agosto 8 de 1927, 

Autos y Vistos : 
Considerando : 

Otio del examente de las actuaciones del juicio ludido i»r 
vía de ui forme y esi>ceialmentc del aeta tic fs. 8, no a|Kirecc lia- 
1 1>erse | llameado alguna de las cuestiones previstas por los tres in- 
cisos del art. 14 de la ley N» 48. en la forma y condiciones reque- 
ridas por el artículo 15 de la misma. 

Oue, en efecto, la interpretación del término de duración 
de mi contrato de locación y la aplicabilidad al mismo de la ley 
X* ll.l5í> en cuanto ésta modifica el art, 1507 del Código Civil 
es por su naturaleza una clara cuestión de derecho común. 

Oue tampoco se lia alegado antes del pronunciamiento de se- 
cunda instancia la mcoustWcionalidad de la i«irte de la ley 11.156 
referente al art. 1507 del Código Civil. Una ablación a la ju- 
risdicción de la Corle no debe ser una mera cuestión posterior ; 
y. si algún derecho, privilegio o inmunidad se lia fundado en la 
Constitución o leyes nacionales, del>e ser alegado y reclamado 
antes de la decisión final de la causa en la forma determinada 
pur el art. 15 de la ley N* 48, Tallos: tomo 139, página 97. 

F.n su mérito y de conformidad con lo dictaminado por el 
Señor Procurador General se declara improcedente la queja. No- 
li fíquese y repuesto el papel archívese, devolviéndose el expe- 
diente pedido pút vía de informe con transcrqsción de la presente. 

A. Bermejo. — J. Fiuueroa Al- 
corta. — Roberto Rki-etto, — 
K. Grmo La valle. 
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Don lid nardo It/lcsias contra la Caja Nacional de Jubilaciones y 
Pensiones CívUrs, sobre devolución de aportes, 

Sitttiarío : Por la Ley Orgánica del Ejército, N* 4707, los asiitu? 
lados que prestan servicios en los Cuerpos Auxiliares y en 
las distintas dqu-ndi-ncias del Ministerio de la Guerra, go- 
zan do! estado y carácter militar (art. 46, título II, capítulo 
III), computándose sus servicios a los efectos del retiro 
militar y no a la jubilación ; jxmt lo que, el caso de un oficial 
do Administración dependiente del Ministerio de la Gue- 
rra, no está comprendido en el régimen que la ley 4349 ins- 
tituye para los funcionarios, empleados y agentes civiles que 
dcsemjicñan cargo en la Administración y, corresponde, en 
consecuencia, que se le reintegre los ajx>rtes a la Caja de Ju- 
bilaciones que acredite halier realizado por" concepto de sus 
sueldos. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



SENTENCIA DEL SEÑOR JUEZ FEDERAL 

Buenos Aires, Octubre 19 de 1925. 

Y Vistos : Los promovidos por don Eduardo Iglesias contra 
la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones Civiles sobre de- 
volución de descuentos. 



Y Considerando: 

1° Que el actor pide se condene a la Caja a la devolución 
de dos mil ciento treinta y cuatro ¡josos m/n., que se le descon- 
tó indebidamente en los sueldos ]ierctbidos como Oficial de Ad- 
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ministraríon del Ejército, gpt no teniendo carácter dé empleado 
civil, sino militar, mal se te han pulido hacer esos descuentos. 
Invoca diversos preceptos de las leyes 4707, -4349, Código Civil, 
decretos del P. F„ de Enero 24 de 1919, Septiembre 10 de 1910 
y se ampara en el fallo dictado por el suscripto en el caso Gon- 
zález Piris v. Caja, para solicitar se condene a la demandada a la 
devolución de la expresada suma con intereses y costas. 

La Caja demandada contesta a fs. 8 manifestando que a! ve- 
rificar tales descuentos procedió dentro de sus atribuciones, des- 
de nuc el actor del* ser considerado como empleado civil sujeto 
al régimen de la ley 4349, atento el carácter de sus servicios. 
A^ree,a que no se trata del caso contemplado por ct art. 27 de esa 
ley y luego de otras reflexiones, termina pidiendo se rechace la 
acción interpuesta, con costas. 

2? Q U e al resolver el suscripto la presente causa, recuerda 
el estudio y solución dada en el caso Harinosa Moyano de Ville- 
gas y otros contra la demandada |>or idéntico motivo al que da 
origen a este juicio. 

sentencia del suscripto, fecha S de Julio de 1924, ha sido 
confirmada por sus fundamentos por la Cámara Federal de la 
Capital el dia 14 del corriente mes. 

A dichas sentencias se remite el proveyente en esta ocasión 
v dá por reproducidos sus argumentos aplicables en un todo a 
este asunto, dada la profunda analogía que ambos fardan. 

& Ouc a mayor abundamiento, conviene robustecer esta de- 
cisión, Uniendo de relieve que el P. E. en sus decretos de Enero 
24 de 1919. Abril 2K de 1909 y Diciembre 23 de 1907. ha reco- 
nocido «me el personal de oficial de Administración no se encuen- 
tra comprendido en los términos de la ley 4349 y ley aclaratoria 
4S70. y que con arrezo a la ley 4707 goza de estado militar, no 
debiendo contribuir con parte de sus sueldos para la formación 
de im fondo col! el que no va a na^rse su retiro. Véase Holetin 
Militar, números 52, 269 y 1382. 



M discutirse c** el H. Senado la lev 9675. dijo el señor Se- 
nador doctor Zabala. miembro in formante, que «en el capítulo 
del estado militar, se establecen los mismos principios que los 
consagrados en la ley vidente (4707), iwro se definen más cla- 
ramente algunas puntos*. (Véase Diario de Sesiones, año 1915. 
pagina 674). 

Alerece destacar en esta sentencia, que los fondos y rentas 
a que se hace alusión en el art. 1- de la ley 4349, tienen un des- 
tino especial, en el que no se encuentra comprendido el retiro mi- 
litar que corresponde a los oficiales de Administración y que el 
art, 58 de esa ley expresa que no se computarán a los efectos de 
la misma, los servicios descmi>eiiados en el Kjército. cuando és- 
tos sean retribuidos con retiro militar, 

Y. finalmente, por vía de doctrina en este asunto .cal* traer 
a cuenta, lo establecido por b Suprema Corte cu su fallo del 
tomo 114, página 193. 

Por las consideraciones que preceden fallo: condenando a la 
Caja Nacional de jubilaciones y Pensiones Civiles, a devolver 
a don Eduardo Iglesias la cantidad de dos mil ciento treinta y 
cuatro pesos ni/n„ en concepto de descuentos indebidamente efec- 
tuados (art. 86, ley 50). con intereses estilo Banco de la Nación 
a contar desde la notificación de la demanda. Sin costas, atenta 
la naturaleza de la causa y no hallar mérito para imponerlas a la 
Caja. Fijo el término de diez días fiara que la demandada dé 
cumplimiento a esta sentencia, de acuerdo con la ley 5, título 27, 
partida 3*. Notifíquese, repóngase el sellado, archívese el pre- 
sente y devuélvase el administrativo adjunto, a su procedencia. 

Saúl M. Escobar. 
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SENTENCIA DE I. A TAMARA FEDERAL HK Al'ELAGlÓN 

Buenos Aires, Abril de lfl*i. 

De acuerdo ton l*> resuelto por este Tribunal en el caso <lc 
Barbosa Moyano de Villegas, fallado el 14 de Octubre de 1925 y 
siendo arreglada a derecho, se confirma la semencia apelada de 
fojas 4f*i, que condena a la Caja Nacional de Jubilaciones y Pén- 
ennos Civiles, a devolver a Eduardo Iglesias la cantidad de dos 
mil ciento treinta y cuatro pesos m/n. en concepto de descuentos 
indebidamente efectuados, con intereses a estilo del Manco de la 
Nación Arruina desde la notificación de la demanda. Devuél- 
vanse y repónganse las fojas en el juzgado de origen. — B. A. 
\'ti-ar Anchorcna. — Marcelino Escala. — T. Anas. — /, P. 
Luna. José Marcó. 



PALLO OH LA CORTE St TREMA 

Muenns Aires, Agosta 1" de lí>27, 

Y Vistos : El recurso extraordinario interpuesto y concedido 
contra sentencia de la Cámara Federal de Apelación de la Capi- 
tal en el juicio seguido )wir el Oficial de Administración asimi- 
lado a capitán, don Eduardo Iglesias, contra la Caja Nacional 
de Jubilaciones y Pensiones Civiles por devolución de aportes. 

Y Considerando: 

Qtte de los términos en que el litigio ha sido controvertido 
en tas instancias correspondientes, se deduce que el derecho a la 
dev Ilición de los aportes que persigne la demanda no se hace de- 
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rivar en el ¿it¿> jmticv de la circunstancia de cinc |x>r determinadas 
cansas resulte imposible obtener legalmente el actor la jubilación 
respectiva, sitio <le la consideración fundamental de que en reali- 
dad 110 se trata en el caso de un empleado civil, sinó militar, re- 
gido |Kir normas legales distintas de las que consagran las leyes 
de jubilaciones y pensiones civiles, y, en consecuencia, no ha po- 
elido practicarse a su respecto, el desatento a que dichas leyes se 
refieren ; sosteniendo, a su tumo, la luirle demandada que el actor 
no lia sido un empleado militar sino un empleado civil al servicio 
de una administración militar, y que, por consiguiente» en las re- 
laciones de este orden con el Estado le son aplicables las leyes 
en cuya virtud la Caja de Jubilaciones lia percibido los aportes 
de que se trata. 

Que asi caracterizada la litis, es de elementa] consideración 
que para resolver corresponde determinar la naturaleza legal asig- 
nada al empleo o cargo público desempeñado por el actor. La di- 
lucidación de este punió resuelve el caso de autos y la demanda 
será o no procedente según que el Oficial de Administración, de- 
ludiente del Ministerio de la Guerra, invista carácter militar o 
civil, derivado de la naturaleza de las funciones de su cargo, de 
las leyes, reglamentos, decretos o resoluciones de aplicación per- 
tinente. 

Que el examen de los antecedentes reglamentarios y adminis- 
trativos sobre esta materia, demuestran que una completa dispa- 
ridad de criterios lian determinado -decisiones o interpretaciones 
contradictorias al respecto, mixtificándose por derogaciones suce- 
sivas el concepto o sentido legal de la cuestión, y originando las 
dificultades que la institución demandada ha encontrado en casos 
como el de autos para deslindar las atribuciones y deberes que en 
ellos le competen. 

Que, en general, las divergencias reglamentarias señaladas 
provienen sin duda, a su vez, de que la legislación resi»ectiva tío 
ha sido tampoco uniforme sobre este punto. Asi, la ley de crea- 
ción de las Intendencias Militares, si bien declaró a los funciona- 
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rios ilc las mismas sujetos a la jurisdicción militar y les acordó 
asimilación, estableció al mismo tiempo que ta asimilación no da 
derechos al estado militar. (Ley 5305, art. 10, in fine), y en 
consecuencia, la reglamentación correspondiente dedujo que los 
empleados en tales condiciones, esto es, exentos del estado militar, 
— que es ]>or definición legal el conjunto de obligaciones y dere- 
cho que las leyes y reglamentos establecen ])ara cada militar en 
su grado, situación y destino, — no eran propiamente militares, y 
a los efectos de jubilaciones y pensiones estaban comprendidos en 
la ley N - 4.14') de pensiones y jubilaciones civiles, 

One en lo relativo al punto en deliate, la ley 3305 y su 
reglamentación han sido modificadas por leyes y decretos poste- 
riitres qüe disponen en sentido contrario de lo que allí se prescri- 
biera. En efecto» la Ley Orgánica del Ejército ha establecido que 
gozan del estado militar todos los oficiales del ejército de las ar- 
mas rnmlmt ientes y los asimilados que prestan servicios en los 
cuerpos auxiliares y en las distintas dependencias del Ministerio 
de la (¡uerra (ley N v 4707, art. 16, tít. II, cap, III), disposición 
que está en vigencia no obstante las modificaciones de esta ley por 
la N* 9075 y que lia sido reglamentada en el sentido de que se com- 
puten como servicios militares, no sólo los eme preste el personal 
de asimilados, sino también el de los equiparados sujetos a la ju- 
risdicción militar (decreto del 24 de Enero de 1919). 

Que dados estos antecedentes, de los que resulta que a los 
empleados de que se trata, tes asigna la ley estado y carácter mi- 
litar, computándose sus servicios a los efectos del retiro militar 
y no a la j ululación civil, es evidente que el suh jndice no está 
comprendido en el régimen que la ley N» 4349 instituye para los 
funcionarios, empleado y agentes civiles que desempeñan cargos 
en la administración, toda vez que los desempeñados por el actor 
tomaron otro carácter, determinado por la asimilación al estado 
militar, y dieron origen a la situación de retiro que se acredita 
por el documento de fs. 2R de autos. 

Mué en tales condiciones es de lógica consecuencia se reinle- 



¡íit ni demándame los abortes a la Caja de Jubilaciones que acre- 
dite haber realizado por concepto de descuento de sus sueldos, 
sin que esto importe dar mayor amplitud de la (¡ue corresponde 
a la interpretación del art. 27 de la ley N* 4349, no sólo [Kirque 
no es, sin duda, necesario í|ue la ley declare que delwti devolvér- 
sele sus aportes a quien demuestre que manifiestamente no los 
del «a, sino también porque, como esta Corte lo tiene daclarado, 
el concepto restrictivo con que procede interpretar y aplicar la 
disposición legal aludida, no implica la estricta sujeción a sus 
términos esencialmente literales, pues, los análogos o equivalen- 
tes que armonizan con el manifiesto espíritu de la ley, no pue- 
den ser excluidos como factores determinantes c!e la verdadera 
inteligencia de la misma, fin primordial en el caso, como en to- 
dos los que son del resorte de la verdad y la justicia, (Fallos, 
tomo 145, página 384). 

Por estos fundamentos y los concordantes del fallo de pri- 
mera instancia confirmado por la sentencia anclada, se confirma 
esta en cuanto ha podido ser materia del recurso. Notifiquese 
y repuesto el papel, devuélvanse al tribunal de procedencia. 

A. Bermejo. — Roukkto Repetto 
■ — M. Latjkencena. — R. Crino 

/.AVALLE. 



Kxiwrto det Jure del Crimen de ta Ciudad de Rio Citoria (Pro* 
liueia de Córdoba), al de igual chtse de la Ciudad de San- 
tiago del listero, (su dilujenciamieuto) , 

Sumario: Corresponde a la Corte Suprema dirimir un conflicto 
entre jueces de distinta jurisdicción, respecto a las formali- 
dades que debe llenar un exhortn librado por uno de ellos. 
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* Para que un exhorto dirigido por autoridades tmcíc*- 
nales a átttpi ¡dades de provincia o nacionales fuera de su 
jurisdicción pueda dilige nciarse, no se requiere más requisi- 
to que la firma del juez y et sello del juzgado resjjcctivo, 

í ti.\o: l.o explican las piezas siguientes: 



\< TO DEL JTtJKZ DFL l'KI.MKN 

R¡i> QiarM, Mayo 17 de 1&Ü7. 

Vistos; et exhorto dirigido al Señor Juez del Crimen de la 
Ciudad de Santiago del Estero solicitando tos antecedentes per- 
sonales, (xiliciatcs y judiciales del encausado Pedro Tkirra o An- 
uel Medina i» Ignacio García o Rodríguez (a) «El Santiague- 
ño* y la negativa a diligenciarlo del juez exhortado. 

V Considerando ; 

h'-Ouc según el alcance ciado por la Suprema Corte de Jus- 
ticia de la Nación a la ley X" 44 solirc autenticación de actos pú- 
t>l ¡cus v procedimientos judiciales, el exhorto devuelto tiene la 
autenticación necesaria aún careciendo de los requisitos del art. 
de la mencionada ley, los cuales son solamente exigibles en aque- 
llos procedimientos judiciales que se quiere hacer valer en otra 
provincia cuino comprobantes p como tirulos de algún derecho y 
ni > en he- o .imm ¡cae iones entre jueces de distinta jurisdicción, 

O ue siendo así, no carece la rogatoria de referencia, del 
requisito establecido en el art. 1J.S del Código de Procedimientos 
Civiles de la Provincia de Santiago del Estero; pues tenida por 
auténtica la comunicación del proveyente, refrendada por el ac- 
tuario, es necesariamente auténtico y fehaciente su conten idi> 
obrado de conformidad a lo resuelto en el proceso mencionado. 
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-V Ouc el resolver la cuestión planteada \»it el Juez exhor- 
tado es tW incumbencia de la Suprema Corle de Justicia <le la Na- 
ción, según ella misma lo tiene resuelto interpretando el art. 9* de 
la lev N- 4055* en la contienda trabada entre el Juez letrado 
del Territorio Nacional fiel Chaco y el de lo Civil y Comercial 
fie Santa Fe ( (''alio del lf> de Diciembre de 1913) y la trabada en- 
tre el Juez del Crimen de Segunda Nominación de esta ciudad 
y el Juez de Instrucción en lo Criminal y Correccional de la Ca- 
pital Federal. (Fallo del de Octubre de 1924). 

l'or b> tanto resuelvo: Elevar a la Suprema Corte de Jus- 
ticia de la Nación los autos de la referencia para que dirima la 
cuestión. Transcnliasc al expediente. — M. A. Sagayo. — Ante 
mí : Mif/m t rérec Vidria. 



DUTAMKN DHL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Jimio 8 de 1927. 

Suprema Corte: 

En tas causas que se registran en la colección de fallos de 
este Tribunal, tomo 146, pág. 416 y tomo 147, pág, 417 V. E. 
ha dicho, reproduciendo lo uniforme y reiteradamente resuelto 
con anterioridad, que a los fines de la protocolización de los des- 
pachos preca torios dirigidos por jueces de una provincia a los 
ite otra, basta con que dichos despachos lleven la firma del juez 
y el sello en tinta del Juzgado. 

Nuevamente se trae a resolución de V. *E. la misma cues- 
tión, promovida por la negativa del Juez en lo Criminal y Co- 
rreccional tic Santiago del Estero a dar cumplimiento a un ex- 
horto que. llenando los requisitos antes indicados, le ha sido di- 
rigido |H>r el Juez del Crimen de Rio IV (provincia de Cór- 
doka). 
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Corresponde, iuicí, dirimir d conflicto de acuerdo con l;i 
doctrina dt V. I", precitada. 

Tal es mi dictamen. 

I i ontvio tí. Larreta. 



PALLO DE LA CORTi: SUPREMA 

Huciios Aíi-l-s, Aiíusto 17 tic ISS?, 

Auto?; v Vistos: 
Considerando : 

* 

Que tratándose en el caso de un conflicto entre jueces de 
distinta jurisdicción respecto a las tormalidades <le un exhorto 
li i irado ñor uno <le ellos, procede la intervención de esta Corte 
ile acuerdo con los móviles y el alcance atribuidos en reiterados 
casos análogos al art. 9¡ de la ley 4055. 

Que en ejercicio de la facultad conferida a este Tribunal 
por eT art, 10 de la ley precitada, y art, 2» de la ley X* 7099. 
sobre superintendencia general, se dictó él reglamento para los 
juzgados de Territorios Nacionales y d de los Juzgados de Sec- 
ción, estableciéndose en dios que siempre que hayan de librarse 
desjiachos dirigidos a autoridades de provincia o a autoridades 
nacionales fuera de su jurisdicción, se pondrá el -ello en tinta 
del juzgado con la íirma del Juez. ( Acordada de 21 *l Febrero 
de 1905; Fallos: lomo 90, 9). 

i h\r llenadas dichas formalidades en el exhorto de ís. 3 
dirigido |M»r el Juez del Crimen de Río Cuarto, provincia de 
Córdoba, al de lo Criminal y Correccional de Santiago del Es- 
téril, l>asta la observancia de tales requisitos para la legalización 
del despacho precatorio de referencia, sin qne puedan uponer- 
>v a esta decisión, en el caso, los reparos en que se funda el auto 
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denegatorio del juey, exhortado, por cnanto, según se ha estable- 
cido |K>r esta Corte, entre otros, en el fallo del tomo 118, pági- 
na 202, los procedimientos judiciales a que se refiere el art. 2? 
de la ley M 44 y, por consiguiente, los que prescribe la ley nú- 
mero 5133, son acpicllos que se quieren hacer valer en otra pro- 
vincia como compro) jantes o como títulos de algún derecho, y no 
las comunicaciones entre jueces de distinta jurisdicción, entre las 
que se comprende a los exhortos n oficios que se dirigen encar- 
gándose el flesenijicnode diligencias relativas a los auntos de que 
conocen. Fallos; tomo i?, pág. 385: tomo 143, pág. 187, entre 
otros). 

Por ello y de conformidad con lo expuesto por el Señor 
Procurador General, se declara que el oficio rogatorio aludido 
está en debida forma y debe ser cumplido por el Juez de Santia- 
go del Estero. A sus efectos devuélvanse los autos at Juez de 
Rio Cuarto a fin tic que reitere el exhorto de fs. 3. con trans- 
cripción de la presente resolución. 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta. — M. Laukkncexa. — 
R. Grino Lava li.k. 





Don Alberto Taiatta contra li: Provincia de Hítenos Aires, sobre 
cobra de honorarios. Excepción de incompetencia. 

Sumario ■ Corresponde a la jurisdicción de la Corte Suprema el 
conocimiento de un juicio promovido |Kir un vecino de la 
Capital Federal contra una provincia, por cobro de honora- 
rios profesionales, fundado en el articulo 1627 del Código 
Civil. (No se acreditó con los respectivos comprolrantcs que 
el actor fucru empleado a sueldo, siendo insuficiente, al efec- 
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■ 

t'i. una resolución pur la que se te fijaba. <i fostrriori. un 
sueldo mensual, sin (pe aquél lo solicitase, aceptase o per- 
eil riese ) . 

Caso: Lo explican las piezas siguientes ; 



IMCTÁMKX IHX SHXOK PROCUftAfW3K UKNKKAl. 

Butnos Aires, Julio 29 de 1927. 

Suprema Corle: 

YA ingeniero Alberto Tañí na demanda ante V. E. a la Pro- 
vincia de Buenos Aires j>or cobro de honorarios profesionales, 
invocando la jurisdicción originaria y exclusiva de este Tribunal 
(jue le acuerdan los artículos 100 y 101 de la Constitución Na- 
cional y art. 1\ inciso l v de la ley 4& 

Mistificada su vecindad fuera de la provincia referida, V. 
! ;. dió curso a la demanda teniendo por acreditada la jurisdic- 
ción en cuanto hubiere lugar por derecho. 

Pero la provincia, sin contestar dicha demanda, opuso la 
excepción dilatoria de incompetencia de jurisdicción, sostenien- 
do que no se trataki Je una «causa civil», sinó regida por el 
derecho público o admnistrativo en cuyo ejercicio había proce- 
dido la provincia. 

Los servicios profesionales cuyo pago demanda el ingenie- 
ro Taiana, han quedado reconocidos por las partes, no así el 
monto de los honorarios que por los mismos corresponde ]>agar. 

De la prueba producida al respecto se deduce, en mi opinión, 
míe lo que se reclama en esta causa es una verdadera locación 
de servicios, con precia no ajustado por las partes. 

f.a provincia interviene asi como persona jurídica del de- 
recho común y su responsabltdad debe ser juzgada a través de 



las disposiciones concernientes del Código Civil en las cuales et 
actor ha fundado su demanda. 

Por otra \ Jarte. la obligación de pagar el inerte de esos 
trakajos, sin fijación de su monto total, lia tenido un principio 
tic ejecución al reconocer la provincia y alionar al ingeniero 
Taiana «na suma de dinero a cuenta de sus servicios profesio- 
nales (fs. 34, expediente agregado Jet ra T., X o 76, año 1924), 
entrega que aparece dispuesta atento al pedido formulado por el 
mismo actor, mientras tanto se íijaUi el monto de sus honorarios. 

Xo puede, pues, sostenerse, en vista de estos antecedentes, 
como lo hace la provincia, (|ue el ingeniero Taiana haya sido 
un empleado a sueldo de la misma y como tal. de acuerdo con la 
doctrina de V. E., inhabilitado para deducir esta demanda por 
cobro de sus haberes atrasados. 

f .a causa que se inicia es. en mi opinión, de las que corres- 
ponde a la jurisdicción originaria y exclusiva de esta Corte Su- 
prima. 

Tal es nu dictamen, 

Horado R. Larrrta. 



FALLO OK LA COkTI* SrPRKMA 

Buenos Aires, Aguato 19 de 1927. 

Y Vistos: Para resolver la excepción de incompeten- 
cia propuesta a fs. 74; y 

Considerando : 

l u Que et art. ¡00 de la Constitución Nacional y K in- 
ciso 1* de la ley j¡* 4S. atribuyen a la Corte Suprema jurisdic- 
ción originaria y exclusiva para conocer en las causas civiles en 
que sea parte alguna provincia y algún vecino o vecinos de otra. 
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2 J Qnv la naturaleza de la cansa Sé determina |X)r la expo- 
sición i le Ion hechos formulados en la demanda y |>or el derecho 
invocado a su respecto. 

- • ■ 

3P Que en el caso de autos el actor, vecino de esta Capital, 
reclama, contra la Provincia de Buenos Aires, honorarios profe- 
sionales devengados en servicio de aquella, en razón de los pres- 
tados como se detallan en la demanda, apoyando su pretensión 
en el art. 1027 del Código Civil relativo a la locación de ser- 
vicios. 

4'' Que basta recordar estos antecedentes para convencerse 
que el actor reclama una suma de dinero, a que se dice acreedor, 
a mérito de un contrato privado celebrado con la demandada, 
contrato que engendra derecho y obligaciones de carácter civil, 
que se dan como existentes, entre la persona del actor y ta Pro- 
vincia de Buenos Aires, en su carácter de persona jurídica, y que 
sólo pueden hacerse valer ante el Tribuna] de la Constitución 
y de la lev art. 100 de la Constitución y l v , inc. l v de la ley 48). 

5* Que no obstante la claridad de la situación jurídica que 
se plantea, la demandada, sin contestar la demanda, ha propues- 
to a fs. 74 la excepción de incompetencia autorizada por el art. 
73 de la ley 50 y para fundarla alega que ta promovida no es 
una causa de carácter civil regida por el Código invocado, sino 
una cuestión que atañe al derecho administrativo, como son las 
derivadas, respecto de sueldo o halarse entre los empleados de la 
administración pública y el Poder Ejecutivo del Estado. Niega 
por lo tanto la existencia de locación de servicios de carácter co- 
mún sosteniendo que el actor es un empleado a sueldo y con el 
sueldo fijado por decreto. 

C v Qw la demandada no ha producido la pruclia concreta de 
qiu i el actor sea empleado de la Provincia, cual seria el nombra- 
mientu respectivo producido oportunamente por el Poder Eje- 
cutivo, dentro de sus facultades, no bastando al efecto la resolu- 
ción, jxir la cual se fija, a [K>sieriori, un sueldo mensual a Taiana, 
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sin que éste lo solicítase, aceptase o percibiese, y después de ha- 
larle adelantado quince mil pesos a cuenta de sus servicios pro- 
fesionales y no de sus sueldos, como erróneamente se afirma, 
circunstancia esta demostrativa del concepto en que se tenían 
los traliajns del actor, por el Poder Ejecutivo de la Provincia. 
(Decreto de Mayo 12 de 1924, Ss. 34, expediente letra 1\, 
m'unero 76 y otro ele Abril 30 de 1926, ís, 7. expediente tetra 
A., número 247, agregados (¿ür cuerda floja. 

Ouc en consecuencia y ateniéndose a lo dicKo en los con- 
siderandos 1 y 2 y a los hechos y derecho alegado en la deman- 
da, se llega a ta conclusión de que la presente acción es de !as 
comprendidas tn la jurisdicción originaria fie la Corte Suprema. 
Así lo ha resuelto ésta, en ocasiones análogas y avocándose el 
conocimiento de las cansas que se citan por el actor y, última- 
mente, en ta de Quirós contra la Provincia de Satta, fallada en 
Agosto 5 de 1927. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo dictaminado 
l»r el Señor Procurador General, se rechaza la excepción opues- 
ta» con costas, y conteste la provincia derechamente la demanda 
de acuerdo con el emplazamiento de fs. 64. Notifíquese y re- 
póngase el papel. 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta. — M. Laurencena. — 
R. Guido La valle. 
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/osé Cliiaparrone instaura juicio de ineonstititeianalidad de 
resoluciones de tm Juez de Paz de la Capital y otro en h* 
Ctvil de la misma. 

Sumario: 1" Tollos los jueces de cualquier jerarquía y fuero, 
pueden interpretar y aplicar la Constitución y leyes de la 
Nación en las causas cuyo conocimiento les corresponda, sin 
[tef juicio itel recurso del articulo 14 de la ley 48 en los ca- 
sos míe proceda. 

2* Xo son susceptibles de revisión por ta justicia nacio- 
nal tos actos y procedimientos de los jueces locales y de 
provincia, ni demandadles ante dicha justicia como tales jue- 
ces, fuera de los casos expresamente establecidos por la ley. 

3 fl I a justicia federal es incompetente para conocer de 
una demanda contra un Juez de Paz de la Capital y contra 
«m Juez, de 1" instancia de la misma, |ior inconstitucional i- 
darl de resoluciones dictadas en ejercicio de su jurisdicción 
respectiva. 

C aso: Lo explican las piezas semientes: 



Vista fiscal 

Huimos Aires. Septiembre 4 tic 1926. 

Señor Juez* 

Resultando de lo expuesto en la demanda que el juicio a 
que se alude y en que se fundamenta la acción tramitó ante la 
justicia ordinaria de la Capital. U, S. es incompetente para en- 
tender en esta causa, de conformidad con lo dispuesto en el art. 
14 de la ley X* 48. sin que sea óbice para ello el curioso pedido 
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tic inconstiluciounlidad que se formula, ya que incumbe a los 
tribunales de [provincia interpretar y aplicar las leyes de la Na- 
ción en las causa* cuyo conocimiento les corresj>ondc originaria- 
mente. (Fallos, Sup. Curte, tomo 27, páp. 449), 

Mi OtUfa Percyra. 



SENTENCIA OBL SEÑOR J L" EZ FEDERAL 

Buctios Aires, biciemhrr 1* Oc 1936. 

Autos y Vistos : 
Considerando ; 

Que don José Chiaixirrone en su escrito de fs, 3 demanda 
por inconstituctonalidad de resoluciones dictadas, ai Señor Juez 
de Paz de la Sección 25 de esta Capital y al Señor Juez de Pri- 
mera Instancia en lo Civil, doctor Gastón F. Toba! y a don Luis 
Pablo Martínez, y solicita en el tercer punto de su petitorio, que 
en oportunidad se declaren inconstitucionales las resoluciones que 
los nombrados jueces dictaron en un juicio en que el presentan- 
te como cesionario de don Julio Guillermo Keidó debía tomar in- 
tervención. Según el actor, no hizo lugar el señor Juez de Paz 
a la petición de que se notificara la cesión al deudor cedido por 
considerar que Chiaparrone no era parte en el juicio hasta tan- 
to se justifique no hallarse inhibido Reidó, y el Señor Juez en 
lo Civil confirmó esa resolución. 

Resulta» pues, que el demandante pretende que este juzgado 
revea resoluciones dictadas en la jurisdicción ordinaria, no obs- 
tante lo preceptuado en el art. 14 de la ley X" 48, con arreglo al 
cual una vez radicado un juicio ante los tribunales de provin- 
cia, será sentenciado y fenecido en la jurisdicción provincial sin 
perjuicio del recurso extraordinario que se acuerda para ante la 
Corte Suprema, en los casos allí previstos. 



1M FALLOS ÜE LA CORTE 51'FREMA 

Por ello y ÚG acuerdo con lo dictaminado por el Señor Pro- 
curador Fiscal, declaro que no corresponde a la jurisdicción de 
este juzgado el conocimiento de la demanda deducida. Rep. las 
fojas y archívese. 

Rodolfo S. Frrrer, 



VISTA DKL FISCAL HE CÁMARA 

JWnos Aires. Mayo 27 de 1927. 

Kxma. Cámara: 

Por sus fundamentos y de conformidad con lo dictaminado 
a fs. 1 1 vta.. estimo que corresponde confirmar el auto apelado 
de fs. 13. que declara la incomiwtencia de la justicia federal 
para conocer en la presente demanda iniciada por don José 
Cluaparrnne. 

Man tul /?. de A m horma. 



SENTENCIA OF LA CÁMARA FEDERAL 1>F APELACIÓN 

Huertos Aires Jutiin 12 de V)27. 

Y Vistos: 

Por sus fundamentos y de acuerdo con lo dictaminado jkji 
el Señor Procurador Fiscal de Cámara, se confirma la sentencia 
apelada de fs. 13, que declara no corresponder a la justicia fe- 
deral el conocimiento de la demanda deducida a fs. 3 por José 
Chi qvarroue. Devuélvanse y repónganse las fojas en primera 
instancia. — /. /\ I.uiut. — Mará lino ILuatada. — T. Arias. — 
Jaú Marcó. — !¡, Xa jar AuAiomm. 
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niCTAMKX IIKL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Agosto 5 ilc 1927. 

Suprema Corte: 

El recurso deducido a fs. 22, procede por razones de fomia 
y encuadra dentro de lo dispuesto por el art. 14 de la ley 48. 

En cuanto al fondo del asunto : siendo notoriamente impra- . 
cedente la invocación del íuero federal que hace don José Chia- 
parronc en la presente causa que se inicia por ¡nconstituciona- 
lidad de resoluciones <! ¡eradas en juicios tramitados ante los tri- 
bunales locales de ta Capital de la Nación, doy por reproducidos 
los fundamentos de las sentencias de fs. 21 y 13 y las conside- 
raciones concordantes aducidas por el Ministerio Fiscal y pido 
a V. E. confirme en todas sus partes la resolución apelada dic- 
tada por la Cámara Federal de la Capital. 

m 

Horacio R. Larrcta. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Agosto 22 de W27. 

Y Vistos : El recurso extraordinario interpuesto y concedí- 
do contra sentencia de la Cámara Federal de Apelación de la 
Capital en el juicio instaurado por don José Chiaparrone sobre 
inconstitucionalidad de resoluciones de un Juez de Paz de esta 
Capital y de otro en lo Civil de la misma. 

Y Considerando: 

Que de conformidad con lo dictaminado a fs. 11 vta. f 19 y 
30. y lo resuelto por las sentencias de primera y segunda írLs- 
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rancia (f*. 1.1 y 21). es evidente la incompetencia dé la justicia 
federal para conocer de esta demanda contra dos funciunarios 
del fuero común, fiOr ineonsliiueionaltdad de resoluciones dicta- 
das en ejercicio tic su jurisdicción respectiva, 110 sólo por lo 
(Jüe preceptúa el primer apartado del art. 14 de la ley N v 4K, 
sino porque todos los jueces, de cualquier jerarquía y fuero, 
pueden interpretar y aplicar la Constitución y leyes de la Na- 
ción en las causas a cuyo reconocí miento les cor resalida, todo 
sin perjuicio de! recurso del citado art. 14 de la ley 4N en los 
casos en que proceda, 

Que i>or lo demás, la jurisprudencia de esta Corte ha esta- 
blecido en reitera* Iris decisiones, que 110 son susceptibles de re- 
visión por la justicia nacional los actos y procedimientos de tus 
jueces locales y de provincia, ni demandóles ante diclta justicia 
como tales jueces, fuera de los casos expresamente establecidos 
|íor la ley. (Fallos, tomo 40. ]»ájí. 1K1 : tomo 41, pág. 43; tomo 
115, pájfi 69, entre Otros). 

Por ello, y de acuerdo con lo expuesto y pedido pí>r el Se- 
ñor Procurador General. *e confirma la sentencia recurrida que 
declara la incompetencia en el caso de la justicia federal. Noli- 
fíquese y repuesto el jtapcl, devuélvanse al tribunal de proce- 
dencia, 

A. Ukkmejo, — Roiierto Kkpetto 
— K. Guido Lavalle. 



( rtmhuü erntru Modesto Cirdti, f or encubrimiento del delito 
de uhuji tito. 

Sumaria : 1" Cuestionada la validez de una disposición del Códi- 
go de Procedimientos en lo Criminal de la Provincia de 
Sania Fe, )>or conceptuarse que se halla en pugna con el ar- 
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ticülo o7, inciso 1 1 de ta Constitución Nacional y con los 
artículos 1077, 1078. 10K2, 1091, 1109, 4037 y 3986 del Có- 
digo Civil, procede el recurso extraordinario del art, 14, ley 
4S, contra la resolución favorable a la validez de dicha dis- 
posición de la ley local 

2 p Iniciada la acción civil que acuerdan los artículos 1077 
y 1078 del Código Civil, se interrumpe la acción penal res- 
pectiva, 

3* Las relaciones privadas de las personas, así como to- 
do lo referente a la adquisición o extinción del derecho de 
propiedad por las mismas, es del dominio de la legislación 
civil y comercial, que la Constitución atribuye exclusiva- 
mente, al Congreso Nacional, y a la cual de1>en conformarse 
las provincias no obstante cualquier disjxjsicióu en contrario 
que contengan sus constituciones o leyes locales (arts. 31 y 
67, inciso II de la Constitución); en consecuencia, y ha- 
biéndose constituido et actor por el delito cometido contra 
él y en virtud de lo dispuesto en el art. 1077 del Código Ci- 
vil, cu acreedor del querellado por el monto del perjuicio 
sufrido, la sentencia que lo priva de un derecho legítimo 
haciendo prevalecer una ley provincial de forma sobre el Có- 
digo Civil, tey suprema de la Nación, carece de fundamen- 
to legal y procede su revocatoria en cuanto declara j ►rescrip- 
ta la acción civil a mérito de la de la acción penal. 

Caso : Lú explican las piezas siguientes ; 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Huciio* Aires, Abril 27 de 1927. 

Suprema Corte: El señor Bartolomé Pagnascco, en repre- 
sentación de los señores Araño Hnos., trae a conocimiento de V. 
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K., por medio del recurso extraordinario i|ue autoriza el ari. 14, 
inciso 2 f de la ley X v 48, la causa seguida a Modesto Cirelli, por 
encubrimiento de abigeato, en virtud de la sentencia dictada por 
tíi Primera Sala de la Cámara de Apelaciones del Rosario de San- 
ta Pe, corriente a te. 389. en la |»rte que tleclara fenecida por 
prescripción la acción civil de daños y per juicios que se persi- 
gue y contiena ¡i los querellantes al jiago de las costas originadas 
ct >n tal motivo. 

Al producirse la incidencia sobre el particular (fs, 354), 
se ha cuestionado la inteligencia de la ley procesal de la citada 
provincia, tachando la parte querellante las cláusulas que enume- 
ra como contrrarias a la Constitución Nacional (arts. 31 y 67. 
iuc. 11) ya prescripciones del Código Civil ; y, habiendo sido 
íavorablc la decisión judicial a las tiis|>osiciotics de la ley pro- 
vincial impugnadas, estimo procedente y bien concedido el re- 
curso. (Fallos, tomo 117, pág. 22). 

Km raudo al fondo de la cuestión íederal plantca<la, cabe 
observar que ta culpa criminal comprende también a la civil; 
pero ello no implica que en todos los casos deba el sujeto ser de- 
clarado culpable criminalmente para res|»tulcr de las indemniza- 
ciones consiguientes, pues bien puede ocurrir que sea absuelto 
del delito que se le imputa o sobreseída la causa, como en el pre- 
sente caso, sin quedar por ello libre de responsabilidad civil y, 
por lo tanto, obligado a satisfacer el daño material y moral cau- 
sado «a la víctima, a su familia o a un tercero, fijándose el mon- 
to prudcncialmcntc i*»r el juez en defecto de plena prueba», 
como lo establece el art. 29. inc. l v del Código Penal. 

1.a prescriiición de la acción civil está regida por las leyes 
fie fondo como lo son los Códigos Civil, Comercial. Penal y de 
Minería, leyes supremas de la Nación que del>en aplicarse con 
preferencia a las leyes procesales de provincia. (Art. 31 de la 
Constitución Nacional). 

En el caso ocurrente, la sentencia de fs. 3tf9 desconoce este 
principio al declarar prescripta la acción civil incoada en el mis- 
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mu juicio criminal contra el querellado Modesto Cirelli, fundán- 
dose al electo en las dis|>osicioncs impugnadas de la ley procesal 
de la Provincia de Santa Fe, dando asi valí de t, a ésta en con- 
traposición a las cláusulas constitucionales y disposiciones per- 
tinentes tlel Código Civil invocadas |)or el. querellante en los es- 
critos: de fs, 357 y 373. 

V. E. ha dfjado consagrado en su jurisprudencia (tomo 
124. pñ¡*. 3S3 y otros) que «todas las leyes que estatuyen sobre 
las relaciones privadas de los habitantes de la República, son del 
dominio de la legislación civil y comercial y están comprendidas 
entre las facultades de dictar los Códigos fundamentales que la 
Constitución atribuye exclusivamente al Congreso». 

F.l sobreseimiento decretado a favor de Modesto Cirelli por 
prescripción de la acción penal — después de hal»er sido procesa- 
do v condenado en primera instancia ¡kmt el delito enunciado, — - 
no puede prevalecer, en lo que respecta a la prescripción de la ac- 
ción civil, pues aquel sobreseimiento responde a la manera como 
han sido interpretadas por la Cámara de Apelaciones del Rosario 
(fs. .171 vía.}, las disjxisiciones pertinentes del Código Pena!» 
punto este no sometido a la remisión de V. E., lo cual se despren- 
de también de los términos en que fué deducido y acordado el 
recurso (fs. 392 y 397, respectivamente). 

Por estas consideraciones y las concordantes que fundamen- 
tan los escritos de fs. 392 y 401 que reproduzco, opino que es 
fundada la queja interpuesta por la parte de los señores Araño 
Unos., y en su mérito pido a V. E. se sirva así declararlo, revo- 
cando en consecuencia la sentencia ajelada en la parte materia 
del recurso, 

Horacio R. Larrcta. 
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FALLO DE LA OMITE SI.'PKKMA 

Bunios .'\ires. Agosto ¿4 de l l )27. 

Vistos y Considerando: En cnanto a la procedencia del rr- 
curso : 

Que fallada en l" Instancia la querella seguida por los se- 
ñores Anuid y Cía, contra Modesto Círelli, por encubrimiento 
de abigeato, c indemnización de perjuicios, condenando al que- 
rellado a sufrir la pena de un año y seis meses de prisión, en 
forma condicional, y :i pagar cinco mil pesos por indemnización, 
se presentó el defensor de aquél a fs, 354, ampliando su exposi- 
ción a fs. 370, sosteniendo que la prescripción de la acción penal, 
a sí como de la civil, estallan cumplidas por el transcurso del ttem- 
|h> fijado por el art. 62 del Código Rural, y que estableciendo 
el Código de Procedimientos en lo Criminal de la Provincia de 
Santa Fe, en sus artículos 363 y 389. que tal prescripción hace 
proa* lente el sobreseimiento en cualquier estado del juicio, pide 
que asi se resuelva declarando extinguida en consecutiva, toda 
acción inérvente del delito referido contra Cirelli. 

One a esto se opuso el querellante tasado en que las dispo- 
siciones del Código de Procedimientos de la Provincia, especial- 
mente en Jo referente a la acción civil |jor reparación del daño 
cau-adu. estallan en pugna con el art. 67. inciso 11 de la Consti- 
tución Nacional, y con los arls. 1077. 107S, 1082, 1091. IHP. 
4037 y S¡S del Código Civil, debiendo, por lo tanto, desesti- 
marle la preteneión de aquél. 

One fallada la incidencia por la Cámara de Ablaciones, de- 
clarando prescripta la acción penal sin pronunciarse sobre la ci- 
vil (fs. 371 vta.). cNpuso el representante de Cirello al notifi- 
carse, que debía resolverse también, sobre la prescripción civil, 
insjsiirndo t u este pedido a fs. 376. con los mismos argumentos 
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aducidos anteriormente. A su vez el micreJTante se presentó a fs. 
373, interi>oniendo recurso extraordinario trara ante esta Corte, 
pidiendo al mismo tiemjK> que la Cámara se pronunciase sobre Ja 
prescripción civil solicitada por la |>arte de CirclU y manifestan- 
do que hacia extensivo d recurso interpuesto a la resolución que 
recayera sobre ese punto si ella rechazara la acción civil, invo- 
caran, nuevamente, en su apoyo las disposiciones constitucionales 
y legales antes citadas. 

Qiw resuelto el caso |)or dicho Tribunal, fs. 383, y siendo 
su decisión favorable a la validez de las disposiciones del Có- 
digo de Procedimientos de la Provincia de Santa Fe, el recurso 
extraordinario interpuesto nuevamente por la parte de Araño y 
Cía., de acuerdo con el art. 14, inciso é de la ley 48, fs. 391, 
y concedido por auto de fs. 397, en cuanto se refiere a' la pres- 
cripción de la acción civil, es procedente por tratarse de senten- 
cia definitiva. Art. 6* de la ley N v 4055. 

Por ello y de acuerdo con el dictamen del Señor Procura- 
dor General se declara bien concedido dicho recurso. 

Y Considerando en cuanto al fondo del asunto : 

Que todo delito tle derecho criminal, como es el ijue dió lu- 
gar al juicio contra Cirelli, no sólo somete al autor a la acción 
¡>cnat correspondiente para su represión, sino que hace nacer 
contra él la obligación de indemnizar el daño causado a la per- 
sona ofendida y e! derecho correlativo de ésta a exigir que se le 
indemnice. Arts. 1077 y 1078 del Código Civil. 

Que en ejercicio de este derecho, los señores Araño y Cía. 
al iniciar su querella por encubrimiento de abigeato contra Cire- 
lli, intentaron, también, como se ha visto, la acción civil por 
daños y perjuicios, y siendo ésta independiente de la penal (ar- 
tículos 10%, 1097, 1101 y 1106 del Código Civil), desde el mo- 
mento en que el actor la inició pidiendo la reparación del daño 
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sufrido, la prescrii>eión <lc aquélla quedó interrumpida, de acuer- 
do con el principio consignado tu el átt, 39* i y siguientes del 
citado código, máximo cuando rcc:iyó sentencia condenatoria an- 
tes de la fecha en que según la Cámara de Apelaciones se había 
cumplido aquélla, 

Que a esta conclusión im pueden oponerse Jas disiwsicio- 
ríes del Código de Procedimientos de la Provincia, en t|iie se fun- 
da la sentencia arlada para declarar extinguido el derecho de 
los querellantes, porque de acuerdo con dichas disposiciones pro- 
cesales, ta prescripción penal ti uuprende también ta de acción 
civil, pues sabido es, que las relaciones privadas de las perso- 
nas, asi como U>do lo referente a la adquisición o extinción del 
derecho de propiedad por las mismas, es del dominio de la legis- 
lación Civil y Comercial, que la constitución atribuye exclusi- 
vamente al Congreso Nacional, y a la cual delien conformarse 
las provincias, no obstante cualquier disposición en contrario 
que contenga sus constituciones o leyes locales (arts. 31 y 67. 
inciso l! de ta Constitución). Fallos de esta Corte, tomos 103, 
pág 37,* y 124. pág. 3S3; Sucesión de Pablo Granzas v. Carmen 
/avalla de Cresp» del 22 de Julio de 1927. 

Oue habiéndose constituido el actor a consecuencia del de- 
lito cometido contra ¿I y en virtud de to dispuesto por el art. 
1077 del Código Civil, en acreedor de Cirelli jvor el monto del 
perjuicio sufrido, que vino así a formar parte de su iwitrimomo, 
la sentencia apelada que le priva de un derecho legítimo haciendo 
prevalecer una ley provincial de forma sobre el Código Civil 
que e> UUa ley suprema de la Nación, carece de fundamento le- 
gal con arreglo a la doctrina expuesta en el considerando ante- 
rior y la jurisprudencia recordada. 

Por estos fundamentos y lo dictaminado por el Señor Pro- 
curador ( leñera!, se revoca la sentencia apelada en cuanto decla- 
ra prescripia la acción civil a mérito de la de acción penal y de- 
vuélvanse al Tribunal de procedencia para que proceda a dictar 
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sentencia de coi ¡ íormidad con esta decisión. Artículo 16 de la 
ley nacional X" 4S, Notifíquese y repóngase el papel. 

A. Bkkmejo. — J. Ficueroa Al- 
CORTA. — RoMiRTQ RePETTO. — 

M. Laurexcena, — R. Guido 
Kavaixe. 



¡)mm Marín Cristina Guerrero v ¡ 'Utas contra ios señores Diego 
Hmrbki y Cía., sobre desalojo. Contienda de competencia. 

Sumario : El juez competente para conocer en los pleitos en que 
se ejercitan acciones personales, con preferencia al del do- 
micilio del demandado, es el del lugar convenido explícita 
o implícitamente por las partes para el cumplimiento del 
contrato» cualesquiera que sean las prestaciones que se de- 
manden, principales o accesorias. (Código Civil, art. 1212 
y correlativos: ley 32, título 2% partida 3»), 

Caso: Lo explican las piezas siguientes; 



L. 

DICTAMEN DEL PROCURADOR tiBNERAL 

Bucjxm Aires. Julio 22 de 1027. 

Suprema Corte: 

Entre el Juez de 1* Instancia en lo Civil de Dolores, Pro- 
vincia de Buenos Aires, y el de igual clase de la Capital de la 
Nación, se ha trabado cuestión de competencia para conocer.cn 
el inicio que doña María Cristina Guerrero y Villar ha deduci- 
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do contra los señores Diego Ibarbia y Cía., sobre desalojo de 
una fracción ¿é campo ubicada «a á Partido ¿tó General Mada- 
riaga, de la referida provincia. 

V. K. en virtud de lo dispuesto por el art. 9 de la ley 4055. 
es competente para dirimir esa contienda, la qUe ajarece debida- 
mente trabada y substanciada en forma legal. 

I.OÍÍ expresados demandados Ibarbia y Cía. ocupan el in- 
mueble de referencia en razón de un contrato tic arrendamien- 
to que tienen suscripto con la administradora de la sucesión de 
dnn Ktirique T. Guerrero, a cuyo haber pertenece el citado in- 
mueble. La sucesión Guerrero tramita ante los tribunales de la 
Capital Federal. 

Ante estos mismos tribunales, la heredera María Cristina 
Guerrero y Villar a la cual, con posterioridad al contrato de 
arrendamiento se fe ha adjudicado el inmueble cuyo desalojo 
Milicita. Ha sido declarada insana. 

Su curador lia deducido el juicio de desalojo ante los tri- 
I tunales de la Provincia de Buenos Aires, atento el lugar de ubi- 
cación del inmueble, impugnando, con tal motivo, la validez del 
contrato de arrendamiento. 

lbarbia y Cía. por^su parte, amparándose en dicha validez, 
sostiene míe la impugnación sólo puede hacerse ante ios tribu- 
nales de la Capital Federal. 

Tal es lo que corresponde en mi opinión. 
En efecto, el citado contrato, cuya autenticidad lia sido re- 
conocida jKir las panes, establece .expresamente que serán some- 
tidas a los jueces ordinarios de la Capital Federal todas las cues- 
tiones a que el cumplimiento del mismo pueda dar lugar. 

Además, si la administradora ha contratado válidamente o 
si por el contrario se ha excedido en sus facultades otorgando 
un contrato de arrendamiento nulo, es cuestión que, necesaria- 
mente, debe resolverse ame el juez de la sucesión a que el in- 
mueble pertenece o ante el de la cúratela de la insana, bajo cu- 
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3*a jurisdicción se encuentran Lodos los bienes de la misma (Ar- 
tículos 4ÍH y 475 del Código Civil). Kn cualquiera de los dos 
casos, ante los jueces de la Capital de la Nación. 

Lo contrario importaría declarar, sin forma de juicio y sin 
audiencia del arrendatario, la invalidez de una de las cláusulas 
de dicho contrato en el cual él a¡>oya sus derechos, que es, pre- 
cisamente, lo que debe ser materia dé ulterior controversia, 

Por ello soy de opinión que corresponde dirimir esta coif- 
ticriíla en favor de la competencia del Juez de la Capital. 

llorado R. Lancia. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Butilos Aires, Agosto 24 de 1927. 

Autos y Vistos: 

Los de contienda de competencia, por inhibitoria trabada 
entre un juez de 1* Instancia en lo Civil de la Capital y otro e» 
lo Civil y Comercial de Dolores, Provincia de Buenos Aires, 
para conocer en el juicio seguido por doña Maria Cristina Gtie 
rrero y Villar contra los señores Diefío Iharbía y Cía., sobre 



jo. 



V Considerando ; 

<¿uc es jurisprudencia constante y reiterada de esta Corte, 
<|uc el juez competente para conocer en los pleitos en que se ejer- 
citan acciones iwrsonalcs, con preferencia al de] domicilio del de- 
mandado, es el del lugar convenido explícita o implícitamente ]>or 
las jiartcs jvira el cumplimiento del contrato, cualesquiera que 
sean las prestaciones que se demanden, principales o accesorias 
(mffi& Civil, art. 1212 y correlativos ; ley 32, tít. 2* partida || 
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l-allua: lomo &i p^*2D6; l<n™ 1^, púg. -»n,l: tomo 137. pá~ 
gína .\7S: tonto 113, i%. 215, entre otros;. 

( fue es un hecho demostrado por amUis partes mediante el 
documento de fs. 13 transmito :i ís. 22. autos de esta Capital, 
que existe como antecedente fundamental de la lilis un contrato 
de arrendamiento celerado entre la «ministradora de la suce- 
sión. Doña Hloisa Sánchez Sorondo de Guerrero y los señores 
Üícjío Ilmrlria v Cía., en el que se estipula (art. 10), que toda* 
las naciones judiciales relativas al contrato serán sometidas 
a la justicia ordinaria de ta Capital, renunciando las partes a 
cualquiera otra jurisdicción, ya sea i>or la nacionalidad de los 
contratantes, o el lugar donde se encuentra situado el campo, 
constituyendo domicilio los arrendatarios en esta Capital, calle 
25 de Mayo 1SS y la si ñora de Guerrero, calle Canning 2841. 

One argüido de nulidad este contrato por el curador de la 
señorita Guerrero y Villar, tal impugnación carece de eficacia 
legal a los efectos de la contienda de jurisdicción, toda ves que 
el instrumento del convenio aparece concluido con las formalida- 
des de lev v debe ser considerado válido mientras judicialmente 
no sea declarado nulo, consideraciones a las que procede agre- 
gar, que el contrato reconocido por lo* litigantes como auténti- 
co, lia sido celebrado en esta ciudad, que es el domicilio fijado por 
las isirtes, que aquí tiene ejecución lo convenido en cuanto al 
pago del precio del arrendamiento, y que el Juez que promuéve- 
la inhibitoria, o sea el de esta Capital, es el de la sucesión en 
trámite, 

I»or ello y de conformidad con lo expuesto por el Señor Pro- 
curador General, se declara que el Juez competente para enten- 
der en el presente juicio es el de lo Civil de esta Capital, a quien 
se remitirán los autos avisándose al de Dolores en la forma de 

estilo. Repóngase el papel. 

A. Brame jo. — ROBERTO Repetto 
— M. Lai-rencena. ~ R. Guido 
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Ti¡e Sort/ft American Stores Gath y Chaves contra la Provincia 
de Buenos .íires, sobre desolación de dinero, percibido 
por cobro de impuesto creado al capital en (jiro. 

Sumario : 1* Habiéndose abonado el impuesto cuya devolución 
se persigue como resollado ríe las propias gestiones del con- 
tribuyente y de la consiguiente autorización del Gobierno, tal 
hecho comerla una renuncia al derecho de impetrar ta de- 
claración de inconstitucionalklad de ía ley en cuya virtud 
el impuesto fué asi pagado. 

2- La protesta formulada en el acto de verificar el pa- 
go del impuesto cuando ya se había producido los hechos 
determinantes de la renuncia, no puede borrar o modificar 
los efectos de ésta (art. 875, Código Civil). 

3" El sistema adoptado por ta Constitución Nacional 
en materia de circulación territorial y de comercio interpro- 
vincial y exterior, consiste en hacer un solo territorio para 
un solo pueblo. 

4' Lo que la Constitución Nacional suprimió por su 
art. 10, no fué sólo la Aduana provincial, sinó también la 
Aduana interior, cualquiera fuera el carácter nacional o pro- 
vincial que tuviera, prohibiendo que en la circulación de mer- 
caderías la autoridad nacional pudieran restablecer tas adua- 
nas interiores que formal» parte de las antiguas institu- 
ciones argentinas. 

5* El principio de los arts. 10 y 67, inciso 12 de la 
Constitución Nacional, protege, también, las operaciones au- 
xiliares del comercio y, por consiguiente, el transporte de 
las mercaderías enajenadas. 

6 V I .as provincias en el ejercicio de sus poderes de le- 
gislación interna (art. 104 y siguientes), no se hallan auto- 
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rizadas pára dictar leyes a reglamentos de carácter general 
ii municipal que comjxirten directa o indirectamente, tral»ar 
«i i*rturí>ar de cualquier modo, que 110 signifique el ejer- 
cían de sus poderes de noticia, la libre circulación territo- 
rial o que puedan afectar el derecho de reglamentar el co- 
mercio conferido al Congreso de la Nación con el carácter 
de una facultad exclusiva, 

7* Cada provincia recobra su plena capacidad imposi- 
tiva a jiartir del momento en que las mercaderías, géneros 
o productos introducidos a su territorio, llegan a confun- 
dirse y mezclarse con la masa general de bienes de la pro: 
vincia, y ello sólo a condición de que aún después de pro- 
ducida la incorporación de valores, el impuesto no establez- 
ca distinciones entre los bienes introducidos con los ya exis- 
tentes en el territorio. 

í-í" El comercio entre Estados no es libre cuando un ar- 
tículo, en razón de su origen o clatwración exterior, es so- 
metido por la administración local a una reglamentación o 
gravamen diferencial. 

9* Kl principio general del régimen jwlitico y económi- 
co ele la Constitución según el cual todo propietario de trans- 
arte, como todo habitante puede ser personalmente gravado 
en relación al valor de su propiedad a la cuantía de sus 
rentas sin atender a la fuente de la cual aquéllas se derivan, 
deja de ser verdadero si un gravamen llega a ser estableci- 
do por una [tro vincia sobre las entradas derivadas del trans- 
porte de mercaderías y pasajeros conexos con el comercio 
interprovincial o extranjero. 

W Él m 7*. ¡Mi A5 tle 1:1 k > ,h * P aU ' ,,as n i as iW 
la Provincia de Buenos Aire*, de 6 de Septiembre de 1916, 
en ciiaum establece una latente fija de cuatrocientos i>esos 
:l los repariif lores dependientes de casas de comercio que 
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no paguen el impuesto a Ta industria y al comercio, es vio- 
latoria de la Constitución Nacional. 

Cuso: Lo explican Lis piezas siguientes: 

DICTAMEN DF.L PkOL'r HAÍ>OR GEXERAf. 

i 

Buenos Aires, Septiembre ?0 de 1925. 

* Suprema Corte: 

La Sociedad Anónima Gath y Chaves Ltda. demanda a la 
Provincia de Buenos Aires por devolución de (a suma de pesos 
16.400 m/n. que ha abonado en concepto de impuestos que con- 
sidera inconstitucionales. 

Manifiesta la actora que. para comodidad de su clientela, 
dispuso un servicio especial de distribución de las mercaderías 
adquiridas en sus establecimientos en la Capital Federal, el que 
de!>ía efectuarse en diversos pueblos vecinos de la expresada Ca- 
pital. 

Para realizar dicho servicio la Sociedad dice, se vió obli- 
gada a pagar al fisco provincial durante los años 1915 a 1920. 
inclusive, un impuesto creado sobre el capital en giro. 

Que habiendo sido elevado dicho impuesto a $ 10.000 m/n. 
para el año 1921, resolvió alionarlo, pero bajo protesta de in- 
eonstitucionalidad, 

A partir de esc año la provincia ha cobrado a la Sociedad 
demandante, en sustitución del gravamen anterior, una patente 
fija de $ 400 m/n. por cada repartidor de mercaderías. 

Se ha justificado que durante el expresado año 1922 se 
alonaron en tal concepto 16 patentes, las qwe importan pesos 
6.400 moneda nacional. 

Funda la sociedad sn derecho a la devolución en ios arts. 10. 
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! I V 108 de la Constitución Nacional en cuanto garanten la h- 
m circulación" interprovincial de los productos de fabricación 
nacional y en cnanto limitan el poder im^sitivo de las provincias. 

Sostiene que los aludidos gravámenes no recaen sobre acto 
alguno cíe comercio local, interno, porque no lo es tal la entrega 
de productos o mercaderías que han sido adquiridas fuera .de la 
jurisdicción de la Provincia de Buenos Aires. 

m actuaciones administrativas acompañadas, demuestran 
en mi opinión, en forma evidente, que la finalidad, tanto del m ^ 
puesto al capital en giro como la de las patentes fijas que lo sus- 
tituyó, es. exclusivamente, gravar el acto de la introducción y 
distribución de las mercaderías. 

m vista de ello corresponde analizar si dicho acto puede o 
no ser materia de los impuestos aludidos y si estos existen y 
gravan igualmente otros actos de la misma naturaleza y en idén- 
ticas condiciones. 

Es de precepto constitucional y doctrina de V. E. que las 
provincias pueden gravar con impuestos todo acto de comercio 
interno, que tenga lugar tanto respecto de los productos elabora- 
os dentro de su territorio, como de los que se introduzcan al mis- 
mo siempre que ellos se encuentren incorporados a la riqueza 
provincial. 

Fcro el gravamen no puede en manera alguna recaer, cual- 
quiera que sea la denominación con que figure en la ley, sobre 
productos por el solo hecho de ser éstos introducidos de otra pro- 



vinem. 



É» ei primer caso el impuesto es legítimo; grava, ya sea 
niui actividad comercial o ya una transformación de ios pro- 
ductos incorporados, mientras que en el segundo, recae solo so- 
bre su m*mim • 1« P^vincia con violación de d^sic.one* 
expresas de la Constitución Nacional contenidas cu su art. Iü, 
que dice: *En el interior de la República es libre de derechos 
h circulación de los cíectos/le producción o fal.nciic.on nació- 
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nal. así como la de los géneros y mercancías de todas clases, dcs- 
lachadas en las Aduanas exteriores». 

Al respecto, V. E. en la causa que se registra en el tomn 5Í. 
página 349, ha dicho: «lisa inmunidad que la Constitución ga- 
rantiza a la circulación ele esa clase de artículos de comercio, pro- 
htl>c a la Nación establecer todo gravamen sobre ellos, cualquie- 
ra que sea el punto de la República a que se dirijan, quedando 
a fartiori, prohibido a las provincias todo impuesto sobre ellos, 
aún cuando circulen, transportándolos de un punto a otro den- 
tro de su propio territorio, y en tanto no estén definitivamente 
incorporados a su riqueza general». 

No puede sostenerse, por otra parte, que en el caso de autos 
se trate directamente de impuestos al consumo, ya que los pro- 
ductos sobre los cuales ellos recaen no han entrado, en el mo- 
mento en que son gravados, a formar parte de las propiedades 
entregadas a las transacciones del comercio local. 

Indirectamente, es evidente que estos impuestos gravan la 
circulación de los productos recién introducidos. 

Poco importa a los fines de la inconstitucional idad alegada, 
(a circunstancia de que el impuesto no grave directamente la mer- 
cadería porque, como lo ha dicho V. E. : «Un gravamen produ- 
ce el mismo efecto sea que se aplique directamente a las merca- 
derías o con la designación de patente, a los depósitos que las 
contienen, porque recaen en uno y otro caso sobre el precio de 
venta de la mercancía que es en definitiva la materia gravada, 
y como lo ha hecho constar este tribunal, un impuesto local so- 
bre la venta de determinados objetos equivale a una imposición 
sobre esos objetos». 

«lis indudable que una provincia puede gravar con impues- 
tos las mercaderías que ha introducido de otras y se encuentran 
ya incorporadas a su riqueza general, pero desde el momento en 
que el gravamen se basa en esa procedencia o establece diferen- 
cias en perjuicio de las mismas y un beneficio de las de origen 
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Ir k"i!. sale de su esfera propia tic acción y aféela el comercio inter- 
pruvincial cuya reglamentación ha sidn atribuida al Honorable 
Congreso de la Xación» (tumo 125, (>ág, 333), 

l„i diferencia *lc gravamen en perjuicio de las mercadería* 
introducidas y en I teñe f icio de las de origen local, con lo que se 
viola el concepto de igualdad impositiva que garante la Constitu- 
ción Nacional, resulta evidente en este caso del hecho de no exis- 
tir en la ley la misma pítente de repartidores para los comer- 
ciantes t|ue tienen easa establecida dentro de la provincia, lo que 
equivale a decir, que los que no la tienen, es decir, los que in- 
troducen sus productos, deben pagar un impuesto que no es de 
transacción, de comercio interno, como el que pagan las casas 
establecidas |>or la compra-venta de sus mercaderías. Estas no 
tienen, pues, gravamen alguno i^ra la circulación o distribución 
de sus productos, viniendo a resultar en definitiva que la pro- 
vincia grava en esa forma los actos de comercio realizados en la 
Capital de la Xación a donde no alcanza su jurisdicción impo- 
sitiva. 

feii la causa anteriormente citada del tomo 125, V. J£. refi- 
riéndose a la doctrina de la Corte Suprema de Estados Unidos, 
ha dicho: «En vista de esas decisiones, aquella Corte, por el ór- 
gano del Justicia Mr. White. su presidente actual, ha podido 
asegurar en un caso resuelto en 1908, que debe mirarse como 
establecido que ningún Estado puede, con arreglo a ta Constitu- 
ción Federal, imponer á los productos de otros Estados introdu- 
cidos al mismo i*ira venta o uso «o sobre los ciudadanos por 
ocuparse de la venta o de la introducción de los productos de 
otros Estados, impuestos o cargas públicas más onerosas que las 
que impune a los productos iguales de su propio territorio». 

l*n caso semejante al que motiva esta demanda fué decla- 
rado inconstitucional j)or V. E. (tomo 2í>. pág, 94). 

ÍM expuesto me induce a afirmar que el gravamen estable- 
eido, va sea bajo la forma de capital en giro o de patente fija, y 
ciipi devolución se reclama, grava la libre circulación de los pro- 



DE JUSTICIA DK LA XACJÓN 143 

ductOS, y es por ello vinlatnrio de disposiciones expresas de la 
( 'onstitm ión Nacional. 

Opino por tanto (pie corres|>ondc hacer lugar a la presente 
demanda. 

Horacio R. I jarreta. 



FALLO DE m CORTE SUPREMA 

Buenas Aires, Agosto 24 de 1927. 

Y V istos : el juicio seguido por The South American Sto- 
res Gath y Cliaves contra la Provincia tle JJuenos Aires sobre 
devolución de sumas de dinero, del cual resulta: 

Que a ís. 3-J comparece don Aurelio C Caguuli por la eom- 
pafúa nombrada, entablando demanda ordinaria contra la Pro- 
vincia de Buenos Aires, a fin de que se la condene a la devolu- 
ción de la cantidad de diez y seis mil cuatrocientos pesos, sus 
intereses y las costas del juicio. Funda su acción en los térmi- 
nos siguientes: 

Que la compañía que representa se dedica a ta venta de to- 
dos los articulas de vestido, amuchamiento, comestibles, etc., a 
semejanza de todos los establecimientos similares axistentes en 
las grandes capitales de Euro]» y Norte America. líjercc su co- 
mercio principal en esta Capital y en las Provincias por medio 
de agentes. En la de Buenos Aires tiene establecidas algunas su- 
cursales que pagan todos los impuestos creados allí. 

Que la compañía, además, vende en sus negocios de la Ca- 
pital Federal cierta cantidad de, mercaderías a clientes que resi- 
den en los pueblos vecinos es]>ccia1meiitc en la estación de vera- 
no a !as familias que habitan las quintas de los alrededores. To- 
dos estos clientes aprovechan de la comodidad que les ofrece la 
compañia y ordenan que las mercaderías tes sean remitidas ;i 

* 
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d^éMéÜici v aquella se las envía p^r metlin de sus automóviles. 
En estos viajan el conductor y un cmpjeaílo de la cóíüpfttá que 
entrega ía mercadería con ta Meta respectiva. empleado que se 
denomina rei>artidor, 

ÍJue la Provincia de liuenus Aires desea gravar dichas ven- 
las alegajólo que su coméiKíiá local se perjudica con la competen- 
cia que le hacen las casas de la Capital. Y en sn propósito de 
ul.st;uMiliiíar esta competencia le ha cobrado a la compañía hasta 
el año V)2\ inclusive el impuesto c Uno mí nado de capital en ^írc» 
» de comercio e industrias y tlesde P>22 en adelante una laten- 
te fija á los repartidores. 

Que cuando la Provincia exigió e! pago del impuesto al ca- 
pital en giro correspondiente al año 1921, la compañía lo al»nó 
bajo la protesta que acompaña hajo la letra A., dejando cons- 
tancia que la suma de diez mil pesos reclamada por tal concepto 
importaba un gravamen ilegal e inconstitucional, reservándose 
el derecho de reclamar su devolución. 

Que cuando el año 1922 la misma Provincia exigió el pa- 
go de una patente fija de cuatrocientos pesos sobre cada repar- 
tidor encargado de la distribución, en los pueblos vecinos a la 
Capital Federal, de las mercaderías adquiridas en la casa cen- 
tral, impuesto creado en sustitución del pagado el año 1921, la 
compañía satisfizo en forma de 16 patentes la cantidad de seis 
mil cuatrocientos pesos moneda nacional con la protesta del caso 
según se demuestra por la escritura que acompaña Itajo la le- 
tra C 

(jue la ilegalidad c inconstítiicionaltdad del impuesto de- 
nominado de capital en giro o de comercio es evidente, y lo pri- 
mero ha sidn reconocido por la misma provincia demandada. T^is 
diferentes leyes estableciéndolo lo han referido exclusivamente 
a toda rama de comercie o industria que se ejerza en la provin- 
cia y la entrega de la mercadería no puede considerarse como 
un ramo de comercio ni de industria. Pero aunque así no fuera 
y ^e considerara que el reparto de mercaderías en los puehlos 

• 
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vecinos constituye ti ejercicio de un comercio o industria sería 
inconstitucional este impuesto, porque importaría sencillamente 
lin gravamen a la inijiortacióu de mercaderías en la Provincia 
de Hítenos Aires, lo (|tic está expresamente prohibido j>or !**s 
ar tí culos ] t y IOS de la Constitución. 

Que, además, impugna la cottstitucionalidad de la ley de 
impuesto al Comercio é Industria en vijior el año J921, porque 
dicha lev a! autorizar por su art. 3 V al Poder Ejecutivo para fi- 
jar la tasa anual del impuesto, comjHirta una delegación hecha 
por el poder legislativo de facultades que son inalienables. 

íjuc acerca de la patente a los repartidores ella es estable- 
cida en los términos siguientes por sucesivas leyes de la Provin- 
cia de Buenos Aires: «rci>artidores dependientes de casas de co- 
mercio que no estén sujetas al jiago del impuesto al comercio 
e industrias pesos cuatrt tétenlos. Según la ley de impuesto al co- 
mercio o industria no hay ninguna casa de comercio existente en 
la provincia que no esté sujeta al pago de dicho impuesto. Lue- 
go, entonces, cuando la ley de patentes fijas inqxme una patente 
a los repartidores de casas de comercio que no están sujetas al 
|iago del impuesto al comercio y a la industria, lo que ha querido 
sencillamente es establecer un impuesto a los repartidores de mer- 
caderías de casas de comercio establecidas fuera de la Provincia. 

Que la leyenda expresada constituye una maniobra para bur- 
lar las disiHisinones de la Constitución que prohiben el estable- 
cimiento de lodo impuesto al tráfico interprovincial ; pero la Su- 
prema Corte, agrega, no ha sido instituida para fallar las cues- 
tiones constitucionales por su asjjecto verhal, «uno yendo al fondo 
de las cosas y a la realidad de los hechos. 

Que !a patente a los repartidores de casas de comercio es- 
tablecidas fuera de la provincia importa lisa y llanamente un im- 
puesto disimulado a la introducción de aiercaderías que se en- 
vían de esta Capital a los pueblos vecinos y es repugnante a lo 
dispuesto en los arts. 10 y II de la Constitución. 

Que. en suma, sostiene la mconstitucionalidad e ilegalidad 



KAU OS DE LA COSTE Sl'i*kl " M A 



del impuesto al capital en giro correspondiente al año 1021, fun- 
dado en los arts. 11, 29 y IOS de la Constitución Nacional y 99 
de la Constitución de la Provincia de Unenos Aires v la inva- 
lidez del art. 7:. inc. 35 de la ley de latentes fijas de G de Scp- 
riembre de Ífí(\ por ser incompatible con los arts. 10 y 11 de la 
( *i institución Nacional. 

Qué corrido traslado de la demanda fue evacuado a ís. 53 
jHjr el representante de la Provincia de Buenos Aires, doctor 
Kmilio Zorraquin, pidiendo su rechazo con costas a mérito de 
las s i g u i ei \ t es con s i d eraei t > nes : 

Tíue la con i| anía actora nada dice de las gestiones realiza- 
das con éxito por ella ante el Gobierno de la Provincia para que 
ni lu^nr ele la patente a los repartidores se le cobrara la suma 
que correspondía al aumento de Capital en giro por las opera- 
ciones que se realizaban en los pueblos limítrofes a la Capital 
Federal. Y, sin embargo, fué jx>r ese pedido que se le cobró 
ese impuesto en vez del que debían abonar por los repartidores. 
Ki-Milta asi absurdo que se pretenda ahora exigir la devolución 
de ta cantidad pagada por esc concepto. 

<Juc en l'Vbrero de 1922 y ante un reclamo de la compañía 
actora. la Dirección de Rentas de la Provincia dictó una reso- 
lución en la cual se recordaba que «debido a gestiones de casas 
de comercio establecidas en la Capital Federal, se informó por 
la Intervención Nacional una resolución anterior del Poder Kje- 
cutivo por la que se autorizaba a la Dirección General de K cu- 
tas para aceptar el Jfcigo del impuesto ni comercio e industrias en 
sust i unión de las | tatemes fijas que corresponde a cada repar- 
tidor Cira el objeto de obviar los inconvenientes que a diario se 
suscitaban a dichas casas por el cambio frecuente de personal 
que las obligaba a realizar las gestiones necesarias para obtener 
la transferencia de las respectivas patentes, i*>r ser éstas perso- 
nales? , A rai¿ ile ota resolución, la actora manifestó que pre- 
cedería al pago fie las expresadas patentes. Ahora se presenta 
-.^emendo la inconstitucionalidad de esa patente y pidiendo la 
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<k'v< tinción ik" los seis Híjí cuatrocientos pesos pénelos al año 
l u Ji 011 concepto de 16 | latentes do repartidores a razón de ctia- 
trocii'titos pesos cada una. 

íjue no es exacto rjne la Provincia {le Unenos Aires, impon- 
ga i'sus gravámenes con el exclusivo olijcto de defender a los 
comercios locales. Si tal hiciera, ya sería plausible la actitud, pe- 
rú además aquella considera que realmente debe alionarse la |ki- 
lente cobrada como una justa y razonable contribución, no exis- 
tiendo disposición constitucional alguna que lo prohiba. 

O ue no hay tal impuesto a la introducción de mercader i as 
sino una patente a (ptien desarrolla una actividad a la cuaí la 
Provincia en uso de sus atribuciones y facultades grava con un 
impuesto que no es víolatorio de los arts. 10 y 11 di* la Cons- 
titución. 

Que, en resumen, si la Provincia cobró el impuesto al co- 
mercio e industrias en sustitución de las patentes fijas, fué por 
haberlo así solicitado la compañía actura y no es t j)or consi- 
guiente, ahora el momento de discutir su constitucional idad ; y 
en cuanto a las patentes fijas no son violatorias de ningún pre- 
cepto constitucional. 

Oue abierta la catisa a prueba, fs, 55, se produjo la que ex- 
presa el certificado de fs. 80, alegando ambas partes sobre el mé- 
rito de la misma y poniéndose a fs. 96 los autos a despacho. 

V Considerando: 

Que como se desprende de la precedente relación de la cau- 
sa, la actora persigue ta devolución de las cantidades de diez mil 
¡>esos y seis mil cuatrocientos pesos pagados a la Provincia de 
Hítenos Aires en concepto de dos gravámenes distintos una en 
calidad de impuesto a la Industria y al Comercio por el año 
1921, -ítra, a titulo de patente fija correspondiente al año 1922. 
Kl pedido se kisa en ta tnconstitucionnlidad que se atribuye a 
las resistivas leyes, a saber, la denominada de «Impuesto al 
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Comercio y a la Industria» de 6 de Septiembre* de 1916, mante- 
nida en vigor por otra de S de Mayo de 191 S, y, la de Patentes 
Fijas (art. 35, inc. 7<>) promulgada el 6 de Septiembre de 1916. 

Ouc la Provincia de Buenos Aires ha desconocido el dere- 
cho de la actora para demandar la restitución de lo pagado en 
virtud de la ley al «Comercio y a la industria» a mérito de ha- 
ber sido por causa de las propias gestiones de aquélla ante el 
Gobierno/ que se le admitió el ingreso de ese impuesto en lugar 
del establecido \w la ley de « Patentes fijas». 

Que, en efecto, de los expedientéis administrativas traidos 
como pruelia se desprende que a raiz de la creación de la paten- 
te fija sobre «los repartidores dependientes de casas de comer- 
coi que no estén sujetas al pago del impuesto al comercio c in- 
dustria» el año 1913 y siguientes, la Sociedad Anónima Gath 
v Chaves Ltda. y otras casas similares con asiento en esta Ca- 
pital solicitaron se les permitiera abonar en sustitución de aque- 
lla puente, cuyo pago les traia trastornos derivados del cambio 
frecuente de personal, el impuesto al Comercio y a la Industria 
■>or el monto que representaban las operaciones de reparto den- 
tro de la Provincia. Ese temperamento fué aceptado y de acuer- 
do con él lia sido satisfecho el impuesto al Comercio e In- 
dustria hasta 1921 ; recién el año 1922 la compañía actora se 
allanó a satisfacer el impuesto de patente fija. 

Que. si de acuerdo con lo expresado, el impuesto al Comer- 
cio y a la Industria, cuya devolución se persigue ha sido abonado 
por la actora como resultado de sus propias gestiones y de la con- 
sigutentc autorización del Gobierno de Buenos Aires, no parece 
dudoso, que tal antecedente, subsistente aún en 1921. pues la 
actora formuló en relación a ese año la declaración previa de su 
capital en giro, coni|torla una renuncia al derecho de impetrar 
la declaración de inconstitucioiialidad de la ley en cuya virtud 
el impuesto fué así pagado. May hipótesis, dice Cooley, en que 
mía ley en su aplicación a un caso particular delie ser sostenida, 
a causa de que la jarte que ta objeta, por un acto anterior* ha 



excluido la posibilidad de ser «ida sobre su validez y, agrega, 
cuando una provisión constitucional lia sido establecida exclusi- 
vamente para la protección de los derechos de propiedad de los 
ciudadanos, éstos se hallan facultades para renunciar a esa pro- 
tección. Art. 872, Código Civil, Cooley, Constitutional Limita- 
lions, séptima edición, pág. ¿50; On the Taxation, pags, 1495 y 
1 505, nota 3, tercera edición. 

Que la protesta formulada por la compañía en el acto de 
vi rificar el pago del impuesto y cuando ya se habian producido 
los hechos determinantes de la renuncia señalada, no puede bo- 
rrar o modificar ios efectos de ésta. Art. 875, C. Civil. 

Que de acuerdo epu lo expuesto, la cuestión planteada en 
el presente litigio queda circunscripta a examinar si es o no 
procedente la repetición .de la cantidad de seis mil cuatrocientos 
jxísos pagada a la Provincia de Buenos Aires en concepto de pa- 
tente fija y respecto de la cual el testimonio de f s. 25 acredita 
que la actora formuló la necesaria protesta en el momento de 
verificar aquél. 

Que el artículo séptimo, inciso 35, ley provincial de 6 de 
Septiembre de 1916, establece el gravamen impugnado en los tér- 
minos siguientes: pagarán una patente de cuatrocientos pesos 
«los repartidores, dependientes de casas de comercio que no es- 
tén sujetas al pago del impuesto al comercio e industria». La 
demandante sostiene que las diez y seis patentes satisfechas el 
año 1922, de acuerdo con ese articulo. jx>r otros tantos reparti- 
dores encargados de distribuir, por medio de automóviles, en los 
pueblos circunvecinos situados dentro del territorio de la Pro- 
vincia de liuenos Aires, las mercaderías vendidas por sus esta- 
blecimientos de esta Capital, importa un impuesto disimulado a 
la introducción de mercaderías que se envian desde esta Capital 
a la Provincia de Buenos Aires y repugnante, por consiguien- 
te, a tos arts. 10 y 1 1 de nuestra carta fundamental. 

Que ia Constitución después de establecer en su art. 18 que 
en el interior de la República es libre de derechos la circulación 
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de los efectos de producción o fabricación nacional, así como los 
géneros y mercaderías de toilas clases despachabas en tas adua- 
nas exteriores y de prohibir en el 11 los derechos de tránsito, 
atribuye al Congreso (inc. 12, art. 67), la facultad de reglar 
el comercio marítimo y terrestre con las naciones extranjeras v 
de las Provincias entre si y correlativamente emita a éstas el po- 
der de expedir leyes sobre comercio o navegación interior o ex- 
terior (art. IG&), 

Que la gran importancia de estos preceptos cuya interpre- 
tación compromete y afecta los derechos del pueblo de la Re- 
pública, su política económica, los intereses de su comercio y las 
facultades impositivas de las Provincias, han conducido a la ju- 
risprudencia de esta Corte, asi como a la de los Estados Unidos 
de América, llamada a interpretar preceptos análogos, a estable- 
cer con sumo cuidado los principios derivados de aquellas reglas 
en su aplicación concreta a cada caso particular, a fin de mante- 
ner en toda su plenitud el sistema adoptado por la Constitución 
que en materia de circulación territorial y de comercio interpro- 
vincial v exterior consiste en hacer, como se ha dicho, un solo 
territorio para un solo pueblo. 

Que la jurisprudencia de esta Corte ha sentado Jos siguien- 
tes principios derivados de aquellos preceptos : a) [>ara la Cons- 
titución no hay aduanas que no sean nacionales, agregándose que 
esto no bastará a los fines de la organización nacional y era mc- 
ncNtcr dejar expresa! nenie consignado como lo liacc el art. 10, 
que lo que se suprimía no era sólo la aduana provincial, sino 
también la aduana interior, cualquiera fuera el carácter nacio- 
nal o provincial que tuviera. Ese artículo ha prohibido que eit la 
circulación de las mercaderías la autoridad nacional o la pro- 
vincial pudiera restablecer las aduanas interiores que formaban 
parte de fas antiguas instituciones argentinas. Tomo 125, pág. 
-Í.Í.Í ; b) que la Constitución ha querido impedir que con leyes 
impositivas o de cualquier otra naturaleza, una provincia pudie- 
ra hostilizar el comercio de los productos originarios de las otras. 
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provocando medidas de retorsión inconciliables con l:i armonía 
y recíproca consideración que del>c reinar entre ellas. Fallo cita- 
do. 1.a consecuencia es la de que en materia de comercio inte- 
restadual la Nación constituya un soto territorio sujeto a un sis- 
tema de reculación uniforme y no a la multiplicidad 
te del número de provincias que la integran, 

Oue f en consecuencia, con el principio de la 
cióu territorial y el referente al comercio interestadual {arts. 
10 y 67, inciso 12), las provincias en el ejercicio de sus poderes 
ríe legislación interna (art. 104 y siguientes) no se hallan autor i- 
zudas para dictar leyes o reglamentos de carácter general o mu- 
nicipal que comporten directa o indirectamente trabar o pertur- 
l»ar de cualquier modo, que no signifique el ejercicio de sus po- 
deres de policía, la libre circulación territorial o que puedan afec- 
tar el derecho de reglamentar el comercio conferido al Congreso 
•le la Nación con el carácter de una facultad exclusiva. 

No ixjdrían. pues, crear impuestos o gabelas sobre las per- 
sonas que i>asan o entran a su territorio (art 8 y 14), proceden- 
tes ríe otras provincias, aunque se encuentren vinculadas sus 
actividades con el comercio interestadual o exterior (art. 67, in- 
ciso 12) ; ni establecer gravámenes o patentes sobre los bienes, 
géneros o mercaderías o productos procedentes de otra provin- 
cia |M>r Ta mera causa de ta introducción a su territorio. La in- 
terpretación de la Constitución, dice la Corte Suprema de los 
Estados Unidos, conduce a la conclusión de que ningún Estado 
tiene el derecho de imponer una tasa sobre el comercio interes- 
tadual, cualquiera que sea su forma, nt jxir vía de derechos im- 
puestos sobre el trans|K»rte de los objetos ríe ese comercio o so- 
bre los rccilios derivados de ese transporte o sobre las ocupa- 
ciones o negocios que tiendan a realizarlo y la razón es que tal 
gravamen sería un |Kiso sobre ese comercio e implicaría una re- 
gulación de él, la cual solamente corresponde al Congreso. 127 
ü. S. 640. 



Que la determinación del momento en que la circulación 
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territorial y el comercio interprovincial concluye representa un 
principió complementario rio lo expuesto y de inqíortancia capi- 
lal también dentro del sistema adoptado, puesto que si aquéllos 
m> tuvieran fin, no habría instante alguno en que los bienes, 
mercaderías o productos de procedencia extranjeras o de fabri- 
cación o producción nacional eme constituyen su objeto y que 
son introducidos de una provincia a otra, pudieran ser válida- 
mente gravados. En este sentido ta jurisprudencia de esta Cor- 
te y la Americana han sentado como principio uniforme que ca- 
da provincia recobra su plena capacidad impositiva a partir det 
momento en que las mercaderías, géneros o productos introdu- 
cidos ,1 su territorio, llegan a conúmd'"* y mezclarse con la ma- 
sa gencrat de bienes de la provincia, porque ya entonces no es 
posible afirmar que el impuesto gravita sobre el mero hecho de 
la introducción de los bienes. Tomo 125, pág. 333; 100 U. 5. 
■m ; 103 U. S. 334 : 1 16 U. S. 446 ; 2QR U. S. 113 ; 120 U. S. 489. 

i 

Oue el imperio de la cláusula que garantiza la libre circula- 
ción llega en realidad en sus efectos más lejos de lo dicho, pues- 
to fine si bien se admite que las facultades de las Provincias pa- 
ra gravar tas mercaderías introducirlas comienza a partir del mo- 
mento en que ellas se ha incorporado a su masa general de va- 
lores, ello sólo es asi a condición de que aún después de produ- 
cida aquélla el impuesto no establezca distinciones entre los bie- 
nes introducidos con los ya existente en el territorio, porque en- 
tonces el derecho sería diferencial y como tal insubsistente.* Y 
es. que en efecto, si se reconociera a las Provincias el derecho 
de establecer impuestos más pesados sobre las mercancías, gé- 
neros o productos que procedentes de otras o del exterior se 
hubieran incorjwado a la riqueza local, se habría caído en lo 
mismo que se quería evitar. Las barreras aduaneras interprovin- 
ciales que no funcionaron en el acto de la introdución actuarían 
después por medio de los derechos diferenciales con manifiesta 
violación del régimen adoptado. Tomo 125, pág. 333. 120 U. 
S. 489. 
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Quv de acuerdo con estos principios y con lo dispuesto jior 
rl art. 31 tic la Constitución, no es posible atribuir validez legal 
al nrt, 7*\ inciso 35 de la ley provincial impugnada. En efecto, 
si procediendo con el criterio impuesto por la última parte del 
art. 1 1 de la Constitución, se investiga cuál es el verdadero ob- 
jeto sobre i|uc descansa el gravamen, se liega a la conclusión de 
tme ese objeto no es otro que la circulación territorial y el co- 
lín* rcio i iiler pro v i ncial . 

Que, desde luego, la patente es a los repartidores dependien- 
tes fié casas de comercio que no pagan impuestos en la Provin- 
cia de Dueños Aires, pero, como todos ios establecimientos de 
comercio situados en aquélla alonan el denominado al comercio 
y a la Industria (informe de la Dirección General de Rentas 
de fs, 67), es lo cierto que en el tiecbo aquella patente de cua- 
trocientos pesos se cobra únicamente a los repartidores depen- 
dientes de casas de comercio que tienen su sede fuera de la Pro- 
vincia. La hipótesis de que la patente sea a la casa matriz que la 
Compañía tiene establecida en la Capital Federal, no es admisi- 
ble, puesto que se hallaría como tal fuera de la jurisdicción de 
la Provincia de Buenos Aires; tampoco lo sería la de que el 
impuesto se aplica a la actora en tazón de realizar sus negocios 
dentro de su territorio, porque para ello fuera indispensable que 
la compacta tuviera respecto de esas operaciones, sus agencias, 
oficinas o establecimientos dentro del Estado, ya. que las reali- 
zadas mediante las sucursales habilitadas en la Provincia son aje- 
nas a aquéllas y han abonado el impuesto al Comercio y a la 
Industria (ir'orme de la Dirección de Rentas dé fs. 67 vta.) 

Que como se infiere de lo dicho y de los términos de la ley, 
el gravamen es a los repartidores dependientes de casas de co- 
emrcio, es decir, a los empleados encargados de distribuir den- 
tro del territorio de la Provincia las mercaderías vendidas en esta 
Capital por los almacenes de la actora. El objeto de la patente 
es, pues, el transporte, el reparto» la circulación territorial de ta- 
les mercaderías. 
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Que ciertamente ikj se prestaría a ninguna duda la cues- 
tión di' salier si un objeto o conjunto de mercaderías adquirido 
iii esta »ital \**r personas domiciliadas en los pueblos cimm- 
vecinos a ella pudrían ser introducidas a la Provincia de Híle- 
nos Aires \hjt el propio comprador sin hallarse sujeto al pago 
de ningún gravamen por el hecho de llevarlos consigo; lo mís- 
m<i cabria rk-cir en el caso de que los nrticulos o mercancías uie- 
ran remilidos por medio de un ferrocarril o de otra empresa 
de transporte En antltas hipótesis la posibilidad de cualquier 
gravamen provincial derivado del simple hecho de la introduc- 
ción o del transporte seria inadmisible de acuerdo con el art. 10 
de la Constitución y todo el mundo lo comprende sin dificultad. 
Ahora bien, el hecho de que la compañía actora tome a su cargo 
la misión de conducir al territorio. de la Provncia de Buenos Ai- 
res jH>r sus propios medios las mercaderías que vende, esto es, 
con sus camiones y decidientes, no cambio los términos del pro- 
blema : la circulación terttorial es libre a los efectos de todo gra- 
vamen fuere sobre las mercaderías o sobre su conducción desde 
que esta comienza hasta que termina por el arribo de las mer- 
caderías a su destino, en todas las hipótesis imaginables. 

(Jue si se dijera que la patente es al ejercicio de la activi- 
dad que consiste en repartir y distribuir mercancías, ella no se- 
ria menos inadmisible en et caso desde que por una fiarte la 
exención de impuestos del art. 10 se refiere y comprende tanto 
los bienes o efectos mismos como las personas encargadas de 
o inducirlos ; y \»>r otra tal im|>osicióii afectaría la cláusula que 
atribuye al Congreso la facultad de reglar el comercio interes- 
tadital d^de que los repartidores ejercerían una actividad ac- 
cesoria pero estrechamente vinculada al comercio. Esta Corte ha 
declarado en este sentido que el principio de los arts. 10 y 67. 
inciso 12, proteje también las operaciones auxiliares y comple- 
mentarias del comercio y por consiguiente el transporte de las 
mercaderías enajenados porque el impuesto a la conducción re- 
carga el precio de aquellas y producé el efecto de recaer sobre 
las mismas. Tomo 101, pá C . 8: tomo 125. natr. 
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gue para que la circulación comercial dentro tic la provin- 
cia pueda ser gravada es necesario, como se lia dicho, que los 
Objetos materia de aquélla se hayan mezclado y confundido con 
los demás bienes, es decir, que comience el tráfico, la venta, la 
permuta que constituyen y definen esa circulación; pues bien, en 
la hipótesis de autos la patente no sólo se impune antes de que 
tal incorjíoracióii se haya producido, sinó «pie ella se opera res- 
l>ecto de bienes adquiridos por los compradores no para reven- 
derlos, sino jxira sus usos personales. 

(Jue aún en la hipótesis de que tales mercaderías se hubieran 
ya incorporado a la masa <le bienes de la Provincia de Uucnos Ai- 
res y hubieran sido ¡levadas allí con propósitos de comerciar 
con ellas, la pítente, en la forma cobrada, importaría un recar- 
go, una distinción inadmisible entre tales objetos y los de igual 
especie ya existentes dentro de la provincia que no estén sujetos 
at gravamen en cuestión, circunstancia que lo baria diferencial. 
El comercio entre estados no es libre cuando un artículo en ra- 
zón de' su origen o elaboración exterior es sometido por la ad- 
ministración local a una reglamentación o gravamen diferencial. 
Pomo 125, púg- 333. Cooley, On Tatation, pag. 150, $ edición. 
108 V. S. 113. 

Que todo propietario de transporte, como todo habitante, 
puede ser ¡>crsonalmente gravado en relación al valor de su pro- 
piedad o a la cuantía de sus rentas sin atender a ta fuente de la 
cual aquéllas se derivan, sea al comercio, la banca, la industria 
o cualquier otra actividad, Pero en el régimen político y econó- 
mico de la Constitución el principio general deja de ser verda- 
dero si un gravamen llega a ser establecido jwr una Provincia 
sobre Ids entradas derivadas del transporte de mercaderías y 
[>asajeros conexos con el comercio interprovtncial o extranjero, 
iwrque ello importaría desconocer los arts. 10 y 67, inciso 12 de 
la Constitución. Y tal es el caso de la compañía adora, pues la 
patente es con motivo del reparto o distribución de la Provincia 
de Buenos Aires de los objetos vendidos en esta Capital y la 
causa o la fuente gravada es la circulación territorial. 
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One la Provincia demandada cohonestando cl gravamen cu- 
ya invalidez se sostiene, ha expresado, como argumento concu- 
rrente, e! de qv$ mediante aquél se propone también defender d 
tmiiercio local revierto del que se realiza en la Capital. Si para 
proteger su propio comercio el «stado de Buenos Aires tuviera 
el derecho de gravar con una patente las mercaderías distri- 
buidas i>or la compañía actora en su territorio o las personas 
IH.r medio de las cuales aquélla son remitidas a su destino, es 
evidente que el monta de la patente quedaría librada a la discre- 
ción de aquélla y cu ejercicio de tal facultad podria elevarla 
en una proporción tal que sería fácil excluir la introducción de 
tales artículos y hacer por ese medio imposible la competencia 
con los productos o artículos ya incorporados a su propio co- 
mercio. Y no es necesario demostrar que fué calialmentc para 
impedir consecuencias de este orden que los autores de la Cons- 
titución dieron al Congreso al poder tic regular el comercio y 
a los habitantes ríe la República ta libre circulación en toda ella 
de los efectos de producción o fabricación nacional y extran- 
jera. 

Que, por último, el argumento esgrimido por la Provincia 
de Buenos Aires, que el ci nitrato de compra- venta queda concluí 
cío no en la Capital slnó en el territorio de la Provincia, graván- 
dose asi, un acto realizado dentro de ella, fuera de ser legalmen- 
te inexacto puesto que la compra-venta de mercaderías es un 
contrato consensúa) por su naturaleza que queda concluido des- 
de que las partes se ponen de acuerdo sobre el precio y sobre 
la cosa y l»>r ende en los almacenes de la compañía en esta Ca- 
pital, fuera de eso, siempre sería verdad que el impuesto se co- 
braría por la venta de valores que en forma de mercaderías in- 
jjresau a la Provine ia o a la actividad o profesión derivada de 
su transporte, en plena circulación territorial y antes de que las 
mercaderías se hayan incorporado a la masa general de bienes de 
la misma. 

Kn mérito de las consideraciones expuestas lo dispuesto por 
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los artículos 784 y 794 del Código Civil y de conformidad con 
lo dictaminado [wr el Señor Procurador General, se declara que 
el art. 7 tf , inciso 35 de la ley impugnada en cuanto estableo- 
una patente fija de cuatrocientos pesos a los repartidores de- 
pendientes de casas de comercio que no paguen el impuesto a la 
Industria y al Comercio, es violatorio de la Constitución Nacio- 
nal y que, en consecuencia, la Provincia de Buenos Aires está 
obligada a devolver a la actora, dentro del término de treinta días, 
la cantidad de seis mil cuatrocientos pesos con sus intereses a 
estilo de Hanco desde la notificación de la demanda. En cuanto 
a la parte de ésta relativa a la devolución de diez mil pesos pa- 
gados en virtud de la ley al Comercio e Industria se la deses- 
tima. Las costas serán satisfechas en el orden causado por ser 
la demanda en parte absolutoria. Notifiquese, repóngase el pa- 
pel y archívese. 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta. — Roberto Repetto. — 
M. Laurencena. — R. Guiño 
Lavalle. 



Don Pedro I, Garro y Don Carlos M. Arias contra Don Rufino 
Ortega, sobre reivindicación. Conn'nuia de competencia. 

Sumario: En una contienda de comfietcncia en la que se hace 
derivar esta por cada uno de los jueces, de la circunstancia 
de que el bien raíz objeto de la acción reivindicatoria enta- 
blada, está situado en el territorio de la provincia de que 
emana la autoridad que respectivamente ejercen, y en que 
hay una esiiecic de equivalencia de determinados medios de 
prueba que en cierto modo les resta eficacia recíproca «*- 
mo factores demostrativos de la cuestión propuesta corres- 
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l>ondc declarar que i*s competente el juez de aquella pro- 
vincia que aparece manteniendo el ejercicio efectivo de la 
jurisdicción y soberanía territorial y poli tica que caracteriza 
t'l dominio eminente actual, < En el caso, la Provincia de 



explican las piezas siguiente?, : 



ACTO PEI. JUEZ tO CIVIL V COMERCIAL 

* 

Sati Luis, Febrero 1* de l!Ü7. 

' Y Vistos : ICI incidente sobre contienda de conijietencia, del 
que resulta : 

One *i ís, 5 se presentan los letrados señorea Pedro f, Ga- 
rm y \ arlos M. Aria,, en representación éste, de tos señores j. 
( arlos Arias, su esposa doña Jesús Quirogn de Arias, y de don 
Ramón Qnironra, estando este último representado también por 
el noml>ra<lo doctor Garro. Ejercitando dicho mandato, dicen, 
que sus representados tienen noticias de que el campo indiviso 
denominado Agua Dulce, situado en el partido del Tala, de¡»ar- 
latnento de la Capital de esta provincia, se encuentra ocupado 
por clon Rufino Ortega, domiciliado en la ciudad de Mendoza, 
quien tk'iu' como administrador del mismo a don Nicolás Gimé- 
nez, que vive en el lugar conocido con el nombre de La Amar- 
ga, o sea un puesto de dicho campo. El derecho que sus repre- 
sentantes tienen sobre el campo aludido, resolta de la escritura 
púMicn registrada en el protocolo de don Félix Quiroga, bajo 
et X v 64. cuya copia ofrecen agregar ■ oportunamente. Que sus 
mandantes necesitan deducir la acción que por ley corresponde 
y siendo indispensable |)ara ello tener la certeza de que st los 
señores Kufino Ortega y Nicolás Giménez, son poseedores del 
inmuehle a que se han referido, solicitan se les tome declara- 
ción jurada acerca de tal hecho y al tenor del interrogatorio que 
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insertan, de conformidad con ka establecido par el ínctso del 
:irL 134 fiel Cód. de Proced. Que las clí] indicias practicadas 
tendientes a obtener la seguridad fie quienes son los poseedo- 
res de! inmueble determinado, rio les han dado resultado, por 
la forma ambigua en que se manifiestan los pobladores de di- 
eho catnjwj, pues, algunos los tienen |)or terrenos fiscales y otros 
dicen que creen que es el señor Ortega quien lo posee. Que es- 
tando domiciliado don Rufino Ortega en la ciudad fie Mendoza, 
solicitan se exhorte al señor Juez dé lo Civil en turno de dicha 
localidad, a los fines expuestos. Lo que asi se hizo. Dando cum- 
plimiento a ese exhorto, se hizo comparecer al señor Rufino Or- 
tega y en su declaración corriente a fs. 16. niega que posea un 
campo en esta provincia, pero que si fjosee un campo que 
queda íntegramente en la provincia de Mendoza, habido 
|>or herencia de sus padres y que limita: al N <jrte con 
derechos que fueron de la sucesión del Gral. Ortega fhoy sus 
sucesores) al Sttd. la confluencia de los ríos Tilítilú y Desagua- 
dero o Salado ai Este río Desaguadero o Salado que sei>ara a 
ta provincia de Mendoza de San Luis : y Oeste, arroyo Tilati- 
lu. Que dicho campo !o jKwce a título de propietario y que su 
comparecencia no implica reconocer Ja jurisdicción y competen- 
cia de las autoridades de San Luis, en juicio y diligencias pre- 
vias relativo a su |XTSoiia y de sus bienes por tener su domici- 
lio y radicar los bienes eu Mendoza. 

Posteriormente y a fs, 19. se presentan los señores Arias 
y Garro por la representación antes recordada y por lo que 
justifica el poder que mencionan, promoviendo demanda reivin- 
dicatoría contra don Rufino Ortega, domiciliado en Mendoza, 
tle un inmueble ubicado en el jxirtido del Tala, departamento de 
la Capital de esta provincia, con una superficie total de 6172 
hectáreas. 54 áreas y 60 centiárcas, dentro de los siguientes li- 
mites : Fste, terreno inmediato al Heliedcro : Sud, con las Pam- 
pas; Osle, con terrenos realengos; y Norte, con la caja antigua 
de los ríos Desaguadero y Ttmuyán. De la demanda se dio tras- 
lado, exhortándose a sus efectos al señor Juez fie lo Civil en tur- 
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ni i de la ciudad dé Mendoza, :i lo que se hizo lugar, sin perjuicio 
de la jurisdicción, notificándose al demandado, quien por inter- 
medio de su representante señor Juan C. Suárez, promueve con- 
ticiitlc de com|>cte»e¡a por inhiliiiuria ante el señor Juez exhor- 
tad", áfi lo que se (lió vista al señor Agente Fiscal, expidiéndose 
ni t i sentido de que et señor Juez de Mendoza es el competente 
para entender en la demanda deducida, A su vez. el señor juez, 
íesiíeJve : declarando que sobre la zona donde ubica el inniuehíe 
1 11 litigio, ejercí- jurisdicción la provincia de Mendoza y (pie, des- 
di* luego, es él compílente, ]>ara entender en el juicio rervindiea- 
lafki iniciado, >osieniendo su competencia en la forma determi- 
rtada en el art. 597 del Cód. cíe Proccd., ordenando se oficie al 
M-mir Juez exhortante para que se inhiba y remita las actuacio- 
nes promovidas de referencia, o las eleve a ta Kxcma. Corte Su- 
prema Xaeional para la decisión de esta contienda, lo que cons- 
ta de fs, 23 vta. a fs. 53, De lo cual, a fs. 54 vta., se dió traslado 
al señor Agente Fiscal y a los actores. El seüur Fiscal sostiene 
que el inmueble materia de la «litis», está situado dentro de los 
límites generales de la provincia de San Luís, límites reconocidos 
desde tiempos más o menos remotos, por actos y por hechos de 
los gobiernos de amtxas provincias limítrofes — los que explica. 
— Dictaminando, en consecuencia, que el proveyente es el com- 
péleme para entender en el citado juicio, lo que se le hará sa- 
lir al señor Juez de Mendoza, que ha planteado la inhibitoria, 
elevándose los autos a la Kxcma. Suprema Corte Nacional, a los 
fines consistientes"! 

Los actores, en su escrito de fs. 66, sostienen la compe- 
tencia de este Juzgado por las razones que exponen. 

Por decreto de fs. 70 vta. y en virtud de lo establecido por 
e! art. 155 del Cód. de Proced.. fué abierto a prueba el inciden- 
te, produciéndose la que menciona et actuario en su informe de 
fs. 1 12 vta. Habiendo estado representado el señor Rufino Or- 
tiga por su aiwdcrailo don Kleodoro Jofré, como consta a fs. 105. 
Una vez repuesto los sellos se pronuncia la providencia de autos 
para definitiva: y 
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Que para resolver ííi contienda de cumpctcncia tic que se 
trata 7 <IdK . determinara en euál de las provincias limítrofes 
está situado el inmueble, objeto del litigio, y, si las autoridades 
de la provincia dunde estuviera comprendido ejercen actualmen- 
te jurisdicción sobre los canias de referencia, De lo mamíesla- 
do y de la prueba de una y otra parte, se observa, claramente 
mu/ dichos campos quedan hacia el Naciente de la línea seda- 
tiva entre las provincias de San Luis y Mendoza menemnada 
en el lado arbitral del doctor Bernardo de Jrignyen. cuyo testi- 
monio se acompaña en las actuaciones remitidas por et señor 
f„e/ de Mendoza, correspondiendo, por consiguiente, dicho cam- 
pp :i la provincia de San Luis, El laudo de referencia, s. bien 
no fué una decisión final del límite de las dos provincias, quedo 
no obstante, aceptado por sus respectivos gobiernos desde aquel 
entonces, por cnanto no acrece ninguna protesta de los go- 
biernos interesados. El gobierno de esta provincia, con el pro- 
pósito de fijar con exactitud ta posesión y jurisdicción que le 
corregidla de conformidad con el citado laudo, recomendó su 
respectivo estudio al Director del Departamento Topográfico, 
señor Felipe S. Vclázquez, quien se expidió, cuyo testimonio 
es el de fs. 90 a ís. %, el que por su importancia sobre el pun- 
to en cuestión transcribo su parte fundamental: «Copia: infor- 
me sobre cuestión límites con Mendoza, San Luis, diciembre 17 
de 1885. Al señor Ministro de Gobierno, doctor Rodolfo M. 
Sarmiento, En cumplimiento de la disposición del Excmo. Go- 
bierno que S, S. se sirvió comunicarme por nota de 8 de octu- 
bre último, esta oficina se lia ocupado de hacer los estudios ne- 
cesarios con la mira de determinar con exactitud la posesión 
y jurisdicción de la provincia de San Luis, en 4 de Julio de 
l«8l a que se refiere el laudo arbitral del señor Ministro del 
Interior, de 10 de Octubre de 1882. Para obtener la solución 
deseada esta oficina lia examinado con detención los títulos, he- 
chos reales v antecedentes que se relacionan con el asunto y 
m consecuencia, pasa a exponer a S. S. el resultado deducido. 
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Sentado esto, se entrará a tratar la cuestión propuesta. Las 
provincias de San Luis y Mendoza jamás han negado que los 
nos Desaguadero en toda su extensión, Salado y Diamante, son 
las lineas que las dividen ; |>or el contrario, una y otra han lle- 
vado, siempre sus pretensiones sólo hasta ellos. 

En este caso la cuestión se reduce a determinar el lecho de 
los mencionados ríos. Entonces nada justifica la pretensión de 
confundir limites tan claros; y cualquiera otra linea que se qui- 
siera hacer valer como divisoria, sea más al Oeste o más a! Este, 
es falsa, y el hecho importaría desconocer abiertamente el lími- 
te natural del Desaguadero en toda su extensión que han respe- 
tado ambas provincias. Pretender introducir la divisoria al va- 
lle del Bebedero o Salto y Agua Dulce por la simple razón de 
estar seco aquél (en la parte dicha), significa lo mismo que 
traerla al Valle de la Cañada, lago Bebedero, etc.. de que el pri- 
men» forma parte, es decir, sacarla del Desaguadero, pasarla 
m encima del Alto Pcncoso y fij ar |, a cn Ia cañ;K | a pues s¡ m 
|«me puede servir de límite, nada obsta que sirva el texto. Ello 
no sólo es absurdo sino ridiculo y altamente grave y desdoroso 
para la provincia de San Luis si llegara a consentirlo. Basta 
echar una mirada sobre el plano de esa región para juzgar de la 
situación del Desaguadero y convencerse de que seria un con- 
trasentido resaltante qu<> pueda confundirse con el río Bebe- 
dero o Salto, arroyo Bruno. Boyero, etc., a más que está perfec- 
tamente vigente su cauce entre fos puntos citados Esquina y Pa- 
so Tila, con pequeñas diferencias en líneas rectas. Determinada 
la posesión del Desaguadero y perteneciendo a la jurisdicción 
de la provincia de San Luis todas los terrenos que quedan a su 
costado Naciente, de los cuales ha estado siempre en posesión, 
resulta comprolwdo hasta la evidencia que la *>na comprendida 
por los ríos Bebedero por el Norte, Salto v Agua Dulce por el 
Este y Desaguadero ,)or el Oeste, que forman parte de aquellas 
y que se denomina Salto, Islas del Agua Dulce, arrovo de Mé- 
dano v Mosmota, etc., han estado en la jurisdicción de esta pro- 
vincia antes de 1881. en dicho año y lo está hasta la fecha 
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Los títulos que la provoincia de Sa» Luis posee referentes a 
esos terrenos no dejan tampoco la menor duda que pertenecen 
a su jurisdicción y que han estado en todo tiempo en posesión 
de ellos». 

El plano de fs. 83 demuestra los terrenos a que se refiere 
el laudo del doctor Irigoycn entre las provincias de San Luis 
y Mendoza, observándose que e! campo denominado Agua Dulce 
queda a tostante distancia al Naciente de la línea limítrofe en- 
tre las dos provincias. Idéntica conclusión se advierte también 
en el tna;>a de fs. 65 y en los planos de fs. 82 y 84 correspon- 
diente y a las mensuras que en los mismos se indican. Lo que 
puntualiza aún con más evidencia la jurisdicción de esta pro- 
vincia sobre el campo cuestionado, corroborándose su jurisdic- 
ción actual, con las medidas adoptadas en los hechos de carác- 
ter delictuoso ocurridos en campos comprendidos entre los ríos 
Tila (» Tilatirú po| el Oeste y Salado |wr el Este, según resulta 
de los informes de fs. 76 y 79. 

I\>r c-sias consideraciones, los concordantes de referencia 
y dictamen fiscal, resuelvo: declarar que sobre la zona donde 
ubica el inmueble en litigio ejerce jurisdicción la provincia de 
San Luis, sosteniendo por consiguiente mi competencia para en- 
tender en el juicio reivindicatorío iniciado en virtud de lo esta- 
blecido por el art. 7* del Cód. de Froced. En consecuencia, y ha- 
biendo el señor Juez de lo Civil de la ciudad de Mendoza, co- 
municarlo su connwtenda para entender en el mismo juicio, elé- 
vense las actuaciones a la Excma. Suprema Corte Nacional para 
la decisión de esta contienda, de conformidad cort lo solicitado 
por el señor Juez requircute. 

Remítase copia del dictamen fiscal de fs. 62, del escrito de 
fs. 66. del informe de fs. 90 y de las piezas que indiquen los in- 
teresados siempre que no opten por la remisión de estas actua- 
ciones. _ Mauricio Lucero. — Ante mí: Cecilio Moya. 
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Agosto 4 do 1927. 

Suprema Corte : 

Entre el Juez de l* Instancia en In Civil y Comercial de San 
Luis y el de igual clase de Mendoza, se ha trabado cuestión de 
competencia para conocer en ta causa sobre reivindicación inicia- 
da ante el primero de los nombrados magistrados por don Pe- 
dro I, Garro y otros contra don Rufino Ortega* con referencia 
a un inmueble denominado Agua Dulce, ubicado en el límite di- 
visorio de las citadas provincias. 

Motiva la presente contienda la divergencia de opiniones en 
cuanto se refiere a la jurisdicción dentro de la cual se encuentra 
el inmueble. 

Tal cuestión puede ser derimida \jot V. E. en ejercicio de la 
facultad conferida ]>or el art. 0» de la ley 4055, sin que el pro- 
nunciamiento tic la Corte Suprema importe una decisión defini- 
tiva sobre fijación de límites interprovinciales ajena a su juris- 
dicción (art. 67. inc. 14 de la Constitución Nacional), los cuales 
limites, en el caso de autos, aparecen controvertidos. 

Así lo tiene resuelto V. E. (14$, 241). 

La prueba producida en los dos expedientes agregados pa- 
ra acreditar dentro del territorio de qué provincia se encuentra 
el inmueble Agua Dulce, me induce a decidirme en favor de la 
jurisdicción del Juez de San Lius. 

En efecto, la documentación presentada ante dicho Juez es- 
tablece claramente que esa provincia ejercita actualmente actos 
tic jurisdicción por intermedio de sus propias autoridades. 

El informe de fs. 61 del expediente de Mendoza, expedido 
por el Jefe de Policía de dicha provincia, no puede modificar 
esta conclusión. 
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Dicho informe, aparte de ser impreciso en cuanto a la de- 
terminación del lugar en que el inmueble de referencia esta si- 
tuado, que es precisamente lo que motiva esta contienda, se en- 
cuentra contradicho por las constancias de fs. 75» 76 y 79 del 
expediente de San Luis en las que. con determinación expresa de 
dicho lugar queda establecido que la autoridad policial de Men- 
doza carece de jurisdicción, atribuyéndola, ella misma, a la de 
San Luis, ante la cual formula denuncias en ocasión de críme- 
nes cometidos en el ya citado lugar. 

Por lo expuesto, soy de opinión que corresponde dirimir 
la presente contienda en favor de la competencia del Juez de San 
Luis dentro de cuya jurisdicción, en el partido del Tala, depar- 
tamento de la Capital, se encuentra ubicad* el inmueble que se 
reivindica. 

Horacio R. Larrcta, 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Agosto 26 de 1927. 

Autos y Vistos: 

Los de contienda de competencia por inhibitoria trabada en- 
tre un Juez en lo Civil de Mendoza y otro de lo Civtl y Comer- 
cial de San Luis para conocer en el juicio promovido por ios se- 
ñores Pedro L Garro y Carlos M. Arias contra Rufino Ortega, 
por reivindicación. 

Y Considerando: 

Que el antecedente fundamental del caso y que en realidad 
constituye la base de la contienda a dirimir, consiste en la apre- 
ciación discordante de las partes y de los jueces que intervienen 
en el litigio, respecto a la jurisdicción territorial a que está so- 
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metido H inmueble que es objeto de la acción reí vindicatoria en- 
tablada, derivando su competencia, «no y otro de los magistra- 
dos en contienda» de la circunstancia de que el bien raiz aludido 
está situado en el territorio de la provincia fie que emana la 
autoridad que respectivamente ejercen. 

Que de la discusión y de la unida de autos se deduce que 
el inmueble que se reivindica está situado en una zona fronteri- 
za de las dos provincias referidas, y que el límite divisorio entre 
las mismas no se lia fijado en el terreno, ni aún determinado 
teóricamente, circunstancias por las cuales no ha podido pues, 
traerse a la controversia una demostración concluyeme de que el 
cami>o en cuestión pertenece al dominio jurisdiccional de San 
Luis o de Mendoza. 

(Jue en estas condiciones, el hecbo de estar intimamente vin- 
culado el caso $#b lite, con la cuestión de jurisdicción territorial 
inundada, que a esta Corte no le comete resolver (Constitu- 
ción, art. 67, inc. 14), no puede ser óbice para decidir la con- 
lienda traída a su examen, Instando al efecto determinar jwr la 
apreciación de la pruelia, cual de los dos Estados aparece en la 
situación actual en ejercicio de la protestad o jurisdicción |>oli- 
Ika en el territorio sobre que recae la acción reí vindicatoria m- 
l culada. De otra manera,, y como lo tiene declarado el tribunal 
en un caso análogo (Fallos, tomo 148, j>ág, 241), un conflicto 
de atribuciones judiciales como el presente, no tendría solución, 
y las partes en litigio carecerían indefinidamente de Juez com- 
l>ctente que dirima sus diferencias, lo que no es legal ni .prácti- 
camente admisible. 

Que así definidos los caracteres esenciales del sttb judicc 
procede observar, que el examen de la pruelia de autos conduce 
hasta cierto punto a establecer idéntica conclusión para las dos 
tesis sustentadas, esto es, que el inmueble en litigio aparece en 
Sun Luís o en Mendoza según que las declaraciones oficiales, 
los informes técnicos, los mapas y planos presentados, pertenez- 
can a una u otra de las dos provincias. Esta especie de equiva- 



lencia de determinados medios de pruelía. que en cierto modo 
les resta eficacia reciproca como factores demostrativos de la 
cuestión propuesta. 110 impide sin emlvirgo, que por algunos dé 
esos mismos medios de compn ilación y otros que los comple- 
tan, se pueda inferir con verdad que el ejercicio efectivo de la 
jurisdicción y soliéronla territorial y política que caracteriza el 
dominio eminente actual, lo tiene la provincia de San Luis so- 
bre aquel territorio. Así al menos dclw considerarse acreditado 
por hechos y circunstancias como el funcionamiento en ese i>a- 
raje de la sul>comisaria de Fortín de! Salto, deludiente de la 
iwlicia del departamento de la Capital de dicha provincia que 
ejerce allí jurisdicción policial interviniendo en la represión de 
hechos delictuosos concretamente relacionados en autos; y otro 
tanto puede decirse de las actuaciones del Juez del Crimen de la 
ciudad de San Luís, en el proceso jxir homicidio a que se refiere 
el certificado de fs. 76— proceso instruido a mérito precisamen- 
te de una denuncia hecha a la policía de San Lujg (comisaria 
de Bcazley), |xir la de Mendoza (comisaría de t£ Paz), lo que 
importa en realidad un reconocimiento implícitu de la jurisdic- 
ción de aquélla, hecho |>or las autoridades de ésta, en la forma 
expresada. 

Oue a estos antecedentes los precede un interesante docu- 
mento que las partes denominan *Laudo sobre tstattt quo* cutre 
Mendosa y San Luis», suscripto en 1882 por el doctor Bernar- 
do de Irigoyen, «autorizado j»ra determinar las lases del statu 
quo» que dehen observar amlias provincias provisoriamente, has- 
ta que se resuelva la cuestión de límites entre ellas». En tal ca- 
rácter, y en cumplimiento de su cometido, el doctor Irigoyen 
traza el cuadro sintético de la situación creada entre las dos pro- 
vincias i>or actos de recíprocos desalojos de los territorios fron- 
terizos aludidos, desautorizando los hechos de fuerza y los man- 
datos judiciales decretados sin ta debida substanciación, que apa- 
decen entre los elementos de juicio que le han sido sometidos y 
termina consignando su «opinión» de que debe mantenerse el 
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staht ijuo existente en 1881. fecha en la cual ejercía jurisdicción 
en los territorios en litigio el gobierno fie la provincia de San 
I ,ttis. 

Ante este pronunciamiento, un era cíe temerse que se des- 
oyera yxrr Jas partes interesadas el autorizado consejo de tan 
ilustre arhitrador, y las dos provincias han hecho, sin duda, a 
aquel dictamen el honor debido, manteniendo sin ulteriores dis- 
crepancias la situación jurisdiccional de 1881. 

En su mérito, pues, y sin que ello importe abrir juicio sobre 
la cuestión de límites de las provincias aludirlas, se declara, de 
conformidad con lo dictaminado jx>r el señor Procurador Gene- 
ral, f|ue el conocimiento dé esta cansa corresponde al Juez en lo 
Civil y Comercial de San Luis, a quien, en consecuencia* se re- 
mitirán los autos, avisándose al Juez en lo Civil de Mendoza 
vn la forma de estilo. 

A. HKttMKjO. — J. Kir.CKROA AL- 
CORTA. — RonKRTO Rí-PKTTO. — 



X O T A S 

Con fecha cinco de Agosto de mil novecientos veintisiete, 
la Corte Suprema declaró improcedente la queja deducida |K>r 
doña Serafina Ríos de Amicsto, en autos con la sucesión de don 
Pedro Vázquez, sobre desalojamiento, por desprenderse de la 
propiación exposición de la recurrente» que ésta fué citada opor- 
tunamente al juicio respectivo, concurrió a Ja audiencia señala- 
da y opuso la defensa que creyó convenirle y. además. |*>r no 
estar comprendido el recurso en las disposiciones de tas ícyes 
federales que se citatjan, dado que le eran aplicables las del Có- 
digo fie Procedimientos en lo Civil. 
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\\\\ la misma fecha no *e híüo 1u/,ar ti la queja deducida 
\nw do» Antonio (iunaaleí, contra uim resolución tic la Cámara 
nv lo Criminal y C«rr«?«knwl de la Capital, dictada cu su ceg- 
t vti por infracción a la ley «IMl, en raaón de que ol caso lialiía 
sido resuello |n>r interpretación y aplicación do la referida ley. 
que es de carácter twal» dictada para la Capital y Territorios 
Nacionales y no da orltfen al recurso extraordinario, de acuerdo 
con la comíante jurisprudencia del tribunal y, además, porque 
el articulo 17 de la Constitución (pie se invocad, no era de 
aplicación al wb ¿iffíiVc, pues un tenía con este ta relación diree- 
la e inmediata que mpilere la ley, ni había sido invocado en el 
pleito, sino al interjsinerse el recurso, esto es. extemporánca- 
mente, fftlffeuk» 14 y 15. ley •***), 



■ 



|>n la tuistua fecha itá H MlO bajar, igualmente, a la queja 
• deducida por don Torlhio Simón en los autos seguido* |Hjr la 
Municipalidad <tc la Capital cuntra doña María Cosió de Do- 
mingue* Artera, sobre expropiación, en razón de que de la cx- 
pwteinu del recurrente resultáis que este, dedujo cuntra la sen- 
teucia de primera Instancia los recurso* de nulidad y atwlación. 
siéndole concedido el ultimo, y substanciado ante la Cámara 1» de 
Apelaciones en lo Civil, fué confirmado el fallo recurrido; an- 
tecedente» demostrativos de que el recurrente se hizo parte e» 
el juicio y fué nido en la* condiciones que el mismo expresa, 
eon lo que He hahinn llenado tos requisito* esenciales de la de- 
fensa por el ejercicio evidente ríe tos derechos debatidos en el 

Ittiftet 



BU diea y nueve del mismo no se hiio lugar a la queja de- 
ducida |W Attterto Uivero, contra sentencia de la Cámara de 
Apelaciones en lo Correccional y Criminal de la Capital, que le 
condenó a sufrir la pCM de seis anua de reclusión, por los de- 
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titos dé desacató y lesiones Uves, por no acrecer de la propia 
exposición del recurrente, que hubiera interpuesto para ante la 
C urte Suprema, recurso aJ^mu) míe le hubiese sido denegado. 



Ku la misma fecha no se hizo lugar a la míe ja deducida 
por los señores Rafael y Carlos Pontonero Pantano, en atitós 
con tos señores Mafíeziui y 1-argacha, sohre nulidad de un lau- 
do arbitral, en razón de no aparecer de la exposición de los re- 
currente*, la procedencia del recurso que se interi>onía. de acuer- 
do con lo dispuesto ]Kjr el art. 14 de Ja ley 48, ni se había 11c- 
nado, tampoco, los requisitos exigidos por el art. 15 de la mis- 
ma ley. 



Con lecha veinticuatro fué confirmada por la Corte Supre- 
ma la sentencia pronunciada poSP la Cámara Federal de Apela- 
ción de La Plata, que condenó a Juan Yaiiez a sufrir la pena 
i le veinticinco años de \ tristón, accesorias legales y costas, en 
ve/ de la de diez y siete años y seis meses de reclusión, que le 
fué impuesta por el Juez Letrado del Territorio Nacional del 
Chubut. como autor del delito de homicidio y robo perpetrado 
ni la persona de Pedro Aranea, el día 7 de Julio de 1921. en el 
paraje denominado «Paso Rio Gucngucr», jurisdicción del ex- 
presado território. 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 
Antonio Kchnlmi, contra una resolución de la Cámara de Ape- 
laciones en lo Criminal y Correccional de la Capital, jx>r no re- 
sultar de la exposición del recurrente, que se tratara de ninguno 
de los casos pre vistos por el artículo 14 de la ley 4«, ni aparecer 
cumplidas los requisito* del art. 15 de la misma ley. 



En la misma fecha se declaró improcedente Ja queja dedu- 
cida por don Eduardo Sasso en autos con la sucesión de don 
Gariliatdo ¿\ffanni. !í " lírt> co1,ro (,e alquileres, dado que, en tan- 
to se invocaba i>or el recurrente la violación del artículo 18 de 
la Constitución, solo se trataki. en realidad, de la aplicación del 
art. 53 de la ley de Justicia de Paz que rige la apelación para 
ante los jueces de primera instancia y, además, \K>r considerar 
que los vicios de procedimiento sólo pueden ser materia de re- 
curso para ante la Corte Suprema en los casos en que se hayan 
cuestionado la mconstitiieionalidad de la ley respectiva, durante 
la secuela de la causa. 

En veintiséis del mismo no se hizo lugar a la queja dedu- 
cida jjor la sociedad anónima Hipódromo Nacional en autos con 
la Municipalidad de la Capital, sobre posesión treintañal, por 
desprenderse de la exposición de la recurrente, que la decisión 
apelada no eru definitiva como lo requiere el art. 14 de la ley 
48. dado que ta Cámara 2* en lo Civil de esta Capital bahía re- 
suelto que «sosteniendo la Municipalidad que el terreno a que 
se refiere la información debe ser considerado de propiedad de 
la Comuna por las razones que da en su escrito de fs. 15, se 
declara improcedente la información ofrecida, sin i>erjuicio de 
los derechos cute puedan corresponder al actor y que podrá ha- 
cer valer por la vía que corresponda» y, además, porque la cues- 
tión de la procedencia o improcedencia de la información es de 
mero derecho común y procesal, extraña al remedio extraordi- 
nario, de acuerdo con lo dispuesto |>or el art, 15 de la ley 48. 



En el juicio criminal seguido contra José Balarmino Re1>o- 
llcdo por los delitos de hurto, rapto y violación en la persona 
de Margarita Kamileo, abuso de anua, rapto de Aurora Contrc- 
ras, hurto, lesiones en la [wrsona de Juan Segundo Fernández 



172 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



y homicidio en la dé Catalino Rcarte. el Juez Letrado del Te- 
rritorio Nacional drl Chubut, en cuya jurisdicción se habían 
perpetrado los expresados delitos, falló la cansa condenando al 
procesado a sufrir el máximum de la pena establecida [>or el ar- 
ticulo 79 de! código puial, o sea a veinticinco años de reclusión, 
costas y accesorias legales. Apelada esta sentencia, fue confir- 
mada por la Cámara L'Vderal de Apelación de I,a Plata, en cuan- 
to se condena! >a al procesado como autor de los delitos de rapto 
y violación, rapto, disparo de arma, hurto simple, hurto de ga- 
nado y atentado a la autoridad con armas ; la modificó en cuan- 
to a tos delitos de homicidio y lesiones, por conceptuarlos co- 
metido* en riña y castigados por el art, 95 del código penal, y 
la Revocó, absolviendo al procesado jior el hurto de caballos, 
resolviendo, filialmente. imponer al procesado la pena de ca- 
torce años de. prisión con arreglo a lo establecido por el art. 54 
del código penal. Llevados los autos en ai>clación a la Corte 
Suprema, el tribunal, con fecha 29 de Agosto de 1927. en ra- 
zón de que el delito imputado al procesado era el de homicidio 
simple, previsto por el art. 79 del código penal, reformó, a su 
vez, la sentencia apelada, condenándolo al máximum de la pena 
establecida en dicha disposición, o sean, veinticinco años de re- 
clusión, en vista de no existir atenuante en su favor y si las 
gravantes de concurrencia de delitos, además de sus pésimos 
antecedentes. Artículos 41 y 56 del código |»enal. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

Don Salomón Seitapira solicita excepción del servicio militar 

Sumario: i 9 Las situaciones de hechos que fundamentan las 
excepciones ilel servicio militar del>cn contemplarse en re- 
lación ai tiempo en qtie se solicitan. 

2* Las execciones al servicio militar no son perma- 
nentes, siendo susceptibles de variación sus causas motivan- 
tes. 

Caso: Lo explica el siguiente: 




El ciudadano Salomón Schiapira se presenta a ís. 5 solici- 
tando excepción del servicio militar ]K>r hallarse comprendido 
en la disposición del artículo 63, inciso b) de la ley 4707 e in- 
voca a fs. 21 también el inciso d) del mismo, referentes, res- 
istivamente, al hijo y nieto que atienden con su trabajo per- 
sonal a la subsistencia de la madre viuda o abuela pobre. Tra- 
mitada ta petición en forma y producida la prueba de! caso, tanto 
el señor Juez Federal a ís. 29, como la Cámara a fs, 35 han de- 
negado aquélla, habiendo deducido el interesado el recurso para 
ante esta Corte Suprema, concedido a fs. 37, como encuadrado 
en el inciso 3', artículo 14 de la ley 48 y artículo 14 de la ley 
48 y artículo 6 V de la ley 4055, 

Y Considerando: 

Que no es discutible ni ha sido discutida la procedencia del 
recurso, desde que se trata en e! caso del fallo definitivo de la 
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Cámara Federal que desconoce una exención fundada en ley del 
Congreso Nacional, cnal es la Orgánica Militar 4707, cuyo ar- 
ticulo (>S. (incisos I) y d) establece la excepción solicitada. 

Que la sentencia en recurso carece defundamento legal ya 
que no se cita en ella disposición alguna de la ley citada que 
pueda ofjonerse a dicha excepción y justificar la jurisprudencia 
invocada, La circunstancia de que anteriormente se concediera 
i ncepción del servicio militar a un hermano fiel apelante que 
aflujo las mismas causas no constituye óbice por si solo para 
conceder la presente, por cuanto las situaciones de hechos que 
fundamentan las excepciones dcl>en contemplarse en relación ni 
tiempo en que se solicitan y fácilmente se concilio que el hijo 
que subvenía a las necesidades de su madre viuda en 103") no 
sea el mismo que la asiste varios años después. 

Que la razón dada por el Ministerio Fiscal a ís. 25 de que 
la madre beneficiada tiene algunos yernos que podrían ayudarla, 
tampoco es admisible, pues no se ha sostenido que aquélla re- 
ciba, efectivamente, su ayuda como sería menester para que di- 
cha razón fuese valedera. 

Que la misma ley 4/07 ha previsto el cese fíe una excepción 
concedida, debiendo el ciudadano exceptuado dar cuenta fie ha- 
ber desaparecido la causa de su exce|>ción, en cuyo caso aquél 
vuelve a formar parte del ejército en la clase que por su edad 
le corresponde. I a falta fie cumplimiento a dicha disposición 
está jienada cu la misma ley (arls. (\7 y 74 K demostrando estas 
previsiones legales que las excepciones al servicio militar no son 
permanentes y que las causas motivantes son susceptibles de va- 
riación. 

Ouc las resoluciones de I* y l' 1 instancia no se han pronun- 
ciado sobre la prueba de los hechos que fundamentan la excep- 
ción, requinto indispensable para aplicar el derecho invocado por 
el recurrente, 

Por ello se revoca la sentencia apelada y devuélvase la 
cansí al tribunal de su procedencia para que si éste encuentra 
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demostradas las causales de la excepción alegada, resuelva de 



Teniente Coronel !>on Aiujcl de Hernández acusado de delito 
contra Ui fe pública cu el desempato de su carijo 

Sumario: 1- Los Tribunales Militares no forman pane del 
sistema judicial de la Nación, y Ja jurisdicción militar lia 
sido organizada como consecuencia del jxxlcr atribuido al 
Congreso de fijar la fuerza de linea' de tierra y de mar en 
tiempo de paz y guerra y formar reglamentos y ordenan- 
zas, i>ara el gobierno de dichos ejércitos, (articulo 67, inci- 
so 25 de la Constitución), siendo ella exclusiva y cxclu- 
yente con relación al |>oder judicial de la Nación, encon- 
trándose aquéllos en situación análoga a los tribunales de 
la Capital y de las Provincias cuando proceden dentro de 
la esfera de su comi>etcncia. 

2" La cuestión de saber si una sentencia pronunciada 
por el Consejo de Guerra para Jefes y Oficiales del Ejér- 
cito y Armada se encuentra pasada en autoridad de cosa 
juzgada por no haberse interpuesto recurso alguno en tiem- 
po, contra la misma, es de mera interpretación y aplicación 
de las disposiciones del Código de Justicia .Militar y se 
baila, por consiguiente, fuera de las facultades revisaras de 
la Corte Suprema. 




A. Bermejo. — J. Riíueroa Al- 
corta. — Roberto Repetto 
R. Guido La valle. 
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3 V La disposición constitucional (articulo 95) que nie- 
ga ai Presidente de la República el ejercicio de funciones 
judiciales o el derecho de conocer en causas pendientes o de 
restablecer las fenecidas, responde al propósito de poner a 
cubierto a los habitantes de los abusos del gobierno y al 
de marcar la linea divisoria de los tres poderes que lo in- 
tegran ; más, la intervención del Poder Ejecutivo en las de- 
cisiones de la justicia militar a los fines de su aprobación, 
reprobación o reforma, no es incompatible con la referida 
clausula de la Constitución, dado que dicha prohibición se 
refiere a funciones y causas comprendidas en la esfera de 
acción del |>oder judicial del que no forman parte los tri- 
bunales militares. 

Caso; I .o explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR CE N ERAL 

Jlitenus Aires, Diciembre W ele l'Jiíi. 

Suprema Corte : 

Se sostiene en la presente causa seguida ante el Consejo de 
Guerra para Jefes y Oficiales, contra el Teniente Coronel Don 
Angel de Hernández, acusado de delito contra la fe pública en 
el desempeño de su cargo, que dicho militar ha sido juzgado dos 
ví ees por el mismo delito, que el señor Presidente da la Nación 
ha ejercido dos veces por Decreto funciones judiciales avocán- 
dose el conocimiento de causas pendientes en razón de haber he- 
cho revivir procesos fenecidos, todo ello con violación de lo dis- 
puesto por el artículo 95 de la Constitución Nacional. 

Del estudio detenido de los autos se infiere que el referido 
decreto del Poder Kjeeutivo Nacional de 31 de Enero del co- 
rriente aun agregado, origina!, a ís. 5*). no lia tenido ni podido 
tener, el alcance que se le atribuye. 
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En efecto, dicho decreto se limita a devolver al Consejo de 
Guerra referido el proceso a fin de que éste tome en considera- 
ción y subsane, con arreglo a las disposiciones legales aplicables, 
errores de forma contenidos en el fallo, que pueden determinar 
su nulidad. 

El Consejo de Guerra, entendiéndolo así, modificó la parte 
íormal de la sentencia, manteniendo el fondo y la absolución 
de! acusado. 

Elevada la causa al Consejo Supremo de Guerra y Marina, 
éste, por sentencia de fs. 589, ha reformado la sentencia del in- 
ferior condenando al acusado a sufrir la pena de diez y ocho me- 
ses de prisión menor. 

El procesado ha sostenido que la sentencia del Consejo de 
Guerra para Jefes y Oficiales había quedado ejecutoriada y que, 
por lo tanto, dicho Consejo no pudo introducir en la misma la 
modificación a que se ha hecho referencia.' 

Pero este tribunal militar, por aplicación de disposiciones 
procesales, cuya inconstitucional i dad no ha sido expresamente 
alegada, ha revisado la sentencia con la aprobación posterior de] 
Consejo Supremo ante el cual fué elevada, según se ha visto, la 
causa referida. 

Como se ve, el Poder Ejecutivo no ha dictado sentencia 
en la causa, se ha limitado a someter Ja misma a decisión de los 
tribunales competentes. 

No lia ejercitado, pues, el Presidente de la Nación función 
judicial de ninguna naturaleza, ni ha hecho revivir procesos fe* 
nocidos ya que, por interpretación y aplicación de disposiciones 
del Código de Justicia Militar son los tribunales respectivos los 
que se han considerado competentes para el conocimiento de la 
causa en las diferentes instancias a que ésta ha estado some- 
tida. 

Tampoco puede sostenerse que el acusado ha sido juzgado 
dos veces por el mismo delito. 
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Líu» constancias ;mlns y lo precedentemente expuesto es- 
tán tlcmnsi' jii | t i que se trata de un solo y mismo proceso. 

Si, imr otra parte, los tribunales mil¡t:irt*s. interpretando y 
aplicando sti propia ley de creación y funcionamiento, se han con- 
siderado con jurisdicción para cniiocer en la causa, pronunciando 
sentencia, a esta Corle no corres) «onde en la instancia extraordi- 
naria <|ite acuenla el articulo 14 de la ley 48, revisar, en esc 
punto, la >cntcneia dictada, 

Por lo expuesto precedentemente soy (le opinión <|Ue el pre- 
sente recurso extraordinario de apelación deducido para ante 
esta Corle Suprema es improcedente. 

- . 

Horado A*, f.arrrfa. 



IWtXo m LA CORTK SI PRMÁ 

Buenos Aires, Srpiítiiiljn* 7 t\v V>27. 

Y Vi-tos: 

Considerando: 

< íue la causa seguida al Teniente Con niel Don Angel de 
1 lei'iiáinle/^ior delito> «contra la te publica y en el desempeño 
del cargo» ante el Consejo de ( hierra para Jefes y < )f letales del 
Ktército y Vnnada, dictó-e sentencia el f* tic Noviembre de \ li 2?. 
absolviendo al encausado. 

Qwe elevado ese pronunciamiento al l'oder Ejecutivo en 
t uiupf ¡miento de lo dispuesto |w el artitulo 44* » del Código de 
Justicia Militar, aquel, después de escuchar las ojiiuioues de 
sus asesores legales y basado en que *la jarte dispositiva de 
la sentencia y el considerando «pie ta fundaba, no se Imitaban de 
acuerdo eou los resultados expresados en la misma ni con lo de- 
cidido jtor el propio tribunal en el acuerdo respectivo», ordenó 
la devolución de la sentencia \ di las actuaciones al Consejo de 
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Guerra para Jefes y Oficíales a fin de qtte proceda con arre- 
glo a las dispoieiones legales aplicables. 

Que ti Consejo de * luerra para Jefes y < Hieiales anuló la 
sentencia así devuelta, y dictó una nueva, «ajustada a tos requi- 
sito* de forma establecidos en el articulo 400 del Código de Jus- 
ticia Militar que han sido omitidos en Ta sentencia devuelta a 
este Tribunal* y jair la cual mantuvo la absolución contenida en 
la primera. 

Que la secunda sentencia fue apelada ante el Supremo Con- 
sejo de tJncrra y Marina, quien la modificó condenando al Tc- 
uiente Coronel I lerna tule/ por el delito de «falsedad en el servi- 
cio militar* a sufrir la pena de diez, y ocho meses de prisión 
menor. 

Que partiendo de éstos antecedentes sostiene el recurrente : 
aj que la primera sentencia pronunciada i>or el Consejo de < lue- 
rra pata Jefes y Oficiales del Kjércilo y Armada absolviéndolo, 
se encontraba pasada en autoridad de cosa juzgada i*ir no ha- 
berse interpuesto recurso alguno, eu tiempo, contra la misma; 
b) que el decreto del 1'odcr Ejecutivo devolviendo la sentencia 
al Tribunal que la formuló, vulm-ra la garantía del artículo \)S 
(le la Constitución Xaciunal. ye) que con la emisión del primer 
fallo termino la jurisdicción del Consejo de (luerra para jefes 
y Oficiales y no ha estado en mis facultades dictar el segundo. 

Que las cuestiones comprendidas en estos tres puntos son, 
por su naturaleza, ajenas al recurso extraordinario autorizado 
por el articulo (*' tic la ley 4055 y 14 de la ley X'-' AS. Un efecto, 
aún cuando sea exacto que la organización de lus tribunales mi- 
litares y el Código que ellos aplican, constituye la materia de 
una ley nacional, no lo es menos que tales tribunales militares 
no forman parte del sistema judicial de Ja Xacíón. La juris- 
dicción miiitarjia sido organizada como consecuencia del jioder 
atribuido ai Congreso de fijar la fuerza de línea desterra y de 
mar en tiempo de paz y guerra y formar reglamentos y orde- 
nanzas jwa el gobierno de dichos ejércitos. Klla es exclusiva 
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y excluyeme con relación al jjodcr judicial de la Nación que no 
podría revisar la interpretación y aplicación licclia por aquélla 
de las materias contenidas en sus propios códigos a menos que, 
sea con el propósito de investigar si el tribunal militar tiene ju- 
r indicción pnr razón de las |*ersonas p de Ja materia o si con- 
curren algunas de las demás situaciones previstas en el artículo 
14 de la ley 48. 

Que si esta Corte se hallase obligada a juzgar de la valide/ 
«le los procedimientos que hayan seguido los jueces militares in- 
terpretando y aplicando disposiciones cuya constitucional idad no 
fué objetada, asi como los antecedentes de hecho que sirven de 
kisc at ejercicio de la jurisdicción militar en sus diversas formas, 
quedaría mcnoscaliadn la independencia de aquella jurisdicción 
en la misma medida que la federal habría salido del objeto fwira 
que íué instituida. 1.a conclusión es. pues, que los tribunales 
militares se encuentran a tal respecto, en situación análoga a los 
de la Capital y de las Provincias cuando proceden dentro de la 
esfera de su competencia* Faltos, Tomo 101, pág. 354. Los tri- 
bunales militares, ha dicho la Suprema Corle de los lisiados 
Cuidos, tienen plena autoridad para resolver en ultima instan- 
cia tuda causa en la cual tengan jurisdicción y sus procedimien- 
tos no se hallan sujetos a revisión por los tribunales federales 
si no es con el fin de investigar sobre la existencia de la juris- 
dicción. 115 U. S. 4.S7: 1«3 L\ S. 36S> 165 U. S. 553. 

Que. con arreglo a lo expresado, la cuestión propuesta de 
saber si haliia o no causa juzgada después de pronunciada ía 
primer sentencia y si por consiguiente el Consejo de Guerra 
para jefes y Oficíales del Ejército y Armada ha podido o no 
fallar por segunda vez la causa, seria de mera interpretación y 
aplicación de las disposiciones del Código de Justicia Militar y 
se hallaría, pm cniisigiiiciilc. fuera de las facultades revisoras 
de esta Corte, 

Que luibiéiiflose sostenido que el Consejo de Guerra carecía 
de jurisdicción (¡ara dictar la segunda sentencia, pues aquélla se 
había extinguido al dictarse la primera y no podía nacer como 
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efecto del decreto del Poder Ejecutivo, cabe observar: a) que 
no se lia desconocido por el recurrente que el tribunal militar 
tuviera jurisdicción para pronunciar la primera semencia: b) que 
la segunda ha sido emitida por el tribunal fundado en !a nulidad 
declarada por el mismo de la primera, esto es, aplicando e inter- 
pretando las disposiciones de su propia ley y en ejercicio de una 
jurisdicción que basta ese momento no había sido desconocida. 
Si hubo error procesal en la interpretación, el se habría come- 
tido dentro de la esfera de la propia autoridad det tribunal mi- 
litar y, como se ha dicho, estaría fuera det alcance de la juris- 
dicción ile esta Corte; c) que, a mayor abundamiento, por últi- 
mo, si el Presidente de la República tiene facultades en ejercicio 
de sus poderes constitucionales como comandante general de las 
fuerzas de mar y tierra para aprolwir, desaproliar o reformar Jas 
sentencias de los tribunales militares, como se dirá luego, es 
evidente que la jurisdicción militar no había terminado sino a 
partir del momento en que tal aprobación fuese legalmente otor- 
gada. 

Que el recurrente intenta hacer derivar del decreto del 
Poder Ejecutivo citado la anulación de la primer sentencia, pero 
la verdad es que aquel se limita a devolverla a fin de que el 
tribunal procediera de acuerdo con las reglas legales aplica- 
bles. Y fué éste quién en ejercicio de su propia jurisdicción, 
la declaró nula. En estas condiciones, es evidente que no exis- 
tiría la relación directa é inmediata requerida j>or el artículo 15 
de la ley 4tS entre la garantía constitucional del artículo 95 y <tj 
decreto en cuestión, pues, jxir éste el Poder Ejecutivo no se ha- 
bría atribuido funciones judiciales ni hecho renacer una cansa 
extinguida, como se afirmara. 

Que a mayor abundamiento, aún cuando así no fuera y la 
causa de la nulidad de la primer sentencia se encontrara real- 
mente en el decreto del Poder Ejecutivo, no por eso se hallaría 
vulnerada en el caso la garantía del artículo 95 de la Constitu- 
ción, l-a disposición que niega al Presidente de la República 
el ejercicio de funciones judiciales o el derecho de conocer en 
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causan pendientes f¡ de restablecer las liétieri*l;is, rescinde al 
propósito ■* |hi¡ut a cubierto a l<>> habitantes de l^s abusos del 
gobierno y al de marcar la linea divisoria de los tres poderes 
que lo ¡titearan. Kn mérito de su contenido un ] »hI ría el Presi- 
tk'iiii' «píiear condenaciones civiles «> pemiles sin invadir el cam- 
po de mí!» tribunales fie justicia; perú, ese precepto no significa 
ni nimio algtmo. la isegnenm o el desconocimiento de los poderes 
que corresponden a aquél como comandante en jefe de las fuer- 
zas (Je mar y tierra. V en ese sentido esta Curte lia declarado : 
une la ínter vención del Poder Ljenilivo en las decisiones de la 
iu-tieia militar a los fines de su aprokición, reprobación o re- 
forma no es incompatible con la cláusula del artículo VS de la 
Constitución, porque dicha prohi lición se refiere a l une iones y 
pansas comprendidas en ta esí«fat de acción del jioder judicial 
del »pie no forman pinte lo* tribunales militares. La justicia 
militar debe su origen al precepto del artículo 67. inciso 23 de 
Ta Constitución que autoriza al Congreso pura formar rcgla- 
li lentos y ordenanzas para el gobierno de los ejércitos. Fn el 
u-vn de esas atribuciones, el Poder Legislativo procede con am- 
1 lia libertad de acción y ha podido asi. establecer tú trinas excep- 
t'nni:drs i letificadas por la necesidad de eoliuar al Ejercito y la 
Armada en una .situación dit érenle de las demás partes del me- 
cáuisttio gubernamental, ya por su composición, ya por las re^ 
-Ins que deben gobernarlo, de modo a contenerlo ante la sociedad 
desarmada, dándole, al propio tiempo, la unidad y dirección que 
la ejecución ele las ordenanzas requiere. Tomo 148, página 157 
y el allí citado. Tal es, por lo demás, el concepto con que fué 
concebido el Código ele Justicia Militar como lo informa el ar- 
ticulo 17 del mismo, el cual, interpretado a la luz de los ante- 
cedentes legislativos que le dieron origen, comporta la suliordi- 
naeión de todo el organismo de la justicia militar al comando 
absoluto del Presidente de la República como general en jefe 
de las tuerzas de mar y tierra. Ks ésta, también. la jurispru- 
dencia americana. < \ é;cse 165 U. S. 531 : 100 V. S. Í3; \22 
V. >. 543 i. 
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Eli mérito de estas consideraciones y de acuerdo con lo 
iniinado v pedido jHjr el señor Procurador Úéiümi ¿a. 



Xotifiquese y devuélvase. 



dictaminado y jicamo por ti señor Procurador Ueneral, se de- 
i procede el recurso extraordinario otorgado a fs. 004. 
v devuélvase. 



A. H k k m kj o, - f. Ficüekoa Al- 
corta. — Roberto Re miro. — 
R. Guido Lavai.u:. 



Don Cayetano BmtfÜnti contra el Ferrocarril Central Anjcniino, 
sobre devolución de fletes 

Poder Ejecutivo tiene autoridad para deter- 
» en que se ha de operar el transporté de 
ferrocarriles y, por lo tanto, es vá'ido el 
de los mismos aprobado por decreto de 




i o : 1y 

el tiemjKj 



reglamento 
10 de 





2" De los términos del precepto establecido en el articulo 
222 del decreto reglamentario de la Ley General de Ferro- 
carril^, m infiere i|ue el tiem|jo normal acordado a las em- 
presas ferroviarias para el transporte de la carga es el que 
resulta de la acumulación de los diversos factores enunie- 
en el misino, que podrían designarse bajo los nnm- 
de distancia o recorrido, empalmes, trasbordo y entre- 
gue ello implique, j»nr cierto, admitir la existencia 
de plazos independientes para cada una de las operaciones 
designadas, sino, jkm- el contrario, un plazo total para el 
transporte considerado en su acepción integral, esto es, 
para la ejecución fie todos los actos indispensables para |x> 
uer los efectos a disposición del destinatario, plazo que 
constituye un todo indivisible dentro del cual [Hiede actuar 
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liljrt'inL ntL- el acarreador, Kn consecuencia, la división de 
esc término glotial importa una evidente vii ilación de !a 
leí ra y rs|úriui tic la referida disposición flt*l Reglamento 
General. 

Caso: Lo explica el limítente : 
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Y Considerando: 

O uc cu el presente juicio se ha declarado por el Tribunal 
Superior de la rrovincia de Saina Fe: a) que las cuarenta y 
ocho horas a que alude el articulo 222 <lel Reglamento General 
.le Ferrocarriles iio dctien computarse a los efectos de determi- 
nar la extensión del retardo: b) que no corresponde computar 
las ampliaciones establecidas por el decreto del Poder Ejecutivo 
Nacional de U de Agosto de 191-1. el cual duplicó el plazo rc- 
idamenlario j>ara los tnms|>orics y cuya videncia se extendió 
hasta el 6 de Octubre de 1920. 

Qm la cuestión relativa al primer punto ha sido objeto de 
rc¡K-üdns decisiones de esta Corte que han arribado a ta conclu- 
sión de que de los términos del articulo 222 del Reglamento de 
l'errocarriles se infiere que el tiempo normal acordado a aquéllos 
para el transporte de cargas es el que resulta de la acumulación 
fie los diversos factores que potpin designarse bajo los nom- 
bres de distancia o recorrido, empalmes, trasbordos y entrega, sin 
que ello implique |K>r cierto admitir la existencia de plazos in- 
dependientes (iara cada una de las oraciones designadas, sino, 
por el contrario, un plazo total |iara el transporte considerado 
un so acepción integral, plazo que constituye tm todo indivisible 
dentro del cual puede actuar libremente el acarreador, (Fallos, 
tomo H5, página 2*>0 y otrosí. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



Que este principio rio la indivisibilidad del término para el 
traiis]n>ru* iui lia sido aplicado por la sentencia del SujKTÍor Tri- 
bunal de Saina Fe, pues para determinar la extensión del re- 
tardo en que había incurrido el ferrocarril, aquélla ha tomado 
Como kasc sólo una fracción del tiempo reclámenla rio. prescin- 
diendo de las cuarenta y ocho lloras para la entrega de la car- 
ga, las (pie por expresa disposición del articulo 222 in fine, for- 
man parle integrante del termiun total de que gozaba el por- 
teador jura cumplir el contrato en todos sus aspectos, 

Que en cuanto a lo segundo el dictamen jiericial corriente 

de Santa Fe expresa «que ha prescindido cti absoluto de las to- 
lerancias o tiempos suplementarios autorizados por decretos gu- 
bernativa is y resoluciones del Consejo de la Dirección General 
de Ferrocarriles por entender que esos decretos y resoluciones 
no pueden ei: forma alguna modificar leyes fundamentales». En 
presencia de esta catgórica manifestación no calie ninguna duda 
de que el susodicho dictamen |>ericial ha omitido computar la 
ampliación en el tiempo del transporte autorizada por decreto 
del Poder Ejecutivo Nacional de 14 de Agosto de 1914. 

Oue en ningún momento del juicio se lia desconocido por 
las partes la validez del Reglamento General de Ferrocarriles 
(invocado expresamente |>or la actora en su demanda) ni obje- 
tada la facultad del Poder Ejecutivo para fijar los tiempos o 
plazos en que deben efectuar los transportes de cargas las em- 
presas de ferrocarriles^ facultad que, por lo demás, Ies ha sido 
expresamente atribuida por el articulo \i<7, apartado 2* del Có- 
digu ríe Comercio y se halla reconocida con toda amplitud poi- 
decisiones reiteradas de esta Corte. (Fallos, tomo 145. página 
200 y los allí citados). 

Que el actor al deducir la demanda que por cierto funda 
en el Reglamento General de Ferrocarriles, ha acompañado va- 
rias planillas en las cuales hace mención de diversas circunstan- 
cias referentes, al número y fecha de las cartas de |x>rtc, pun- 
tos de procedencia y destino, tiempo ©tipleado en el transporte 
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y tiempo permitido por el articulo 222 del Kctihimento General. 
Además, a fs. 142 vía. admite la aplicación de las resoluciones 
que modificaron sucesivamente, y un forma temporaria, las pres- 
cri jic iones permanentes del articulo 222 del Reglamento, como 
ser el decreto de 14 de Agosto de 1914. Cuando el Tribunal Su- 
perior de Santa Fe declara, pues, que para decidir la contro- 
versia entre acarreador y cargador no puede apartarse de las 
cartas de porte |wira tener en cuenta decretos y resoluciones que 
modifiquen dichas constancias y no figuran cu su contenida, es 
evidente que no lia podido aludir al decreto de! Poder Ejecutivo 
de 14 de Agosta de 1**14 que representa una modificación in- 
troducida al articulo 222 del Reglamento aplicable con la misma 
fuerza legal de éste, según las propias manifestaciones del de- 
mandante, al transarte de todas las cargas realizadas dentro de 
los plazos de su vigencia. 

Que en estas condiciones es evidente que, para determinar 
la extensión del retardo respecto de las cargas transportadas has- 
ta la fecha en que el decreto de 14 de Agosto de 1914 se man- 
tuvo en vigor, no ha podido prescitidirsc en la sentencia de las 
ampliaciones contenidas en el. 

Que. \mr último, apareciendo de las conclusiones de la sen- 
tencia del Superior Tribunal de Santa Fe, que existe prueba 
en contra de las afirmaciones contenidas en el dictamen de la 
Dirección General de Ferrocarriles, esta Corte carece de juris- 
dicción para revisar aquel pronunciamiento en esa parte. 

En mérito de estas consideraciones se revoca la sentencia 
apelada t*i cuanto ha sido materia del recurso, cotí declaración 
de que netien ser incluidas para la fijación del término regla- 
mentario de! transporte no sólo las cuarenta y ocho horas para 
la entrega de las cargas, sino también, las ampliaciones estable- 
cidos por el decreto de 14 de Agosto de 1914 a los tiempos que 
fija el articulo 222 del Reglamento General de Ferrocarriles. Xo- 
tifiquese y repuesto el pa|wl. devuélvanse. 

A. Iíi-kmkjo. — Roberto Rkj'iítto 
— M. Lavrencesa. — R. (ii jno 

L.W U.LK. 
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Oou .h^l l ifuiaics contra la l>rovinch de Jujuy, sobre cobro 

Sumario: 1» Las leyes 529 y 530 .Ic la Provincia de Jujuy 
que autorizaron al Poder Ejecutivo de ía misma para con- 
traer un empréstito de dos millones cíe pesos nacionales en 
l;is condiciones que en las mismas se expresa, o, a emitir 
títulos de renta hasta la suma de dos millones y medio de 
pesos de igual moneda, no son repugnantes a la Constitu- 
ción Nacional ni a la ley fundamental de dicha Provincia, 

2> I-a emisión de títulos realizada por el Poder Eje- 
cutivo de la Provincia de Jujuv en virtud de la autorización 
conferida al mismo por las leyes 529 y 530 t dadas las apa- 
riencias y caracteres extrínsecos de billete fiduciario con 
que han sido emitidos, determinados por la forma, dimen- 
J . sión, escaso valor representativo, tipo y colorido de impre- 
sión y demás características de dichos valores, visiblemente 
destinados a realizar funciones de medio circulante con ac- 
tuación de papel moneda en el movimiento general de las 
transacciones de toda especie en el orden local, es contra- 
ria á los artículos 67. inciso 5'' y ÍO y 108 de la Constitu- 
ción; pero la invalidez de esos títulos como moneda o ins- 
trumento legítimo de cambio, no los afecta como títulos de 
obligación del Estado emisor, legalmente responsable ante 
los tenedores de los mismos. (Artículos 1050. 1052 y 1056 
del Código Civil). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL PROCCRADOK (¡EN ERAL 

Buenos Airrs, Octubre 2Ú de V)1U. 

Suprema Corte: 

Don Angel Virtuales demanda antt; V. K. a la Provincia 
«le Jujny jH»r obro de $ 122.000 moneda nacional que en- 
tiende k adeuda ésta en razón de tener en ¡su p<i4©P bonos o 
títulos de tesorería por igual suma, emitidos de acuerdo a las le- 
yes 529 y 530 del ano 1922, sanción 'is j>or la Legislatura de 
J tijuy, la cual provincia se niega ahora a la conversión y acep- 
tación de dichos liónos o litutos. cuyo vt or escrito se reconoce 
■i\ |mrtad"i- en cada obligación. 

Acompaña a lal íin los ejemplares que corren a fs. tí, 9 
y 10 por valor de 1, 2 y 5 jiesos, agregando tener en su poder 
los demás hasta completar la suma de $ 122.000 que reclama, los 
(pie presentarla en su oportunidad si se reputase necesario. 

La provincia al contestar la demanda lia reconocido la exis- 
tencia y circulación de bonos de la dase de los agregados a autos 
y lia limitado su defensa a impugnar la valide/, de los mismos 
pura negarles fuerza cancelatoria, desconociendo por ello la obli- 
gación de convertirlos a \ta\x\ moneda nacional, no obstante la 
inscrijición que figura en los billetes acompañados y que dice 
«La Provincia reconoce al portador un peso moneda nacional de 
curso legal* . 

Concretada a tales términos la controversia, toca pronun- 
ciarse en primer lugar y como cuestión fundamental, en lo que 
al aspecto constitucional del asunto se refiere, ya que aparece 
discutido el valor de los tumos emitidos liajo la imputación de 
ser. la presentada, verdadera moneda provincial, emitida y en 
circulación ni virtud de leyes de la Legislatura local de Jujuy. 

El caso, por de>gracia, no es nuevo, y son varias las pro- 
vincias que en Jiis mismas circunstancias que la de Jujuy lian 
emitido papel moneda semeja; c 
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Desde luego, es ttn hecho innegable que los ejemplares de 
moneda agregados a ís. 8, 9. 10, 65, 66, 67, 68 y 69, constituyen 
moneda provincial emitida con violación de las disposiciones y 
decretos vigentes en la Nación (informe de la Caja de Conver- 
sión, de fs. 81). 

Al respecto he tenido o|jortuindad, en casos análogos, de 
emitir opinión ante el Poder Ejecutivo Nacional con fecha 11 
de Julio de 1923 en ocasión de una reclamación interpuesta con- 
tra la circulación de letras de tesorería de la Provincia de Men- 
doza. 

Por ser dicho dictamen de estricta aplicación al caso de 
autos, me permito reproducirlo ra lo pertinente: 

«De lo relacionado, surge Excmo. señor, el hecho incontro- 
€ vertible de que dentro del territorio de la Provincia de Men- 

* doza circulan liónos o letras de tesorería emitidos por e! Go- 
« bierno provincial y que, |ior sus apariencias externas y su ap- 
« titwd circulatoria derivada de su fraccionamiento en pequeños 

* valores, funcionan como moneda, se sustituyen a la moneda 
« nacional y la desalojan de la circulación, 

«La emisión de parte del Gobierno de la Provincia de Men- 
«doza de bonos o letras de tesorería con todos los caracteres 
« necesarios para ser destinados a funcionar como moneda y que, 
«en efecto, han sido introducidos en la circulación monetaria 
« legal con perjuicio del comercio y de las industrias por las gra- 
«ves perturbaciones que ocasiona su depreciación y con daño 

* para la Nación porque atenta contra la unidad monetaria de la 
« República, constituye una evidente violación de preceptos cons- 
« tituciotialcs, según los cuales únicamente al Congreso Nacional 
« corresponde disponer lodo lo relativo a la acuñación y circu- 
« lación de moneda y emisión de billetes (articulo 67, incisos 5' 
«y 10 9 ), estándoles prohibido a las provincias no sólo el cjer- 
« cicio de los poderes delegados a la Nación sino también, y 

* de una manera expresa, la función de acuñar moneda, así co- 
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« uto la atribución de establecer Bancos con facultad de emitir 
«billetes, sin autori/at -ión del Congreso Federal (artículo 108). 

«Coneordaulcmenle con estos principios constitucionales, to- 
« das las leyes monetarias sanoonaífes en nuestro jais, desde la 

* X'' Llpp de 5 de Noviembre cíe pe estableció nuestra 
« unidad monetaria, hasta la X" 3S7I dé 4 de Noviembre de 
« 1ÍS99, que puso término a la incnnveriibiltdad de la moneda fi- 
« dudaría, reconocieron que la única fuente legitima de aeuña- 

* ción de moneda y emisión de billetes reside exclusivamente en 
« la Nación, a la que inenml)c la fiscalización y rcgularización 
« de nuestro régimen iiKinetario cuya unidad y saneamiento cons- 
« titttyó en todo tiempo la aspiración más tenazmente perseguida 
«por nuestros gobiernos, lográndose alcanzar tales finalidades 
« a costa de grandes sacrificios de parle de la Nación, al hacerse 
« ésia cargo de los empréstitos externos de las provincias y de 
« sus emisiones de papel, que fueron recogidas con grandes pér- 

* tlidas. 

«La emisión y circulación de los liónos o letras de tesorería 
«como los que motivan la presentación ante V. E. de los de- 

* legados o representantes de los industriales, comerciantes, agri- 
« cultores propietarios de la Provincia de Mendoza no es un 
« hecho que se ofrece, por primera ve/, a la observación de los 
«poderes públicos nacionales. En otra ocasión anterior la eiui- 

* sión y circulación en la misma provincia de Mendoza, así como 
«en las de San Juan. Salta, Tucumnn y Jujuy, de billetes y 
« letras u otras obligaciones de tesorería que presentaban aspec- 
«tos semejantes a la moneda nacional, dieron lugar a las ad- 
« venencias que el Tocler Ejecutivo Nacional hizo en Septiem- 
« lire 10 de 1907. acerca de la ilegalidad de esos actos, de los 
« ilaños que ocasionaban a la economía nacional y de la conve- 

* niencia míe existía en que se dispusiera el retiro de tales tí- 

* lulos y papeles de la circulación, encareciendo a los gobiernos 
« provinciales, como agentes naturales del Gobierno Federal, para 

* hacer cumplir la Constitución y las leyes de la Nación (ar- 

* líenlo H0 fie la Constitución», la ado|KÍón de todas las me- 
« didas que fuesen necesarias. 



«Como, a pisar de haber requerido tic aquellos gobiernos 

* provinciales in formaren sobre las medidas pie hubieren ndop- 

* íado ni resf>eeto, no recibiese vi Gobierno Nacional eomunica- 

* víóti atomía, esto expidió el decreto de fecha 27 de Enero de 

* 1909 por el que, después de declarar entre otras cosas, que 
« respetando él derecho inherente a la autonomía de las-provin- 

* eias |>ara atender a las necesidades de su administración, no 

* se puede admitir que un documento ni [wrtador, aceptable en 
«operaciones comerciales, como son las I laucarías, que el Go- 
« bienio provincial entrega y recibe como dinero efectivo, que 

* no devenga interés, y que se admite sin controlar, sea una 
« operación de crédito destinada a obtener fondos dentro de las 
« formas usuales de los empréstitos, sino un recurso para au- 
« mentar el medio circulante, desde que el dinero así obtenido 
« no proviene de capitalistas determinados, sino que es sólo 
« una parte de la circulación monetaria del país que se reemplaza 
«y apropia, dispuso que los gobiernos de las provincias antes 
« mencionadas procedieran a retirar de la circulación las letras 
«ó bonos a que se refería la nota pasada por el Ministerio de 
« Hacienda de la Xación con fecha 10 de Septiembre de 190/, 
<t debiendo esta operación quedar terminada dentro del plazo de 
< un ano. a contar de la fecha del decreto, y que los gobiernos 
«que tuviesen emisiones con posterioridad a aquella comunica- 
«ción procedieran a su inmediato retiro, dentro del plazo de 
« un mes de la misma lecha. Posteriormente, en el año 1916, 

* el hecho de la emisión y circulación de letras o liónos de teso- 

* rería se produjo en las provincias de Mendoza, Salta y otras, 
«según denuncias llevadas por la Caja de Conversión, lo (pie 

* determinó al R E. a reiterar las advertencias contenidas en ta 
« comunicación de 10 de Septiembre de 1907 y en é] decreto 

* de 27 de Lnero de 1909, y a insistir en el retiro de los papeles 

* emitidos. 

«Sin embarco, estas legitimas exhortaciones del Gobierno 
« de la Nación no tuvieron, según se advierte, la buena acogida 
«que merecían .ya que. conforme se desprende de los ante- 
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« eedeulcs traídos ante V. K., la práctica perniciosa c ilegal de 
«emitir, como medio circulante, letras o bonos de tesorería, en 
«que incurrieron áltennos gobiernos provinciales, aún persiste 
«en Mendoza, donde, si nos remitimos a las afirmaciones conte- 
« ¡tulas en la presente queja, observaremos i|tte la circulación 

* «le letras de tesorería, que en l" de Jimio de 1918 aeusaki un 
« total de $ 5.370.704,50. alcanzó en 4 ríe febrero de 1922 la su- 
s nía fie $ 9.,Í!O.704 5ü y se calcula que en la actual idad ascicn- 

* de a más de pesias 14.000.000. 

« Como se ve, el abuso de las emisiones ilegales, lejos de 
<t disminuir, recrudece y se acrecienta en Mendoza en forma y 
« de una manera alarmante, con el aditamento de que el mal 

* ejemplo cunde y parece querer extenderse, dado que, según 

* lo anuncia la prensa diaria, otros gobiernos provinciales ahri- 

* gau el projMJsitu de caer, a su vez. o de volver a caer nueva - 
«mente en el vicio condenable de buscar en la emisión ilegal «le 

* bonos o letras de tesorería, destinados a circular como moneda, 
« los recursos necesarios para reparar la situación difícil de sus 

* finanzas. 

* Es pues, menester, combatir la transgresión en forma más 

* i-nér^iea, empleando medio más rf ¡caces y que sean más con- 

* duecntes a la extirpación total de las emisiones ilegales que 

* no son sino el disfraz con que los gobiernos tic provincia pre- 
< tenden disimular el sistema de fabricar moneda a espaldas de 

* la C onstitución Nacional». 

listo sentado, y demostrado (pie la emisión de papel mone- 
da, en va conversión se reclama en esta causa, es anticonstitucio- 
nal e ilegal, corresponde contemplar la den tanda desde el punto 

* le vista dé tes derechos civiles emergentes de la relación creada 
i-ntre la provincia demandada y los actores, tenedores de sus 
■ ihligac iones, 

T.a -olución no es otra, en mi opinión, que el reconocimien- 
to del derecho que asiste a éstos para obtener el cobro que per- 
siguen. 
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En efecto, nada ¡nipona que el instrumento donde cons- 
ta la obligación cuyo cumplimiento se ejecuta sea declarado in- 
hábil por hallarse en violación de principios de orden consti- 
tucional. 

Kl acto jurídico que el mismo encierra no es nulo pof ello 
y las obligaciones contraidas i»or la provincia y no desconoci- 
das ,en principio, por la misma en esta demanda, fichen ser cum- 
plidas. 

La provincia de Jujuy ha emitido esos Itonos o títulos por 
su ecjiii valencia en moneda nacional de curso legal, y con ellos 
ha satisfecho, jmr su valor, a ta |>ar, sueldos de la administra- 
ción y los ha recibido en la misma forma en pago de impuestos 
y contribuciones fiscales, según consta en autos. 

Ks evidente, pues. f|ue la provincia al emitir esos bonos o 
títulos les ha dado fuerza cancelatoria coleándolos por su va- 
lor escrito. 

No puede, así. negarse ahora a reconocer el beneficio mu- 
lla recibido en virtud de la colocación de los mismos, por el he- 
cho de que aquellos adolezcan de un vicio de forma, máxime 
cuando de tal vicio ella es exclusivamente resixmsable por ha- 
berlos emitido en contra del principio constitucional que esta- 
blece la unidad monetaria nacional en todo el pais. 

La validez del acto jurídico cuyo cumplimiento ;e deman- 
da no depende en este caso de la forma instrumental del docu- 
mento que lo contiene como fiara que aquel sea declarado nido 
en razón de serlo éste, como lo establece el artículo 1044 del 
Código Civil. 

Si de acuerdo con lo preseripto en el articulo 1052 del mis- 
código, la anulación del acto jurídico obliga a las partes a res- 
tituirse mutuamente lo que han recibido o |K.rcibido en virtud 
o por consecuencia del acto anulado, con más razón dicha obli- 
gación debe mantenerse cuando lo anulado no es el acto jurí- 
dico sino, en todo caso, el instrumento que lo contiene en las 
condiciono indicadas eu el párrafo anterior. 
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U nulidad pronunciada \mr los jueces, dice el articulo 1050. 
vuelve Ins cosas ai mismo o a igual estado en que se hallaban 
antes del acto anulado. 

Si las consecuencias de los actos anulados asi como las de 
l<»s iticitos. deben ser remiradas, según lo dispone el artículo 1056 
del Código Civil. cJOti mayor razón defwn serlo en el caso de 
intos en que tal nulidad no se reíiere, vuelvo a repetirlo, al acto 
jurídico sino, como se ha visto, a la forma del instrumento que 
lo acredita con relación al valor circulatorio del mismo. 

f.a obligación, pujes* de la provincia es. en mi opinión, iiieltt- 
«TOe en el sentido en que lia sido demandada. 

La Constitución de la Nación al mgar valor circulatorio 
ríe moneda a los 1h>uos referidos no les lia negado el valor jurí- 
dico t,ue representan o puedan representar en las relaciones en- 
tre las partes. 

Ahora bien, la provincia de Jujuy sostiene que. en todo ca- 
so, su obligación no puede referirse al pago total de la suma 
reclamada en razón de que el reemMso de esos valores sólo 
podia hacerse por amortizaciones anuales del 10 ojo a airtir del 
mes de ahril de 1923; 

Pero se ha comprobado en autos que Ja provincia deman- 
dada, t*>r acuerdo de gobierno (articulo 4"), testimonio a fs. 52 
de 29 de noviembre de 1923, fijó como fecha definitiva para el 
rescate de todos los títulos fraccionad! «s que quctlaljafi en cir- 
culación el día M\ de octubre de 1924. 

ka* obligaciones, pues, emergentes de esa emisión tic ti- 
to los son cxigihles integramente en la actualidad. 

Por todo lo expuesto soy de opinión que corresponde hacer 
lugar a la demanda enlabiada declarando que la provincia de 
Jujnv está obligada a canjear los bonos o títulos a que aquella 
m refiere por $ü equivalente en moneda nacional de curso legal : 
enii su> intereses. 

Tal es mi dictametL 

Horacio A\ Lam ín. 
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l'uctU'S A iri s. ,Si[Hk*jii1iiv \2 de 

Y vistas: 

[$« seguidos por don Angel Viñuales contra la Provincia de 
J tijuy, por cobro de pesos, de los que residía: 

Qtie a fs. 17 y con los documentos precedentemente agre- 
gados. el actor deduce por medio de apoderado, demanda con- 
tra el Poder Ejecutivo de la referida provincia, por el \mgo de 
áciito veintidós mil pesas nacionales, (fs. 25). importe de bo- 
nos de Tesorería, con sus correspondientes intereses, emitidos 
en cumplimiento de las leyes provinciales números 529 y 530. 
las que autorizaron al Poder Ejecutivo para contraer un em- 
préstito o para emitir títulos de renta hasta la suma de dos mi- 
llones quinientos mil pesos moneda nacional ton interés de 6 \U 
jior ciento anual. 

Que al reglamentarse estas leyes, se reconoció al portador 
tic los liónos el valor escrito en cada obligación, consignando ex- 
presamente en ellas «el presente título devenga el interés del 
6 % por ciento anual y se reeiljc en pago tic impuestos y con- 
tribuciones fiscales». 

Que facultado el Poder Ejecutivo para arbitrar recursos 
hasta dos millones quinientos mil pesos nacionales para solven- 
tar deudas de la provincia, sólo emitió la suma de setecientos 
cincuenta mil pesos, cantidad de la cual incineró trescientos se- 
tenta y cinco mil pesos, quedando otro tanto en circulación de 
la que más tarde retiró otra parte, dejando una existencia no 
mayor de trescientos mil pesos, siendo de tener presente que 
con las leyes aludidas la Provincia se ha Iwncíiciado el primer 
año de su vigencia con más de seiscientos mil pesos, en razón 
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del aumento Oñ gravamen fiscal impuesto a los azucares allí 
da llorados. 

Que los tonos constitutivos de las obligaciones cuyo cum- 
plimiento se demanda, revisten todas las formalidades requeridas 
|Kjr la Constitución y leyes de la Provincia para obligar a la 
misma, y están subscriptos por el Ministro de Hacienda, Con- 
tador y Tesorero General. 

Que el actor, con otros tenedores de títulos, ha realizado 
gestiones privadas y administrativas para conseguir el pago, 
obteniendo siempre negativas a la conversión solicitada, lo qué 
ha decidido la interjiosición tle esta demanda y la protesta y 
reserva correspondiente para hacer valer en juicio separado sus 
accii mes por los daños y perjuicios consiguientes. 

Que el derecho del actor en el caso surge de io que deja ex- 
puesto y lo funda en los artículos 539 ( 542, 543 y concordantes 
del Código Civil, pidiendo en consecuencia se condene al Po- 
der Ejecutivo de la Provincia de Jujuy al jiago de la cantidad 
dini:md:idn. con costas. 

Que acreditada en cuanto ha lugar por derecho la jurisdic- 
ción originaria de esta Corte y conferido traslado de la demanda 
ís. 2(j) la Provincia contesta (fs. 28 J f exponiendo en lo subs- 
tancial el apoderado de la misma doctor David O'Cotmor: 

Que la demanda instaurada no puede prosperar porque las 
leves 529 y 530 no se sancionaron con el número de votos que 
para contratar empréstitos requiere la Constitución de Jujuy; 
porque -en esas leves sólo se dió destino parcial al monto total 
del empréstito; porque supuestas válidas dichas leyes, sólo im- 
plicarían una a mor ¡/.ación para contratar un empréstito, no pa- 
ra emitir moneda; porque lo que se demanda no es el cobro de 
títulos de un empréstito, sino el canje de moneda provincial 
falsa, por moneda unciunnl y en fin, |>orque si en realidad la 
Provincia demandada estuviera legalmente obligada en el caso, 
sólo lo estaría con respecto al interés de ú V¿ por ciento y 10 
por ciento de amortización a partir de la fecba de emisión de 
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los hí líeles, y no i»or la totalidad del valor representativo de 
los mismos en la época actual. 

Que, en efecto, el artículo 36 tle la Constitución de Jujuy 
prescribe que no ]*>drá contratarse empréstito sobre el crédito 
tic la provincia sin ípie la ley respectiva sea sancionada por dos 
tercios de votos de la legislatura, y en caso tle tas leyes de re- 
ferencia no alcanzó a ese número el de los diputados que sufra- 
garon: pudiendo observarse asimismo la transgresión del ar- 
tículo 37 de la ley fundamental de dicho Estado, por cuanto 
<¿se precepto establece que debe determinarse con claridad el 
destino, del dinero importe tle la operación, y en el caso de autos 
sólo se ha determinado una parte. 

Que en el supuesto de ser válidas las leyes en cuestión, ha- 
brían sido desnatural izadas al aplicarse, pues ellas autorizan a 
contraer un empréstito y tío a emitir moneda que es en reali- 
dad lo que se ha hecho, con violación de las mismas leyes y de 
expresas disiwsic iones tle la Constitución Nacional, siendo el 
mismo Gobierno que emitió esa moneda el que confiesa en un 
decreto y en una comunicación oficial, que hizo la emisión en 
la imposibilidad de realizar el empréstito, y como el mandata- 
rio sólo puede hacer aquello a que está expresa o implícitamen- 
te autorizado y el principio es igualmente aplicable en el dere- 
cho común y en el derecho público, la resiionsabilidad en el 
snb lite corresponde al mandatario y no a la provincia, de acuer- 
do con los artículos 21 y 102 de la Constitución de Jujuy y ar- 
tículos 1112 y 1931 del Código Civil, 

One no se trata en la demanda del cobro de títulos de un' 
empréstito, sino del canje por moneda nacional de una moneda 
provincial material y substancialmeutc falsa, porque se ha emi- 
tido por un poder sin atribuciones y con violación expresa de 
las mismas leyes en que se funda. Los títulos emitidos difie- 
ren esencialmente de ios que acreditan un empréstito, no sólo 
en sus formas sino en su propia naturaleza, no siendo, por lo de- 
más, admisible que un Gobierno acepte empréstitos en títulos 
de cinco, diez y veinte centavos y de uno. dos y cinco pesos. 
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Que «i todo caso, .si la Provincia demandada estuviera obli- 
gada a pagar el importe de los títulos emitidos, los tenedores 
de Iris mismos tío tendrían derecho de exigir en el momento ac- 
tual el integro reembolso de esos valores, sino el interés tic 
Vi» por ciento y la amortización anual de diez por ciento, a 
par^r del mes de abril di* P>23: exigirlo antes importa deman- 
dar el pago antes del vencimiento, contra lo que prescribe el ar- 
ticulo 750 del Código C ivil, y esta situación no se modifica por 
el hecho de que e! Poder I ejecutivo haya dictado un decreto mu- 
flí ficándola. porque de acuerdo con el articulo 100, inciso 2> de 
la ley fundamental de la Provincia, el Poder Ejecutivo no puede 
alterar la letra o el espíritu de las leyes a titulo de reglamen- 
tarlas. 

Que por lo demás, la facultad de acunar moneda, consagra- 
grada por preceptos explícitos de Ja Constitución como atributo 
del Gobierno Federal, se lia confirmado por leyes, decretos y 
roolucionvs gtiU*rn;itivas que la imrtc demandada invoca en el 
casri para concluir que la moneda provincial de que se trata es 
jmr todo concepto ilegal y falsa como moneda y como titulo de 
obligación, sin que pueda sostenerse en este juicio que los tene- 
dores actuales que lo promueven hayan sido víctimas de la emi- 
sión ofrecida por el Gobierno, pues tienen los títulos que hacen 
valer mediante una especulación muy conocida en J tijuy y que 
les lia permitido adquirirlos a un precio que oscila entre el dos 
y el tres pe ir ciento de su valor nominal. 

One en mérito de las consideraciones expuestas, pide el re- 
chazo de la demanda, con costas. 

Que recibida la causa a prueba (fs. 30 vta.). se produjo 
la qu<- expresa el certificado de fs, 133, se presentaron los alega- 
tos de fs. 135 y 145. y evacuada la vista conferida al Sr. Pro- 
curador General, se llamó autos para definitiva a fs. 170. 

Y considerando ; 

One de la relación precedente resulta que esta demanda se 
encamina a obtener de la Provincia de Jujtiy el pago en mo- 
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neda nacional del inqiortc de los bonos de tesorería a que se 
hace lefcrcticia, cutí más los intereses correspondientes que di- 
ellos litólos reconocen, fundándose ti derecho al cobro ele esos 
créditos en determinadas disposiciones del Código Civil relativas 
a los efectos de las obligaciones y a los medios de procurar su 
■ cumplimiento, gestión de (>ago a la que la demanda opone la iin- 
t»u¡L¡ nación ele nulidad, ixir las diversas causas que expresa, de 
las leyes provinciales originarias de los títulos presentados, y 
porque, en todo caso, estos no darían derecho al cobro inmedin 
tn que se persigue. 

One del contexto de las leyes locales citadas que se acreditan 
en autos, asi como de la reglamentación, en general, de que han 
sido objeto y de los resultados de la prueba concerniente al trá- 
mite de la sanción legislativa de las mismas, se alcanza la con- 
clusión de que la Legislatura de J tijuy, en ejercicio de expresas 
facultades constitucionales, por sanción de dos tercios de sus 
miembros y a objeto de cancelar deudas de la Provincia autori- 
zó al Poder Ejecutivo para contraer un empréstito de dos mi 
llones de pesos moneda nacional, con interés de \¿¿ jnir cien- 
to y 10 por ciento de amortización anual acumulativa, o a emi- 
tir títulos de renta hasta la suma de dos millones quinientos mil 
pesos nacionales con el mismo interés e igual amortización, ba- 
jo las condiciones que el Poder Ejecutivo estableciera en la 
reglamentación corres] jondicntc, títulos que fueron emitidos en 
cantidail menor (pie la autorizada y de los que forman izarte los 
que constituyen el objeto de la presente demanda. 

fjue de los términos en que apn recen sancionadas las re- 
feridas leyes 529 y 5.30, no es posible deducir a su respecto la 
invalidez constitucional que se les atribuye. Ni la Constitución 
Nacional ni la ley fundamental de la Provincia se oponen al 
empico de los medios y facultades que se lian autorizado en el 
caso y antes bien los determinan como resortes legítimos de ad- 
ministración y de gobierno para fines de progreso, de acrecen- 
tamiento de intereses económicos, de utilidad y bienestar común. 
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Que sí bien puede pues afirmarse que las leves aludidas no 
contienen disposición alguna (¿tu- imimrte una transgresión cons- 
[itucional, esta afirmación no puede hacerse extensiva a la for- 
ma en que el Poder Ejecutivo de la provincia demandada lia 
liedlo uso de la autorización que se le ha conferido para regla- 
mentar y ixmer en ejecución los propósitos cíe la emisión de 
títulos autorizada. L& ley. en efecto. permite emitir títulos de 
renta, bajo las condiciones que el Poder Ejecutivo establezca en 
la reglamentación ; |>ero ello no implica ni puede legalmente sig- 
nificar la autorización de emitir moneda, dando a los títulos [as 
arriendas y caracteres extriseeos del billete fiduciario, deter- 
minados por la f orina, dimensiones, escaso valor representativo, 
tipo y colorido de impresión y demás características de los valo- 
res emitidos, visiblemente destinados a realizar funciones de 
medio circulante con actuación de papel moneda en el movimien- 
to señera] de las transacciones de toda especie eu el orden lo- 
cal, antecedentes de que deriva él informe en este juicio del Di- 
rectorio de la Cija de Conversión (fs. 81), afirmando que esos 
valores son considerados por dicha Institución como moneda 
provincial emitida en violación de las disposiciones constitucio- 
nales le) es, y decretos vigentes de la Nación ( Véase títulos cié 
deuda pública acreditados a Is. 8. 9, 10. 65, 66, 67. 68 y 69). 
Es entonces evidente, que la impresión y circulación en estas 
condiciones de los títulos enunciados, importa el ejercicio por 
el Gobierno de Jujuy de las facultades que sobre moneda y bi- 
lletes de Banco están expresamente atribuidas en la Constitución 
al IL Congreso de ta Nación (Art 67 incisos 5* y 10?), y ve- 
dadas en forma igualmente expresa, a las provincias por el ar- 
tículo 108 de la misma Carta fundamental y por las leyes na- 
cionales dictadas eu consonancia de los preceptos constituciona- 
les recordados. (Véanse leve?* números ll.lt). 2216, 2741, entre 
otras). 

Ouc jungando un caso, análogo al de autos ix»r algunos con- 
ceptos, esta Corte ha dicho que está fuera de toda controversia 
e! derecho de las provincias para procurar v mantener su des- 
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envolvimiento autónomo en todos los órdenes de la activida<l, 
comprendida entre éstos, en primer término, la autonomía eco- 
nómica, mediante el libre ejercicio de sus facultades institucio- 
nales, de sus múltiples resortes de administración y de sus 
medios de acción soberana e indejicudicnte, propendiendo con 
sus recursos propios al desarrollo de un progreso moral y ma- 
teria!, (Constitución, artículos 15+. 105, 106 y 107) ; y en estr 
orden de ideas no es objetable el derecho de las provincias de 
levantar fondos ]>or el uso del crédito, con fines de adelanto y 
bienestar común, por adecuados procedimientos, como es el de Ja 
emisión de títulos en determinadas condiciones de orden legal y 
económico. Pero, en la amplitud de esas atribuciones y facul- 
tades no está comprendida la de emitir documentos al ¡xirtador 
con las formas externas del billete bancario, que el gobierno 
emisor da y recite como moneda y que en tal carácter se incor- 
pora a ta circulación como intermediaria en las transacciones» 
jorque, en definitiva, esc acto implica sellar y emitir billetes o 
moneda de papel, y aparte de que ello trastorna el orden econó- 
mico afectando la unitlad y uniformidad del régimen iitnnetariu 
del pais, vulnera, como queda dicho, terminantes preceptos de la 
constitución que confieren al gobierno general todo lo relativo a 
esta materia, y la excluyen de los poderes locales en términos de 
explícita prohibición. (Fallos. Tomo 148. página 65). 

Que siendo de aplicación pertinente al caso de autos las 
conclusiones del anterior considerando, procede establecer que 
la i-misión de títulos de detula pública de la Provincia de Jujuy 
en la forma y condiciones que se han .traído al examen de este 
tribunal en la presente causa, es contraria a los artículos 67, in- 
cisos 5 \ lO* y 108 de la Constitución y así se declara. . 

One los efectos jurídicos de la precedente declaración se 
concretan especialmente a establecer la extral imitación de fa- 
cultades constitucionales en que ha incurrido la provincia de- 
mandada y la invalidez consiguiente del billete como tal, esto 
es, como moneda o instrumento legítimo de cambio; pero tales 
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efectos no anulan o invalidan dichos valores como títulos de 
ubi ilición del Estado emisor, legalment e responsable ante Jos te- 
nedores de los misinos, de acuerdo con las conclusiones que 
consigna al repícelo el señor Procurador General en su dicta- 
men de fs, lfi2, derivándolas de lo que preceptúan los artículos 
1050. 1052 y 1056 del Código Civil. Lo contrario importaría 
aceptar como fundamento lícito de una exención de pago la 
transgresión legal di? íjuc es autor el mismo excepcionante. 

Ouc determinada, en general, como queda, la responsabi- 
lidad de la Provincia de Jujuy relativa a los títulos de que se 
trata, procede hacer extensiva esa determinación respecto de ía 
oportunidad en que puede exigirse legalmente el jago de los 
valores en gestión. 1.a demanda sostiene la procedencia del co- 
bro inmediato y se funda en el decreto de 29 de noviembre de 
193$; acreditado a fs. 51, que fijó el 30 de octubre «1c 1924 
l>ara el rescate definitivo y total de los títulos fraccionados, l^a 
representación de la Provincia, por su parte, ampara sti derc- 
cho al pago parcial en el articulo l tf de la Ley 529. que fijó 
a los títulos el 6 \(* por ciento de interés anual y el 10 j)or 
ciento anual de amortización, disposiciones que se hicieron ex- 
tensivas a la ley ampliatoria N v 530 que rige directamente el 
caso. Muy plausible, sin duda, el proposito manifiesto de la deci- 
sión gubernativa que fijó una reducción considerable del tér- 
mino de amori i zación total de estos títulos: pero ya sea por mo- 
tivos de carácter legal o de orden financiero o económico, el 
hecho es que la referida disposición no se ha cumplido: y en 
estas condiciones, ante la intimación de pago inmediato, la Pro- 
vincia se acoge al plazo t|ue expresan los títulos, que es el que 
el que les acuerda la ley, la que está subsistente, pues no ha sido 
demuda \mr otra, y en consecuencia, no puede negarse la efi- 
cacia legal de esta invocación con que la demandada se excepein- 
na del requerimiento de pago total y perentorio, lis pues íor- 
/iisn reconocer que debe primar en la emergencia la cláusula le- 
gal vigente sobre cualquiera disposición de carácter lluramente 
administrativo, comn es el decreto de referencia. 
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En su mérito, y i*>r los fundamentos expresados, se decla- 
ra que la Provincia de Jujuy debe abonar al actor en el tér- 
mino de treinta días la suma correspondiente al seis y medio 
l«r ciento anual tic interés y al diez por ciento anual de amor- 
tización, a contar del mes de abril de 1923 hasta la fecha, sobre 
la cantidad demandada de ciento veintidós mil pesos nacionales. 
sin especial condenación eli costas, atento el resultado del litigio 
y ta naturaleza de las cuestiones debatidas. Xotiííquesc y rc- 
puesto el papel archívese. 

.V Hkhmkjo. — J. Fu:rRKo\ Al- 
corta. — ROBERTO KKl'KTTO. 

— M, Lal-rencksa. — K. Gnno 

/. WAT I.K. 



¡huí Silvestre Zoppi en autos Con ¡os señores Alf redo GüstágiiWO 
V otros, sohre cobro de pesos y cumplimiento de controto. 
Necurso de hecho. 

Sumario : No procede el recurso extraordinario del artículo 14. 
ley 48, en mi caso en qüe la sentencia recurrida no está 
f nndada únicamente en razones que afecten a la cuestión fe- 
deral planteada (la fe, créditos y efectos de los procedi- 
mientos judiciales y sentencias de los Tribunales Superio- 
res de Provincia, artículo 7* de la Constitución y ley 44), 
sino también en otras de derecho común que Instarían por 
sí mismas para fundarla. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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UltTAMES 1>IX VWH TRAIM1K CKXKKAf. 

Humus Aires. Aposto 4 de I92t\, 

Suprema Corte: 

En el recurso de hecho deducido ante V. E. por don Silves- 
tre Zoppi en los amos seguidos por él contra don Alfredo Cas- 
tntmino y otros por cobro de pesos y cumplimiento de contra- 
to, que tramitó ante el Juzgado Civil y Comercial del Rosario. 
Provincia de Sama Fe, sostiene el recurrente que durante la 
tramitación de la causa ha quedado planteado un caso federal que 
autoriza la intervención de V. E. f articulo 14 de la ley 48). jx>r 
cuanto se lia desconocido el derecho por él invocado y fundado 
en el artículo 7 de la Constitución de la Xación relativo a los 
¡icios públicos y procedimientos judiciales de otra provincia los 
que, según la cláusula referida, gozan de entera fe en las demás 
provincias. 

Pero, como muy bien lo observa la Cámara de Apelaciones 
de aquella ciudad al denegar el recurso deducido (fs. 1110). la 
sentencia dictada en la causa no ha desconocido valide/ a la do- 
cumentación presentada, sólo se ha limitado a apreciar su valor 
prokitorio, frente a numerosas otras probanzas, [xir interpreta- 
ción y aplicación de disposiciones de derecho común y con. la 
amplitud de criterio y facultades que al respecto confieren las 
leyes a los jueces para resolver las causas que quedan sometidas 
a ¡su jurisdicción, 

Xo hay en ello lesión alguna al derecho o garantía federal 
que se supone vulnerado. 

■ 

Por otra parte, la sentencia de referencia contiene funda- 
mentos suficientes de derecho común como fKira sustentar el fa- 
llo recurrido, con preseindencia de las cuestiones de Constitu- 
ción que se dicen planteadas. 
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Soy por ello de opinión cinc el recurso extraordinario de- 
ducido lia sido bien denegado en esta causa. 

Horacio R. Larrcta. 
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Ittíeiins Aires, Septiembre 14 <io \ l >27. 

Autos y Vistos : 

El recurso de hecho deducido por Zoppi, don Silvestre, en 
los autos seguidos contra Alfredo Casta^iuno y otros, JKtr cohro 
de iK-Süs y cumplimiento de contrato, y 

Considerando: 

1¿I recurrente afirma que en este juicio se invocó, por su 
parte, «c! derecho a que se riiera en la Provincia de Santa Fe, 
la fe, el crédito y los efectos que tienen en la de Catamarea, a los 
procedimientos producidos en éste, de acuerdo con lo que esta- 
blece ta ley nacional 44 y la Constitución Nacional en su ar 
ticnlo 7'\ planteándose así, una cuestión de orden constitucional 
que fué discutida en los autos respectivos y resuelta en sentido 
contrario al derecho expresado, por la sentencia definitiva dic- 
tada por la Cámara de Apelaciones {1» Sala) de !a ciudad del 
Rosario, que corre de fs. lOoO a fs. 1101» de aquellos autos, que 
se tienen a fa vista jx>r haber sido enviados como mejor infor- 
me, en la debida ojiortunidad. Habiéndose interpuesto por el 
actor el recurso extraordinario del artículo 6* de la ley número 
4055 y 14. inciso- 3* de la 48, fué denegado por aquel tribunal 
en la resolución motivada que obra a fs. 1 1 10. 

Que, efectivamente, durante la secuela del juicio invocado y 
para lanificación de un título de propiedad, cuya suficiencia 
■e discutía, el recurrente presentó, en autos, como prueba, actúa- 
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riones judiciales de la Provincia de Ga tama rea , relativas a men- 
suras: dcclariorias de herederos y división de condominio cuya 
eticaría, a los fines propuestos de tal lanificación ha sitio apre- 
ciada y juzgad-i por la Cámara del Rosario, interpretándose, 
con ese motivo él artículo 7 V de la Constitución y la ley P 44. 
circunstancia que pudo justificar el recurso del artículo 14, in- 
ciso 3* de la ley 4X. 

Que, no obstante, como lo observa el señor Procurador Ge- 
neral en su dictamen de fs. 11, la sentencia no está funda- 
mentada únicamente en razones que afecten a la cuestión fede- 
ral planteada, sino también en otras de derecho común, que tris- 
arían |*>r si mismo, de suerte que resolviendo aquélla en sen- 
tido favorable al recurrente, sólo se habría resucito una cuestión 
abstracta, en el sentido de que ella no tendría efecto en el re- 
sillado firme de la causa. 

Por estos fundamentos y los concordantes del auto de fojas 
MIO. y dictamen del señor Procurador General, se declara bien 
denegad» el recurso. Notifíquese y previa reposición del pa- 
pel, archívense estos autos, devolviéndose los expedientes veni- 
dos |*or via de informe, con transcripción del auto presente. 

A. Mkrmejo. — J. V mu CROA At.- 
corta.. — Roberto Repetto. — 
— M. La trencen a. — R. Gu ino 

¿.A VALI. K. 
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iixhorto tUrujitlo por el Juez Letrado del territorio nacional del 
Chufad, al de Instrucción de la Capital Federal, Dr. J. Ua- 
vallol. solicitando la extradición de Salvador J. Sodano. 
procesado por defraudación. 

Sumario : I-a forma telegráfica de un exhorto, adoptada en vis- 
ta de su urgencia por tratarse de una causa de carácter pe- 
nal, no olista [íara acreditar la autenticidad legalmente re- 
querida (articulas 45 y 46, ley 750 Va) y determinar en 
consecuencia, el diligcticiamiento correspondiente del oficio 
precatot io. expedido con carácter oficial y. con transcrip- 
ción, precisamente, de los requisitos del articulo 675 del Có- 
digo de Procedimientos en lo Criminal). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTA M EX DEL PHOtr MADOR (¡EXKRAL 

Buenos Aires, Agoslo M dt VÜ17. 

Suprema Corte: 

El Juez de Instrucción en lo Criminal de la Capital de la 
Xación ha denegado al Juez Letrado del Territorio Nacional del 
Chtihut la extrndición del sujeto Salvador J, Sodano, procesado 
por defraudación ante este último Magistrado^ en razón de que 
el exhorto conteniendo el pedido de dicha extradición carecía de 
los recaudos exigidos |w>r el artículo 675 del Código de Proce- 
dimientos en lo Criminal. 

V, E. tiene resuelto uniformemente que. conflictos de esta 
naturaleza, deben ser resueltos por esta Corte Suprema en ejer- 
cicio de la facultad conferida por el artículo 9? de la ley 4055. 

Tiene, asimismo, resuelto V. E. que los oficios precatorios 
que para el cumplimiento de diligencias como las que motivan 
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estas actuaciones, ¡se dirijan los jueces entre sí¿ deben darse 
por suficientemente autenticados si llevan la firma del juez y 
el sello de tinta del juzgado. 

Tales requisitos deben tenerse [>or cumplidos en el exhorto 
telegráfico de fs. 1, atento lo dispuesto por el articulo 46 de la 
ley 750 \t¡ de Telégrafos Nacionales que expresamente prevé 
el caso atribuyendo a dicho despacho la autenticidad necesaria 
liara su cumplimiento. 

Soy por ello de opinión que corresponde resolver esta inci- 
dencia ordenando que el requerimiento del Juez Letrado del 
Chubut sea cumplido por el de Instrucción de la Capital de la 

Xación. 

Tal es mi dictamen. 

Horado R. Lancia, 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Sqrticmlire 1 f i ele 1927. 

Autos y vistos. 

Considerando : 

Que tratándose en el caso de un conflicto entre jueces de 
distinta jurisdicción rcs[»ecto a las formalidades de un exhorto 
librado i*>r uno de ellos, procede la intervención de esta Corte, 
de acuerdo con los móviles y el alcance atribuido en reiterados 
nisos análogos al articulo *> de la ley 4055. 

Que las exigencias legales y reglamentarias establecidas para 
la procedencia de las requisitorias de la especie snb Utc, tiene» 
:»':' objeto esencial la garantía de autenticidad de los recaudos 
dirigidos al juez exhortado, (transcripción de los autos corres- 
pondientes, firma del juez exhortante, atestación del actuario, 
sillo del Juzgado), y en consecuencia, siempre que tales requist- 
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ti* acrecen Iterado* debe darse cumplimiento á las diligencias 
solicitada*, sin oponerles solemnidades y ápices tónales impro- 
cedentes,' en perjuicio de los bien entendidos intereses de la 
justicia. 

One en el sitb /m/iiv se trata de un cas.» de Urgencia, en 
causa do carácter penal, seguida en im territorin apartado, cir- 
cunstancias por las cuales el exhorto lia debido transmitirse en 
forma telegráfica, lo que no obsta para acreditar la autentici- 
dad legalmente requerida (artículos 45 y 46. ley X v 750 \±) y 
determinar, en consecuencia, el dilígenciamicnto correspondiente 
oficio precatorio. exj>edido con carácter oficial y con trans- 
cripción: precisamente, de los requisitos del articulo 6/5 del Có- 
digo 'de Procedimientos en lo Criminal que invoca el dictamen 
fiscal y el auto denegatorio de la extradición solicitada. 

En sm mérito, de acuerdo con lo dictaminado por el señor 
Procurador General y los fundamentos del auto de fs. 4 vta., así 
como de la reiterada jurisprudencia ele esta Corte (Fallos, tomo 
141, M$\ lomo 143, páíí. 187; tomo 145, pág. 296, entre 
otros , se declara eme el oficio telegráfico de que instruyen estas 
actuaciones ha sitio librado en debida forma y que el Juez de 
Instrucción en lo Criminal de esta Capital está obligado a darle 
cumplimiento procediendo a decretar la captura y extradición 
£j procesado de referencia. A sus efectos devuélvanse los autos 
al Juez Letrado del Territorio Nacional del Chubut a fin tic que 
reitere el exhorto de fs. 1 con transcri^ión de ta presente resolu- 
ción. 

A. JÍKkMigo. — J. i-ioui-kOA Al- 
cokta. -- K. (¡fino Lavai.lk. 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Administración de los Ferrocarriles del Estado en autos con la 
sucesión de doña Mercedes ¡iandi, por devolución de fle- 
tes; sobre incompetencia de jurisdicción. Recurso de hecho. 

Sumario: I* Procede el recurso extraordinario del artículo 14, 
. ley 48, contra una sentencia que, al denegar la jurisdicción 
federal, vulnera principios consignados en la Constitución 
Nacional y en leyes nacionales, oportunamente invocados 
]tot el recurrente para sostener aquella jurisdicción. 

2^ Tratándose de un caso tic jurisdicción improrrogable 
art. 12, inciso 3 V , ley 48), ésta, respecto de los tribunales 
nacionales, es privativa y excluyente en virtud de s« pro- 
pia institución y. por consiguiente, ni el consentimiento ni 
el silencio de las partes han i>udido atribuirla a los jueces 
locales. 

3 ? Constituyendo la Administración de 1o.s Ferrocarri- 
les det Estado una entidad dependiente de la Nación y crea- 
da por ley del Congreso N fl 6757, los litigios a que dé lugar 
la explotación y funcionamiento de dichos ferrocarriles co- 
rresponden, rationc materia', a la jurisdicción federal, a mé- 
rito de lo dispuesto en el art, 2*, inciso l fl de la ley 48: 
en consecuencia, corresponde a la justicia federal el cono- 
cimiento de una demanda contra el Ferrocarril Central 
Xorte Argentino, de propiedad del Estado, por devolución 
de sumas de dinero que se dicen indebidamente percibidas, 
]M>r retardo en el transporte. 

Caso: Lo explican las \ iezas siguientes: 
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DICTAMEN* DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Mayu 19 Je 1927. 

Suprema Corte: 

Se ha denegado en esta causa el fuero federal que oportu- 
namente fué invocado por el demandado. Procede, por ello, el 
recurso extraordinario de apelación que acuerda el artículo 14 
de la ley 48 |iara ante V. E. 

La denegación, pues, de dicho recurso no es, en mi opi- 
nión, ajustada a derecho, ]x>r Jo que pido a V. E. se sirva así 
declararlo. 

En cuanto al fondo del asunto: 

Es uniforme y reiterada la doctrina de Y. E. que declara 
sometidas a la jurisdicción federal las causas judiciales que, en 
igualdad de circunstancias que la presente, se deducen contra los 
Ferrocarriles del Estado para obtener la devolución de sumas 
de dinero por la demora producida en la realize VS'jB de los trans- 
portes. (146 : 398 y doctrina allí citada). 

Ello hace innecesario extenderme en mayores consideracio- 
nes y me determina a solicitar de V. E. revoque* la sentencia 
dictada a fs. 542 j»or la Cámara de Apelación en lo Comercial 
de la Capital de la Nación y declare que corresponde a la justi- 
cia íederal el conocimiento de esta causa que contra los expresa- 
dos ferrocarriles ha iniciado la sucesión de doña Mercedes Bandi. 



Horaria R. Lam ía. 
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FALLO DE LA CORTE SITkEMA 

Unenos Aires, Septiembre líi tte 1927. 

Autos y Vistos: 
Considerando : 

Que esta causa ha sido promovida por la sucesión Bandi 
contra los Ferrocarriles del Estado (F. C. Norte Argentino) 
por devolución de sumas de dinero que se dicen |>ercibidas ¡nde- 
I (idamente. 

Que la demanda fué. iniciada ante la justicia ordinaria de 
la Capital. Jiiz»ado de Comercio respectivo, y fallada dentro de 
su jurisdicción. 

Que la parte del Ferrocarril, usando de los recursos tlel 
caso, alegó ante la Cámara de Comercio la nulidad de lo actua- 
do por íaha de jurisdicción ratiom materia cu los tribunales or- 
dinarios, sosteniendo que el juicio corresponde a la Justicia Fe- 
deral en virtud de lo dispuesto eu la ley 48 y la jurisprudencia 
de esta Corte, concluyeme a ese resijecto. 

Que la Cámara ha resuelto la cuestión en contra del fuero 
federal invocado, aduciendo 'corno razón fundamental, que ha- 
biéndose declarado competente el Juez de Comercio en la o¡>or- 
tunidad debida, dicha declaración fue consentida, y ha produci- 
do, por tanto, los efectos de la cosa juzgada. 

Que deducido jjor parte del ferrocarril el recurso extraordi- 
nario del art. 14 de la ley 48, por baliersc violado en aquel fallo 
la prescrqwión del art. 100 de la Constitución y 2\ inciso 6 fl de 
la ley citada, fué denegado por la Cámara en el auto de fs. 547 
del expediente priuci|«d. que se tiene a la vista, afirmándose 
que el punto lia sido resuelto por aplicación exclusiva de dis|>o- 
siciones de la ley de prucediinientos. 
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Que la parte de la semencia aislada, que deniega la juris- 
dicción federal, vulnera los principios consagrados en la Cons- 
titución Nacional y en las leyes nacionales, invocados oportuna- 
mente para sostener aquella jurisdicción por el recurrente, y en 
consecuencia se ha producido el caso del recurso extraordinario 
previsto en el inciso 3 V del art. 14 de la ley 48. 

Que tratándose de un caso de jurisdicción improrrogable 
(art. 12, inciso 3*, ley citada), ésta, revierto de los tribunales 
nacionales, es privativa y excluyeme en virtud de su propia ins- 
titución y. por consiguiente, ni el consentimiento ni el silencio 
de las partos han ]>odjdo atribuirla a los jueces tócales. 

Que, como lo lia dicho esta Corte, «la Administración de 
los Ferrocarriles del Estado constituye una entidad deludien- 
te de la Nación y creada |x>r ley del Congreso 6757, resul- 
tando, jwr tal causa, incuestionable que los litigios a que den 
lugar la explotación y funcionamiento de dichos ferrocarriles, 
corresi>ondcn, raiione materia- 1 a la jurisdicción federal, a mé- 
rito de lo dispuesto en el a«t. 2*, inciso l v de la ley 48 ; véase 
fallos tomo 148, pág. 381, 

Por esto, de acuerdo con lo dictaminado por el señor Pro- 
curador General, declarándose mal denegado el recurso extraor- 
dinario, se deja sin efecto la sentencia apelada de fs. 542 y se 
resuelve que el conocimiento de esta causa corrcsjxmde a la jus- 
ticia federa!. Notiftquesc, archívense los presentes, previa repo- 
sición del papel y devuélvanse a la Cámara de su procedencia 
los autos venidos por vía de informe, con transcripción de este 
fallo. 

A. Bkkmejo. — J. FictrKROA Al- 
corta. — R. Crino L AVALLE. 
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Don Antonio Martines, solicita la entrega de su curta de ciu- 
dadanía. 

Sumario: l" ! 'rumie el recurso extraordinario del artículo 14. 
ley 48, contra una resolución contraria a la interpretación 
dá(ta por el Ministerio Fiscal al art, 41 de la ley X v 11.386. 

2 f Dados Ja naturaleza, extensión y efectos de la facul- 
tad conferida al Congreso por el art. 67, inciso 17 de la 
Constitución, o sea la de amnistiar, (véase tomo 136 t pági- 
na 265. tomo 102, i*ág. 4.1), el ciudadano naturalizado recu- 
pera i«ir el art. 41 tic la ley 11.386, la condición que poseía 
antes de la sentencia materia de la amnistía. En consecuen- 
cia, el que con arreglo a la ley 8129 fué condenado a la pér- 
dida de Ja ciudadanía argentina con prohibición de coadqui- 
rirla nuevamente, readqniere la calidad de ciudadano sin que 
le sea menester realizar las diligencias necesarias para obte- 
ner de nuevo aquel estado. * 

Casa: Lfl explican las piezas siguientes: 



SENTF.KCIA I)KL JVKZ FKDKRAL 

Rutilo* Aires, Marzo 24 <Je 1927. 
Y ViítoSi para resolver el j>edido formulado sobre entrega 
de carta de ciudadanía agregada al proceso que se le siguió por 
iníraeción al art. 2 de la ley 8129, y 

Considerando : 

Que por sentencia de fecha 4 de Abril de 1919 fué declara- 
da nula la ciudadanía que oportunamente le fuera otorgada al 
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recurrente Antonio Martínez por ser infractor al art. 2* de la 
ley M 8129. sentencia que ha pasado en autoridad de cosa juz- 
gada ; y siendo así, Antonio Martínez ha perdido la ciudadanía 
argentina, por lo que a nuestro juicio no procede la entrega de la 
carta de ciudadanía agregada a los autos por carecer ésta de va- 
lor legal. 

Que la amnistía en que se íunda el pedido, sólo libera al 
condenado a la pérdida de la carta de ciudadanía, de la inhabi- 
litación decretada para readquirir otra. 

Por ello, resuelvo : no hacer lugar a lo solicitado, sin perjui- 
cio de que el recurrente ocurra ante quien corresponda en pro- 
cura de su nueva naturalización. Notifíquese y consentida o eje- 
cutoriada que sea, comuniqúese y archívese. Provee el suscrip- 
to por resolución superior. 

Saúl Jlí. Escobar. 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

i 

Buenos Aire», Junio 1» de 1927. 

Vistos y Considerando: 

Que Ja sentencia dictada por este tribunal, confirmatoria de 
la de 1* instancia, condenó a Antonio Martínez a la pérdida de 
la ciudadanía argentina, con prohibición de readquirirla nueva- 
mente. 

Que el art. 41 de la ley X" 11.386 amnistía a los infractores 
a las leyes de enrolamiento y servicio militar sin limitación al- 
guna, lo que equivale a dejar sin efecto todas las sanciones im- 
puestas en procesos anteriores. 

Que, |>or consiguiente, no procede reducir el alcance de la 
amnistía, — como lo hace el fallo recurrido, — tan solo a la pro- 
hibición de readquirir nuevamente la ciudadanía. 



na 
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l'or dio y de acuerdo con lo resuelto por este tribunal en 
el caso de (."arlos Kahricius, faltado en 6 de Mayo del corriente 
año. se revoca la .sentencia apelada de fs. 19 y, en consecuencia* 
se hace lugar al |tcdtdo de entrega de la libreta de enrolamien- 
to, formulado p° r Antonio Martínez, Devuélvase. — /. P. Lu- 
tía. — Marcelino Escalada. — T. . Irías. — tt. A. Nazar Ancho- 
rena. — Jase Marcó, 



PALLO nK LA CORTE SUPREMA (1) 

ííucnos Aires. Septiembre 19 de V>Z7. 

Autos y Vistos: 
Considerando ; 

íjiie en la presente c;uisa se lia sostenido desde el comienzo 
por el Ministerio Fiscal que la interpretación atribuida al art. 41 
de la ley X v 1 1 .3HT> |Mir el peticionante don Antonio Martínez en 
el sentido de míe, en su mérito, la anterior carta de ciudadanía 
Otorgada al mismo y declarada fierdtda j*»r sentencia ejecutoria- 
da, cpiedaba rehabilitada, no era la que legalmente correspondía 
dar a a< inclín disposición. 

Qtic la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de la 
Capital ha sido coiiiraria a la tesis de! ministerio público, por 
lo cual y de acuerdo con lo dispuesto por el art. 14. inciso 3* de 
la ley 4S. el recurso extraordinario es procedente y asi se declara 
de conformidad con lo dictaminado por el señor Procurador Ge- 
neral. 

Considerando en cuanto al fondo de la cuestión federal i* ir 
ser innecesaria mayor substanciación: 

Qac la ley N v 11.386 dispone en el art. 41 : amnistíase a to- 
dos los infractores a tas leyes de enrolamiento y de servicio mi- 
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litar y quedan ex* morados de las penas en que hubiesen incurrí- 
do los morosos en el jvigo dq la tasa militar hasta la fecha tic la 
promulgación de la presente ley, siempre que se enrolen dentro 
de los térmiims que la misma establece, (visando a revistar a la 
clase ípie les corresponda |x>r su edad. 

Que el peticionante, liajo la vigencia de la ley N" 8129, en 
su carácter de extranjero naturalizado que omitió cumplir con 
las prescritKiones del enrolamiento, fué condenado a la fwrdida 
de la ciudadanía argentina con prohibición de readquirirla nue- 
vamente. 

Que la cuestión suscitada se reduce a salicr si la amnistía 
concedida fKir el art. 41 de la ley N« Ít385 sólo libera al |>eti- 
eionante de la prohibición de rccujtcrar nuevamente la ciudada- 
nía argentina o si. por virtud de aquélla, el beneficiario ha read- 
qnirido la calidad de ciudadano naturalizado que tenía sin que 
1c sea menester realizar las diligencias necesarias fiara obtener 
de nuevo aquel estado. 

Oue la solución del punto exige un análisis previo sobre la 
naturaleza, extensión y efectos de la facultad conferida al Con- 
grí so ¡xir el art. 67 T inc. 17 de la Constitución. U amnistía e& 
una medida |>otítioa y de carácter general que no tiene en vista 
un delincuente ni un hecho determinado. Comprende todos los 
delitos de una misma especie que. puedan haberse cometido en 
uu momento dado o basta cierta ¿i>oca. Su objeto es el restable- 
cimiento de la paz y de la concordia entre los ciudadanos de uu 
mismo estado y. a tal fin, echa un velo sobre los actos a que se 
rríiere, liberándolos de su carácter punible y quitando toda liase 
legal a las acciones criminales a los procesos y a las sentencias. 
Se aplica a los condenados y a lo que no lo están todavía y com- 
prende determinados delitos que no sean propiamente idílicos. 
Extingue la acción y extingue la pena; los l>enef tetados se re- 
putan inocentes y exentos de responsabilidad penal. Tumo 136, 
pág, 205; tonto 102. |v*g. -1.1 Montes de Oca, tomo 2", pág. 309; 
González Calderón, pág. 1°^, tomo 3'\ 
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Que si pues, según su propia naturaleza la amnistía tiene 
por efecto borrar los delitos cometidos jxir las personas que foe~ 
m- tifian de ella, es evidente que la concedida por el art. 41 de 
la ley N' v 1 1 .Mi a los infractores de las leyes de enrolamiento, 
.sin ninguna limitación o salvedad, aplicada a la sentencia que 
condenó a Martínez a «la pérdida de la ciudadanía argentina con 
prohibición de rcaquirirla nuevamente», no dejaría subsistente 
ninguna de las sanciones jurídicas contenidas en la misma a mé- 
rito de la cancelación del propio hecho que la motivara. 

Que en estas condiciones, fuerza es concluir que don An- 
tonio Martínez lia recuperado la condición de ciudadano natura- 
lizado que poseía antes de la sentencia materia de la amnistía. 

En su mérito, se confirma la sentencia apelada en la parte 
que ha |)odido ser materia del recurso. Molifiqúese y devuélvanse. 

A. Bermejo. — J. Firueroa Al- 
corta. — Roberto Repetto. — 

R. Gl'IDO I .AVALLE. 

(I) En la misma fecha la Corte Suprema se pronunció en igual sen- 
tnln ct> la cansa seguida por don Jaime Vadell. por idéntica causa. 



Compañía Stvift de La Plata contra el Gobierna de h> Nación, 
sobre devolución de sumas pagadas* 

Sumario: En materia de franquicias a una corporación, como 
en toda concesión de privilegios por el Estado a personas 
o individuos, en caso de duda ta interpretación del»c ser en 
contra de los concesionarios. 

2" E! derecho de uso ele los guinches no reviste los ca- 
racteres de un impuesto propiamente dicho. 
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3? La Gmqwmía Swift de La Plata no se halla exenta 
|Hir el artículo (fl ele su concesión de la obligación de pagar 
al Gobierno de ta Nación los derechos de guinche por sus 
operaciones di- descarga de los artículos y substancias que 
introduce para llenar las exigencias de la industria. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 21 de 1927. 

Y Vistos: el presente juicio seguido por la Compañía Swift 
de La Plata contra el Gobierno de la Nación sobre devolución 
de sumadas pagadas, venido en apelación de la sentencia pro- 
nunciada por la Cámara Federal de la Capital. 

V Considerando: 

Que la legislatura de la Provincia de Buenos Aires, con fe- 
cha 24 de Septiembre de 1900 concedió a los señores Samuel 
Zavalla y Cia„ autorización para establecer «una fábrica couge- 
Indora de carnes y conservas alimenticias en el territorio que ac- 
tualmente* nen pao en el Gran Dock Sud del Puerto de La Pla- 
ta». Y los derechos y obligaciones de esa concesión explotada 
ahora por la parte actora, han sido trasmitidos al Gobierno de 
la Xación como consecuencia de ta adquisición del Puerto de \¿i 
Plata resuelta i>or la ley N v 4436. 

Que fundándose en el an. 6" de la misma y en el espíritu 
de toda la concesión. la Suciedad Swift pifie la devolución de 
ni i ven ta y dos mil seiscientos noventa y nueve pesos con veinti- 
cuatro centavo* oro sellado, sosteniendo que no se halla obligada 
al pago de derechos de guinche que le ha cobrado el Gobierno 
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de la Nación |wr operaciones de descarga do los artículos y sus- 
tancias que introduce para llenar las oxigénelas de la industria. 
El Gobierno, a su tumo, Itasarlo en los términos de la propia 
concesión cree míe la amplitud atribuida |n>r el frigorífico a la 
citada disposición, se encuentra limitada por el art. 2\ que sólo 
se refiere a las operaciones ile carga de los productos de la fá- 
brica. 

Que los susodichos artículos se bailan concebidos en los si- 
guientes términos : «Los concesionarios tendrán derecho a car- 
gar en los muelles que ocupan, lodos los productos de dicha fá- 
brica» ( art. ; «como derecho ¡K>r el uso del terreno, muelles 
y guinches con la correspondiente fuerza motriz, la empresa en- 
tregará diariíuncntc al fisco de la provincia por intermedio de 
la oficina de recaudación del puerto, cinco centavos moneda na- 
cional j>or cada animal lanar, diez por cada porcino y veinte ven- 
tavos de igual moneda i*>r cada vacuno que sacrifique en el es- 
tablecimiento» íart. 6 V ). 

Que la interpretación de la concesión delie obtenerse ha- 
ciendo concurrir a la solución todos las cláusulas que se encuen- 
tren vinculadas entre sí y salvando en lo posible las deficiencias 
de- expresión siempre frecuentes en actos de esta naturaleza. Xo 
es dudoso que los artículos primero y segundo definen lo que 
constituye el objeto de la concesión : establecer una fábrica con- 
gt ladora de carnes en el terreno ocupado por los señores Zava- 
lla y Cía. en el Gran Dock del Puerto de La Plata. El fin de la 
roueesión constituido en el art. l v , 110 por el establecimiento de 
1111:1 fábrica conge ladora de carne para lo cual solo se necesita 
un permiso, sino por el uso del terreno de propiedad de la pro- 
vincia, situado dentro de la zona del puerto de La Plata. Y a 
esa autorización para usar del terreno de propiedad del Gobier- 
111 1 de la Provincia se une el derecho conferido por el artículo 
segundo, de cargar en los muelles que ocupan todos los produc- 
tos de dicha fábrica. Esos dos artículos contienen los derechos 
que la concesión otorga. 
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Qi ■ el artículo sexto, a su tumo, expresa, y determina aqué- 
llo a que los concesionarios se obligan a cambio de los derechos 
y facultades que la concesión Ies reconoce. Y estas facultades 
de acuerdo con los artículos primero*)' segundo comprenden, des- 
de luego, el uso del terreno y el uso de los muelles correspon- 
dientes al mismo. FVro, este artículo sexto enumera también el 
«uso de tos guinches* con la correspondiente fuerza motriz. Y 
no obstante aparecer esos vocablos por primera vez en las cláu- 
sulas de la concesión, tlelie sin emliargo, pensarse que su concep- 
to se halla sobreentendido en alguno de los dos artículos que an- 
teriormente han definido el objeto de la misma. No se concebiria, 
en efecto, que en el artículo destinado a enumerar las cargas 
Istmianas de ta coui|xiííia se volviera sobre el alcance ya defi- 
nido de la concesión para ampliarla con algún derecho no enun- 
ciado en su momento. Lógica y jurídicamente aquellas dclnm co- 
rresponder exactamente a los privilegios otorgados. 

Y así es, en efecto; un análisis meticuloso del art. 29, pone 
de maní Tiesto que lo concedido y otorgado jxir él al concesiona- 
rio es el derecho de usar de los muebles correspondientes al te- 
rreno ocupado por ZavaJIa y Cía. con la limitación de que han 
de usarse solamente para cargar en ellos los productos de la fá- 
brica. El vocablo «cargar» empleado en oposición a «descargar» 
induce el uso de los guinches. Ahora bien, restringido el dere- 
cho del concesionario a usar de los muebles que <HUp;m al solo 
efecto de cargar los productos de la fábrica, con exclusión de 
ese mismo uso res|iecto de la materia prima o mercaderías intro- 
ducidas del exterior, es evidente que el uso de los guinches in- 
dispensable para trasladar la carga a los barcos míe la reciben, 
reconoce la misma limitación. Su uso legítimo por el concesiona- 
rio sólo corresponde en la hipótesis de cargarse ¡os productos 
de la fábrica, ya. que en ninguna hiixuesis tos mtnwlucidos del 
exterior pódrtán revestir tal carácter. La enumeración del art. CP 
en cuanto al uso de los guinches, como en lo relativo al de los 1 
muelles dehe, pues, ser interpretada con la limitación emergente 
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del art. y. \)l otro modo sr habrían convertido las facilidades n 
privilegios acordados para la exportador y emlnirquc de los pro- 
(lucios (k- la fábrica en un privilegio para desembarcar merca- 
derías importadas sin que la concesión lo haya expresado en la 
forma clara e interj^versable impuesta i>or ta naturaleza misma 
del mío realizado. 

Oue el argumento de que al establecerse que los concesionarios 
«tendrán el derecho de cargar en los muelles c[ue ocupan los 
productos de la fábrica ha querido sólo relevarles de la obliga- 
ción de carga i' en los muelles del (¡nbierno, peni en manera al- 
síima imjHjtuThs cuando descargan un derecho o impuesto tic 
guinche «no es valedero, puesto que la relevación quedarla li- 
mitada por la última parte de la cláusula, aún asi entendida, ti 
los productos de la fábrica y entonces no funcionaría respecto 
CÍe los muelles del Gobierno, para toda ü|>eraeióu de embarque 
o descarga. Y no existiendo el derecho a usar del muelle propio 
para la descarga, es claro que no podría hcnefictpF del servicio 
de guinche en tal hipótesis. 

Que el decreto del Gobierno de la Provincia de Unenos Ai- 
res de Agosto 24 de 1904. no constituye un antecedente decisivo 
para la interpretación de la concesión,, no obstante declararse en 
él que el impuesto que menciona el art. 6" de la ley 1**00 com- 
prende tmlo derecho por operaciones de carica v descarga de ar- 
ticuio> relaeioitadns con trabajos del f rignri f ico. En efecto, sin 
considerar la circunstancia de que el mencionado decreto fué 
dictado tinco díaij antea de producirse el traspaso (leí puerto 
de 1.a ¡'lata por la Provincia a la Nación, cabe observar, a) que 
el Poder Ejecutivo de la Xación no está obligado a tomar en 
cuerna los actos interpretativos del Prnler 1 Ejecutivo provincial 
sino en cuanto del propio examen de la concesión resulte que el 
alcance atril mielo a ésta por aquéllos coincida cotí mi contenido. 
Y eso porque d poder reglamentario del Poder Kjeeutivo acerca 
de la lev de concesión no ha podido \ v más allá de los términos 
ni que la misma se eneuenire concebida: l>) íjmc el referido de- 
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crcto no quedó incor|>orado a las estipulaciones que sirvieron tic 
Use jxara la adquisición del puerto de La Plata, siendo sólo la 
concesión en los términos autorizados \)qt la ley respectiva la 
que se encuentra en tales condiciones, 

One acerca de la resolución del Poder Ejecutivo Nacional, tic 
30 de Abril de 1906, su lectura revela que en el caso allí plan- 
teado no se discutía el dcreclio de guinche por mercaderías im- 
jwirtadas. sinó que se liacia cuestión sobre el punto de saber 51 
el frigorífico debía o no pagar el |>crsonal de guiticheros utiliza- 
dos para el enikirquc de los productos del establecimiento, cues- 
tión absolutamente distima de la controvertida en estos autos. 

Que la cláusula del art. 8« de la concesión por la cual queda 
liberada !a empresa de todo impuesto provincial o municipal crea- 
do o ]M-r crearse dentro del puerto durante e! termino que dure 
la concesión no tiene ninguna relación con la cuestión debatida. 
Desde luego, |H)rque el derecho de uso de los guinches no reviste 
los caracteres de un impuesto propiamente dicho y porque, ade- 
más, si su significado y alcance fuese el que se le atribuye, él 
comprendería también el uso de los muelles para la descarga de 
los artículos importados expresamente excluido por la concesión 
]>ara ese caso, como se ha visto. 

Que. [K>r último, aún en la hipótesis de que la interpretación 
de la cláusula segunda y sexta de la concesión examinada se pres- 
taran a las dudas que por cierto exteriorizan los diversos pronun- 
ciamientos administrativos y judiciales de que han sido objeto y 
la misma equivoca redacción de las cláusulas, la conclusión en 
presencia de ellas tendría que ser francamente adversa a las pre- 
tenciones del frigorífico. En efecto, es una regla consagrada por 
el derecho administrativo que en materia de franquicias a una 
corporación como en toda concesión de privilegios por el esta- 
rlo a personas o individuos, en caso de duda la interpretación 
debe ser en contra de los concesionarios, |x>rque la presunción 
más aproximada a la verdad es la de que el estado ha acordado 
sólo ío que en términos expresos resulte de ellos. Vacilar acerca 
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de I:l extensión del |»riv ik^ío es estar rcsudio y tuda resolución 
que dimane <le utia muía delic ser e n contra tic la concesión. Coo- 
ley s Cotistituiiotial Umitalions, págs, 565 y 566, séptima edi- 
ción. Y la Corte Suprema de los listados Unidos ha expresado 
reiteradamente, en ese mismo sentidu, lo siguiente; la regla de 
interpretación más segura en esta clase de casos es la de que 
aquella es en contra de la corporación. Toda razonable titula elche 
ser resuelta en forma adversa. Xada debe tomarse como conce- 
dido sino cuando es dado en términos ineí ¡tinocos ti por tina ítn- 
plieaueia igualmente clara. La afirmativa necesita ser tlemnstrada. 
el silencio es negación y la duda es fatal ]tara el derecho del con- 
cesionario. 97 V, S, 659. 

En mérito de estas consideraciones, se revoca la sentencia 
ajelada dese-tim;md< i*e pm* o ni siguiente la demanda iustauratla 
contra el Gobierno de la Nación. Xolitiquese y devuélvanse, re- 
pbhiéndosC el papel en el juzgado de origen. 

A. Bermejo — J. Fu;i:eroa Al.- 
CORTA. — RoilKHTO UePETTO. 

— li Grmo La valle. 



Bitlú pontipdn ¡nstitityctula obispo titular rf¿- hi Múmsk ffc Ca- 
hiuhtrai. cí tuoii.u iu»- híQt&tfW Bivilé* 

Sumario: ("un ¡a> reservas que mita lian de la Constitución y le- 
ves sohre pal roiiato. puede concederse el jase a fas huías 
pontificias instituyendo oluVjm titular 



(\'.;o: l.o explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN Hi:l l'KOCl RAIJO» UENKRAL 

Huellos Aires, Siptínnhrt' 20 de l'J27. 

Suprema Corte : 
Xo encuentro inconveniente en eme V. K. preste su acuerdo 
para que el ®mt Ejecutivo conceda el pase con las reservas de 
práctira, a la bula expedida por Su Santidad Pío XI. instituyen- 
do obispo de la diócesis de Catamíirca, a monseñor Inocencio Da- 
vila. desde que, según informa el referido Pocler, dicho prelado 
fué oportunamente presentado |»or el gobierno wmWW para 
tal designación, conforme a las dicciones de la Constitu- 
cinó sobre el ejereicio del derecho del patronato nacional. 

Horacio /í. Lando. 

FALLO UK LA Sl'l'RKM A CORTK (1 í 

Bupii*»s Aire?. Scpiiembrt: 21 de Í$2É?. 
De conformidad con lo .liclaminado \nr el Señor Procura- 
dor General la Corte Suprema de Justicia de la Nación presta, 
su acuerdo para que el presidente de la Nación vr^nlina con- 
ceda a la bula oqvcdida por su Santidad Pió XI. instituyendo 
obis|Hi de la diócesis de C/atamarea. al monseñor Inocencio fa- 
vila, con las reservas emanadas de la Constitución' y las leyes 
diciadsa con arreglo a ella sobre el («iironalo nacional. 

Ikvuélvanse. en consecuencia, estas actuaciones al Poder Eje- 
cutivo con el oficio correspondiente. 

A. Bkhmkjo. — J. Fi«¡n-ROA Al- 
corta, — Kom:ino Ki.i»i:ttck — 
R. Crino Lavallk. 

iitiivLiuI.1 i ihíñfxi'í el* hs *1i«K-vM* <lr Lorcha, ^anlmii*» <M btw. y U' 
ÍÍS. " W I»rl,l>ÍK-r^ Fcnnin l.afiur. AiidirtO K->dn 8 d« y Julián ttfe 
IÍiilz, respectivatuiriite. 
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Provincia de San Juan contra el Banco francés del Rio de La 
Mata y Mayer linos, y Cía., por payo por consignación, 
rendición de cuentas y cumplimiento de contrato. 

Sumario: l<> El lianco Francés del Río de la Plata no tiene la 
obligación, i>or carecer de personería para ello, de aceptar 
el pago p«r consignación, del empréstito exterior del cinco 
l>or ciento oro 1909, emitido por la Provincia de San Juan 
con arreglo a la ley provincial de 22 de Septiembre de 1909, 
cuyos negociadores fueron los ljanqueros Mayer Hnos. y Cia. 

29 En el caso de autos como en el contemplado en el 
fallí, que se registra en el tomo 138, pág. 37. la Provincia 
de San Juan no puede lilwrlarse pagando a los bancos míe 
intervinieron en Jas operaciones del empréstito antes refe- 
rido, con prescindeucia de los tenedores de los títulos, dado 
que aquellos bancos no son emisores del empréstito, sinó la 
misma provincia de San Juan, como se desprende de los 
títulos citados, la cual es directamente responsable a sus te- 
nedores. 

3» \ T o estando comprendidos los marcos entre las mo- 
nedas determinadas en el acto de la emisión del empréstito, 
la consignación en dicha moneda es inadmisible. 

4> Xo rigiéndose el empréstito sólo por el contrato ce- 
lebrado |ior el gobierno emisor con el banquero primer to- 
mador, sin» también jK,r las enunciaciones insertas en los 
mismos títulos, que constituyen también obligaciones legíti- 
mas contraídas por diebo gobierno, como lo tiene ya re- 
suelto el tribunal, los demandados, aún cuando tuvieran la 
obligación de retirar los lindos por cuenta del gobierno emi- 
sor, no podrían cumplirla i>or no baber sido provistos de 
los fondos necesarios y en la moneda adecuada. 
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5* La emisión cuyo título se lia tenido a la vista al 
fallarse la causa, está no sólo dentro de las prescripciones 
de la ley. sino que también dentro del convenio. 

Caso : Lo explica el siguiente : 
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Btrtftbs Aires, Septiembre 26 de 1927. 

Vistos estos autos seguidos por la Provincia de San Juan 
contra el Banco Francés del Río de la Plata y Mayer Hnos. y 
Cía., resulta: 

Que a fs. 22 se presenta ti procurador Juan P. Sánchez con 
poder bastante de la actora, y entabla demanda por *$®g& por 
consignación, rendición de cuentas y cumplimiento de las obli- 
gaciones de retirar y devolver los títulos del empréstito deriva- 
dos del contrato celebrado entre la Provincia de San Juan y 
Mayer Hnos. y Cía., con fecha 22 de Enero de 1910, en el que 
es liarte el Banco Francés del Río de la Plata» ; funda la com- 
petencia del tribuna! en los artículos 100 y 101 de ta Constitu- 
ción nacional, 1* inciso 1« de la ley nacional N« 48. 2 de la 
4055 y art. 20 del contrato citado que establece el domicilio de 
los demandados en la Capital Federal y que también acompaña, 
traducido fs. 15. Agrega que su representada de acuerdo con di- 
cho contrato, lia jiagado. debitando en marcos, la suma nece- 
saria para chancelar en capital e intereses el empréstito exterior 
cuyos títulos fueron adjudicados a Mayer Hnos. y Cía., habién- 
dose estos obligado a rescatar y devolver al gobierno de Sun 
Juan, después de inutilizados, esos títulos mediante lá cantidad 
que representasen los mismos títulos o su cotización en libras, 
francos o marcos a un ti]>o dado de cambio, en el momento etl 
que después del 1» de Enero de 1915 aquel gobierno resolviese 
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la chancelación con aviso de seis meses de anticiiKición ni i" ile 
I )ieiembre fie cualquier año. 

Funda la demanda en la ley provincial de 22 de Scpt ¡embri- 
de W.). por la cual se autorizó el empréstito tlel caso y en el 
contrato referido fie 22 de Enero de l'HO, quedando ainíjas pie- 
zas i ucorj toradas a los autos. 

Afirma la facultad de la provincia para contratar emprés- 
«itos. debidamente autorizada j>or la Legislatura y de acuerdo 
con su constitución y transcribe la ley respectiva de Septiembre 
de VXV por la cual se autorizó al 1'oder Ejecutivo para emitir 
do* millones quinientos mil pesos oro o su equivalente en libras, 
francos o mnreos en titulos de 5 % de interés y 1 % de amorti- 
zación anual acumulativa, con destino determinado expresamen- 
te. En virtud de esta autorización legal, el gobernador de San 
Juan, coronel Sarmiento, asistido ytm su ministro de Hacienda 
señor Confort i. y |»or intermedio del aptnlerado especial, señor 
Jarre, quien sustituyó el poder en el señor \ai Ferié, negoció eu 
París con Jos Umqueros Mayer Unos, y Cia. un empréstito tu- 
yas condiciones de emisión se transcriben integramente a fs. 25 
vuelta y siguientes. 

A ís. M vta. el actor, hace constar cspecialmctr.e varios pun- 
tos fundamentales del contrato, a salier: 1) los dos coulratantes 
constituyen domicilio en Buenos Aires; los Itanqucros en el lian- 
co Francés y la Provincia cu el tugar (pie quiera designar (art. 
XX i : 2" El dinero se entrega a la provincia de San Juan en Une- 
nos Aires |*or medio fiel Banco Francés: 5 V la amortización e 
intereses que dehia la provincia, así como la cancelación total tlel 
empréstito, en su caso deben realizarse a su juicio en Buenos Ai- 
res en el lianeo Francés fart. VI II) y 4" las libras, francos o mar- 
cos que se convienen en el contrato, como moneda en que pue- 
dan bacerse los ]tagos ( además del |k*so oro) son libras, fran- 
cos fp marcos |wqn'I. pues tío se dice que sea oro, en tanto que se 
califica el pc*o, lo que explica la fijación del tipo de cambio y 
concuerda con la forma fie los titulos tlel empréstito que son en 



pesos oro o en francos simplemente, no en francos oro, es ilecir, 
tu i rano té ] ai] ni ( arls. XII y XIX). 

Los lauquen* Mayor linos, y Cía., compraron los dos mi- 
ligues «pimiento* mil pesos oro o doce millones quinientos mil 
francos o diez millones de mareos en títulos adquiridos al 85 % 
libre de fistos, haciendo dichos Imnqueros uso de la apci&l a 
que les daba dcreelm el arl. 1* del contrato y la provincia recibió 
de ellos el imi>orte al tipo del S5 %. hechas las deducciones *o- 
rrcspcjnd ¡entes. Kl actor hace resaltar la ventaja que podían ha- 
ber obtenido los banqueros con la designación de moneda extran- 
jera, que les pimía a cubierto de la depreciación de la nuestra, 
no mencionada siquiera, en caso de un desastre financiero de 
nuestro pais» isira concluir que las circunstancias han favorecido, 
fortuitamente a la provincia, pues el desastre ocurrió en luiro- 
pa. depreciando todos o casi todos los valores. 

Aprovechando las conveniencias de la guerra mundial y su 
influjo sobre la des valorización de los marcos, et interventor 
nacional de la provincia de San JiKiu dictó en enero 12 de V>2¿, 
un decreto qne sostiene el derecho de la provincia ]vira pagar 
totalmente el empréstito en marcos y que hacerlo inmediatamen- 
te cancelando las obligaciones contraídas y alionando en aquella 
moneda, importa realizar una operación legítima y ventajosa. por 
enante» con solo dos mil ochocientos noventa y seis |»esos con se- 
tenta y dos centavos moneda legal, se rescatan todos los títulos 
cuvo servicio demanda, anualmente, por intereses y amortización 
doscientos diez y nueve mil trescientos cinco [tesos con noventa 
y cinco centavos, suma que se consigua en el presupuesto vigen- 
te. Eu la |iarte disjiosiliva del decreto se autoriza al Banco Pro- 
vincial i»ara comprar la cantidad de diez millones ciento noventa 
y seis mil quinientos cincuenta marcos que dclwrán depositarse 
en el Banco Francés del Río de la Plata, a fin de parir total- 
mente el empréstito externo de la provincia a que se refiere la 
ley de 22 de Septiembre de 1909. debiendo hacerse salíer a aquel 
establecimiento y al Banco Argentino y Francés de París, que 
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k provincia procederá a rescatar totalmente el 3J de Julio de 
1923 tos títulos de su empréstito externo. 

A fs, 34 m y siguientes se transcribe la exposición ton 
que d interventor hace la historia de aquel empréstito, explica 
mi mecan.smo y pm&wm $ derecho de la provincia para adoptar 
el procedimiento del pago en marcos, entrando al análisis del 
contrato celebrado con los Iwiuoueros, del cual se desprende aquel 
derechu desde que «todos los pa^os relativos al empréstito, por 
mteres o amortización, (1 por cualquier objeto, serían efectuados 
a razón de cinco francos por cada peso oro, veinticinco francos 
jwr ilbfa y un franco veinticinco por marco*, según dice el ar- 
ticulo 12 que es ley para las partes. 

A enm ilinación, el actor, relata las tramitaciones que tuvie- 
ron lugar para dar cumplimiento al decreto del Interventor, trans- 
cnlie las comunicaciones caml>iadas con el Banco Francés y otros 
a ese efecto, dice que el píigo un fué aceptado y acompaña dos 
hnletas fiel Banco de la Nación. \nw los cuales acredita el depó- 
sito de un sobre lacrado y sellado que dice contener doce mi- 
li' «nes de marcos y otn. de «un cheque del Uanco Francés e 
Indiano para la América del Sud. ordinal y duplicado número 
1575 $50 a la orden del Banco Francés del Rio de la Plata 
y a cargo del Jkrliner IlamloU Jesellschaft. Berlín, pdr diez 
millones cíenlo noventa y seis mil quinientos cincuenta marcos 
en custodia». 

Dice el actur que esta suma fué consignada en pago del 
empréstito. Sostiene que el contrato con los banqueros reúne 
todas la> formas necesarias para su valide/, en cüattjo a ca- 
pacidad di- las parte.-, y facultades de sus operadores, citando, 
al efecto, los documento* habilitantes y los artículos .W. 33 y 
36 del Código Civil y los argumentos de los Huí) y MM. Lo 
mismo [uiule decirse en cuanto al consentimiento dé las liarte» 
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y respecto del objeto del contrato, por todo lo cual éste obliga 
a aquéllos en los términos de ta ley arts. 499, 505 y sus notas, 
1195, 1196, 1197. 1198 y argumentos de los arts. 503. 474, 3202 
y 3277 del Cód. Civil). 

Explicando la naturaleza del contrato, agrega el actor que 
los señores Mayer Hnos. y Cía. hicieron el empréstito por su 
cuenta, comprando al Gobierno directamente títulos del Estado 
y exigieron y obtuvieron garantías especiales y suficientes para 
su servicio ; que el Gobierno de San Juan se comprometía a de- 
volver la suma total nominal del empréstito (2.500.000 $ oro), 
pudiendo optar entre determinadas clases de moneda: pesos oro, 
libras, francos o marcos, a un tipo especial ; se obligó a no con- 
traer ningún empréstito exterior basta el V 1 de Enero de 1915 
y a no aumentar basta esa fecba el fondo de amortización, y 
con mayor razón, a no convertirlo o cancelarlo, pudiendo au- 
mentar la amortización o realizar ta chancelación después de 
aquella fecha. Mayer linos, y Cía. se presentan, en el caso, 
continua el actor, «como una sociedad financiera obrando por 
su cuenta que presta a cambio de títulos al Estado provincial 
de San Juan. El contrato no lo dice, pero los banqueros podían 
conservar los títulos en su poder o lanzarlos usando cualquiera 
de los procedimientos en uso. Entra el demandante, en seguida 
a poner de manifiesto la intervención que según el conrato, tie- 
nen en el empréstito los demandados, tanto en su contrata- 
ción como en las distintas operaciones de sus garantías, amor- 
tizaciones y otros servicios, llegando a la siguiente síntesis, fs. 
52: «Los dos bancos, — el Francés en Buenos Aires y el Ar- 
gentino y Francés en París, se colocan con Mayer cu condicio- 
nes de adquirentes del empréstito, y dueños de los títulos, po- 
niendo al Gobierno de la provincia en la simple condición tic 
un prestatario que les hubiera entregado un jiagaré por un 
préstamo en dinero y que tuviera que entenderse únicamente 
con ellos para ¡>agar la amortización y los intereses establecidos 
—y con ellos también, para levantar el pagaré», 
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«Los tenedores de documentos no aparecen para nada en 
relación cotí el Gobierno 4<¡ San Juan^sino después de pisa- 
dos cinco años del vencimiento de los cupones v quince del 
sorteo de l.,s títulos. Hnt< mees recién pueden <j|rféirse al C¡¿ 
bienio de San Juan para rechinarte el |>ago». Kn eonsecuen- 
cia, afirma el actor, habiendo aunpluln por mi parte la pro- 
vincia sus obligaciones respecto de Jos requisitos exigidos para 
H pago total dd empréstito, que autori/an lo* artículos Xfí 
y XVII del contrato, en cuanto se refieren a noli í ¡raciones al 
acreedor y publicaciones previas, el Manco Francés en Hucuos 
Aires no ha |Midi<tu rechazar legalmente, los fundos que se le 
ofrecieron ct¡\\ destino a aquel pago y lia deludo recibirlos y 
girrtrlOS a Mayer linos, y Cia. y éstos están obligados a hacer 
el miro de ¡os títulos y devolverlos al Gobierno de San Juan, 

Concluye el actor, su extenso escrito, sosteniendo que los 
pagos luchos |Kir el Gobierno de San Juan y que acreditan los 
depósitos en el 1 .Jai km de la Nación reúnen las condiciones ne- 
cesarias de per simas, cosa. lugar, modo, tiempos, para que sur- 
tan los efectos fiel |iago |n>r consignación (arts, 725 v 726 v 
siguientes del Oódígr» Civil ► y pide, por tanto, se condene, en 
oportunidad, a los demandados a tener ]mr val irlo el pago |»or 
consignación y por hecho el pago del empréstito, a rendir cuen- 
tas del depósito de garantía y de los títulos del empréstito, a 
cumplir todo el entúralo y a responder de los daños e intere- 
ses y las costas del juicio. 

A fs. i,2 se tuvo jmr acreditada la jurisdicción originaria 
de e^ta Corte y corrido el traslado de ley fué evacuado a fs. 71 
por el procurador líios en representación fiel Banco Krancés 
del Ríe ilc la Plata, 

hxpresa éste, después de consideraciones morales ten- 
d lentes a hacer resaltar «pie la demanda pretende cancelar un 
i-nipre>iiio de dn-i u)Íll«me> quinientos mi! pesos oro con una 
Sltma y una moneda que no representan valor alguno ¡vrcepti- 
llfe p«»r cada título; que el decreto del interventor que ordena 
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el pa^o total del empréstito es ;ijciu> a sus facultades y jior con- 
sistente, nulo; que el Banco no es acreedor y no se puede 
obligarlo a admitir el pají9 de una obligación que no exi<lc res- 
pecto <le él i«ir no ser i jarte signataria dd contrato invocado; 
«lúe. aún cuando lo fuera, la provincia pretende pagar una cosa 
distinta de la que debe, pues los marcos no están consignados 
en los títulos emitidos, como moneda caneelatoria y WM fc- 
los, con el bono general qw en ellos se transcrilie. son parte 
constitutiva del crédito; que en ninguna cláusula de dicho Ih>- 
tio general se ha previsto dónde se hará el pago, en caso de rea- 
lizarse una amortización total del empréstito antes del plazo 
señalado al efecto; que la facultad del gobierno de amortizar 
anticipadamente la totalidad no existe en el bóitá general; que 
no está vencido el término de la ubicación, término de interés 
común para los tenedores di- títulos, y para la provincia; que 
pretende hacerse el' pago en un lugar que no está designado a 
ese efecto y cine, en consecuencia, el pago viola los articulo* 
725, 731 inciso K 740, 744. 747, 750 y 75S del Código Civil, 
por cuyas razone- termina pidiendo el rechazo de la demanda 
con especial condenación en costas, negando, además, los hechos 
no reconocidos en la exposición. 

El procurador Éiriz. contestando la demanda en represen- 
tación de la sociedad anónima llanque de la Seine. sncesora 
de Maycr Freres et Cíe., a ís, 90, sin desconoeer que éstos son 
sígnala rios del contrato Itasc del empréstito, repite los concep- 
tos y argumentos de hecho y de derecho con que se ha defen- 
dido el Banco Francés sosteniendo, además, que aún en las re- 
laciones entre la provincia y los banqueros, la Provincia no lu- 
dria amimrarse en las equivalencias definidas por el art. 12 dd 
contrato de 2 de Huero de 1910 entre la libra esterlina, el fran- 
co y el marco, porque estas equivalencias debían fnnebnar o 
no según la clase de moneda en que definitivamente se luciera 
la emisión, «pie fué efectuada en pesos oro y francos, y ésta 
es la moneda que, en consecuencia, ddie la provincia al tenedor 
según que el pago se haga aquí o en Francia, 
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Termina esta parto, solicitando, también, el rechazo, con cos- 
tas de la demanda. 

Abierta la cansa a prnelwi por auto de ís. 100 vta. y 149 vta. 
y cerrando el término, se agregó la producida, de fe. U$ a fs. 
442. uniéndose los alegatos respectivos a fs. 454 y siguientes. 

Y Considerando: 



l v Que en virtud tic la extensión que ha tomado en esta 
causa el debate judicial, tanto en su parte doctrinaria y lej;al 
como en su prueba, es indispensable, para ajustar su decisión a 
los | Jimios precisos de la litis, concretar éstos claramente, pres- 
cindiendo de todo aquello que superabunda y oscurece las cues- 
tiones. Conviene, pues, recordar que el pleito versa sobre el pa- 
¿¡o por consignación, del empréstito exterior cinco por ciento 
oro 1909 emitido por la provincia de San Juan, con arreglo a 
la ley provincial de 22 de Septiembre de 1909, cuyos negocia- 
dores fueron los Cuqueros Mayer Hnos. y Cía., demandados 
a la vez que el Banco Francés del Río de ta Plata, y sobre ren- 
dición de cuentas y daños y perjuicios, provenientes de las ne- 
gociaciones respectivas. 

Q llt * & provincia ha pretendido pagar en marcos, la to- 
talidad de aquel empréstito, depositando, en consignación, an- 
te la negación del Banco Francés a aceptar el pago, en el Iian- 
co de la Nación la suma correspondiente en dicha moneda, sos- 
teniendo su derecho a proceder en esa forma en virtud de que 
los marcos han sido mencionados en el contrato con Mayer 
Huos. y Cin.. como moneda legal para emitir el empréstito. 

3* Que. en consecuencia, las cuestiones principales que de- 
lien plantearse para resolver este pleito versan sober la i*rso- 
ncria y Gaseidad de los demandados para recibir el pago, la 
obligación que les concierne de ser intermediarios entre la pro- 
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viuda y los tenedores de los títulos jiara el rescate de éstos, la 
validez de] pago en niarco y la falsedad de los títulos del em- 
préstito que obran cu autos, imputado», esta última, íormula- 
da por la actora, después de contestada la demanda. 

4* Que ante el desconocimiento ilel dereeho invocado por 
La actora y la distinta interpretación de los hechos fijada por 
los demandados, la prueba tía estado a cargo de aquélla, sin 
perjuicio de la producida por éstos. 

5 V Que analizadas amias, dehe darse |ior probados los si- 
guientcs punios: a) la provincia de San Juan, por intermedio 
del Poder Ejecutivo, de acuerdo con las facultades constitu- 
cionales propias y con la ley de Septiembre 22 de 1909. con- 
trató con los banqueros Mayer Hnos. y Cía. la emisión de un 
empréstito, cuyos títulos éstos tomaron, en su totalidad y en las 
condiciones tle que instruye el contrato que corre a fs. 167: 
h) Dicha emisión se hizo, efectivamente, y al aceptar los ban- 
■ queros los títulos emitidos ¡>or la provincia, entregaron a ésta 
el capital en la forma convenida, como lo reconoce la actora; 
cí Durante la vigencia del empréstito, el señor interventor dic- 
tó el decreto de que se ha hecho mérito transcripto en la de- 
manda, ordenando la cancelación del empréstito en marcos, 
habiéndose depositado al efecto, la cantidad necesaria en el 
Banco de la Nación (fs. 12 y 13); d) Los gobiernos posterio- 
res confirmaron, tácitamente, dicho decreto, dándote cumpli- 
miento; e) I.os demandados no aceptaron el pago; f) El go- 
bierno de San Juan celebró previamente un contrato provi- 
sorio con los lmnqucros Mayer con fecha 17 de Diciembre de 
1909 (fs. 234); g) Bono general del empréstito fs. 239, in- 
serto al dorso del titulo agregado a fs 237. que ha sido argüido 
de falso. Éstos documentos, a excepción del titulo, de que se 
hará mérito o|»ort unamente. del>en considerarse como recono- 
cidos |x>r ambas jiartes y sólo han sido discutidos en autos en 
cuanto a su interpretación y efectos legales. 
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6* Que otras pruelias producidas y agn 
blindantes, y se mencionarán para la aclaración 
tn> y a nit diila que sea gfljp necesario o 



supera - 




7" (Jue el Banco Francés del Río de la Plata aduce, como 
defensa primordial para rechazar el pago di* que se trata, el 
lucho notorio de no ser parte directa en el contrato celebrado 
por la provine!:' con Mayer linos, y t ía., ni signatario de obli- 
nación alguna que lo vincule a la operación del empréstito cu 
f tirina principal *¡ como acreedor de la provincia, de modo que 
ésta carece de acción a su respecto, en el sentido de la que se 
ha intentad» i. Efectivamente, examinando aquél contrato, no 
se halla la firma del Hanoi Francés del Rio de la Mata acep- 
tando la t ■ 1 ■ i igacióu que pretende imponerle la provincia. Es 
eiemi que en el mecanismo del empréstito, se conviene, entre 
las | artes contratantes, que dicho Banco intervendrá en dis- 
tintas operaciones ele deposito de fondos, percepción del im- 
puesto es|H'cial de garantía y otras a que se refieren los ar- 
tículos 3", (v\ 7". 8 V y 17 riel contrato, jiero de ninguna de ellas 
se infiere que aquel establecimiento haya quedado, voluntaria- 
mente, a las órdenes de la provincia, como intermediario entre 
ésta y Irts tenedores de títulos, |wira su amortización extraordi- 
naria y total, careciendo, i«>r tanto, el Banco Francés del Río 
de la Plata de la personería legal para recibir el pretendido pa- 
go (art, 731 Código Civil) con sus efectos jurídico*. 



ic las demás defensas cuyo mérito se apreciará a 
continuación, coneiemen a anillos demandados y lian sido ale- 
gadas oportunamente. 

S?" Que la amortización total del empréstito no ha sido 
prevista en el contrato y. por tanto, no ha podido ser motivo de 
obligaciones a este respecto, jwr parte de Mayer Mitos, y Cia. 
y menos del Banco Francés del Rio de la Plata. Es de observar, 
como unción general, que el plazo convenido para la duración 
de im empréstito, no se establece ^>lo en beneficio del deudor, 
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sin» cinc también so tiene» muy en cuenta lc»s intereses del 
acreedor, que contempla, legítimamente. Rra colocar su di- 
nero, las ventajas <lc un largo plazo, de una amortización lenta 
y de una renta conveniente. Asi en el caso de autos, la provincia 
se lia obligado a recml>olsar la totalidad del eni prestito dentro 
tic un plazo má*:nit> cíe treinta y siete años (contrato de fs. 167), 
repitiéndose tal cláusula en el lnmo general con más precisión 
«ten uti |x?riodo de treinta y siete años» Cari. 4 V ), y ya veremos 
que el 1w>no general forma parte esencial del contrato de un 
empréstito. 

, Las disposiciones atinentes, que pudieran considerarse 
favorables al derecho de la provincia para amortizar el em- 
préstito totalmente, en época extraordinaria, previ** I<* anun- 
cios y notificaciones del, caso, se hallarían en el articulo XVII 
del contrato con Mayer Unos, y Cía, que se transcribe : «El 
gobierno de la provincia se compromete a no contraer ningún 
empréstito externo antes del 1* de Enero efe 1915. Renuncia al 
defecho de aumentar el fondo de amortización o de proceder 
a una conversión cualquiera de la tasa del interés de] 5 c /c, an- 
tes del 1" de Enero de 1915: después de esa fecha, ¿i hace uso 
do una de esas dos facultades, deberá dar aviso, etc.» Quiere 
esto decir, que, después de aquella fecha la provincia de San 
Juan puede promover una conversión, transformando una deu- 
da en otra, pero lio significa que puede cancelar un empréstito 
totalmente, privando a los acreedores de todo titulo de renta, 
aún contra su voluntad y antes del cumplimiento fie los plazos 
convenidos (arta. 750 Código Civil y 755 Código de Comer- 
cio). Pero aún cuando la provincia tuviera el derecho de hacer 
el papo total, no está consignado en parte alguna de los ins- 
trumentos públicos que rigen el empréstito. «La amortización 
de los títulos del presente empréstito será hecha, dice el ar- 
ticulo IX del contrato. . . por rescate en lwlsas. cuando la coti- 
zación de las obligaciones esté más abajo del valor nominal 
de quinientos francos, y por sorteo cuando la cotización sea 
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igual i« superior a dicho valor nominal*. . . «Kn caso de rescate 
en Iwjlsa éstos deberán ser efectuado:- por los banqueros emi- 
gres». íiCn cstso <N píteos éstos tendrán lugar en París en el 
mes de Diciembre de cada año...» Esta disposición se refiere 
a] servició de amortización ordinaria del fin prestito, como se 
desprende del art. VIII, inte viene refiriéndose a la amortiza- 
don anual. 

Ks evidente, pues, míe ni él Banco Francés del Rio de la 
Piafe ni Ala yer Hnos, y Cia. han convenirlo cosa alguna para 
el caso de cancelación total del empréstito. 

U> Ouc según resulta de toda la documentación acomu- 
nada y que sirve de prueba, los demandados no son acreedo- 
res de la provincia como conscenyencia de este empréstito que 
nos oeujw. y sólo podrán resultar según sean ellos tenedores 
de los títulos respectivos que, como concebidos al portador, 
constituyen a éste en acreedor directo e inmediato. 

Según el art. I" del contrato el gobierno ele San Juan ven- 
dió a Mayer Hno¡. y Cia. y éstos compraron al firme los tí- 
tulos del empréstito al ti|)o convenido, de modo (jue contra la 
i-nirega de aquellos títulos 1<» compradores izaron el precio 
convenido, ctesaparecieníjo, desde ese motnento el cnnieier de 
los contratantes como deudor y acreedor: aml jos habían cuin- 
pliido las obligaciones respectivas. Bueno es reproducir a con- 
tinuación el concepto que esta dase de negociaciones ha mere- 
cido de esta Corte en casos semejantes: «Une, |>or consiguien- 
te, ha dicho la Curte, la provincia ha asumido en este caso dos 
clases de obl ilaciones, a saber: ( Miraciones de carácter fxirti- 
cular respeto de los banqueros que adquirieron los títulos di- 
rectamente del gobierno emisor; y obligaciones generales, con- 
sonadas en los mismos títulos y contraídas respecto de toda 
persona poseedora de los documentos emitidos. One tratándo- 
se en el presente juicio de las relaciones de derecho del emisor 
con los tenedores le los thulos, las diferencias deben ser re- 
sueltas con arreglo a las condiciones Rajo las cuales se hizo la 
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emisión, o sea, de acuerdo con las disposiciones del Mono Ge- 
nera!, que constituye la ley contractual tute rige dichas relacio- 
nes. Las estipulaciones celebradas entre el emisor v los I cin- 
queros sólo gobiernan sus convenciones particulares y son to- 
talmente extrañas a los ulteriores adqui rentes de los títulos. Pa- 
ra estos últimos uo existen otras condiciones que las que re- 
sultan de los mismos documentos de crédito. 1«* cuales com- 
pruekm por sí mismos la existencia de créditos autónomos, es 
decir, independientes de la causa que los puso en circulación. 
La obligación es asumida directamente por el emisor a favor 
del tenedor y las execciones que aquél pudiera fundar en el 
contrato es|wcial celebrado con el primer tomador uo afectan 
al nuevo poseedor. Ellas no ejercen ninguna influencia sobre 
la obligación del emisor, que debe mantener la confianza que 
su palabra lia liccbo nacer en el poseedor del titulo. Que es, 
por lo tanto, inadmisible de todo punto de vista, la tesis de que 
la demandada sólo lia contraído ubi ilaciones para con las ins- 
tituciones de crédito con las cuales negoció el empréstito, y 
que. son a cargo exclusivo de éstas las obligaciones asumidas 
respecto a los ulteriores |>oseedores de los títulos. El texto de 
la ley provincial de II de Julio de 1910. que autorizó al Poder 
Ejecutivo para emitir títulor de la deuda pública tic la provin- 
cia; el contenido de los mismos títulos emitidos, en los cuales 
se baee constar en forma intergiversable que es la provincia 
de Buenos Aires quien contrae las obligaciones consignadas cu 
dichos documentos y que las contrae a favor de los portadores 
de los títulos : y. finalmente, la naturaleza misma de la opera- 
ción realizada por el Estado emisor, todo ello concurre a des- 
virtuar dicha tesis y a demostrar lo que por elemental y axio- 
mático, sorprende que haya ¡>odido dar lugar a controversia, esto 
es, que las obligaciones derivadas de títulos de la deuda públi- 
ca de un listado gravitan sobre dicho Estado y que tratándose 
de títulos al portador las obligaciones han sido contraidos por el 
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respectivos instrumentos fie la deuda, mu consideración alguna 
;l la relación jurídica que determinó la misión*. Fallos, tomo 
138, pág; .17 k 

l-.ii el caso presente, cuino en el fjc la Provincia de Unenos 
Aires con el 1 'anco di' Rotterdam, que acaba de citarse, no pue- 
t|t- lilicriarM ■. la Provincia di- San Juan pairando a los laucos 
■ |iK' intervinieron ni las operaciones de] empréstito, con presem- 
deucia de los tenedores de los lindos pues aquellos bancos no 
son emisores del eniprésüto si no la misma Provincia t$e San 
Juan, cumo se desprende de los títulos citado*, la cual es direc- 
tamente responsable a sus teñidores. 

Caín-, en consecuencia, considerar lia jo los miamos prin- 
ci] Mus transcriptos, este caso de la provincia de San luán y 
llegar a la conclusión de que esta un ha cancelado el emprés- 
tito enn >u pretendido pago. ( 

II" f.Jue la consignación en marcos es inadmisible por 
cuanto dicha moneda no está comprendida entre aquellas que 
>l' han determinado ni el acto <le la emisión del empresito, y 
aqui del jc hacerse resaltar que esta única defensa hubiera bas- 
tado para aniquilar todas ls pretericiones de la demanda, la 
cual ha sido considerada, bajo otras faces tan sólo ]>or la im- 
|tortanria de la entidad que ha planteado el litigio y con el fin 
de reafirmar principios esenciales ele justicia (pie no debieran 
olvidarse jamás y que ensenan que el crédito exterior de un 
estado es patrimonio de su pueblo puesto al amiiarn de la bue- 
na fe de los ¡rpbiernos y que el repudio de la deuda externa o 
los procedimientos para no pajear p pagar menos de lo que en 
su virtud >e de'-e constituye un agravio al honor de la nación. 

Leyendo el ltofio general impreso al dorso del titulo agre- 
gado a f& -í.v. cuya traducción obra a ís. 335, se ve en la 
cláusula I a r «el monto nominal de este empréstito será de dos 
millones quinientos mil pesos oro o doce millones quinientos 
mil trancos y será representado |*ir veinticinco mil ni ;l inicio- 
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ncs de un valor nominal de cien pesos oro o quinientos francos 
cada una, 12- Todce lo» pagas relativos ni empréstito, sea por 
el interés, la amortización o toejd otro objeto será efectuado 
en francos en París o en pesos oro en la República Argentina». 
La claridad de estas disposiciones no deja lugar a iludas, co- 
mo tampoco la presente t|ite el beelm de $®$Lf W empréstito 
de la forma del t|ite nos ocupa, significa el retiro por el go- 
bierno emisor de tocios los títulos en circulación, cubriéndolos 
en la misma moneda que se ha estal decido y en los mismos lu- 
gares que se ha convenido. 

En el caso de autos, aún cuando los demandados tuvieran 
la obligación de retirar los títulos por cuenta fiel gobierno emi- 
sor, no pidriau cumplirla \nw no haber sido provistos de los 
fondos necesarios y en la moneda adecuada. Se repite, ahora, 
el concepto ya enunciado: que el empréstito no se rige sólo ir 
el contrato celebrado ]>or el gobierno emisor con el banquero 
primer tomador, sino también pjo* las eflrttnciaciones insertas 
en los mismos títulos, qtte constituyen también obligaciones le- 
gítimas contraídas por t lidio gobierno* como ya lo na resuelto 
el tribunal. 

12" One en oposición a lo expuesto en el anterior consi- 
derando, la actora ha sostenido la falsedad de los títulos del 
empréstito, que obran en autos, por haber sido alterada la nu- 
meración de los artículos en el tumo general, en relación al con- 
trato con los iKinqueros. suprimido alguno de aquéllos y aún. 
y principalmente, prescindido de la libra esterlina y del marco 
qitc habían sido puestos como moneda hábil, en ese contrato 
^art. XIX ). üieii es cierto que en esta cláusula se dice: que «los 
del presente empréstito podrán ser especificados en francos, 
en libras, en marcos o en pesos oro, etc.», pero obsérvese que 
la forma usada es optativa en el sentido de que podrá emitirse 
en una u otra moneda, lo que también está de acuerdo con la 
ley provincial, art. 1", de 2 de Septiembre de 1W que autori- 
za al Poder Ejecutivo para emitir dos millones quinientos mil 
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pesos oro u su equivalente en libras, marcos o francos. De mo- 
do que ia emisión, cuyo título se tiene a la vista, está no sólo 
dentro de las prese ripcion es de la ley. sino que también dentro 
del convenio. 

l-os demandados han pn«htcído prueba incontestada de- 
mostrando que los títulos impugnados están suscriptos por 
el representante legal de! tfohíerno de San Juan con faculta- 
des suficientes al respeto, alegando además, que el gobierno 
no ha acreditado la existencia de otros relativos al minino em- 
préstito, circunstancia que es exacta. 

Asimismo en la descri|Krión hecha en la demanda del titulo 
legítimo si- evidencia que se trata de los mismos observados. 
Los títulos que tomó Mayer Unos, y Cia.. dice la aetora a fs. 
49. llevan cu el anverso dentro de un pórtico las siguientes le- 
yendas: «República Argentina», «Provincia de San Juan». 
«Empréstito exterior fie pesos 2.500.000 o francos 1 2.500 mil» 
dividido en obligaciones de pesos oro 100 o francos 500»... 
«Obligación al portador de pesos oro 100 o traucos 500», etc. 
Sorprende, pues, que a raíz de este reconocimiento expreso de 
que el empréstito fué emitido en pesos oro y francos quiera 
fundarse la legalidad de su pago en marcos y dentro de la 
República Argentina. 

I«ua1 reconocimiento se hace a fs. M vta. de ta demanda 
al final de página, cuando el actor dice «y concuerda en la 
forma de los títulos del empréstito qne son en pesos oro o en 
frano>s simplemente, ele». Xo se ha probado, en consecuen- 
cia, la falsedad imputada, tii la existencia, en circulación o en 
poder de la provincia de otros títulos que pudieran ser los le- 
gítimos. 

Q lK <™ cuanto se infiere a la rendición de cuentas na- 
da ha observado la aetora después de la pruelía de libros exi- 
gida al Banco Francés del Rio de la Plata, como tampoco so- 
bre los fíanos y per inicios solicitados. 
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IVir estos fundamcntus, y los concordantes aducidos por 
los demandados, no se hace lugar, con costas, a la presente de- 
niamla. Xotifiquesc y repuesto el papel archívese. 

A. fanmm - J- timmüfi Ai, 

tOKTA. — RoKKRTU RKPKTTO, — 

R. Ürnw L avalle. 



n n ,i Pedro Jbcl Xttu contra la finniuehl de San Juan. Mr co- 
bro de pesos. 



.Sumario: P 




5 % oro 1W. 




paciones con cupones del cni] 
creado l*>r ley de la provincia de S:m 
tiemhre de 1W9, con esla provincia, 
empréstito, deben considerarse regidas sólo por las dispo- 
siciones del t>ono general y por las leyes comunes aplica- 
bles, y no estatuto expresamente estipulado cuál es el lu- 
gar o establecimiento encargado de hacer los pagos dentro 
del país, delic estarse a lo que resulta del contexto general 
del bono que establece en su articulo 8" que el importe 
de los cupones trimestrales deberá estar en manos del 
llanto I-Vanees del Río de la Plata, tres meses antes de 
cada vencimiento. 

2* Estando fundada la acción en documentos ron ca- 
rácter «le instrumentos públicos a cuyo pago se halla obli- 
gada la provincia en virtud de los mismos (artículos 979. 
inciso 5" 7.11, inciso (>'■' del Código Civil), proeed hacer 
a la demanda. (Véase el fallo pronunciado en la mis- 
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111a fecha» en el juicio seguido i*>r la provincia de San Juan 
con ra Maycr linos, y Cía, y I Janeo Francés del Rio de la 
Plata). 

Caso: Lo esplica el siguiente: 



l-AI.LO HE LA CORTE Sl'FKKMA (1) 

Iltittvos Aires, Srptíemfirc ?ii de 1927. 

- 

V Vistos: estos autos sonidos por Pedro Abel Xau con- 
tra la provincia de San Juan, de tos cuales resulta: 

Que a fs. 5 se presentó el procurador Rafael Alberto Pa- 
lomee jiie con poder bastante de Pedro AM Xau, entablando 
demanda ordinaria contra la provincia de San Juan por cobro 
de pesos provenientes de cupones vencidos del empréstito ex- 
terior 5 % oro 1909 creado por ley de dicha provincia de 22 de 
Septiembre de VKf), Kxpresa que su mandante es tenedor de 
setecientas obligaciones de cien pesos oro cada una ron cupón 
X- 47 del empréstito mencionado, que ha dcjxisUado en la se- 
cretaría de esta Corte, determinando su numeración. Agrega 
(pie los cupones vencidos, fiel 47 a 54. importan en conjunto a 
razón de pesos uro sellado 1.25 cada uno. la suma de siete mil 
setenta pesos oro equivalentes, al cambio legal, a diez, y seis 
mil sesenta y siete |>esos con noventa y ocho centavos moneda 
nacional y que habiendo acudido al Banco Francés del Rio de 
la Plata, en cuya oficina debian alionarse dicho empréstito, no 
piiflo obtener su pago, como consta en la protesta acompa- 
ñada (fs. 3), 

blinda la competencia del tribunal en el art. 101 de la 
Constitución y en la ley art. l v , inciso 1<? y reserva ampliar 
la suma demandada jH>r cuanto Xau es poseedor de mayor 
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cantidad de título* y ctqiones que seguramente vencerán *lu- 
rante la secuela del pleito. 

Termina solicitando se condene a la provincia al pago 
de la soma reclamada con costas. 

A ís. 9 se dio por aeree litada la jurisdicción originaria de 
la Corte y se corrió traslado de la demanda. 

Que a fs. 23 el procurador Juan 1\ Sánchez., con puder 
bastante rescindiendo, dice en síntesis: que el señor Xan no 
puede reclamarle el jKigo cíe los ctt|Kines vencidos, a que se 
refiere en la demanda, porque ta provincia, usando de la fa- 
cultad que tiene l»or el contrato de empréstito, lia optado por 
el pago total de éste (capital e intereses) en mareos y ha re- 
mitido al Banco Francés, encargado de recibir los fondos, el 
capital y los intereses, para que éste los haga llegar, pt>r medio 
del Banco Argentino y Francés en París, a los banquero*! emi- 
sores, depositando ante la negativa de ese Banco a recibirlo, 
el cheque correspondiente' en el Banco de la Nación .Argentina, 
a la orden y a la disjKjsición del Banco Francés, de modo que 
el empréstito ha sido chance lado para el gobierno de San Juan, 
I Hiñiendo los fondos a disposición de quien correspondía, para 
rpie fuese pagado, y eso lo sabe el señor Ñau, porque el Ban- 
co Francés lia avisado a todos los interesados, porque especial- 
mente ha debido saberlo, dado que según él mismo dice en su 
escritura de protesta, tiene depositado esos títulos en el Banco 
Francés. 

Que aún en el caso de que el gobierno de San Juan no hu- 
biera procedido asi, y el señor Ñau fuere en verdad, dueño 
íle los títulos y cupones, el no podría cobrarlos sino al Banco 
Argentino y Francés en l'arís, y nunca cobrarlos, y menos de- 
mandar, a la provincia de San Juan, ni siquiera reclamarle ex- 
tra judia buen le el i*ago de los cupones vencidos que reclama, 
porque éstos corresponden a 1SÍ21, 1922 y 1923. es decir, a los 
últimos tres años, y no han pasado, por lo tanto, los cinco, des- 
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de su vencimiento, uljedeciendo a lo proscripto en el art. XVI 
de] contrato de 22 de Enero de 19 1U 

Ouü la contestación a la demanda, transcrilie la documen- 
tación pertinente a !a realización y emisión del empréstito, co- 
«iii igualmente al pretendido pago por consignación, efectuado 
tu mnreos \hjt medio de dejMisitos, cu esa moneda, en el Man- 
co de la Nación, repitiendo la argumentación que justií icaria 
aquel pago y de que se ha hecho mérito en el juicio seguido 
]n»r Ja provincia de San Juan contra Mayer Unos v Cía. y 

Banco Francés del Río de la Plata, fallado en esta misma fecha. 

» 

Que asimismo, se ha hecho en éste, idéntica euestioón que 
en aquel juicio, referente a la falsedad de los títulos del eni- 
préslitn. formulándose también semejantes imputaciones. 

Que abierta la causa a prucki. agregada la producida y pre- 
sentada los alegatos, se llama ron los autos para sentencia a 
foja 2U vuelta, y 

Considerando: 

l" Que conviene, para la mayur claridad en la dilucida- 
ción de este pleito repetir, una ve* más, los principios «.enfados 
|>or la Corte en easns semejantes, recordados con acierto por 
fa parte adora en su escrito de alefato a fs. 204 vía - «En las 
relaciones de derecho del emisor con los tenedores ele los tí- 
tulos del empréstito, las diferencias dehen ser resueltas con 
arreglo a las condiciones ha jo las cuales se hizo la emisión o 
sea, de acuerdo con el contexto de los referidos títulos y espe- 
cialmente con las cláusulas del tioiiu general que constituye la 
lev contractual que rige dichas relaciones. Las estipulaciones ce- 
kl iradas entre el gobierno emisor y los banqueros sólo gobier- 
nan sus relaciones particulares y son totalmente extrañas a los 
ulteriores adqnirentes de los títulos al portador. I-a obligación 
es asumida directamente |>or el emisor a favor del tenedor y 
las execciones que aquél pudiese fundar en el contrato espe- 
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cíal celebrado con el primer tomador, no afectan al nuevo po- 
seedor, iíllas no ejercen ninguna influencia sobre íá obligación 
del emisor míe debe mantener la confianza que su palabra ha 
hecho nacer en el poseedor del titulo (Vivante: Traite de droit 
comercial l$* Q uc> j>or lo tanto, ciialquiera que sean 

las diferencias que existan entre las estipulaciones del contrato 
celebrado con los lianqueros y las promesas consignadas en los 
títulos del empréstito, para los tenedores de estos últimos, ri- 
gen, sin limitación alguna, las condiciones, ventajas o privi- 
legios que resultan del contexto de los documentos adquiridos, 
pues son terceros con relación a los convenios que dieron 
origen a la emisión. En consecuencia, el demandante ha podido 
exigir el |>ago de los cupones, o sea de los intereses del em- 
préstito en la Tesorería General de la provincia de Santa Fé, 
en |¡esos oro sellado, desde que esa oficina pública es uno (le 
los lugares designados, en los mismos cu|xmes, para efectuar 
su ixigo, y la monedfh^siioiaadaes la ofrecida i>or el emisor, 
a los tenedores que prefieran cobrat en la república, asi como 
el franco es la indicada para los qucN *ptti^j )or cobrar en Pa- 
rís. Bruselas y Ginebra». (Fallos, tomo 145. pág. 78}. 

2 Í Que para convencerse que el concepto del -consideran- 
do transcripto, es estrictamente aplicable al caso de autos, bas- 
ta hacer resaltar que los títulos presentados al cubro son al 
IK>rtador y que según su propio contenido: «el gobierno de la 
provincia de San Juan reconoce j»or esta obligación, que la pro- 
vincia de San Juan debe al portador, etc.» (titulo de fs. 150). 
De modo que las relaciones jurídicas de Ñau con aquella pro- 
vincia referentes al empréstito de que se trata, deben conside- 
rarse sólo regidos por las disfxisiciones del bono general, cuya 
traducción corre a fs. 164, y por las leyes comunes aplicables. 

3 V Que no puede dudarse legalmente ele que Ñau sea el 
dueño tle los títulos del empréstito, cuyo |Kigo demanda y toda 
suspicacia a ese efecto, cede ante la naturaleza de esos impeles 
y el hecho de su posesión (art. 42 del Cód. de Comercio). 
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4 V Que st-^úii el :irt. 12 del bório general, -ruidos los pagos 
relativos al empréstito, sea para los intereses, la amortización 
ti cualquier otólo objeto, serán efectuados en francos en París 
o cu pesos oro en la República Argentina» y no estando expre- 
samente estipulado cuál es el lugar o establecimiento eucirga- 
do de hacer los pagos dentro ctel pais, Üélae estarse a fe míe re- 
Milla del contexto general del bono, que establece, eu su ari. S M 
míe *el importe de los cupones trimestrales picaderos el 1? de 
Huero. 1" de Abril, l" (le Julio y V de Octubre de cada año. de- 
berá esiar en mam* fiel Manco Francés del Río de la Plata, 
tres meses antes de cada vencimiento». 

5 ,J íjue el art. \5 V del 1k>uo general, invocado por la de- 
mandóla, t^tra llegar |Hir ahora acción al actor contra su ^ir- 
te, no es de aplicación al sub lite. En efecto, dicha disposición 
dice: «Dado el caso en que los cupmcs no hubieren sido pre- 
sentallas |Kira el rccinhul-o denlm de los quince años, los pro- 
pietarios de esos cn| iones u obligaciones deberán dirigirse, pa- 
ra el pago, al gobierno de la provincia de San Juan». Pero ha 
de observarse que Xau no está comprendido en esa disposi- 
ción, precisamente porque sus cupones y tirulos lian sido pre- 
sentados al cobro, SCgÜIl consta de la presente demanda y de 
la correspondiente protesta ante escribano público (fs. 3). 
Más, aún cuando pudiera licneficiar a la demandada esa cláu- 
sula, en casi» que ella hubiera cumplido las obligaciones del 
empréstito, no podría ami ararle en las circunstancias actuales 
cuando pretende haberlo pagar 1 totalmente, no dejando a los 
tenedores de títulos otro camino que la vía judicial, directamen- 
te eu su contra. |Kira obtener su cobro. 

6* Que la cuestión relativa al pago total del empréstito eu 
marcos, ha sido ya resuelta negando validez a dicho pago en el 
juicio respectivo y no es menester repetir en éste cuanto en 
aquél se dijo. 

7'- <_>ite lo mismo puede recordarse con relación a la fal- 
sedad de los títulos del empréstito, que también ha sido resuel- 
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ta en forma negativa, siendo las consideraciones aducidas cu 
el caso tle la provincia de San Juan contra el Banco Francés 
y Río de la Plata y Maycr finos, y Cía., sobre iKigo \iot con- 
signación, de i"tal aplicación al presente. 

W Que. en consecuencia, y tetando fundada la acción en 
documentos con carácter de instrumentos públicos a cuvo pago 
esta pulgada la provincia cu virtud de los mismos (arts. 979, 
inciso 5". 731 inciso 6'-* del Código Civil), del je hacerse lugar a 
la demanda. 

Por estos fundamentos y los concordantes expresados en 
la sentencia recaída en el juicio seguido por la provincia de 
San Juan contra Mayer Hnos. y Cia. y Banco Francés del Río 
de la Plata, eme acaka de dictarse, se declara que la provincia 
de San Juan está obligada a i»agar a don A1h*1 Snu, dentro del 
lérmiiiu de treinta días, en |>esos oro o su equivalente en mo- 
neda nacional, el ímjxjrte de los cupones vene idus correspon- 
dientes al empréstito exterior 5 % oro 1909. con costas. Ko- 
tif ¡«píese y repuesto el |>ai>el archívese. 

A. Bkhvsjo. — J. Ficceroa Al- 
cokta. — Rorkrto Rkih:ttq. — 
%> Grino Lavai.le. 

(1) En vt-íiitifu-lin ¡del mismo In Corle Suprema se prnuiiTirió en itni.il 
sentid» en t\ jnicín Rafael A. Palomequc ctintra la misma provincia por 
idéntica causa. 





Doña An$éti Rufjifieri de SaUhujtirtiy contra la ddíhlmsiraeión 
m Correos y Teléíjrafos (4" distrito}, sobre robre de al- 
quileres. 

■ 

Sumario: No hay lev «juc declare autónoma a la Administra- 
ción de Correos; en consecuencia una demanda t>or cobro 
de alquileres deducida contra un distrito de la misma, debe 
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ser dirigida contra la Nación, previo cumplimiento de los 
requisitos exigidos por la ley 3952. 

Caso; Lo explican las piezas siguientes: 

VISTA FISCAL 

Señor jilea; 

• 

Se trata en este caso de una demanda contra el 4^ Distrito 
fie la Administración de Correos, es decir, una oficina pública 
de la Nación que no tiene autonomía propia, cuyos recursos 
forman parte de las rentas generales y cuyos gastos están pre- 
vistos en el presupuesto nacional 

En realidad, pues, la demanda es contra la Nación y no 
del* dársele curso hasta que no se hayan llenado los extre- 
mos cpie determina ta ley 3952. 

Fiscalía. Septiembre 11 de 

Benigno T. Martínez. 

RESOLUCION UE JUEZ FEDERAL 

■ 

Rosario, Septiembre 14 ifc 1926. 

Téngase por resolución el precedente dictamen fiscal. 

Alvares, 

VISTA FISCAL 

Señor juez; 

Por las razones que expuse en mi vista anterior sigo sos- 
teniendo que la Administración General de Correos, no es una 
repartición autónoma, sino que depende directamente de la 

Nación. 
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Tem aún en el supuesto de que no lo fuera, es evidente que 
la demanda ha sido mal dirigida en contra la IV Distrito de 
Correos, es decir, una repartición que depende de la Adminis- 
tración General y que evidentemente no es autónoma. 

El demandante al hacerlo así, se funda en que la oficina 
de Correos de Barrancas depende del TV Distrito; pero se olvida 
(pie éste a su vez depende de la Administración General radi- 
cada en Buenos Aires. 

Por otra parte, yo no he sostenido que sea necesaria la 
autorización del Congreso para iniciar este juicio, sino que pa- 
ra dar curso a la demanda es preciso constatar previamente que 
se ha hecho con anterinridad un reclamo administrativo y que 
e l P. E. no ha accedido a él. Art. 1" y 2" de la ley 3952. 

Por lo expuesto pido a U. S. no haga lugar a la revocato- 
ria interpuesta. 

Fiscalía , Octuhrc 6 de 1926. 

Uiiiiijtío 1\ Martínez. 



ALTO DEL JLEX FEDERAL 

Rosario. Octubre 7 tic 1926. 

Vistos los recursos interpuestos por el representante de 
doña Aníjela Rtiggierí de Saldugaray, a fs. 7 y 8 de este jui- 
cio que sigue contra la Administración tle Correos y Telégra- 
fos {¥ Distrito) t por cohro de pesos; y jkjt los fundamentos 
de los dictámenes fiscales de fs. 6 y 9 y teniendo en cuenta 
además que la Administración General de Correos, no es una 
rciKirtición autónoma. 

Resuelvo: 

Mantener el decreto de fs. 6 vta, y conceder en relación 
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los recursos de apelación y nulidad interpuestos en subsidio, 
debiendo elevarse los autos, previo emplazamiento de partes y 
reposición del sellado. Insértese y hágase saber. 

Juan Alvares. 



VISTA DEL FISCAL ME CAMARA 

Exma. Cámara : 

i 

Procede confirmar la sentencia apelada. 

A lo dictaminado por el Señor Fiscal en primera instan- 
cia (ís. 9), debo agregar lo resuelto por V. E. en caso ana- 
logo (causa Rossi v. Sucursal Correos W 7, Libro de senten- 
cia N" 18, pág. 92). 

Una vez que se efectúe el reclamo administrativo y que 
sea rechazado o no atendido, recién corresjionderá dar curso 
a la demanda (arts. 1* y 2», ley 3952). 

Fiscalía, Noviembre 6 de 1926. 

Julia» Pos. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Rosarto, Noviembre 17 de 1926. 

Vistos en acuerdo los autos seguidos por Angela Ruggicri 
de Saldugaray contra la Admnistración de Correos y Telégra- 
fos, sobre cobro de pesos : 

No habiendo ley que declare autónoma a la Administra- 
ción de Correos ; y [x»r los fundamentos de los dictámenes f is- 
cales de fs. 6, 9 y 17: se confirma la resolución de fs. 6 vta. 
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Xotiííquese y devuélvanse al juzgado de origen donde se re~ 
pondrá el sellado que corresponda. — Carlos Avila. — José 
M. Fierro. — Luis V. González. 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Agosto 3 de 1927. 

Suprema Corte: 

Por las razones dadas a ís. 22 por la Cámara Federal de 
Apelación del Rosario, estimo procedente- el recurso interpues- 
to por doña Angela Ruggieri de Saldugaray en esta causa que 
sigue contra el 4* Distrito de la Administración de Correos y 
Telégrafos Nacionales y que se funda en el art. 14 de la ley 48. 

En cnanto al fondo del asunto: 

Es evidente que esta demanda sobre cobro de i*sos. no 
puede ser dirigida contra la referida dependencia de la Admi- 
nistración General, ni aún contra esta misma, sino contra la 
Nación, previo cumplimiento de los requisitos exigidos por 
la ley 3952. 

Es así, cu mi opinión, ajustada a derecho la resolución de 
fs, 19, que no da curso a la presente demanda por las razones 
preindicadas. 

Pido por tanto a V. E. confirme dicha resolución en la 
]>artc que ha ])odido ser materia del recurso. 

Horacio R. Loneta. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Air**, Septiembre J8 <lc lí»27. 

Austos y Vistos: 

Atento lo precedentemente dictaminado jior el Señor Pro- 
curador General y el fundamento que alxina !a sentencia de 
fs. 19. se la confirma en cuanto ha sitio materia del recurso. 
Notifíqucsc y devuélvase, reuniéndose el papel en el tribunal 
de procedencia. 

A. lÍERMEjO. — J. FlGL'EROA Al.- 

corta, — Roberto Repetto. — 
R. Guido Lavalle. 



Mayor retirado Máximo H, i'cnturitw. atusa seguida en su 
contra por malversación, defraudación, usurpación y ne- 
gociaciones incompatihfcs con el desempeña de funciones 
púí'licax. 

Sumario: l- Habiéndose sostenido por el apelante ame los tri- 
bunales militares, que el conocimiento de la causa corres- 
ixindia a la jurisdicción federal, cuestión decidida por aqué- 
llos en sentido contrario al derecho fundado por el recu- 
rrente en el art. 1S de la Constitución, el recur-io extraor- 
dinario es procedente, cotí forme a lo dispuesto por el ar- 
ticula M. inciso 3* de la ley 48. 

y Llenadas las condiciones establecidas por el an. 117. 
inciso 2? del Código i le Justicia Militar j>ara (pie surja la 
jurisdicción militar, no haliiéndose sostenido jKir otra par- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



te la inconstitucíonaltdad de esa disjKisición legal, y si de 
acuerdo con el art, 7* de la ley 48, la jurisdicción criminal 
atribuida por esta ley a la justicia nacional en nada altera 
la jurisdicción militar en los casos en que* según las le- 
yes existentes del>e proeederse por Consejos de Guerra, no 
puede sostenerse con verdad, que eí recurrente, militnr re- 
tirado, haya sido sacado de los jueces designados por la 
ley antes del hecho de la cansa, ni que el conocimiento de 
esta corresponda a la justicia federal. 

4? La Corte Suprema no se encuentra facultada [Jara 
examinar por vía del recurso extraordinario, si la apre- 
ciación de la prueba es o no ajustada a la ley, porque la 
interpretación del Cód : go de Justicia Militar, así como de 
los códigos comunes y leyes de procedimientos es materia 
reservada a los tribunales respectivos en las causas de su 
jurisdicción. Artículo 6\ ley 4055, arts. 14 y 15 de la ley 
. número 4& 

5 V Corresponde a la jurisdicción militar el conocimien- 
to de una causa seguida contra un militar retirado, por 
malversación de fondos cometido en el desempeño del car- 
go de Director del Establecimiento Siderúrgico de Andal- 
galá, dependiente de la Dirección de Arsenales de Guerra 
de la Nación, 

Caso : Lo explican las piezas siguientes: 
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Buenos Aires, Septiembre SH de 1927, 

Autos y Vistos: 
Considerando : 

Oue habiéndose sostenido por el apelante ame los tribu- 
nales militares que el conocimiento de la presente causa corres- 
pondía a la jusrisdicción federal, cuestión decidida ñor aqué- 
llos en sentido contrario al derecho, fundado (>or et recurrente en 
el art, de la Constitución, el recurso extraordinario es pro- 
cedénte conforme a lo dispuesto j>or el art, 14, inciso 3# dé la 
lev 4.'< v a lo reiteradamente resucito. 

Por ello así se declara. 

V considerando en cuanto al fondo del asunto por ser in- 
necesaria mayor substanciación : 

Que el procesado jiara sostener la incompetencia de los 
tribunales militares se luí fundado: a) en íjue et cargo de Di- 
rector del establecimiento siderúrgico de Audalgalá no lo dcs- 
cmpciialia en su calidad de militar, sino como un técnico: hi 
en que la jurisdicción, del gobierno nacional sobre aquel esta- 
blecimiento era de carácter civil y por consistiente, será de apli- 
cación al caso el art,' 3' f , inciso 4" de la ley N Tí 48; c í que en esas 
condiciones, la intervención de la justicia militar ha quebranta- 
do vi principio del art. 18 de la Constitución, sacando a! ma- 
yor retirado don Máximo E. Yetiturmo de sus jueces naturales. 

Oiu* en cuanto a lo priinrro, cabe observar que los artículos 
J.ii y 3S¿ inciso de la lev X" 9675, preven y resuelven la cues- 
tión i impuesta. En efecto, aún cuando el mayor Y enturbio re- 
vistara en situación de retiro, la circunstancia de haber acepta- 
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do y desempeñad» el cargo de director fiel establecimiento de 
AtlO|Ígátó dependiente de la Dirección General de Arsenales, 
[o colócala dentro de la dicción del último de esos artículos 
que dispone lo siguiente: «sin m0&i el retirado mantiene 
SU sujeción a los reglamentos y leyes de justicia militar de 
adíenlo con su situación y en el desempeño de cualquier puesto 
dependiente del Ministerio de Guerra», 

- Que en cuanto a la segunda cuestión, la pruelia acumulada 
en autos y de que hace mérito la sentencia recurrida, demues- 
tra ampliamente que el establecimiento de Andalgalá por los 
antecedentes de su fundación constituía una dqwndcncia de la 
Dirección de Arsenales de Guerra de la Nación, como aparece, 
desde luego, no sólo del membrete y del sello empleado |>or el 
propio mayor Venturino en el i«ipel de la corres^mdencta ofi- 
cial (V. k 5?, 72. 73. 149 t 160). sinó también del título que 
aquél se atribuye l*ajo su firma en ocasión de actos del servicio 
«Director del Establecimiento Siderúrgico dependiente de la 
Dirección General de Arsenales de Guerra» (fs, 131). 

Que virtiendo de estos antecedentes, es forzoso reconocer 
que se han cubierto en el caso las condiciones señaladas ixir 
el art. 117, inciso 2» del Código de Justicia Militar, para que 
surja la jurisdicción militar, esto es t que el hecho haya sido 
cometido i*»r tttt militar y que se haya producido en actos del 
servicio militar o en lugares sujetos exclusivamente a la autori- 
dad militar. 

Que si, por una parte, no se ha sostenido en ningún mo- 
mento del juicio la iuconstitucionalidad de este artículo y si 
por otra, de acuerdo con el art. 7* de la ley N* 4*. la jurisdic- 
ción criminal atribuida por esta ley a la justicia nacional, en 
nada altera la jurisdicción militar en los casos en que. según 
las leves existentes del* procederse por consejos de guerra, no 
puede" sostenerse con verdad que el mayor retirado don Má- 
ximo Vnturino liaya sido sacado de los jueces designados i»r 
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la ley antes del hecho de la cansa ni que el conocimiento de és- 
ta corresponda a la justicia federal 

Que en cuanto al desconocimiento de la garantía de la in- 
violabilidad de la defensa y a los redros relativos a la prueba 
dé los hechos debe observarse: que el procesado ha sido oido 
en todas las instancias del juicio y esi>ecialmcnte en lo relativa 
al cargo de mil cuarenta y cuatro pesus (Véase fs. 1346). con 
lo cual queda satisfecha la garantía invocada del art. 18 de la 
Constitución y. que como b ha declarado esta Corte ella no se 
encuentra facultada liara examinar por via del recurso extraor- 
dinario, si la apreciación de la prueba es o no ajustada a la ley 
porque la interpretación del Código de Justicia Militar, asi co- 
mo de los Códigos comunes y leyes de procedimientos es ma- 
teria reservarla a los tribunales respectivos en las causas de su 
jurisdicción. Art. 6', ley 4055, arts. 14 y 15 de la ley N* 48. 
Fallos tomo 126, pág. 280: tomo 147, ]»ág. 45, considerando 3*. 

Ku su mérito y oido el Señor Procurador General, se con- 
firma la sentencia apelada en cuanto ha podido ser materia 
del recurso. Xotifiquese y devuélvase. 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta. — Roberto Repetto. — 
R. Guido Lavalle. 



Dan Clemente Picazo, vista de aduana, contra ta Compañía 
Francesa de Ferrocarriles de la Provincia de Santa Fe, 
por venta de una locomotora. 

Sumario : Toda semencia que decida el punto controvertido por 
consideraciones de hecho y de prueba, queda excluida del 
artículo 14 de la ley 48, que autoriza el recurso extraor- 
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dínario jara ante la Corle Suprema, cuantío se ha plan- 
teado una cuestión de derecho federal de las enumeradas 
en alguno dé los tres incisos del mismo. 

Cttso: Lo explica el siguiente: 
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Buenos Aires, Septiembre -2S de 1927. 

Autos y Vistos: 
Considerando : 

Que don' Clemente Picazo denunció a fs. 1, que la Compa- 
ñía Francesa de Ferrocarriles de la ETovincia de Santa Fe con- 
trariando disposiciones expresas de las leyes 810, 4933 y 5315, 
había enajenado a Hartcnck y Cía. por la cantidad de siete mil 
novecientos jwsos oro sellado la Iwomotra N ,Jt 237, denominada 
«Colastiué» sin alionar los correspondientes derechos de aduana. 

Que la sentencia del señor Juez Federal de Santa Fe, con- 
firmada |x>r ta Cámara Federal de Rosario, ha solireseíclo defi- 
nitivamente en la cansa, fundada : a) en que la locomotora re- 
ferida es de propiedad de la impresa del Ferrocarril Santa Fe, 
ta fpie fué arrendada (xir la misma al señor Guillermo Ilarte- 
neck, a quien le fué entregada en í? de Junio de 1923 en el des- 
vio 213. encontrándose desde esa fecha a carjío del misino; h) 
que se estalla tramitando una venta mitre el arretulatario y la mi- 
presa por la cual et comprador se compromete a abonar los de- 
rechos aduaneras sin haliersc llegado aún a ta terminación de- 
finitiva de la operación. 

Que contra esta sentencia lia sido concedido por ía Cámara 
Federa! del Rosario et recurso extraordinario para ante esta 
Corte a fs, 125. 
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Que de acuerdo con lo disputó en el artículo 14 de la ley 
*X, esc recurso sólo procede cuando en el litigio se ha planteado 
una cuestión de derecho federal de las enumeradas en algunos 
<ie los tres incisos de aquel articulo, quedando, por consiguiente, 
excluida del misino toda sentencia que decida el punto contro- 
vertido |>or consideraciones de hecho y de prueba. Fallos: tomo 
105, página 5: tomo 115, |>ág. 277 \ tomo 117, |>ágs. 344 y 443. 

nue en el caso de autos las sentencias de I» y 2* Instancia, 
nj listando el procedimiento a los términos <le la denuncia, han 
sobreseído definitivameme en la causa porque la máquina conti- 
núa siendu de propiedad de la empresa v esa es una simple cues- 
tión de hecho y de pructw, que está fuera de las facultades revi- 
eras de esta Corte y. que, ademas, es por sí sola suficiente pa- 
ra sustentar el fallo. 

Mu su mérito, se declara mal concedido el recurso extraor- 
dinario en esta causa. Notifiques* y devuélvase, reuniéndose el 
papel en el juzgado de origen. 

A, Bermejo. — J. Fip.ueroa Al- 
corta. — Roberto Repettq. 
— R. Glido Lavalle. 



Sociedad anónima Matnldj Simón Limitada contra ta l'rot'imia 
de lUunos Aitcs, Por repetición dé f>atjo de impuesto*. 

Sumario: 1" K» general, los tributos indirectos al consumo in- 
terno, o sean los impuestos internos, nacionales y provin- 
ciales, pueden ser constítucionalmente establecidos |H>r la Na- 
ción y por las provincias, en ejercicio de facultades cojicu- 
rrenlcs y sin óbice alguno determinado por incompatibilida- 
dcs de orden institucional, derivándose esc poder de la in- 
teligencia atril >u ida a la cláusula del artículo 4^ de la Cons- 
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titución. que dice: «de las demás contribuciones qiic cqui- 
lativa y projx>rcÍona1meiite a la población imponga el Con- 
greso Nacional». Los actos de la legislatura de una provin- 
cia no pueden ser invalidados sino en aquellos casos en 
que la Constitución concede al Congreso Nacional, en tér- 
minos expresos, un exclusivo ixnler, o en los que el ejerci- 
cio de idénticos |>odercs lia sitio expresamente prohibido a 
las provincias, o cuando hay una directa y absoluta incom- 
patibilidad en el ejercicio de ellos i>or estas últimas, fuera 
de cuyos casos, es incuestionable que las provincias retienen 
una autoridad concurrente con el Congreso. 

2* El impuesto establecido por una provincia sobre pro- 
ductos que son objeto de venta o negocio fuera de la juris- 
dicción de la misma, es violatorio de la Constitución, ar- 
tículos 9, 10. 11, 67, inciso 12 y 108, en cuyo caso se en- 
cuentra el cobrada a la compañía actora por la Provincia de 
Hítenos Aires, en virtud de la ley provincial de 6 de Sq>- 
tiembre de 1916, llamada de «impuesto al comercio e in- 
dustrias». 

Caso : Lo explica el siguiente : 



FALU) DE LA COSTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 28 de 1927. 

V Vistos: el juicio seguido |)or la sociedad anónima Matal- 
dí Simón Limitada contra la Provincia de Buenos Aires por re- 
petición de impuestos, autos de los que resulta : 

Oue a fs. 17 y con los documentos precedentemente agre- 
gados! la sociedad referida demanda a la Provincia de Buenos 
Aires i»r devolución de la suma de sesenta y dos mil treinta 
nesos veintinueve centavos moneda nacional, pagados por la ac- 
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tora bajo protesta y reserva expresa, en concepto ck- impuestos 
al capital en ^irn y multas cobradas a la Destilería La Rural, en 
virtud de la ley provincial de 6 de Septiembre de 1916, llamada 
de «impuesto al comercio e industrias», correspondiendo los pa- 
gos de referencia a tos años 1919, 1920, 1921 y 1922. 

Que la lev aludida dispone en lo pertinente que la tasa del 
impuesto se percibirá sobre el monto total realizado durante los 
doce meses anteriores a la declaración que del mi formular los 
oimerciames e industriales, lomándose como base ivirá fijar ese 
total realizarlo, las ventas que efectúe el comercio o industria de 
[pie se trate. 

Que de acuerdo con diversas dis|Htsicioiics de la misma lev, 
las manifestaciones de los comerciantes sobre el monto de sus 
operaciones son examinadas |M>r una comisión especial, la que 
determina se^ún .su criterio si la declaración corresponde o no 
a la cantidad que constituye el capital cu ¿jiro. 

Que en ejercicio de tales facultades tejíales, la comisión res- 
petiva fijo en los años a que la demanda se refiere» cantidades 
mayores que Jas declaradas por la adora, siendo la diferencia en 
mas determinada, entre otras causas, porque la comisión com- 
putaba como comprendido en el precio de tas ventas realizadas 
en esta capital el impuesto de un tieso por litro de alcohol de 
acuerdo con la ley nacional X* 3761, lo que dio origen a que se 
considerase que había habido ocultación en la denuncia del ca- 
pital en pro y se aplicara a la sociedad demandante las multas 
corres¡H.udientes establecidas f>or la ley para el ca.so de oculta- 
ción del capital. 

Que la provincia demandada no ha podido dictar una lev 
que grave con impuesto las ventas que se realicen fuera de síi 
territorio, pues dicha imposición es. no solo arbitraria y perju- 
dicial a los intereses económicos, sino también contraria al régi- 
men rentístico de la Constitución Nacional, desde que grava 
el comercio interior afectando los actos y contratos que se rea- 
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tizan futTa do la provincia y sometiendo a su poder im[xjsitivo 
a los ciudadanos que no residen en su jurisdicción, lo que es vio- 
latorio de los artículos 108 y 67, inciso 12 <le la Constitución, 
como lo es de la libro circulación que consagran los arts. 9, 10 
y 1! de la misma, totia vez que jiersigue con el impuesto la mer- 
cadería fabricada en su territorio en el tránsito por el territorio 
de la República, y como lo es igualmente de los arts. 4 y 17 que 
reservan el gobierno federal la facultad de establecer impuestos 
de excitación, carácter que asume el de que se trata al gravar 
los valores que adquieran los productos una vez salidos del te- 
rritorio de la provincia en que se elalioran. 

Que en las condiciones en que se hace efectiva esta impo- 
sición crea un conflicto de impuestos, pues se cobra un gra- 
vamen provincial sobre un impuesto nacional; y bajo este as- 
wecto es igualmente inconstitucional la ley impugnada, por cuan- 
to, y como se demostró en la discusión parlamentaría promovida 
al tratarse la ley nacional de alcoholes, y la constitucional idad 
de los impuestos internos, las provincias no pueden gravar los 
mismos artículos o actos sometidos al poder de imposición del 
gobierno central, ni mucho menos las sumas cobradas como im- 
puestos por el mismo gobierno federal, porque la Constitución 
y las leyes de la Nación son ley suprema (Constitución art. 31). 

Que en mérito de lo expuesto pide que se haga lugar a la 
demanda, declarándose las inconstitucionalidades alegadas y se 
condene a la provincia de Buenos Aires a restituir la suma de- 
mandada, con intereses y costas. 

Que conferido traslado de la demanda (fs. 30), la pro- 
vincia de Buenos Aires la contesta (fs. 41) exponiendo: 

Q«e la Dirección General de Rentas de la Provincia de- 
mandada ha percibido, en efecto, de la sociedad adora, durante 
los años referidos, la cantidad cuya devolución se persigue, com- 
prendidas en ella las multas en que se incurrió ]x>r la falsa de- 
claración del capital en giro, siendo de notar que, según la propia 
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sociedad demandante, aquella cantidad deriva ¡le la estricta npli- 
cacióri de la ley, en su tetra y en su espíritu. 

IJue consistiendo el argumento principal de la demanda en 
que la provincia cobra el impuesto sobre t-1 valor venal ¿M al- 
cohol calculado mi sólo sobre el precio de cosió de elal Miración 
>■ una prudente renmueraeión, >mo sobre dicho precio recarga- 
do con el impuesto nacional, procede considerar <me la ley apli- 
cada dice í|úe el gravamen recae sobre el «valor de venta» de 
lns productos, sin distinguir si ese valor ha sido aumentado por 
oini impuesto n ni ra circunstancia, pues en realidad yrava los 
capitales en jjirn traducidos en el movimiento de venias de la 
industria. 

Ouc la Provincia de Huellos Aires, al organizar su sistema 
renlístico, lia tenido en cuenta las traltas que consittueionatmente 
derivan del funcionamiento del fiobiferuo N'acional, y no cree 
■lite ta lev <le (pie se trata estalilecr aduanas interiores, ni afecta 
el libre tránsito ni el comercio interior, aplicándose dicha lev en 
el terril itrio de la provincia porque en él se han realizado todas 
la* operaciones de elaboración del pr. .duelo; y si se dice ipie. 
realizada la venta í itera de su territorio, el impuesto es incons- 
titucional se incurrí en una paradoja, confundiéndose la con- 
vención n venia ipte es de derecho civil, con la materia propia dé 
dicho contrato, cjue es del dominio económico y fjue es lo que se 
afecta con el impuesto y nú su venta que lo mismo puede ce- 
lebrarse en ! menos \ire> que en I lambuzo, 

Oue planteado con la autoridad de los amores que se citan 
en la demanda, el problemrt de saber si el sistema rentístico de 
la Provincia de tíñenos Aires aféela a la Nación, río fallarán 
sin duda autores que estimen afectadas a las provincias por los 
impuesto- miemos federales, enc-tíón que hahrá de resolverse, 
no por vía «le contradicción irreductible entre los fueros provin- 
ciales y nacionales, sino interpretando las cláusulas pertinentes 
fíe la Constitución, con criterio que deje u .-alvo las facultades 
propias de la nación y permita a la vez que las provincias vivan 
económicamente su propia vida. 
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Oue no se trata é» el caso tic un impuesto sobre otro im- 
puesto, sino de un gravamen justo que se impone a la potencia 
capitalista de industrias florecientes y poderosas, siendo de ob- 
servar qtíG en el mismo periodo de tiemfX) en que la suciedad 
adora lia invado a la l'mvmeia ochenta y seis mil pesos na- 
cionales por el impuesto provincial referido, ha al Minado a la 
N :ición por impuesto Ínterin > nacional ocho millones setecientos 
treinta nal ]>osos. 

One en mérito de lo expuesto pide que se rechuce la de- 
manda, con cosías. 

Oue recibida la causa a prueba ( fs. 44 > y producida la que 
aeridita el certificado de ís. 94. se presentaron los alegatos de 
fs. 97 y IOS y evacuada la vista conferida al Señor Procurador 
Ceneral, se llamó autos páfcá definitiva ( fs. 137), 

V Considerando: 

Oue reconocidos como exactos por la representación de la 
Provincia, los hechos en que se funda la demanda, asi como el 
monto de la suma a que ésta se refiero, es innecesario examinar 
el caso de autos bajo ese arícelo, y procede, desde luego, su con- 
sideración del punto de vista de los fundamentos de orden legal y 
jurídico expuestos y o introvertidos en el litigio. 

Oue la imputación de inconstituciotialidad formulada i>or 
la sociedad actora a la ley impositiva de que se trata, se funda, 
en primer término, y en general, en la improcedencia de los im- 
puestos internos provinciales cuando recaen sobre materias gra- 
vadas $m un impuesto interno establecido por la Nación en ejer- 
cicio de sus facultades constitucionales ; y, a su ve/., la defensa 
de la demandada sostiene que en todo caso son los impuestos 
internos federales los que afectan el régimen constitucional im- 
|H>shivo de las provincias y que las cláusulas pertinentes de la 
Constitución no pueden interpretarse sinó en el semillo de que 
las facultades que al respecto se atribuyan a la N'ación dejen a 
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salvo las que corresponden correlativamente a las provincias, 
planteándose asi. una ve* más. la debatida cuestión coi isist ente 
en determinar si los impuestos internos, nacionales v provin- 
ciales, se excluyen o pueden coexistir dentro del régimen im|>osi- 
tívo de la Constitución. 

Que los antecedentes de doctrina y de jurisprudencia Sobre 
la cuestión propuesta deciden t[ue. en general, los tributos in- 
directos al consumí) interno, o sean los impuestos aludidos, pue- 
den ser eonstitucionalmcntc estalilecidos por la Xacíón y por 
las Provincias, en ejercicio de facultades concurrentes y sin óbi- 
ce alguno determinado por incompatibilidades de orden institu- 
cional. Kl jhmKt impositivo del gobierno central a este respecto, 
así cotno la potestad concurrente de los estados para establecer 
los mismos gravámenes sobre la misma materia imj>ouüile, se ha 
derivado de la inteligencia atribuida a la cláusula del art. 4* de 
!;i Constitución [pie dice: «de las demás contribuciones que cmm 
tativa y proporcíonalmentc a la población imponga el Congreso 
general», interpretándose por consideraciones: de orden jurídico 
y fundamentos di- carácter económico, que si bien dicha cláusu- 
la no encierra una delegación de poder expreso a favor fie la 
Nación, contiene la facultad implícita fie crear y percibir los re- 
ferido* impuestos federales al consnmn. (Fallos, tomo 121. pá- 
gina 264 i. los que tienen ya. sobre la sanción legal, la consa- 
gración de los hechos en el fefgQ período de su funcionamien- 
to, en el que se han seguido como renta fiscal el constante pro- 
greso del pais en tos diversos órdenes de su actividad económi- 
ca y constituyen en la actualidad una fuente de recursos de que 
a ta Nación acaso no le fuera dado prescindir sin afectar fun- 
dan irn ta Imt-nte su situación financiera. 

One la facultad constitucional de la Xacíón relativa a estos 
impuestos, sea cual fuere la amplitud que se fe asign& no tiene 
sin embargo, los caracteres de exclusividad con que se le han 
acordado otros, tales como los referentes a la organización tri- 
butaria aduanera, derechos de importación y de cxi>ortación. ren- 
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ta de Correos, etc., con relación a los cuales existe la delegación 
expresa de poderes que no comprende al gravamen <le los con- 
sumos internos, debiendo deducirse, en consecuencia, que las pro- 
vincias conservan al respecto virtuales facultades impositivas y 
pueden ejercitarlas en concurrencia con las de la Xnción, dentro 
del alcance y con las limitaciones determinadas por la ley fun- 
damental. 




extensión y el límite de tale- 
cal en ta materia, lian sido determinados con toda precisión en 

los aclus de la legislatura de una provincia no pueden ser 
los, sinó en aquellos casos en que la Constitución cun- 

r, o en los que el ejercicio de idénticos poderes lia sido es- 
presamente prohibido, a las provincias, o cuando hay una direc- 
ta y alisotuta incompatibilidad cu el ejercicio de ellos por estas 
últimas, fuera de cuyos casos, es incuestionable que tas provin- 
cias retienen una autoridad concurrente con el Congreso. ( Fa- 
llos t tomo 3, pag. 131 : tomo 15. pág, 47; tomo 51, pág. 349; 
tomo 95. i«ig. 327: tomo 100, pág. 294, entre otros), V en un 
caso en que se alegó incompatibilidad entre una ley nacional de 
protección aduanera y otra local de impuestos a la misma pro- 
ducción interna protegida, esta Corte elijo que la evidente dis- 
paridad existente entre las dos leyes en litigio, no implica ki, sin 
embargo, que fuesen necesariamente antagónicas o inconcilia- 
bles del punto de vista de su aplicación efectiva y su coexisten- 
cia lejía!. I'ara que resulte mcompatililc el ejercicio de los dos 
poderes, £l nacional y el provincial, no es bastante, se agreda 
en aquel fallo, tpie el uno sea el de crear o proteger, y el otro 
sea el de imponer o destruir, según la terminología jurídica de 
los tratadistas americanos, sino que es menester que baya «re- 
pugnancia » efectiva entre esas facultades al ejercitarse, en cuyo 
caso, y siempre que la atribución se haya ejercido por autoridad 
nacional dentro de la Constitución, prevalecerá el precepto fede- 
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ral, |K>r su carácter de ley suprema: pero, siendo tan indiscuti- 
ble la facultad constitucional exclusiva del O moroso fiara san- 
cionar d impuesto de protección, como inncjíable la atribución 
constitucional de la provincia p:ir;i establecer gravámenes imi>o- 
"ñivos sobre los productos de sus industrias lineales, no cabe du- 
dar fjue estas atribuciones o poderes- han sido creado* para que 
se ejerciten y desenvuelvan en su respectiva esíera fie acción, 
propendiendo armónicamente a la consecución de los fines de 
interés publico que los originan y fundamentan, sin que nada obs- 
Éc a la eonvi vencía le^al y material de los dos principios, rigien- 
do en sus ripíennos camjx>s de acción, sin roces ni conflictos 
irreparables, que no los hay iiosibles dentro de la Constitución, 
crnn» quiera que no se lian instituido en ella jxideres discrej jan- 
tes y facultades en discordia, sino al contrario, entidades lega- 
les armonizadas en la afinidad suprima de la organización so- 
cial y del bien publico, principio y fin de las instituciones lelilí- 
cas f|tte nos riuen. Palios, tomo 137. pátf. 212), 

Que no obstante el armónico equilibrio que doctrinariamen- 
te presupone el funcionamiento recular de las dos solieranias, na- 
ció] i al y provincial, en sus actuaciones res] lectivas fien tro del sis- 
tcina rentístico de la Constitución, un puede desconocerse que 
su régimen efectivo iletertniiia una doble iin]Hisicióu <le graváme- 
nes con la f]lte se afecLm en determinadas circunstancias impor- 
tantes intereses económicos y se originan conflictos de jurisdic- 
ciones fiscales que no siempre es fiado dirimir con la eficacia de- 
bida. Dé allí la constante requisición colectiva traducida en múl- 
tiples estudios y provectos tendientes a la modificación o mejor 
aplicación del sistema rentístico, iniciativas que al arcan desde 
la reíortna fie la Constitución basta 1;i nacionalización de los im- 
puestos en euanto a su (acepción, :i base de coparticipaciones 
proporcionales y equitativas entre la Nación y los Estado* Ke- 
• lf rales. 

NO se mantendría esta Corte Suprema en la esfera legal de 
sus atribuciones jurisdiccionales, si apañándose de la cuestión 
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concreta trauln a su examen, se hiciera partí- en el debate público 
de esta materia ; pero no le está vedado generalizar sobre apre- 
ciaciones y conceptos relativos a dicha controversia j»ara rela- 
cionarlos al casa de autos, y en ese sentido le es pernitido esta- 
blecer t[iic los inconvenientes y defectos atribuidos al «sistema», 
le son acaso imputadles en projioreión mayor a la aplicación del 
misino, a la subversión al respecto de principios y preceptos ex- 
presos de la ley fundamental, a la invasión reciproca ele los ]>o- 
deres respectivos de sus facultades impositivas, a los impuestos 
de tránsito, a las aduana* interiores, a la multiplicidad y creci- 
miento de estos gravámenes sin sujeción, por regla general, a 
criterio alguno jurídico e económico, y a otras extralimiiacioues 
qitc aparecen instituidas cu leyes, ordenanzas y reglamentos des- 
tinados al acrecentamiento de la renta fiscal, con prescindencia 
sin duda, en muchos casos, de observaciones preliminares bási- 
cas sobre la capacidad y resistencia de los productos y de las in- 
dustrias sometidas a la imposición tributaria. No | ta rece, pues, 
ajustado a la verdad y a la lógica, que las consecuencias de estos 
bechos entre otros, el encarecimiento de la vida, puedan atribuir- 
se a los aludidos defectos de la -politica económica de la Cons- 
titución y no precisamente a la inobservancia de la misma, a los 
falsos conceptos con que se la interpreta, y que es de espera r 
habráu de modelarse a su justo significado, merced al adelanto 
de nuestras prácticas gubernativas y de una más adecuada or- 
ganización financiera del j«ús. * 

Que las consideraciones del precedente considerando no so- 
lo se refieren a los alegatos de las partes, sino que son de apli- 
cación, en puntos esenciales, al snb jttdkc. En efecto, la ley de 
impuestos de que se trata ha establecido en lo pertinente al ca- 
so: Art. 5 V . La tasa del impuesto se percibirá sobre el monto to- 
l.-it realizado durante los din-e meses anteriores a la declaración 
que establece el art, P en la siguiente forma... 4* Sobre el va- 
lor de venta de los productos claliorados y en las proporciones 
establecidas en los incisos precedentes, las industrias que no las 
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realicen en la Provincia. (Folleto de fs. 62, pág, 29), La cláu- 
sula transcripta establece claramente, según se advierte, un ini- 
puesin al valor de toda vema «pie se realice fuera de la Provin- 
cia sobre productos elalwrados en ella, y así se ha entendido y 
aplicado en los casos que determinan la acción de repetición 
de la presente demanda. 

He ahí, pues, la transgresión precedentemente aludida a 
principios y preceptos constitucionales intcrgiversables. Es en 
electo, fk* consideración elemental que al legislar la Provincia 
en los temimos de la cláusula referida, gravando ot>eracioncs rea- 
lizadas fuera de su territorio, actúa mas allá de su potestad ju- 
risdiccional, iuvade curas jurisdicciones, afecta la circulación te- 
rritorial de sus productos, dicta reglas a su comercio interpro- 
vincial. y en fin, extiende su poder imjwsitivo hasta superponer 
un gravamen 1*k"iI sobre un impuesto nacional incorptrado a la 
renta fiscal de la Xación. Xi a ésta ni a los Kstados puede ser- 
les r^rrnitído computar un impuesto copio jvtrte de precio de un 
producto para incidir sohre él un nuevo gravamen, no sólo por 
lo que esto significa como régimen económico, sino también co- 
mo negación en cada caso del ejercicio legitimo de las faculta- 
des concurrente* de referencia. El actor ha podido, pues, como 
lo ha hecho, fundamentar su demanda en las disposiciones cons- 
titucionales que invoca (C< institución, ars. 9, 10, 11. 67, inciso 12 
y art. IOSí, y la jurisprudencia de esta Corte ha consagrado en 
numerosos fallos que el impuesto establecido por una provincia 
sobre productos que son objeto de venta o negocio fuera de la 
jurisdicción de la misma, es violatorio de la Constitución, agre- 
gando (jue el mismo impuesto establecido para gravar la venta 
o negociación como acto de comercio interno que solo afecta a la 
circulación económica, es perfectamente legítimo. (Fallos, to- 
mo 134, págs. 250 y 267 y los allí citados, entre otros). 

Que hoslcnido por la defensa de la Provincia que el im- 
puesto de que se trata no recae sobre la convención o venta, sino 
■íobre la materia que ha sido objeto de dicho contrato, procede 
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considerar que dicha afirmación no guarda concordancia con el 
texto de la ley ni con su aplicación efectiva en el caso, toda vez 
que el gravamen lia recaído sobre el precio de venta, en el que 
se ha incluido el impuesto nacional de un |k-so pur litro de al- 
cohol para computar el capital en giro. Por lo demás» la misma 
Provincia demandada hace enmienda plausible de su error, al 
nulificar algunos años después la cláusula de la lev de I9]ó, 
que estableció et impuesto «sobre el valor de venta», por ta dis- 
posición de la ley de 1923, que fija el impuesto «sobre el valor 
de costo de los productos» (fs, 63 vta. de autos), concepto que 
determina una modificación fundamental de la cuestión origi- 
naria de esta litis. 

l*or estos fundamentos, oido el señor Procurador General, 
se declara : que el impuesto cobrado a la sociedad anónima Ma- 
taldi Simón Limitada en las condiciones a que se refiere este li- 
tigio, es violatorto de la Constitución Nacional, y en consecuen- 
cia la Provincia de Buenos Aires delie devolver en el término 
de treinta días a la sociedad actora, la suma demanda de sesenta 
y dos mil treinta pesos veintinueve centavos nacionales (fs. 17. 
29 y 86 vta. ) , y sus intereses a estilo de los que cobra el Banco 
de la Nación, contados desde la notificación de la demanda, sin 
especial condenación en costas, atenta la naturaleza de las cues- 
tiones debatidas. Xotifiquese y repuesto el pai>el archívese, 

A. Bermejo. — J. Figuekoa Al- 
COKTA. ~ Ro„« TO Kepetto. - 
K. Guiño Lavauj:. 
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Sf fiares Sitveym y Cía. en untos con don Salvador Fonitclles* 
sohre cobro Je pesos. 

Sumario : t- Kó procede el recurso extraordinario del art, 14, 
ley 48, contra una resolución que resuelve una incidencia 
jior interpretación y aplicación tle determinada cláusula de 
tiu contrato y sin ilecitlir sobre el fondo del litigio. (Se tra- 
taba tle un acto de mera condenación de la cosa materia del 
pleto, resuella i>or disposiciones del derecho común j. 

2" Apareciendo que el recurrente fué. oído y pudú ha- 
cer valer su derecho en las dos instancias, con la amplitud 
necesaria para oponer todos los reparos que aduce en con- 
tra de la resolución recurrida, no puede invocarse con efi- 
cacia las garantías de la defensa cu juicio y del derecho de 
prnpirdad consagrados i«r los artículos 17 y 18 tle la Cons- 
titución. 

Casa: Lo explican las piezas siguientes: 



UIL'TÁMKN OKU SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

BaeitOS Aires, Mayo Al de 
Suprema Corte; t 

La rt solución de fs. 7K de esta causa seguida ante el juz- 
gad** de 1* Instancia en lo Civil de la Capital tle la Nación por 
el dcH-i<ir Salvador miel les contra ^Süvcy ra y Cía., por cobro 
de |iesos. al o ni firmar el aulo de ís. 21 vta„ no ha resneltu con 
carácter definitivo punto alguno cuya dicusión no pueda ser mo- 
tivo de decisión en un juicio 
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Ames bien, en dicho auto interlocutorio se expresa clara- 
mente que no se prejuzga sobre el fondo del asunto y que la 
medida que en él se ordena, resjxmde simplemente a un acto 
de mera conservación de ta cosa materia del litigio que se inicia. 

Como se ve» dkha resolución ni pone fin a la causa ni im- 
pide su prosecución ; antes bien, se da curso a ta demanda en ta 
que, por procedimiento plenario las partes harán valer oportu- 
namente sus derechos. 

No siendo, pues, definitivos los efectos de ta referida reso- 
lución y habiendo sido oída la parte que se siente afectada por 
la misma, en los términos del procedimiento que al incidente le 
ha impreso el tribunal, no puede hablarse de restricciones a la 
defensa en juicio que consagra la Constitución de la Nación. 

Por b expuesto soy de opinión que corresponde declarar 
bien denegado el recurso que se ha interpuesto a fs. 98 para an- 
te esta Corte Suprema contra la citada resolución de fs. 78. 

Horacio R. Larreta. 



FALLO OE LA COETE SUPEEMA 

Rumas Aires, Septiembre JO de 1927. 

Autos y Vistos: 

El recurso de hecho por denegación del extraordinario 
interpuesto contra sentencia de la Cámara 1* de Apelación en lo 
Civil de la Capital, en la causa seguida por el doctor Salvador 
Fornielles contra los señores Silveyra y Cía., sobre cobro de 
pesos. 

Y Considerando: 

Que los antecedentes de que instruyen los autos traídos a 
examen por vía de informe, acreditan que en la demanda pro- 
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movida SobfC Cóbfó de pesns por incumplimiento de un & nitrato, 
se suscitó la incidencia a (JÜC provee ti auto de fs. 21 vía. so- 
hre posesión de la finca de propiedad del actor, timdaudose di- 
cho proveído en «lo que resulta del contrato» ; y anclada esa 
decisión ha sido confirmada en secunda instancia en virtud de 
<|tie la medida aludida rescalde a un acto de mera conserva- 
ción que /tíhm /(fcíc resulla autorizada por la condición de pro- 
pietario del ador y i»or Iris cláusulas pertinentes del pliego de 
cotidicioues. y además. |H>r(jtie con la medida ordenada no se 
prejuzga sohre el fondo del asumo. 

Que de estas referencias, ajustadas a las constancias de la 
eausa, se tleduce ijue la incidencia de que se trata lia sido con- 
siderada y resuelta prt* interpretación y aplicación de determi- 
nada cláusula contractual, y que nada se ha resucito snItc el 
fondo, esto &k, i|ue sóló se ha dictado tttta medida provisional o 
Oí! simple seguridad preventiva, que no pone término al dehatc 
de ¡os derechos con tro vertidos y antes hieu. deja lihre la -ict na- 
ción legal ipie se considere conducente a la mejor defensa tic Ii»s 
mismos. I'nr el primero de los concepto* expresados et caso de- 
pende «le una convención entre |iarlcs, resuelta de acuerdo con 
disposiciones de derecho común; por el segundo, la cuestión 
planteada carece de un requisito esencial, la sentencia definiti- 
va. Kri tales condiciones, de acuerdo con la ley y la reiterada ju- 
risprudencia fie este trihnnal. es evidente la improcedencia del 
recurso extraordinario (ley N v 48. ans. 14 y 15; ley N tf 4055. 
art. W; Faltos, tomo 115. p%J 274: tomo 116. pág. 4.V>; tomo 
\V>, |»ág. 154; tomo 9ó. pág. 280 y 40°. entre otros). Si hay, 
pues, agravio para e] recurrente en la medida judicial de que 
se queja, tiene expeditas las acciones del caso jiara procurar la 
reparación <pte tmsea. ejercitando los medios legales procedentes 
ante la misma jurisdicción en ipie el litigio está radicado, mien- 
tras suhsisteu esos medios cíe defensa, el recurso extraordina- 
rio es iuadmisilile. en rn>:ón de sit propia organización y de los 
fims con que >e le ha instituido. 
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Que cs|>ccia] mente f muí; ida la apelación extraordinaria <lc- 
ducida, en que se ha dcsconocidn al recurrente las jaranitas ( li- 
la defensa en juicio y del derecho de propiedad consagradas jmr 
ios artículos 17 y l*S de* la Constitución, se observa, desde lue- 
go, como lo hace constar el dictamen de ís, f J del recurso de he- 
cho, que no pueden invocarse con eficacia tales restricciones, to- 
da vez que de autos acrece que el recurrente ha sido oído y 
ha podido hacer valer su derecho en las dos instancias en que ha 
intervenido con la amplitud necesaria iKira opincr todos los re- 
paros que aduce en contra de la resolución que consagra el auto 
de ís. 21 vía., confirmado i>or el de fs. 78 de que se apela. No 
resultan, pues, vulnerados en el caso tos requisitos de la defensa, 
extensamente ejercitados en la dilucidación de la incidencia de 
que se trata; y caben las mismas consideraciones respecto a la 
garantía invocada del art. 17 de la Constitución, desde que. co- 
mo lo establece el auto de ís. 103, denegatorio del reurso, no lia 
estado cu tela de juicio el derecho u que dicho precepto constitu- 
cional se refiere. 

yue |xir lo demás, a mayor abundamiento, y sin que estu 
im|Mirte resolver sobre el fondo del asunto, es pertinente con- 
signar la observación de que el origen de la cuestión promovida 
y el fundamento esencial de las decisiones que lian recaído a su 
respecto, es el art. 30 del contrato y pliego de condiciones, en el 
que, entre otras cláusulas, el contratista renuncia al derecho de 
retención que te acuerda la ley, autoriza al arquitecto y propie- 
tario a ocupar la obra con todos los materiales y enseres que con- 
tenga, y reconoce en este caso en el propietario la posesión y te- 
nencia de la finca, sin ¡iitcr|ielacióii judicial ni cxtrajuc'icial en 
lu relativo a la rescisión del contrato. 

Por los fundamentos que anteceden a los del precedente 
considerando y de conformidad con lo dictaminado jior el Señor 
Procurador General, se declara bien denegado el recurso y, en 
consecuencia, no se hace lugar a la queja interpuesta. Molifiqúe- 
se y repuesto el papel, archívese, devolviéndose al tribunal ele 
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procedencia el expeliente vcniilti por vía de infirme, irauseri- 
btémlolc la pfésénte resolución. 

A. Ukkmkjo. J. Kicüiíhoa Al- 

COHTA. — KoiU-KTtl RkPUTTO, — 

K. fu riio Lavallk. 



!)mt Carlos . í. tisranumx cóntra tk Provincia tic San Juan, por 
cobre ejecutivo fin pesos, . 

Sumario: l v l-as disposiciones locales no pueden o|K>ne¡rse a los 
mandatos de la justicia federal, fundados en leyes naciona- 
les que rigen sus procedimientos. . 

2" I^a es|>era dche resultar de actos del acreedor en fa- 
vnr del deudor. 

3p t*a inhabilidad del título, salvo casos especiales, ema- 
na del título mismo. 

4* 1.a ñnrwsibtHdad de hecho en que pudiese hallarse 
la provincia |»ara cancelar ¡sus deudas por carecer de dine- 
ro, no puede invocarse como exección legal para detener 
una ejecución contra sus bienes, pues, precisamente, para 
casos semejantes se han instituido los trámites judiciales. 

5'' Estando fundada la ejecución en documentos que im- 
l>ortan créditos contra la provincia, cuya autenticidad ha 
sido reconocida, corresponde ordenar su ikiro. (Art. 742, 
Código de Comercio. 251 y 277, ley 50). 

Caso: T.o explica el siguiente: 
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Scptktnhn .*> «te 1927, 



Y Visteis: 



<Jnc el procurador López Anaya con poder suficiente del 
doctor Carlos A. Bcrgmans promovió a fs. 14 juicio ejecutivo 
contra la Provincia de San Juan, por ta suma de ciento catorce 
mi) doscientos die/. jk'sos moneda nacional, proveniente de cu- 
lioncs impagos corresjioiK Mentes a tintos emitidos por amiclla 
de acuerdo con ta ley de 2S de Diciembre de 1896, y de el capital 
c intereses de títulos emitidos por la misil «a de conformidad con 
la ley de 7 de Noviembre de 1917, lodo de acuerdo con el deta- 
lle que expresa en fas planillas respectivas. Justifica la existen- 
cia e identidad cíe los t nulos y cupones acompañados uno de 
ellos 00301, en cuyo dorso está el texto de la ley de 2K de 
Diciembre de 1S%. acreditando el dc]>ósito de los restantes en 
el Manco Español del Kio de la Plata, sucursal San Juan, con 
los rccuW expedidos por ese establecimiento agregados a fs. K 
9 y 10 y acompañando el título de crédito X'' 0719 de la lev 
de Noviembre 7 de 1917, Solicita, a mérito de lo dispuesto en los 
artículos 979, inciso 5", 993 a 995 del Código Civil y 24S. 25.1 
y 374 de la ley 50 y 465. inciso t" \\v\ Código supletorio, se li- 
bre mandamiento de ehlliargo contra la deudora pir el capital 
reclamado de ciento catorce mil doscientos diez pesos con m;is 
la suma presupuestada por intereses y costas y que en definiti- 
va se condene a la ejecutada al llago del capital reclamado, sus 
intereses desde la iniciación de la demanda y las costas y justos 
judiciales. 

Que acreditada la jurisdicción originaria de esta Corte (auto 
de fs. 18) y previas las diligencias ordenadas a fs. 20 y practi- 
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cáelos dt" ís, i** a .V), se MI ira mn tos mandamientos del caso a 
fs. 40, 42 y 54. citándose tle remato al ejecutado. 

Qtte a fs. iSf). el doctor limare, debidamente alfilerado por 
la Provincia de San Juan. opone de ésla las execjiciones <lc es- 
pira e inhabilidad ■ U- título. 

Oue résped o de omitas ttau*a ha probado el 0{X>ncnte (lía- 
las justifique, pues días no residían de las circunstancias airea- 
das de falta dt* capacidad dd interventor para hacer im^i>s o til- 
las disposiciones de ta Constitución di- San Juan. que requieran 
una lev es'iceial |>ara que pueda hacerlos el Poder Kjccutivo de 
la Provincia. Aparte de que las distinciones locales no podrían 
njHiiHTse a los mándalos de la justicia federal, fundados en le- 
yes nacii males que rispen sus priK-cdimicutos propios, ha de ad- 
venirse que ta espera débe resultar de actos del acreedor en fa- 
vor tlel deudor y que la inhabilidad del titulo, salvo casos espe- 
ciales, emana del titula mismo, circunstancias sobre las cuales el 
ejecutado no ha producido pruclia alguna, í Kaltos ; lomo I2ó. 
página 154). 

Oue la imposihilidad de hecho en que pudiese hallarse la 
provincia para cancelar sus lleudas por carecer de dinero, no 
puede invocarse como excepción legal para detener una ejeeu-. 
cióu contra sus bienes, pues precisamente para casos semejan- 
tes se han instituido los trámites judiciales. 

< Ule tani'Hico es exacto que et Poder Kjeetttivo carezca de 
ley fie fondos para servir Ion tilulos y cupones que se ejecuta» 
ya que la ley de Diciembre 2H de 18 1 *» y la de Noviembre 7 de 
t"17. los instituyen expresamente en sus artículos ÍP y m : i 25 % 
de fa contribución directa y rentas generales. 

Qtte no prosperando Tas excepciones deducidas y estantío 
fundada l:i ejecución en documentos que importan créditos ciui- 
tra la Provincia, cuya autenticidad ha sido reconocida, corres- 
ponde ordenar su pat^o {art, 742 Código i le Comercio, 251 y 277. 
lev 50). 
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Por estos fundamentos eonmrdantrs eoii la dueldina de esta 
Corte, eonsajfrada en el fallo registrado rn el tomo 147, páíj. HS, 
de mis fallí is y otros, se manfla llevar adelante la ejecución has- 
ta hacerse al ej rentan le íulr<;ro pago del capital, intenses y tos- 
tas reclamado. Not i Tupiese y re] Minease el sellado. 

A. líKK\¿!-:jfi. — |.i Ficikkua Ai.- 

CUKTA. --• RotUÍRTO RKPKTTO. — 

R. Guiño Lavam.k. 



X O T A S 

Con fecha nueve tle Septiemlire de mil novecientos veintisie- 
te fué confirmada por la Corle Suprema de Justicia de la Na- 
ción, la sentencia pronunciada \*tr la Cámara Federal de Abla- 
ción de L4 Plata, la míe confirmó, a su vez, la dictada por el 
Juez Letrado del Territorio Xacioiial del Neuipiéu, cjue conde- 
nó a Manuel Parada y a Hmilia Quinteros de Samhueza a sufrir 
la pena de recltisión |RTiH'tna, accesorias legales y costas, eomo 
autores del cielito de homicidio perpetrado en la ])ersuna de (osé 
Snmlmeza, el día 2 de Septiembre tle P>23, en el ¡«raje denomi- 
nado «Cerro Payo». Departamento Zajiala. jurisdicción de dicho 
territorio. 



Kn la misma fecha fué eon firmada, igualmente. |>or la Cor- 
le Suprema la sentencia pronunciada |Mir la Cámara Federal de 
Apelación del Rosario, la que con firmó, a su vez. la dictada |n>r 
el Juez Federal de la ciudad de Santa Fe, «pie condenó a JW 
Xylaiulcr a sufrir la pjfi de diez y seis años y medio de pri- 
sión, como autor del detito de homieidio ^nictrado en la ]»er- 
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suna de John Lcwis, ocurrido a l>ordo del vapor inglés «¡£o- 
morodok». surto en el dique 2"> <lel puerto de la expresada ciudad. 



Kn la misma fecha se declaró improcedentes las quejas de- 
ducidas |H>r don Juan l-alor en autos con don Martín Urnitia y 
con don Literato l'ollío, sobre embargo preventivo, i>or des- 
prenderse de la propia exposición del recurrente, eme en el caso 
se trataba de una cuestión procesal resuella en primera y segun- 
da instancia, dentro de los preceptos del Código de l'roeedimien- 
tos respectivo, cuyas cláusulas no habían sido impugnadas de 
inconstitucionales y que, i*ir su naturaleza, no podían dar mar- 
gen al recurso extraordinario agregándose, además, que la cues- 
tión federal que se decia promovida oportunamente, can-cía de 
aquel carácter, con relación a la jurisdicción de la Corte Su- 
pretna. Ma ve/ «pie la violación de los articulo* constitucionales 
cuyo desconocimiento se afirmaba, no tenia relación directa e 
inmediata con la causa ventilad». Artículos 14 y 15 de la ley 
48 y ifl de la 4055). 



Etí diez, y seis del mismo no se hizo lugar a la queja deducida 
por doña -María Celia Medina de Funes en autos con don Seve- 
ro 4)dioa. sobre liso de, escrituras falsas, en razón de que según 
lo expresaba el mismo recurrente, «ta líase de la querella está en 
qtte las escrituras usadas por el querellado «o sirven ni para ad- 
quirir oi ¡Kira prescribir, por cuanto fueron hecbas sin autoriza- 
ción judicial y sin la conformidad del Ministerio de Menores», y 
este antecédeme es líastante para determinar la improcedencia de 
la queja Ínter puesta, pues acredítala que el caso resuelto lo había 
sido por aplicación de disi jos ie iones de derecho común, ajenas al 
recurso extraordinario, según es de ley (art. 14. ley 4«) y de 
constante jurisprudencia. 
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Con fecha veintiuno no se hizo lugar a la queja deducida 
lior don Isidro Fernández en autos con don Angel Vttetta, sobre 
daños y perjuicios, por aparecer <le la propia exposición del re- 
currente, que la cuestión haliía versado sobre la observancia por 
los tribunales locales de los efectos de la cosa juzgada, los cuales 
se decían desconocido en el pronunciamiento materia del recur- 
so, y la Corte Suprema fundada en que los efectos y las con- 
diciones propias de ta cosa juzgada plantean una cuestión que 
es de mero derecho común, ha declarado que el recurso extraor- 
dinario autorizado ]*>r el art. 14 de la ley 4K deducido contra 
una sentencia con ocasión de la cual se ha promovido alguna 
de aquellas cuestiones, no es procedente aún cuando se hubieran 
invocado en segunda instancia Lis garantías consignadas en el 
art. 18 de la Constitución Nacional. 



Kn la causa seguida i>or el Fisco Nacional contra l'eters H nos, 
sobre cobro ejecutivo de pesos, la Cámara Federa! de la Capital 
í utulada en lo dispuesto |ior el artículo 3". inciso 2 f de la ley 
4055, concedió el recurso ordinario en 3» instancia interpuesto 
l>or el Fisco y, la Corte Suprema, con fecha 2h de Septiembre 
de 1927 declaró improcedente el recurso concedido, en razón de 
que la ablación autorizada |*»r el citado articulo se refiere a 
las sentencias definitivas de las Cámaras Federales de Apelación 
y esta condición no concurría en el caso de autos, dado que tra- 
tándose de un juicio ejecutivo queda tanto al actor como al reo 
su derecho a salvo i>ara promover el juicio ordinario. Artículos 
270 y 278. ley nacional N v 50. 



Con fecha treinta no se hizo lugar a la queja deducida por 
don Alfonso Gallardo y Cía. (hoy su quiebra), en autos con la 
Compañía de Seguros íisiwiña y Río de la Plata, en razón de no 
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expresarse por el recurrente <|ne la sentencia de la Cámara Co- 
mercial a que se hacía referencia fuera tina sentencia rlef iitiliva. 
requisito íiic|is|«riisali1c i>ara la pT^«ÍCÍÍCÍít del recurso estranr- 
d murió. { An, 14. ley 4S). 



thtit Curios Posi i outm tti l'rovnula tle San l.uis. sufri r cobro 
tic pesos. 

Sumaría: V Los cieetos de Ja evicciún en el caso de itn juago por 
tntn-jía de bienes, están ct] u ¡parados a los que rigen las 
relacione* entre cnn>]>rador y vendedor, (Articulo 2114, Có- 
digo Civil). 

2 1 - 1 (.a condenación hecha a los herederos del enajena li- 
le sobre restitución del preció de la cosa u de ios daños e 
intereses causados (ior la eviceión, es divisible entre ello*. 
(Articulo 2107. inciso 2"L 

3 V Acreditado los hechos en que se tasa la demanda y 
une encuadran en lo dispuesto por el Código Civil en los ar- 
tículos 1414. 20M9. ¿0%. Xf)7, 2118 y 21 1**. sobre eviceión. 
corresponde hacer lugar a la demanda. 

Casa: Lo explica el simiente: 



KALT.O HK I.A COkTK SllMtfcMA 

FUil-no* Aires, Ociuí>r« .í de V)27. 

\ vistos este juicio seguido |N>r don Carlos Dtise contra la 
Provincia de San Luis, sobre cobro di' pesos del cual resulta: 

ÍJtte se reclama a la nombrada provincia el pago de la simia 
de veinte mil cuatrocientos doce pe$os con sesenta y cilio p cen- 
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Uvos moneda nacional «ue adeuda al actor en cumplimiento de 
la obligación (fe sanear la eviceión de mi campo vendido por ella 
;i Dolores \mstroiu: di- (José, de la cual aq|tél es sucesor, Isa- 
l«*l Anistrong íle 1* toriondo, María Kuisa IXisc de Ur-merc. 
Kma Amstroug v Tomás Saint CJeorgcs Amsirong. 

íjtie |K»r escritura de Ifi de Octubre tle 1894, el gobierno 
de ta Provincia de San Luis transfirió el dominio <!e un lote de 
1 ierra fiscal núm. 10. leí ra A. de h primera sesión. compuesto 
de diez mil hectáreas a las personas nombradas. 

(¿tte éstas a* su turno lo vendieron a do» Carlos (merrero en 
la misma profMirción (pie tuvieron en la adquisición, según es- 
critura otorgada en esta ciudad el 19 de Marzo di- 1806 ante 
el eserilmno don Adolfo Pueyrredón. 

One en 19 tic Diciembre de 1896 Catalina Sta fiord de Bo- 
wers di-maudó ante el Juzgado Federal de San Luis a don ('ar- 
los Guerrero por reivindicación de las diez mil hectáreas aludi- 
das, radicándose el juicio ame esta Curte como consecuencia de 
la citación ríe eviceión hecha i>or la actora a la provincia de 
Córdoliu y siguiéndose la causa contra el representante de ésta 
y el de la Provincia de San Luis, también traído al juicio por 
citación de eviceión. 

One con íeclta 13 de Junio de 1ÍJ07, se falló el pleito con- 
dem'mdosc a don Carlos < ¡tierrero a entregar a la señora Cata- 
lina Stafford de tímye.rs la suerte de tierra objeto de la acción „ 
deducida, todo sin perjuicio de los derechos míe a la provincia 
ele San Luis puedan cor responderle contra la de Córdoha, en 
virtud de la liase cuarta fiel compromiso arbitral citado, fxir el 
valor de este lófte de tierra. Y esta sentencia fué cumplida por in- 
termedio del Juez, de Paz de Imena Ksperan/a. 

Que así privado Oírlos f ¡tierrero de las diez mil hectáreas 
con fecha 19 de Marzo de 1909, dedujo demanda contra sus ven- 
dedores ante el juzgado en lo Civil de la Capital a cargo del doc- 
tor KlajijwMilvich con el fin de obtener el resarcimiento de los 
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1>erjucicios emergentes de la evicción. Kl pleito fué faltad» por 
la justicia ordinaria de la Capital, condenándose a los demanda- 
dos y entre éstos al doctor Carlos l)ose y a doña María I*ose de 
Lirri viere, como herederos de doña Dolores Amstroiuj de Dose 
y en la proporción' de sus resiicctívas partes hereditarias a pa- 
gar ía Mima de treinta mil fwsos y sus intereses en concepto de 
ÜcVdfaii-tón de precio desde Ta fecha de la demanda y Ta que ju- 
rara el ador dentro de la de ciento cincuenta mil |wsos en con- 
cepto de daños y perjuicios, y las costas del proceso. IXm Carlos 
(¡tierrero prestó el juramento estimatorio por el máximum de la 
suma fijada en la sentencia. 

One como los efectos de la evicción estaban destinados a 
repercutir sohre la Provincia de San Luís* el juez de la causa» a 
petición de los demandados, ordenó la citación ríe saneamiento 
de aquella, la cual tuvo intervención en todos los trámites del 
juicio. 

(jue consta en los referidos autos que en cumplimicmo de 
la sentencia de saneamiento, consecuencia de la evicción del cam- 
1»i «K1 Ouincan», el doctor Carlos Dose ha filiad» a don Car- 
lns Cluerrcni la suma expresada de veinte mil cuatrocientos do- 
ce pesos con sesenta y cinco centavos <pie representa la mitad 
de la condenación relativa a la |>artc que en ella correspondía a 
la sucesión de la señora Dolores Amstrong fie Dose, de quienes 
eran, ért virtud de los antecedentes (pie enuncia únteos sucesores 
en sus hicnes, e! actor y doña María Luisa Dose de l.arriviere. 

Que el ;icto jurídico de la dación en |>ae;o del canij*» «Hl 
Otiineau* India i>or San Luis a la señora Dolores \mstronj£ 
de Dose y a los demás adquirentes de que instruye la escritura 
referida de lo de Octubre de 1894, creó la relación jurídica en- 
tre dichos sentires y la provincia. 

Que |Hír la presente demanda el doctor Dose asume el ca- 
rácter de actor respecto de la Provincia de San latís, y reclama 
lo ipil* ha | tacado como consecuencia del saneamiento emergente 
de la evicción acaecida ele un inmuchlc enajenado por In pro- 
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víncia a su causante y «le quien él y la señora de l.arri viere son 
herederos universales. 

Que fundando su }>etición en los arts, 21 18, 211°, 2114, 
2121. 20X9, 2090. 2096, 2097, 2117 y sus concordantes <tc1 Có- 
digo Civil, pule en definitiva se condene a la t*rovincia de San 
Luis al |»ago de la suma de veinte mil cuatrocientos doce pesos 
con sesenta y cinco centavos moneóla nacional, o la que el tri- 
bunal estime justa en consecuencia ele los hechos expuestos, con 
más intereses y costas. 

Que acreditada la jurisdicción originaria de esta Corte, co- 
rrióse a h. 2fi traslado de la demanda a la Provincia de San Luís, 
el que fué evacuado a f s. 36 por el representante de aquella doc- 
tor Tomás Jo iré. exponiendo: 

Que las tierras motivo de esta acción de saneamiento se 
encuentran en la Provincia de San Luis y fueron enajenadas por 
el gobierno de la misma y por el de Córdoba, siendo la verda- 
dera responsable de la demanda deducida esta última provincia. 

Que es sabido que los nombrados estados mantuvieron una 
larga discusión sobre límites, poniéndose de acuerdo en Junio 
28 de 1882 y en la cláusula cuarta del convenio re$|>ect¡vo se 
liactó lo siguiente : «cada provincia se compromete a respetar las 
enajenaciones de su propio territorio hechas por la otra, siendo 
recíprocamente responsables del precio recibido, o de su valor 
a tasación, si no hubiese mediado venta, y quedando a salvo los 
derechos de los particulares en el caso de que ambas hubiesen 
enajenado las mismas tierras». De acuerdo con esta cláusula, se 
sostiene que es el gobierno de Córdoba el responsable por el sa- 
neamiento reclamado en el actual juicio. 

Que entre las provincias citadas se trasmitieron derechos o 
se dividieron bienes, por lo que mutuamente delien responderse 
por la evicción (art. 2089 Código Civil), máxime si se tiene en 
cuenta que esa responsabilidad fué expresamente convenida por 
las mismas en el recordado tratado interprovincial y si la pro- 
vincia de Córdolia enajenó un inmueble que resultó que no le 
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pertenecía, según el laudo * k-J presidente Roca, debe responder 
al adquircnlc de 9a provincia tic San Luis. 

Oue aún cu el supuesto de que no fuese un caso dé citación 
de CVlceión el llamamiento a la provincia de Córdoba, se impone 
lío acuerdo con los principios generales del derecho y lo dispues- 
ta j«ir el art. 62 del Código de Procedimientos para la Capital 
supletoria de la ley N'" 50. 

Oue si la provincia de San Luis tiene acción contra la de 
Córdoba para resarcirse de lo que tenga míe desembolsar al se- 
ñor Dtise, lo mejor será que el actor se entienda directamente 
con el secundo de los estados nominados en lugar de seguir dos 
juicios. 

Oue citada de evicciúu ta provincia de Cónluki. manifestó 
a fs. 43, que no se considera obligada a rcs|«ottder a ella, negán- 
dose cu consecuencia a asumir la defensa de San Luis como lo 
pretende su representante. 

<Jtte hecho saber lo expuesto al representante de la Provincia 
.le San Luis, éste expresó a fs. 60 míe no le constata míe los 
actores tuvieran el carácter hereditario que se atribuyen ni que 
representen el interés que invocan pitra reclamar la cantidad pe- 
dida en la demanda. 

Oue abierta la causa a prueba fs. f$Q vía,, y pr¡ »r lucida la 
que expresa el certificado de fs. 97. alegó sobre su mérito snlo 
la ] arle adora puliéndose los autos al despacho a fs. 84. 

Y Considerando : 

Oue con el testimonio fie fs. 59 ha sido arredilada el carác- 
trr de únicos y universales herederos que corresponde a don Car- 
los Dóse Obligado. Justa lióse de ZeuilHiraiiL Mercedes y Al- 
berto Dose. respecto fie los bienes quedados \nn fallecimiento de 
su i»adre don Carlos lióse, iniciador de esta demanda contra la 
provincia de San Luis y consiguientemente el derecho de aque- 
llos ]Kira continuarla. Art. 3417 Código Civil. 
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<Jue con le is tositmi uitf íjs de escrituras corrientes cíe fs. 1 ¡l 
fs. S. se lia justificado que .don (.arlos Dose y doña María Lui- 
sa Dose ile l-trrivicre, a mérito i le* la compra <lc las acciones y 
derechos a la herencia verificada a su hermano don Luríque. 
iiieor|iorarou a su jiatrimnm'o, |Hir partes iguales, los derechos y 
obligaciones que constituían el de su señora madre doña Dolo- 
res Amsmmg de Dose. 

Ouc la pruelm traída a los autos ha justificado los siguien- 
tes hechos y atilecedeuies vinenladiiS a ta acción deducida: a) 
que cott fecha ló de < ktuhre de 1S94 el gobierno de la provincia 
de San Litis dio en ffigp |H»r entrega de bienes a doña [salid 
Armstrong de lüordoudo, Dolores Annstrnug de Dose. I -lumia 
Annstroug, Tomás Saint ( ¡corees Armstrong y doña María Lui- 
sa Dose de [«¡irrivicre. una fracción de campo denominada «Ll 
(Jutiieaii» con ta extensión y linderos expresados en la escritura 
ipie, testimoniada obra de ís. ÍVJ a fs. 75: tí) que esa [ierra fué 
vendida |kh" los nombrados a don Carlos f ¿tierrero en VJ de Mar- 
zo de 1 S**f » ante el escribano de esta capital don Adofo l'ueyrre- 
dón. Véase testimonio de fs. 2 a 1 I del expolíente agregado co- 
mo prueba (merrero con Arsmtrong ; c) que el 19 de Diciembre 
de duna Catalina Staf íord de líowers dedujo contra clon 
Oírlos (ínerrem juicio de i$in vindicación del campo «Kl Ouiii- 
cau», alegando titulo otorgado j>or la provincia de CórdolKi, la 
(pie fué ciliula de evieción, así como la de San Luis, las cuales 
siguieron el juicio cu defensa de sus sucesores. Por sentencia 
de Junio 15 cíe 1907, esta Corte falló en definitiva él juicio con- 
denando a don Carlos (íuerrero a devolver a la señora de 15o- 
wers el inmuebles reivindicado. Véase el juicio respectivo agre- 
gado como prueba; d) que dcsrwscjdo (¡tierrero del campo ad- 
quirido a los Armstrong inició contra éstos |>or ante el juzgado 
del doctor Klappenltach, juicio ]>or la indemnización de los da- 
ños y perjucios emergentes de la eviceión. el que fué resuello 
condenándose a los demandados a pagar la cantidad de treinta 
mil pesos en concepto de devolución de precio: costas de la es- 



26^ 



FALLOS W, I.A CORTF. SI TREMA 



crilura de compra- venta y ciento cincuenta mi! pesos moneda na- 
cional a título de daños y j>crjmcios por halterios estimado el 
acto* en esa suma la prestar el juramento que le fuera deferido 
sobre et importe de aquellos. Véase ís. ¿77 :i 384; fs. 455 a fs. 
4ó7; y 472 del juicio Guerrero con Aniistrong traído como 
prueba; e) míe tu cumplimiento de esa Silencia don Carlos 
Dosc alionó al actor jior su i»artc o ir rescindiente en la condena- 
ción, fu jo protesta y salvando sus derechos |Kira repetir contra 
ta Provincia de San Luis, la cantidad de veinte- mil cuatrocien- 
tos doce pesos con sesenta y cinco centavos moneóla nacional. 
Véase constancias a de fs. 47K t 523, MX) y 621 del expediente 
citado. 

Que |Mir la presente acción, don Carlos l>ose, hoy sus he- 
rederos declarados, reclaman a la Provincia de San Litis lo que 
aquél ha pngado a don Carlos Guerrero como consecuencia de 
la evicción producida. 

<¿ue equiparados los efectos de la evicción cu el caso de 
un pago |Mir entrega de bienes a los que rigen las relaciones en- 
tre comprador, y vendedor (art. 2114 Código Civil) y admitida 
la divisibilidad tic la condenación hecha a los herederos del ena- 
jenante sobre restitución del precio de la cosa o de los fíanos e 
intereses causados por la evicción (art. 2107, inciso 2 v h el de- 
recho de don Carlos [José para repetir de la Provincia de San 
Luis, vendedora de su causante, la parte proporcional que co- 
mo consecuencia de la evicción ha pagado al .señor Guerrero, 
adqui rente dcs]>oseido, es in discutible en presencia de los hechos 
acreditados en el juicio y de lo dispuesto |Hir los arts. 1414, 2089, 
20%, 2097, 21 18, 21 1» del Código Civil. 

Oue la circunstancia, también demostrada en autos, de que 
la misma provincia de San Luis interviniera en el jucio de rei- 
vindicación y lomara a su cargo la defensa de los derechos dis- 
entidos a sus sucesores a titulo singular, y la de (pie fué citada 
al juicio de saneamiento, seguirlo por Guerrero, excluye toda 
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posibilidad de defensa basado en li>s aris. 2110 y siguientes del 
Código Civil. 

Que la parte demandada, sin desconocer el derecho del ac- 
tor ha sostenido que la Provincia de Córdoba, de acuerdo con la 
cláusula cuan ti del convenio de Junio del año 18S2. es la res- 
|ionsable |Kir el saneamiento, pues ella enajenó un inmueble que 
residió no pertenecer le según el laudo del presiden le Roea, 

Que la cuestión planteada en tales términos ha sido ya im- 
plicitaturuie resuelta por esta Lorie, cuando en la parte disposi- 
tiva de la sentencia dictada en el juicio (pie sirve de antecedente 
a este seguido |>or la señora de Bowers contra Guerrero, categó- 
ricamente expresó que la admisión de la acción de reivindicación 
era «sin perjuicio de los derechos míe a la provincia de San Luís 
pudieran curresi>ondcrle contra la de Córdoba, en virtud de la 
líase cuarta del compromiso arbitral citado, por el valor de este 
lote de tierra». 

Que ello imánala, en efeclo dejar establecido por inter- 
pretación del compromiso del año 18S2. que la venta hecha ]>or 
el gobierno de la provincia de Córdoki a la señora Stafford de 
Bowers debía reputarse en cuanto a su validez como realizada 
|K)r la provincia de San Luis, dentro de cuyo territorio vino a 
encontrarse el inmueble después del laudo, pues de otro modo 
no tiene explicación el derecho que se reconoce al último de estos 
estados ]>ara repetir del primero el precio o valor de ta tierra. 

Que en estas condiciones es evidente que los actores no tie- 
nen relaciones de derecho de ningún genero con la provincia de 
Córdolia y tampoco pueden sin el concurso de su voluntad ser 
competidos a ejercer los que corresponden a su deudor la pro- 
vincia de San Luis respecto del precio, pues aparte de tratarse 
de cantidades que atento su diverso origen natía hace suponer que 
sean equivalentes, aquéllos han podido ignorar en el momento 
de deducir la acción si aquel crédito estaba o no satisfecho o 
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l£n mentó de estas consideraciones se declara que la pro- 
vincia de San Luis está obligada a pagar a don Carlos Dose 
(hoy su sucesión), la cantidad de veinte mil cuatrocientos doce 
pesos con sesenta y cinco centavos moneda nacional, con sus in- 
tereses a partir tlesde la notificación de la demanda a estilo de 
los que cobra el Hanoi de la Nación, en el plazo de treinta días, 
con costas. Notifiques?, repóngase el papel y cumplida ta senten- 
cia archívese, devolviéndose los expedientes agregados. 

A. HL'RMEJO. — RoRLKTO KkPETTO 

— M. Laurencena, — R. Gcido 

A AVALLE. 



Don Javier Castro (su sucesión), contra don Federico tiojas. 
sobre cobro de pesos, fi.vcepcioucs de incompetencia de ju- 
risdicción y de ftiÜa de personería en e! actor. 

Sumario: i'n vecino de una provincia, demandado .-inte los tri- 
bunales de la misma p«»r un vecino de otra, no puede ¡ovo- 
car el fuero federal por razón de las personas. 

Caso: í-o explican las piezas siguientes : 

SENTENCIA TlE LA CÁMARA 2* EX LO CIVIL 

Buenos Airi/s, Mayo 6 do 1027. 

Vistos y Considerando; 

Que el privilegio del fuero federal establecido en el inciso 
2*, del art. 2* de la ley 48, para los vecinos de distintas provin- 
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das o de una de éstas y de la Capital Federal, según la ley 14í>7 
que rielan» ti amplió la réjala consagrada en aquel precepto, so- 
lamente puede ser invocado por la (jarte a cuyo favor está san- 
cionado y no por la otra : en el suh jutfícc por la actora, vecina 
de Catamarca y no por el demandado, domiciliado en esta Capi- 
tal ; según se desprende de la rascón del ser del principio enuncia- 
do y lo ha establecido uniformemente la jurisprudencia de la 
Corte Suprema de la Nación, como puede constatarse en sus fa- 
llos t|ue se registran en los tomos 67, pág. 101 y 98, pág. 253, 

IW estos fundamentos, los aducidos en el último conside- 
rando del auto de fs, 28 y de acuerdo con lo pedido por el señor 
Fiscal de Cámara, se confirma, con costas, la mencionada reso- 
lución, regulándose en esta instancia el honorario del Ur. Ha- 
rreiro Grau en treinta jwsos y en diez jk-sos el del señor Ma- 
quieyra. Rep, la foja. — - Loza. — Scnillosa. — Giijcna. — Ante 
mi: R. 0, Mantilla. 

DICTA MKN DKt. PKOCL'KADÚK l.KXKHAI. 



lltieims Aires, Agosto 9 (1c V)27. 

Suprema Corte: 




la Nación j>or coliro de pesos el vecino de la misma, doctor Fe- 
derico A. Rojas, jior la sucesión de don Javier Castro, que tr: - 
mita ante el juzgado en lo Civil de Catamarca, ha opuesto la ex- 
cepción de incompetencia de jurisdiscción. amparándose al fuero 
federal que, según entiende el demandado, le acuerdan los arts. 
100 de la Constitución Nacional y art, 2" inciso 2 1 ' de la ley 48. 

En ¡mitas instancias le ha sidt» denegada, como es obvio, di- 
cha exección. 

En efecto, el privilegio del fuero federal, como lo estable- 
cen las disposiciones legales citadas y la doctrina invariable y 
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reiterada tic esta Corte Suprema, sólo puede ser invocada en el 
cas» fie autos |Hir la parte adora y nu |>or el demandado, (|tie es 
llevado a juicio ante sus propios tribunales locales. 

Soy por ello cíe opinión cpie corrcs|>onde confirmar la sen- 
tencia cíe fs. 37 en la parte- tiuc ha sitio materia del recurso. 

Horacio R. Lamia. 



I A1.I.O LA COKTK SCPMKM A 

Bueoos Ains. Octubre 3 de J'J27. 

Y Vistos : 

Considerando : 

(Joe en esta causa y con relación a ta jurisdicción federal 
pretendida pnr el demandado, se lia cuestionado la interpretación 
del art. 2», inciso 2" de la ley 48. y la resolución definitiva dic- 
tada por ta t ámara 2? de la Civil cíe la Capital, ha sido contraria 
n dicha pretensión, procediendo por tanto el recurso extraordi- 
nario concedido a fs. 40. 

En consecuencia, ;isi -e declara, y proveyendo al fondo, por 
sus fundamentos y de acuerdo con lo dictaminado jior el Señor 
Procurada Ciencntl y la constante jurisprudencia de esta Cor- 
te, se confirma la sentencia de fio'as 37, en la parte que ha podi- 
do ser materia del recurso. Xntifiqmse. repóu^e el papel y de- 
vuélvanse al trihutial de origen. 

A. &KKMEJO. — j. ÍMOIKROA \t.- 
COKTA. _ RüIlLRTO RkPKTTO- — 

— M. Laitrencexa. — K. Gi/uxj 
Lavalle. 
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Don Leandro Cania (su sucesión). Contienda de competencia 

Sumario : Resultando fie autos que el causante de ¡a sucesión fa- 
lleció cu esta Capital en la casa donde vivía con algunos de 
sus hijos, y que aquí ejerció [Mir largo tieiiiim su profesión 
de escrihaiuj; que aqui falleció su esjxisa y se tramitó el jui- 
cio sucesorio correspondiente ; que según informes de diver- 
sos J laucos de esta Capital y de la Coni| tañía Unión Telegrá- 
fica, el transante tenia aquí su domicilio, corresponde al juez 
de la misma el conocimiento del juicio sucesorio. (Código 
Civil, artículos 94, 98, 99. 3284 y sus concordantes). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL I'KOrrKAUOK ÜK.VKKAL 

Buenos Aires, Septiembre 22 de W27. 

Suprema Corte : 

Se ha t ra liado cuestión de competencia entre el Señor Juez 
de 1" Instancia en lo Civil de la Capital de la Nación y otro en 
to Civil y Comercial del departamento de ta Capital de la provin- 
cia de Hítenos Aires, para conocer en el juicio sucesorio de don 
Leandro Clama. 

Amhos jueces se consideran competentes para entender en 
los mencionados autos, fundándose en que el causante Leandro 
García tuvo, al tiempo de su fallecimiento, su domicilio en sus 
respectivas jurisdicciones y, con el fin de que se dirima la con- 
tienda, han remitido los autus a esta Corte Suprema, de acuerdo 
con lo dispuesto en el art. 9*' de la ley N* 4055. 

Examinadas las pruehas producidas, estimo que resultan 
más convincentes las rendidas ante el Señor Juez de esta Ca- 
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La información testimonial pnu lucida en el juicio abierto 
ante el Señor Juez provincial, única probanza que tiende a acre- 
ditar el hecho en que se fundamenta la jurisdicción atril mida a 
este magistrado, se reduce a la manifestación de dos testigos cu 
el sentido de que «el causante residía accidentalmente cuando fa- 
lleció en la ciudad de Unenos Aires» y que «su domicilio era en 
el pueblo de San Justo», pero sin que tales testaos den razón 
de ninguno de sus dichos. 

En camino, contra esta prueba existe en el expediente se- 
guido ante el juez de esta Capital, la que emana de los informes 
producidos a fs. 66. 75. 78 y 84. respectivamente, por los Bancos 
de Galicia y Unenos Aires. Español del Rio de la Plata y de la 
Nación Argentina, de los eme resulta epte el causante siempre re- 
gistró su domicilio en esta Capital para todas las operaciones que 
realizó con los mencionados establecimientos I «tucanos, a lo que 
debe añadirse el hecho de haberse producido aqui, en uno de los 
domicilios asentados en los libros del Manco Ks]>añol. el falleci- 
miento del señor García, según la partida de fs. 1. 

Si a esto se agrega las circunstancias puntual izadas en el in- 
forme producido a fs. 65 |>or la gerencia de la Compañía Unión 
Telefónica y el hecho de haberse radicado también aqui el juicio 
sucesorio de la canosa pre-muerta del causante, conforme así se 
desprende del testimonio agregado a fs. 14 del expediente segui- 
do ante el Señor Juez provincial, fuerza es concluir ante la pre- 
caria pruelta producida de contrario, que en esta Capital tuvo 
el señor fiama su domicilio al tiempo de fallecer y que. por con- 
siguiente, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 3284 del Códi- 
go Civil y la uniforme jurisprudencia de Y. E., la jurisdicción 
sobre esta sucesión corresponde a los jueces de esta Capital. 

Soy, jior lo tamo, de opinión que la presente contienda de- 
! e dirimirse en favor de la compet encía del señor Juez de l* 
Instancia en lo Civil de esta Capital. 

Horacio R. Larrcta. 
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Bucnus Aires, i Mni.u 3 dt- 1^27. 

Autos y Vistos: 

Los de contienda de competencia tmbada cutre un Juez en 
lo Civil de esta Capital y otro también en lo Civil de la Ciudad 
de I-a Plata, para contu-er en el juicio sucesorio de don Leandro 
<iarcia. 

Y Considerando: 

Que encaminada la prueba de autos a demostrar cuál ha 
sido el domicilio último tlel causante de la sucesión, atribuido a 
esta ciudad ]ior el Juez fie la Capital, y al pueblo de San Justo, 
partido de Matanzas |>or el Juez de La Plata, la contienda pro- 
viene en et caso de que ambos jueces se consideran competentes 
para entender en los autos mencionados, fundándose en el he- 
cho de haber tenido el causante su último domicilio dentro de 
sus respectivas jurisdicciones. 

Que limitada la prueba del domicilio eti la provincia a la de- 
claración de dos testigos que no acreditan la ra/óu de sus aseve- 
raciones y que se limitan a afirmar que aquí residía sólo acciden- 
talmente el señor (Jarcia cuando falleció, dicha comprobación no 
resulla en manera alguna satisfactoria, especialmente si se le 
examina mediante el correspondiente análisis comparativo con 
la prueba traída a los autos del Juez de esta Capital. 

Que. en efecto, a los antecedentes de que en esta ciudad fa- 
lleció el causante de la sucesión, en la casa donde vivía con al- 
gunos de sus hijos, y que aqui ejerció por largo tiempo su pro- 
fesión de escribano, se agregan otros hechos corroliorantes de 
su radicación domiciliaria -en ésta, tales como el del nacimiento 
de sus herederos, que se acreditan por la partida de fs. 10 y 11 
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en las que consta el domicilio tic los padres, y la circunstancia 
de que. fallecida en esta ciudad la señora de (barcia, d'»ña Lco- 
uarda Martínez, aquí tramito el juicio .sucesorio enrrespondicn- 
fc, secúu testimonio del archivo de los tribunales, que obra a 
fs. 40. V a c^tas referencias de años anteriores, se agregan las 
de fechas más recientes a que aluden los informes de tos lian- 
eos de Galicia y Hítenos Aires, fs. 66, de la Provincia tic Bue- 
nos Aires fs. 75, de la Nación ís. 84, del Balicé Español del Río 
de la Plata fs. ?8, rjue se refiere a una ejecución en trámite y 
anota el domicilio de García, donde éste ha fallecido, esto es, 
Avenida de Mayo 9í»2; y, en fin, el informe de la Compañía 
fnión Telefónica fs. <6. míe señala dicho domicilio con un apa* 
rato tic teléfono a nombre de L. Garda e hijos, y que agreda no 
figura ese nombre entre los alionados de San Justo en 1925, fe- 
cha del fallecimiento del causante. 

Otíe debiendo deducirse de lo qiit queda expuesto que el 
señor Leandro Garda se hallaba domiciliado en esta Capital a la 
época en ([lie falleciera, es evidente que, de acuerdo con la ley 
y la enlistante jurisprudencia de esta Corte (Código Civil, ar- 
tículos 94, 98, 9*>, 3284 y sus concordantes; Fallos: tomo 144. 
páginas 145 y 237, y los allí citados, cutre otros}, es a los jue- 
ces de esta Capital a quienes compete el conocimiento del juicio 
sucesorio de referencia, puesto que la jurisdicción sobre la Sffc 
cesión corresponde a los jueces del último domicilio del cau- 
sante, 

Kn su mérito y tV acuerdo con lo dictaminado |*>r el Señor 
Procurador General, se declara que el juez competente en el 
caso es el de lo Civil de esta Capital, a quien se remitirán los 
autos, avisándose al de I-i Plata en la forma de estilo. Repón- 
gase el papel. 

A. Bf.kmkjo. - - J. Figieroa Al- 
corta. — M. Lalkencena. — 
R. Ge roo La VALLE. 
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piscó Nacional contra don Haberío C, Os (tora y don ¡"email 
Lindap, sobre reivindicación. 

Sumario: La venta tic los derecha* <lc posesión sobre el inmue- 
ble materia de la reivindicación, hecha flor el primer posee- 
dor del mismo, sin expresar qnc la tuviera a título de due- 
ño, importa un reconocimiento tácito del carácter precario 
de su iroscsiúii. que te inhabilitaba para prescribir, con arre- 
glo al artículo 4015 del Código Civil, impidiendo, también, 
a sus sucesores unir su posesión a la fie aquél. Art. 2475. 

Caso: ¡jo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEI. Si:.Ñ0R JtÍEZ FEDERAL 

La Plata, Agosto 6 <k* 1923. 

Y Vistos : Este juicio seguido ¡>or el Fisco Xacioual contra 
don Roberto C. Osborn y don Vernon Lindop, sobre reivindi- 
cación de una fracción de terreno situada en la isla Santiago, 
compuesta de diez hectáreas, quince áreas y cincuenta ceutiáreas, 
y lindando por el Xord Este, arroyo Zuliaga; cu medio, con Da- 
vid Vecino y Montis; Sucl Este el mismo arroyo en medio, con 
Manuel Abclla y el río Santiago ; Sud Oeste, el mismo río San- 
tiago: y al Nord Oeste, canal de Zunda. Cirotti y da Monfc, 
hijos de Francisco Eusebio y David Vecino, de los cuales re- 

Primcro: Que el dieciseis de Noviembre de 1920, el Procu- 
rador Fiscal de esta sección, se presentó fundando su acción en 
los siguientes hechos y consideraciones: a) decreto del Poder 
Ejecutivo Nacional de 30 de Diciembre de 1919, ordenando la 
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iniciación del juicio; b) dominio privado y eminente que ha ejer- 
cido el gobierno provincial de Buenos Aires, realizando actos 
de propietario, tales como haljer hecho mensurar en KS92 las tie- 
rras cíe las islas y citación posterior de los ocu| antes ]»rci que 
se presentaran a la < Oficina tle Tierras a solicitar en arriendo sus 
respetivos lotes, hajo apercibimiento de des;,., -jo; c) ley de 
Huero 11 ele lNoy. mediante la cual la I^frislattira provincial de- 
claró inenajcnahlcs l**s terrenos fie la isla, exceptuándolos así de 
la ley general de venta de tierras públicas; el) ley nacional nú- 
mero 4436 y provincial de C )etubrc 4 de l'XH, n| trotando la ven- 
ta heeha |K*r la provincia de líuenos Aires al Gobierno Nacional 
del puerto de La Plata, el que fonnalia parte integrante de aque- 
11a. habiéndose establecido en el articulo K segunda parte fie la 
ley nacional 443/ 1 «pie el hecho de la cesión del puerto no su- 
punía el reconocimiento como de propiedad privada de los te- 
rrenos e instalaciones existentes en poder de particulares sin tí- 
tulo legal, y [xjr el contrario, que la provincia transferiría a la 
Xación, iodos los privilegios, derechos y acciones, para hacerlos 
valer en oportunidad» : e) funda el derecho en los artículos 2342, 
inc. R 250í>. 2521 inc. 4\ 2r>01 p 2o02. 2603, 275$. 2759. 2790, 
2442, 2435, 24 3S y 243* ) del Código Civil, para finalizar solici- 
tando se haga lugar a la acción, en los términos del art. 2794 del 
misiiii» código, con lodos sus accesorios, frutos y productos per- 
cibidos, o que hubiesen dejado de percibir, costos y costas pro- 
cesales. 

Segundo: (Jue a fojas 73 se presenta don Alberto ^anta 
María, con poderes de los demandados, ojwniendo antes fie en- 
trar al fondo del asunto, como defensa general, las exeejiciones 
de falta de personería en el actor e incompetencia de jurisdic- 
ción. 

Contestando la demanda, solicitó su rechazo, con costas, ma- 
nifestando: a \ que el ador jamás adquirió el dominio fie la cosa 
que se pretende reivindicar, de acuerdo con las prescripciones de 
la ley civil, por cuya causa no r* viable la acción, pues falta uno 
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de los requisitos i n dispensa bles que la ley establece (arts. 2758, 
577, 2377, 237S, 2379 y correlativos del Código Civil) ; b) his- 
toria la furnia en que sus mandantes adquirieron ¡a posesión de 
esas tierras, cuyos antecesores las jjoseian a titulo de dueños, 
remontándose esa ocupación por el primitivo trasmíteme al 
1881 ; c) niega que el actor haya tenido alguna vez la 
de esas tierras, afirmando que pudiendo sus mandantes unir la 
suya a la de sus vendedores. o|xme la prescripción de treinta 
años, amarado en el art. 4016 y correlativos del Código Civil, 
para el hqxitctíco caso en que se declarara procedente la acción ; 
d) niega que la tierra de isla actual, que sus mandantes poseen 
a título de dueños, no estuviera en el comercio ; desconoce la exis- 
tencia de actos iuterruptivos de la |w>sesión quieta y pacífica que 
aquéllos y sus antecesores ejercieran sobre esa tierra, para ter- 
minar insistiendo en que aún cuando la reivindicación fuera pro- 
cedente, la prescripción alegada se habría operado. 

Tercero: Que no obstante halarse opuesto como defensa ge- 
neral la excepción de iucompctcncta de jurisdicción, el juzga- 
do, en atención a la naturaleza de la misma, resolvió la inciden- 
cia con carácter previo y en sentido desfavorable a los deman- 
dados, defiriendo a esta sentencia la oportunidad de juzgar la 
relativa a la falta de ]*crsoncría en el actor. 

Cuarto : Abierto el juicio a prueba, se produjo la certifica- 
da a fojas 134 y habiendo las partes alegado sobre su mérito 
quedó el mismo en estado fie sentencia; y 



Primero: Que. ante lodo, debe resolverse la excepción de 
falta de personería en el actor, opuesta como defensa general; 
a este fin, Isisla leer el decreto del Poder Rjecutivo, de fojas 19, 
para concluir en la improcedencia de la defensa. AHÍ se autoriza 
al representante legal de la Nación para «iniciar la acción co- 
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rtespondiente. - . hasta obtener el desalojo de la fracción de tie- 
rra que ocupan, etc. . 

^ÍJut* se entiende por acción correspondiente? KvideiUcmen- 
te la deducida por este juicio cuando los acuitantes se titulen 
dueños, pues declarada su procedencia, recién habría I léanlo el 
caso de los trámites ulteriores tendientes a obtener el desalojo, 
es decir, la completa t vacilación de la tierra ¡mr aquellos que se 
titulaban propietarios; Dé tal manera que el actor ha sido auto- 
rizado en forma a los efectos de la iniciación del presente juicio. 

Secundo: tjue en tal situación, delte estudiarse la excepción 
de prescri]>eión treintcnaria por ser de carácter previo. A ese 
efecto, los den laudados han presentado los testimonios de docu- 
mentos púli líeos de fojas 49 a 72, que justifican la adquisición 
de los derechos y acciones pósese irias del terreno objeto de esa 
posesión, de los cuales resulta que don Pedro (íuilharrexe se |kj- 
sesionó de esas tierras en el año 1SS1 — según su sola mani- 
festación — transfiriendo tales derechos a don Juan Dula, con 
fecha 4 di- M;ir/o de según escritura de fojas 51. pasada 

ante el escribano Kélix \*. Sagastnmc. Otilia Vendió parte de esos 
mismos derechos a Usbum y Lind»p i>or escritura de 11 de 
AgostQ de l"11 v otras |*artes. a Luis líeynal < VCoutipr ( f s. 
54) ; Ktelviua Rodríguez de Klomherg ( f >. 57 i ; a ( >shorn. lío- 
binson. llore y l.índop ( fs. ft*K (Vi, í>2 y 71 J. ipiieues a su vez 
los transí i rieron a los demandados, y es a islas posesiones uni- 
das que los demandado* se amparan para prescribir el dominio 
del actor i pen» de acuerdo cois [o estatuido en los artículos 
y 4H|5 df! (VjiIí-o Civil, el liempo transcurrido desde el año 
180.1 a Í:B^Q etj que SC interpuso la pn-M iiie demanda, no alcan- 
za l"s treinta años (pie exigen aquellas dísiiosietoues para adqui- 
rir la propiedad sin justó título ni buena fe. Y ni* puede to- 
marse eonio punto de partida otra fecha que no sea* la ríe la 
escritura de fojas cincuenta y uno ( 1S''I i, aunque alli se diga 
que la posesión se ejerce desde 1881, por no haberse justifica- 
do la adquisición del primitivo poseedor, en cuyo caso los de- 
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mandados no pueden unir aquellas posesiones a las suyas (ar- 
tículos 2474, 2475 y 4015, C Civil). Y no ha de sostenerse por 
cierto, que la pruetia testimonial rendida, demuestre la posesión 
quieta, continua y ixicíficainente ejercida durante un término 
mayor que el requerido por la ley. ya que los testigos uo hacen 
referencias a fechas precisas, ni apoyan sus declaraciones en an- 
tecedentes que puedan darles peso y autoridad, esto en cuanto al 
hecho material de la ocupación, ha dicho la Suprema Corte Na- 
cional en diversos juicios de esta Índole, «que i>or lo que res- 
pcefa al ánimo de dueño con que aquella se habría ejercido, aque- 
lla prueba es lamhién deficiente, Xo es posible, en efecto, con- 
siderar acreditado ese requisito esencial de la posesión para ad- 
quirir el dominio, con meras aseveraciones de Ustigos que no 
se fundan en hechos (■ circunstancias de las cuales se infiera 
con evidencia la intención de someter la cosa poseída a ejercicio 
de nn derecho de propiedad, Decir que el ocii^nte ha tenido 
el inmueble como dueño, es expresar una simple opinión o un 
juicio personal de testigo- Lo que al juez interesa conocer para 
formar su criterio sobre el carácter de la po,scsÍón que se inten- 
ta prokir, son los hechos externos en que se ha traducido el 
«¡ttiimiis domíni» hechos que deben revelar inequívocamente ese 
propósito, tío bastando para ello, la simple ocupación de la tie- 
rra, su cultivo o la percepción de frutos porque tales actos son 
comunes a toda clase de posesión, es decir, son ambiguos y no 
pueden. por tanto, servir de base jsira declarar adquirido d do- 
minio sin «justo titulo» (Gobierno Nacional contra Duncan 
Muuro), 

Tercero; Que el demandado no ha internado probar nin* 
mttl otro lucho que revele el ejercicio del dominio, tal como 
una mensura, pago de impuestos, o algo semejante, toda vez que. 
del contenido de las aludidas escrituras de fojas 49 n 71 uo se 
desprende la intención de trasmitir las tierras, de lo que. lógica- 
mente se deduce que la ocupación fué precaria y sin otro pro- 
pósito que el de explotar los montes, que en realidad constituyen 
el objeto de las cesiones. 
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Cuarto : Que en cuanto a la acción deducida, uo obstante su 
condición de i>la, a la 06 ha llegado artificialmente, jx>r la cons- 
trucción del puerto de Plata, la isla Santiago, evidentemente 
es una propiedad privada del Estado, que nunca ha salido de su 
dominio, trasmitida en plena propiedad, por virtud de las res- 
petivas leyes de 1904. al Gobierno de la Nación, perfecto titu- 
lar, asi, de un derecho indiscutible sol t re ellas. 

Quinto: Que es indudable que la provincia cíe Buenos Ai- 
res ha podido transferir al Gobierno de la Nación, todos los de- 
rechos y acciones relativos a la isla o monte Santiago, como 
quiera que no se ha justificado en autos que esas tierras hubie- 
ran salido del patrimonio provincial, al que estuvieran compren- 
didas en alguna de las mercedes hechas a particulares ]>or los líe- 
yes de Esjwiüa o sus representantes, habiéndose demostrado, por 
el contrario, que aquel gobierno afianzó sus derechos jx>r tile* 
dio de decretos y mensuras ver fs. 104 vta.) 

Sexto: Que las consideraciones anteriores conducen necesa- 
riamente a aceptar como hechos indudables : a) que la Nación 
como cesionaria del Gobierno de la provincia de Buenos Aires, 
tiene el dominio sobre las tierras de la isla Santiago; b) que Os- 

yn caso la acción deducida es procedente, de acuerdo con el ar- 
rien lo 2758 del Código Civil. 

l'or todo ello y definitivamente juzgando, fallo: haciendo 
lugar a la nerum y eondenaudo a don Roberto C. Osbom y don 
Verunn Lindop, a devolver al actor, dentro de diez días de eje- 
entortada la presente, el bien deslindado al principio, con los fru- 
tos y productos percibidos o dejados de ¡icrcibir, desde la fecha 
de la deman -Ui. >iu perjuicio de los derechos de los demanda- 
dos para ra lámar el impurte de los gastos necesarios efectua- 
dos en el inmueble y de las mejoras útiles hasta la concurrencia 
del mayor valor existente, compensable con los frutos que deban 
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La Plata, Mayu 5 de 16*24. 

\'istos : Considerando : en cuanto a la nulidad : 
Que el clecreto de fojas 40 ha sido presentado rn estos au- 
tos, como uua declaración que se atribuye al Ministerio de Obras 
Públicas reconociendo el dominio de los demandados : y la apre- 
ciación de esta pruclia en la sentencia, o su omisión al respecto, 
conduce a la justicia o injusticia del fallo, pero de ningún modo 
a la nulidad. 

En cnanto a la apelación : 

Que si bien es cierto qr la Nación puede ejercer la acción 
de reivindicación de estos autos a mérito de ser cesionaria de 
los derechos que le transfirió la provincia, también lo es que 
contra ésta pueden oi>onerse todas las defensas que hubieran 
podido calx-r en contra de la ci-dente. 

Que la excepción fundamental aducida por la jarte deman- 
dada, como defensa general de su derecho es la de prescripción 
treintenaria. fundada en la jxwesión qux* han ejercido sobre la o>- 
sa reivindicada durante más di* treinta anos, c< Hitados éstos 
uniendo las posesiones de los demandados con las de sus antece- 
sores, desde lfííil en afielante, hasta la fecha de la presente de- 
manda; y es evidente que tanto la prescripción como la dicha 
unión son legalmente posibles, en el caso, de acuerdo con lo dis- 
puesto en los arts. 3951 y 4006 del Código Civil. 
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(Jue para probar el hecho de la posesión, los demandados 
han exhibido los titulo* que corren agregados de tujas 49 a 72. 
que acreditan la compra que don Juan buha hizo a don Pedro 
Guilharrexe, en 4 de Marzo di* 1891, de «un monte compuesto 
de siete mil plantas de sauces y las derechos de posesión al te- 
rreno sin interrupción alguna, desde 1881, ele* Kstos derecho?, 
posesorios, por diversas escrituras públicas son transferidos a 
los demandados. 

Que tales escrituras, por sí solas, T m constituyen indudable- 
niente. [a prueba del dominio, ni aún de la posesión, ni vale tam- 
poco asimismo la manifestación de (milharrexe de hallarse en 
posesión desde el año 1891. Pero unos y otra estudiadas junto 
con la proel ia testimonial ofrecida, corriente de fojas 122 a fo- 
jas 133. constituyen plena prueha de la {«sesión alegada y jus- 
tifican la de f tusa de prescripción treintenaria. 

Cierto es que los testigos se limitan a contestar afirmati- 
vamente las preguntas del interrogatorio preparado \mt la parte 
demandada, pero todos dan acabada razón de sus dichos al ser re- 
preguntados : el testigo José Cerri ( fs. 10 ) . dice saber lo 
|H»r público y notorio, haberlo visto, tener 
haber estado en la isla infinidad de ocasiones, conocer 
mente a los propietarios de dichas tierras, etc. Cnsústomo 
rre¿ í ts. 1 1 h sahe cuanto declara y le consta por haber vivido en- 
tre esos montes desde el año 1880... Alejandro Savio ( fs. 12), co- 
noce los hechos. por haberlos visto, conocer personalmente a los 
demandados y haber conocido siempre :l líuilharrexc, Osborn. 
Duba y I.indopcomo únicos dueños,.. Vicente Cal/.etm ( fs. 13). 
afirma que todo lo declarado lo sabe y le consta por conocer esos 
lugares desde más de M) años ; que al primero (pie conoció en 
esos parajes íué a ( milharrc .\e el año 1881, a quien vió trabajar 
la tierra cmun pr« jpielario. I* 1 tni-mo que al señor Duba v a los 
actuales propietarios l.indop y < Mioni, que siempre los ha te- 
nido por dueñas por habérmelo inani testado ellos mismos y que 
nunca han sido molestados por nadie en la posesión, etc. 
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MI interrogatorio de fojas i 22, contestado afirmativamente 
y aclarado en la forma transcripta, da a la declaración de los 
testigos la fuerza legal necesaria |«ira constituir plena prueln. 

Si Guilharnxe es poseedor desde 1K81, trabajando y plan- 
tando la tierra» construyendo obras de defensa contra las aguas, 
si en 1891 vende a Duba el monte y los derechos ele posesión; 
si este trasmite a varios esos derechos y los demandados los ad- 
quieren para sí. no es posible desconocer la intención de lodos 
los poseedores de adquirir el dominio, pues i» contrario resulta 
inexplicable por ilógico e inverosímil y hasta los términos mis- 
mos de la escritura de fojas 51 demuestran que lo que se tras- 
mite, además dle monte, no es sino un derecho a la presentación 



No puede exigirse a los testigos otro conocimiento de las 
cosas pasadas ante sus fijos que el (pie ellos mismos manifies- 
tan, y si bien es cierto, se repite, que el interrogatorio les faci- 
lita, 'visiblemente, las contestaciones, cúlpese al actor no halarlo 
impugnado oportunamente o no haber repreguntado a los tes- 
tigos en la forma aclaratoria que hubiere deseado; pero no es 

nvi. cuando de ellas se desprende claramente el propósito de los 
declarantes y el conocimiento que tienen sobre las cosas motivo 

Que de la prueki citada, instrumental y testimonial, resulta 
que la posesión invocada |*>r los demandados les da derecho de 
dominio sobre la tierra poseída, y que este puede ser opuesto, 
legalmente, a las pretcnsiones del actor, sin necesidad de ama- 
rarse a la bondad del titulo escrito tii en otras circunstancias, 
toda vez (pie está demostrado que los poseedores, desde el pri- 
mero han poseído en interés propio (art. 4010, Cód. Civil). 

Que los actos interruptivos de la prescripción, que el actor 
pretende hacer valer, no son tales, ni tienen el efecto legal que 
pretende, ante el hecho probado, de que los demandados, ni sus 
antecesores han sido molestados en la posesión |tor actos mate- 



so; 
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ríales directos ni por demanda judicial albina. I-as disixisicio- 
nes administrativas sulmr mensuras, citación de aupantes u otras 
[tarecidas no son actos interruptivos, en tanto no tienen su eje- 
cución directa entre los poseedores y éstos reconocen expresa o 
tácitamente el derecho del Ejecutivo (arts. 39H4 y siguientes del 
L. ti vil). Menos aún en casos como el de autos, en que se trata 
<le tierras rodearlas |ior otras de propiedad fiscal, vecinas del 
puerto y del arsenal, que han requerido frecuentes estudios y 
operaciones ^eoílésicas t>ara su establecimiento y ampliación; y 
tales operaciones, de simple carácter administrativo, no son las 
de deslinde, únicas, de esta naturaleza. que pueden implicar un 
reconocimiento del derecho ajeno por parte del poseedor. 

l'nr estos fu tutanientos, no se hace lujjar a la nulidad, se 
revoca la sentencia de fojas Í4íi y no se hace lutfar a 7a de- 
manda, con costas. Xotitíquese. — Antonio A. Mun'vnaro, — 
A'. Guido t*m!üllf, — José Mono («i disidencia). 



DISIDENCIA 

J.a Plata, May.. 5 de 1924. 

Adhiero al fallo de esta Cámara en lo que hace al recurso 
de nulidad (pie rechaza |>or infundado, pero disiento sohre el 
otro recurso. 

Ku las escrituras de fojas 49 y siguientes con que los de- 
mandados Oponen la preserijjción treintenaria. no se hace la me- 
nor mención del ánimo de poseer como dueño, indispensable |>a- 
ra ¡Hrtler adquirir la cosa de ese modo arts. 4015 y 4016 del C o- 
di.U'o Civil), V. en efecto: con la escritura de fojas 51, del 4 de 
Marzo de I S* * 1 [ veinte y nueve años y meses antes de la de- 
manda de estos amos), don iVdro Guilharrcxe. vecino que fué 
fie Ensenada, vendió a don Juan Duba no más que un monte 
ile propiedad, compuesto de siete mil plantas de sauces y los de- 
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rcc! as de líosesióu al terreno en que se halla plantado de 

seis cuadras de frente..., por sus fondos.... asurando estar 
en posesión sin interrupción alguna desde el año 1881. Y sólo 
a base de dicha escritura de fojas 51. con los iustrumeutsí» que 
obran a continuación, los sucesores de don Juan Duba en nú- 
mero de diez u once, hasta llegar a los últimos (los demanda- 
dos), años más tarde, se limitaron a vender ü ceder las accio- 
nes y derechos que les correspondía fe podía corresi>ouder sobre 
la posesión del terreno . . . 

Por lo demás, las declaraciones de los testigos, en que con- 
siste el resto de las pruclwis, no expresan hechos hien definidos 
de los demandados y sus antecesores, por los que se pueda juz- 
gar acreditado aquel extremo de la prescripción, salvo «la pose- 
sión precaria que nunca da lugar a la prescripción |>or más tiem- 
po que dure esa posesión» (arts. 4015 y 4016 citados). 

Tanto es, pues, asi que aún de adm ¡tirios por las declaracio- 
nes de los testigos, como más o menos fundadas, siempre esta- 
rían en pugna con las de los mismos interesados en cuanto que, 
según dichas escrituras, jamás se han atribuido otra posesión 
que la de simples poseedores u ocupantes y nunca el dominio 
por ningún concepto, hasta en sus actos más formales de adqui- 
sición y extinción fie sus derechos. 

Atento estos fundamentos y los del fallo apelado, voto por 
su confirmación. 

José Marcó. 



FALLO VE LA CORTK SUPREMA 

Buenos Aires, OctuUrt 5 de 1927. 

Vistos y Considerando : 

Que la acción del Gobierno de la Nación para reivindicar 
facción de tierra a que se refiere la demanda, del ixnlcr de 
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los actuales |5oseedores, señores Qsborn y Lindóp. como adqui- 
rente en propiedad de la isla «Monte Santiago', en la que está 
comprendida aquélla, ¡»nr compra que hizo al Gobierno de la 
Provincia fie Buenos Aires el 4 de Marzo de 1904, ratificada 
más adelante por el Congreso Nacional y la Legislatura Pro- 
vincial, es indiscutible, i*m como la Nación en su carácter de 
persona jurídica, está sometida a las mismas prescripciones (me 
tos particulares según el articulo 3* >5 í del Código Civil, y ha si- 
tio Alegada la lie treinta años por los demandados para repeler 
dicha acción, es el caso de ver sí ella se ha producido, adquirien- 
do aquéllos por tal anisa el dominio del referido inmueble. 

Oui- seijún declaran los testigo presentados [mr los 
dados, José Ccrri ís. 129), Hotiifadb Gutiérrez íís. 
Alejandro Savio ís, 130 vta.) y Vicente Caketá fís. 131 vta.). 
veeinos de la isla « Monte Santiago*, don Pedro Guilharrexc 
ocn|H) en U381 d terreno antedicho donde construyó un rancho 
_v un gallinero^ hiz» plantaciones di- sanees y levantó terraple- 
nen Dar» ít< 'Tenderlo de las mareas y facilitar su explotación. 
l*epi además dé adolecer esas declaraciones de las fie í ¡ciencias 
que hace notar la semencia de ís. 14ó y el voto cu disidencia de 
la fie ís. \u?. tampoco de ellas podría deducirse, necesariamen- 
te que lo ocujara a titulo de dueño, pin ¡ue bis hechos a que se 
refieren puidcn concurrir, aunque la ocultación responda a otras 
causas, niá\¡]nc cuando no si- menciona ningún otro, tal como 
una mensura, el pago de contribuciones, o algo semejante c¡jtte 
demuestre claramente el ánimo de tenerlo para si, de Guilha- 
rrrxe. Véanse fallos registrados en los lomo 1 22. pág. 114* tomo 
I2f*. pág. \M y m y tomo 131, pág. ÍSS, 

(Juc en cambio d gobierno de la prtivncia hi/o practicar 
la mensura de la i>la Santiago por el ingeniero don Faustino 
Krau/r vil 1S''J, »m que Juan I >uha sucesor desde el 4 de Mar- 
zo de IS 1 '! de t iurlharrrxc. sey;úu escritura de fs. 52, y ante- 
cesor de l"s demandados, luciera observación alguna, según re- 
sulta del informe di* la sección f Geodesia de la Dirección Gene- 
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ral de Tierras de la Provincia (.fs. UU a 10í>), y si l>ien. como 
lo declaró esta Corte en los tres últimos fallos citados, que re- 
cayeron también en juicios de reivindicación seguidos iKir el 
línlncrno de la Nación contra poseedores de otras íracciones de 
tierra de la misma isla, «ludria estimarse míe la mensura no 
constituye mi acto interruptivo de la prcscri|>eión. demuestra su- 
ficientemente que el gobierno de la provincia de Buenos Aires 
conscr vaha la posesión y propiedad de los terrenos de referen- 
cia en dicha época porque no se explica de otra manera que 
ella se huí ñera ejecutada en tal forma, tratándose de propieda- 
des IKirlievilares ; y esos antecedentes que constan en documen- 
tos públicos, no i meden ser desvirtuados en su alcance y en sus 
efectos por la declaración de testigos acerca de la posesión cual- 
quiera que sea el valor que se pretenda asomarles», Puede oli- 
servarse. además, en este caso que citados en por el inge- 

niero Krau/.e, antes de proceder a la mensura, los poseedores de 
lote* de la isla «Monte Santiago» tiara que presentarán los títu- 
los en virtud de los cuales poseian. Duba, sucesor de (inilharre- 
xe como se ha visto, desde el año anterior, no cumirarecb a ese 
fin. mediando además la circunstancia de que la fracción recla- 
mada en este juicio im estala ocupada |»or él. sino por Santiago 
I-erro y Cía., como puede verse por el citado informe de la Ofi- 
cina dé Geodesia de la Provincia de fs. 104 a 10fi. antecedente 
que hace presumir una interrupción en la posesión, sin que los 
demandados havati probado que no existió, o que no duró el 
lum|H> necesario para interrumpir también la prescripción. 

f )ue según se ve, de la prueba testimonial y antecedentes 
referid"*, no resulla la demostración c< incluyente ilc que el pri- 
mer posador de la tierra en reivindicación la Im hiera tenido 
con ánimo de dueño, v en vez de eso, de la transferencia hecha 
por él a favor de Dolía fs. 52), puede deducirse lo contrario, 
pues mientras le vende hs derechos de posesión sobre aquélla, 
sin decir que la tuviera a título de dueño. |r, que evidentemente 
importa un reconocimiento tácito del carácter precario de mi i*»- 
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sesión, que le inhabilitaba i>ara prescribir con arreglo al art. 
4015 del Código Civil, impidiendo también a sus sucesores unir 
su posesión a la de aquél art. 2475, Agirte de esto, dados los 
términos de la transferencia mencionada, ella no podría consti- 
tuir en ningún caso el vínculo de derecho exigido por la ley 
para unir ambas posesiones art, 2476. Nota del Dr. Vélez Sárs- 
field al mismo. Auhry et Kan, tomo Z\ párrafo i SI. 4" edición. 

Oue siendo asi, y no pudiendo computarse. ix>r lo tanto, 
l>ara prescribir, el tiempo de posesión de Guilharrexe, aún en la 
hipótesis ile que SUS sucesores la hubieran tenido con ánimo 
de dueño, la prescripción no ha |xidido cumplirse en su favor 
porque desde el 4 de Marzo de 1891 en que aquél cedió sus de- 
rechos ile posesión a Dulm hasta el 16 de Noviembre de 1915, 
en cuya fecha se entabló esta demanda, no hahian transcurrido 
los treinta años que |xira ello exige la ley art. 4015. 

Que el reconocimiento de su dominio, míe según los de- 
mandados hizo el Gobierno de la Nación por el decreto del 30 
de Abril de 1015. que obra a fs. 40, no es tal en realidad, y 
en todo caso carecería de eficacia, como se demuestra por las 
consideraciones siguientes: a) que al decir el decreto aludido, 
en ni preámbulo que los señores Osborn y Lindop solicitan 
permiso para dragar el Río Santiago, «frente a una isla de que 
Son propietarios», lia querido referirse indudablemente al ca- 
rácter de tales que se atribuyen los mismos, pero esto no puede 
interpretarse racionalmente como un reconocimiento de sus de- 
rechos de propiedad, máxime cuando una resolución de tal na- 
turaleza y alcance, no se explicaría sin que hubiera mediado una 
gestión especialmente encaminada a ese objeto, y sin que fuera 
I -recedida de los fundamentos que la justificaron debidamente; 
b) que estantío suscripto el decreto en cuestión únicamente por 
el Ministerio de Obras l'úblícas de la Nación, carece de valor 
como acto jurídico hábil para dar por reconocida la propiedad 
de la cosa i*>r la Nación en favor de los demandados, pues tal 
reconocimiento llevaría implícita la renuncia de los derechos de 
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posesión y dominio que ella adquirió de la provincia, sobre esa 
liarte fie la isla «Santiago», para lo cual el mismo Poder ¡eje- 
cutivo necesitaría autorización legislativa, so pena de nulidad. 

Por estos fundamentos se revoca la sentencia apelada y se 
hace lugar a la demanda, declarando que los demandados deben 
devolver al ("¡ni tierno de la Nación ta tierra de referencia dentro 
de treinta dias con los frutos percibidos y dejados de percibir 
sin perjuicio de los derechos de aquellos para reclamar el im- 
fHtrte de los gastos necesarios efectuados en el inmueble y de 
las mejoras útiles hasta la concurrencia del mayor valor exis- 
tente, compensables con los frutos que deban restituir. I-as cos- 
tas |Kir su orden, Notiíiqucsc y devuélvanse/debiendo repmier 
el i>upc1 en el juzgado de origen. 

A. Bermejo. — j, Fku ekoa Ai.- 
corta. — Roberto Ueprtto. — 
M. Laihencen'a. 



l'ascuai LnpphlO, su extradición, a solicitud de las autoridades 
del Reino de Italia. 

t 

Sumario: Llenadas las prescri[>ciones del tratado especial con el 
reino de Italia, de 16 cíe Junio de ISKó. procede Imeer lu- 
gar a la extradición. 

Caso: 1." explican las piezas siguientes: 
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SEMENCIA DKL J VEZ FEDERAL 

Buenos Aires, Octubre 4 tic I92Ó. 

Y Vistos : 

El pedido de extradición presentado [xir la embajada de Ita- 
lia, a requ ir ¡miento del juez instructor ante el tribunal de Pal- 
mi, del detenido Pascual Luppino. italiano, de veintiséis años 
de edad, soltero, jornalero, domiciliado en la calle Pacheco nú- 
mero 2580. 




í* Que con fecha 2 de Abril del corriente año, la eml>ajada 
de Italia solicitó la detención provisoria y la consiguiente ex- 
tradición de Pascual Luppino, en virtud de la orden de captura 
que en varios ejemplares de un mismo tenor corre de fs. 3 a 8. 
traducida a fs, 2, en la que se sindica at nombrado como autor 
del delito de homicidio voluntario previsto en el art. 364 del 
Código Penal, por haW el dia 4 de Junio de 1923 en territo- 
rio de Seminara, con el fin de matar a Antonio nellentenío in- 
ferido a este una puñalada que le produjo la muerte. 

2* Oue si bien la nota de la embajada y la traducción de fs. 
2 figura el 4 de julio de 1925 como la fecha en que se perpetró 
el homicidio, los originales de fs. 3 a S traen todos la fecha 
4-6-1923, por Id que se ve que tanto en la nota de referencia 
como en la traducción se ha cometido un error de fecha. 

3- Ouc di u nido PaM-ual Luppirui. se le turnó declaración a 
fs. 12 al solo efecto de comprobar su identidad, coincidiendo to- 
dos los datos suministrados |)or el detenido y que constan en su 
pasadme de fs. 17 con los que se consignan en la nota de la 
emkijada de fs. 1 y rectificación de fs. 38. 
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4* Que carrillo traslado a la defensa, ésta sostiene que ha- 
biendo estado el requerido en esta Capital el 4 de Julio de 1925, 
no puede ser la misma persona a que se refiere la nota de fs. 1 
y que, además, los recaudos son insuficientes. El Procurador 
Fiscal opina que del* hacerse lugar a la extradición solicitada 
por estar reunidos en autos todos los requisitos exigidos en el 
art. 12 del Tratado de Extradición con Italia del año 1886. 

Y Considerando : 

Que no necesitando legalización los recaudos presentados 
por haber sido introducidos por la vía diplomática y estando com- 
probada la identidad el requerido, el mandato de prisión dic- 
tado iwr juez competente y la copia del artículo pertinente del 
Código Penal italiano, se encuentran reunidas las condiciones 
que establece el tratado mencionado. 

Por ello resuelvo : hacer lugar al pedido de extradición for- 
mulado por el Reino de Italia contra el detenido Pascual Lam- 
pino y consentida que sea esta resolución, póngase al expresado 
sujeto a dis,>osición del Ministerio de Relaciones Exteriores y 
Culto, a sus efectos. 

Mif/ucl /.. Jantus. 



VISTA DKL FISCAL DE CÁMARA 



Exma. Cámara : 



Los documentos presentados j>or la Legación de Italia en 
apoyo del presente ludido de extradición del sujeto Pascual 
Luppino, llenan cumplidamente los requisitos exigidos por el art. 
12 de la Convención sobre extradición celebrada entre el go- 
bierno requiriente y nuestra República, desde el momento que se 
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han acomiaíiado copias auténticas del 
ditlo por el tribunal competente y de las disijosiciones téjales 
aplicables a los hechos delictuosos imputados. 

La identidad de la persona requerida se halla perfuctamen- 
te comprobada en autos con la declaración prestada a fs. 12 por 
el sujeto Pascual Uippino. asi comf> con el documento agre¿do 
a fs. 17; y : «jr otra parte, lns delitos imputados son de los que 
autorizan la extradición, puesto que están comprendidos dentro 
de la enunciación que contiene el art. 6 de la expresada conven- 



¡Jtte sustenta la objeción formulada ¡mr 
la defensa respecto de la identidad del solicitado, carecen de 
fundamento y se hallan destruidas con el documento aclaratorio, 
cuya cufia corre agregada a fs. 38. 

En su consecuencia, soy de opinión que corresitoude se sir- 
va V. K. confirmar la sentencia apelada de fs. 42. que declara 
haber lugar a la extradición del sujeto Pascual Luppino. que so- 
licitan las autoridades del Reine» de Italia. 



Manuel H. tic Juchare na. 



SKXTKXllA tiÉ I- A CÁMARA JT-IUvJiAI. 

Bucrow Aires, Noviembre 2*) de 1927. 

Y Vistos : 

J'or sus fmidamento'i y de acuerdo con lo expuesto y pedi- 
do |Mtr el señor Procurador I'iscai de Cámara SC confirma, con 
costas, la semencia arlada de fs. 42, que hace lugar a la extra- 
dición de Pascual I.uppino. solicitada por las autoridades dei 
Keitio de Italia. Devuélvase. — />'. Xasar Andwrcna. — Mar- 
celino Est illada. — T, Arias. — I. P, Luna, 
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DICTAMEN UEI. SEÑOR l'KOCI'RAUUK GFNERAL 

Buenos Aires, Fubn-ro 18 di: 1927, 

Suprema Corte: 

Por los fundamentos de la sentencia recurrida y considera- 
ciones concordantes del Ministerio Fiscal, pido a V. E, se con- 
firme la referida sentencia dictada por la Cámara Federal de 
Apelación de la Capital, que hace lugar a la extradición del su- 
jeto Pascual Luppino, solicitada por las autoridades del Reino 
de Italia. 

Horacio R. Larrcta. 



l-AU.O m: I-A CORTE SUPREMA 

Buenos Airt's, Oclubrt' 5 de 1927. 

Vistos: estos autos Manidos ctmtra Pascual Luppino ¡ior 
extradición solicitada |x>r Italia, vía diplomática y. 
■ 

Considerando ¡ 

Que las piezas acompañadas |wir la real embajada de Italia 
al Ministerio de Relaciones Exteriores, y remtidas por éste, al 

tan que se ban llenado las prescripciones del tratado especial 
con aquella nación, art, 12 de K> de Jimio de KSRT. (ley 30.15). 
art. 6¿S del Código de Procedimientos en lo Crimina 1 . 

Que los reparos opuestos por la defensa de Luppino, sohre 
su identidad personal y la fecha en que liabria sido eíect uado el 
cernen que motiva la extradición, han sido contestados satisfac- 
toriamente por el Ministerio Fiscal en ambas instancias (fs. 32 
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y 45). y especialmente por la indagatoria de aquél en cnanto de- 
clara considerarse la perdona requerida (fs. 13 vta.) P circuns- 
tancia esta que des|>eja cualquier duda a ese respecto y que 
constituye el objeto principal del procedimiento de extradición, 

I\ir esto* fundamentos y de acuerdo con lo dictaminado ]w 
el .Señor 1'nn.urador General a ís. 55. se confirma la sentencia 
apelada de fs. 4K. Xotifiqucse y devuélvase. 

A. Bermejo, — j. Fioi kkoa Al- 
corta. — RoBLRTO lÍKl'ETTO. — 
— ■ M. La TREN CRN A, — R, GUIPO 
/.AVALLE. 



Señores Maníanle ff entumas y Cid. contra don Adolfo /í.í/vr, 
sobre cobro de ¡'esos. Contiendo de rom pe teñera* 

- 

Sumario: VA juez competente jrara conocer en los pleitos en que 
se ejercitan acciones ]>ersoiiales, qpn preferencia al del do- 
micilio «leí demandado, es el del lugar convenid*; explícita 
o implícitamente |xtr las |»rtes para el cumplimiento del 
contrato, cualesquiera (pie sean las prestaciones que se de- 
manden, principies o accesorias. (Código Civil. arL 1212 y 
correlativos: Código de Procedimientos de la Capital, ar- 
ticulo 4*; ley 32, titulo 2*, partida 3*), 



Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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Itut'iins Aires, Nimcmb-cr V) ile V>?7. 



Suprema Corte; 

Ante el Jugado de Comercio de la Capital luderat. lniy a 
cargo del Dr. A. N. Matienzo. la razón social Maníante linos, 
y Ci.a, M comercio de esta plaza, demandó a don Abdo Esper 
establecido con casa de comercio en Río Seco ( Provincia de Tu- 
cumán), por cobro de la suma de mil ciento catorce jkísos con 
setenta y cinco centavos moneda nacional» proveniente de un 
contrato de compra- venta de carácter mercantil. 

La operación se realzó en esta Capital, donde se entregó y 
cargó la mercadería por cuenta y riesgo del adqui rente, y decre- 
tado un embargo preventivo en garantía de la deuda se libró 
exhorto al juez comj wtenie de la ciudad de Tucumán para su 
debido diligenciamiemo, motivando esta requistoria la contien- 
da de competencia promovida ante dicho juzgado, en la cual am- 
twis jueces se declaran con jurisdicción para conocer en el juicio 
de referencia y que V. E. está Iterada a resolver. 

Es indudable que el juez competente para conocer en este 

Federal. En efecto, de acuerdo con la 
constante y uniforme de V. E.. ha quedado esta- 
blecido en sus fallos (entre otros, el que se registra en el tapia 
125. página 206) que «es juez competente para conocer en los 
pleitos en que se ejercitan acciones personales, con preferencia 
al del domicilio del demandado, el del lugar designado explícita 
o implícitamente por las partes para el cumplimiento del contra- 
to, cualesquiera que sean las prestaciones que se demanden, prin- 

Esta doctrina es de aplicación al caso ocurrente, toda vez 
que habiéndose celebrado el contrato por correspondencia y efec- 
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tuatlo el deudor pagos parciales en el domicilio del acreedor, és- 
te resulta ser el tugar convenido y aceptado implícitamente |Kira 
el cumplimiento de la obligación contraída, lo que así surge 
también del art. +' del C«kI¡ K o de I Vocal in lientos de la Capital. 

Por ello, pido a V. E. se sirva dirimir la presente conticrí 
da declarando la competencia del Jue2 de Comercio de la Capital 
Federal i>ara seguir conociendo en el juicio expresado. 

Mitrado A\ f.orr, -ta. 



VMA.O ll£ I.A l'ORTK StPKKUA 

Buenos Aires, Uctubru 7 de l*ü7. 

Autos y V istos: 

Los de contienda de competencia ]x)r inhibitoria trnitada 
entre un Juez de Comercio de esta Capital y otro de Primera 
Instancia en lo Civil y Comercial de la Provincia de Tucumán, 
para conocer en el juicio promovido por los señores Marciante 
linos, y Cía., contra don Alido Espía* sobre cobro de pesos. 

Y Considerando;: 

Que no se ha controvertido en las incidencias eje la contien- 
da la naturaleza de la acción promovida, rpie es personal, y así 
resulta aceptado j*ir amias ]«irtes al acogerse a la respectiva ju- 
risdicción que invocan. 

Que los documentos en que el actor funda su demanda 
acreditan la existencia de un contrato comercial que se hizo por 
cnrres[H>ndeneia, y si bien no se estableció expresamente el lugar 
de cumplimiento ríe la obligación del demandado, éste aparece 
realizando en esta Capital el pago de una parte del precio v ofre- 
ciendo enviar en breves dias otra remesa de dinero ( cartas de 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



fü. 20 y 22, expediente de la Capital) antecedente que constitu- 
ye la mejor explicación de la intención de las liarles al celebrar 
el contrato, según lo establece el art. 21 S. inciso 4'-' del Código 
de Comercio. 

(jue es de jurisprudencia constante y reiterada de esta Cor- 
te que i*l juez competente para conocer en los pleitos en (pie 
se ejercitan acciones personales, es el del lugar convenido, explí- 
cita o implícitamente» por las } artes para el cumplimiento del 
contrato, cualesquiera que sean las prestaciones que se deman- 
den, principales o accesorias ( Código Civil, ars. 1212 y correla- 
tivos; Código de Procedimientos de la Capital, art. 4" : lev ¿2, 
tít. 2". partida 3* : Fallos: lomo 125, [>ág. 20í>; tomo 13o, pág. 
403; tomo 137. pág. 37rt; tumo 143, pág. 215: tomo 144, pág. 
44, entre otros). 

lin su mérito y de acuerdo con lo dictaminado ]mr el señor 
Procurador General, se declara que el jue?. competente para co- 
nocer en el sut> jtutice es el Jue/. de Comercio de esta Capital, 
a quien, en consecuencia, se remitirán los autos, avisándose al 
de lo Civil y Comercial de Tutumán en la forma de estilo. Re- 
póngase el papel. 

A. BiiKMi-jo. --- J. FmrKROA Al- 
corta, — RoüKKTO ÍÍEPETTO. — 

M. Lauíknckna. ■ K. tiimo 
I ,av,\ [.].!■:. 



Don José Hona contra la ent prestí ilel lurnH'itrril Ücstf. por 
devolución de fieles. 

Stwwrio: Xo procede el recurso extraordinario del artículo 14, 
ley 4K. en un caso en que si liien fueron puestos en tela de 
juicio los decretos de 29 y 30 de Julio de 1921. sobre trans- 
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porte por ferrocarril, las consideraciones de hecho y de dc- 
recho común invocadas ]>or el trilmnal de última instancia 
son suíicitule^ i>or si solas para sustentar el fallo. 




I-íi demanda que don José Bocea ha iniciado ante el Juz- 
gado de Comercio de la C apital de la Nación contra la empresa 
del Ferrocarril Oeste, por devolución di* fletes, ha sido resuelta 
en definitiva a fs, 402 |>or la Cantara de Ablaciones en lo Co- 
mercial ]Hir razones de derecho común y de hecho y prueba rc- 
f érente a la interpretación que debe darse a tos convenios cele- 
brados |wtr las partes destinados a rttfir el tiem|H>, flete y de- 
más condiciones de! traiisg Mirto. 

Kn verdad que el actor ha planteado cuestiones sobre el 
derecho federal, las que han sido tetudas en cuenta |H>r el juez 
«le la causa, pero la Cámara, atento lo ] imitado en autos, ha con- 
siderado innecesario pronunciarse sobre tales cuestiones y ha fa- 
llado el lirijíin )H>r razones, como he dicho, de hecho y de pruc- 
ba y derecho común, suficientes por sí solas para sustentar la 
semencia recurrida. 

No existiendo, pues, cuestión federal alguna que pueda mo- 
tivar !a intervención de esta Corte Suprema, soy de opinión que 
el recurso extraordinario interpuesto a fs. 407 fundado en el 
art. 14 íle la ley 48 y concedido para ante V, El es improce- 
dente. 




DICTAMEN JJKL SKÑOK PROCURAOOK OENEItAL 



Hueñi* Aires, Juim IK de V)27. 



Suprema Corte: 



Tal es mi dictamen 



Horacio R. Larrcta. 
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fallo ni la lojtu; sm'ulma 

Auiii* y Visios: 

1 1 jiit j sí hii'ii i-I renirniur lia iitvoeado cu ajiovit de su de- 
rtrliu i-I deerem del PciíléT Kimitiv-i tfe ck* Inlin <|e Í''J1. 
la semencia (le I" histaneia ha declarad" «jur muí cuando ln- 
vina ai|iirl íuer/a le^al. la demanda l.ttiijhKu ]>txlrfn ^rüSfitóirttr 
en ta í* trina solicitada ni>n|ue minea seria aplica Mi- al caso urv- 
■■mir el t¡nii|ni del transpone ijtu" eslaM.n* ei referido ik'CÜ^I.M 

íjne el ;iii»iiiMk-ianiii-hti) • U- pulida instancia, ;i >n uirno. 
Ha dejado claramente esiaMecido, que rs imu-ce-arín el estudio 
ih* l.i fjta CMTi».tMuoÍ"n:Ll iM aMiitto desde el ni'>nit-m<> <|ur lo> di- 
vcr^ii> contra: os de tr;nis] n rrit* ohietn di-1 juicio íui¡on ivle! ira- 
do* mu sujeción a una lanía esjKíeial v el u*U(»r de mi?» c'uumi- 
lüis un dejan diifla acerca de íttfp los jikmt.-. de que <Hs|n>iií;t ef 
jtorieador liara efectúa Hi i*, rran los establecido* por el ;irt . 
del decreto reglamentario de la ley ck* ferrocarril- íjs annicniadn-. 
t u un cincuenta por tíiéitto, 

< Hte. en presencia ele I"- reMihados a «jin- han iterarlo ta- 
les pronunciamiento»., nu puede decirse qne clln> contengan dc- 
ci?»¡ón contraria al derecho tilintado en l* is decretos de ¿?) y ,>n 
de Julio ¿3c 1.921 \ i»ufef la solución leijal de la cueMión, con; inver- 
tida lia >ido r iliieii ida con prescit. delicia de H1<i> y ¡mr npHoa- 
eión de la rt^la establecida por el an. IT'/ del (Vidi^n Civil, se- 
ijj&n !a cual kl convenid- 1 en Irss contrato-» t> f;i ley tíe lás i'arles. 

íjne la jnnsjinideiK ta di- e.^la (*;»ne íüU*r{iivian«ln el art. N 
de la ley 4^. lia <krlaradci. reiterad:>nHiiir. i¡iic aún ini la hipú- 
tisis de halifi'^e |ilanteadi> dmtr*' kl Itiijirin alguna dr hi-^ eut>- 
liitnes fedtra!e> iunnuradas id lus tres iiieisus del citndu ar- 
tiiulti. d reeursn i \irai>rílHWTÍ(i mi |irnvede enamlo las enn^ítk-- 
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raciones de hecho y tte derecho común ¡nvi cutas por el tribu- 
nal de última instancia son suficientes jhut .si sutás |»ara susteutar 
e! fallo. Una decisión, se lia diclio en ese sentido, aunque traiga 
a juicio una cte las garantías alúdalas, si tiene i>ur liase prinei- 
|>al la apreciación r[e hechos y pruebas y la aplicación de los có- 
digos comunes y tales fundamento* son tostantes para míe sub- 
sista el fallo, éste no puede ser revisado en el recurso extraor- 
dinario. Tomo 144, pág. 29 y los alfi rilados. 

Kn mérito de estas consideraciones y de conformidad con 
to dictaminado |»or el señor Procurador General, se declara mal 
concedido el recurso. N'otifiqucsc y rciméato ¿¡ iKt|*t*1. devuélvanse, 

A. Bermejo. — J. Fifii'KkOA Al- 
corta. RoURHTO lÍKI'KTTO. — 

Si. L.VtRKJÍCKNA. — H. ÍOIIKJ 
l.AVAI-LR. 



thiit firáiicisfQ y rftííi íthro Montero tontrtt la i'n'imin de futir- 
nos MiftSi sol*?? (iwaíuaón áe una suma ifc diwro. 

Sumario : Xo habiendo el actor ni siquiera intentado demostrar 
que el impuesto establecido por la ley de la Provincia de 
huecos Aires, de .10 de Diciembre de 1907. destinada a oh- 
tener los recursos necesarios para ta apertura y pavimenta- 
ción de mi camino entre 1.a Mata y Avellaneda, uo reunía 
los requisitos esenciales ¡tara la valide/ de toda contribu- 
ción i|e mejoras o local asstssmcnt. corresponde el rechazo 
de la demanda dirigida a obtener la devolución de lo paga- 
do por ese concepto. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes; 



DK JUSTICIA DE LA NACIÓN* 



328 



í>ICT.\M|:N DÉt S1ÍXOH 1'ROllK.mOK ÜKNKRAL 

Itdcims A in s. Jviiiín .10 ilf p>27. 

Suprema Curte: 

En la presenil' causa seguida [Kjr don Francisco y Floro 
Montero contra la provincia de tíñenos Aires, suhrc devolución 
tic sumas de dinero legadas en concepto de iui|niestu especial dé 
afirmados del camino púWíco de La Plata a Avellaneda, sólo 
se lia presentado con el escrito de demanda, la documentación 
de fs. 1 a 9 sin halicrsc producido pruclKt ni alegado al respecto. 

Kn tales condiciones estimo que no se han acreditado los 
hechos invocados y que se carece de elementas de juicio |sira 
pronunciarse sobre la acción deducida, cuyo rechazo, \*>r ello. 
pr«iccde en mi opinión. 

Horado A\ &<izr?eí& 



FALLO DE LA C0RT1-. SI'PRKMA 

Unenos Airis, Oclttfm: 7 <K- l*/¿7. 

Y Vistos: 

*K1 procurador Juan A. Ar^c-rieli, mandatario de don Fran- 
cisco y (km Floro Montero, demanda a la provincia de I Sueños 
Aires |M»r devolución de 6.559 pesos con M* centavos moneda 
nacional pagada ]tor sus instituyen! es fsijo protesta por razón 
del impuesto creado |»or la ley provincia) del 17 di- Dieiemiirc de 
1907 destituida a obtener los recursos necesarios pitra la aijertu- 
ra y |Kivimentnción de un caminí) entre \¿t\ líala y Avellaneda. 
Funda la acción en que la. contribución que los señores Montero 
han sido obligados a |Nigar es iuconstitiicionai, como lo ha de- 
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clarado viin t Wte jH,r sentencia hjcáujíi éii las causo seguidas 
por íltm Martín IV rey ra 1 radlá contra la provincia de í'iihih» 

\íri's. y imiiK-tiiMis juicios análogos. Manifiesta t|iic sus pixlcr 
liantes si- encuentran en ta> minina* condiciones <|iie el señor 

IVrcvra Irania, en relación al impuesto t& une se trata y que. 
cu consecuencia, les asiste también el dmtlni fie reclamar la 
devolución de lu que pagamil indebidamente con intereses y cos- 
ta*, lo que solicitan "t*;i declarado o|m jriuiiamentc. 

I "enrulo traslado de la demanda i» ir auto fie f s. t| vta.. fué 
contestada ]Mir el representante <le la provincia a ís, 15, abrién- 
dose la cnuSa a priteUa ¡«n- runo de ís. 17 vía,, no habiéndose 
pnwlueidn alguna según lo expresa el certificado del secretario 
de Í-. 25 vía. 

Puesto* l'<s autos para alegar sólo ht/i« uso di- ese derecho 
la j»;irlo demandada a í>. 27. quedando la causa en estado de 
pronunciarse sentencia a ís. 29 vta. 

Y t'ousidcrando : 

i 

One si liien los actores han comprokidu con las libretas de 
r.%. S y *' haber satisfecho bajo protesta las cuotas ilel impuesto 
establecido por ley provincial del Mi de Diciembre de l'K)7. (aún 
euando la Mima demandada difiere de ta cjite la escritura de pro- 
lestíi eunsigiiáí, ni» se ha llenado asi. en partí*, más que uno de 
los requisitos ucee-ario- para la procedencia de la acción - ins- 
taurada. 

[Jiu- el ador ni siquiera ha intentado demoslrar que el re- 
terido impuesto tío reunía los requisitos esenciales para la va- 
lide/ de toda contribución de mejoras o ÍOCtíl Ossessnwiit, sa- 
ber, i|iie ta ohra a cuyo pago esté destinada sea. ante todo, de be- 
neficio local y que el sacrificio impuesto a los dueños de las 
propiedades afectadas no exceda suhstancialmentc al beneficio 
que obtienen \»>r razón de dicha ohra pública. (Kallos: tomo 1,ÍK, 
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l>;i^. 1M: lomo 142, nay. 131 y l'ói, ni ninguna dr las afir- 
maciones contenidas 1*11 su escrito de den,.uida. 

One sesíún se desprende de tos fallos citado?, precedente- 
mente, la violación de la ¡¿aramia constitucional relativa a la 
ornpiedad éfl los casos ¡títe impuestos de la natura te/a del íiii|>t*^- 
nado resulta de cttesíionies He heclm vinculadas íntimamente con 
caf la jimmclilc gravado emi la contribución. ettc-tioiu> «pie de- 
lien ser planteadas y | imitadas por el demandante- juna míe pue- 
da Unir éxito su gestión judicial. 

Kn su mérito, atento lo resuelto ¡hh' este tribunal en casos 
aultóigos y dé ¡í&ierdG coii tó clictaiimiadii t«»r el Señor Prn- 
euradur General, si* resuelve no hacer luyar a la demanda. 



A. llKKMKjfl. — J. Knii'KBÍtó 
( IMITA. — RnlllKTO 

M. 




i : .xhorto iibrtHU) ft>r i i .hu z f**l C$ifí(0 é* tu ámhtil tic La 
¡'hhi. líortar Julio \f. Parió, ti! dr htstntrfiaH Ufe fu íapiuti 
I rttrrat. tfarlor fimilio ( . PUis. mlfc¡kl0í> Ut rcmhhU\ ttr 
hi ['<iií.í)i A ■■■■ 

SnuHtiio : í" Planteado Lin conflicto Í|ÜC no puede tener solución 
dentro ile las organizaciones jm Metales de ijue ion man | ar- 
lé mi Juez ele Instrucción de la Capital y Otro del Crimen 
dv la Provincia de tíñenos Aires, es procedente la interven- 
ción de la Corle Suprema, dr acuerdo ÉOti tos móviles y 
alcance atribuidos en reiterado* casos análogos al art. ** f de 
la ley 4055, (Se traíala de une el Juez de 1u Capital remi- 
tiera al de la I Wineia de tíñenos Aires ntl expediente wur 
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lidladn mí afh'itmu vitlemU y cmi cargn tle imiictíuitíl <li> 
vnludini ; . 

2" t urrrs|i(ni(k' la rrmisíún <Ic mi expidú-nie úiie >c 
piTCüentra cu rMado dv Milircsi-miiciitu firovisinnal, solicita- 
do t*° r otro juez tí</ uffertum videndí y cu» car^n de itinte- 
diala tic vi i] lición. \mr considerar t\v knpúrMA capital d 
exatm-u de dtdin cx¡te<lieme. 

' Wc: J.n c\f>lK ;m las i»ic/as si^uicuirs : 



m i ti m i. m i / di: ixsTwi 1 1 k'in 

r.uti>i-s A ins. Agosto 4 iK- ]*»27. 

, i \ M«»>.: rí ¡m'Miiic rxímnii t!d señnr liiez del t rimen «Ir 
l-a líala. Dr. /«Hn i|, Kacin. rt iterando d y>e- Li» !■ i dr remisión 
M oxjwtJfoiiK 1 X** .17.3*', y 

( Vin>íitt'nun[ii; 

« 

» Jtu t ii JS de jimiii (Id corriente añti mvn entrada en este 
Í«?ga4ü mi rxliurtti [WT ti cual el sefmr fue/ del (.'rimen (fc 1.a 
l'Iata. dnclnr Julio M. [«acto. soIícíuiIki la remi>ión mí rfímtinr 
z-ñfnhti ilcl Mimario : *Mos,| U eda \n>eJmo y Adamek María. 
Imán al |>rimem y tentativa *U> hurm y diñaros ile arma a la 
Sfegiíítete l'uf devuelto o .11 lecha Jtítmi ,íU del ennieiuc afín. 
r\iin>áni|<.>r m mt pnisi% diligenciarlo p.ir hallare el Minia- 
ría tj-ttíí si' pedia s..lprv>ci«l-. pmvisimialincnte y B«foáfetít d m- 
critn a mi rr>¡«vni. 

<Jue tal Mvrvln l<> mi|mm- la ley i*tir los aris. 18Í) y 43lt m- 
ií mulu | «ir rain del C. ite knx, ni Ib triminal y asi ¡n lia íiileu- 
'liil-i siembre i'M«- iriljimal al im hacer lu^fir a tas oeticimies 

«1c miii>ión ,j f / tifmtmi tiitMiúc mmtkx en dicho i^iad.». di- 
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raidos (..ir lo* >cíiore* jtitvfs ni l< i civil y o uni/reial. Km a Me- 
ce d art. 4.íf» <pie «d sohrcscii metilo provisional Urja d juicio 
ahilero hasta la aparición de nuevos dalos, etc.*; lextu míe no 
admite Mira* interpretaciones i|tic las ipe Mirlen de la claridad de 
sn* términos, í VéílSC en estr juzgado causa X" 2VM\, caratu- 
lada: *AlioL-u:niire, Juan Francisco |^¡ i-r tentativa de detrautla- 
eión. Pt-mmeianu-s Kamoiide^ui A'iinndaram valor i? 44.545.-15. 
resolución de 7 do Aliríl de 1°22. fs. 44 vta.. confirmada por 
la I\xma. C ámara a fs. 551. Guisa X" 35.o22. caratulada: t'urt 
Koestcr Alfredo ijuenlla {[educida contra ésie ñor defrauda- 
ción, Oncrcllanto Carlos 1 ueke». ís, 237, resolución de este juz- 
gado de P- - fie Diciembre de 1 ( )25. confirmada jjnr la Cámara a 
ís. 250. Causa X v 35.N.Í2. caratulada: Huslo José i>or homicidio 
cul|M>sii en la persona de Miguel Sislis». fs. 63. resolución de 12 
de Julio de V)2<\). 

Ouc los testimonios aludidos por el señor juez, exhórtame, 
expedidos en el día, a su solicitud, el primero de los cuales lo fué 
dentro de la hora de pedido, en lauto el juez, doctor Fació se 
hallaba a la espera en el despacho del suscripto por haher sig- 
nificado v\ de>eo de rc^rc^ar a Ka Piala. llevándolo con^i^o. **e 
refieren a ta* manifestaciones de Rcisetido Amia, i-xclusivamen- 
te i'ii la tiarie ali^cntr al homicidio perpetrado en la pirsuna • U-l 
doetor Carlos A, Ray. en un todo ajenas a! hecho cjüe se inves- 
tigaba por el siunario en el cual constan, instruido a raíz fie la ten- 
tativa de robo, violación fie domicilio, abuso de anuas y lesio- 
nes de que fué victima Krik Eniltorj* (causa X" 3S/»03i. 

IJue conforme al mismo criterio, que es el tic la lev, no 
ludiría existido impedimento para aeeeder a la solicitud de fe- 
cha 2*S de Junio del corriente año, si el exhorto que la eoniK-m- 
hubiera expresado por modo claro y coi te reto los datos necesa- 
rio», refiriéndolo», enal del presente aj tarace, al revólver sus- 
traído y sus características, cuya suministración uo puede afec- 
tar al secreto del sumario y han sido inserios en la ««-den del di a 
di- la I "olida al recomendarse el secuestro. I >el propio modo i [in- 
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-•i la ^ilicitud de testimonio de las declaraciones de ¡os procesa- 
dos Antia Si 1 hubiera extendido a otros punios o a ta t< rtntidai l 
del sumario, la cuestión (minia sido resuelta conseeuenliinciHe 
0111 el criterio de todas las demás aludidas. Aparece asi eviden- 
te la no contradicción eil tn*- distintos actos del juzgado y (te <|tu 
se hace referencia. 

ÍJuc ai jiri'-cnif un lia existido la negativa de lodo informe 
l párrafo IV de la fa^luclóíi motivo de oír aun • sino ta expre- 
sión del señor juez requiricnte de los í tint Uiiiictiic i> por los cua- 
les ote j u/gado se veia cu la inijHisibilidad de acceder, en la ex- 
tensión de la medida solicitada, y asi ha debido interpretarse 
la resolución recaída entonces. 

One aparte i]e no ser la jurisprudencia obligatoria, fuera 
del easu singular *¡m* en concreto resuelve, respecto de la tesis 
nnc stistiiUa el fallí t «pie se invoca, no existe criterio uniforme 

Ahora bien, no e> dalile aflniiiir mu- al aplicar un tribunal 
la lev con arriólo a un ehierío míe e.-tiuvi es el propio th ella 
y a la! criterio conforma invariablemente sus resoluciones, pue- 
da presumirse un designio de obstrucción al desempeño en justi- 
cia de otro tribunal, I .as tedias de entrada y devolución del 
primitivo exhorto de Junio y Mi del misino, del corriente 
aún. respectivamente, muestran la ausencia de do llora y uiuclio 
menos obstrucción. Si ac piel la ha existido, es decir, el pla/o 
tjúe va desde e! treinta de junio a la l.-cha, se ha de atribuir 
exclusivamente a la falta de oportuna aclaración, euai ahora 
a) 'anee en los considerandos de este exhorto. 

I'or tilo espídase por -ccretaria testimonio de las constan- 
ei;i> <|tie sobre el particular obran a fs. y *» del cxjjedicnlc 
N" 37*20"'. caratulado: Mosipuda Anselmo y Adaiuck María, 
hurto al l'-" y tentativa de huno y disparo de anua a la sumida», 
y remita se. incorporados al presente con nota de estilo al se- 
ñor magistrado reijiiiriculc. t : .milio C. ¡>hi\ \nte mi: 
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M'fi) m i. mu i kiMi N 

1.a Plalíi, A R .«t.. IB de 

Auto?, y VUtos : 

Considerando: 

fjue i-I infrascripto considera diligencia <le capital impor- 
tancia un examen de vista sohre el expediente X" Xf.ZW. s«fl>re 
luirlo a Anselmo Mnsqueda que se encuentra en el archivo del 
Ju/^ado de Instrucción de !a Capital Federal a cargo del señor 
¡ncz doctor Kmiliu C I >iaz. |Hir tratarse del arma atrihuída 
al procesado José í.laeoy. domo utilizada cu la noche que se dio 
muerte al íípctor (."arlos A, Kay, haciéndose un disparo cjue dió 
contra Iíi |iared. Con cuyí! arma y proyectil el infrascripto ha or- 
denado practicar la pericia denominada «Baltasar», con mucha 
mayor razón cm* ahora en la necesidad de ver ese expediente, 
>in perjuicio- <lc devolverlo de inmediato. |w.r la circunstancia 
de <pie el agente de ] mi irá Anselmo Mosqueda. que según el 
tiMinif-nio remitido por el señur juez doct-ir Diaz, aparece de- 
clarando el mismo día ipte h fué hurtada el arma, que ignora 
el número de serie y que era de cachas Color marrón, mientras 
que en la declaración que presta ante el infrascripto a fs, .*Í4ó.*J. 
el dia Ifí de Junio, i-s decir, un ario y tres mesr* después, recuer- 
da el número de serie del revolver, circuti Malicia que dice re- 
cordar porque en las revistas semanales tenia que cantarlo al 
inspector, reconoce el arma por a I-unas nis-Kiduras cu el puutii 
de mira y caño y i>or una rutina en la cacha úquterda y no se 

vil ver son de color negro. 

>' Une por l.i expuesto y fundamentos de la resolución les- 
timi miada a í*. 1 de este exhorto, que mantengo, remito el ex- 
horto a sus e ten os a la Corle Suprema de Justicia de la Nación. 
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ítacictulnle snU-r rMa drcmistnnna ni M'fd.r jm/<k- íitátftttícióil 
f|« la Capital l-Vderal, doctor Kmilin.C. !>ía/. 

A^c^iifsc al |>rt-M.-Htc rxhnrtu n-Mimiiiii.. de la drdara- 
i'iún prestada anu- d infrascripti. ]M. r An>dnm MnMiiinki; 

4" \'ii:iíii|m>t\ /alia M. Vuí 'uk Ame juí : t r 0Lf I'. 
/Vfvvn/. 

nrt iÁM(-:.\ mt ¡íííSiiR MkMrrK.vmiR <.->•; nkkajl 

Bul-nos ASic Setiembre l" tk l"_7. 

Suprema Curtí-: 

( <"rrvs|Hiink- dirimir a \ '.. K. lo> ciuiflicti» ¿uscitados tuin 
jueces <lr distinta jiirisditvuin, cuantío, como en el pre*eiue cawi, 
SIS trata dd (ÜÜ^nutaiiiinit" de un exhorto ítnmo UN, 2Q|2 
de -u> fallos t. 

Kii el pfesctrtv exhorto el señor Juez del Crimen de la Ca- 
pital «Ir ía IVovmáa rífc feiciios Aires. (Joctot Julio M. IVio. 
pide al señor Juez de InMruecóin de |:i Capúal Kederal, d»ien«r 
Kmiltii t Díaz, la renii>ion de la eausa X" .Í7.21N, suhre hurtu 
a Ansdnlq Mosqueda, \mt tWslíleraf de si una impi inaneia te- 
lurio a ta vista j»ara la mve>ii'.:aeiou du ríÍTtos hedius relado- 
nados o>n il asesinan» del d<*nor Oírlo* A. líay. a lo ijue d úl~ 
timo se níc^ít por la> eou-¡deraeione> míe fundamentan la re- 
smIik-km! de fs. 7. 

Si bien e> derio mu- d an. 4i$f*, st^líwlíü afinado, del Códi- 
de Procedimientos en l-i • Criminal, f 1í^]h i[uc el soliresei- 
Htii'iini pruviMMimi. <lr ja el inieio ahierto para proseguirlo a la 
apatidón de nuevo* dato* o comprobantes, esto fío es óbice para 
«pie se (íewie^ue d pedida ¡Ir referencia dado el estado aelual 
cu uní' se enruvnira ¡*l expeliente aludido^ paralizado \ archivado, 
sinianón inte, ;i mi juicio, facilita una resolución favorable sin 
ocasionar niutíi'm i»t*rjméíOí 



UK Jt ST1CIA DE LA NACIÓN 



381 



l'iensn, pues. <|iu- ett el caso ocurrente i»> puede prevalecer el 
arrúmenlo [[ni-, en tal sentido, d nimia ti juex exhortado liara 
fundar su negativa, máximo si se tiene en cuenta une. comu h> 
ha dicho V, K.. en la incidencia (le jurisdicción que se planten 
entre el misino juez exhortan® y el juez doctor C$Mw¡ l>\ lícni- 
tez. e! pedido se eun miraría aovado «|»or la conveniencia ele 
una eficaz ci migración de Jas autoridades judiciales de loria la 
República a los fines de la represión de la delincuencia y por 
los delures de la más elementa! cortesía». 

IV ir lo expuesto, pido a V. K. se sirva dirimir el cpg$&i 
a i|tie se refieren estas actuaciones en sentido favorable a] pe- 
didti ilel juez provincial. 



VAl.l.U tíK LA t OKIK SCPKEMA 

Üiniit^ Aires, íMiJpiv in ili l'íjr. 

.Vutos v Vistos: 

- 

I'ara « 1 i i imí r el conflicto producido entre un Juez del l 'ri- 
men de l.;i l'Lua y otrn de Instrucción de la Capital, sobre di 
licénciamiento de un exhorto relativo a la remisión de un ex- 
pediente mí i fit-t lmn vulnnit. 

\ Considerando: 

■ 

Qm h divergencia suscitada entre los $mt£ aludid.* plan- 
lea una situación contradictoria une uo ] uude tener solución den- 
tro de las or-ani¿aeiones judiciales de- i|ue forman jarle dichos 
funcionarios, y en tales condiciono, h iiuerveución fie esta ('orn- 
es procedente, di- acuerdo con los uní vi les y alcance airi finidos 
en reiterado- casos análogos al art. l í" de la lev 4U55 i Fallos: 
lomo U.S. pá». M7 y los allí citados). 
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[hw atenta la itiijmrtancia capital qtíí: el juez exhumante 
atril «oye a) examen del e\] tedíente solicitado a los efectos del 
esclarecimiento tic determinados anteceden! < s rmc se relacionan 
culi el proceso criniinal a que se refiere, y ante ta considera- 
ción de <|ur dichos mili j> sólo >c solicitan tul t'ffnttttti vuL'ittii y 
con cargo de inmediata devolución, rio puede ser óliiee al cutn- 
p( ¡miento del exhorto en la forma remienda, como se ohscrv.i 
en el dictamen de ís. I'*, la circunstancia de i|itc la causa se en- 
cuentre en e-lado de soiircsoiniicntn provisional ante el jiuv 
exhortado, toda vez <|uc, 1**1* i a ra |iaru\ el juicio no está en trá- 
n lite activo y en consecuencia no sufrirá cntnrjkcc ¡miento algu- 
iin ¡wir t'l envío transitorio del expediente, 

< >iie cahe reiterar una ve/ más la necesidad y convenien- 
cia «le mte se practique con decisión y eficacia una efectiva coo- 
peración de las autoridades judiciales de Inda la kcpúlilica para 
la reprensión de la delincuencia, sin otras limitaciones <|ue las 
determinadas por expresas dis]Hisíeioncs formales, intcrprcla- 
ilas de acuerdo con la amplitud de concepto con ipie nuestras 
leyes las cslahleeen. 

I'or el ti i, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el Se- 
ñor I 'rticuradnr * ¡enera I, se declara míe el o ficto rogatorio ■ U- 
«pie se trata de he ser cumplid'» eiiviándnsc jwir el Juez de la t'a- 
pital el expediente remienda p<ir el juez de I .a fíala, a miten s ( 
devolverán estas actuaciones, ¡i fin de ipte reitere el exliorto ce ni 
uau-*cripc¡ón de la presente resolución. 

h. líiikMi.jo. I, 1'"h:i i:iíoa Al- 

l iMt'l'.V. - KfiltKK'ln KKPI.TKI. 
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fhtil jtísé (iodiuhü {su fmtfttfSo), Coitíictitítí dte itituptUtuiit 

Ssttmiriti: l«is cuestiones de competencia sóln pueden referirse a 
juicios pendientes y no corres] tomlc a Ins ya fenecidos, eu- 
yii conocimiento no puede <w materia fie una cuestión de es- 
ta índole. 

Cnxo: l.n explíáa iá siguiente: 



IAI.I.O ni-; I.A híkii: srfkMMA 

Aillos y \ is(iK> : 

Los de cuntíanla de eoii||*tcndíi nal «ni:» muro 1111 juez de 
primera instancia cu lo ti vil de esta Capital y otro de i^ual cia- 
se, íie lialúu Hlauca. ]wua ccftwícer cu el juicio ejecutivo seguido 
:iuU* ole último por la Municipalidad tk* atpietla ciudad contra 
duu José Cu hI i til 10. concursado aun* el primero de los jueces re- 
feridos. 

Y Considerando: 

Oue las consiaticias drl lúigio acrei litan que el juicio eje- 
cutivo miucrido pava ser acumulado al th concluso, ha termi- 
nado pin - semencia de trance y remate, y así lo reconocer! y ex- 
presan los misinos contendores (autos de ís. (*2 vin. y 1H7, ex- 
1H diente de la Capital ). 

Que m estas condiciones, m #¡ necesario examinar si pur 
versar la ejecución sol ir e el cohm de un impuesto, rige o no en 
el principio de atracción del jnicin universal de concurso sohre 
Uidos tos juicios contra el mismo, pues de acuerdo con la reite- 
rada jurisprudencia de esta Corte, la inhihitoria formulada a 
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nitrito del aiili* de íiijas IM no es procedente, tuda vez une las 
etieM iones sohre cuiupeleneia solo pueden referirse a juicios ¡ten- 
dientes y un comprenden a los ya fenecidos, los qíft?, tomo dice el 
dictamen físístl de ís. 74 vía., no se encuentran en estado de 
pleito, y cuyo conoeimienio, en oinscetteneia, nci puede ser ma- 
teria (te una cites ti 6» di ésta itwlufc, ( Fallos, tonio 1lX>, p$g¡ J74 : 
'•«»" 1-1- ¿Í7 : tonw I3fi, pá& ¿15: tomo U7. pátf. 305; 
I-muí I 17. 41-». entre >.tro>). 

Por tfllrti j t#tu rl sfiíior Procurador (¡etieral, se declara 
<|iie el Juez de I'. al ña 1! lauca im está oMi^ado a remitir al juez 
del concurso v \ t-\pt -diente de la ejecución di- referencia, mate- 
ria de (a contienda. Ktl consecuencia, devuélvanse |o S autos cu- 
ne-a Medientes y a mis eífttafe :i los rc-aieetivos juccís. Rcpón- 
<;:ise el \Mpé, 

A. l'l'kMÍ-jO. - UoltKkTO KrílTTTO 
— M. I -AI'HIvXCKNA. 



íhm Jtw i.tth lis0lhtr Pritietf (¿tt mresjtíity, Contietuk rfc 
i tmtpftciit iii. 

y u nutrió; I faliiciidosc establecido con eíEcacia leyal l>a>tauie l de- 
claractoues de ocho testigos míe justificaron debidamente 
stts ti imitaciones. : partida de nacimiento v reconocimiento 
de los lujos naturales del cansante; inventarios: cuentas co- 
rrientes: Registro l 'i vico, etc.), (joe el autor de la suce- 
M"ii estuvo domiciliado a la é|n»ca de su íalfci ¡miento, en 
Pergamino. Provincia de Hucnos Aires, es n los jueces de 
dicha provincia a ipiiencs compete e! conocimiento del jiti- 
cío -uee-orio ^ indico Civil, arts. 07, W y ,ÍJS4>. 



Caso i Ln explica el luiente: 



de justicia m: f A nación 



KAU .il Mil LA IOK1K SI 1 V\il. M A 



Buenos Aires. ( >rlul¡rc 17 de 



Aillos y Vistos: 



l.os de contunda itc competencia por i 
tre nn Jnc/ de primera instancia en ¿ Civil de esta 
otro eje ¡i^ual clase de la entilad de San Xieol 
líneiu* Aires, ¡¡ara conocer ni el juicio sucesorio de 
Luis IWnliar Doncel. 



> 

a fie 



Y Considerando: 




fjne derivada la controversia ile estas actuaciones de míe 
mío y otro de los funcionarios en enmienda se considera, respec- 
tivamente, el juez del lugar del 

la 

de autos. i|«c establecerá con ¿ 



miciliaria tle que se trata. 

Une la jurisdicción del Juez de la Capital, promotor de 1;i 
loria, se funda: en <me »c lia aeredilndo |.or la iníorma- 
t estibo* fie l"s. 5. 7 y .U expediente de la Capital, ipie el 
cansante vivia mi e^ta dudad, en la calle (¡ui ruchaba \" 
domicilio del padre ; en la eircimMain'ia de halársele dado *epul- 
lura en esta ciudad, y en el lurlio de lial terse practicado en la 

dos testigos, el litio hermano del tlr ntjits, y el otro amipi ¡mi- 
mo del mismo, y de su familia f testimonio «le fs. 5 vta. y 6) y 
no declaran <|iie KseoW Doncel vivía en esta Capital, sitió ipie 
vivía indistintamente en Pergamino, en San Keniando y en la 
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Oipital Federal ( interrogatorio de fjs, 4 vta. \ Respecto al hecho 
de I;l sepultura, que puede en determinadas circunstancias indi- 
car la radicación en vida. del extinto, no tiene t i decisivo valor 
indiciado que ¡se le atril iuye sino cuando concurre como coad- 
yuvante de otros antecedentes que no acrecen cstahlccidos en 
el caso, V en cuanto al inventario practicado en la casa de la 
calle ( jiirruehaga, se refiere a Tus ¡nmuchlcs. a los semovien- 
tes, a los útiles de tal tranza y a la cosecha, radicados en Per- 
gamino, a una hijuela p*»r la parte indivisa de la herencia ma- 
terna del causante y a unos muebles míe se limitan a un juego 
de dormitorio denunciado comn de pertenencia de la sucesión, 
siendo fie nhscrvar que m» se lia demostrado que la señora viu- 
da del causante haya estado domiciliada en dicha casa de esta 
Capital, y antes al contrario, en la escritura de poder que otorga 
en (Juilmcs. un mes después del fallecimiento de su esposo, fie- 
clara (pie es vecina fie la ciudad fie Sau Fernando, í Véase fs. 11. 
ex jh'i Mente citado). 

^ Hie a su turno t i juez de la Provincia tunda su competen- 
cia: en la pruelia testimonial corriente de ís. 50 a Oj del e*j»e- 
pediente fie su jurisdicción en la «pie ha intervenido ta fiarte con- 
traria, y oue acreilíta \*nr la declaración fie ocho testigos que jus- 
tifican debidamente sus afirmaciones, que el dcmiicilH» fiel autor 
fie ta sucesión, antes y después tic su matrimonio, fué el Par- 
tido fie Pergamino. Provincia de Mueims Aires, donde ocurrió 
su fallecimiento, según así consta de la partida de defunción de 
fs. 1. en la que se denuncia el mismo domicilio; cu las |w rudas 
(te nacimiento y rccouiicmiicuio de los lujos naturales fiel can- 
•«ante t fs. 2. 4 y ó. rx|Ki|ieute respectivo ), donde éste declara 
i -.lar domiciliado en Pergamino; en el inventario de ís. 24. pra.' 
(ieado en San Nicolás, sohre los hicnes inmuebles, semovientes, 
titile* de iralujo y eo:>echa de cereales, todo radicado en Per- 
gamino, asiento evidente de sus negocios; en las cuentas corrien- 
tes fpte el causante tte la sucesión lia tenido en algunas sucursa- 
les laucarlas fie aquella Ificalidad. como la del Manco fie la Xa- 
eión ( fs. ,íl t y del I lauco de ta Provincia de Huellos \ires ( fs. 
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¿7; y en Vittf en la acreditación expedida |>or l;i Secretaria Klce- 
tgfttl del Jugado Federal tic Merced» s. Provincia do Inicuos 
Aires, certificando (pie en el Registro Cívico de la Nación ce** 
rrespnndiente al Partido de Pergamino, año l n 2f>. íi«ura ins- 
cripto el ciudadano Escoliar llouccl» José Lui>. clase 1 tlía- 
irieiila S41, hacendado. aliaUlo. y domiciliado en el cuartel 5 
ifcí reíeridn partido {ex \w Milite citado, fs, Wi). Ks procedente 
liacer constar míe fsla inscripción en la (|ne Kseokir Doncel ex- 
presa que su domicilio es en Pergamino, si- practicó en P>2o, 
pieos, meses antes de su fallecimiento; como así mismo dehe ano- 
tarse el antecedente de que los bienes muebles de la estancia no 

V tío tener el inventariador orden de allanamiento, 
in fine del precitado expediente i. 

Qm (lt ' 1N elementos de pnicha t[ue quedan snseiu lamente 
en iniciados, deriva la conclusión de que se ha estaUeeido con efi- 
cacia lejía! Iiastante eme el autor de esta sucesión estuvo domi- 
ei liado a la época de sn fallecimiento en el finido de Pergami- 
no) IVovincia tk* Buenos Aires, y en consecuencia es evidente 
ic. de acuerdo con la ley y la constante 





llus. tiimn 1- 

jneees de dicha IVovincia a i|tiieues comete, el 

icio sucesorio de referencia, miento tjfie la junsuiccion 
la sucesión enrresponde a los jueces del último domicilio ilel 




Ku sil mérito, y oi<lu el Señor Procurador General, se decla- 
ra ijne el ¡uva competente en el caso es el de 1" Instancia en lo 
CÍVíí v Comercial de la ciudad de S;m Nicolás. IWincia de 
I menos Aires, a quien se remitirán los autos, avisándose al ih 
esta Capital en la forma de estilo. Iíe| jótrase el impel. 

A . Uer m k j o. - - J , Ftot* k roa A i .- 
COKTA. — - Houkrto 
M. UáÍ kkx( kna. 



mpím «B la híhij: si i'kj ma 

■ 



Ihm Mimon Stttto^ Cohm {M ft'thwtnitiiritn. Coitlii'tutn áf 

Siíi$utrw: 1" di manda lito bis dirige contra sucesión albi- 
na, sino contra una persona determinad». n<< eurr^Htittle al 
}urz tli' la Mices ion. 

2>' Ijis causas <jik- se encuentran en instancia (fe ape- 
lación, ll*J srtil aVfKílliilS por el jllioin lllHVtTSÍLl de MICCSÍÓ11. 

Coso ; L41 explican las pie/as siguientes: 

UU TÁMKN OH. SI :ÑoK l I KMKíH ÜKNKM.M. 

Suprema Corte: 

Se lia tralwdo cuestión de enm|ieteiida entre el Señor Juez 
de l" Instancia en lo Civil de esta Capital y 1» Cámara Federal 
de A lalación de I 'araná, (ara conocer en los juicios promovido* 
ante el Jiiítj;»*^ Letrado del Territorio del Chaco por la Socie- 
dad Alian/a hrancesa del Chao» contra l'ablo Sevilla Jánrciíui. 
Manuel Conde Holgado y llertm-jítii y Rui fe. \**t cohro ífe |xr- 
sos, que- se eiieontraltun rn jurado de apelación ante el nieneir ma- 
llo triliun I de I 'anuía. 

Cnrrespondc a V. K. dirimir la contienda de acnenlo 11 m lo 
dispuesto en el art. 9»¿ ine. a) de la ley X'-' 4055. 

Muerto ante el Señor Juez de 1* Instancia en lo Civil de 
i*ta Capital et juicio testamentario de don Muñón Sentó!» Cohén, 
dicho magistrado dispuso, a petición de (Kirie, solicitar del Se- 
ñor fue/ Letrado del Chaco se inhiliiese de conocer en tos tres 
juicios sobre cohro de pesos antes mencionados, de acuerdo con 
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lo dispuesto en oí art. 3284 del Código Civil, por considerar el 
Juez requiriente que las cuestiones que en aquellos juieius se de- 
laten afectan derecho adquiridos |mr la sucesión de Colien en 
virtud de contratos preexistentes. 

A sil vez, la Cámara Federal de Apelación de I 'araná, a la 
que habían sido elevados los juicios de referencia a mérito de 
las apeiáciones insterj tuestas contra las resistivas sentencias pro- 
nunciadas en primera instancia en sentido favorable .1 las accio- 
nes deducidas eti ellos, resolvió no hacer lugar a la inhibitoria 
solicitada, fundándose en las ci ^sideraciones aducidas en el dic- 
tamen producido a fs. 2K, por su procurador fiscal, según el 
cual, por 110 tratarse de demandas dirigidas contra la sucesión 
de Cohén, no eorresixmde su conocimiento al juez de la suce- 
sión, y aún cuando así tío fuese, seria también improcedente la 
remisión pedida porque las causas que se encuentran en instan- 
cia de apelación no son avocahlis por el juicio universa] de mi- 
cesión. 

Ksiimo que esta negativa de la Cámara Redera! de A | tela- 
rían de Paraná es, en su primera parte, ajustada a derecho. 

Kl principio establecido en el art. ¿284, ine. 4* del Código 
Civil de que las acciones personales de los acreedores del di- 
funto detiou. antes de la división de la herencia, ser entabladas 
atite el juez de la sucesión 110 es. como lo declaró V. ÍL en el 
caso del lomo 57, pág, 4¿4, de aplicación al suh jtuíirc en que 
se trata, no de acciones deducidas en contra de la sucesión, sitió 
ci nitra otras terceras |>csouas, | perfectamente determinadas, con 
absoluta prescindeneia del difunto Cohén y sus sucesores here- 
ditarios. 

Soy, por tanto, de opinión que corresponde dirimir la cues- 
tión suscitada declarando que los juicios cuya remisión dispuso 
el señor juez de 1* Instancia en lo Civil de esta Capital, 110 son 
de la competencia del juez de la sucesión de don Miiuón Sentoli 
Cohén, y que, por consiguiente, es fundada la denegatorio pro- 
nunciada por la Cámara Federal de Ablación del Paraná a fs, te 
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del exáltente caratulado: «}uv¿ de ]* Instancia en 1» Civil de la 
Capital de la Kepúhlica. Dr. Mariano de Vedia y Mitre en 
autos; Cohén Mimón Sentoh. mi testamentaria, solicita inhihi- 
cítm». 

Htmiaa /í. I.irrctu. 



FALLO 1IK J.A t ÍJKTK Sl'rXKMA 

tiiu'ims Aire*, OcUiIhv ÍÓ efe 

Amos y Vistió : 

l^>s de contienda tic coni|K'teneia t ral mil» entre mi Juez de 
í* Instancia cu lo Civil de esta Capital y la Cámara Federal M 
Ablación del Paraná, para conocer en los juicios actualmente 
ett apelación en dicha cámara, seguidos ante el Juez Letrado del 
Territorio Nacional del Chaco por la Sociedad Alianza l«rance- 
sa del Chaco contra Pahio Sevilla Játtregüi, Manuel Conde Hol- 
gado y Hernicgni y Roí fe, por cobro de pesos. 

Y Considerando : 

< Jue ta coi a ínula a dirimir proviene de que el juc/ de la Ca- 
pital . ante (|ukii tramita el juicio sucesorio de don Minmti S. 
Cohén, fundíalo en el pritieipip de atracción del juicio universal 
cié sucesión, ha requerido, a ^lición de parte, que la Cámara 
Kedcrat de Ablación del l'araná se inhiba de conocer <le loa jui- 
cios aludidos que le han sido llevados cu ablación y (jue el juez 
del sucesorio considera legalmente vinculados a éste, requeri- 
miento que la Cámara Fctteral desestima en razón de «pie no 
existe, en el casi», la vinculación legal invocada, y además, por- 
que las causas que se encuentran en esta instancia de apelación, 
no son avoeables por el juicio universal de sucesión. 
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< »ue en realidad se trata de establecer si en el suh ¡miía\ 
tal cpnw» acrece constituid». |m>mk' la aplicación del irte. 4 - ' 
del ari. del Código Civil, según el cual las acciones perso- 
ualcs de los acreedores del difunto, antes de la división de la 
herencia, delien entablarse ante el juez del último domicilio del 
causante de la sucesión, y cu consecuencia, en el caso de autos, 
ante el juez de esta Capital, toda vez eme no se controvierte pg 
es éste el del último domicilio del extinto. ij0 las aludidas son 
acciones de carácter personal y que aún no se lia practicado la 
división de la herencia. 

< )ue así definidos tos antecedentes de la cuestión prepues- 
ta, ijueda ésta reducida a) punto concreto de determinar si las 
demandas míe ha resuelto el Juez Letrado del Chaco y (pie han 
sulo llevadas por ablación ante la Cámara Federal de Paraná, 
pueden o 110 considerarse comprendidas cutre acuellas a qttl! se 
refiere la deposición legal precedentemente citada. 

(¿lie. como se observa en los dictámenes de fs. 28 y 35 del 
expediente sobre inhibitoria, las acciones promovidas ante el Juez 
1 Airado lo han sido ante la jurisdicción ordinaria míe por su na- 
turaleza les c<mi[H*te, y no les es aplicable el principio de la uni- 
versalidad del juicio testamentario, porque im están dirigidas 
o Hit ra la sucesión, sino contra determinada persona eil caila ea- 
SO, y en consecuencia, de acuerdo con lo míe establece la juii^ 
prudencia de esta Corte en el caso que se cita. ( Kallos, totim r»7. 
(jüág. 4J4í. no es de aplicación el inciso ■ del art. del Co- 
digo Civil que defiere, como queda dicho, al juez, de !a sucesión 
el conocimiento de las acciones porstmales de los aerccdiires del 
difunto antes de la división de la herencia. 

(Jue. i>or íb demás, es igualmente procedente la abser nación 
relativa a la circunstancia de encontrarse en apelación los juicios 
de referencia, atenta la interpretación y alcance atribuidos por 
este tribunal al art. 703 del Código de Procedimientos de (a Ca- 
pital aplicable al caso, estableciéndose que el juicio universal de 
sucesión no avoca otras demandas contra esta que las pendien- 
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tes en primera instancia, i» 4*11 otros términus. que las cansas ([tu- 
se encuentran en instancia de n\ (elación . 110 son a tocables por 
el juicio universal de sucesión. ( Fallos. t<nno pag. 318). 

En su mérito y de conformidad cqii lo dictaminado jxir el 
Señor Procurador General, se declara improcedente la declina- 
toria promovida por el Juez de la sucesión, Kn consecuencia, de- 
vuélvanse los autos corresjHjndientcs a los tribunales respectivos, 
cotí iranscrifieión en los de la Capital, de la presente resolución 
y drl dictamen de fs. .15. Repóngase el papel. 

A. BKRMl-jO. — J. Fn;i KKOA Al 
CORTA. — ROBKKTO lÍFl'J-TTO. — 

Al. Lai kkxckxa. — K. (h ioo 
I.avaixk. 



ftati ücnti'lo Seura en 1<k< ilit ios í¿#ítírf<w 'piar la M 'umcipalhhu} 
déla Capital cantnt don Ramón Soñara, ¿obre e^frúphKttíit, 
j\\rarso de hecho. 

Stttiinriti: IWi'dv el recurso exli at mlinario déí articulo 14. Uv 
4S. contra una resolución iíe una Cámara de Ablaciones de 
la Capital, que si bien admitió que el inquilino de una fábri- 
ca instalada en tina casa sujeta a expropiación era |tarte en 
el respectivo juicio a los fines de la indemnización de los 
perjuicios míe la expropiación pudiera irrogarle, omitió pro- 
nunciarse sobre el punto de saln-r si Ja Municipalidad se ba- 
ilaba facultada (jara ocular la fábrica y sus instalaciones a 
mérito de la urgencia atesada, sin cumplir respecto del úl- 
timo con el requisito di 1 la consignación del precio o valor 
de los daño* emergentes jiara él del heclio de la ocupación 
efectiva de su fábrica, alegado ojiort unamente en la causa 
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t' implícitamente resuelto eu contra de la exención privi- 
legio fundado i«ir el recurrente en el nrt. 17 de la Consti- 




FAU.O III, LA tilKTK SI'I'HKJHA 

Autos y Vistos : 
Considerando : 

Oue los antecedentes qnc lian dado origen al presente re- 
curso de queja jmr denegación del extraordinario, son los si- 
alientes: ai la Municipalidad de la Capital demandó a don Ra- 
món Sonora jxir expropiación de la finca (le su oropelad Car- 
los í>ellejírini números 353 at 357. afectada al trazado ríe la Ave- 
nida Diagonal Sáenz Peña, cotí arreglo a la ley N" «854, y de 
acuerde i con lo dispuesto en el art. 4" de la ley 189. solicitó 
|x>r ser la o\m de urgente realización, la í*Upaeióh del hicn 
por intermedio del oficial de justicia, debitando a ese electo la 
cantidad de doscientos mil pesos como valor atribuido a la pro- 
pieilad iHir la Dirección lleneral de Contribución y Patentes, 
suma que fué puesta a dis'xisieióu del propietario: l>) que según 
resulta de la patente agregada a [os autos y flemas doeumenla- 
rüón aconi| tañada, funciona en el inmueble en cuestión una fá- 
1 trica de pan éoti las instalaciones y maquinarias inherentes a 
ese género de industria y comercio de propiedad del apelante, 
don Gerardo Senra: c) obtenida la ixisesióu |$t la Mtmicipalí- 
ilad. olrtuvt) y solicitó la (míen de desalojante t*o de la fábrica 
en un breve pla/o y es con motivo de esa providencia que el pro- 
pietario de la fábrica, inquilino de Soñora con un contrato de 
arrendamiento inscripto en el Registro de la Propiedad no ven- 

■ 
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i-iiln trKl;ivía. Ka promovido la cuestión materia del presente re- 
curso. 

Que el solicitar nulidad del nulo ile desalojiunientu ante la 
Cámara Civil (Viniera lia invocad*» la garantía de tos arls. 17 v 
.18 de la Constitución jvira sostener que ante todo dette jiajíár- 
sele previamente lo que se quiere expropiar dé acuerdo con la 
ley W 1«9. 

t jue la decisión del Trihunal si hien hu a<t¡nilirio niíc t i in- 
quilino es parte en el juicio de exproj nación al efecto de fijar 
el importe de !a indeinn ¡/.ación, ha omitido pronunciarse solirc 
el pumo planteado por el recurrente de saU-r si la Mimiciixdidad 
se liallalia facultada tiara ocupar la íáhrica y sus instalaciones a 
mérito de la urgencia alegada sin cumplir respecto del último 
inquilino con el requisito de la consignación del precio o valor 
ríe los daños emergentes para él del hecho cíe la ocu|>aeión ¿fes- 
tiva ilc su fáhrica. 

Oue ese hecho ha sido aleólo oportunamente ni la causa 
t- implícitamente resuelto en contra de la exención o privilegio 
í lindado j>or el recurrente en el ;irt. 17 fie la Constitución, 

One en esas condiciones H recurso extraordinario plantea- 
(tu en esta eausa reúne los exl reinos exigidos por j*j art. 14 dé 
la lev 4% v por la jurisprudencia fie esta Corte pura >u proce- 
dencia y asi cumple declararlo. 

Por elK oido el Señr.r IWttnidor < ¡eneral, se declara mal 
< Inusado el recurso y ciieontrándnse vi ex peí lien le en secretaria, 
autos y a la oficina a los efectos del an. X" de la ley ffli 4055. 
\"<>tiíiqiie>e y re| mudase el jmjH'l. 

A. Uek.viejo. - - J. t'iia FRo\ Al- 
corta. - Roberto Repetiu. - - 
M. I.uwixckxa. \i, ÚmOQ 

¡.AVALLE. 



w jrsncJA di: la na i tú.\ S-Ib 

Cojo Naewnái de Jubilaciones y Pensiones tle Unificados y Obra- 
ros ferroviarios, en ctitfos mu la sucesión de don Jesús T. 
Molina. Recurso de hecho. 

■ 

Sumario : Xo resultando que la causa haya sido resuella atrilm- 
yendose a una cláusula de las leves especiales ili'l Congreso 
( HUóG y ll.-ÍOSt. una inteligencia e interpretación distinta 
de la que les asignó el recurren U\ sino p*>r aplicación de 
los íuiulamcutos Utiles en que el actor amparó sus dere- 
chos, no procede el recurso extraordinario del articula 14. 
ley 4S. 

Coso: ].** explican las piezas siguientes: 



JUnÁMl N 1 mi. SIÍ.NflB IMílifl KAIMIK ÜKNCtíAl. 

Suprema Corte : 

J^-i laja Nacional de J ululaciones y I 'elisiones recurre de 
hecho ante V. K. |h ir halierle denegada la Kxina. I amara Kedc- 
ral el recurso extraordinario que .-mLoriza el art. N, inc. de 
la ley \" 4S, interpuesto contra ta sentencia de ís. 40 vta.. que 
revocó la de is. 2íi dictada \»>r la t aja. rechazando el pedido de 
(tensión hecho jjior la sucesión del ex maquinista de los l-Virn- 
earrilcs del listado, don Jesús T. Molina. 

Kn mi sentir. I¡i sentencia impugnada no se encuentra com- 
prendida en ninguno de Tos casos de la dispo>íción legal invo- 
cada i>ara hacer viaMe el reeurso, núes su decisión no es contra- 
ria «al derecho y exención t[ue se furnia en las leyes números 
10/ óO y 11,308», como se expresa en la resolución ele fs. 42. 

* 
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IV lo expuesto, que me exime de entrar ;i dictaminar so- 
bre el fruido de la cuestión planteada, pido a V. É< S£ sirva dc- 
clarar bien denegado por la Cámara dielm recurso e im- 

pifotettenie ti de hecho traído a su conocimiento. 

Iforaciu H. l&mffl* 



KA 1.1. O lífc LA t'OKT K StTKKMA 

IHu'iins Ain>, Uihihrt JK cíe |''27, 

T Vistos* 

Kl recurso de hecho \**v dciu-uacion del extraordinario in- 
rerpueMo contra seuteneia di* la Cámara Kedend tfe Nodación 
(le la Capital, ->or la Caja Nacional dr Jubilaciones v IVnsiones 
de Kmplcados y * Miren is Ferroviarios, en mitos o ni los suceso- 
res de don jesús T. Molina, solire -tensión. 

Y Considerando: 

< Hie r! ajH'lante funda la procedencia del recurso ex:r;toi di- 
uariü intentado mi que se cuestiona cu el caso la inteligencia di 
una cláusula de una ley i'S'Krial del Ciingrrsti y la decisión es 
o miraría al derecho íiivik"u Ui (j.ite se filíala en dicha cláusula. 

< lúe entretanto, de las constancia* »K- la causa no resulta 
jjtte ésta se haya resuello por atribuirse a la cláusula re feríela una 
iuie! igeneia c interpretación distinta de la culé le asigna el recu- 
rrente, sino por aplicación de l"s fuudameuln* legales en qui- 
la ¡jártóe actóra ani|>ara su derecho, y de ahí tjüe el auto denega- 
torio del reatrso establezca «pe la devisión del tribunal 110 es 
contraría al derecho fundado rn las leyes invocadas y. en cmise- 
cuencia. el caso no está comprendido en fas ipie prevé él art. 14 
dp la ley N ' 4S. 
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IW ello, y de acuerdo con el dictamen 
rador tíeueral. se declara bien denegado el recurso, y cu su 
rito, no se hace lugar a la queja. Xotifiqtivse y archívese, devul> 
É los autos venidos por vía de informe al minina! de 
j. con transcripción de la présenle resolución. 

A. lli kMi.io. J. FiüL KkoA Ar- 

COKTA. — HOHKRTII ítKPKTT©. — 
.M. I.AI'KKNCEXA. — K. (íllLMi 
LaVALLK, 




U 'tkiiH Sons y Cía. Ltda. contra Kottiiuj Johann, capitán del ra- 
par alemán tttirwa*. Sflbrc cofao ejecutivo de pesas. 

Sumario : Xo pnicede el recurso extraordinario del artículo 14, 
ley 4S. contra una resolución denegatoria de la jurisdicción 
federal, en un caso en (pie no se trata de establecer si pro- 
cede para éste la justicia federal en oposición a otra ordi- 
naria cualuuiera del Estado, sino de resolver si el doeu- 
nrento en ejecución, es ejecutable o nó dentro del país, y en 
t\uv las resoluciones tle primera y segunda instancia <jue afir- 
man la negación se lian fundado solamente en ios Códigos 
Civil. Comercial y de Pntmliinieuto*. cuya interpretación 
un da lugar al referido recurso. 



Caso: l.o explican las pie/as siguientes. 
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IHHÁMKX 1>KL M:\UK J'HOt'l >|ADOH l.l-NKKAI. 

BlKMVis Aias, Jittií* 4 <fc' V)J7. 

Suprema Curie : 

La Sociedad Wilson. Sons y Cía. Ltda. demandó ante el 
Juzgado Federal de la Capital de la Xaeión al capitán del va- 
jMir alemán «Krema*. don Jolumn Roxliug, ]ior cobro de jx-sos en 
ejecución de una letra de cambio marítimo suscripta \**r éste en 
Las Palmas, (irán Ornaría, y pagadera en Londres a la unk-n 
tlt* los actores y carpí de un tercena 

El demandado opuso la excepción tle incompetencia de ju- 
risdicción sosteniendo «pie. tratándose del cumplimiento de una 
* jlil ilación contraída fuera dé la República y ejecutable en otro 
pais, la justicia federal mi podia conocer en la causa. 

La Cámara Federal de Ablación, confirmamlo la senten- 
cia dé primera instancia, lie hecho lugar a ta exce|n-ión opuesta, 
concediendo para ante \ . li. el recurso extraordinario de a pe- 
ración en razón de liat terse denegado el fuero federal al ador. 

Ma sido materia de este litigio la interpretación de lo- lév- 
ii litio* del documento del cual emana la obligación, para deter- 
minar el lugar en el cual la misma debe ser ejecutada. 

Y las sentencias de fs. LU y 144 lian resuello el caso por 
interpretación y aplicación exclusiva de disf>osicioncs del Códi- 
go de Comercio. 

No desconocen, ellas pues, título alguno, exención o privile- 
gio i|nc e! apelante hubiera fundado en prescripciones constitu- 
cionales o leves especiales míe pudieran autorizar el recurso ex- 
traordinario míe, >iu ra/ón. se ha deducido para ante esta ( tute 
Suprema fundado en el ari. 14 de la lev 4K 

N'n puede ser óbice a esta conclusión la circunstancia invo- 
cada por el recurrente, de ipic ha existido en autos un pronuncia- 
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miento anterior sobre la i na mipeti tifia alegada, oí que hace, se- 
gún él, cusa juzgada, ¡totque aparte que los caracteres de la 
cosa jugada son también rlc derecho común* lu mcomi>et encía 
<le la justicia federal declarada en esta causa, lo ha sido |>or ra- 
zón de la materia, la que es improrrogable y puede dictarse de 
oficio en cualquier estado <k-l procedimiento (121:273), 

1\»r lo expuesto soy &e opinión que corrcs|>*mde declarar nial 
concedido ti recurso para ante esta Corle Suprema. 
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Km-in* Aires. Octiiliri- .11 ilt V>27. 

Vistos: Considerando que en esta causa promovida jior la 
ejecución de la letra de ís. { ), girada en I ,as Palmas por el ca- 
pitán demandado, a la orden de Wilsou Sons y Compañía de 
Londres, a cargo de una firma ríe Noruega y |>agadera en Lon- 
dres, y con motivo de la excepción de incompetencia opuesta 
jior el ejecutado, se ha resuelto ésta en contra de la jurisdicción 
federal alegada, circunstancia que. en principio, comportaría la 
procedencia del recurso extraordinario concedido. 

Ouc no optante, estudiado detenidamente el caso y Ittts fun- 
damentos de las sentencias de primera y segunda instancia, y 
aún aquellos en que el actor y el demandado tasan sus defensas, 
se percilic CJiie la cuestión deljatida y resuelta es más amplia y 
regida solamente por preceptos de derecho común; no se trata, 
en efecto, de establecer si procede para el presente juicio la jus- 
ticia federal en ojjosieión a otra ordinaria cualquiera dentro del 
Lstado, sino fie resolver si el documento referido es ejecutable 
o no dentro del país, y las resoluciones respectivas que afirman 
la negación se han fundado solamente en los Códigos Civil. Co- 
mercial y fie [VtKi'dimientiis de la Capital, cuya interpretación 



I-WU.OS UJ£ LA CUKTL Sri'Kl.ÜA 



no da lugar al rmirsn extraordinario, im|n>rt;itnii. dichas resolu- 
ciones mi pronunciamiento sobre la naturaleza «fe la letra que 
se ejmua en relación a -sus efectos jurídica ni la República, 
materia que en el caso no afecta principios constitucionales ni 
leyes de ta Nación. (Ley 48. art. 15 ni fine). 

<Jue si liicn rs cierto que el ejecutante para acreditar la vía 
federal, luí invocado el inciso 10 del art. 2" de la ley 48. los fun- 
damentos dados para su rechazo son. ya se lia dicho, de dere- 
cho Córiíuri como se desprende de todas las razones aducidas en 
el fallo de fs. I.U confirmado l*ir sus fundamentos a fs. 1+4. 

Por esto y lo dictaminado a fs. 155 |xir el Señor Procura- 
dor (¡eneral. se declara mal concedido el recurso e.vtraordtnariu 
de fojas 14". Xotifiquesc y previa reposición cid ijapel. de- 
vuélvanse- los autos. 

A. I'.l-KMKJO. - J, Flcl KKOA Al.- 

hdkt.i. ™ Al. |.al -kkkl'kn'a. — 
f\. ( ¡UJUO La va luí. 



X < t T A S 

Con fecha irts de ( kluhre de 'mil novecientos veintisiete-, la 
Tone Suprema de conformidad con lo dictaminado \mr e! Señor 
Procurador í ¡encral, declaró impromle-ittc la queja deducida |mr 
don Manuel L Lomos, presidente del directorio de la sociedad 
anónima [a Superiora. contra sentencia <fe la Cámara en lo 
Criminal y Correccional ríe la Capital. por supuestas infraccio- 
nes a la ley 4661. en razón de que la resolución apelada había 
quedado ejccuti triada, dado (pie aparecía apelada citando ya ha- 
bía transcurrido con exceso el término de cinco días que para 
hacerlo acuerda el art, de la ley N v 50. sobro procedimien- 
tos fedérales* 
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lili la causa seguida por la sociedad anónima Puerto del 
«osario contra el Gobierno Nacional, sbftcfc constitución de iri- 
bunal arbitral, resucita cu definitiva que la Nación cstalia obli- 
gada y debía contribuir a formar el tribunal arbitral llamado a 
resolver las dificultades surgidas con la empresa actora, se cons- 
tituyó éste, formado |>or los dm-tores Guillermo K. Ke^uisíamón. 
Julio A. García y Rogelio A raya, quienes mía vez producido el 
laudo, estimaron sus bonorarios en $ 41 5.87 4.0S los di>etores 
A raya y (Jarcia y en 415.000 $ el doctor lA^uizanióu. Kl 
Juez, Federal reculó en $ °0.00l> % para cada nao de los arbi- 
tros, regulación que fué modificada por ta (. amara Federal fí- 
jando en la suma de $ 75.000 l % eada uno, siendo ésta, a su vez. 
cotí firmada |*tr la Corte Suprema con lecha 3 de < »ctubie 
de 1927. 



Kn la misma fecha no so hi/o lu^ar a la queja deducida jmr 
Gregorio Stirliarg contra resolución de la Cámara en 1» Crimi- 
nal y Correccional de la Capital, míe descebó \mr reputarlas inne- 
cesarias medias de pruelia ofrecidas por el procesado en el curso 
de la instancia : de lo que se infería que la resolución en cues- 
tión ñu revestía el carácter de definitiva, como lo requiere el ar- 
tículo 14 de la lev .V 4S, jiara la precedencia del recurso vx- 
trai >r< Hilario, 



Kn ciñen del mismo la Corte Suprema ordenó se ocurriera 
donde corresponda en la demanda instaurada por don Rosen- 
do T. I Sesada y Cía. contra el Fisco Nacional, sobre iucoiisti- 
tucionatidad de la ley X" 11.288, en razón de uo corrcs|>oudcr 
la causa a la jurisdicción originaria del Tribunal 



En Ja causa iniciada i*ir el l>efensor de Pobres, doctor Na- 
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fací Kmiliam. tutiir cs|iectal de Ja menor Kmilia Marine», ;i nom- 
bre y a favnr de rata, solicitando venía para traliajar más de seis 
horas diarias, en oposición a lo dispuesto |H»r el art. 5 de la ley 
11 .317, en cuanto prohilie a los menores dé diez y ocluí años 
el trabajo por mayor término que el de seis hora* diarias y cuya 
¡nconsLituctonalidad se alcgalta. el Juez de I" Instancia en lo 
Civil de la Capital, talló la causa declarando míe la expresada 
ley 11.317 un es contraria a ta Constitución Nacional, sentencia 
cjllé fué con í trinada i*>r la Cámara 1* ck 1 Apelaciones. Concedi- 
do el recurso de apelación interpuesto, la Corte Suprema con 
techa 7 de ( ktubre de \927. declaró míe la causa en cuanto a la 
venia pedida, carecía en la actualidad de objeto practico, ya que 
U* citada menor había cumplido los 1S años el 5 de < ktubre de 
192í>: abrevándose, además. que la resolución del recurso ex- 
traordinario recaería sobre la inconstitucioualidad de disposicio- 
nes de aquella ley <¡»e habia dejado de afectar a la parte recu- 
rrente, a qúíen el transcurso del tiempo lia dado el de recito ijue 
reclamó en oportunidad y, por lo tanto, el caso de autos consti- 
tuía una cuestión teórica cuyo estudio y fallo son ajenos a las 
funciones del j h ií Ter judicial. 



Kn diez del mismo no se hizo lu^ar a la queja deducida 
|hii- dóti PraiiéíSco Herrero contra Juan A. íiómez, por cobro 
de una mediancria. pbt tío ajan-cer de la propia exi>osieióii «leí 
rtvtirrente. «pie éste hubiera interpuesto recurso alguno [vtfú an- 
te la Corte Suprema í|Ue le hubiese sirio denegado, y además, 
|H»r(jiie el recurso se f muíala por el actor, en (pie el demandado 
no había sido oido en el juicio a (pie se reitere, y en tales con- 
diciones no es admisible la queja, entre otras consideraciones, 
pimpic quien la interpone no ha sido privado, según su propia 
inanifesiacióu de la garantía constitucional que invocaba, y el 
snh fiidieá, en consecuencia, no |Hidía est:ir comprendido en nin- 
guLo de los casos de los artículos 14 y 15 de la ley V" 4S. 
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queja 




un >c 



En la 

deducida por don Alejo C. Hernández y otros, en los autos «Su- 
cesión de Carlos Diaz V etcz, nmtra Sastre, Antonio M. y otros, 
l«>r desalojo*, en razón de que la resolución apelada del Su- 
perior Tribunal de justicia de la Provincia de Buenos Aires, 
el caso |K)r aplicación de disposiciones de derecho 
y mediante circunstancia de hecho y pruelia factores 
ajenos al remedio legal intenta* lo y míe no determinaban cues- 
tión federal alguna que debiera resolverse ]*>r vía de dicho re- 
curso; agregándose, además, en cuanto a la invocación de la 
garantía de la defensa en juicio, que aparte de que aparecía 
invocada recién al interponerse el recurso, esto es, extemporá- 
neamente, se observaba que no guardaba en el caso la relación 
directa e inmediata legalmente establecida. (Art, 15 de !a ley 



Ku catorce del mismo no se liizo lugar a la queja deducida 
|)or don Francisco Guillermo Dominoni, en los autos sucesorios 
de don Pedro Dominoni, sobre recusación sin causa, por tratarse, 
en el caso, de la interpretación y aplicación que habían dado 
en la incidencia los tribunales de la justicia ordinaria de la 
Capital a una disi*isieión prttcesal, la del art. 36íi del Código 
de Procedimientos, y en consecuencia, no procedía por tal con- 
cepto el recurso de ablación extraordinaria intentado y, ade- 
más, porque invocado el principio constitucional de la igualdad 
ante la ley, se observaba que no se cumplía al respecto en el 
xttb jWiVr. la exigencia del art. 15 de la ley 48, en cuanto pres- 
cribe que la queja del>crá deducirse con arreglo a lo prescripto 
en el art. 14, de tal modo que su fundamento acrezca de los 
autos y tenga una relación directa e inmediata a tas cuestiones de 
validez de los artículos de la Constitución, leyes, tratados o co- 
misiones en disputa. 



aíil 
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Mu ]a misma M*3 l?1 <A>rte Supritn:* de conformidad con 
ío dictaminado |j.ir el Señor 1 'roettra<lor General, declaró ¡m- 
pn ve» lente fa viuuja deducida ¡ M .r don r'raiicisco Pe Viuecn/o éli 
autos con la t aja Nacional de Juhilueioms tle Kmpleados y * Mire- 
n.s ife Kmpresas i«irticulan s. en ia/ón de que el f$mm extraor- 
dinario finura el fallo cid Juez de I 1 * Instancia, confirmatorio dd 
de la QysL hahia sido interpuesto t'iura del termino fijado por 
d an. JIM dd CÓt%j de Procedimientos. 



Ku la iniMiia tedia fin- con fumada por la Corlo Suprema. 
J;« sentencia pronunciada gav la Cántara Kcderal de Apelación 
4« La Plata, la pe confirmó, a su ve/., la rlictada por d juez 
Letrado fiel Territorio Nacional dd Neiiíjucii, (me eund. nó a 
Juan Míllaiti fai Juan Chico, a sufrir la pena de veinte años 
de prisión, accesoria* legales y costas, como autor de los deli- 
tos de homicidio y hurto, |ier| airado en la persona de Vicente 
Ksj.ino.sa en la puerta de TroL.pc. jurisdicción dd expresad., 
trrritnrio. d día 15 de Srptíemhre de t ( íJ5. 



Kn d reeur-o de A„rW ft>*?,i.í interpuesto por el ciudadano 
(lijaklo Hartado ei mtra la orden emanada pnr el Jefe del j )is 
tri;.i Militar Xv [% ordenando su ineurpi .ración a las lila?, dd 
riórcim. | ;i r firu - Suprema, t - nri r >dia H ,|e < »ctnlnv de 
declaró ipil concedid.. puf la Cámara Fetkral de Apelación de 
U ¡Mala H recurro de apelación interpuesto por d Ministerio 
Fiscal, en razón tle tratarle de una nu-ra cuestión de hecho, su- 
ficiente por sí sola para sustentar el fallo, cual era la de salu-r 
-i I loriado, una ve/ pronunciada sentencia declarando caduca 
mi exección a causa de la otorgada a su hermano menor. a l- 
^nnos nieges después tle hallare ei) las íita>. comunicó o nú a 
las autoridades mi litaren Ja caducidad de su excepción, en emú- 
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testo t x»r el sin. 74 de la ley 4707. cuestión 
mrm é facultades para revisar en 
acuerdo ce ni lo depuesto en el arfc, 



Con fecho diez y nueve fué continuada \x>r la Corte Su- 
prema, la semencia pronunciada por la C íimara Kcdernl de Ape- 
lación de U Piala, la que, omíirmó. a su vm la dictada mt 
el }m L&mo del Territorio Nacional de Ki.. que con- 

denó a José Mausilla Tiirrrajsa (a > «Mansillita» a sufrir la pena 
de reclusión |>er]>elua. accesoria* leales y cosías, como autor 
del delito de homicidio perpetrado cu las personas Rosa (¡aray 
de Aiulradc. Teresa, Juan y Alaria Sabtua Andrade. é>ta última 
hija natural riel procesado, y leiitativa de homicidio en la |>ersona 
de Kuselm, Xavarrcie. d din \¿ de < VtiuVe de !<>J4, en la mar- 
een Siul del Rica MaiiMi. jurisdicción de dicho territorio. 



1 ■ '! 

hn veinticuatro del indino fué con firmada per ta Corte Su- 
prema, la sentencia dictada por la Cámara Kederal de A|H>lacióti 
«leí Paraná, la cpie a su ve. continuó jnir sus fundamentos la pm- 
nunciada iH,r el Jnc/ l.etrail.. del Tcrritori., Xacional del Cha- 
eo. «me condenó a Uaslenía Beiiíto t ampias a >uírir la pena «Ir . 
da / y seis años y medio (Í0 prisión, accesorias leudes y ^o de 
la> costas im. cesa les. cmno aulnr del delito de homicidio per- 
petrado en las \mmnm de Juan Pcreyra y juana Cainpia,. el 
día 21 de Septiembre de \922, en el paraje denominad., «< u,„- 
píinieui.P*, jurisdicción del txpfesatíti territorio. 



Kn veintiséis del mismo la Corte Suprema de conformidad 
CUtl lo ..ietaniinado el SrrW Procurador Ciñera], n-, hi/,» 
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lu)pr :i la .¡neja deducida por h» señores Ifuherman y <¡a.. 
en autos o ni la \umniistraeÍÓn dr Impuestos Internos, por iii- 
iraeeión a la ley lh2?2. en razón de .pu- la ky Y' 7t»53, en mi 
un. 4 '. dispone. t\m- las rf.scilnctoiira <k la l 'amara Federal de la 
l "apila! causirún ejecutoria t u materia criminal, a lo mu- se 
uu regata tío haberse planteado, feappoeo, cuestión federal algu- 
na i-ii los términos exigidos por el an. 14 de I ky 4S. 



®m fetol treinta y non la (/orle Suprema de conformidad 
con lo dictaminado | Mí r ti Señor l'rocurador (ieneral, declaró 
mal concedido H recurso extraordinario interpuesto pof dtiíi 
luán Kantista Murcio Moi cirio, en autos con J. I '¡cardo y V, 
Sácame, sohre cobre ejccultvo de jwsos, en razón de epe la re- 
solución pronunciada jior la támara l 4 * de AjielaeiiHics en lo 
Civil tli' la Capital, no era la sentencia definitiva inte en los tér- 
minos del art. 14 de la lev 4K Autoriza la apelación extraordi- 
naria para ante el Tribunal, dado que imedata a) vencido (ílire 
la via ordinaria |ara discutir ampliamente v hacer valer sus de- 
rechos en el juicio currcspundicnle. 



,/>iim .¡thrr},< Laffiíí y ChtL üfletmüfü de umi ív.vm/,,, ;.uj ,/,- 

. fíilttfUi!. 

Smthtritt: Del textil de la lili 55J7. cjtie modificó el aniculo US 
de la> ordenan/a* de Aduana, se desprende con toda eviden- 
cia i|ue los únicos artículos coniprendidos deiiln> de la to- 
lerancia del cuatro por ciento, en euauio a la cantidad, son 
los enumerados mi dicha disposición» entre los cuales no se 
menciona el aceite de oliva ule la partida HK>k 

Casv: Lu explican las piezas siguientes: 



Ahí 



mmmm w.\. Ari.vjxisTKAJmk i>j: ahí \\a 
V Yím<u: 

tjiic a h.A se denuncia cmvm. de (f,„>5i scfecieirtfís v< inti- 
ñm* lámanlos aa-ite de i.liva de la partida Km, <u d mani- 
fiesto lf¿íi20. presentado por la firma AhVrio J.afíin y t ía., 
cnrrcsiiundieriic a! va|nir (üovaniuit, |mr píete ^M4. ctilrado 
:il puerto é\ M efe julio del corriente año. 

í ¿ue la referida firma eii su presentación ifc fs. 3 s.iticita 
que se finKlii¡nr una nueva veri f ¡ración del pesn de la i m r<"i 
flt'ría. 

- 

fíte practicada elidía u^-ración. fe » y vía., resulta m, tx - 
«»■>.. de f/AS} seieeieirKis ireitiia y odie» kik^tiw«i de la mer- 
cadería de referencia, operadón m fué practicada en presen- 
eia del denunciad... sin que la haya nbjetadn. por lo que deíic 
dársele pr aceptada. 

I'nr tanto, rfe neuerdo om l"s an-. I2N v 9M) di' la li v Sin 
Se resuelve; 

i 'cjmísar el exceso que resulta según vt i íncación de 4 y 
• vía, a Itcm-fici" del denunciante y sin perjuicio tfc los derechos 
fiscales y de lo que se adeuda en cncepto di* análisis, sejsün 
informe de fs. 0. 

Hágase sakr. consentida a Liquidaciones y i. ontrol y ]';,- 
ííms a sus efectos y reposición de sellos, lona- nola ALaidía v 
descósese |», r Registros la documentación a^re^ada: cuni T dñÍt>. 
archívese por Asesoría y Sananos. 

A*. /-ír/v. 
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SENTKNl f \ I * P : I _ JVK¿ l-'KDKKA L 

■ 

Bjásms Airv>. Muya l't t lr I 

\ i su* y ConsideraiKÍo ; 
l" Qisfí el cxrc^r denunciarlo ^ eneuentra oan|iro(»ado ni 

2'' <Jue, «,uio ya Jo tune resuello «Me ju/ Kaf | ( » en d ca.n 
Wtkwüfl Liffín y Cía,, N'ovi ( . m |„ v 25 tic l<>_ 5 5, la ley X* 35^7 
:,! c! •'»*<■ de N < >rdeuan/as. ha derogado, eil rea- 

hdad. la última parte ri* .lid,., artículo. fij r ] ;i tolerancia ,|r 

4 por difttto parií el limitado muner-i de articule* jp¿ en la mis- 
ma se enumeran, de manera mu*, en rttahmier otro caso. Ir* no 
t-viH-ci fiedlos |M dt- |a mleraneia g , Mir efenta 

Qtt<\ m el j^éírté mm tmmfc de ese jHireentaje v de 
aeuerdo con |„ r^llo |XÍF la Kmíüi. ( amara Federal en rl "ra>o 
'■'tade. .Mayn 14 de 19*., 1;, iK'imlMml dehr hacerse efwlivn so- 
ln* el total riel rxeeso denunciado. 

f'nr ell.i m- confirma, eou co>i;ix, la rr.nhieíón adnun.Mra- 
uva reeurrf.la .|e K U* .|iie condena a \ll.erh. KaMin v Ofc a 
la |., u;l <]<• o -mi^i del r\ce>.i de .,ue >e iraia y sitl per i'uicíi . f fe 
fes derechos -leí Fiseo, \ ( .|iíi.|ue<e. rengase la, fb¿ s y .U- 
vncleajM\ 

.l/iy«f'/ /.. .ítttihfjf. 
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ííiini..- Airvv Ajusfa h <!<> I'C-.. 

Vistas \ ( onsiderftndo; 

Qttt l.i modificación ¡nlr ( KÍncida m el art. li.S de la- urde- 
naiuas tte Aduana, me., j K >r m%ii ti inmsaje del IWrr 



I>K Jl'STICIA DE LA NACIÓN 



■ 



eutiv., dirigido ni If, GingWS» cu 27 de Mayo de IWZ, ;ir.im- 
tvmando el proyeetn de ley «ne tm mi im. I" establecía «Oued;i 

de Aduana: «y de un seis pi>r ciento cu cuanto a la cantidad, 
sí el anicnlo es de los que su avalúan al ]k-sh». 

l-nudada esta supresión en la circunstancia de que «tal e\- 
cesión, explicable en la época durante la cual fué adoptado tun-s- 
tro primer código aduanero, os hoy inneesario. habiendo des- 
apfréckfo I"s ríeseos c inconvenientes que antes presentaban los 
iludios de iransi turli- pn limonados por las empresas de nave- 
pación marítima* f 1). SS, de la £ de t>0, año 1<X)7. (.mío ¡#; 
página 40 1. 

Este provecto fué aprobado por la Cámara de diputados v 
a] considerarlo el II. Senado, lo modificó fijando en un cuatro 
l>or ciento ef límite de la tolerancia, es decir, lomando un tér- 
mino medio entre el seis pjr ciento que esta Mecía el arl. I2K jmra 
las mercaderías que se avalualian al peso, y el dos \*>r ciento 
mantenido |mr el 1'oder Ejecutivo, modificación ésta que fué 
aceptaila |M.r la Cámara de Diputados, quedando asi defimtiva- 
n íente convertido en ley. 

Que, como se ve, el o ]H *r ciento a que se referia .1 citad.. 
un. UX y que el proyecto del l'oder Mjecmivo suprimía, quedó 
modificado |Hir la sanción del Senado— que aceptó la t amara 
de Dipuiados en el sentid" de que la tolerancia del 1 \m cíen- 
lo es iiar;i todos |o„ artículos, con excepción de aquellos cuyo* 
pesos es susceptible alterarse por la mayor o menor humedad v 
que la ley 3527 enumera, para los cuales la tolerancia >crá de 
ni* 4 i>or ciento. 

Por ello y | M ir sus fundamentos, se c.iuíirma. con cosías 
la sentencia apelada de fs. .17 que condena a Alberto La f fin y 
Cin. a la pena fie comiso del exceso de que se trata, sin f>erjui- 
eio del pajjo de derechos que le cor rescindan al l'iscf». — /■>'. .-/. 
Xncai' . Im itan ¡ui. .1/ tirrrlino hscuhnht, T. . Irías, /. 
/'. Luna. Jof¡> ifafitéi 
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JltmiM, Ain % Nnurinlirr J rk' M'27, 

Qué dd (ext.. fe h w 55i/. W iitóífM él an. \M tk ks 
..«tkn;m/a> de Aduana, m- desprende catt KxLl evidencia m.e fa* 
únteos artículos comprendidos dentm de la lodraueía del cuatro 
|nr rietito, m ntann. a la cantidad, soií tos eiiuoKíríwtos tu di- 
cha dicción, ftjftg los otates „n ^ menciona el aceite di- 
se ti ala «i autos. 



f * ts íí*'rli» ijiii* la recordada ley no emplea !a 
lalira dentar, (tara drjar sin efecto parcialmente t i articule, f* 
USiiM-nt-Hiiiail.,. expresa, en camlm., u-xliialmrtiU- : »|«c¿fe di- 
funda la disposición final ik*1 an. IJ» de las <.rdenan/;is cíe A¡ lua- 
na ni la sij-tiic-nlc forma».... lo <¡nc siplfe (a derogación de 
ai|iidl« dis^sición final «jik se reemplaza por la nueva, dentro 
<fc cuya enumeración, ¿unto se fia dicho, iu. es:a comprendida la 
mercadería en cuestión. 

<Jue ntalmiicr duda a ote respecto ¡Hiede disiparse recm 
rriend.. ai mensaje eon ijne el Poder Kjccutivo envió a la ( amara 
'le Pípníailos el provecto del caso iniciando la reforma, del enal 
reMilta claramente el espltfíti rc>trietivo con que se promovió afiné- 
lla. 

Por esío j concordantes de la r^otuefón apelada, se la coif T 
nema en cnanto h u pfM |ido >tr míll erra del recurso. \otifí.|iicse 
v devuélvanle. 

V- líhKMI.fr. j. Kjr.rCMMA Al. 

corta M, Lai-hj cxckn \. - 
R, Ümm Lavai.u:. 
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WM lMÍ /.<rf, tifchunio tutu rssohuum tic Jtitunni 

Sumario: Cedida la h6cttf&üctóll del «manifiesto ¿renera!» diii- 
tr& del término fijado , K )j- la ley. de acuerdo con el artícuín 
SI de las ordeiiMizus y antes de que los empleados o fniK-í* — 
narios de la Aduana hnlmjntn tinado conocimiento de la 
mercadería que f al taha, ej capitán o su renreseniante nuc- 
&U1 exentos de lo, la u tra olí] pación i«ani «tificar fa falla 
en' la descarga. 

í'iítw: Lo explican las pieza* sí^uii'iitt's ; 



kf SfU.I MoX m I. Mt.MJMsTMAlMiíi Alll'AX.A 

Visto Im sol ¡citado, atento a los informes pnn lucidos y por 
lus mÍMiios fundamentos de la resolución recaída en las soiieitu- 
tteü números 475fí y 5040 ijtic se refieren a casos analcos al 
presente ni cuanto a la rebaja, se resuelve: 

\u h«r In^ar a ésta y conceder el aumento mte iuual- 
incnte se solicita, in lamiéndoseles a los agentes o al capitán deí 
I milite, una multa f$«d a los dercelios simples de la mercadería 
fallante. Xotifíqtiese. rt-|Kin K ase y previo aforo jh.i- Vistas a 
Contaduría para su ejecución. Cumplid" y con eonocmueni.. ele! 

. 



*W fam.os la tortr ¡u-hema 



SKNTKXCIA lti:i. M K/ l-'KIlKKAT. 

U^unu. Mar*, Jlr efe VHk 

. \uios y Vistos: el pre*enie recurso de apelación deducido 
]>ur José C . Lea, como agente del vapor nacional *l*'lunu'nense», 
contra la raísídiidán de] Administrador efe Rentas Nacionales qtic 
corre a fs, | -ta. 

Y Considerando : 

I" Qlte la cuestión sometida a la deciMÓn del jttspiei es 
liastame simple, así |n>r estar legislada con claridad, como por 
existir jurisprudencia interpretativa du las (lisjmiciüucs aplica- 
bles de las unlfi ta piáis de \duana. Se pidió por el recurrente la 
rectificación del «mamfimo general» del limpie prenombrado, 
dentro del ¡Hpb establecido jx*r la k-y al efecto, y fe fué dene- 
¿rada [«T el Administrador di- lientas. p..r no halvr comprobado 
míe m- irataki de un error involuntaria. 

1" <Juc, a mu» se vé< el fundai nenio aducido t> abstracto y 
por lo mismo un poco ínera del derecho |>o*ínvo jmr excelencia 
contenido en la ley aduanera. K>ta preMime el error involunta- 
rio al acordar la Facultad de solicitar su rectificación: y lo pre- 
sume tanir. en ra/ón de [o. múltiples motivos reales v0 hacen 
l«»silile mí existencia, cuanto en vista de la actitud del interesado 
«pie se apresura a corregirlo apenas notado. Kl derecho penal 
aduanero prescinde en ireiieral fie las intenciones de los agentes 
de u «unción, y sólo toma en cuenta los actos exteriores, 

previéndolos y notando >u apreciación. 

(hie con este concepto la Suprema Corte, en varios ca>o> 
di aplicación de tos artículos concordantes 51, 454. S-lh. >¡4", 
"Ib y '*N5 de la> ordena u/a* de Ni luana, ha con firmado la ue^a- 



m; jmmem fie la nación 

liva de rectificación tic «manifiesto*, aún cuando se hubiere so- 
licitad,, dentro del plazo corres] Elidiente, si la Aduana hahia to- 
mado ya cmuKmiiento de tas diferencias: lo (juc quiere decir 
mu: tal circunstancia da luj^ar |H>r sí sola a la presunción eon- 
traria sobre la naturaleza del error. Kn otros términos, la pre- 
sunción de que se trata del error involuntario oue da derecho 
a obtener la rectificación subsistente, mientras una denuncia 
o las foraciones do contralor oficial no lo fmn ludio conocer 
de la Aduana, ames de serle revelado |»or el interesado mediante 
su solicitud. Xo pueden haber otros procedimientos cr mi prodito- 
rios previos, a realizarse fuera del cam,H> de los hechos y avan- 
zando -obre el terreno de conciencia, con el fin de muy difícil 
lotfi-o, de descubrir si hay error o dolo. 

4* Que, como se deja dicho. las disposiciones aplicables de 
las ordenanzas son claras y sin distiiifros de muj-una clase: se 
reducen a conceder eí derecho, sin reato, de rectificar el «ma- 
nifiesto general» o su traducción, cuando se ha notado aljíint 
error, señalando un plazo txrentnrio para ello, vencido el cual, 
dejan ríe considerar involuntario el error y caduca el derecho. 
C ..mo también se deja dicho, la presunción le^al se inviene, 
cuando el titular del derecho guarda silencio, dando \ %m t ;, piu- 
las autoridades aduaneras descubra j>or sus propio* medios o 
le sea denunciado el error, aún corriendo eí plazo fijado. Kn el 
caso de autos no ha existido ninguna de las circunstancias ca- 
naces de desvirtuar la presunción legal sobre la clase de error, 
pues se ha pedido la rebaja de dos media bar ricas de verkn y 
el aumento de una inedia liar rica también de yerba, dentro fiel 
término de las ordenanzas, ampliada |Mir la lev vírente X" 1I .JS1 ; 
y la solicitud ha llegad^ a la Aduana antes q m ésta ha va tonia- 
do conocimiento directo ■> por denuncia, .le las diferencias en- 
contradas al ticini>o ríe ta descarga. Casos como este han 
>iempre roueltos favorablemente. 




y i lemas fundamentos concordantes expuestos en 
o de ¡V /. y no obstante lo dictaminado |„> r el Señor 
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1'roiurador l-'iseal. v] juzgado definitivamente falla: revocando 
l:i rtv*!ucióii apelada de fe, 2 vu. y declarando, en consccucn- 
cia. procedi-nte la rectificación del manifiesto ^ciieriil «Id vnfxtf 
■I luniiiiense», i-ti la forma solicitada oportunamente, Sin eosia* 
aun t a l.i naturaleza del asunte». Insértese, liábase salier y eieeu- 
r- «i N*i|a. conmni<incsc :t ¡a Ydíia*i:i ;i mi* efecto»*. 



-I NTI-Nl JA JU: JA l A M ARA I RfKKAL 1H" AHÜ.Al KlS 

Rosario, May.. Jf» <h- p»jn. 
V isto.s lo* autos «Lea, )(im ; C.* Apelación de Aduana ( Kxp, 

JW miíi fundamentos y teniendo en cuenta ipie el art. 51 
ífic ta> ordénanos m contiene la distinción en «jue ><• ta M - i-I fa- 
llo dr i Scnnr Administrador de Aduana, y la lircunsiancia del 

n " i«iU.ri«ui. tampoco, la presunción de, míe >c ha lenido 
<■] i»mjM*tsiiu de defraudar la renta fi-eal. Bífi confirma la seuUn- 
eia de fs, 24 a 25. \ottíif|ucsr y devuéíva>i-, £«#¿ M. ./?«#- 
íift tüíi* /*. (¡Wtséfcf, - JtKit' Mi hierro, se^mi mí voh,, 

■ 



IftíSlHr., Muy. Jt. (],- l'íjf, 

Vistos fon aun» Lea /osé V'.. apelando fallo ile Aduana i 
iW mi> fundamentos v e..iiMdcraudo además: 

• 

«Jue la Suprema l'oite en su fallo del T. SI. páj;. 241. eniiv 
otro>, haciendo aplicación de la lev de Aduana fie la época, y de 
los aris, 51 y S47 de las ordenanzas, cslaMeeió «¡ife el agente de 
mi vapor |viilia pedir, «sin reato alguno de pena*, ilentni del res- 
pectiva ténniun. que en el sith lite es el del art. 34 de la ley 



de jrsTiriA m r..\ nación 



1L2N1. [|iu- *o adicinm- I,, ipintiiilu ni mi niamíicMu »oneral (ni 
:nrue] caso irat;ilh-ise de m SEtóus tfe piliiinila ; y en ti présenlo 
tic dos luisa» dr yerlw mato. ( informe a su significado »r<1in*- 
ni-, *xin reato», iiii|Hirta decir «sin resjanisalilitlad». «*in la 
]kv1i:i rio ser roí», «tiliiv y normalmente», m* ha ttllptutácUi 
i raudo ai ajenio di! vapor « Hunum-uk » y su enmienda ríe fs. 
1 fué presentada dentro fíe fas veinticuatro I vivas do halierlu sido 
1*3 mamíiom general. .\ más. im nlistamc t calar si-, como queda 
demostrado, de un caso te(uisrftóairicnio legislado, cmi jurispru- 
dencia concluyeme, si aún hulera alguna rinda $ém lo iítterii. 
siria do aplicación ef precepto del art. 13, üMiga de IWcdi- 
miemos. Y i.ídn e) Señor Fiscal do támara: 

Se cuiifinna la sentencia do ís, 24 a 25. del JO de Mar/o 
próximo pasad... \\iiitímiese y devuélvanse al Jn/^ido do origen. 



TAf.r.O HK [.A aiKTJ-; mchk.ma 
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VUt«is : 

("otividorandn : 

[ Mú en anuís está demostrado ijuc ol pedido do miiticaeión 
del matufiólo, do ís. I, do acuerdo oon y] articulo 51 rio las 
ordenanzas* om;'i presentado on término y autos do míe lo* em- 
pleados o fu m-oi arios do la Aduana hubieran tomado conoei- 
mmm ém media lar ricas i|ue faltan >n on la descarga. 

Que oslas Kuoñes, conio |o ovidonciau li>s tallos do amlwi* 
iiiMaiicias. incluso la disidencia de la Cámara Federal, eximen al 
capitán o su representante do tótia otra obligación jara fusiifi- 
car la falta ni la desearla (Tallos, tomo Sl t pa- MÍ ). 



\'iir oí... y niilii el Snmr EWurailur ( leiu-ral. >i* o infirma 
la -i-uteucia apilarla rii ís. 41», ni cuanto ha podido ser materia 
«Id recurrí. \, .t i t ípts*e y devuélvanse al trihnnal (Je ur^ni, 

A. Ui:kmmii. | L |*|.;i KR(U Ai - 

tOKTA. — M. [.AI'kKNí EVA. — 
14. Gt'lDíí l.AVAU.K. 



lUtttiÚMtté Stmit i y Grcyario f\' iras, ¿uttutrif imoiuio ru sit t l > tf 
tro, par initiv> fsm t''i> tír tamlofrs ptihfmts. 

StttitM'w: ]" improcedente la cuestión prcjuilicial de incom- 
petencia 1H Poder Judicial para coiimer de un proceso f*w 
malversación di* caudales púNiccis. fu miada vi\ lo dispuesto 
gur- los articulo. 5J. M. 7! v Xa de la lev X"* 4JK. suhre ton- 
taHtel v inanimación .Ir la Contaduría Nacional, en un 
raM» ni (pie el drüm imputado a lo- procesado- se ha sutis- 
traiílo ]ht sus propias nn «latida* les, a la fiscalización de la 
< 'uiitailtirin. la (jue. por consiguiente, no ha ejercitado en el 
jíróoeso las iniciativas mu- K* alrihuye la ley. intervhu'end.i 
suki a mérito de la denuncia correspondiente. 

2" i urresponde a la jn-lieia federal el e< un icimienn > di una 
CaUsa ptir fleíriitiilaeioii a la Tesorería c& h Policía <1t? !a 
i "apila!. 

( ttsoi Lo explican la> piezas .si^iitetUthi : 
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I1IC T UlIÍX l.p SKXOK 1'K«K TK AIMIK (iK.VKHAr. 

Üinn-is Airo. Ai¡i->li* ,M ik- l'íJ7. 

Suprema Corte: 

Se procesa a Munolnnié Sara vi y a 'in^otin Kivas, por el 
a líe malversación de caudales públicos consistente en lia- 
licrse apropiado de excedentes que resultaban mcnsualtnentc m\ 
ta Tesurería de la l\.|¡eia 4 te CajHÉái de la Nación, ]K.r eoucep- 
U>s de sueldos correspondientes a empleos varantes. 

I-a causa ha sido iniciada ante el J uzeado de Instrucción en 
lu Criminal de la Capital tie la Nación y. ante dicho juziradu. \ m 
acusados lian protnovidn m incidente sobre jurisdicción, soste- 
niendo que el nmuciinietUo fie dicha causa COrresjXHide a la jus- 
ticia federal, fe que lia sido denegado ]*jr hi Cámara de Arlado- 
nes cu I.. Crimina 1 y Correccional a t>, 17 de estas actuaciones. 

Se discute sí los fondos materia del definí son o no de 
propiedad de la Nación o si.de acuerdo con la ley -M-W, sobre 
creación de la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones Civi- 
les, dichos fondos, ptir correan mder a sueldos de empleos vacan- 
tes, son tik propiciar! de ta reíerida Caja, por cuanto a ella delu-n 
ser transferidos. 

Cualquiera que sea la solución que se de a esta última cues- 
tu ni. es indudable, en mi opinión, que |o> referidos finidos for- 
man parte fiel Tesón» Nacional. son fundos púhlío» va sean del 
listado Nacional o fie la ("aja de Jubilaciones: que «s una insii- 
t Lición de carácter federal, en cuyas ^estifines e> iududahle el 
interés fie la Nación, siendo evidente su relación de dependencia 
de ésta (Doctrina del falto de V. K.. tumo 144. pág, liYi). 

VA fuero federal procede en causas fie esia naturaleza en 
que aparecen comprometidas las rentas nacionales, de acuerdo 
culi lo dispuesto por los aris. 100 de la C-mstitiietón Nacional 
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y 2", im\ V i 5'* -ir la ley ^ y dattdfa tk V. $, (141;^ y 
1-14.14) : 

A ule ilk-lm íin-n. delirran lo> interesadas i lisa» ir l;i> «le- 
ma* rm>tÍMiu> «¡ne [>mmm*cm ni la ablación ijiií» han inier- 
miesm jwira anle rsta lurie Supieina, 

Soy ]mii* fllii de opinión i¡ne corres fu utdc revocar la senten- 
cia apelada declarando ime rl otnocimimtn di- la presente cansí 
Cuf.físjMintlr a La justicia tVdcral. 

I forano H. I.oi ir id. 



l Al. Lo LU: LA CMKTi: S1T«F.M \ 

Miuui- Aires, Stívicniltrc 7 ite I 1 '-'". 

\ \ i-Im- : p;ua resolver solire ¡;i excqjción de ílld Jlllj n*U ll- 
< ía t Ir jurisdicción opuesta por la defensa de Ir^ procesados Siar- 
tf*toftw Sarav : y tírígwfb Kivai. ni la cansa t|iir se le^ si^ire 
|ntr malversación de cúndale* püNicos. 

V Cn^lerando: 

íjnc la ettéépción opuesta ¡m sr liniiia a la incompetencia 
tic una ratita o jurisdicción determinada de la justicia, vino i|ii< 
comprende al Pótfe Judicial o,ue W llfee legalmente incapacitado 
para entender ni el caso liasta tanto sea n*Mieltg la cuestión pre- 
judicial i fin- >e liacc derivar de diversas disposiciones de la ley 
.Ir Contafiilidad X* 4JK 

(Jue lus preceptos legales invocados confieren, ni efecto, 
a la loiuaduria (¡cueral de la Nación expresos y amplios de- 
licie* y atribuciones concernientes al examen, liquidación y juii 
cin de las cuentas de la administración, las apruekn vi observa, 
sryúii el resultado de los exámenes «me practica a su res|K'cto. y 
en h*- casos de eomprokar alquil delifh de los previstos en la lev. 



UK jrSMClA DE I.A NACIÓN 

sin perjuicio de miimmt h tramitación i «ira el fenecimiento 
de lu cuenta, lo comunica al Poder Kjeemivo ;i los e itrios (le 
k acción gjíié corres|ionda ame la autoridad compéleme. 

(Juv de estos antecedentes k-^íilcs se infiere que en deter- 
minados casos, y especialmente >Í la existencia de un delito ¡tu- 
piualite a mi empleado público depende del resultado de la lí- 
q ti ¡dación de sus enemas m\i é erario fiscal, es sin duda evi- 
dente ijue dicha empleado no puede ser sometido a juicio por 
hechos administrativos y de cojttnMfdad, sin fjiie preceda el exa- 
ttteii de >us cueiUas. pues omitiéndose tal requisito, esencial cu 
el caM» Mipue^iii, podrían resultar decisiones contradictorias sn- 
hre los mismos hechos. 

[hw en el stth jittiit r ia> circunstancias son otras, tíl deli- 
to que se imputa a los procesados se lia >uhstraido por sus pro- 
pias modalidades a la fiscalización de la Contaduría (íeneral. 
la cpie por consiguiente no lia ejercitad)» en el proceso las ini- 
ciativa* que le atrilmye la ley. interviniendo sólo a mérito de la 
fien uncia correspondiente-, y hicti puede resultar, a los efectos del 
Con t rali ir posihle de esa re] «ir lición, (pie las cuentas rendidas á#l* 
le/can inolijela liles, aún aprobadas, como lo afirma el if t¡iw en 
el auto de fs. 10 tk-1 incidente sol) re jurisdíceión. y sin em liáf- 
$j Helarse a la plena compro) ación del delito míe se investiga. 
Mu tales condicione.-, es indudable ta improcedencia fie la cues- 
tión prejudicial planteada, pues el caso no está evidentemente 
^itiipreudido en las disposiciones legales míe se invocan, y así 
cumple declararlo, desestimándose en consecuencia la excqwtón 
tundada en las referidas dtspoe.icÍMiies de la ley fie cmitaliilidad. 

One en amulo a la tmv mi pelel icia fie la j ustieia i M linaria. 
P<n- corres) >onder la causa a la jurisdicción federal, las conside- 
raciones (pie se aducen para fundamentar la incidencia promo- 
vida, deciden la cueMióii en el sentido de la procedencia de la 
excepción opuesta. 

Xfi invalidan esla conclusión las circunstancias de que el 
proceso verse sobre actos que se dicen cometidos en lugar don- 
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de ii yuliifi-im >úlo acti'ia riiiini |wh|it K.cal y trate de mi 
delito común, reyido p.-r iikjwsleicílics e#pre>a* del (odie." IV- 
naf. a i «ir ir di <jue diclm* preceptos constituyen nor- 

ma* substantivas míe ^ aplican indistintamente por los trilm- 
nalc- Incala o de la \aeion, ^ún et fuer., riue corre*! tonda. 
Uista. j>or >olicr utra consideración, para que surta el fuera fe- 
deral en t-l caso, que el juicio niMaurado se refiera al delito de 
malversación o defraudación de rentas o cimero* fiscales q«e el 
Gobierno Nacional confió a los procesado* a lo* fines que se 
expresan, toda vez que, de acuerdo am la ley y la jurispru- 
« Inicia i [iiL* se filan en el dictamen precedente (Fallos, tomo 14,1. 
páij.. ¿V; tomo 1 44. pái;*. 14 y tfiíj entre otros», a la justicia 
nacional te inenniln* resguardar ]o> derechos e intereses de la 
Nación y conocer y ju/^ar rk- Jo* crímenes que tiendan a la 
■ irtratiíiaric'm de >u> remas u ol^tniyan o corrompan el knen 
M-rvicio de su* en i picado*, i An. 3* itle, & íev X'* 4^: ari, i.í. 
i no. 3 V Córneo úv IWediiiiiemos en ) frhninal ¡ Pafirjf, mtiw'j 
p%. 204). 

l'or estos fundamentos y los del dictamen del Señor l'rocn- 
rador (¡eneral, ve revoca la sentencia recurrida, declarando** 
r|iu- el conocimiento de esta causa enrrc*|iondc a la jurisdicción 
federal. Xo[¡ fiques- y devuélvase al trilmnal de procedencia, a 
mi* efectos. 

A. I'iKKMKJo, - J. FlfifKktM Al 

roin .\. Rom : uto Rki-ki ti i. 
k, Gimo J.wvi.r.M. 
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Smitar-hn 1" Pxñ&¡t$e ej reem>n rMnu.rrfinarin tM articulo 14, 
W\v 4N, i-imtra una seiiu-neia contraria al ihmfoi fundado 
cu la ley 1 L.W.. 

3* Dados la naturaleza, extensión y eíce&is de la facul- 
tad conferida a] Congreso por el art' f.7, inciso 17 de Ja 
Constitución, o sea la dr amnistiar (véase tomo pá K . 
2d5. tomo IÍL\ [%, 4.1i. el ciudadano naturalizado reale- 
ra |Hir el art. 41 de la ley ÜJfe b condición < lU c poseía 
antes tic la sentencia materia efe la amnislia. Kn cunseetten- 
ria. el t|iie con arreglo ;1 ] a | t . y N] *, fl] ¿ cnllfIeii;t( i„ a j a jhV _ 
dtda fie la ciudadanía argentina con |ir..liihicioii de icadcfui- 
rirla nucvainenie, rcadtjuiere la calidad de ciudadano sin 
míe le sea mencMcr realizar las diligencian necesarias para 
nlitener de nuevo aíps! estado. 

^ buenaventura Hermenegildo Do* y IVrre solicitó Ja 
entrega de ta carta de ciudadania <mc le lialna sklu otor- 
gada con fedia 7 de Aliril de 1919. Kl \ llv ¿ |: C( ] tTa ] lw , híi!n 

lugar al pedido y la Cámara Federal confirmó e>a re<o- 
- Ilición. 



i>u i\mk\ mi. si;\ii|f i-tiHL rif ytXJK uí\tk.\i. 

lUu-n-» Aire-, fíi'liilirt -J iti- |'>J" 

Suprema darle s 

Píír la* ra/unes dada* a fojas 2\ |>or la Cámara l'ideral de 
Apelación del Rosario, estimo procedente d recurso interpues- 
to jwr don Buenaventura Hermenegildo Dos Terré en esta cau- 
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S» 'I 11 * 1 *>K» 1 ' »í»Wc tor-ainienn. de ciudadanía, d mu- s t . í m ,da 
en el aR 14. fe $ de la k-y \> 4& 

B« ciiaiuu al fondo dd fMttiflgo: Atento lo re>mltn por V, K. 
culi lecha 19 fie! mes pjwlo. en las cauris promovidas por Jaime 
Vadell y Antonio Martille/, estimo < pío corres|>uisde revocar la 
-eiiumeia apelada de fs, 14. o mi declaración de qtíé el iccunm- 
'< ti ta ni libado a ■ duner nueva varia di- ciudadanía/ 



j \i.rn ni: FA iorii: sci-hiíma ( 1 i 

!Ult-tUi!í A i rr>, ÜíWiflllItrr T (Ir Vi27. 

Y \'i>i..s: m -iir-o interpuesto a fs. 1S y omeedido a 
h*jas ¿I< 

Y (. ou>iderando : 

<Juc siendo el presente, caso Mutilar a] re-Mielto por esta lorie 
Suprema con fecha I" de Septiembre del corriente afín ht re «W 
dell Jaime, m ilire ciudadanía», se dan |Mir reproducidos fósí fun- 
damentos di- dicho fallí». 

Ti ir élth v di- acnerdn con lo precedentemente dieiauiinado 
P-.l el Sefli. r rWiirador General se declara procedente e! mur- 
sii i m reywa la ^títeileia apelada, om la declaración de truc el 
iiuirnnfc im utilizado a odtcuer una mieva carta «Ir ciuda- 
danía. Ha-as- ^aUr y devuélvanse los auio> al Trifonía) di- su 

procedencia. 

A. Bermejo. — J. Hu;u;koa Ai- 

CÜKTA. — KuilKHTU ÜKPKTTO. — 
\< (íl J I» i L.WALl.l:. 

fli \ H tídh pubh'cnctti .i í-. Ji-I di- «ir tutti**. 



i»k ,n >i u- 1 a m: I.A X aitón 



:t73 



v <>!tn\. \tthr t - hihit'iownw í/ t - íujiras. 

.Smthiri,,: \,, ],i tK T ( |f ti ttmr^n cxtraordinari*» dd aniculo 14. 
ley 4S, omini semencia qpe drM M una tilia querella por imi- 
tación íraudulenia t\v marea de íálirica. faif c^Wteracít*- 
im v anteeederms dt ludio y tfe prueba r¿ eficacia tosían- 
le para «istriitar |H»r si >olo> la decisión apdada, en la í,nr. 
|*»r lo demás, no se resolvió «wsriúii la Ir ral alguna, 

fWi ' I." explican las piezas m^iiíc-uu - : 



IUi I.UIFN HIT. SIÍXOK ■■ROM Tí Al HUÍ tiJ.NTTí Al. 

Ifttt'ftftS Aires. Ahril 2" He l f '-7 

Suprema Oírle ; 

La querella seguida |>or la sociedad anónima FríjpjHítfeti An- 
■Jo o un ra (lun JVcIru |. Morando y otros. mWe ¡mi tildón fran- 
dulenia de marra di- comerlo; qiil? Iramiiú aim* el Jugado J-Y- 
deral úe La Maia. Ja Oimara hederá! (fc Apelación de rMin 
dudad, al dcM-MÍmar la querella, ln lia licclm ni su sciUeneiü 
de is. VHk |n»r considerar que el querellante *nn lia justificad" 
los ex liemos *!e mi acusación*, ya que. m:hüu las constancias de 
aun» las mercaderías embargadas contienen marca> con enm ler- 
dones que sillín el tribunal muí completamente distinta^ a lo 
denunciado, y «ddic reputarse, agrega, inmotivado el u-mor de 
que pueda confundirse la mercadería, con la que ("al trica v ex- 
pende la compañía querellante». 

Cuino >e vi*, la sentencia a|K.T*Éí; fu miar la en consideraciones 
(le hecho \ prueba ajenas a la revisión por esta Corte Suprema, 
las cuales constituyen, por otra pane, fundamentos suficientes 
para Misionar el lalln de referencia con preseindeneia de las 
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cttcstiotws Memk* que se invocan y a tas que, ^ulisaiiariatncn- 
U\ *e refiere ta sentencia. 

X.i liay pof eftb en ta eaiwi cuestión alguna sdhfe derecho 
N««Í qH? pm&i motivar la intrneiicíóii i|c esta CflVf* Supre- 
ma ni di mmtm tskmoráimm epte acuerda el art, 14 «le la lev 

Soy |M,r ello .| t - oj&ffifa , m ,- ( ¡¡dir, e* Uti|.loe t dc>ltr 

^ tjílí; lia sido mal concedido para ante V. IL. 



TAt Ut m l \ i OHTK St l'KKMA 

titíiíeiH*s Aires, Xtivu-ifil-n >> ¡fe re;, 

^ \ ímo* : 

l'or Ion ftmflaiiu un.s dd preerdcnir ilínnnit e del Señor f '«■■»- 
nirailor í ¡i iier al. t il el fp! se cMaWeee. .]e acuerdo con ¡¿ tfftt. 
laiteias ile auh.v (fiir la semencia recurrida docstima la míen 
Ha de ( f ur m- trata p.*r e« .Moderaciones y antecedentes de heeln. v 
de prueka de eficacia IwiManic para MtMcntar por si | n 
deei-ión referida, en la W por lo demá^ no >e ha rcMicllo cties- 
tíón fak-nü alguna, y atún., I„ reiteradamente resiiehu por eMa 
forte en ea*o> alíalo-..^ i f'albs, totllti 4.ío ; tomo I & 

ÍKiUs. 101. IK2 y SH; tomo 124. pa^s. y ¿>5, entre otros..' 
s " '-^lara mal coricrdldo el recurso. \ot¡íir ( uese y repuesto 
papel devuelva-e al trilnmal de procedeueeia. 

A. ÍÍknmjjk I. I- n¡t kko\ 

COK TA, -- ■ kot(|:K70 RüHlTTO. 
M. I. ai-ííI.m t:\A, 



nr: n ítuí\ mk la s.vinx 



átmwim U* m&m tW »«. y v^a- r „„ 4S 4 .„ Mt t . a K,|^| ltt 

J'fenr. dd dominio iHililico sun iiiatienahh> e ¡ni T »r^cr i, h i 
•** st ' ^>™<*mran tUm dd cnnurn,, v no m 4m, |K>r m 
mismo, sn- íiiiiétti jxvsesión „j enerar remedios i**eso- 
nos en favor de fes ifttfelbt*»: v ¡MiiMtase demosirado 

|*if la <lim ;m .¡a<l;L el u >o o .nutrí desde lirmpn i norial 

«Id terreno , jU e comprende el camino etKStfón, hecho re- 
o.n.K-ülu expresa i- iínplieitamemv jh, ( - d propietario aciua! 
*ld campo, d concepto fep tfoj la prou-cdón insoria falla 
en d caso, y en consmtencia. corrcs|*mde d reeha/o efe la 
acción de despojo instaurada, 

Cuso: Lr. expHca d siguiente: 



IWI.LO HK C OR I R ST PRI-MA 



l'mii v Airrs». ii-mlirc tf lie 1'L7. 

V Vi*to>: 

!)'-„ jifcijp rranvvdl. m'inn .]<■ | a Capital Knlrral, pro- 
mueve a fs. .i acción de desojo contra la IWimia tk* Cuellos 
Aires, fundándola como s%ítií; 

Oía es propietario tic un campo -finado en d pan-ido de M 
hnti. provincia <le Hnenos Aires, cuyos linderos son los sámen- 
les: al Xorle. don \l\ K „ v \ Kduardo (asee v Tomás Scul'ly ; al 
ÍCste.con Manin Iza-ninv : al Sud. m iniar f.eond Acevedo Hía/ 
y Lnmd Acrvedo [fc. y al ' hMe\tice*ion Moorv. 

\im ha e-ia.lo ni poM'xjñn ¿oíttuióa, parifica y irauíjuila 
■Ir dicho mnmdilc dexíe hace vario* años en fjttq lo adquirió par 
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adjudicación i ¡midiicifq cu la testan untaría ck* duna Angela Cratv 
wcll de Simoson. 

<Jnc é) día 4 de Mar/o rjrj 1926. un empleado del Gobierno 
de la provincia de Buenos Aires se presentó tki el) Wftpo \mm 
cumplir, según dije un decreto de aquel que ordcnalia ta aperm- 
ra de un camino dentro ije él a pesar de existir uíro camino de 
uso común, [■'.! empleado auxiliado ]H»r la fuerza pública echó aba- 
jo el alambrado que dividía el cani|K» del actor del camino tra- 
zad" en su lindero con ízagnirre y penetrando en la propiedad 
derritió tres alambrados interioren para buscar la salida del cam- 
1>o de don Zelmar Leonel Acevedo l>iaz. 

[Jtiv este atru|H-IIo a la propiedad privada c* tanto utas in- 
justificable cuanto míe el camino existe eh tierra que es del sus- 
cripto y de don Leunel Acevedo Díaz, i|uc está trazado en el li- 
mitv de la primitiva propiedad, lindero con Iza^iirie, 

í hie la provincia de Bueno* Aires ha infringirlo el principio 
constitucional que ¡íarantisa la inviolabilidad de la propiedad y sin 
expropiar se ha lucbo justicia por mano propia sin ley míe la 
¡nitor ice ni sentencia que lo declare. Funda el desdijo en los arts, 
24<*>. y 24*W del Lagjfea t'ivil y en los relativos al mierdie- 
to de recobrar de la ley X" 50 y solicita se condene n la provin- 
cia de Buenos Aires a restituirle la tierra de la cual ba sido des* 
poseído. a reponer los alambrados [pte ha abierto, ;i nivelar el 
Mielo que hubiere removido, a retirar la fuerza armada y a jtíijpir 
la> costas del juicio. 

Acreditada hi jurisdicción ordinaria de esta Corte, se con- 
voco a las panes a inicio verlwl, en cuyo acto í í*. 27 j, ¿\ actor 
reprodujo la demanda y el represen lame de la provincia fie liue- 
nos Aires. Or. Parry, pidió el rechazo riel iutcrdicio con costas. 
• X presando: 

One el camino de Allierti a Chacal meo cpie cruza el cam|Ki 
del actor, eMa entregado al uso público desde hace más ríe trein- 
ta años, con el consentimiento ríe mi* antecesores y de él mismo. 

gtlie en este caso el ador ha deseado obtener el desvio del 
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camino cu albinias de Tas formas propuestas al gobierno cu el 
expediente administrativo que presenta para su aiín-j;ac¡ciii, pero, 
lia cometida un error al phiceder a la clausura clt- (lidio camino 
como lo hizo en Jtilio de 

<_>ue ni los primeros días de junio de 1925. el actor abrió 
el camino y retiró la tranquera existente en un extremo del mis- 
il m a la salida fiel campo, |£n Julio de ese año el actor procedió 
a clausurar nuevamente el camino, obligando a los vmtios a ha- 
cer un recorrido más kirjp, pir un camino muniei|*al de diez tnc- 
tros de ancho lindero al campo, 

Oue nie^a que el actor tenga dominio posesión o tenencia por 
el Úmm ley sobre la faja de terreno que constituye el cami- 
no y sostiene que el gobierno al proceder el 4 de mayo ele [920 
a ta rca|H-rtura de aquel, ha hedió uso ríe Iris facultades <|ue le 
confiere la ley de 1,W cu sus arts. 8 y 80. 

Que producidas las pruebas ofrecidas y oidas nuevamente las 
liarles, h, 88 y fs. 91, se pusieron los autos fiara sentencia. 

Y considerando: 

+ 

fjue la provincia de I lucilo?. Aire** ha sostenido que el ca- 
mino materia del presentí- interdicto se encuentra destinado al 
uso público desde riem|»o inmemorial y rpie al hacer cumplir H 
decreto administrativo ordenando mi rea] jen uní no lia pulido pro- 
ducir actos suscefitilifes di- generar la protección posesoria. 

Oue. esta Coite Ha declarad", cu efecto, que sólo >on sus- 
ceptibles de fKísesión las cosíis qitt? se encuentran en il comercio 
(arr. ¿400. Código Civil) y «pie. ademán la prescrijieióu única- 
mente se aplica a aquellas cosas cuyo dominio y iwiscsión pueden 
ser objeto de una adquisición < arl. Indigo 0¡é \ y ha agn - 
gado tpie ]i» caminos de uso y goce comunes cu su calidad de 
bienes del dominio público son inalienables e inprcscriptihlt -s. se 
cncneiitrau fuera del comercio y no pueden ¡Nir eso mismo, ser 
objeto de posesión ni generar remedios ^sesonos eli favor de 
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I'»- pníciifórt% Artículos _M40, tticíso 7'\ Código Civil. 

Kallos, tumo 141. |iíi^r. MÍ7. 

(Juc en la hipótesis eorrcsiN-ndia a la provincia di' (menos 
A iris la demost ración tk que el terreno tOtííi^ndKló !*>r el ca- 
miní > de Albérti a ChacaluLcn. en la \mrw atraviesa el eam* 
fui itel actor, se hallalia afectado al umi ¡uililica con anterioridad 
al momento en q«e sí? produjeron los hechos calificados de 



i}uv p\ mtV -cutido ^ provincia .Ir Unenos Aires ha demos- 
ii-iwln el um> común desde tiempo inmemorial del terreno tme 
comprende el camim j y ese liedlo ha sido reconocido expresa e 
implícitamente por el propietario atina] fiel cainjKi, Kn efecto, las 
constancias del expediente administrativo fs. 1/ y N. contienen 
el reconocimiento de la existencia del camino en el cati.|m del 
aclur. La prucki testifical constituida por las declaraciones de 
Yacare/A-L fs. 54. í asey í>, 55, Kltifí ts. 5ó, Carrera fs. 57 vta.. 
coinciden en afirmar : a t que el camino ¿reitera! de Allícrti a Oia- 
ealntcfi f|lie actualmente cruza el campo de propiedad fie don Luis 
-fotfgt: t'ramvell existe desde hace más de treinta años: h) ipie ese 
camino ha sido siempre euidado y arreglado p*ir cuadrillas del 
líohirrno de la provincia sin oposición de t'ramvell ni de *ns su- 
cesores ni de otros Cecilios. 

Oiura sti tumo la pruelia |>ene,a1 corriente a ís. ít/. jkariien- 
ttfj de las huellas ex i Mentes dentro del campo del actor, conclu- 
ye míe se trata fie un camínn |*nr d <me lia jiasado un tráfico re- 
- ti lar y fíe antigua data, el mismo que ha sido clausurado en una 
fecha a-rea na. como lo revela el estado di !os a lamí irados que 
cierran el viejo camino en los puntos de entrada y fie salida del 
campo. 

( Hie. ]mr último, el informe corriente a fs. 7* fie la Direc- 
fjiéil de Puentes y Caminos de !a provincia fie Hítenos Vires. 
| truel ki «ptr la rula genera! al cual este interdicto se refiere, fué 
apmliada por decreto de lecha 1" de Dieiemhre «le LW y su 
atno^itaniíeiítí? autorizado d ti di- \hril de ímO. 



iíe jrsTiri.\ ñu la nación 



Que en eMas condiciones la ptgfyt demandada al ordenar el 
restablecimiento del caniinu clausurado |M>r é néíor se lia limita- 
do a ejercitar sus facultades administrativas tendientes a oIuciut 
la restitución de la vía pública :il uso íjiie \»*t su naturaleza Ir 
correspondía. V el concepto lejral de la protección ¡asesoría fal- 
taría así en el caso, no sólo |>ur la razón apuntada, siuó también 
porque ella no se concille cuando se intenta aplicarla a la defen- 
sa di* una situación de hecho vinculada a un inmueble que se en- 
aientra fuera del comercio y que es. por su naturaleza, ¡nenaje- 
nable, iniprescripiihle t * insuseeptihle di- jiosesióu p«ir [-.s parti- 
culares. 

Kn mérito de estas consideraciones no se hace luyar a la 
acción de despojo deducida emura la provincia ñé Hílenos Ai- 
res, eou costas. Xíitifíqnisr y repóllese e] papel, 

A. IIkk.mljo. - J. VuiVhXUA AL- 
CORTA. ROHKKTO \< KP1ÍTTO. *— 



¡¡aneo del BM eootro dt/n Xindits y Cartm Hiena Gdmer y <>tn>. 
sobre robra de pesos, 

Stíithiria: i* l'roeedc el recurso extraordinario del artiettlo 14. 
ley 4S. contra una sentencia de la Cámara de Ablaciones cu 
lo Comercial y Criminal de la provincia de Mendoza, fun- 
dada en una dispusiciún del Código de IWedinmmos de 
esa provincia, que el recurrente impugnó como contraria a 
determinados artículos del Código Civil y fa Constitución 
Xaciimal y favorable al precepto fie la ley provincial. 

f> Kl expresado recurso extraordinario procede contra 
una sentencia fie trance y remate cuando como eu d caso ; 
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Cl iriUuial Mi|H>rior. uiliTiítrtandn mis propias Uve*, csta- 

Mtvt' cu kmiinos rxjiliddü- 1 1 it*- dd ínlln apelado ¡neda 

ningún renuvi ante la ¡urisdiedón lm-al. 

f'íwi: Lu explican la^ pie/as >ti;uiemc> : 

SI M Í.M l.\ Mj: ¡ ¡t INMAJTCM 

Mrtutr»/.;!. .Iii _\i ik- l'íj'.. 

Vistu*: Kl [H-<li<lu ilc adiudieadun del liú-n cuyo remate or- 
denado i-ti autos na se llevó a' cafe |kh- falta ije postores (ver 
avto m ís. i y laN ii|vn>u : iniirs formuladas a iV .17* y ; 

V Onisií Ufando : 

fjite i-n a tanto hace a la primera de ota* ojwisicionvs, el 
mihtÍIo no encuentra ninguna razón legal ni Iónica cu tjui api- 
varia, Kl art. 7</i del t od. de Procedimientos que autoriza ta ad- 
judicación tu las i irennMaueia* Solicitadas no distin^ii^ >¡ el m- 
nmclilr r>lá n i|. , cu <Mad'i de úuIiVímÚii. pur lu que toda delin- 
ean t ;il respecto rejilla improcedente, más *i se tiene en cuenta 
que el o|H.tnTiiv iiu puede tener ningún interc> ni que se haya 
previa división, ya que esa Ofie ración vendría a gravar sn situación 
de deudor. Une cu cuan lo a la op.»icióu formulada a t\. I>a- 
sada en la intuí m iiueionaltdad dr la dts|Xjsición legal rjiie auto- 
riza la adjudicación solicitada. tain¡HK*u el suscripto la tiieuenira 
fundada m derecho, ya que la dr&|)osidóu diada estta fejps # 
Sef repugnante a tos aHÍeulo> 7?' del C&ligo t i vil y íj7 im\ 1 t 
de la Constitución Nacional. r||ie invoca el ^¡jaiíe en >n oík»i- 
fiúu. 

I-a dación tu payo cíe bienes ota autorizada por la misma 
- h-j m isi< it'ni de la ley ti vil que cita rt oponente y haciéndose día 
|Nir un pmM determinado. Se rijt- jm.i- h t > disecciones de la 
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compra-venta, la t\\w si iiicn en rey la general tM*e ír acompañada 
del libre consentimiento é*i las partes, hay casos orí míe este falta, 
como sucede m las ventas hechas jior orden judicial. 1.a adjudi- 
cación mte amor iza el art. 7níi del l'ód. de Procedimientos es en 
el fondo una dación en | kijlti i de liienes que eslá claramente auto- 
i -izada |M>r tas leyes de fondo y de forma. <|nc (Mira easus como el 
de autos no exije el consentinucuro del deudor. 

IW esta consideraciones, resuelvo: rechazar las oposiciones 
formuladas al |<cd¡do de adjudicación Incito a í*. 371. e<m costas, 
y en atención a los constancias de autos y disposición del art. 7d(t 
del Cód. de Procedimientos Civiles y C omerciales, decretar la 
adjudicación solicitada por las dos terceras paites de su tasa- 
ción, 

J. A. Mon im. 
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Mitiilnza, Mar*. 7 tk- 1^27. 

* 

y Vistos: líl llamamiento de auto* de fs, -(0.1. para resolver 
el recurso fie apelación interpuesto a fs, 40J y concedido a fs. 40i 
vaa.. contra el auto de fs. ,¥>7 en que, el Inferior, decreta la adju- 
dicación, |kii- las dos terceras jiartcs de su tasación, del iiinuicHe 
cmliargado i h ir el ejecutante y de propiedad de los ejecutados en 
el juicio X fi425, caratulado «i" Juzgado fie Comercio - (lauco del 
Msle con ira Meólas y ta rfas Kleua Oilrmu-r y Agustín \lhors, 
por coliro ejeculívii de pi<.o>». 

V Considerando ; 

í» y ue koposietón formulada a fs. |§§ sohrc la adjudicación 
del incmueljle emuargado y sacado a remate, se concreta a lo sí- 
luiente ; que se trata de un bien raiz indiviso; que el Códido de 
Procedimientos sólo autoriza la adjudicación de innnteltles v no 
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la tlíí los demás derechos y acciones ; y ( |iu\ \*n consiguiente, la 

adjudicación m puede decretarse, ¿ifi pmU división de] condo- 
minio. 

La le\ de forma de la materia, ti., hace distinción cutre in- 
iniíeMp divise» e indiviso-.. Y .[mide la ley no tu cstalítéee; re 
contrario ;> toda rt-^ln interpretativa, hacer tales diferencias. Kn 
el presente caj«>, se irala .Ir un inmueble |ierieiiccieruc ni rondo- 
mifíw a los tro ejecutada los hermanos señores Klena t olo- 
nu-r y Agustín Vlbors jKir cuya razón, ju na-de la adjudicación 
de la propiedad inmobiliaria, 

- ' < v >ue no es exacto (|iie la lev objetiva, sólo habla de la ad- 
judicación ele inmuebles al acreedor ejecutante. I .a ley 434 en su 
arr. 31, ílíec: «*Si los I tienes fueren inmuebles, ele.», y el articulo 
cuestionado 7i*íi tlel procedimiento pertinente, expresa en su pá- 
nafo^m-ro; *U (J nc >r le adjudique los bienes». I-a i>alahra 
biciic*, el omot pti i jurídico de ésto*, implica todas las cosas y de- 
nvlin> fjue están i u el comercio y prestan alguna utilidad al hom- 
bre: y nías particulannentc, los bienes, cunstituveu la hacienda 
ti t i caudal de una persona determinada. 

(Jue en el supuesto de tratarse en el «suli lite», de la adju- 
dicación de acciones y derechos ni acreedor ejecutante, siempre 
ciirrs|ninderia la adjudicación, una vez subastados éstos y sin que 
se hayan presen) ado poslores, po ripie no existe ninguna disposi- 
ción de fondo, ni de forma ijue se Oponga y poniite la práctica 
diaria ile nuestros tribunales así lo autoriza. 

4" Que a ni sujeción a lo expuesto en los considerandos pre- 
cedentes, es innecesaria ta división del comh nuiiiío de litumieble 
de propiedad fie los tres ejecutadla para ipie tenga iu^ar la adju- 
dicación. 

5" ( Jue la oposición de ís. a ta adjudicación del aerecdoi 
li ¡literario, se refiere a estas dos defensas fuera de tas expresa- 
das en la opo>icióu de ís $$|; que el art. 7<V> de] Cnd. tle Pro- 
cedimientos Civil y Comercial, en cuanto autoriza al acreedor a 
la adjudicación de tos bienes del deudor, es contrarío al 
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< oiiMiturióti Xan.fl.ia; y <p,e. en ,al concepto, pide t ] irilamal lu 
declare as., no haciendo lusa,- a la adjtulieaciciii del inmueble. 

hl art. /66 de! procedhnicnt.. de la materia, no es contrario al 
nn. //<>de h legislación civil. 

Todos los códigos de proceciaijikljtRS de la, provincias esta- 
blecen Ja adjudicación d, hi,ncs del deudor a favor del acreedor 
U ley procesal de la Capital de la Xación. asi lo ^tatuve en su 
516 y la dd fuero feral en el texto *». sin «pie a mngfcn 
deudor se le haya zurrido impugnarla por considerarla co„,raria 
al citado art. 7/<V de la lev ríe fondo. 




t nd. Civil, se relaciona con el 
de bienes «que, como toda modificación de ohli- 
gaoones a un contrato. presione el acuerdo de voluntades, sin 
cuyo requisito Ja entrega de I nenes no tiene fuerza de oa-'o no 
extingue la obligación. 

El ümw -Machado, dice, cementando el artículo expresado: 
«Hay jvujo j»or entrega de bienes, cuando debiéndose una cantidad 
de cimero, se entrega utra cosa R ra extinguir una obligación Xa- 
u.ralmcmc. v.eue al espíritu, tpie ha existido un cambio eu las con- 
diciones de la obligación, pues debiendo jugarse dinero se dá oirá 
( Véase art. 779 Cód. Civil, tomu 1 1, jjfa 602 de Machado , . 

Un cambio de condiciones en la obligación, impone el aeucr- 
t!u de voluntades, te esto dice el art. 77<) del Cód. Civil, lautas 
veces citado: «KI fiago queda hecho, cuando el acreedor recibe vo- 
funiananicnte por pago de la deuda, alguna esa que tfc, sea di- 
mn> en suM.tucion de lo que se fe d.hia entregar u del hecho < m 
se le debía prestar*. 

7" Oue en el caso Mb fffift „ fl st . „, lU (lt . m ^ u m _ 
tem ty* # voluuia. lamente el deudor e„ ,,ago de su obligación 
y que «amhiet, voluntariamente la recibe el acreedor Se trata de 
una ejecución, que ,. lP imperio de la ley. contra la voluntad del 
í eudor, m adjudica im inmueble de propiedad del mismo a favor 
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Xu lirm . jnu's, nada gilí ver ta k-lra y d r^tirmi dr la dis- 
p. ilición mencionada cid (".VI. Civil om iidjudkadiMi dr liinu^ -le 
urden pn .resal, 

S" (Jur til me 1 I -U-l jtrt, t>7 dr la ky ínndainental <k- la Re- 
pública. «- reíirre a ipu\ el t 'i inores» Nacional r, |jockr rentral 
IfegUlauv-n. dd.c dictar 1o> r. "ulitis n vil. inmereial. de Minas y 
fVual, mii -|iu- t'-Mn- alteren 1a> jurisdicciones provinciales, vate 
decir, mi^ teer> dr pn >rt-d¡mii-ulos inluTi-nti". a la autonomía í|e 

los KstadoS, 

Kl hecho de cMakkviT, d art. 7fV> ik* mu-Mro CYid. lYueesal, 
' la adjudicación de I tienes ;J acreedor, tío violaiono del reíi*- 
ndo ine. II dd art. n" de la C . Nacional, pur*. la provincia no 
U'^i^la Mtliri? materia civil, -iiin vnkri- | >p iredímienti ■> itiherrnir* 
a mi entidad aun un una y drntro dr "ii» facultades. 

L ,,1r I""" l"> an>. Ii*4. t* i5 y HKi de la Constitución i-Ydr- 
ral, la^ provincia^ conservan indo d |mder no delegado a la Xa 
dóii y >c dan mi- propias instituciones. l)cntro de cMos prinei- 
jiitís [fásicos los listados confederados dirían mi* código* de pro- 
cedimiento para hacer vak*r lo> derechos dr ta legislación dr f< in- 
do míe aharca todo d territorio dr la Nación. 

IW las Coloide raciono expneMa> y textos k'gak> citado-, d 
tríhunal. reMielvi : continuar el auto afielado de f& W. con ex- 
presa condenación ép jKiHtw ni cata in.Mancia al reclíneme tari. 
-í.V» eód. dr la material, lismlhir. - iii ht tfiíi'tty, Koh<W, 
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■ 

Y VÍMn>: IB crnirM» i-xiraonluiarh» inuqmvMo y cttiicvilidi» 
it.iili'a >tntrnria dr la (amara tk- Ajidaríinirs ni ]n funu-rrial y 
rrinñnaí dr la jinivinciíi tic Mnid-./a, v» d juiri.» sonido jM.r d 
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líauco del Kstc Contra lei> señores Xic lá> y Carlos Kkna C!o> 
]«iiiut y VmiHtín Albor*, por cubro ejecutivo 'le peso*. 

Y Considerando: 



fjue l;i procedencia del recurso ^ líate consistir en que la 
sentencia recurrida *e ha fundado en una disposición clt-l Código 
de Procedimiento* de Mi-niluzii, imjni^iiacla por vi apelante como 
contraria a determinados artículos del Código Civil y de la Cons- 
titución Nacional siendo la decisión pronunciada favorable al 
precepto de la ley provincial, sosteniéndose míe en estas condi- 
ciones, ta cuestión federal del caso es evidente, dentro de lo eme 
prescriln' el inciso * del ari, M de la ley 4S. 

fjue si liien, según queda expresado. se trata en el suh ju- 
$M de una sentencia de trance y remate, o sea. de un pronun- 
ciamiento recaído en juiei.. ejecutivo, y a esle respecto la juris- 
prudencia ha establecido ert numerosas decisiones (jue, en gene- 
ral, la sentencia tle trance y remate no tiene carácter de defini- 
tiva a los fines del recurso extraordinario, (Fallos: tomo ll'í, 
P^s. tm l-'l y íl?; umio \2D. p% 13» y 143; tmm lM t pá^ 
i* (jirnsj, procede establecer que esa jurisprudencia se 
resuellos en esta Capital o en los territorios na- 
ca males por aplicación ríe leyes procesales incorporadas al pro- 
cedimiento federal y en los 0$¡ por consiguiente, ote tribunal 
puede decidir >i el juicio ejecutivo deja ex^-dita la vía de algún 
recurso en el orden local y por ende la sentencia de trance y re- 
mate no es definitiva poruue pueden hacerse valer contra ella pro- 
cedan ¡eul os legales ante la rnisnia jurisdicción eti ipie se ha pro- 
nunciado. 

Ouc deriva asimismo, dicha jurisprudencia dt- casos en los 
cuales el tribunal superior de la provincia declara míe el fallo del 
juicio ejecutivo no impide la continuación del pleito por la vía 
ordinaria y entonces no hay duda de <jue la sentencia no reviste 
de definitiva jxira los fines del an. 14 de la ley 4*, pues- 
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tu ijut* quedan rceursírS fjtjt' liarm imiivn-aria la iiiUTvnifi.ni <ti* 
1**3* IriUinaln. ¡(ilerufi^. 

f Jtu- en los ea*«»* ni qiu* rl i rilan ra! dv t uya iltvwioii ¡ t |« - 
la, ijftnti* pronunciarse >»>1hh- -i i-* o tm iiVnnihva mi «nmuria, 
pero enmela la apelación rMraunlinrina. < f-nllfiH ! lomo I U, |,a- 
gjiut lió; tumo l_'|. | >,*«-. I Hh ^ ( „ ru . uiM-rpr-iii ípf tffltj int- 
|*iHa la iUvlar.tri..ii implin'ta -Ir - ¡ti* li<i rjtttfta ttfupi.n nviihn ni 
rl onlrn I..11I. y que. jvtr pofisiguipnie, !a muyticía fíefmftívá 

-uMuti.l.i, igiiíihiítnitf, iiiaiití" af-ii.-f ni ít!. imrrpreiaial'. -u~. 

propias lt vi-s. i Htat.kx-C ni lérruiuns rxptinn.-, rpu- <]r] falí-» .o.r- 
ÜmI« no qiícíla ilitlgúil ívnirv. aun la jiiris<luvi,m tah£ [& &t* 
<l i-a^u «Ir aut-i.; tn n.iwviiuieia i- rvnlnitr l;i pn.rnli nna del 
urursii i>;tr;ior< lina riii o nu-i-<tiMi». y ríídii rl Si-flur ¡ Wura»lc.r 
< rnu ral. a*í si* iledara. 

Qm «SU i na ni., a! frjmlu ¡fe ln sseíitcncía a¡K-laWa dv luja* 4.U, 
i" ,r >,1S í mi' lamentos la o m irr uía ni maulo ha \wíufo iitét iua- 
una cid recurso, ^tíffcfum 1 y iepm'*¡n el papel, rlniiflvihr al 
niliiuial <lr >u pr.HVflniira. 

\ Kkh m k_ui. - |. Fk;i'kküa \r - 
corta- komann HKi'i.:rro. 

M. Í.Al-KKXfKVA. K Clirm 



Sumario: ! Radicado un juicio ante lo* infámales de provinria. 
délm sentenciarse y fenecer en la jun>dímón |tri» viudal, -iu 
iiilíTvi'iidnn <U* la federal, fuera de los casos enumerad' »« 
tu el articulo 14 dv la lev 4S, (Hújbci prórroga dv jnxfelíe- 
ctón i , 
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2" La jtin>i]ja-inn <( ( > tni 1riln:ti;il im termina con Ja sen- 
U-neia. p.K-. ftMlhAt basta el ctím^Wliemn «Ir ella, debiendo 

t '" m * < ' prn^limícun., ¡.ara [,» ultima <on parte 

dr f"> procedimiento (lié J ;i mi^k 

CttMl I,o explica el siyuieMe : 



1 AMO DR l~\ OIRTF «tTRRMA 

rírH-ii... Ain-, V..u,- M ihr.- M He Wj; 

< «msideríUiíJo; 

íjiie examinados loa documentos con ijik* el aci.ir don Amo- 
nnio Reyes |.n.im, t -vi. i-sta demanda ejecutiva eouira la provincia 
de Nmtiaeo #| Kstcn,. por cubra «le h smna de peso* moneda 
nacuma! dóblenlo* emeo mil oebocieutos noventa, se observa .pie 

en los é^ammm m m « fi»* Ja acción, se tec mmt 

cp «la presentación del señor Auionino Revés manifestando el 
ttem de ser oMü por el í'oder Kjeeutívo. en su propuesto direc- 
ta de- am-lo aii,ÍMu>o. |Str jl lo cnal y S j lloara a concertarse, se 
te u ndna por dt«kIo del rtcurs,, contencioso adtniiiMratfvo «ue 
mú a cooperación tl« la f*^ Oürte de juncia tic la J Win- 
Vn ^" llt ' 23 t fe l-jr, y ^ omsiíkl , m(Io 7 , 

~" 14 > b lld m,sm " decreto aceptad r el ,eímr líeyes v 

probado m \ v> V gft # fe,,, refere„cía> a la cansa* pem 
•lanie y se expresa *cs convenieme íiniouitar ese pleitos, 

Qne en la sentencia de íecba 4 de I >icieml>re de 1026 la t W- 
* * - íl,>tiii;i í!ílJ í" ,r Ominado el juicio « mérito de la tran- 
m^m y en cumplimiento «le esta. |„ s arbitros aun- 

óles determinaron el monto de la indemnización reclamada por 
don Antonio Reyes contra la provincia. 
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(Jtir sr^nn rsi» aiiírrrdriitrs. con !:i • k-i)i;iiul<*i contencioso 
administrativa di dru ida aun- la lorie de la provincia \k>t don 
Vllloiimo l<i*vc>. ipirdó prorrogada ante los tribunales lócalo la 
jurisdicción para conocer y resolver la cau>a referente a la con- 
cesión de! h'm Ir* »mc » t oronrl l/)oFfegn (¡tic. cu su carácter de rx- 
tranjero pudo haber [levado a la juMÍeia federal. 

QüjF» cti efecto, o ni arrecio al ¡tic. 4". arlíeulo 12 de la ley 
nacional -V" ¿siempre 1 1 ni- rn pleito civil un extranjero de- 
mande a ntia prowueia o a un ciudadano, ante un juez, n tribunal 
de provincia, se entenderá ,|tic la jui indicción ha sitio ¡trompa- 
da, la causa *>r substanciará v decidirá ] m >r los tribunales provin- 
ciales y no pudra >er traída a la jurisdicción nacional por re- 
rurso alguno, --alvo en !<»- casos esjuvificados en el aft 14, 

fjue cuino lo lia hecho cmistar esta ( oi tc, radicado un. jui- 
cio ante los ir il tunales de provincia debe sentenciarse y fenecer 
rn ta jurisdicción provincial, >iu intervención dr la federal, fue- 
ra tte los caso* enumerados en el an. 14 de la lev 4S, entre ]i»s 
f|Ue no se encuentra el .<¡tb ¡min e míe no tiene. por otra luirte, el 
carácter de recurso de enteja o apelación, a ipir se agreda que ta 
jurisdicción de un tribunal no tcnuie con la sentencia, pues 
continua hasta el cumplimiento de ella, debiendo conceptuarse (jite 
ios procedimientos para lo último son parte <le tos procedimien- 
to-, de la cansa, ele. ( Fallos, tomo US. pág, MlK. considerandos 
■>'\ 4' y 7'\ pa-s. M 1 v M2\. 

I'or rll<« y <lr conformidad con lo establecido en casos aná- 
logos, , t - t Urla ra «pie im corres [mude a la ¡n-ticia nacional el co- 
nocimiento de esti' juicio. Noli tiquete y repuesto el |»apeL ar- 
chívese. 

.V JÍKkMKjo. J. FUUKKOA Al.- 

coKT A. — Roberto Uci-kho. — 
M. t,M írRsí i:xa. - K. (¡uin) 

I AVAI.LK. 
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íhttt Xa-fu i ühot t.ífí frstOMt titiii-in) ; .iW<ív t t[>n>h t hít'*ir tic viten 
!<t pmiiciowriti. 

SititífU itt ■ !'-' Siendo !;¡ ciiestimi dckilida de |>1tfO derecho común, 
ii» procedí 1 el recurso extraordinario del ariienlo 14. ley 4S. 
(Se impunnaha una menta partieiotiaria. m ateniéndose ¡\m- 
contrariáis las disposiciones ctej Código ( relian el 

m$o p. 

ka síiiipli' invocación de íií-iHisiciuius t\v la l onst Un- 
ción Nacional no I instan para del cr minar la procedencia del 
rmtrso extraordinario, siendo necesario, |*ir otra | Kirie. ; ta- 
ra íjik* éste limada. cjiie esas dis|>osieioncs tengan relación 
inmediata y directa con la cuestión dekuida. 
Vaso: Iji explican las piezas •.¡ámenles: " 



iucíami-n itKt, PBori'RAíxm iíknkkai. 

líiu'li*^ Aíh<*. Sqitirrtihrt Milite l ( '¿7, 

Su j nema Corte: 

l'or resolución fie ís. /"_>, dictada i>or el Juez tic M Instan- 
cía mi ios autns UMainemarins (te don N'eren Gil mi. se aprobó 
en cuanto lia lu^ar por derecho la cuenia lanieinaria practicada 
\mt el doctor Jorge Wenceslao l'auuero ( ís. /Mt, designado a 
tal i-tVeio i«ir la viuda del extinto. ([ uien *é expidió por serra- 
do iH,r n>> teafcet- ludido ponerse de acuerdo con el ]>artidor nom- 
inado a propnesia de, las hijas naturales. Dr. M. V. Din*, ha- 
ciéndolo éste en el iral>ajo agregado a Ís. 7,19. 

Kl representante ríe otas últimas, fundándose en une la cí- 
taela resolución ai aproliur la cuenta i»anicionar¡a de referencia, 
en la íonua practicada, puurariaki los nrts, 14, IT v M de la 
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Constitución \aiional. interpuso recurso de utconstitueionalidad 
que le fué dene$5actó i*ir auto de fs. 7% \*>r m autorizarlo la lev 
procesal, deduciendo entonces centra está providencia y la resti- 
tución dé fs. 792 loa rmtrsos cíe apelación y nulidad que tticnm 
concedidos en relación p$j% SUtC la Kxma. Cámara Primera. 

Ante este trilauia! reproduce el apelante los términos del es- 
crito de fs. im en c|tie fundamentó la inconsittueionalidad ale- 
ada y desestimada, y concluye pidiendo él rechazo cié la cuen- 
ta partieiouaria de ís. 7M. la aprobación de la presentada a fs. 
739-759 gor el Dr. Al. Y. Díaz, y que se revoque en todas sus 
partes la sentencia de fs, 79 _\ declarándola nula c incunstitu- 
eionaL 

Confirmada ésta ]M>r la Exima. Cámara ( f s. m- apela 

ante V. (£, por mérito de recurso extraordinario (pie autori/a el 
art. 14, inciso de la ley X" 4S. 

I'ara «pie éstii proceda no e> haMantc inv«icar como anm- 
mentó de defensa la violación de cláusulas constitucionales; y, 
menos aún cu el sttb jtniin\ en tpie, |jpr ftalierse acordado en re 
(ación los recursos de nulidad y a]**taeión interpuestos y eíJÍí- 
scuiido el llamamiento de autos, no pudi» cuestionarse m se^tiu- 
da instancia, ni la expresión de agravios v contestación, la inte- 
ligencia fie las mismas, de manera que de su diversa interpreta- 
ción dependiera la solución definitiva del caso federa) plantea - 
do. ííe acuerdo con la doctrina sustentada por V. E, en sus fa- 
llo* f ti uno 10,1. liátf. 41 h- tomo 1 1.1. |,?í> y otrosí. 

De lo expuesto -e deprende ta manifiesta improcedencia 
del recurso traída a resolución de V. K.. pbfe lo que estimo qui- 
lla sirio mal concedido. KsM me csime a mirara a dictaminar so- 
bre el fondo del asttjtttft. 

Pido a \ . K. M - j.irv.1 a>i declararlo. dirimiendo la rjbyu» 
luciou del exfolíente al tribunal de >u precedencia. 

/ / a* it, ni A', i .ttt i ,7(f. 
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i 

IUivu-js Ai rus N'íiUnibn- N ik- 1'JJ". 
Vistos y Considerando : 

I hw la cuestión debatida eh la incidencia níte motivo este re- 
curso es de derecho común puramente, pues versó sobre la apn> 
liaciún cié la cuenta particionaria practicada fen el juicio testa- 
mentario de don Xerco Calmt por el doctor Jorge \\\ Faunero 
(fs, 764), que algunos de los interesados impugnaron sostenien- 
do que eoutrnrialia las deposiciones del Código Civil une rigen 
el caso, el que íuc resuelto también f»r aplicación de las minias, 

Qfte siendo así el recurso extraordinario deducido contra la 
sentencia de la Cámara de .Apelaciones en lo Civil, no puede en- 
cuadrar en ninguno de Ibs incisos del art. 14 de la lev 4£. del Hen- 
dí * |Hjr lo tanto ser desestimado. 

(Jne la circunstancia de haber alegado el recurrente, prime- 
ro ante el Juez de I" Instancia al interponer el recurso de fs. 7 <} 5. 
y después ante la Cámara de Apelaciones la ¡ncousntucioualidad 
del auto apiohatorúi de Ja ante dicha cueiíln ftarticionaria. |Hir 
ImIm rse violado según él los art'». 77 f j y (*(* del t Virlij^i j di- Pro- 
cedimientos de !a Capital en la tramitación del incidente, lo q út- 
il su ve/ habría determinado la violación dr los art>. 14, 17 y 1^ 
de la Constitución. tanqioco hace viable el recurso porque la itt- 
telígcitem de las disecciones constituí ionalcs citadas no ha sido 
cuestionada, y su simple invocación no basta jxira determinar su 
procedencia como Ííi tiene declarado esta Corte en casos análo- 
gos. Tonm títf, página 41 í>: tomo ll.í. páj». I.Ví y otros. 

Chic, por ni ra parte, dichas disposiciones ile la Constitución 
mi tienen relación inmediata v directa con la cursi ión debatida, 
contó lo requiere el art. 15 de la citada ley para que el recurso es- 
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traonlmario sea procedente con arrollo al anterior, lo ípi tai»- 
liién tu lutria inadinisiltlc en él 4ÍÁ /ñY. 

Por ello y tk« acuerdo coij Lo dictaminado \**v IWura- 
tftir General, se declara nial concedido d recurso. Xotifiquev, 
¿¿poiigase el papel y devuélvanse. 

A. ÜKRMEJO. — J. kkoa AL- 

fORTA. ¡—i ||. I.Al'KEXl KNA.— K. 

(Iviwt 1 «avalle. 



¡Um Roberto Khvs cotí i ra don Eduardo fíoscnbjrt/. por (hiñas v 
prrjttUios; sohrr tompetemiti. 

Suman» : J- p> necesario que de la demanda, a panzea clara- 
mente <|iu- la causa no es de ta competencia de la justicia 
frdrral |iar;» míe el jue/ del» declararlo de plano, y esia 
rt'iíla lepl ílelje *er observada laiiiliién \*tr íhs tribunales 
supriores. 

2" MI usiin un un de la resolución pronunciada por el 
pie/ provincial declarándose incompetcntCi, tpir dice; «tr- 
Tiit iidn p|i cuenta pnr Jas constancias de autos y el allana- 
miento del actor que son favorables al demandado en cnan- 
to justifican su interés en acogerse al beneficio que te acuer- 
da la Constitución Xacional y reglamenta el articulo J*-\ in- 
ciso ]" de la ley 4S; se tiaee lu«ar a la excepción opuesta, 
declarándose incompetente para conocer ni t i juicio», o »tis- 
hinve mío de los documentos a rpie >e refiere ti arL 2* de 
la ley nacional X" 50, 

3* Kl fundamento de una resolución deparando | a hi- 
Cf.m|KMencia de la justicia federal, de que la admisión «le la 
competencia de la misma comportarla atribuir a esta la fa- 



DE JUSTICIA DE LA NACJÓN 81*3 

C tillad de rever lew fallos iU* la justicia [ocal . coi? violación 
del art. ICjlS de la Constitución, carece di* aplicación en un 
caso cu t|«c tu • >r traía de poner de nuevo cu lela de juicio 
Rü puntos de hecho y derecho decididos |mr el pronuncia- 
miento <le los tribunales locales, acerca de los cuales el actor 
y demandado se hallan de acuerdo de 'juc la cusa juzgada 
tos envuelve y protege, ut de exigir el cumplimiento de un 
contrato, ni la ejecución de una semencia, sino de la pro- 
moción de una demanda ordinaria a liase de una acción per- 
sonal |nir daños y perjuicios tasaría en lo dispuesto jtor el 
art. 110U del Código Civil, independiente de la tercería. 

4" T-íi prórroga de jurisdicción prevista |Kir el art. 12. 
inciso 4" de la ley 48. na puede hacerse extensiva a tura 
Cosa (jiie acuello a (juc verosímilmente ha \x¿áv referir- 
le, esto es. al litigo en rpie se ha producido y a todo jj» 
f|tte se encuentre procesamieute vinculado al mismo, sen- 
tencia, incidentes y ejecución de una y niros. ¡Miera dé M- 
. nutación creada por estas hipótesis, los extranjeros tienen 
el derecho de invocar el fuero especial i-ue la Constitución 
les ha reo n lucido, 

( así*: l,o explica el ^nienic : 



J AI.I.O IM-: LA < Ol(TK SI ' IMÍ KM A 

* B^im Aírt-*. Novíunlu-c 1*. tk> VH7. 

Autns y Vistos: 

■ 

Considerando: 

Oue la justicia ordinaria de la Provincia de Santa Fe se 
declaró inconijaieiite para conocer en la demanda deducida |mr 
dou Xurlti-rto Ricas contra don Eduardo Kosenberj: sohre da- 
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Rúá y perjuicio* < n im;i resolución ctiyo contexto es el siguiett- 
ti : ficnieníío en endita las constancias de autos y el allana- 
mientu eje] ador mu- ¡Éli favorables al demandado en cuanto jus- 
tifican su ínteres en acogerse al hcneíkin <jue le acuerda la 
l'nnstitueíón Xacioiial y reclámenla el an. **. inciso de la lev 
se hace (fígar a la excepción opueMa. declarándose ímoni- 
| Hítente para conocer ni él juicio*. 

Qlie como consecuencia de esa decisión el actor; tipil Ro- 
berto Rivas, dedujo la acción átttc él jiu*z federal rlr la ciudad 
de >auta he, tjiiii-Ti falló la cansa estimando sin (Inda i|iie su 
jurisdicción hallábase acreditada cmi el contenido del auto trans- 
cripto y la propia o informidad de Ims litigantes, 

íjm llevado en ablación el juicio ante la t ámara Federal 
del ¡i* icario. t >iv tribunal se luí declarado incompetente funda- 
do: .11 en t[tK- el testimonio dt- t"s. 4 del aillo del Señor Juez 
provincial declarándose incompetente -iu ]irec>sar cuáles fueron 
tas constancias de autos, rio listarían al electo sin haber pasa- 
ifa ]mr el eriieríu de la justicia feileral : fu |n>rf|uc. como ra/nn 
mas fundamenta!, persiguiendo la demanrla la reparación de los 
perjuicio?, motivados por los hechos aludidos en la sentencia de 
la (. amara IVoVinclíll en otra cansa, se fiaría a la justicia fede- 
ral la facilitad de reverla om v i*d:u ñu? del ¡m. H>5 de la futí*- 
! Unción. 

Que. >i httflij la primera causal para arribar a la nulidad 
Cíe lodo lo actpadp -ólo produciría el e i trio de recomen /a r el 
mino ame la propia indicia federal donde fpicdartíi radicado 
-i el demanrlado exhibiera los anlecedentes comprobatorios uV 
-11 calidad de extranjero, la finida constituye una ra*'m más 
general ijne c »rt;i en el fondo decidir desde ya la íncompe- 
lencia fie la justicia federal aun después de demostrado aquel 
extremo y envuelve por consúmenle una definitiva denegación 
(leí l'uem en contra del recurrente. 

Qtte si hfen eü cieno .pie jos nil. únales nacionales se hallan 
í.u-nliados para examinar por si \mmm l 1 - itótrnento?. e infor- 
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hlaeMies tmftvnm a acreditar la procedencia cksl íuero federal, 
también lu es qtic es necesario r| U e de !á demanda aparezca cla- 
ramente (¡tic la causa no es de ta competencia de esa justicia pa* 
ra *(ue el juez deba declararlo de plano; v es obvio (j ue esta re- 
gí* le K a! debe ser observada también ¡»'> r fns tribunales si t| K- 
r tures. 

íjuc en el cas*, de tsias actuaciones el testimonio (te la re- 
solución pronunciada i^ir el juez provincia! a^regwb a la deman- 
da <jue se ha hephp mérito, constituye uno fie esos documentos 
a í|ue se refiere el art. *> de ta tey nacional p 50, pues el al 
referirse a las constancias fie autos tiene en su íavoi la fuerza 
prokitoria <|iie el art. P de la Constitución y la ley 44 otorgan 
en torio el territorio de la República y ante la propia justicia fe- 
deral a los actos y procedimientos judiciales emergentes fie otro> 
tribunales. Siendo de observar, ademas, tjue |Kira disidir eual- 
ntuer duda le habría bastado al propio tribunal solicitar el ex- 
pediente respectivo y evitando con eso n los litigantes im sacti 
ficiii tjue uo guarda proi>orc¡óu con las razones invocadas poí 
él sin llevarlos a comenzar ríe nuevo el |íti|íu eoii el eonsijínien- 
te sacrificio de tiempo y de dinero, 

ÍJm mffihtht*.' de un raso de jurisdicción eoucurrenic en 
el tpte han ] H .didn intervenir indistinta.Uente lo., jueees locales 
o los de la Xatión (ley X* 4S, art. 12), la cuestión jurisdiccio- 
nal 110 interesa de tal maneta al orden público míe haga necesa- 
rio examinar la competencia dr la justicia federal eti cada una 
de las etapas procesales eti .pie se lia ventilado el pleito v metios 
aún 4jne jusiifimte la anulación «le ..fieios de todo lo "actuado 
cu las do> instancia?, ordinarias precisamente mando las jx&tós 
acjuardaliui la semencia r,ne había de dar solución definitiva a 
su* diferencias, 

Que en cuanto a la secunda razón aducida pnr la (amara 
l'ederal del «osario, esto es. la de rjne la admisión de la compe- 
tencia federal comportaría atribuirle la facultad fie rever los fa- 
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II* ^ flt- la justicia local, erni violación dH ari. 1U5 de la t'mis- 
tiutciún carece de aplicación en el ra*» «le nutn». 

<Juc. desde Iik'kii. *k-1 K- j ir nicrse de latín la luirótesis de <ptc 
el presente juicio sftíbre daíin* y iK-rjuieir» constituya un proce- 
dimiento idéntico o siquiera tina mera incidencia fíe la Icrecria 
<lr dominio resuella por la justicia local de la provincia de San 
til Pe. \m i-> lo primero jM-niue no se trata en el nenia I de tioner 
de nuevo en tela de juicio ln> puntos de hecho y de derecho efe*- 
éüMfas jmr aonci pronunciamiento, acerca de los cuales actor 
y demandad" se hallan de acuerdo i-n <|uc Ja cosa juzgada lus 
envuelve y protege. La junsjirudeneia de esta Corte invocada por 
el íHlttmal if ,¡ho sentada en casos en míe se pretendía atriluiir 
íi la justicia federal la í anillad de dejar sin efecto las deei simio 
■ le iris jü&fes ordinarios. p lu > mapltcalvlí al ea-o actual. 

[)\w tant|ioeo i»uede atritiuirse a este juicio carácter de in- 
cidente del incidente de tercería de ilfjtiííiw'ti, pues el simple exa- 
nu-n ik- las peticione.* íitrn miadas ] m ,$ d actor muestran aealia- 
dnmeriu- ipii* no se trata eje una cansa encaminada a exigir el 
cumplimiento de un contrato, ni la ejecución de una sentencia 
ipiles la del juez di- Ja justicia local uuedó ejecutoriada crui la 
< tureca de la.- hacienda*, y el levantamiento de le* ^ÍÍÍKti#ts ), 
.¡o.» - |iu -r pi-iiniiu-ve una demanda ordinaria a base de una 
acción |KT-..nal $w ilaifctó y per juicios liasada en ln di-pueMo 
\Hir el nrl. \Hf* del Código í jvil. independiente de de ter- 
cería. Kallos. t i II tf, pág, i 1 '; Hmm 1 4S. |iág. 1 { K>. 

<Jue. pur último, la invocación di.;! art. Hl5 de la t insslitu 
ción en la furnia aplicada \n>r el tribunal <* t ¡m> eit vuelve la cuti- 
sernetteia de que la jurisdicción federal no puede surtir en hielos 
aipirl1<¡- litigios «pie reconozcan e*»iin antecedente o de alguna 
manera se hallen vinculadla a causas resueltas por la justicia lo- 
cal, con lo cual se crea un:* f imitación «pie, desde luego, no cou- 
dice din el art. ÍQ0 de la LVrttsÍÍttÍeH*ti rti con el art* - \ inciso 2" 
de ia ley 4S y -pie. adema-, no traduce c«*u exactitud el sistema 
adoptado por la Qinstftueiou. La prórroga de jurisdicción prc- 
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vista por el un. 12, inciso 4" ite !a ley 4K, im ntiede hacerse ex- 
tensiva a otra tusa ijuc a aquello :i que verosímilmente ha pudirlu 
referirse, esto e», al litigio en íjtte >c lia producido v a ttulti lo 
míe se encuentre procesalmente vincularlo al mismo : sentencia, 
iiicii lentes y ejecución de una y oíros. I'uera de la limitación 
creada por estas hipótesis los extranjeros tienen el derecho ele 
invocar el fuero especial c|m- la constitución les ha reconociólo, 
fjue eh el supuesto de que una cansa tenga eones iones con 
otros litigios decididos |Hir lu justieia local que no sean Iris de 
carácter procesal invocado, la justicia federal debe entender en 
élloü observando a mi respecto el principio del art,. 7" de la 
Constitución y de las leyes que lo lian reglamentado, del mismo 
míKjo míe corres) jonderia hacerlo a la propia justicia local pues 
iwra amkis es de aplicación la regía que convierte ti ido el te- 
rritorio de la República en una sola nación, m sólo en cuanto 
a la fe y crédito que ha de atribuirse a las formas extrínsecas 
de los actos, sinó tamliien en cuanto a los efectos que lian de 
producir. Fallos, tomo 142, jtátf. U2. 

Ku mérito de estas consideraciones, oído el Señor Procura- 
dor General, se revoca el auto ajelado, declaudo la coi»i>eteneia 
en el c;isi> de la justicia federal y vuelva al tribunal de [*oce- 
dencia para que reasuma la jurisdicción de <|iu- se lia desprendido. 
Xotiiitpiese y repóngase el pape! en el tribunal de origen, 

A. ÜKKMKm. J. F[,.IKIÍO\ A|.- 

roui \. koi:i:M(o kr nvrro. 
M. I ..\i hi:m i:v y. 
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Sumario: \" Aún i'lianrlu im * xts|:t dolo ]*ir parle del comercian- 
le al prclemkr introducir a plaza (tíéi^füf ísfei Imjo lina de- 
claración errada, el hecho raí- tajo la sanción del artículo 
de la ley I L.281 y su correlativo de las « írdcnamas de Afina- 
ba, 10J5. 

i 1 l a- re>o!mione> administrativas de la Aduana res- 
intió a la partida de la ta r ría tjue erirres|iondc a determ ¡na- 
ife arríenlo, >on Liia|Klal.!t s (arl. l.H y .siguientes de las < )r~ 
denamas «k- Ai luana L 

3* Aún cuando t-1 error de tina manifestación se liaya 
cometido de buena te. eílu mi con diluye una eximen le de 
(Wiia. >i dichr. error n.. ,» evidente ni rnifMiMhlc de pasar 

ílesapercíhido. 

Vaso, [.u es|ilicati ];ih pkzas siguientes; 



ki:sot.( luis nKJ. \i>MiM«TH.\r>oK ur ¡a \m\s.\ 

\ isias : Estás ai niaiii mes de las «|ue rejilla : t_>nc por ]kt- 
inijso X" 77S r\ M-ñ.ir j, Leónidas Lc¿:ti¡¡íamón documentó a des- 
picho J400, cnairocientos cajunes pesando en conjunto i*M*)Ui 
veintinueve mil kilns pulpa ,Je t rutas surtidas para la prepara- 
ción de helado» y confituras, valor ($ ,i,2fXi o s. i, tres mil dos- 
cientos pesos uro. 

<Jue con posterioridad a ello y antes de tjue se efectuara el 
(k'Sftachn .le la partida, se presentó el inspector de í;t Aduana 
«V ia Capital, don Jorge htnn Crillo. cerificándose la ¡unida de 
referencia y lomprolundo l|U e el contenido de los i 400), cuatro- 
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cientos eajoue* era * Trina al natural, conservada ni a^iia. en tn 
rnis de vidrio o tótas, hiclusivc el envase», afor-» kilo OJO. , n .v 
el íJ> $ al 25 r ¿. imrtítla ISO de la tarifa dé ;ivaht<is. 

Oue llamarlo a estar a derecho el cansante. sostuvo la casae* 
tiiucl «Ir su manifestación y el provcvcntc para mayor al mu- 
damiento, reuní rió la opinión u'cmea de ta < 1 fiema Oniinica Na- 
tional, la míe x pronunció declarando t[m la mercadería en cue>- 
lión cstaKa comprendida en la partida 180 rf*j] arana-i, o sea tal 
o»mo se denuncia en t-1 parte de fojas 1. Igualmente se pidió; in- 
íormev a !as Aduana- de la i. ai mi al y ki isa rio, a i fíjelo de cgpí- 
] trotar la exactitud de las aseveraciones formuladas ¡íor d inte- 
resado ci! su declaración, y de rebulla de esos informes, se ol,- 
tuvo la prueba de la inexactitud de tales aseveraciones ; y 

- 

Considerando; 

fjue es iiuludalile la precede i icia de la denuncia, pues la nier. 
eaderia de refeuneia e*tá expresamente onupremlida en la clari- 
ficación de «fruías al natural o mi servadas en agua, en tarros de 
vidrio o latas, inclusive el envase», atore»: kilo 0..Í0 más 60 */, 
al 25 %. partida IStl. 

Que tal clasificación está íeíiaciemeinente corrí jIm irada po; 
los informes t!c las Aduanas de la Capital y de knsario. y |*«; 
la opini 'm técnica fie la < >íicína í.hnmica Xaeknat de esta úl- 
tima ciudad, retiuerífla y emitida le eonlVinidad con el arti< uli 
1V5 del decreto reglamentario de la ley 1 1.2*1 y de la cual se des 
prende: <r:p!e >e trata de mía pulpa de truta> al natural, como 
lo consigna (a misma eiajueta de uno de ios envases, míe dice ■ 
«pulpa d<* alítarieoi(ue a^ natural*, y «míe tratándose de fruta* 
al natural, sean ésta» enteras, en fragmentos, roías, ett pulpas i 
en purés, deljen ser Comprendidas en la partida 180. (|ue no hao 
distingos entre si stai eneras o en pulpas n puré n rotas, sin, 
simplemente al natural, conservadas en agua». 

Que. por consiguiente, el suscrito hace suyo tal pronuncia- 
miento y de acuerdo con el ari. 13o de las f K de Aduana, de 
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clara <|tte la mercadería ni cuestión i-stá comprendida en la clasi- 
ficación denunciada. 

Mué siendo a>i el c.'iiiN'inU' ha iiuurritlo en una falsa decla- 
ración prevista \ penada por Ins arts. (Vi de ]¡i ley 11.2H1 y 175 
del decreto <|iic la reglamenta, y i-uiiui el perjuicio fiscal, cu el 
supuesto de |«»ar inadvertida la infracción, hubiera excedido 
del 50 $ a tjut- se refieren dichas disposiciones corres|Nmde im- 
poner la |x'it:i de o»hini sancionada ¡H»r las mismas, A este res- 
pecio es de hacer notar <]uc mi exisle til el *tih inhfirr ninguna 
circun^aiu ¡a de eficacia bastante para moderar el castigo de lev. 
sino qm iH«r el contrario, hay en aun* comprobaciones sufi- 
cien te-; j»ara aplicar la nena respectiva con nula severidad. 

Por tam« : de acuerdo con lo exnnesin y el an. 1054 de la 
lev NKJ. rebullo; ímjjottcr- ta [ggnf( fie comiso a las mercaderías 
de *|Ui* se trata, adjudicando mi impone al denunciante, inspec- 
tor de la Aduana de la Capital don Jurye Juan (irillo^ sin per- 
juicio y previo payo «Ir los derechos fiscale-, rorres|joiidientes. 
\oii tupiese y pasi- a Contaduría y Alcaidía para su ejecución, 
rvpi.-ícinn de sellos por el causante y entrega tic la mercadería 
detenida, cumplido vuelva y archívese. Aduana de Santa l'e. 
(fWCm _*> de l"2n. /. .V fW riiMít. 



SÍÍXfKÍÍ» f.\ tiici iri'7 KKIWKAT. 

S:mu I V, N'.nieinlure 1S lÍ,- (Mi, 

\ ¡-i o*. \ l'iiiisideraml«i : 

rtJsr -u** : mu lamento*, se confirma. o>u costa**, la iv-oínciún 
recurrida de (V 57. en cuanto impone la pena de comiso a las 
mercadería* denunciadas, adjudicando el impone ai ilenunciame 
inspector de la Aduana de la Capital l-Vderal. don |orye fuau 
t trillo -du perjuicio y previ» pago de los derecho*, fiscales co- 
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SENTENCIA M-: I.A CAMARA 

Vistos los autos «j. Leónidas I ^hímuihVii. apela de una rt-. 
solución iíe la Aduana* (exp. \v ]22i*7) ; 

JW sus fundamentos, lo (¡vv resulta de los informes de la 
Oficina Química Nacional ,1c fe 37 y jjfc í<, ,x T mesio v pedidn 
|K.r el señor Fiscal de Cámara, y alentó a une el ajuicio ivara 

ft ha, * iíl ^<«tó p 50 % seííún el informe de 

fs. 116: 

Se eoníirma la sentencia arlada de ís. 5&, confirmatoria 
de la resolución administrativa de fs. 57 a V> vuelta; «¿a tosías 

ivn <lisí<IcneííUi - '""' v r 6 ^ % 



l Ai.u» uk i.a rom; sci'ííema 

ISiu-ik» Aire*. NnviuiihrL* 

Vistos; 

Considerando ; 

Que Compulsados los antecedentes de untos, resulta <jue la 
cnest.on a resolver es la siguiente: Si la declaración del directo 
de fs. 2 une dice «400 cajones pesando en conjunto 29.000 ki- 
l«s de pulpa frutas surtirlas para precación de helados y 
cont, turas con un valor de .1.200 ,ksos oro sellado», importa 
una falsa clasiíieaeión o una infracción de hecho, euando en el 
concepto aduanero la misma mercadería dehe declararse como 
«frutas al natural, conservadas en a^ua. en larros de vidrio o 
m inclusive el envase». 



4 °2 FAl.l.OS DK LA CORTE SUPREMA 

Que estas dos clasificaciones rqit'raiti'n de muy diferente 
modo en cuanto su refieren a lus derechos aduaneros qw les co- 
rre^ponde alionar, perjudicándose la renta aduanera evidente- 
mente en caso de que la declaración del directo de fs, 1 hubiera 
pasado desapercibida o despachada en confianza (ari. 1025», 

i Jue. en consecuencia, aún cuando no exista dolo por [jarte 
del comerciante al pretender introducir a plaza mercader tas ÍBijn 
una declaración errada, él lucho cae Itajo la sanción del ur. (Vi 
de ía ley 11.281, y su correlativo de las < Irdeiianzas de Aduana, 
102?, debiendo resolverse |«ir tanto, < pie aún cuando a<|uel he- 
rbó m importe una defraudación dolosa, constituye una infrac- 
ción adnanent susceptible de sanción en defensa de la renta 
fiscal. 

■ 

Om\ |«ir otra parte, las resoluciones administrativas de la 
Aduana respecto a la partida de la tarifa míe eorrcsf>oiidc a de- 
terminado artículo, son inapelables {art. KM y siguientes de las 
Ordenanzas de Aduana. Fallos, tonto 1 13. 92; tomo 127. 

Ouc aún cuando v\ error de la manifestación se haya co- 
metido de Inicua fe, esto no puede constituir una eximente fie 
pena, pues dicho error no es evidente ni imposible de pasar des- 
apercibido como lo requiere el art. 1057 de las Ordenanzas de 
Aduana (Fallos, tomo 54. |k'uí. 537 i, y si ei despachante esta- 
lla en duda sobre la calidad de la mercadería importada, ha lu- 
dido manifestar su ignorancia en la forma que dispone el art. 
IOS de las f Weiiauzas. 1-11 error evidente sólo e> susceptible de 
cometerse cu la redacción del documento en que se solicita el 
despacho, de moflo que la diferencia pueda ser notada sin ne- 
cesidad fie revisar la mercadería. 

(Jue ante el rigorismo necesario fie las leyes que protegen 
la fuente principal de las rentas fiscales, no delien tomarse como 
causas de atenuación los motivos alegados que alunarían la fal- 
ta de intención del iniroduetor. pues ya se ha dicho, que todo 
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lucho qm inmhi redundar cu perjuicio de la renta aduanera os 
susceptihle íte |»e,.H. f.Vrt. I05K, f)nlenan/as de Aduana). 

IW estos fundamentos se confirma la sentencia de fojas 

h Bkrmejo. — j. J-un-KMüA Ai.- 
Al. I-ai:khní>:n.\. k. r»inop 
[.a v allí:. 



íi^ffeffí. Cortina i tmtro U>mu Z y t ^ . «/i/» 
V iu/fW. /nr»VA »/r itóríí dMynn hmit nl» tiv im exhorto. 

$mmmi I'' U aetiuul ohservada ,«>r tlll juez provincial al no 
contestar un oficio dirigió ,x )r un juez federal, y reitera- 
do tres mes. con emplazamiento en el último. |*ira que dis- 
pusiera la transferencia de unos fondos, hace que ella pue- 
da considerarse como una negativa tácita (pie autoriza la in- 
tervenc.on de la Corte Suprema para |*incr fin al conflicto 

& Los jueces y autoridades provinciales tienen el de- 
Ikt de cumplir los actos y diligencias indicíales solicitadas 
Ikt los jueces federales, sea pra hacer notificaciones, cita- 
ciones, endura etc., de acuerdo con lo que diseñe el 
« m de la ley W, sin que aquéllas puedan ohjetar su 
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siguientes : 
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Al !n .11 KZ 1KIIKRAL 

San Ju;m. SfóMJjíte '& tic \'i>7. 

\ ístu> : que cini ficha ¿.í de Mayo del corriente año, e?.te 
ju/iíaíl»i, a petición tic! ador, dispuso se oficiase al señor ítíez 
t n l<t (."¡vil y C iimereial de la provincia, Dr. Domingo IV Tarnic- 
l!a, para ordenara al señor yerente del Maneo Provincial tic 
San Juan, pusiera a disposkúón del mírascnp<o d dc|>ósito de 
seisdemos setenta ¡usos ni n.. efectuado por el suh-impiiünu. 
don Si (virio Sui/er a f;iv(jr Úe los señores Juan Ltijwz Domín- 
guez y Jaime l'errer. componente* de la sociedad Hiaiic/ y Cía, 

Que a peiición dr la mixua pane en íceha ]*■' de Julio úl- 
timo, reiien'i v»r oficio ni vi mu de un halu-r sido contestado 
a este ju/^adu, reiterándose pgt tercera ve/ el (fijes y siete <let 
corriente. haeivuduM-k- presente *<|ue si el infrascripto no reei 
hia tcinuxacii'iti tn el término uV veimienatro horas, se vería 
ni el t.iMi «|e |hiikt>I \m)lú en conocimiento tic la (.'oric Supre- 
ma <K' Justicia de la Nación, a los electos qtifi Imhicre lugar». 

Qlit» hal.it'iiílo vencido con e\eeso ese plazo, con resultado 
iut;aiÍYi>. y en euinplin liento de |o dispuesto por el art, M de la 
ley 5". ha licuado el caso de de hacer efectiva la advertencia 
hecha al sefmr (jfteáe dmlor Tarruda, \a t|pj el infrascripto 
carece i|e imperio para hacer cumplir mi disposición rcfereim 
al di posit*« de eso» fondos. 

I V*r ta resuello: Comunicar el hecho a fa t'.irie Supre- 
ma de Justicia di- la Xacion. mu remisión de todos lo> antece- 
dente*, a fin ile * f 1 1 c- , t - sirva disponer ln cpie considere peni 
nmte. /$m& 
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1,111 "I"'- l'ÜtK'rKUjM.K ,,,,m,, ;a| 

Htí los mm mnlmm ante el Ju^tto Federal fe la IVo- 
vM.ca dr n„, Juan por ,]„., h.datedo tWli,** n,mra Ikuuv v 
t >;,.. por cobn. de alquileres, si- I,¡, suscitad,* la ineidenca de une 
ingtruiv ía relució.! <fc f* S7, mearse ¿ ¡ m |„, ;if , (|od(ir 
í«1t«^ f. lamilla, a omu-s.ar d olieiu se k - dn-iyo 
j*m -I», di^usu-ra la emhttAi de fondos ilé^fe en el 
'■aneo I rovrnc.al fe dudad a la #ff«ickii, dd juez ofician- 
te, embarcados ni d juido expresado. 

. V,n tUaTI ' 1 J l * xislt - «'"I «H'«aiiva expn>ame,m- maiiitW 
*™ F f f^* íl ' Wl'IfniH-«,lo ,1, la diligencia encomendada la 
=« «»ti,d observada ¡**r el jue* producía! al ,io contestar el oficio 
4* reírn,™. tres vrees reiterado. dd>e interpretarse en .al g¿. 
tnlo. pues no es pnsihl, mantener por más Uempu itíi nrdeu * 
««a* tan im W ihr. Las autoridades provinciales, de cual.mier 
•laiunde.a o ¿eráronla que sean. «no pnéclen trak,r la amón 
í h J ; iS ! ICKl / W tTI11 «" e > * ^ JnriMliedon». ^ k, 

KeftneTidi.n.r a la Úmfá® subulada en W( - tal],, M(V d<- 
*W ra com-sponde a' V. K. r^ver d pre.et.le conflie^ 
Sn¡t " 1 1 " tÍe ,,lU " rf W N»j <lehe cumplir fe i„,„ediatn la 
* It licencia d« ((W se ¡rala, sin perjuicio dr fJ ur d hlUfÜrti ha-a 
Wfcr sus derechos en d juicio respeelivo. a et^j eíceh. d j»uz 
ipml de báll Jnan deberá reiterar nuevo oficio con «rausrrip- 
tiun dr la resofunon «,ne recaiga. Mcmpre f(lu - V. K. |„ íMÍmt . 
omvrmetiie. 
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ru.Lo ni: i„\ (tmiK mi'hlma 



lint-ñus Airi>. N'i i vjni thrt- 18 de VH7. 



\UStos y Vistos; 
i MTisiíli raiiiln : 



Muc f;i eniupetcntia de esta t i irte i*íir;i intervenir Gil con- 
flictos como c| presente entre jueces de «lislinta jurisdicción, 
quedó ya establecida en el fallti (tomo 14í., pág. 41 .1 ) . ele acuer- 
do cmt fu dispuesto ]Hir la lev X" 4055 en mis arts. <J y 10, y 

Que si tiiéfl en el .<nfc ///<• no aparece el Juez t-n lo ( ¡vil 
y Comercial de San Juan se haya invado expresamente a diligen- 
ciar el exhorto tje f*. reiterado a fs, 7U y SO por el Juez 
Federal de aquella localidad, pidiéndole que ordene al llanto 
ÍYnvineial que inhibí a sn disinsición el depósito de $ fi/O cíee- 
t nado |xir el sut>- inquilino Sil ver io Suizcr, a favor de los seño- 
n*s f.njiez Domínguez y Jaime Kerrer, componentes «le la sticie- 
<lad llwiñez y Cía., pot halier sido emliarjjada dicha cantidad en 
el juicio seguido contra acuella firma por don Indalecio Corti- 
na, la circunstancia de no hal itrios diligenciado, ni explicado 
en forma alguna la causa fie esta omisión, no oliscante el emnla- 
zamient" t|tte se le hi/o ni el último oficio, como se desprende 
de la resolución de fs. 87. hace que cüa pueda considerarse como 
una negativa tacita. i|tte autoriza el recurso empicado por el Juez 
Federal, y la inier vención de esta Corte para poner fin al con- 
flicto míe tratando la acción fie la justicia perjudica intereses 
legítimos sin ningún motivo justificatlo. One los jueces y autori- 
dades provinciales tienen el deber de cumplir los actos v clili- 
judictales solicitarlas |*ir los Jtteces Federales, sea pára 
citaciones, emíiargas. etc.. de acuerdo con lo 
que dispone el art. 13 de la ley N' 1 -' 48 t sin que aquéllas puedan 
objetar su legalidad como !n ha declarado esta Corte en el fallo 




citado, potiym eso nnporuiriíi suplantar la autoridad y jurisdic- 
ción del juc* di- la raí isa. ptidieudo el litigante hacer valor los 
derechos «pie crea tener :inic ti mi si mi juez. 

J W lü expuesto y de aeuerd.. con l<. diclamhiado por el ^ 
curador General, se declara (f uc el Juez m I.» Ovil y Comercial 
de San f!d,c practicar la .lili» ruda ml;.n M , Ta *,„*,■ H Imv. 

Kcderal, m perjuicio cíe que el inlcresado húñez v t ía., ha-a 
valer sus dichos en el juicio (¡irr K . ] r s j KIU , |> t .' vlT ¿i v;mst . aJ 
señor Jue/, Kideral do San Juan pnra que reitere mi oficio con 
transcripción de la presente resolución. 

A, UKR.Mf.jO, — |. Kh;rj:ko.\ 
cokta, — Koiikhjo ■Kkcktto. — - 
— Al. LArKK.\tT.x.\. — [i. CrriH) 

I.AVAU.K. 



ihftt Alberto ttlaqttur y Kdmudo Ktuha. confru tu provhnkt ,tr 
Sufra. soIht niinya r/r itn luis tiara. 

Sumario : El olijeto principal de Ta «aramia dcliida \*>r et 
vendedor al comprador es la evicción, la que se produce tu- 
da ven que ]>or virtud de una sentencia el adqui rente es pri- 
vado en todo o en pfifftj de su dominio o sufre una turUi- 
ción de derecho en hi propiedad, goce o jMisesión de la cosa; 
por lo que privados íus actores por una sentencia, de una 
parte de la |H>sesión del innmelile vendido por la demamla- 
da. corres|Hinde que ésta repare las consecuencias derivadas 
de tal acontecimiento. ( Artículos 21 ¡X. 21 19 y ¿121 fiel 
Códlgu Civil;. 

2* U evicción y por consiguiente, la obii^ión de p- 
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pifes de liaJicr |Hi<cid<i ( I ÍMttnir]jlr ?ea privado de él o de 
-11 fK>St*«iion, en indi» o en ¡Kirie, puf una acción di* reiviiiclir 
eación intentada contra el, eotlHl en la de t|ue, ]>or negarse 
<l anual |HiMti-flnr a permitirle entrar en posesión del lodo 
" <!c mía parte de la cusa, el Comprador intente el juicio, en 
H nial CS vencido, 

.V" Citando el vendedor no puede aburar la pacifica 
posesión de lodo parte r|e tu utté ¿I lia vendí» lo y cuya 
existencia iitaleríal es cierta, tiene obligados) líe prestar la 
garantía \»n mínima <|iie mki la evicción : ]ntr lo une nn 
puede prosperar la clelVn-n apoyada cu ki dispuesto -xjr Ion 
artículos U44. inciso & y U45. CVk%o Civil, de ente los 
actores sólo se hallan facultados para exigir ta devolución 
drt precio unitario c< >rrvsp« un líenle al Inte de lierra tío entre- 
gada y respecto 0\ mal ellos fueron cencidos en juicio de 
rt «vindicación. 

4" Kl principio del arl. 14I.Í drl Código Civil, m-úii el 
cual el comprador mi rMa obligado a esperar une iv>e la 
imponifiilidad drl veinledor para procurar la devolución del 
precio, es de mayor aplicación al en mi de autos en el nue 
la eviecióu ota producirla 

Vmw: Lo es plica el sámeme; 

i m í o nf-: i \ i ou i v. mthi:m.v 

Hur Aires. Viivifiiilire IS c!t- |<í>7. 

N Visto;*: l^isí jiFeseiiti^t actuaciones >cgtiida> ¡ h ir don Al- 
l«rh' lilao, nier y Kd nardo Rocha contra la l'ro vinera de Salta 
sobre entregn dr un lote de tierra de las cualc* rejilla : 

f hte a t>. 4 comparece don Juan 1!. Corella en ivprc.-enta- 
eióii de los noinlifafíos eiiialtJaudo demanda contra la IVoviu- 
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da de Salta. | H ir entrega ( | c lm ¡ ole ticrrn 
la y nueve hectáreas que sus mandantes adquirieron en compra 
p mayor extensión en el Departamento de ( >ran y dado el cas-, 
de m m pudiera entregarlo condenarla al pago de su valor ac- 
tual; y demanda asimismo |>or cubro de la cantidad de diez mil 
dieciocho pesos moneda nacional y sus intereses por costas abo- 
Tiadas y jk>r la suma i|iie sus mandantes deberán abonar |H,r ho- 
norarios a regularse y gastos Judiciales en el pleito que estuvie- 
ron contra don Luis de los Ríos por reivindicación y. udemá. 
pide costas. 

(Jue sus piérdanles a<Í(juirieron en compra del gobierno 
de la Provincia de Salta en el mes de Enero de J906 por escri- 
tura pasada ante el escriño clon Waldino Kiarte. un campo 
fiscal ubicado en el Departamento de Oran, en dos lotes: el nu- 
mero uno dd cuarenta y ocho mi! ochocientas catorce hectárea* 
ochenta y tres áreas cincuenta y siete metros cuadrados - el nú- 
mero dos, de cincuenta mil hectáreas con la ubicación límites v 
hnderos expresados en las referidas escrituras. 

Que los compradores no pudieron tomar |*osesión de ima 
í ramón dr trece mil sesenta y nueve hectáreas denominada 
«Zanja Honda*, ubieada R rte en el lote dos y ^rtc en el lote 
«mo, u, el medio cíe amln*. porque la Provincia vendedora no la 
n.trego a causa de estar ,*>seida por Luis «le los Ríos, quien 
alego derecho sobre esa fracción, derivados de títulos que data 
acordados m el gobierno de liolivia. 

(Juc ante esa situación lo* adqnirentes demandaron a Ríos 
JK>r rcivimlicaoón ante el Juzgado 1-ederaf de Salta, citando de 
cv.ccion a la Provincia vendedora, la que tomó en el iuicin la in- 
tervennon correspondiente. La demanda fué rechazada por el 
Juez l'edcral, siendo tal sentencia confirmada por la Cámara fe- 
deral de Córdoba. 

Une como consecuencia del referido pleilu v de los hecho* 
enunciados, sus mandantes se encuentran con que la Provincia 
efe Salta no les ha entregado la fracción de campo denominada 
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«Zanja ir. unta», rjc Mía- tuil sienta y nueve lirctiircas. ím tílíst- 
tante hatería piulido los compradores dentro de mayor extensión 
y han Üitlil vencido* m H juicio de reivindicación i|ue promnvíe- 
n.ii meuml'íeudo U res|.onsahilidad p..r la evirción al vendedor 
que fjfc 'íriiMlaiiu im: fritado, 

(Jue estos lurÍH.s han creado a !a Provincia de Salla la 
oU^anoi, uu-ludiUe .Ir entregar la efc&j vendida lihre de loda 
Mira posesión c'Mtim lo r-inUevc el art del (.VmIi^o (/¡vil y 

-anearía respondíendi > |»ir la evicrióu al roiuprador cuando fue- 
se en juicio mnm 1,, dispone el ari. NI4 cóílíj^i citado. 
Si la Provincia ii« puede entregar a sus mandantes la fracción 
n clamada, correspondí- ser condenada al pa^o de t,, s danos v 
rierjiikños y al importe del valor de la cosa 4jne no pudo entre- 
gar .1 día di' la tueeion. o >ea el precio aetnal y tus costas r|tte 
.11 püm aliono y demás gastos del juieio de reivindicación. ) ti- 
lica ePi sn apoy,, ] (l s aris. |) (a _'lt<» y >\>] y concordantes del 
(, odiyo t jvil 

Aerediiada la jurisdicción originaria de esta l orie ge eo~ 
rno traslado de ta demanda fs. ( ' f siendo evacuado a ts. 3* 
|hii d ttiactor l ibido Sonioza. en representación de la Provincia 
di- Salla, ifuifti expresó: 

Qtte la demandada no -e o|touc a ruln-ar a los actores Ja 
tierra .pie ellos reclanian en el presente juicio, tierra ouc forma 
parte di- la mayor extensión ipie fué materia de la compra -venta 
celebrada entre las parto el año 1'IOft. 

One \m actores incurren en error cuando piden para el su- 
puesto di «o >er |KisiMe la entrega de la tierra, ¡pie la Proviri- 
eia sea condenada al |Sfg* «le sn valor actual, $\ derecho de los 
actores conforme a lo dispuesto f*of el art. 141.1 del todito t'¡- 
vd consiste miIo en exigir la devolución del precio ipte Imliiereu 

Une la rjentaiida un contiene los elementos indispeiisahtes 
para determinar si en la coinpra-venta se fijó el precio |*ir ta 
anidad de medida, en cuyo caso lo- actores tendrían derecho a 
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que se les devuelva Ni parte pr^aecioiial del precio, o si el pre- 
cio no se fijó ]Mí r hectárea, f^jxfej&fc ™ la cual los actores nada 
tendrían pe rechinar a ía Provincia. Invoca los arts. KU5 y 
t.146 Código Civil y afirma ipie en ningún oa.su aquella estaría 
Obligada a pagar el valor actu.nl de la tierra,' romo se pretende 
y que mi bfpgackm se reduciría a restituir la t>aru- pro|>oreio- 
nal del precio, si alguna tuviese. 

<J\w acerca de las sumas afumadas en el juicio de reivindi- 
eación en concepto de gastos y cosías, no pueden ser reclamados 
a la Provincia. ¡jolote siendo evidente que la acción no debía 
prosperar por earecer los compañero* de posesión, a ellos tíni- 
camente- k-s son imputables las consecuencias di ¡ m batios tíhrr- 
nteule elegidos. 

Ouc sí bkn la Provincia fie Salta como vendedora respon- 
de i»or la evteción. de los propios términos de la demanda a|Ki- 
rece que no se está en presencia de lieehos u artos qm revistan 
tos caracteres índispenaabíes |>ara considerar que se ha operado 
Ja evieeióti de acuerdo con lo establecido |Kir el Coligo C ivil. Li- 
bro mm^k Sección Tercera. Titulo MIL Y siendo asi no 
íiabría consecuencias legales derivadas de ¡«quilla ni la labi- 
lidad de daños y |>erjuieios, 

(J\it\ |Kjr oirá parte, la acción reivindicatoría fue mal enta- 
blada, la Provincia de Salta no tía sido citada de evicción con 
arralo a la ley y tas consecuencias producidas o a producirse 
serán siempre para ella M ínter alios achí. Y termina pidiendo 
se rechace la demanda en cuanto a las pretensiones de cuva im- 
procedencia ha ludio mérito, con costas. 

Abierta la causa a pnteba, & ¿4 vía., prodújose la <me ex- 
presa el certificado (te fs. 12o. alegándose sobre su mérito a ís. 
1¿4 y ís. 1JW. Ñamándose autos para sentencia a fs. 140 vía. 

Y Considerando : 



t*iw ta escritura testimoniada a ís. M8 acredita fpie la P 
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vincia dé Salta ctíii l'cclm J4 de lanero de vendió a !o> ac- 
tores drts loté» de campo simados en ti j Vpanamem.i de < irán, 
compuestos el primera de cuarenta y ocim mil fjctííiciéjítííS ca- 
lina- hectárea* <n*!uii1a y tres arcas, cincuenta y siete metros 
cuadrados y d st^untlo <lé eineiuma mil lurtareas con los lin- 
deros expresados 1*11 la misma, %] previ" tle compra se convino 
a razón de mi pe3üi> oelu-nta centavos moneda narional la hec- 
tárea iH»r ti |»rinii-r Me y tic un peso sesenta centavos la Int- 
uiría |nm el lote número dos. al* mámli i& jifó lo* actores la Mi- 
ma ioi;il de cieiua cuarenta y sielr mil setecientos veintidós pe- 
sos ctíii sesenta centavo* nnmeda nacional. 

0nc con fecha tn-s de \\n ieinlin- ílé ÍIÍ4 los compradores 
dedujeron ante el ji&ptta fMeral fie Salta demanda por reivin- 
dicación contra (Ipil Luis <k- los ¡¡$jos, a fin fie míe éste inora 
condenado a it^nuiirk-- la finca de iluminada «Zanja Mórula» 
de ifiu- *e lia llalia en posesión, compuesta tic trece mil sesenta v 
nueve lu cí áreas nhkvirla dentro de los limites a>ñ;nadu* al ¡n- 
muehle comprado a la IVovínria tle Salla |H»r átyfléllbsi 

<_Hie ríñela de evieeióit cu ese juicio la Provincia vern Ice Li- 
ra. >u tróheniador (fon IMfin 1 .r-ni/ainun, c]u> poder a don 
Martín H erran te>, qirieti compareció a fs, Sb¿ nfgnh/lo qíte 
Rlti invicra derecho alburio en los terrein>> vendidos a los ac- 
to re* v alirmando ipu- tel dominio v po>i'*ióii ejercido por el 
¿4Mliir'niM fie la provincia era indine mi lile y jGOJftiJ consecuencia 
fU- ta tradición hecha a lito O ímpradi irtrs, |o era d de éstos». 

tjue l.i acción de reivindicación contra del Kio úié desesti- 
mada en primera y se^uud.i instancia, aduciéndole por la 
mará I'Yderal de t Ymít.lia «iftte aiin en el eiiaii) de rpit* la pnuin 
cía t\é Salta liuhrcra lieeliu tutuca a )•»> aelures ríe los lotes IH1- 
meros I y 2 t\A hcj<Lriaiiii-itt<i fie * Irnn fjiie les vendiera, (ján> 
(toli^ pii>esiótt flr ali-nua partí- de [üs miamos, esa entrega no 
Italiría MirtiiJn <■] t-íeeto fie traiwícrnlrs la extrusión poseirla p*-r 
el dt'niand;n|o sn catisanlei!, 

QltC rn pu s, Mt ía dt- e$C resjjíiílárj los v-f.iupradure- recia- 
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man de su vendedora, en el presente juicio, la dc-f lote 

de tierra compuesto tic trece mil sesenta y nueve hectáreas o éii 
su defecto el j)ago de su valor actual y además el importe de 
Tas res| M ,nsabiIidades emergentes <le la eviecíón de acuerdo eoujo 
dispuesto jior los arte. 30SW. 21 1« ( 21 19 y 2121 del (Sfl^ Civil 
Que si el objeto princi|>al de la garantía debida por el ven- 
dedor at comprador es la evJccióu (art. 1414. CÓclíga Civih, y 
si esta se produce toda vez.que por virtud de una sentencia el 
adjúrente es privado en todo o eu ,»arte de su dominio .i sufre 
una turlKieion «V derecho en la propiedad j¡oee o ,,oscsión de la 
cosa (aris. _W| v 2Q*i. Código Civil», no ,>arece dudoso que 
los actor, s que han sido privados po* la sentencia pronunciada 
|x.r la Cantara l-ederal de Córdolia de una parte de la j-osesión 
del inmueble enajenado por la l'rov inda lie Salta, se hallan tV 
cuitados para reclamar de su vendedora la reparación de las 
consecuencias derivadas de tal acontecimiento. 

Que no constituye -íbice para ello la circunstancia de «pie 
la seutewn baya sido pronunciada corno resultado de una ae- 
non iniciada ,»or los propios compradores cintra el actual 
¡Tj «" { M! * m Mí 'tuicn la dedujera contra aqué- 

llo*. I,i evieewin y |íor e^íi^ehte la pÍ>l%^oii ¿e garantirla 
. . xi.te tanto en la liipótesis <le que el comprador drspius dé 
baber , M »eulo él inmueble sea privado de él o de su |>osesión en 
tooq o en pane, j*if una acción de reivindicación in^iital cu- 
rra el. como en la de que por IR ^ trst . *j mim ^ Vl . (htr ;i 
mmrle entrar en fiosesión <h \ tótlñ o de una. pane de Ta ¿¿ 
el romprador intente el juicio, en el cual es venado. Duver-irr" 
mino I. X- Guillntiar. Venta v Cambio. i„mo I \> «>! 
ftaudry Ueamineric y Safcuai. f ¿g 34K; Aubry kan. ton,.. 4 
1^ . 7,í: f 'lanío!. Ionio 2. r% 490. X» 1 4K7 ; fefofe „ >1)l41 V 

pie lampea, p m ,| t . ml|ItíHr el |>|S?grtesp de demanda la 

<tefcp opuesta rWr la I Wiucia <le Salla. d, é las relacione* 

(fe derecho entre los compradores y la vendedora se e.temnircn 
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riadas por los art>. U44, iiuis*. y 1.145 del Código C ivil, de 
cuya aplicación al caso infiere que los actores sólo se hallan fa- 
cultados para i-xi«ir la devolución del j troció unitario corres] huí - 
dtnur a las trece mil sesenta y nueve hectáreas de qué se cotnpoue 
la finca «Zanja Honda». En efecto, tales artículos preven vi 
caso de qué el comprador sin experi mentar evieeíón alguna, es 
decir» sin ser privado \mr >enteneia de una liarte de la cosa com- 
prada, comprueba una fiaíta en el contenido del área. Xo se puc- 
de asimilar, dice Marcade. tomo VI. pg. 265, la hipótesis én 
que el comprador recibiendo y conservnudo la cosa toda MU era t 
>c míe ja solamente de míe |>or un error de mensura sn extensión 
t > menor fjue la señalada en el contrato de compra- venta, a aque- 
lla otra eíi que el comprador no reciln: o no conserva la totafi 
dar! o parte de la co^f ]»orquc un tercero se lo impide o se la 
toma, obteniendo declaraciones judiciales favorables a su rjete- 
cho con presciudciieia de todo error en el contenido. V estas di- 
ferencias sirven para concluir que cuando el vendedor no puede 
asegurar Ta pacífica imscsión de todo o ]iarte cíe lo que el lia 
vendido y cuya existencia material es cierta, tiene obligación 
ile prestar la ¿nirautia |n>r minima que sea la eviccióiL liaudrv 
I .acaiitiuerie y Suijjimt. Venta y Cambio. jiát,'. ,145. X* .W; Au- 
bry kan IV. iwrágniío ,155: ímilloiiar, Venta y Cambio. I. >ut- 
mero M)X 

Que aún cuando sea exacto que la sentencia de la Cámara 
Kederal determinante tic la evícción no ha iltvlarado el dominio 
de la finca «Zanja Honda» en favor de su |>oseedor actual, pues 
el litigio lia sido fallado jwir un argumento de |»oses¡óti, y al 
contrario, ha admitido que la Provincia de Salta pudiera cu defi- 
nitiva demostrar mi mejor título al dominio, es lo cierto, tpc 
lo* demandante* pitra olitcncr las reparaciones legales consi- 
guientes a la situación croada no podrían ser obligados a espe- 
rar a que aquella deduzca y obtenga sentencia en un juicio que 
no ha dicho siquiera hallarse dispuesta a iniciar. E] principio de] 
:irt. 1413 del Código Civil se^ún el cual el comprador no está 
obligado a es|H-rar .pie cese la imjmsihilidad del vendedor |>ara 
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procurar la devolución del precio, sería de mayor aplicación al 
cas.» (J- aun.*. <-n el ij lU ' la eviceión está producida. 

Qu$ cu suma, sucedida la eviceión [Kircial respecto del lote 
tli- iru-c mil scscnla y nueve hectáreas y cumplida por ]< » s mi- 
dedores y la obligación impuesta |Hir el an. Zl ffl, de citar de 
saneamiento a su vendedor o .11.0 apirea- de l<«s autos Oc reivin- 
dicación agredidos a título de prueba t fs. <J y IV. 50). eorres- 
P'-nde aplicar a sits relaciono de t^fecho cuñ (a l'roviucia fie 
Salla, o muí, HI.ih 1., piden. ^ f hsj h ,mi-Fo,h ^ contenidas en los 

-'US, 2119 y JI2I de! Código Civil. 

One. ni cnnMu.aiu-ia cftii I., dicho la Provincia de Salta se 
circticnlra üljfigatía, tfesíjc Im-o, a satisfacer la ia de veinti- 
dós mil dúdenlos mm y siete ¡«satis con nvinia Lmwm mone- 
da nacional, en concepto de ies!Íiuc¡ou del precio eums ( »ond irtitr 
a l is trece mil sesenta y nueve hectáreas, computando fi5.14.50 a 
razón de mi peso sesenta centavos y O5J4.50 a un peso ochenta 
centavos, .pie st-ún la escritura di- ís. constituyen los pre- 
días íi tpu fue adquirido el l.»t<- cjfitC >c halla ubicado en el cén- 
it*! ffc Iíis ilos grandes fracciones. \rt. -ÍÍ1N. Código Civil, 

One en manto a las cosías y c.as|o* judiciales. lambicn a 
carj;o fiel vejiiledor de conformidad con lo prevenido |>or el an. 
Zm Útil GÓttígti Civil, si bien los actores lian hecho ascender 
lo invado en «se concepto dentro del juicio de reivindicación a 
la suma de diez mil diez y ocho pesos, la jiruelsi rendida en aillos 
corriente a fs. W y ís. 102. reclificada con la .tola asentada ; , 
fs. 2/N vta. del juicí- agregado, solo permite tener jior demos- 
trado el pago en el conccpio aludido de seis mil trescientas ochen- 
ta y seis pes,* con cincucitia centavos moneda nacional, A esto 
debe añadirse la suma en fjue resulten rehilados los honorarios 
del doctor Serrey, estimados a ís. *H\ del juicio de reivindica- 
ción efl la suma de cuatro mil linimentos f tesos moneda nacional, 
siempre i|ue su importe agregado a acuella cantidad no exceda 
de la deíinilivaincnte reclamada |>or los actores, es decir, de di-z 
mil dieciocho peso* moneda nacional. 
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Que en lo referente a los tlaños y perjuicios a cargo de la 
vendedora, ellos están representados |>or la diferencia entre el 
precio de venta y el valor de la cosa el día de la evicción. de 
acuerdo con lo establecido por el art. 2\2\ del Código Civil. Pa- 
ra justificar esa diferencia de precio, se ha producido en autos 
la pericia corriente a f s. 1 17, que estima el valor de las tierras 
actualmente a razón de seis pesos moneda nacional c;tda hectá- 
rea. Kilo, no obstante, tratándose de tierras destinadas a la es- 
peculación y teniendo, además, en cuenta por una parte que. co- 
mo el propio perito lo expresa para llegar a la determinación 
de aquel precio, no ha podido tesarse en referencias ilustrativas 
por falta de transacciones, y por otra que los propios datos su- 
ministrad a por el Banco Hipotecario Nacional y algunas casas 
de remate <le esta plaza, de que también hace mérito la pericia, 
acusan la incertidumbre existente sobre el jiartkular el tribunal 
cree prudente fijar en tres pesos el valor actual de cada hectá- 
rea, con lo cual el momo global de los daños y perjuicios ascen- 
dería solo a la cantidad de diez y seis mil novecientos ochenta 
y nueve pesos con sesenta centavos moneda nacional 

Kn mérito de estas consideraciones, se liace lugar a la de- 
manda y se declara que la Provincia de Salta debe abonar, den- 
tro del plazo de treinta días, la suma de cuarenta y cinco mil 
quinientos noventa y tres pesos con cincuenta centavos moneda 
nacional, más la que resulte en concepto de la regulación de ho- 
norarios pendiente al Dr. Ser rey. con la limitación señalada en 
el considerando revivo y los intereses desde el día de la noti- 
ficación de la demanda, solo sobre la suma de seis mil trescien- 
tos ochenta y seis pesos con cincuenta centavos, con costas. NV 
ti finuesr y repuesto el pa|wl. archívese. 

A-, UERMEJO . ~ J. Kku'kjhu Al- 
corta. — RnilKKTO Kkpktti). — 
M, I.AI KKM KNA. — K. Gt/IDO I-A- 
VAU.K. 
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Don Juan Itannali Brysdale y oíros contra la Provincia de Híte- 
nos Aires, sobre dcvolueithi de mía suma tic dinero. 

Sumario : V 1 ij^tiul<1a<I ante la ley, impuesta por el precepto del 
artículo 16 de ta Constitución, comporta la consecuencia de 
que todas las («rsonas sujetas a una legislación determina- 
da dentro del territorio de la Nación sean tratadas del mis- 
mo modo, siempre que se encuentren en idénticas circuns- 
tancias y eowiicioncs, y en materia impositiva ese principia 
se cumple cuando en condiciones análogas se ini|>oneu gra- 
vámenes iguales a los contribuyentes. 

2" El art. 39, inciso 7* de la ley de la Provincia de Büe- 
nos Aires, de 12 de Abril de 1923, sobre transmisión gra- 
tuita de Incncs, vulnera el principio de igualdad en el im- 
puesto, consagrado por el art. 16 de la Constitución. 

Caso; )m explica el «¡uniente: 



RALLO DE LA STPRKM A COKTK (1) 

[Juenoa Aires. Novicuibrc 1K ik- W27. 

Y V istos: el presente juicio seguido por doña Juana Drys- 
dale de Xlalbrán, uVwi Juan Hannab Drysdaíe y don José Nor- 
man Drysdale contra la Provincia de Buenos Aires, por devolu- 
ción de una Mima fie dinero, del cual resulla : 

( Jnea ís. 11 eomiiarccc don Sandalio Parodi en representa- 
ción de los actores pidiendo se condene a la Provincia de Bue- 
nos Arres a devolver en el plazo de diez días la suma de treinta 
mil novecientos treinta y cuatro |»esos con cuarenta centavos mo- 
neda nacional con los intereses desde la fecha de la noliíicación 
di- la demanda y además al pai^o de las costas y costos del juicio. 
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One tundaudo la demanda expresa: á) que eri el juicio mi- 
tv^irio de cltina Jemirui Ana Drysdate de (lihson. iniciado cu 
la eitftjail de Ui Mata su dictó oportunamente declaratoria dé he- 
nderns n favor fie mis instituyentes hermanos de la causante; 
bj que la Dirección (¿enera! de Ese «el as, requerida al efecto, 
presentó la liquidación del impuesto sucesorio cjiie en testimonio 
arotnpnña. con arrean a la cual si- rle|H>siló. promediando la co 
H^pnilíélite protesta, un e] Manco de la Provincia la Mima de 
doscientos sesenta y dos mil novecientos cuarenta y do» ilesos 
con cna renta centavos moneda nacional a la orden fie la Direc- 
ción (íeneral ib- lientas: o cjttc la liquidación correcta en cuan- 
|m al monto de los liicne* y exacta en !íis o|>cracioi,cs numéricas, 
es inaceptable pOr los porcentajes que aplica, determinados me- 
diante un procedimiento (fue contraria los principios de equidad 

• v ''" i! -" ,: ' M: " 1 ;1 ,,,u ' ,M r s,,j, ' ,,,r,< - l!,s r;,r « ;is fre*®** 

quiera que sea su naturaleza. 

One la talla de equidad resulta de que se ti una conio lase 
para fijar el taulu («ir ciento fiel impuesto que debe alonar ca- 
da heredero, nó H importe liquido fie mi hijuela, sino el activo 
¡telo c]e la sucesión. 

One el impuesto a la trasmisión gratuita fie bienes, en vipir 
actualmente en la provincia de Rueños Aires, fué creadfi i>or el 
itri; 24 de la ley de impuestos, fecha 12 fie Abril de 1923. can 
sujeción a cuy» términos su monto ha de determinarse eti re 
laeióu al parentesco y st^ún el valor <le la trasmisión «le confor- 
midad con la t-M-ala que el mismo articul" formula. 

One tal escala >eria mójela Me si su aplicación >c Imliiera 
circnnscriplii a los tértniufis expresados, iiero es que la misma 
ley al re K lamentar después ( >or el arL 30 la forma en que el im- 
puesto dche (if|u ¡darse, los altera MiliManciahueníc. estableciendo 
en el ineisn séptimo «qm- snhre el monto de cada hijuela se apli- 
cará el |K>rceniaje f|ue eorres|H.nda al valor tulal de tos bienes 
trasmind.» o activo nelo fie la sucesión fie acuerdo cim la escala 
del art. _?-W 



Oiif esta dispositíón además de la señalada falta <lc equidad 
es eviofatoria del principio de igualdad que consagra comí» fase 
fie indo impuesto el an. 13 de la Constitución Nacional, pues 
fie su aplicación resulta que el impuesto varía según sean, uno 
f. mas los herederos cícl cansante y que a un número mayor ¿le 
estos y |Kir lo tanto a una menor pro|Hirción sobre el monto li- 
quido del acervo correspomle injustamenU' un aumento progre- 
sivo del impuesto. 

One siendo la herencia dos millones cuatrocientos ochenta 
mil cuatrocientos cuarenta y un pesos con veinte centavos cada 
heredero revi lie la tercera |«irte o sean ochocientos veinte y seis 
mil ochocientos trece |>esos con setenta y tres cuta vos, corres- 
[Hindiéndole p ílfí ar entonces el quince por cíenlo sobre quinien- 
tos quince mil quinientos sesenta y tres |k-sos Con treinta y tres 
centavos, que es la parte que rceilie e» bienes en jurisdicción <le h\ 
Provincia de Unenos Aires, o sean setenta y siete mil trescien- 
tos treinta y seis pesos a cada heredero, lo que |iara los tres 
hace un total de doscientos treinta y dos mil ojiKto pesos. Cor el 
hecho de ser tres los herederos y aplicarse snhrc el monto de 
cada hijuela el fHircciitaje (pie corres|Hjndc al valor total fie los 
hienes trasmitirlos los herederos han tenido que pagar no doscien- 
tos treinta y dos mil oeho pesos, sino doscientos sesenta y dos 
mil novecientos cuarenta y ríos pesos con cuarenta centavos, con 
lo que lian venido a pftpr de más treinta mil novecientos treinta 
y cuatro jh-sos con cuarenta centavos moneda nacional. 

( Hie pide, en consecuencia, se declare que el impuesto co- 
I irado a sus manda ntcs en concepto de impuesto a la trasmisión 
gratuita de hienes es contrario al art. 16 de la Constitución Na- 
cional en ta forma en que ha sido liquida* lo. g 

One acra lilaila la jurisdicción origina ría de esta Suprema 
Corte, ís, 15 vta., corrióse traslado de la demanda a la Provin- 
cia de Buenos Aires, el cual fué evacuado a fs. 2.Í por el doctor 
Eriulio Xorraquiu. solicitando su rechazo, con costas, a mérito 
ile las siguientes cotí sideraciones. 
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' Míe no existe falta dé üíniiflad en la nuuicra de aplicar el 
Omito, U legislatura dr la IVoviucia cíe Unenos Aires rn uso 
fie facultadas [impías luí establecido la forma en 0,11c lm de fi- 
jarse t í enanimu déi impuesto y al aceptar el sistema ni éferto 
ritmio scínejártte a) pro^resiu, tjfe fijar el |H,rccntajc ¿«tiéitJo 111 
enema el valor tolla] de la hm-ncia fiara t .tUularlr , s * ¿j va- 
lí" de ia hijuela, aumenta el impuesto ijue luí dé alionarse. (Miro 
]•• alimenta efjuítativamettte y rír/miabkmrnie ¡según su rulen- 
déc y sin ijüe. cortil» sucede en el raso ocurrente, al ^jiteirafe 
un aumento de treinta mil pesos sobre un impiíésto aceptado de 
dnsriVmo.. minia y tres itlíj pueda nadie aceptar ni deducir rjtte 
se haya violado la WjúitJadi 

,; »»l«'*-<> >f '«a u"Uf.. t-l principio ,!,• i-naldad al satí- 
cíy'iur el art. 39 de la ley, Y. a^ega, despno di- atar diversos 
fallos df esta 0ffle #íÍjáflo asi con la auiori.lad de N. s fallo* de 
V". I', el salificado y alcaucí- di- la fcualdaft fácil és nmiprrn- 
íífer (|iic no es ese i«! requisito fJ ue Faite n la ley ele impuestos a 
fe liercrida en la l'roviiuia tte ríñenos Aire., yates rila se aplica 
ptriétaniente eti rada énm\ ¿le iffifcfe rjiie <-u tr.rin. | fJS ¿i*» 
iguales, el imputóte, es siempre i|;nal. y |*.r lo mismo es dife- 
rente <u ios casos pe cii rcalida.l son dtóit<>#; \o está r u la 
tnfcina situadoti el ([ nc hereda den mi! pmm en una hereneia 
ríen mil pesos oue el rjite hereda den mit peros en «na he 
n uda ,] t . mi müm. Es una disíipta siillác^n y la )«-v (f ue así 
lo ájfcfttám no puede cÍi>|K»ier se aplique el ,*„¡., 1lo 'i„,, im . sll , 
cu ios ilns casos diferentes, Rcro auufjuc asi un fuera, auUpe 
< mim (njxitetitócis pudiera existir desigualdad, lo frite niega, 
dlO tn nada l.eiieticiana la ü'm> de la demanrla, ¡m* ¡US Seífo* 

res L)rysdaíe pueden tener la atónita segiiríifad de que a todos 
los que se enciaíiureti en él inisiiiQ «- fetial caso filie ellos sietufire 
y a tollos se les aplicará i-na! ÍHipWestrm 

•Míe fa igualdad es la uniformidad, es t-! e»|tti]il,n, ^ 
Igualdad e^mp..na uu privilf-iM. nnn f n- c feretuía. mía ^xeejíeíou. 
asi i> fácil dettiteir (¿tíe al eo?iíar el itñ|*uesiu a los , ( - 
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ñores Mi vMtaK- rm m- lia vinculo ninguna dis|>ns¡nón cnrisMttr- 
eimial. purs i! art. ¿4 d<- la lev de sellos establece la estala n fiar, 
(-enlaje de acuerdo con t i cual del ^ alionarse el im]mt>[o y el 
¡tic. 7" flt l art. 39, clls|^pric la forma eíi qfle sii-inun- y m eariii 
KtSn han dr arfarse ilichns |mi-iH'iuaji-s a las hijuiln> de ad- 
judicación. 

íjuc al.irrta la cansí a |mieba, f Si ií». se produjo ln une n 
1>rt>a d aniía-ailn de j Sl alegaiiife üiiNfi? sil incriiu aml«i<. 
Jui-auies. ív o(1 y lY |St. A K & v-a. >c llamó auto, para m i,- 
ícncia. 



Y Considerando : 

Otir onno fluye ele la jim;e<l*mtt' relacen dt U ean-u. & 
taita en estos anhis una acción dr rc|Ktinón ,|r ta Minia de 
treinta mi! nouri.*im,s ln inia y niain. con cuarenta ecst- 

tavns piífticilíi nacional, diferencia entre ta cantidad de f&ienr. 

sesenta y dos rni) novtvicnii* enanilla y dos |ks.>s cuarenta 
cniuvos CoIJratiá |mr la IWhiria ríe Hurim> \in-s, ni t i juicio 
HH^nrñ. <!r fl-.ña Ana I >rysdalc tlr ftÜmn y ln dr d^ienltis 
treinta y dos mil o$hp nesos mi ijémm cafom* t\w en np> 
i#l -Ir I.» ivclamanu-. es la nHe legaHuente su fes lia \ítWtU$ 
éXÍlfír, 

Que, destíe luego* los na. .re-, han ii)in|n-i iliad«» t*m H us- 
líiinmió é* i\. o. ^rifínuííi ln liquidación del impuesta a la 
tra-misión gratarla dr lifeües \*tr el rr|nv-rntantr di- la Diire 
don General ríe I delicia», de conformidad <¿n lo di^nuMu por 
la ley é implicaos dr 12 dr Vliri! de l'L'.V nlh.nan.u h pri- 
mm de áí)tiellás cantí<íaries lonnulandn la ct»rrt.'S|vindit'nlc |*rn- 
tcsta acciva (te til diíi ivnrin rn tainnila. á»ni>limuli i c«ti t'lln ln 
fiinualidnd n^ticriiln ¡«ir la jnrisnrttdeticifi <U> t*sia Corlií, mm 
ííílí|üírít! ti dcitflh. de |M-dir la rlévoltielún di- fns suinn- tf'iK- rr- 
snllen íudcltidanit-ntr [taiííwías rn tiínee|il«í íie impticsins 



™ K.M.I.OS DE LA HIRTK SI TK1MA 

Que la procedencia o improcedencia íié la repetición úm-n- 
tilda se ludia vinculada ;i hi cuestión de salier si el íikv7" de! an. 
.19 de la Ivy a la trasmisión gratuita de bienes contenido en el 
art. 24 de Ja Ir. y dr impuestos sancionada con fecha 12 de Abril 
• le l'í-M cu la IWineia dr Unenos Aires, rs o no violatorio del 
principio de igualdad que consagra coum lase de tflás M^wátü 
el art. tú dr Ja Constitución Nacional. 

One la ley mencionada después de establecer «que todo ac- 
to que exteriorice la trasmisión gratuita de bienes existente en 
la Provincia, realizado dentro o fuera de su territorio, estará 
sujeto al pago dr un impuesto Cfiyp monto se determinará con 
relación al jaren leseo y según el valor de la transmisión, con- 
forme á una escala dr porcentajes, disjMine en el art. .19, me. 7*. 
«que sobre el monto dr cada hijuela se aplicara el porcentaje que 
corrcsixinda al valor total de los bienes transmitidos o activo ne- 
to de Ta sucesión de acuerdo con la escala del art. 24». 

<Jne rs esta ultima disposición, en chanto de su contenido 
resulla que la lasa aplicada a cada bijuela sé determina nó por 
el monto de ésta, sino ]*>r el de la totalidad del acervo suceso- 
rio, la que ha sido argüida de inconstitucional, |»or ser repug- 
nante a la garantía del art. 16 de Ja Constitución 

fjue ta igualdad ante la ley. impuesta en el precepto citado, 
contporta la consecuencia de que todas las ]>ersonas sujetas a una 
legislación determinada dentro del territorio dé la Nación, sean 
tratadas del mismo modo, siempre «pie se encuentren en idénti- 
cas circunstancias y condiciones. V en materia ímiJositiva esta 
Corte ha estable ido reiteradamente que la observancia dr aquél 
principio se cumple cuando en condiciones análogas se imponen 
gravámenes iguales a Jos contribuyentes. 

f )ue la vaguedad con que aparece enunciado el principio es 
sol*. aparente, Kl criterio de las semejanzas y diferencias de las 
circunstancias y de las condiciones cuando se aplica a los hechos 
que son objeto de examen ni cari:, caso particular, se convierte 
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en |ft1 medio etica/ y scyurn para definir \ precisar el con teñid" 
real de la garantía en cuestión. La regla, desde luego, lio pres- 
erihc una risilla igualdad, y entrega a la discreción y sabiduría 
de tos gol iíiti ii * 1111a amplia latitud jiara i^rrU-nar y agrupar dis- 
tinguiendo y clarificando los nhjctos de la legislación : pero, a 
su ve/, el mero liedlo de la dasificacióu no o I "asíante |Hir si 
sólo |wira i leda ra r f|iit' una ley nó ha violado la garantí» (id art. 
líi. es ñu it*ti>;il »U-. adema*, demostrar • 1 1 k- aquella se lia kisa- 
do cu alguna diferencia razonable y nu en una selección pura- 
mente arítiiraiía. Kallos, tonio MS. pág. M.^: 165 L\ S. 150. 

QiW acorra di* estu úhinio el jue/ Kradley. citado (rti el fa- 
ÍId que si- registra m el tükuí 170 L\ S. Jj§|$ decía lo si-uniente: 
«el estado puede si hace distinciones, exceptuar de impuestos 
ciertas fiases de propiedad, tales como iglesias, liíhliotccas y la 
(jue pertenece a instituciones tfó caridad, Puede imponer dis 
limas triáis específicas sohre di(" érenles ocupaciones o pmfesio- 
nrs y puede variar las lasas de sisas sobre diferentes j nut luc- 
ios : puede gravar la propiedad iniuuelitc de diferentes maneras: 
1 mede tasar la propiedad eorjHiral solamente y nú las ul>l inmu- 
nes consistentes en dinero, puede autorizar deducciones de las 
deudas o ni» permitirlo. Tales recula riónos y otras de semejante 
earáclor, en lauto se mantenga dentro de limites razona Mes y del 
liso general, están del uro de la discreción de las legislaturas de 
Kslad Id pueblo cid litado tyftg sancione una constitución». 

One di- acuerdo cotí estos principios, corresjiondr realizar 
el examen de la ley de impuestos a la trasmisión gratuita de hic~ 
nes de la Provincia de Unenos Aires, 

<Jue la referida ley ríe impuestos soWe la trasmisión gra- 
tuita de I tienes Iva podido, desde luego, romo lo ha hecho, a|pi- 
par en distintas categorías las personas llamadas a recoger bie- 
nes por herencia y ninguna objeción valedera cahria formular 
;i la clasificación <|ue resulta de cotu lunar el grado do |«irenles- 
m (linea recta descendente, linea recia ascendente y entre es- 
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IKtóus. colaterales *Ie*le el 2* grado hasta el sexto y otros jwrien- 
tes, legatarios y extraños) con la mayor o menos cuantía del 
patrirnoTiio sucesorio, toda vez que aquella descansaría en fun- 
damentales diferencia susceptibles de distinguirse entre sí y que 
conducen sin violencia a una razonable y propia relación dentro 
de la clasificación. Y es evidente que en tales condiciones Ja ga- 
rantía del art, 16 de la Constitución se encuentra satisfecha, si 
«demás el impuesto actuara igual y uniformemente sobre tudas 
las jXTsnuas en análogas circimstacias, es decir, sobre las com- 
prendidas en cada una de las distintas categorías obtenidas. 

Oue. no es es», sin embargo, lo que ocurre en el casi» de 
amos, pues él art. M), inciso ?% al dis|K>ner que Ja tasa aplicable 
a cada hijuela se determinará jx»r ci r. ionio <|e| caudal sucesorio 
y n» |*>r el de aquella, introduce un nuevo elemento en la clasi- 
ficación |Hir obra del cual, los románenles de cada uno de los 
diversos grupos (herederos en linea recta, descernientes y ascen- 
dentes, colateral, etc. etc.). no resultan considerados itel mismo 
modo para el pago del impuesto a pesar de hallarse Colocados en 
las mismas circunstancias y condiciones. 

gíie la demostración de la verdad di- esta conclusión a|>arc- 
tc uitifla y chira en los ejemplos siguientes tomados de la pri- 
mera categoría de sucesores organizada por la lev y que ,>odrían 
rcpeOrsc en cada una de las otras. Tallecido un padre dejando 
>,,U * 11,1 h 'j° v ,,n ti;i,,t ' r ,k< ™n mil ilesos, el impuesto es de dos 
mil pesos; si quedan cinco hijos y el momo de los bienes llega 
a quinientos mil j>esos. el impuesto sobre cada hijuela de cíen 
rml es dr cuatro mil jr-sos; si lf*s hijos so„ diez y el caudal su- 
cesorio alcanza ;■ un millón, el impuesto que paga cada hijuela 
<lc cien mil es de cinco mil pesos: cuando la sucesión no excede 
de cinc, mil |«-sos y queda solo un biju. el inciso í« del an. ¿¿ 
. xeeptua a aquélla «leí pago del impuesto, pero, si alcanza a vein- 
te mil pesos y los Ktjos fuese cuatro, no obstante que ta hijuela 
<le cada una ^eria de cinco mil pesos, come, . .. el caso anterinr 
la exención no existe. En los tres primeros, ejemplos aunque *e 
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trata «le hijos que recibe» Ia¡ misma suma, pa^an Úm mil. cuatro 
mi] y cinco mí] ik'síjs res|xelivameutc, y ai el último en ca- 
sos iguales habrá hijos obleados a satisfacer el impue.tn y otros 

nó. 

Oue, entretanto, y conifi se ha dicho, un heredero colando 
dentro de una <le las categorías urbanizadas |x»r la ley i|iie recibe 
una herencia de un vaínr determinado, uo puede hallarse obli- 
gado a pilcar más que lo que del* pa^ar otro heredero. cnm- 
prendido en ta misma acudiría, sin mte se encuentre afectado 
a su respecto el principio de la igualdad de impuesto consagrarlo 
\Mtr el art. 16 de ía Constitución. 

One la Corte del listado de YVisconsiu en el juicio Jllaek 
v. State fííray. Limitatio uof Taxínjí Poner X" 1489), exami- 
nando una ley de impuesto a Ins herencias qtie establecía una tasa 
sobre los tejidos jiara ciertos parientes, cuando el acervo excedía 
de diez mil pesos y los eximia si el monto no alean/alta esa can- 
tidad, decidió (pie la ley de Wiscoiisin en este |>art ¡cular carecía 
fie uniformidad y constituía urja denegación de la igual protec- 
ción de las leyes. Jíl caso fué planteado en estos léréminos: «así 
resulta eme un hiriente colateral que recilie un legado ile tíos 
mil <|tiinientos pisos de vm testador cuya sucesión ascienda a 
nueve mil quinientos pisi.s. no paga impuesto, mientras otro 
pariente colateral en el mismo -¡nulo que recibe un léanlo de 
dos mil quinientos pesos de un testador cuya sucesión asciende 
a diez mi! quinientos |ksos. es obligado a jiatfar impuesto*. Y la 
doctrina de este fallo es di- estricta aplicación a la cuestión de- 
kittda en este juicio, 

Que m> altera la exactitud de este razonamiento la de f cusí í 
ensayada por la Provincia de Unenos Aires, de <jue no está en el 
mismo caso (|iiieil hereda cien mil pesos til una sucesión de cien 
mil pesos, que quien hereda cien mil pesos en mía Micesióii tle 
un millón. Desde Ine^o. |Htrque siendo la hijuela el valor sobre 
que se aplica la tasa, no se advierte la diferencia i[iiv puefla exis- 
tir liara el hereden i en una y otra hqjótesis, ya que en amlias 



b qne recoja, vi aunu-ntu de mi picti rinst jnít j v> vi misino; ponjuv 
dentro de la economía íte & ley v\ ai niñada, vi factor dv la pro- 
porcionalidad y vi de la proim-sívidad han sú|n ya contemplados 
ni la formación di- la tárala y si vi monto del caudal sucesorio 
Sp tomara i|v nuevo como elemento dv una secunda elasif icítf ií'm. 
ello tendría miv ser lia jo la condición di* mi alterar !a igualdad 
qm resulla áe la primera, | jorque |mr último si ria de todo pnn- 
tu arbitrario vi criterio de una clasificación i|iiv condujera a 
gravar con ttn impuesto mas pesado las hijuelas dv los heredv- 
ros rlv l muí lias numerosas míe la> dv las rcdtj vidas v tal es la 
O'iisvaivnvia dentro del sistvuia dv la ley examinada, pues cuan- 
do más se fracciona vi acervo sucesorio, la lasa sv hace correla- 
tivamente más onerosa. 

Oiie. finalmente, si hj n , t -s civrtu t|pe vn el caso dv esta suce- 
sión jos herederos smi gravados del mismo umdi. y lo propio acnn- 
tecerá en mdo inicio al que concurran pluralidad de aquéllos, 
lo que hace decir al representante de la provincia que cada ve/, 
qtíe sv presente una situación igual vn cuanto al número dv he- 
rederos y a| monto del acervo, sv aplicará el mismo porcentaje. 
tPJc observarse sin emliargo c|tfe la garantia fiel art. Ifi de la 
Constitución «o se satisface tm eso solo, requiere, además, que 
a la uniformidad relativa se agregue la situación de igualdad en 
que aquéllos dvhvu encontrarse respecto dv i<k|*> otro hereden» 
.llamado a recoger una hijuela del mismo valor, 

!W estos fundamentos, o ido vi Señor IVonu-ador General, 
se declara que vi art. M>. inciso 7*' de la lev dv la Provincia de 
lineóos Aires, dv 12 de Abril de W%$, sobre la transmisión gra- 
tuita dr bienes vulnera el principio dv igualdad en el impuesto 
consagrado -mr vi art, 10 ele la Constitución. En consecuencia, 
y de avuvrdo con lo dispuvslo por los art*. 792 y 7*M y concor- 
dantes del Código Civil, sv condena a la nomhrada provincia a 
devolver a los actores en el plazo de treinta días, la suma de 
treinta mil novecientos treinta y cuatro |K-sos con cuarenta centa- 
vos moneda nacional, con sus intereses a estilo dv los ipic eohra 
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e! Banco di- la Xactón desde la lecha de la notificación do la de- 
manda. Las costas en el orden causado atenía la naturaleza de 
la cuestión debatida. Xiitifujuese y repuesto el papel, archívese, 

A. ÍIkiímkio. — j. l'"lf¡t-KRO* AL- 
CORTA. — UoltKKTO tí Kl'KTTO. 

\L J-AlkKXtKNA. — \i. (¡IJIKJ 
I .AVALI.K. 



ti) U tnrii- hiiprrma si- pmnmiciii tu ¡«nal sentidn i-n U cansa sr- 
Kuiila tloii Liiciantt Ramón Suri y olms. fallada tu la misma focha; 
tu la de veintitrés del misino, juicio Mari*, üuturi. mi sucesión, y en la 
roncha o.ii fot ka nueve fie IKck-mbre. seguida por doña Angela (Vipdfii 
tk- l.ancalan y nims, contra fa misma provincia 



Don Roberto It entube (su testamentaria), contra la Dirección 
de Esencias ríe til Provincia tie /hienas t i tres; sobre twi/*»//* 
ilación a h fujnhíación del impuesta a ta transmisión gra- 
tuita de bienes, 

Sumario : V* Son Trihunales Sii|ienores en cada caso, a los efec- 
tos del recurso extraordinario autorizado iw>r el articulo 14 
de la ley 48. los llamados a pronunciar sentencia en úl- 
tima instancia y sin recurso alguno |>ara ante otro tribunal 
local; y así t un fallo del Juez de l'az, iuaj>elalj!c para ante 
el Juzgado di? 1* instancia, y fiue^ en su caso. Iiace cosa 
jugada, es recnrrthle p%m ante la Corte Suprema, sí des- 
conoce el derecho del fuero federal invocado. Hn conse- 
cuencia, procede el recurso extraordinario aludido, contra 
una sentencia de la Cámara Civil I* de Apelación de l¿i 
Mata, contraria al derecho invocado ppr el recurrente y 
fundado en que el articulo 39, inciso 7" cíe ía ley de impues- 
to a la transmisión gratuita de (tienes de ta Provincia de 
Buenos Aires, es repugnante al art. 16 de la Constitución; 
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teniéndose [¡reseote, adema*, mu- cniiin h ha decía radn c<- 
u- Mil. n nal. la Sn| trema Corle ife Justicia de [ a Provincia 
¿te [5|etiOá \ires reviviendo un recurso de iuaplical.ilidad 
t> ley. tu. es ti iriluTiiaí tte última instancia, a < t ue se re- 
itere el articulo 14 de ta ley 4K, dudo .juc rila vivnr a care- 
cer fíe jurisdicción para resolver las cuestiones referentes a 
la t'iinstittH-róii v leve, uáeioirates y sólo puede ocuparse .le 
ías provinciales, 

i" hit cuanto al fondo: Véase el sumario de la causa ijue 
precede M»ui ( |a (íor don Jttan Haimah Drysdalc y otros 
rom ra la Provincia de llm-n.is Aires. soÜre devolución de 
una snma tic (Hilero, 

í <Mfl : Lo explica t í Sl^nicnte: 
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liutiim Ain>. \v\ii-miirt Ifí de l'LT. 

Vutos y Vistos : 
Considerando : 

Que «I*- actlerdo ron ,-1 a nimio 14 de h ley X" 4K. solo jnm 
drá apelara ife las semencias definitivas pronunciadas por los 
Tribunales ^perfores eje provine ia, a los cuales y cu virtud de lo 
dispuesto | M »i- el mN f.» de la ley 4055. se encuentran asimilado., 
fes eámaras federales Jas de apelaei.rti de la Capiial v los supe- 
riores n il ales militares. 

One jiúr irilumales superiores de 1 Yovincia y de la Capital 
debe entenderse aíjliel en i me pueda tener lu^ur la decisión final 
del juicio en lo míe se refiere a la cuestión federal planteada en 
- 1 \ es asi «pie esta f orte ha declarado que en el concepto legal 
se repmau trihmtale. superiores, en cada caso, los ílaniadns a 
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piotumciarse en última instancia y sin recurso (tóra aun* otro tri- 
hiinal local. 1.a sentencia del jue* de paz ina|>dahlc para ante el 
juzgado de primera instancia y que cu su caso hace cosí juga- 
da, es recurrible ] «ira unu- la Suprema Curte si desconoce ef de- 
recho del liiem federal invocado. Fallos, tamo 6^ J57 y 
1-16: ionio HU, pá- i5.í ; Utim m j ix 



ie en el presente caso la (amara Civil M de Ablación de 
U l'lata lia dene-pido d recurso extraordinario ínndáuduse ni 
qm «10 Halándose dé sentencia irrermihle pura anle la Supre- 
ma Corte de la Provincia, no es el sith Mr. aeluulmenle. cas*, de. 



reí aun i, en el curso de] jufcjo, se lia planteado j mi- 
el apelante tula cuestión de derecho federal, cual es la de so>te- 
ncr (J „ e el art. 39, incisu de la ley de impuestos a la trasmi- 
sión granula de bienes es contrario al art. 16 de la Constitución 
Nacional y la decisión pronunciada por fc, támara nombrada lia 
sido ci miraría al derecho invocado |jor d recurrente. 

ÍHte, en presencia de esíe antecedente y (emendo ademas 
en cuenta que como [o ha declarado este trílnmal. «la Suprema 
Corte fie ta Provincia de Huellos Aires, resolviendo un recurso 
de iiiaplieahílidad de la ley. m. t -s el tribunal de última instancia 
u une se refiere el art. 14. ley 4.S. pnes ella viene a carecer de 
jurisdicción para resolver las cuestiones referentes a la ^cinstitn- 
Ctón y leyes nacionales y sólo puede palparse de las Provincia- 
les». K.-dlo,. tumo 113. páe.. J§í ; tu,no 114. páj- 16; mn,,, | |n. 
pá^. MS y tomo MS. pá-, .UX, es r] ( - inda evidencia une en d 
caso el tribunal de iilu»ia instancia para hi decisión de la cues- 
tión federal planteada, ha sido la Cámara Civil ! ' de \pelación 
de la ciudad de £a [Mala. 

lin su inériio y oidu d Señor Procurador < Inu-ral, m de- 
clara prneedeme la queja, haciéndose Iu»ar al recurso extraor- 
dinario. 
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^ t onsidcrando: en cuanto al íondn dd aMintu por su- in 
necesaria mayor substanciación: 

■ 

H( :«■ la cuestión resuelta \«ir la Cámara Civil f« de Apela- 
ción de La Mata hállase vinculada a saU-r si el inciso 7'> del ar- 
iiculo .Í'J fie la luy a la trasmisión granula de bienes incluido en el 
art. 24 de la lev de impuestos sancionada el 1 2 de Abril de 192¿ 
para la provincia de Hítenos Aires, es o un violatoria del prin- 
cipio de igualdad qué consagra como kise de todo impuesto el 
art. 1f) «te ta Constitución Nacional. 

H«ve la ley mencionada después ríe establecer «nuc lodo acto 
<|iie exteriorice la trasmisión gratuita de bienes existentes en la 
provincia, realizado dentro o fuera de su territorio, estará suje- 
to al pago de un impuesto rnyo monto se determinará con rela- 
ción al ]*arenteseo y según el valor de la trasmisión, conforme- a 
una ocala de porceiitajes». dispone en el art. inciso 7\ «míe 
solire el monto de cada hijuela se aplicará el |)oreentajc que co 
rrespumla al valor «nal de los bienes trasmitidos d activo neto 
m la Mieesión de acuerdo con la escala del art. 24». 

Otie es esta última disjiosictóu. en cuan tu de su contenido 
resulta (file la tasa aplicada a cada hijuela se determina, no por 
d monto o valor de ésta. siuó |.or el de la totalidad del acervo 
sucesorio, b , JM e ha sido argüida de inconstitucional jn.r ser re- 
pugnante a (a garantía del art. In de la Constitución. 

Qm* la igualdad ame la ley. impuesta en el precepto citado 
comporta la consecuencia de rjue toda* las personas sujetas a 
una legislación determinada, dentro del territorio de la Nación 
larr. M de la Constitución ». sean tratados del mismo modo siem- 
pre que >e encuentren en idénticas circunstancias y condiciones. 
N en nial tria imixtóitiva esta Corte ha establecido reiteradamen- 
te que la observancia de aquel principio se cumple cuando en 
condiciones análogas se imanen gravámenes iguales a los cou- 
tríltu vente». 
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ie la vaguedad cotí cpie aparece enunciado el principio m 
mía aparente Kl criterio de las semejanzas y efe las dtier^nctas 
de las circmistmieias y de las condiciones cuando se aplica a los 
hechos que* son objeto rk- examen en eaila cas.» |i¡in indar se con- 
vierte en un medio eficaz y seguro pía definir y precisar el 
contcnid» real de la -aramia en cuestión. I.a regla, desde luc^u 
no prescribe una rígidad igualdad, y entrega a la discreción y sa- 
biduría de los gol tiernos una amplia latitud para ordenar y agru- 
par distinguiendo y clasificando los objetos tic la legislación; 
pero, a su ve/, el incro hecho de la clasificación no es Imitante 
IMjr si sólo T Ktra declarar que una ley no ha violado la garantía 
fiel art. 16. es indispensable, ademas, demostrar que aquélla se 
ha Imsario cu alguna diferencia razonable y no en una selección 
puramente arl.itraria. Fallos, tomo 138. pág. ^t-l: 165 L\ S. 150. 

Ouc acerca de esto último el juez Hr:idkv, citado en el fa- 
llo que se registra en el tomo 170 ¿J. S. 2,H3. ¡leeia lo siguiente: 
«El estado puede, si hace distinciones, exceptuar de impuestas 
ciertas clases de propiedad, tales como iglesias, bibliotecas y la 
que pertenece a instituciones de caridad. Puede imponer distin- 
tas tasas especificas sobre diferentes ocupaciones o profesiones 
y puede variar las tasas de sisas sobre diferentes productos; pue- 
de gravar la propiedad inmueble de diferentes maneras; puede 
tasar la propiedad corporal solamente y no las obligaciones con- 
sistentes en ílinero. puede autorizar deducciones de Jas deudas 
o no [term ¡tirio. Tales regulaciones y otras de semejante carác- 
ter, en tanto se mantengan dentro de limites razonables y del uso 
general, están dentro de la discreción de las legislaturas de es. 
tado o del pueblo del estado (pie sancione una constitución». 

Oue de acuerdo con estos principios corresponde realizar el 
examen de la ley de impuestos a la trasmisión gratuita de bie- 
nes de la provincia de Buenos Aires. 

Que la referida ley lia podido, desde luego, como lo ha he- 
dió, agrupar en distintas categorías a las personas llamadas a 
rieoger bienes |>or herencia y ninguna objeción valedera cabria 
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o -r mular a la clasificación i|tt<: resulta de eomhinar el «rado de 
parentesco í linea recta descendente, linca recta ascendente y es- 

l *i cq&tcriiks (íesete el 2» grado lutria til fV. ctiÑ, fie), con la 

mu vi ir o nit-THir cuantía del pan imnuin sucesorio; oda ve* míe 
íKjjltflIa descansaría ni íundatnentalos diferencias susceptíhles efe 
distinguirse entre -si y (pie conducen sin violencia a una nm>- 
nahlc y ¡mil lía relación dentro dt- ¡a clarificación. Y es t - viden- 
te i t m- vu tales condicione* la ir.naiuia del articulo 16 de la 
( -iiistrtnnúu se encontraría satisfecha sr. además, el ini|«tcftt« 
actuara í^ual \ uniformemente sohrc Unías tas personas en aná- 
logas circunstancias, es decir, sulirt* la* compreuttic&is cu cada 
una de la* distinta* cale^orías *.hl cuidas, 

[hn- no e- es,,. .111 rmtiar^i, lo qnc ocurre tu el caso de autos 
Wm é m, 39, inciso de la ley al estatuir . t ue la tasa aplica - 
Mr a cada hijuela >e determinará |*ir el m<Mú del caudal suce- 
sorio y ii.. por H de acuella, introduce utl nuevo elemento cu la 
clasií nación por ni ira del cual los románenles de cada inm ríe 
los diversos gmm (herederos en linea recta, descendente y as- 
cendente, esposo*, colaterales, efe.)» no resultan considerados del 
mi*mo m.,d,. para el paga del impuesto, a pesar de hallarse co- 
lorad,.* en las misma* circunstancias y condiciones. 

'Jne !a demostración de la verdad ile esta con-. lusiun aparr- 
ee nítida y clara en los ejemplos sitúenles tomados de la pn L 
mera catejjoria de s t iee>o t e* org ai rizada por la tes y i f nr ;«„lnan 
re) *i irse en cada una de las otras, l-alk-cido un padr. dejaed i 
solo un llijo y un liafier <1e cien mil pesos, el impuesto es de do> 
mil [ies.,s : ^¡ ,|unlan cinco luj.rs y el motilo de los Incoes licita a 
uuinuiito> mí| )KkMl>i ( .| j miim>ttl S() | irt . ailhl Hijuda de cien mil 
es de cuatro mil pesos; sj l„ s hijos son diez y el caudal suceso- 
rio alcau/a a un millón d impuesto oue pa»a rada hijuela de 
eieti mil e> de cinco mil pesos. Cuando [ ri sucesión no excede de 
i'itteo mil peM.H y ijneda soto un lujo, el inciso I" riel art. IM vx- 
ceptña a ai piel la del pa^o del impuesto, pero, si alcan/a a vein- 
le Util |h?m>s y Iiiü llíjtis iuesen cuatro, no olist¡nite ,pu- la lii- 
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«'»• «™ l'mwfc, .1,- ,,„ val,,,- .h-u-rminad.,. „„ 1>m ,| c tallarte 

" T 1 " •'! |OS f ir miis '«* *ÜS M** l.n,.l,r„ i„. 

'"'"I" ' " ta »»»,.,;, 1 -a l , )í( , r ¡ ; ,, s ¡„ ,,„,. Sl . l , K . m . 11(r( , ah¡atuto n 

teH«L. .■! ].nnc„„„ ,1, la i,„,,Ua.l ,|, ,,„,„„ ,,„,„„,„,„ |lí# 

'■I art I pT i de ],i ( (institución. 

\. _M.il»- (í,ray. «Uiniiaiion ,,t Taxinjí IWcr» \-- 1W, exa- 
minando ^ R. v rk . ¡ timitcsll> a ^ nemu ,¡. ls (||h . lista||lw ¿ 

tílN ' 1 í ' ,r<? Ios k '« A,Il,s > Miríl ™rtos Rftaes Cliáttífn el acervo 

ele dfes mil ¡*sos y l„s eximía si ,1 mcmto 
CSa cantulad. decidió qfe | a ley dr Wisemtsiu en ,s|, particular 
canea de uniformidad y constituía una .lenteció., ríe la ¡«nal 
pmtccei.m de las |^ Kl ^ f llc ^ 
* asi resulta mu- un pariente colateral míe recibe un legado dr 
4PE ««I 5*^f*f ^as de un testador cuya *«e,sió„ asciende 
-i ittteve mil <| minemos |>ems un pop impuesto, mientras táru 
pariente colateral en el mismo «nido c|iie recihe un leí-ido de ém 
Tantos ,k,os de un testador cuya sucesión aseiend, a die, 
'»■' cumíenlos p| es ^I^fo a ^ inmuttsl(1 , y ,¿ ^ 

trma de este fallo es de estricta aplicación a la cuestión deki.i- 
'la en este juicio, 

Qltó mi altera la exactitud de e>tr razonamiento la defensa 
c-usayada | a l) irtTdoil Gmml fc ^ fc 

T R ' U, ' > A,rt ' s * ík * «» en el mismo cas,, tjnien hereda 

^7 m " ^ m " ,,a SütCSÍtl " ""I !«m,s, (J ue t( nieu he- 

recla ce, m.l pesos e„ tuta sucesión de un millón, Desde lueiro 
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porque siendo la hijuela el v.*il**r sobre que se aplica la tasa no 
*e advierte la diferencia t|tie pueda existir para el heredera en 
una y otra hipótesis, ya i|ite en ambos lo que recoja, el aumento 
de patrimonio, es el mismo; jorque dentro de la economía de la 
lev examinada, el factor de la proporcionalidad y el de la pro- 
^re>,ividad llíltl siti ti ya contemplados en la formación de la es- 
tala y si el monto tlel cauda] sucesorio se tomara di- nuevo co- 
mo elemento de una secunda clasificación, ello tendría une ser 
lia jo la condición de no alterar la igualdad que resulta de la pri- 
mera ; porque. |km último, seria de todo punto arbitrario el cri- 
terio de una clasificación que condujera a gravar con un im- 
puesto más ¡R-sadii las hijuelas de tus herederos de familias nu- 
merosa- que las de las rcdui idas, y tal es la consecuencia dentro 
del sistema de la ley examinada, pues, cuanto más se fracciona él 
acervo sucesorio la tasa si hipe eorrelativami me más onerosa, 

fjtie final mente, m liieii es cierto que en el caso de esta su- 
cesión los herederos del causante son gravados fiel mismo modo 
\ lo propio acontecerá en indo juicio al que concurran plurali- 
dad de herederos, lo que hace decir al representante de la Direc- 
ción < ¡eneral de Escuelas que- eada ve/, que se presente una situa- 
ción i^ual en cuanto al número de herederos y al valor suceso- 
rio se aplicará el mismo jm aventaje, delie observarse, sin eni- 
har^o. que el principio de igualdad no se .satisface con eso solo: 
h -míen . además, que a la uniformidad relativa se agregue la si- 
tuación de igualdad en que ellos deheii cueonirarse rcs|>eeio de 
r«.il.i oini [újo o esposa, llamado a recoger una hijuela del mis- 
nio valor. 

l**n uieiitu de esias Consideraciones, nido el Señor I 'm- 
( orador (¡eneral. *e declara que el art. .V, inciso 7" de la ley de 
la Provincia de Ihienos \rres sohre la transmisión gratuita de 
hieties de fecha 12 de \hril <le 1*^23, vulnera el principio de 
igualdad en el inqniesto consagrado f>or H arL Ift de la Consti- 
tución Nacional, Ku consecuencia, se revoca la sentencia apelada 
en la ^(rie que ha podido ser materia del recurso y de acuerdo 
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con I.» flíspucsto en el mi 16 íjc Ja ¡ m \» (8. Suélvase isla cau- 
sa a la Cámara C ivil (• (le Ai.elnc>ó,i de la ¿melad <k 1.a Mato, 
a fin <le (jue sea nuevamenie juz^ula, |Iot¡fi.|iiese y repuesto el 
mMétiém 4 expediente pedido , Mir vía de 
informe ni tnmseriprión fie la presente, 

A. Bermkjo. -- J. FlCUKROA Al. 

CORTA. — RoHKMTO KkI'KTTO. 

M. LAlkK.MEvNA, ■ R (hiihj 
l>AVALLE, 



